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El presente reporte sobre la situación de los derechos humanos en Paraguay, 
del 2016, corresponde a un esfuerzo ciudadano impulsado por organizacio-
nes de la sociedad civil, defensores y defensoras de derechos humanos, que 
en esta oportunidad alcanza su vigesimoprimera edición, un logro que no 
sería posible sin la convergencia y articulación estratégica de quienes hacen 
parte de la Coordinadora de Derechos Humanos del Paraguay (Codehupy), 
principal espacio de promoción y defensa de los derechos humanos, creada 
en la posdictadura.

Este fue un año marcado por causas emblemáticas, como la condena en el 
caso Curuguaty, y los desalojos forzosos de los campesinos y campesinas de 
Guahory y los y las indígenas de Sauce, entre otros y otras, que han sufrido 
el embate de una política privadora de sus tierras y viviendas, así como de 
un conjunto amplio de otros derechos humanos. En este contexto, el informe 
nuevamente recorre ese difícil panorama de la discriminación estructural en 
la cual operan los derechos, siempre mediados –cuando no condicionados– 
por un modelo económico ajeno a los derechos económicos y sociales de las 
mayorías y una institucionalidad proclive a restringir los derechos civiles y 
políticos de quienes se alzan con críticas y agenda de exigibilidad propias 
frente al poder, para defender y mejorar sus condiciones de vida. 

Este trabajo también ofrece la oportunidad, en esta edición, de aproximarnos 
a nuevas temáticas, como los derechos emergentes relacionados a la era de la 
revolución digital, la internet y los derechos en red. Del mismo modo, aunque 
verse sobre derechos de larga data, también se exploran en las páginas que 
siguen los derechos de aquellas personas que han encontrado refugio en el 
Paraguay, una realidad poco conocida, tanto en su dimensión institucional 
como en el origen y causas de los hombres y mujeres que están en nuestra 
sociedad con ese estatus protector del derecho internacional. Asimismo, en 
línea con los temas nuevos, se ha incluido un artículo sobre el derecho a de-
fender el derecho, el cual se pretende mantener con regularidad anual para 
ofrecer información respecto al estado de cumplimiento de la obligación de 
promover y proteger a las personas y organizaciones de derechos humanos, 
mandato clave en estos tiempos de criminalización de la protesta social. 

En conjunto se reúnen aquí 39 artículos, cuya autoría responde tanto a con-
tribuciones de personas y organizaciones integrantes de la Codehupy como a 
individualidades. Este volumen se organiza en tres grandes secciones en las 
que se busca crear una continuidad novedosa en los contenidos y enfoques de 
cada artículo. En la primera se contextualiza la coyuntura política y económi-
ca. En la segunda se enuncian siete capítulos de un derecho o derechos que 
se concatenan por sus cualidades y a%nidades y, a la vez, se complementan 
por sus características especí%cas. Por último, en la tercera y última sección 



se desarrollan los dos temas que, dada su singularidad y repercusión, mar-
can el año. Resta decir, en cuanto al orden y presentación, que el periodo 
comprendido sigue la secuencia de sucesos de %nales del año pasado y lo 
ocurrido hasta casi el %lo de la publicación de este informe, es decir, al cierre 
de noviembre. 

Finalmente, con%ando en el potencial emancipador de los derechos huma-
nos, esperamos que este material sea una contribución de utilidad, ya sea 
como instrumento de exigibilidad social y ciudadana, o como herramienta de 
consulta, estudio e investigación. Pero, sobre todo, pretendemos interpelar a 
las autoridades cuyas prácticas están permeadas constantemente por la vul-
neración de los principios y valores de los derechos humanos. 

Óscar Ayala Amarilla
Secretario Ejecutivo
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Una mujer joven, con una sonrisa brillante que resplandecía en los espacios 
por donde transitó en su vida, nació en la ciudad de Asunción el 11 de agosto de 
1979 y desde el 12 de diciembre de 2015 brilla con ternura desde alguna estrella 
del %rmamento. 

Fue parte del Parlamento Joven (2000), las sucesivas Misiones Universitarias, 
y diversas redes y asociaciones a nivel nacional e internacional. Trabajó en el 
ámbito público como en el privado, y en varias organizaciones de la sociedad 
civil, entre ellas siendo integrante del Consejo Directivo de la CDIA. En diver-
sos rumbos fue compañera y amiga de quienes pasaban a su lado. 

Abogada de profesión, egresada de la Universidad Nacional de Asunción 
(2004); especialista en niñez y políticas públicas por la Universidad Católica 
(2007); con una maestría en la Universidad de Bristol (2009), donde realizó su 
trabajo %nal sobre “Participación juvenil en la elaboración de Políticas Públicas 
de Trata de Niños, Niñas y Adolescentes en Paraguay”. Exigente consigo misma, 
paciente con las demás personas. 

Carla fue una persona entregada con pasión a las causas que abrazaba, sin me-
dir las fuerzas o energías que eso le iba a demandar. Aun estando ya enferma 
en los últimos años, su compromiso con los derechos humanos en general, y en 
particular con los de la niñez y la adolescencia, las juventudes, las mujeres y las 
personas con discapacidad, no disminuyó. 

Asunción y el mundo han sido para ella un pañuelo. Para una persona con la 
alegría de vivir intensamente como Carla, las ciudades la conocían en sus mil 
y una andanzas, pintando caras en la Costanera, visitando albergues de niñas y 
niños, tomando el té en algún rincón desconocido, haciendo de maestra jardi-
nera o bailando bajo las estrellas. Siendo ella misma, auténtica.

Soledad Cáceres Gasparri – Aníbal Cabrera Echeverría 
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Defensor de derechos humanos y héroe civil de la República. Un hombre 
justo, quien dedicó su vida a luchar por la vigencia de las libertades públi-
cas, la justicia social y la democracia en el Paraguay. Durante la dictadura, 
fue privado de su libertad en 109 ocasiones, siendo torturado en numerosas 
ocasiones. Llevó una vida intensa de lucha enfrentándose al régimen de Al-
fredo Stroessner. Presidió la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y 
de la Comisión de Derechos Humanos de la Federación Latinoamericana de 
Trabajadores de la Cultura. Asimismo, fue asesor en Derechos Humanos de 
la Central Nacional de Trabajadores (CNT) y de la Organización Nacional 
Campesina (Onac). Ejerció la docencia en la Facultad de Filosofía de la Uni-
versidad Nacional de Asunción.
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Nelson García fue presidente del Centro de Estudiantes de Derecho en 1966, 
época en que todas las organizaciones juveniles estaban limitadas por el stro-
nismo. Fundador del Partido Liberal Radical Auténtico, reconocido héroe civil 
y luchador por los Derechos Humanos durante la dictadura de Stroessner. En 
1964 editó un periódico llamado Acción Universitaria Democrática. Se des-
empeñó también como director del semanario “El Radical”, vocero del PLRA 
durante mucho tiempo. Allí García era el editorialista principal. También co-
laboró con el semanario El Pueblo. Tras la caída de Alfredo Stroessner, García 
fue electo senador de la Nación por el periodo de 1989 a 1993. Fue representante 
de la Asociación Americana de Juristas (AAJ), y en representación de la misma, 
un activo miembro de las plenarias de la Coordinadora de Derechos Humanos 
del Paraguay (Codehupy).
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Vicente Artemio Páez Chávez falleció en Asunción a los 41 años el 15 de octubre 
de 2016. Se destacó por su larga trayectoria de militante y dirigente del Sindi-
cato de Periodistas del Paraguay (SPP), donde fue delegado sindical, secretario 
de organización y secretario general. Desde este espacio orgánico militó sin 
descanso en el movimiento de los trabajadores y trabajadoras paraguayos.

Fue periodista y cofundador de la Cooperativa de Trabajo Atycom y del medio 
digital ea.com.py. Escribió incontables artículos e informaciones en este medio 
desde su compromiso profesional con el movimiento trabajador. Fue también 
sindicalista internacional, secretario de Derechos Humanos de la Federación 
de Periodistas de América Latina y el Caribe (Fepalc) y también vocal de la 
Federación Internacional de Periodistas (FIP), de la que fue miembro de la 
comisión redactora de sus estatutos.

Deja como lecciones su fe inquebrantable y su coherencia en la causa de los 
trabajadores, su amor al idioma guaraní y su sentido de %esta de la vida y su ge-
nerosa entrega en la construcción de poder colectivo. Sus compañeros y com-
pañeras de lucha lo extrañarán.



!"#$%&'()"##%

Psicóloga, feminista, trabajó desde los inicios de Kuña Aty por los derechos de 
las mujeres, especialista en atención a mujeres víctimas de la violencia machis-
ta. Profesora en la Facultad de Psicología en la UNA. Dilma Cubilla fue una 
apasionada de su trabajo, una feminista luchadora y además una persona con 
gran sentido del humor. Los feminismos se construyen con personas como Dil-
ma Cubilla, que transformaba su entorno cada día. Gracias, Dilma, por haber 
abierto la conciencia de derechos en tantas mujeres. 
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Como parte del movimiento del nuevo cancionero, Víctor “Pato” Brítez fue 
perseguido permanentemente durante la dictadura de Alfredo Stroessner, sien-
do preso y torturado en varias oportunidades. Con todo, siguió componiendo, 
cantando y militando. Fue integrante del Partido de los Trabajadores y acudió 
hasta los últimos meses a todas las movilizaciones realizadas por mejores con-
diciones laborales, sin importar cuál fuera el sector, tanto como miembro del 
Sindicato de Trabajadores de la Salud como de manera independiente.

Víctor “Pato” Brítez nació en Asunción el 23 de marzo de 1946. Estudió pia-
no, teoría y solfeo, además de guitarra. Compositor, guitarrista y vocalista de 
mucho talento, formó parte del Coro del Ateneo Paraguayo y fue director del 
grupo vocal Voces Para un Continente y Arquitectura 67, ganando, por ejem-
plo, el Primer Premio en el Festival de Coros de Viña del Mar, Chile, en 1967. 
En Ciudad del Este, “Pato” Brítez creó el destacado grupo folclórico Tetãgua, 
que tiene más de 30 años de vida artística con varios premios nacionales e in-
ternacionales en su haber, además de ser miembro del directorio del grupo 
Manduarã en los 80, creador de la Sociedad Cultural Ñemitÿ, entre otras acti-
vidades vinculadas al arte.



!"#$)*%+'$$"0#"%2"#*"$

Fue un intelectual en el más amplio sentido de la palabra, un hombre universal 
que amaba, conocía y difundía fervientemente lo que implicaba la paraguayi-
dad, en su visión bilingüe y multicultural. No renunció en toda su vida a hacer 
de su patria un lugar por encima de lo mediocre y de lo injusto. Desde joven se 
unió a las %las del liberalismo desde donde combatió con su pluma y acción la 
dictadura ocasionándole 17 apresamientos.

Hombre de cultura enciclopédica, abogado, con posgrados en Madrid y en La 
Sorbona de París. Embajador del país en Chile y Ecuador. Fue el primer minis-
tro secretario de Políticas Lingüísticas del Paraguay. Durante el largo letargo 
cultural de la dictadura, se ingenió para abrir, editar y sostener las primeras 
editoriales que publicaron la obras en prosa y poesía de los mejores exponentes 
culturales paraguayos e impulsando las primeras tertulias y talleres literarios. 
Siendo la cultura su primer empeño, no dudó desde la Comisión de Bilingüis-
mo y la Real Academia de la Lengua en abogar por el guaraní y por el respeto 
de la cultura paraguaya, en todas sus manifestaciones. Tuvo un programa de 
radio semanal “Paraguay Adentro” en radio Ñandutí durante décadas, desde 
el cual enseñaba historia, cultura, y costumbres, compartiendo su amplísimo 
conocimiento y amor a su patria. Su obra como escritor incluye poesía y pro-
sa profundamente arraigada en la tierra que adoraba publicando varios libros, 
que alcanzaron difusión internacional así como varios premios. Algunas de sus 
obras fueron musicalizadas y otras llevadas al cine. El legado de su obra per-
manece, enalteciendo todo lo paraguayo y, a la vez, proclamando su lucha por 
los derechos humanos, levantando la voz ante las injusticias que oprimen a 
nuestro pueblo.
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Maestro nivaclé, con 44 años de ejercicio de la docencia. Fue un ferviente de-
fensor de los derechos culturales de su pueblo, en especial del idioma nivaclé, 
así como un activo promotor del mismo entre los niños, niñas y jóvenes de 
su comunidad Campo Loa, al sur de Mcal. Estigarribia, Chaco. Vivió en la 
aldea Jotoicha. La muerte lo encontró camino a Asunción, cuando se dirigía 
a recibir un merecido reconocimiento, el premio Comuneros a la excelencia 
educativa.

Equipo académico
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Dirigente indígena y defensor de los derechos humanos del pueblo nivaclé, 
y de los pueblos indígenas en el Paraguay, nacido el 8 de abril de 1935 en la 
Misión Esteros, Chaco, fue objeto de “un experimento educativo” por parte 
de los misioneros Oblatos de María Inmaculada, según él mismo lo relató, al 
ser separado de su familia en 1942 y llevado a Asunción para estudiar, don-
de le prohibieron seguir usando su lengua materna así como el guaraní. La 
revolución de 1947 interrumpe sus estudios y regresa al Chaco, donde logra 
retomar el uso del idioma nivaclé, que nunca más abandonaría, marcando así 
el inicio de un proceso de rebeldía en defensa de los derechos de su pueblo. 
Entre 1952 y 1957, se aboca a una intensa campaña por la devolución de las 
tierras ocupadas por las misiones religiosas del Chaco, lo que le genera un 
enfrentamiento directo con diversos misioneros y con la dictadura, que es 
seguida de la marginación y hostilidades que fueron creciendo. Es privado de 
su libertad en 1966, por la policía militar que lo traslada a una cárcel en Gral 
Díaz, bajo la acusación de “agitador de jóvenes nivaclé”. Antes de este episo-
dio, a comienzos de los sesenta, ya había estado a punto de caer preso, por 
haberse opuesto al pago en vales a los trabajadores indígenas en las colonias 
menonitas, para quienes exigía el pago en efectivo como a los demás traba-
jadores no indígenas, llevando adelante un activismo inusual a favor de los 
derechos laborales en aquel tiempo. En 1975 empieza a trabajar en el proyecto 
Marandú junto con Miguel Chase Sardi, lo que le vale mayor persecución 
política por parte de la dictadura, que lo tenía permanentemente vigilado. 
En 1977 apoya la creación de la Asociación de Parcialidades Indígenas y hasta 
sus últimos días de vida en 2016 obró a favor de los derechos indígenas en los 
diversos ámbitos en los cuales le cupo actuar. 

Óscar Ayala Amarilla
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“Hago esto para ganar, porque el poder –político o económico– es lo que im-
porta”. La frase, formulada en términos más o menos exactos en las jornadas 
de análisis de la coyuntura 2016 de la Codehupy, en un intento de comprender 
ciertas actuaciones, re&eja un pensamiento que se expresó de manera continua 
en la política  paraguaya en el año 2016, así como en la economía y en el trato a 
los movimientos sociales por parte de la élite gobernante.  Este análisis que en-
cabeza el informe anual de derechos humanos del Paraguay re&eja la visión de 
las organizaciones nucleadas en la Codehupy, que este año se han reunido dos 
veces para conversar y debatir conjuntamente sobre el marco político y social 
en el cual desarrollan su trabajo y que muchas veces marca las posibilidades u 
obstáculos para coadyuvar a la garantía de derechos de la población paraguaya.

Se han podido analizar propuestas de torcer la Constitución Nacional en afa-
nes re eleccionarios, situaciones de ministros del Poder Ejecutivo dirigiendo 
políticas públicas en las cuales podrían verse bene%ciados económicamente, 
desalojos de comunidades indígenas con derecho a sus territorios para la apro-
piación de tierras con el objeto de extender las plantaciones de soja, condenas a 
campesinos y campesinas de Curuguaty sin prueba alguna; todo puede hacerse 
en la búsqueda del poder político o de sostener el poder económico, aunque se 
afecten principios éticos básicos y a la par, derechos fundamentales. Con esta 
lógica, la rueda de los quiebres éticos y legales sigue girando en el Paraguay.  

En el ámbito de la política es donde este principio se expresa con mayor con-
tundencia, pues el año 2016 culmina casi como empezó, con ambiciones reelec-
cionarias del presidente Horacio Cartes y de otros dos expresidentes,  Fernan-
do Lugo y Nicanor Duarte Frutos, propiciadas por sus seguidores y por ellos 
mismos en procesos tempranos de campaña electoral, sin que se sepa hasta 
este momento de qué manera legal podrían candidatarse a la presidencia en 
las elecciones del año 2018. Estas aspiraciones mantienen al Partido Colorado 
en la inde%nición sobre candidaturas presidenciales, así como al Frente Guasu. 
Mientras, el Partido Liberal Radical Auténtico se debate en el internismo que 
dejó la elección de autoridades de este partido donde el llanismo, que había di-
rigido el partido por una década, resultó derrotado,  pero sin reconocer plena-
mente a las nuevas autoridades y sin que éstas busquen conciliar, hasta el punto 
de que podría producirse una división  para las elecciones de 2018. La izquierda 
se encuentra, una vez más, fragmentada pero aún sin proyectos claros para las 
elecciones de 2018, excepto la candidatura de Fernando Lugo, propiciada por el 
Frente Guasu en el marco de la incertidumbre legal. Este difícil, pero poco no-
vedoso, panorama político se ve cruzado, como desde hace varios años, por la 
sostenida expansión del narcotrá%co, de la narcopolítica, del narcoterrorismo 
y de la violencia que causan un promedio de un asesinato por mes, incluyendo 
a jefes de cárteles y políticos.

En tanto, la aplicación sin pausa del proyecto económico cartista continúa, con 
el aumento acelerado y sin precedentes del endeudamiento nacional para obras 
de infraestructura, pero sin que se sepa exactamente a qué  inversiones van. En 



el año 2016 la deuda externa se duplicó con relación al 2011, pasando a ser ac-
tualmente el 23,2% del PIB; el 39,3% de esta deuda corresponde a los denomina-
dos “bonos soberanos” emitidos entre 2013 y 2016, alcanzando una suma total 
de 2.380 millones de dólares con la última emisión de 600 millones de dólares 
correspondientes a este año1. 

Es interesante comprender que se van conformando nuevas burguesías en el 
país. Por una parte, en el marco de un capitalismo que se va consolidando y 
reestructurando en el Paraguay, esta conformación tiene como eje el uso de 
los recursos públicos unida al trá%co de in&uencias. Esto se evidencia en la 
participación de hombres que se encuentran en los espacios de decisión gu-
bernamentales  en  empresas receptoras de adjudicaciones públicas.  Es el caso 
del ministro de Obras Públicas y Comunicaciones (MOPC), Ramón Jiménez 
Gaona, hijo del principal accionista de la empresa constructora que se alzó con 
la ampliación por 30 años de la concesión para la ampliación de la Ruta 2, sin  
licitación pública,  y del jefe del Gabinete Civil y Jefe de la política energética, 
Juan Carlos López Moreira, accionista de una de las empresas exploradoras 
para la búsqueda de petróleo. A estos se unen los gerentes de Cartes, que ac-
túan ad honórem en el Estado, pero que hacen importantes negocios a partir 
de información privilegiada. Esta burguesía en consolidación pareciera estar 
en competencia con otra, la liderada por referentes  colorados, algunos de ellos 
con altos cargos públicos y  vinculados al agronegocio. La expansión de los 
cultivos de soja, con la consecuente deforestación, también ha sido un eje de la 
política económica gubernamental, como lo fue para los demás gobiernos de 
la apertura política. En tanto, desde el Estado no hay un poder de contrapeso, 
como pudiese haber sido el Poder Judicial, que salvo excepciones está lejos de 
dirimir con&ictos de interés, ni de salvaguardar los bienes públicos y el Estado 
de derecho. 

En este contexto de incertidumbres políticas y rumbos claros basados en los in-
tereses de la élite gobernante en el ámbito económico, la movilización popular 
ha sido permanente, girando alrededor de varios ejes de demandas sectoriales 
y de repudio a las políticas gubernamentales. Se han destacado nuevamente 
este año las luchas y movilizaciones estudiantiles universitarias y las luchas 
campesinas, con importantes movilizaciones aunque sin logros signi%cativos. 
La respuesta gubernamental ha sido, una vez más, el uso de cualquier medio 
para justi%car el objetivo de acallar las protestas. A las luchas de estos sectores 
debe sumarse la importancia cobrada por el movimiento feminista y amplio de 
mujeres que logró colocar en la agenda pública y social una agenda legislativa 
con amplio apoyo, recibida con ataques por parte de los sectores conservado-
res fundamentalistas religiosos que tienen una representación importante en el 
Parlamento Nacional.



Durante este año es posible observar el %n de la era de los gerentes técnicos en 
el gobierno cartista, la asunción de dirigentes políticos a las carteras ministe-
riales y el sometimiento político de quienes desean permanecer en sus cargos. 
Los cambios ministeriales se iniciaron en enero, cuando de forma sorpresiva 
fueron cambiados la ministra de Justicia,  Sheila Abed, y el ministro de Agri-
cultura, Jorge Gattini. A este último lo sustituyó  Juan Carlos Baruja, dirigente 
colorado del departamento de Paraguarí.  En mayo, luego de la renuncia de la 
ministra de Educación, Marta Lafuente, por presión estudiantil, ingresó a esa 
cartera el político Enrique Riera Escudero. En el mes de octubre, durante la 
Convención de la Asociación Nacional Republicana (ANR), Cartes anunció 
la destitución del ministro del Interior,  Francisco de Vargas, sustituyéndolo 
por Tadeo Rojas, diputado de gris trayectoria del departamento Central. En 
esa misma convención  se con%guró el acto de sometimiento del ministro de 
Hacienda, Santiago Peña, hasta entonces a%liado al Partido Liberal Radical Au-
téntico (PLRA) quien públicamente %rmó su a%liación a la ANR, al parecer 
como condición para mantenerse en el cargo. Factores causales de este giro 
podrían ser, entre otros, la pérdida de apoyo de dirigentes políticos colorados 
en el Senado y la ausencia de éxitos que se auguraban desde los sectores de po-
der económico para el gobierno cartista, expectativa no cumplida hasta ahora.

El año 2016 ha sido también un periodo de esfuerzos por la habilitación de las 
candidaturas a la presidencia de la República en el 2018 de Cartes y de Lugo. La 
pérdida de apoyo de Cartes en la Cámara de Senadores, con la consolidación 
de la bancada colorada no o%cialista, permitió el rechazo a la propuesta de en-
mienda constitucional que podría haber habilitado la reelección por parte del 
Senado, en fecha 25 de agosto. En efecto, a propuesta del Partido Democrático 
Progresista (PDP), en una jugada estratégica, una mayoría absoluta del Senado 
incorporó al orden del día y votó sobre tablas el rechazo al pedido de enmienda 
constitucional para posibilitar la reelección. La estrategia se basó en el conoci-
miento jurídico, ya que el artículo 290 de la Constitución Nacional dice:

Transcurridos tres años de promulgada esta Constitución, podrán realizarse en-
miendas a iniciativa de la cuarta parte de los legisladores de cualquiera de las 
Cámaras del Congreso, del Presidente de la República o de treinta mil electores, 
en petición !rmada.

El texto íntegro de la enmienda deberá ser aprobado por mayoría absoluta en 
la Cámara de origen. Aprobado el mismo, se requerirá igual tratamiento en la 
Cámara revisora. Si en cualquiera de las Cámaras no se reuniese la mayoría re-
querida para su aprobación, se tendrá por rechazada la enmienda, no pudiendo 
volver a presentarla dentro del término de un año.



A pesar de intentos sin posibilidades de demostrar que otro proyecto de modi-
%cación de la Constitución obrante en Diputados, que nunca había sido tratado 
pero se presentó antes, era realmente el de origen, y de la disposición de la ANR 
o%cialista a llevar adelante con prepotencia la enmienda, lo cierto es que no se 
arriesgaron a un quiebre constitucional. Con el rechazo de la enmienda, lo más 
probable es que se haya liquidado las posibilidades de reelección presidencial 
de Cartes. Esta decisión del Senado tuvo el voto de Fernando Lugo, expresiden-
te con interés en la reelección, lo cual evidenció que su estrategia no pasa por 
la enmienda constitucional, sino, como ya lo dijeron en reiteradas ocasiones su 
abogado personal y algunos de sus referentes más cercanos, por la presentación 
de una consulta a la Corte Suprema de Justicia, o directamente de su candi-
datura considerando que “no existen impedimentos” y en forzar que esto sea 
aceptado demostrando apoyo popular. 

De hecho, desde inicios de este año existe una agenda organizada de actos ma-
sivos con Lugo en diferentes puntos del país. De todos modos, la tendencia 
parecería ser la no reelección, lo cual dejaría a Cartes en situación de tener que 
elegir a alguien que compita con posibilidades en las internas ante la consoli-
dación que se va produciendo de la candidatura presidencial de  Mario Abdo 
Benítez por el sector no o%cialista. En cuanto a la candidatura de Lugo, si no 
se produce la habilitación que parecería estar en manos de la Corte Suprema 
de Justicia, el Frente Guasu deberá delinear una candidatura cuya construc-
ción no se visualiza como fácil. Otro referente al que podría bene%ciar una 
resolución de habilitación para la reelección de algún organismo institucional 
es el expresidente Nicanor Duarte Frutos, quien ha empezado a aparecer de 
nuevo en la escena política. Más difícil aparece la posibilidad de la reforma 
constitucional, que llevaría a la convocatoria a elecciones para una Convención 
Nacional Constituyente, pero el cartismo aún no la ha descartado por completo.

El 26 de junio se realizó la jornada de elección de autoridades del PLRA en la que 
resultó ganador Efraín Alegre, derrotando al equipo del senador Blas Llano, lo 
que, como se señaló más arriba, no implicó la unidad de este partido, sino el in-
mediato vuelco de la mirada hacia las candidaturas para el 2018 con perspectivas 
diferentes. Por una parte Alegre consolidó las posibilidades de su candidatura a la 
presidencia con esta victoria y demostró su interés en una alianza con el equipo 
de Lugo, a lo que este respondió con un desaire indicando que se sentía más cerca 
de los colorados disidentes que de este grupo liberal. Las causas del distancia-
miento entre ambos se remontan al tiempo en el que siendo Alegre ministro de 
Obras Públicas de Lugo, expresó su intención de candidatarse a la presidencia de 
la República para el periodo 2013-2018 y a hacer campaña en ese sentido, lo que 
llevó a su destitución. El distanciamiento se profundizó durante el juicio político 



a Lugo y la candidatura de Efraín Alegre por el PLRA con el apoyo del oviedista 
partido Unión Nacional de Ciudadanos Éticos (UNACE).

Por su parte, el equipo de Blas Llano empezó, inmediatamente después de las 
internas en las que ganó Alegre, a barajar nombres de posibles candidatos, en-
tre los cuales se encuentran él mismo, Carlos Mateo Balmelli y Miguel Abdón 
Saguier. Posiblemente ninguna de estas candidaturas en solitario tiene posi-
bilidades de vencer a cualquier candidatura de la ANR. Sin embargo, las po-
sibilidades de alianza entre el Frente Guasu y los sectores que contribuyeron 
a derrocar del gobierno, habiendo sido los liberales pieza clave en el año 2012, 
difícilmente tengan viabilidad.

En cuanto a la izquierda que concurre electoralmente, lo más probable es que 
vuelva a presentarse dividida en las elecciones de 2018, pues no se avizoran espa-
cios de con&uencia de las dos principales articulaciones: Frente Guasu y Avanza 
País. Además, en ambos se han producido algunos con&ictos internos que pue-
den debilitarlos. Por otra parte, el espacio de unidad en el que intentaron con&uir 
varias organizaciones sociales y políticas de izquierda, denominado Congreso 
Democrático del Pueblo (CDP), se diluyó este año con la salida de varios grupos 
como el Frente Guasu, por lo que la dispersión de las organizaciones continúa.

La visibilidad de la violencia causada por el narcotrá%co y la expansión de la 
narcopolítica se han evidenciado de forma importante durante el año 2016, gene-
rando la percepción de que el Paraguay se ha convertido ya en un Estado narco. 
Los atentados y asesinatos empezaron ni bien iniciado el año. En febrero Águedo 
Lezcano, hermano del diputado colorado Marcial Lezcano, fue víctima de un 
atentado, pero salió ileso. Los asesinatos  más impactantes, por las víctimas y 
la parafernalia, fueron los del intendente de Tacuatí, Walberto Ramón Carillo, 
ocurrido el 24 de abril, y el del jefe de uno de los cárteles de la frontera, Jorge 
Rafael Rafaat, en el mes de junio. Los análisis de diversos referentes apuntan a 
que existe una guerra de cárteles por el control del territorio en el Norte del país. 
De hecho, el propio presidente del Senado, Roberto Acevedo, siendo de Pedro 
Juan Caballero, expresó que “Pedro Juan ya es una narcosociedad”2. El estatus 
de “zona liberada” de esta parte del país se ha evidenciado durante y después del 
asesinato de Rafaat, cuando el enfrentamiento armado tuvo vía libre en la ciudad, 
sin intervención policial. Esto propicia la percepción de que distintas esferas del 
poder público están in%ltradas por los cárteles, lo cual no implica que todos los 
que están en el Estado paraguayo sean narcos o vinculados a ellos. 



Las vinculaciones de las organizaciones criminales de narcotra%cantes en la 
policía son vox pópuli e incluso diversos referentes estatales han mencionado 
una red de corrupción policial que permite la actuación tranquila de estas or-
ganizaciones, y a la que “se cobra” cuando se opone como al parecer sucedió 
con el asesinato del policía Osvaldo Ramírez Lezcano el 9 de agosto en Curu-
guaty3. Otro hecho sobre el cual existen dudas en cuanto a su vinculación con 
el narcotrá%co es el asesinato de ocho militares jóvenes de la Fuerza de Tarea 
Conjunta (FTC), ocurrido en el mes de agosto, inicialmente atribuido al Ejérci-
to del Pueblo Paraguayo (EPP) por las autoridades nacionales.

En el año nuevamente han cobrado auge los secuestros. Siete nuevos se produ-
jeron en el transcurso de este año, sumando doce el total de secuestrados bajo 
el gobierno de Cartes. Dos de los secuestrados en este año continúan en cauti-
verio: Franz Wiebe Boschman, secuestrado en julio, y Félix Urbieta, secuestra-
do en el mes de octubre. Ambos se suman a Edelio Morínigo y Abrahan Fehr, 
quienes permanecen en cautiverio desde el año 2014 y 2015, respectivamente. 

El año 2016 fue pródigo en denuncias de corrupción en todos los niveles, con 
los municipios llevándose la delantera, empezando por la organización que re-
úne a intendentes e intendentas, la Organización Paraguaya de Cooperación 
Intermunicipal (OPACI) sobre la que pesan acusaciones de manejo discrecio-
nal y poco transparente de los fondos públicos que recibe. El uso del dinero 
proveído por el Fondo Nacional de Inversión Pública y Desarrollo (Fonacide) y 
por los royaltíes de las binacionales es otro de los factores de cuestionamiento 
de la gestión de intendentes y exintendentes. En el año, dos exintendentes de la 
localidad de Puerto Pinasco fueron detenidos por la presunta malversación de 
recursos del Fonacide.

A nivel del gobierno nacional, los hechos indican que la corrupción está vin-
culada principalmente con las licitaciones y concesiones a través de las cuales 
se apoya a los nuevos o renovados grupos de poder económico. Las denun-
cias en el Ministerio de Educación por compras sobrefacturadas tumbaron a 
la ministra Lafuente y se develó que dos ministros del Poder Ejecutivo tienen 
intereses empresariales en áreas de políticas públicas que dirigen y han actuado 
en bene%cio propio o al menos con con&icto de intereses. Uno es el caso de 
Ramón Jiménez Gaona, encargado de la cartera del MOPC, responsable de la 
adjudicación sin licitación pública de la concesión por 30 años de la ampliación 
de dos rutas nacionales a la empresa Tape Porã, de la que su padre es accionista4. 



El otro caso afecta al jefe de Gabinete de la Presidencia y Coordinador de la 
Política Energética del gobierno, Juan Carlos López Moreira, quien es accio-
nista de la empresa President Energy, que logró permiso para  la exploración 
petrolera en el Chaco. El Congreso Nacional está analizando la interpelación 
de este funcionario a pedido de un senador colorado, Enrique Bachetta, lo cual 
indica la profundidad de la ruptura con el o%cialismo. En el mes de noviembre 
se conoció otra información que también afecta a este último funcionario, pues 
la empresa aseguradora de la que es accionista –Royal– obtuvo treinta y cuatro 
contratos con empresas contratistas del Estado.

El 11 de julio culminó el juicio a once campesinos y campesinas acusados por 
la masacre de Curuguaty, ocurrida en junio de 2012, donde fueron asesina-
dos once campesinos y seis policías.  Sin evidencias, el Tribunal de Sentencia 
condenó a los campesinos y campesinas a penas de entre cuatro y treinta años, 
cerrando con ello el círculo de las injusticias iniciadas con la masacre. En se-
tiembre y octubre, el asentamiento campesino de Guahory, en el departamento 
de Caaguazú, fue objeto de dos violentos desalojos para permitir a los empre-
sarios del agronegocio expandir las plantaciones de soja. Más de 1.200 efectivos 
policiales fueron destinados a realizar el desalojo; quemaron casas y golpearon 
incluso a niños y niñas. También a %nes de setiembre se produjo el violento 
desalojo de la comunidad indígena ava-guaraní de Sauce, departamento de 
Alto Paraná. De acuerdo a la información: 

La comunidad se encuentra en un territorio ancestral ava-guaraní y forma parte 
del grupo de unas 36 comunidades indígenas que fueron expulsadas de sus tierras 
durante la construcción de la Hidroeléctrica de Itaipú. A raíz de que no recibieron 
ninguna indemnización de parte de la binacional, regresaron a su antiguo territo-
rio, donde se encuentra el cementerio, vestigios de construcciones y plantaciones5.

El uso de la fuerza pública en ambos casos comprendió desmanes y destruccio-
nes simbólicas muy fuertes como el local de la iglesia y la escuela en Guahory. 
Además, las propias instituciones públicas responsables del bienestar de estas 
comunidades han sido cómplices de los violentos desalojos, como es el caso 
del Instituto Paraguayo del Indígena (Indi), que acompañó el desalojo de la 
comunidad Sauce.



El año 2016 ha sido nuevamente escenario de la ya tradicional marcha de la 
Federación Nacional Campesina  (FNC) en el mes de marzo, y de numerosas 
movilizaciones de esta organización, con demandas y protestas sobre la refor-
ma agraria y contra la imputación de campesinos y campesinas en la lucha por 
la tierra. Esta organización brindó además este año un importante apoyo a la 
lucha por la libertad de los campesinos y las campesinas presas de Curuguaty.

En el mes de abril le tocó el turno de movilizarse a la Mesa Coordinadora Na-
cional de Organizaciones Campesinas (MCNOC), organización que logró una 
alianza con el movimiento cooperativista  en demanda de la condonación de 
deudas de campesinos y campesinas y la suspensión del cobro del IVA a las 
cooperativas. Esta articulación ocupó las plazas frente al Congreso durante 
tres semanas logrando sentar en una mesa de diálogo al gobierno y acordar 
algunas quitas y otros bene%cios. La articulación y el logro obtenido implican  
diferencias cualitativas respecto de otras movilizaciones, pues se trata, por una 
parte de una alianza concreta de una expresión organizada del movimiento 
campesino con otro sector, superando cuestiones corporativistas y acordando 
demandas con apoyo mutuo. 

Y, por otra parte, se ha producido el logro de un resultado concreto como las 
quitas de intereses. Estos son aspectos analíticos importantes, pues indican que 
una cierta ritualización de la protesta y la exigencia –todos los años en la mis-
ma fecha, de la misma forma y con la misma demanda–, torna previsible la 
acción y no se traduce en una respuesta concreta. En cambio, cuando eso se 
modi%ca, cuando se sale del esquema y se discuten temas concretos centrales 
para el campesinado se obtienen logros. Esta movilización también tuvo otro 
aspecto que debe destacarse; inicialmente los medios de comunicación la invi-
sibilizaron y recién después de la segunda semana de ocupación de las plazas, 
apoyada por la solidaridad ciudadana, cobró visibilidad mediática y se empe-
zaron a escuchar sus reclamos. 

En un hecho histórico y desconocido en los años de la transición paraguaya, las 
doce facultades de la Universidad Nacional de Asunción (UNA) fueron al paro 
en el mes de setiembre buscando el cogobierno universitario. La medida fue to-
mada luego de que la Asamblea Universitaria convocada rechazó el equilibrio 
en la participación de todos los estamentos en el Consejo Superior Universi-
tario, despreciando con ello la lucha que lleva el estudiantado sostenidamente, 
cansado de las arbitrariedades, la utilización política y la corrupción. 



El movimiento estudiantil universitario tiene contenidos que resaltan. Por una 
parte, se vincula la lucha contra la corrupción y por el cogobierno a toda la 
situación social. A partir de la conciencia sobre el autoritarismo y el abuso 
de poder se desata una lucha que logra articular un discurso comprehensivo 
sobre los cambios que requiere la sociedad. Por otra parte, la lucha estudiantil 
pasa de la etapa de un momento explosivo inicial a un proceso organizativo 
posterior que se concreta con propuestas y demandas especí%cas como el  co-
gobierno, la alternancia en los cargos y los límites a los cargos de con%anza. 
Finalmente, como elemento claramente auspicioso del futuro, se desatan pro-
cesos de debates sobre temas desa%antes como los feminismos, la identidad de 
género, el derecho de expresión, entre otros. 

La lucha estudiantil parece más sólida que antes y con contradicciones. Fue 
impactante el momento en el que el estudiantado de todas las facultades de la 
UNA entró en paro. Sin embargo, los logros fueron mucho más difíciles que 
los del año 2015, cuando en poco tiempo se logró la destitución del rector de la 
UNA, Froilán Peralta, por corrupción. Más de diez meses de paro de los estu-
diantes de Ingeniería no lograron la destitución del decano de esa facultad, Ever 
Cabrera, pero se consiguió la intervención de la misma.

Durante el año 2016 varios temas de la agenda del movimiento feminista y 
amplio de mujeres accedieron con fuerza a la agenda pública y social, e inclu-
so legislativa. Además se consolidaron espacios de movilizaciones de mujeres 
diversas en fechas emblemáticas y se pudo ver el surgimiento de grupos femi-
nistas de mujeres jóvenes. Así, el  8 de marzo  se presentó el Proyecto de ley de 
Paridad Democrática, que fue trabajado durante dos años por una articulación 
de mujeres de carácter pluripartidario y multisectorial. El proyecto de ley fue 
presentado al Senado  con la %rma de las nueve senadoras integrantes de esta 
Cámara, y de cuatro senadores. La presentación estuvo acompañada por una 
manifestación de mujeres procedentes de diversos puntos del país. El proyecto 
ya fue tratado por la Comisión de Asuntos Constitucionales y tiene dictamen 
favorable, por lo que resta que se expidan las demás comisiones para que pueda 
ingresar a tratamiento en  plenario.

El 30 de marzo las organizaciones de trabajadoras domésticas presentaron el 
proyecto de ley de modi%cación del artículo 10 de la Ley 5.407 del Trabajo 
Doméstico, que preservó nuevamente la discriminación salarial para el empleo 
doméstico. En el año 2015 había sido aprobada la ley, reconociendo derechos 
que estaban restringidos para las más de 200.000 mujeres que se dedican al 
empleo doméstico en el país. Sin embargo, aunque se elevó el porcentaje, se 
mantuvo un  menor salario para estas trabajadoras, correspondiente al 60% 



del salario mínimo legal para los demás tipos de trabajos. Los tres gremios de 
trabajadoras –Asociación de Empleadas del Servicio Doméstico del Paraguay 
(ADESP), el Sindicato de Trabajadores Domésticos y A%nes de Itapúa (Sintra-
di) y Sindicato Nacional de Trabajadores Domésticos del Paraguay (Sintradop)– 
decidieron volver a presentar el pedido de modi%cación y lo hicieron  el mes de 
marzo, con la %rma de siete senadores y senadoras.

El otro tema de la agenda de las mujeres de este año fue el debate  sobre la Ley 
Integral de protección a las mujeres contra la violencia. Indudablemente, varios 
hechos de violencia feminicida  que se produjeron en el año colocaron el tema 
con fuerza en la agenda pública. El proyecto, que había sido trabajado  por  el 
movimiento de mujeres durante varios años, con idas y vueltas sobre algunos 
de sus puntos, fue tratado %nalmente en la Cámara de Diputados en el mes de 
agosto. Como efecto del avance de sectores opositores a una vida sin violencia 
para las mujeres y en contra de su igualdad de derechos, que incluye a secto-
res fundamentalistas religiosos, el proyecto fue cercenado con la supresión de 
más de 40 artículos, eliminando las medidas de protección, la tipi%cación del 
feminicidio, estableciendo la promoción de la conciliación entre el agresor y 
la víctima, y borrando de todo el proyecto la palabra género, así como a las 
mujeres trans como población protegida por esta ley. En noviembre el proyecto 
fue tratado en el Senado, donde se restituyeron las medidas de protección, se 
tipi%có el feminicidio y se prohibió nuevamente la conciliación, entre otras 
modi%caciones positivas, pero se mantuvo la supresión de la palabra género y 
de la protección a las mujeres trans.

El avance del fundamentalismo religioso es una tendencia regional y nacional, 
con la desventaja de que en Paraguay tiene una cancha bastante libre, pues la 
mayor parte de los sectores de poder juegan a favor de las iglesias y permiten 
su injerencia en las políticas públicas a pesar de que el Estado es laico. Se llega a 
absurdos como en Encarnación, donde se solicita declarar a la misma “Ciudad 
de Dios” y donde el primer acto público del intendente recién electo fue su 
bautismo en una iglesia evangélica. 

El  cartismo ha demostrado también este año un rumbo claro en el poder: 
concentración de las decisiones, concreción de una reestructuración capita-
lista que provea de nuevo oxígeno al sistema, con nuevas maneras de subordi-
nar al Estado a los intereses de quienes acumulan, uso de los bienes públicos 
para apuntalar a las nuevas burguesías, exclusión y represión de todo sector 
que pueda %surar el proceso de consolidación del modelo económico basado 
en los agronegocios y el extractivismo que se busca implantar. El bloqueo a 
su reelección, la pérdida de mayoría parlamentaria y su giro hacia los actores 
políticos son aspectos que le debilitan y ante este debilitamiento puede haber 
una embestida más fuerte o una retracción. Probablemente eso dependerá de 



cuánta posibilidad tiene el cartismo de modi%car el freno a sus aspiraciones. 
Si se produce su fortalecimiento, puede esperarse la continuidad e incluso el 
endurecimiento del patrón represivo de los sectores que resisten al modelo eco-
nómico, principalmente el campesinado y los pueblos indígenas. Ello requiere 
una alerta permanente para evitar que las violaciones a los derechos humanos 
se amplíen.

También es esperable que continúe la avanzada fundamentalista intentando 
retrocesos incluso en derechos básicos de las mujeres y de la laicidad estatal. 
Urge, por tanto, la expansión del debate sobre derechos y no discriminación 
en todo el territorio nacional, de modo que ante esta avanzada responda una 
ciudadanía consciente de la importancia de la igualdad y el ejercicio pleno de 
derechos de todas las personas.
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La situación recesiva de la economía y el crecimiento de la deuda para inver-
siones públicas están signados por un contexto donde abundan las acciones 
proselitistas del gobierno, los discursos o%ciales y las cortinas de humo que tra-
tan de desviar la atención sobre las demandas y reclamos sociales. Esto con el 
%n de tratar de convencer de que en realidad el país está ganando un récord de 
crecimiento económico, basado en un sistema económico sólido y una deuda 
pública de las más bajas de la región, mientras se avanza en la concreción de los 
proyectos de alianza público-privada (APP) y la incorporación de las inversio-
nes extranjeras atraídas por los recursos naturales y públicos, que garanticen el 
éxito de la inversión. 

Por otro lado, se presenta un proyecto de Presupuesto General de la Nación 
(PGN) 2017 que busca la austeridad en el gasto público social, con muchas 
contradicciones asociadas con las inercias de la administración vigente. Esto 
incluye nuevas emisiones de bonos internos y externos para seguir el “bicicle-
teo” que permita a un mismo tiempo pagar los intereses de la deuda pública 
interna y la externa, y las cuotas de amortización de la deuda externa, así como 
también sostener el %nanciamiento de las inversiones públicas en ejecución. 

La decisión de la Cámara de Senadores de reducir en forma signi%cativa la 
asignación prevista para las emisiones de bonos internos y externos, de 558 
millones de dólares a 350 millones de dólares, por primera vez en los tres años 
del actual gobierno, ha sido importante y oportuna para obligar a reorientar los 
proyectos de inversión a ser concretados. Ha desalentado, por citar el proyecto 
más gravoso, la aprobación de la reconstrucción de la Ruta Nacional Transcha-
co bajo la modalidad llave en mano –que tenía un sobrecosto–, y ha impulsado 
la búsqueda de formas de aumentar los recursos tributarios para la ejecución 
presupuestaria de 2017. La reconstrucción de la ruta Transchaco es fundamen-
tal, pero las limitaciones en los recursos de inversión deben impulsar proyectos 
creativos sostenibles en todos los sentidos.

El hecho de que los resultados de la Encuesta Permanente de Hogares 2015 
(DGGEC, 2016) consignen que a diciembre del año anterior –o lo que equivale 
a decir a principios del actual– la desigualdad social y económica no se ha re-
ducido y de que el número y la incidencia de la pobreza y la pobreza extrema 
sigan siendo importantes, tampoco ha impulsado un cambio en la política tri-
butaria para aumentar la equidad y la justicia tributaria. Una vez más se apuntó 
al aumento de la cobertura de los programas de protección social, con menos 
recursos operativos, y se reiteró que durante el actual periodo de gobierno no 
aumentarán ni el número ni el nivel de los impuestos, y se insistirá en mejorar 
la administración tributaria para aumentar la formalización de la economía y 
reducir la evasión y elusión tributaria mediante los controles y la intervención 



de los casos emblemáticos.  Una muestra del aumento de la formalización de la 
economía ha sido la nueva exigencia de que los trabajadores de la construcción 
involucrados en la inversión pública deben estar registrados y contar con fac-
tura legal para el pago del Impuesto al Valor Agregado (IVA) para que puedan 
percibir sus salarios y sueldos.

Mientras la política tributaria insista en el principio de igualdad –para que to-
dos paguen impuestos bajos– y postergue el principio de equidad –para que 
los que tienen más paguen más– el aumento de las recaudaciones va ir a un 
ritmo mucho más lento que el de los gastos e inversión pública. Por tanto, se 
requerirá de mayores niveles de %nanciamiento por endeudamiento a pesar de 
que este proceso aumenta el gasto en los servicios de la deuda pública y reduce 
la disponibilidad de recursos para el resto de los sectores.

La promoción, la protección y la exigibilidad de los derechos humanos –que 
son derechos sociales, civiles y políticos– no avanzarán en forma importante 
mientras el sistema económico y el modelo de desarrollo no sean integralmen-
te sostenibles. El retroceso en la cobertura de derechos es la salida a la que el 
gobierno nacional, y en la coyuntura actual los principales socios del Mercosur, 
están apelando para concretar los planes de una expansión económica exclu-
yente e insostenible social y ambientalmente. Pero el pueblo debe saber que 
tiene derechos y le corresponde exigirlos, por medio de la educación y la comu-
nicación popular, y el involucramiento en la formación, ejecución y evaluación 
de las políticas públicas. 

En la coyuntura actual, este movimiento está impulsado a nivel de las regiones 
y continentes debido a la vigencia generalizada de las políticas neoliberales a 
favor del crecimiento de la acumulación de capital en pequeños grupos de las 
sociedades nacionales y en las empresas transnacionales. Esto, con la %nalidad 
de crear y aumentar la consciencia y movilización sobre la necesidad de una 
justicia tributaria y de la administración transparente del sector público y pri-
vado. Para ello es necesario desnaturalizar –en todos los planos– los incentivos 
%scales y las exoneraciones de impuestos a las grandes empresas nacionales 
y transnacionales; la liberación de impuestos al comercio exterior de los paí-
ses menos desarrollados hacia los más desarrollados; incorporar mecanismos 
de transparencia que reduzcan la corrupción y el fraude al Estado, y mejorar 
las políticas públicas redistributivas para reducir la pobreza1. De lo contrario, 
la competencia y la especulación económica, entre los sistemas nacionales y 
regionales, la desigualdad social, el aumento de la violencia, de los con&ictos 
armados y el armamentismo, la cultura patriarcal y la destrucción del ambiente 
a nivel planetario, que continúa desarrollándose el sistema de producción y 
acumulación actual, nos llevarán a la crisis ambiental y social terminal.



El gobierno actual ha %rmado y ha comprometido al Estado paraguayo para 
desarrollar los planes y obtener los 17 objetivos del desarrollo sostenible para 
el 2030 a nivel mundial con la Organización de las Naciones Unidas. La pro-
fundización de los cambios a favor de dichos objetivos depende de mayores 
de%niciones en la presente coyuntura2.

La coyuntura interanual 2015-2016 continuó el movimiento recesivo o de des-
aceleración del crecimiento del producto interno bruto (PIB) iniciado en 2014 
al caer del pico más alto de crecimiento en 2013 (14% al 4%, y en 2015, al 3%), 
por debajo del promedio anual entre 2003 – 2013 (Grá%co 1 y 2). Esta situación 
está relacionada, por un lado, con la crisis de la economía brasileña, la caída 
de la demanda y, sobre todo, de los precios internacionales de las principales 
exportaciones. A esto se suman la caída de las reexportaciones (maquila) y 
las importaciones, que afectaron a los dos sectores económicos fuertes, como 
son los agroexportadores e importadores. También resultaron afectados otros 
sectores cuyo crecimiento estuvo asociado con la bonanza del agronegocio de 
exportación de años anteriores, como es el caso de la inversión inmobiliaria, la 
construcción y la industria.  

En el 2015, considerando los sectores principales, solo crecieron por encima del 
promedio general la agricultura (6,5%); electricidad (incluida las hidroeléctri-
cas binacionales) y agua (6%), y el gobierno general (4,3%). El comercio cayó 
en menos de uno por ciento (- 0,8%) y la industria creció (3,1%). Otros sectores 
importantes, como las comunicaciones, los transportes y la construcción cre-
cieron por debajo del promedio general, entre 0,8 y 2,5%. 

Pero la recesión a nivel regional y mundial condiciona a nivel nacional aún 
más al modelo de crecimiento agroexportador, concentrador de riquezas en 
pocos grupos económicos, para aumentar la producción en condiciones desfa-
vorables de los precios internacionales y sostener sus inversiones en capital %jo, 
maquinarias y equipos. (Incluso las expectativas de mejorar sus condiciones 
de producción con vistas a un nuevo ciclo de expansión). Esto explicaría que 
el con&icto por la posesión y tenencia de las tierras rurales haya aumentado 
en los dos últimos años, así como la expansión de las tierras para la ganadería, 
pues tanto el sector ganadero como la agricultura empresarial se preparan para 
su mayor expansión en el corto y mediano plazo, incluyendo las tierras dedica-
das a la economía familiar campesina e indígena, como aliadas o enfrentadas a 
ellas. Por cierto, con la mayor expansión prevista para la ganadería, el Paraguay 
se expone a aumentar la contaminación ambiental producida por la explota-
ción intensiva de animales y forrajes, y que se estima es mayor que la producida 



por el uso de los combustibles fósiles. ¿Cuál es el rol que juega la Secretaría del 
Ambiente (Seam) para reducir dichos efectos involucrando al sector ganadero?  

En cuanto al comercio exterior, el valor total de las exportaciones cayó (más del 
13%) en 2015, a pesar de que el volumen total exportado creció (casi 9%) respec-
to del año anterior, indicando con ello, a un nivel general, que la caída de los 
precios internacionales y de los valores exportados, fueron compensados con 
el aumento del volumen comercializado. De hecho, los precios internacionales 
para los principales productos de exportación volvieron a bajar en el 2015, para 
el caso de la semilla de soja, trigo, maíz, arroz y girasol. En el primer semestre 
de 2016 se revirtió levemente en el caso del azúcar, girasol, soja y maíz, pero 
bajó el de la carne3. 

Por su parte, el valor total de las importaciones registradas también cayó (-16%) 
respecto de 2014,  siguiendo el descenso desde el 2013 en los tres tipos de bie-
nes: consumo, intermedios y de capital. (Se mantuvo la distribución interna en 
alrededor de un tercio cada uno, con un ligero aumento a favor de los bienes 
intermedios). En este grupo se encuentran los combustibles y lubricantes, cuya 
dependencia externa del país es total; el hierro y otros metales, y sus manufac-
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turas; materiales de construcción (piedras, tierras, cemento) y las sustancias 
químicas4.  

En este contexto, la estructura productiva no muestra cambios. El primer lugar 
es ocupado por las actividades agrícolas (19%), y está complementada con la 
ganadería (5%). Luego siguen el comercio (14%), la producción de la electrici-
dad, incluida las hidroeléctricas binacionales y el agua (11%); la industria (11%) 
y el gobierno general (8%). Otras actividades importantes son los servicios a 
los hogares, las comunicaciones, los transportes y la construcción (Grá%co 3). 
En cuanto a las %nanzas, que representan solo el 3% del total del PIB, fue el 
único sector que tuvo un crecimiento real del 10%, más de tres veces superior 
al promedio general. 

Fuente: BCP, Anexo estadístico del I. económico, serie a octubre 2016.
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El único sector que mantuvo un elevado crecimiento real del 10%, más de tres 
veces del promedio general, dentro de una tendencia al alza en términos ab-
solutos como relativos, fue el de las %nanzas, aunque representa actualmente 
solo el 3% del total del PIB. Su crecimiento sostenido desde el 2008 (19%)5 está 
apoyado en las innovaciones %nancieras como la bancarización de la cadena 
de pagos del sector público; la gestión de las tarjetas de crédito y de débito; la 
inversión en bonos del Tesoro Público y en Instrumentos de Regulación Mo-
netaria (IRM); el negocio cambiario y la intermediación de los créditos de bajo 
costo para la vivienda de sectores medios, de la Agencia Financiera del Desa-
rrollo, entre otros.  

La actividad %nanciera no produce valor; sus ingresos provienen de la interme-
diación de la producción de bienes y servicios;  cubren sus costos y obtienen 
bene%cios de los servicios de depósito y del crédito, sean &ujos o títulos, de 
personas físicas y jurídicas. De ahí que han sido considerablemente impor-
tantes las dos medidas asumidas por el Congreso Nacional. La primera, desde 
setiembre 2015, para bajar las tasas de interés usurarias del %nanciamiento por 
medio de las tarjetas de crédito, con base en un criterio acordado con el BCP, 
y ajustado mensualmente, que permitió bajar dichas tasas de un promedio del 
54,97% al 14,87%, y llegar a octubre 2016 a 17,71%. Esto a pesar del lobby del sec-
tor ante las autoridades económicas y el Congreso Nacional para revertir la me-
dida.  Los efectos son positivos para la población aunque ha habido una merma 
de unas 200.000 tarjetas de crédito6 y de las promociones comerciales al frenar 
la espiral de sobreendeudamiento y reducir el costo del %nanciamiento del cré-
dito al consumo. El hecho de que no se haya recuperado el nivel de consumo y, 
por tanto, la escala anterior del movimiento comercial, es un aspecto positivo 
por el lado de la población afectada, y un buen signo de que las cosas han recu-
perado su lugar, perdido ante el consumismo y el sobreendeudamiento masivo, 
que terminó por ahogar la capacidad de compra y el movimiento comercial.

Una muestra de la angustia generada por el sobreendeudamiento es que existan 
docentes y funcionarios públicos que no cobran sus sueldos mensuales debido 
a los descuentos aplicados por sus deudas, autorizadas por las asociaciones de 
funcionarios con comercios adheridos y/o medidas judiciales. 

La segunda medida fue la migración de los fondos públicos depositados en 
los bancos y %nancieras privadas al Banco Nacional de Fomento (BNF). La 
disposición fue establecida por la Ley Nº 5.554/15, que aprueba el PGN 2016, 



y reglamentada tras largos seis meses mediante el Decreto N° 5.402/167. De 
acuerdo a este decreto, todos los recursos institucionales, de los organismos 
y entidades del Estado, equivalentes a más de 350 millones de dólares, deben 
pasar a depositarse de manera gradual en el plazo de 120 días (15 de agosto) en 
cuentas habilitadas, cajas de ahorro u otro instrumento %nanciero en la banca 
estatal. La medida resulta aplicable a los recursos de libre disponibilidad, con 
excepción de los depositados en el Banco Central del Paraguay (BCP), y los 
fondos previsionales del Instituto de Previsión Social (IPS). En los casos en 
que no se encuentren en libre disponibilidad, la operación deberá concretarse 
al término de los contratos correspondientes. Esta es la situación que presenta 
el pago de sueldos y salarios a los funcionarios y técnicos de la administración 
central y las universidades nacionales.

Esta medida sirve para  ahorrar costos de intermediación y su reasignación a 
otros gastos, reducir los riesgos de una retención o pérdida de los activos y re-
cursos presupuestarios de las instituciones y empresas públicas ante una crisis 
%nanciera, como había ocurrido en las sucesivas crisis entre 1995 y 2003. No 
obstante, demandará una gestión altamente e%ciente del BNF, por la enorme 
concentración de recursos del sector público que tendrá a su cargo, para evitar 
una gestión negligente. Inicialmente (2012) la medida fue resistida por los ban-
cos privados y el BCP, quienes iniciaron una acción de inconstitucionalidad.
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Al cierre de los tres primeros años de gestión del gobierno actual, el saldo de la 
deuda externa había sido duplicada y el de la deuda pública total había crecido 
más del 70%. A %nes de setiembre, el saldo total de la deuda pública llegó a 
6.103,8 millones de dólares. El sostenido crecimiento de la deuda pública ex-
terna, desde el 2013, ha logrado más que duplicarse respecto al saldo de %nes 
de 2012, de 2.240,2 millones de dólares, y abarcar un poco más de tres cuartas 
partes (76,3%) del total. Además de esta acelerada tendencia de crecimiento, los 
aspectos preocupantes que en la coyuntura interanual se profundizaron son: 

 - El cambio del instrumento de deuda y de la estructura de acreedores, por 
el cual la partida mayoritaria de la deuda externa (39% del total de la deuda 
pública) se encuentra en forma de los llamados bonos soberanos emitidos 
por el Tesoro Público y colocados en el mercado %nanciero privado interna-
cional de Nueva York. Con ello, la participación de los préstamos de carácter 
blando con los organismos de cooperación multilateral se ha reducido al 
36% del total de la deuda pública. 



 - La dependencia generada con el mercado %nanciero privado norteamerica-
no y la intermediación de bancos privados norteamericanos, así como del 
Juzgado de Nueva York, en caso de litigio, de la partida más importante de 
las obligaciones de deuda externa del Estado paraguayo. La tendencia es que 
esto vaya en aumento, tal como lo demuestra el Proyecto del PGN 2017. 

 - El costo más elevado del endeudamiento a través de los bonos soberanos, 
al no ser amortizables, por lo que los pagos de los intereses semestrales son 
siempre calculados  sobre el valor nominal de los mismos y no sobre el saldo 
adeudado, como sucede en el caso de los préstamos amortizables.

 - La disponibilidad inmediata del monto total colocado y la discrecionalidad 
de su uso, al no estar vinculado con proyectos de inversión especí%cos y 
validados en su e%ciencia y sostenibilidad. 

 - El hecho de que una parte del total de los bonos externos emitidos desde 
2014 (30% del total de bonos emitidos a setiembre 2016) fueron utilizados 
para el pago de cuotas de amortización de la deuda externa en forma de 
préstamos y con los organismos de cooperación multilateral, mientras los 
bonos internos del Tesoro Público son emitidos para el pago de los intereses 
de los bonos externos. Es el “bicicleteo” de la deuda interna y de la externa 
en bonos internos y externos.  

 - El encarecimiento del costo de la deuda pública generado por dicho “bici-
cleteo”, o del “endeudarse para pagar deudas”, que es un factor multiplicador 
en sí mismo (interés x interés), no sumatorio, del costo de los servicios de la 
deuda pública, que no tiene contrapartida para el país.

En términos generales, el hecho de que los intereses de los bonos externos son 
pagados semestralmente, con base en la tasa de interés obtenida por cada serie 
emitida y el valor nominal total de cada serie, implica que el costo total del 
capital prestado en intereses pagados será superior al capital adeudado al mo-
mento de su vencimiento. Considerando solo el costo de los intereses anuales 
pagados por cada serie, el total a pagar será 2.454.210.000 dólares (Cuadro 1).



Fecha de 
emisión

Monto en US$ Plazo.                                             
Año de 
venci-

miento

Tasa de 
interés 
anual

Intereses to-
tales a pagar 

por cada serie.                   
En US$

Costo total bonos 
(devolución + intere-

ses totales) y por serie.                 
En US$

Totales 2.380.000.000 2.454.210.000 4.834.210.000
01/25/13 500.000.000 2023 4,63% 231.250.000 731.250.000
08/11/14 1.000.000.000 2044 6,10% 1.830.000.000 2.830.000.000
05/24/15 280.000.000 2023 4,15% 92.960.000 372.960.000
03/23/16 600.000.000 2026 5,00% 300.000.000 900.000.000

Fuente: MH, Bonos internacionales. En: http://www. hacienda.gov.py/Bonos internacionales de la Rca del Py.

Además del pago de intereses hasta la fecha de vencimiento de cada serie de bo-
nos colocados, los gobiernos de turno deberán devolver el capital prestado en 
cada serie, según la fecha de vencimiento: 780 millones de dólares (2013); 600 
millones de dólares (2026); 1.000 millones de dólares (2044). Sumando intere-
ses totales más devolución del capital adeudado, el pago total del servicio de los 
bonos externos adeudados actualmente será de 4.834.210.000 dólares al 2044. 

Este dimensionamiento del problema para el presente y el futuro a corto, me-
diano y largo plazo respecto de los bonos externos es importante y ha signi%ca-
do en la coyuntura actual la toma de consciencia sobre el peligro que signi%ca 
para la capacidad de pago del país. A esto se añaden las condiciones en que se 
encuentra la estructura y política tributaria, la política %scal y el presupuesto 
público, pues el pago de los servicios de la deuda pública ocupan partidas cada 
vez mayores del gasto ejecutado anual. Entre 2012 y 2015 la partida sobre el 
pago de los intereses de la deuda se cuadruplicó como parte del presupuesto de 
gastos ejecutados8.  

Asimismo, se ha comenzado a tomar consciencia de que, además de los bonos 
externos, cabe considerar el caso de los bonos internos con los bancos de plaza y 
los préstamos externos con los organismos de cooperación multilaterales, mun-
diales y regionales. Estos también constituyen cargas %nancieras que el Estado 
asume en cada caso como obligaciones de pago de intereses y cuotas o montos 
totales de capital a devolver. Dichos pagos deben ser previstos, primero, y ejecu-
tados después dentro del presupuesto de ingresos y gastos del Gobierno central y 
de las entidades descentralizadas endeudadas (Administración Nacional de Elec-
tricidad, Industria Nacional del Cemento, Instituto Nacional de Desarrollo Rural 
y de la Tierra, y Secretaría Nacional de la Vivienda y el Hábitat).



Por eso no sorprende que tanto en la Cámara de Diputados como de Senadores, 
en el contexto del estudio y aprobación del Presupuesto de Ingresos y Gastos 
de la Nación para el 2017, se hayan puesto a analizar sobre las medidas a tomar 
antes de que el país llegue a una situación crítica como a la que llegó la Argen-
tina en 2001, el Brasil desde el 2014, y países europeos como Portugal, España y 
Grecia en situación de sobreendeudamiento. Las consecuencias que sufrieron 
estos países fueron la crisis de las %nanzas públicas, políticas de recortes drásti-
cos del gasto público y la privatización de los bienes del Estado.

Las decisiones tomadas en el Senado durante el estudio del presupuesto inclu-
yeron un recorte del 2,5% sobre el gasto total aprobado en Diputados y la reduc-
ción a 350 millones de dólares de los 558 millones de dólares solicitados por el 
Ministerio de Hacienda para la emisión de bonos del Tesoro Público. También 
sugirieron al Poder Ejecutivo alternativas para aumentar la recaudación, como 
el aumento al impuesto selectivo al tabaco del 12 al 20%, a las bebidas alcohó-
licas; impuesto a la exportación de soja; supresión de las deducciones para el 
pago del Impuesto a la Renta Personal, entre otras medidas que reduzcan los 
créditos y la emisión de bonos del Tesoro Público para el %nanciamiento de las 
inversiones públicas, tanto económicas como sociales. Aquí cabe agregar que 
mientras los sectores económicos fuertes impidan la incorporación de nuevos 
impuestos o el aumento de los existentes, el MH debe reducir en forma impor-
tante los subsidios al consumo de electricidad a las grandes empresas naciona-
les y transnacionales, y las diversas exoneraciones de impuestos.
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El plan de inversión pública y de endeudamiento externo ya estaba de%nido 
desde la campaña electoral 2013. A este efecto el gobierno actual convocó desde 
sus inicios a la inversión extranjera, con preferencia hacia las alianzas público-
privadas, utilizando incluso frases metafóricas machistas y altamente discri-
minativas “Paraguay es como una mujer bonita, es fácil” durante una reunión 
con empresarios de Uruguay  en la sede del World Trade Center de Uruguay 
(WTC)9. En otra ocasión invito a inversionistas extranjeros  a usar y abusar de 
las oportunidades que brinda el país10. 

El mercado mundial y regional se desaceleró en 2014 y el presupuesto asignado 
a la inversión pública solo se ejecutó en un 29%, equivalente a unos 640 millo-
nes de dólares11. En contraposición, en dicho año la deuda pública creció 29% 
(los bonos internos se incrementaron en 15% y los externos en 38%). En este 



periodo se dio la mayor emisión de bonos externos: 1.000 millones de dólares 
a 6,10% de interés anual y a un plazo de 30 años (Molinier, 2016).

El creciente endeudamiento público  fue justi%cado por representantes del go-
bierno como producto del  crecimiento de las inversiones públicas. Ciertamen-
te, en 2015 la Dirección de Inversión Pública del MH registró 139 proyectos de 
inversión pública en ejecución, pero el presupuesto ejecutado en dicho con-
cepto fue de 3.264.453 millones de guaraníes, unos 563 millones de dólares12. 
Empero, ha tenido una baja ejecución, 37% del presupuesto asignado y vigente, 
que equivale al 2,3% del PIB. En otras palabras, de cada 100 guaraníes del pro-
ducto interno en dicho año, un poco más de 2 guaraníes fueron aplicados a la 
inversión pública. Todos estos indicadores son solo un tanto superiores a los 
consignados en el 2014, cuando la inversión pública representó el 13,0% de la 
inversión total y el 2,1% del PIB, lo cual revela que el ritmo de crecimiento de la 
inversión pública no fue alto ni acelerado (MH/DSIP, 2016). 

La transferencia de las cuatro emisiones de los bonos externos entre 2013 y 
setiembre de 2016 también muestra que el 59% de estos recursos del crédito ex-
terno fueron asignados a la inversión en transporte, energía, cemento, vivienda, 
agricultura familiar campesina, catastro, y en menor medida a educación, se-
guridad interna y salud. La pregunta que surge es si las inversiones y el %nan-
ciamiento con crédito externo fueron asignados a proyectos con una relación 
positiva entre costo y efectividad. Por lo menos en el caso de la aplicación en 
la infraestructura para la agricultura familiar campesina, durante la gestión de 
Jorge Gattini (2013-2015) en el Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG), 
hay evidencia de que se han perdido importantes recursos de dicha inversión, 
por falta de entrega de obras por parte de las empresas contratistas, según de-
claraciones del Ministro actual, Juan Carlos Baruja13.

En el caso de la Industria Nacional del Cemento (INC), que ejecutó 67 millo-
nes de dólares de los bonos externos emitidos entre 2014 y 2015, las noticias 
son contradictorias. Por un lado, el %nanciamiento cubrió la inversión para el 
cambio de combustible del horno III (Vallemí), la optimización y la compra de 
nuevos equipos y la modernización de la descarga de clínker, entre otros (Ville-
ta). Pero durante gran parte del mes de noviembre el molino de cemento estuvo 
paralizado por desperfectos técnicos y obsolescencia, por lo que la población 
local, así como la del Norte de la ribera chaqueña, quedó desabastecida. Esto 
generó la movilización de las organizaciones sociales, productores y comer-
ciantes para exigir el cambio del equipo directivo de la empresa14.  



Mientras, por otro lado, el Ministerio de Industria y Comercio (MIC) comu-
nicó en su sitio web15 que una %rma italiana del Grupo Colacem instalará y 
operará en la que será la mayor cementera del Paraguay, a inicios de 2017, en el 
departamento de Concepción. Añadió que para el efecto ya se concretó la ad-
quisición de yacimientos, sin precisar a qué yacimientos se refería ni de quién 
fueron comprados. La inversión estimada sería de 200 millones de dólares y 
se empleará a la población local. ¿Qué pasará con el INC? ¿Los yacimientos 
vendidos a la %rma italiana son del INC o de propiedad pública?
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El primer proyecto APP aprobado en el marco de la Ley de Alianza Público-
Privada16 consiste en la ampliación y duplicación de 148 km de un tramo com-
prendido entre la Ruta Nacional Nº 2 (Ypacaraí/desvío San Bernardino – Cnel. 
Oviedo) y la Ruta Nacional Nº 7 (Cnel. Oviedo - J. Eulogio Estigarribia, ex-Pas-
toreo, Km 183, donde se inicia la concesión a Tape Porã). El proyecto incluye 4 
circunvalaciones, 1 viaducto en Cnel. Oviedo y 2 en Caaguazú y el mejoramien-
to de la calzada entre San Lorenzo e Ypacaraí en una extensión de 22 km. Fue 
adjudicado el 21 de octubre del presente año al consorcio integrado, a efectos 
de ganar la licitación, por Sacyr (España) Mota Engil (Portugal) y Ocho A S.A. 
(Paraguay), el único oferente del proyecto 17. 

El costo total del proyecto es de 520 millones de dólares para un costo previsto 
de 415 millones de dólares por el Ministerio de Obras Públicas y Comunicacio-
nes (MOPC), la institución contratante18. Los 30 años de duración de la conce-
sión APP a dicho consorcio incluirá también el mantenimiento y el servicio de 
cobro del peaje. Los pagos sumarán más de 1 mil 635 millones de dólares, con-
siderando el costo de la inversión en la obra (pagos diferidos de inversión) y el 
mantenimiento de la obra (pagos por disponibilidad anual ofertado) durante el 
tiempo previsto para la concesión, 30 años, menos el período de construcción 
y entrega de los tramos terminados, con la calidad prevista, esto último está  
previsto en 30 meses (Cuadro 3).



Descripción Dólares */ Semestral Años Total
Total a percibir por el consorcio 1.635.385.665
Pagos diferidos de inversión 
semestral, con IVA incluido, 
costo de construcción

27.217.135 2 15 816.514.050

Pagos por disponibilidad anual 
ofertado, con IVA incluido de 
145.292.399.999 guaraníes, por 
mantenimiento **/

24.904.422 27,5 684.871.615

Pago variable por trá%co 4.872.727 27,5 134.000.000

*/ Tipo de cambio promedio:  5.834 guaraníes por dólar.
**/ Considerando el tiempo de construcción, 30 meses,  y el período operativo.
Fuente: Con base en MOPC, Consorcio Adjudicado y Última hora, 23.10.2016, p 14.

El auto%nanciamiento de la inversión mediante el cobro del peaje por parte del 
consorcio cubrirá el 64% del costo total previsto, aproximadamente, por lo que 
el Estado paraguayo deberá cubrir el 35% restante con otras fuentes de %nan-
ciamiento, probablemente con origen en préstamos o bonos externos. Según el 
sistema de %nanciamiento acordado, la tarifa del peaje cobrado en dicho tramo 
en la actualidad subirá al doble y será ajustado según la in&ación.

Este contrato es una muestra que evidencia que la modalidad de inversión en 
infraestructura bajo el régimen de la Ley de Alianza Público-Privada encare-
cerá el costo de la inversión y no liberará al Estado de los gastos, que serán 
cubiertos probablemente con bonos o préstamos externos. Precisamente, lo 
que ocurrirá es lo contrario a lo planteado para justi%car esta modalidad de 
inversión, pues no liberará los recursos %nancieros del Estado para su inversión 
en otros gastos de inversión pendientes, sino lo obligará a aumentar la deuda 
pública para %nanciar el faltante,   e inclusive lo privará de la recaudación por 
peaje en todo el tramo adjudicado, de 148 km en total, por 30 años. 

Por otro lado, el gobierno modi%có y renovó la concesión de 25 años a Tape 
Porã (1998-2023), siete años antes de fenecer el contrato, sobre el tramo de la 
Ruta Nº 7 comprendido entre el Km 183 (J. Eulogio Estigarribia) hasta el Km 
296 (Minga Guasu). El concesionamiento se amplió por otros 30 años sobre 113 
km para su duplicación, mantenimiento y gestión de cobro del peaje.



Con ello, la conexión vial entre Asunción-Ciudad del Este, de 326 km en total, 
estará concesionada por APP y la ley de concesiones a Tape Porã, tal como 
lo vimos, en un tramo de 148 km y de 113 km, respectivamente, por 30 años 
en el primer tramo y un total de 52 años en el segundo19.  ¿Cómo se explica la 
sobreexplotación de esta vía por medio de los dos tipos de concesiones a tan 
largo plazo?

Por un lado, por el contexto de un gobierno empresarial que maneja a su favor 
las mediaciones institucionales, para ejercer su poder, y el poder económico. 
En ambos casos se concretaron durante los dos gobiernos en los que la presi-
dencia de la República estuvo a cargo de un empresario, rodeado de su grupo 
empresarial de gran poder económico. Incluso, en el caso del gobierno actual, 
es evidente que el acceso a la información pública y privada desde los cargos 
que ocupan lo utilizan a favor de sus intereses particulares20.

Las rutas nacionales 2 y 7 están integradas en un mismo itinerario de interco-
nexión entre Asunción y Ciudad del Este, en la frontera con el Brasil, el prin-
cipal socio comercial y %nanciero del Mercosur, y ambas ciudades ubicadas a 
orillas de los dos ríos más importantes del país. Estas son las vías terrestres más 
rentables del país, por la intensidad y la mayor a&uencia del trá%co, particular-
mente de los vehículos pesados que pagan un peaje cuatro veces mayor que los 
vehículos livianos y el doble que los medianos, aunque reducido en relación 
con la escala de los vehículos pesados21. 

Otro aspecto a destacar es que con el primer proyecto APP aquí referido se 
veri%cará en Paraguay la experiencia que tienen países como Chile y Brasil, en 
los que el costo de la inversión bajo dicha modalidad es más alto, entre 3 y 5 
veces al que demanda la inversión mediante la gestión de las obras del Estado, 
a través  de la  modalidad de contrato con el sector privado de la construcción. 

El segundo proyecto APP sería el de ampliación y mejoramiento del Aeropuer-
to Internacional Silvio Pettirossi, que ya se encuentra en la fase de evaluación 
de ofertas –con tres proponentes– y con estudio de factibilidad aprobado por 
Decreto N° 4.588/1522



Aunque el costo de la inversión será entre tres a cinco veces más, según la ex-
periencia de otros países, las APP forman parte de la estrategia de inversión 
del capital extranjero y transnacional, promovida por los propios organismos 
de cooperación mundial y regional, como el Banco Mundial (BM) y el Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID), mediante asistencia técnica y %nancie-
ra, en forma de donaciones y de crédito público, como los que obtuvo el MH, 
dentro de las modalidades cambiantes que sostienen actualmente las transfe-
rencias de capital de las economías nacionales hacia los grupos, consorcios y 
transnacionales provenientes de las economías más desarrolladas, donde a su 
vez se imponen esta modalidad de inversión en el campo de la intervención 
económica del Estado.
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El 1 de diciembre 2016 los cuatro países miembros fundadores del Mercosur 
(Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay) enviaron una comunicación a Vene-
zuela para indicarle que sus derechos están suspendidos por incumplimiento 
de los requisitos referentes a los acuerdos económicos, derechos humanos e 
inmigración23. Esto forma parte de la guerra de nervios y del deseo de los go-
biernos conservadores, o parte de ellos, de aislar al Gobierno venezolano, en el 
contexto de los con&ictos internos en dicho país, y de la persecución que sufre 
por parte de la política norteamericana, a pesar del proceso de diálogo que está 
sosteniendo con la oposición, con la mediación del representante del Vaticano, 
y más especí%camente del papa Francisco, entre otros. 

La iniciativa pone en evidencia que para lograr sus objetivos se valen de todos 
los medios a su alcance, como el de no respetar las instancias de gobierno y los 
foros apropiados para canalizar los problemas internos del bloque. La presi-
dencia pro tempore del bloque debía estar ejercida por el gobierno venezolano, 
por efecto del orden alfabético de la rotación, pero esta no ha sido traspasada 
ni reconocida  por los “países fundadores”, una instancia inexistente en la es-
tructura de gobierno del bloque.

Son reiterativas las muestras de los actuales gobiernos de “los países funda-
dores” del Mercosur,  incluso dentro del ámbito de la Unasur, hacia la política 
excluyente y desinteresada en fortalecer el regionalismo o los procesos de 
integración global e integral en lo político, económico, social, cultural, am-
biental, que fueron consolidados por los gobiernos democráticos y populares 
desde la primera década del presente milenio hasta casi la mitad de la segun-
da década.  



De esto deviene la importancia de las instancias y foros que las organizaciones 
sociales y populares de la zona del Mercosur, y de la Unión de Naciones Su-
ramericanas (Unasur), para sostener la cohesión y los avances logrados en el 
período anterior hacia los objetivos trazados por la integración de los Estados 
y los pueblos, dimensión que ha sido visibilizada, organizada y movilizada jun-
to con los procesos de integración y movilización que impulsaron los Estados 
bajo los gobiernos progresistas, democráticos y populares. En ese sentido, se 
destacan los trabajos y la declaración del II Foro de Participación Ciudadana 
de la Unasur (Quito, 18 de noviembre 2016) y la Declaración de Brasilia (16 de 
noviembre de 2016). Este último fue promovido, entre otros, por el Programa 
Mercosur Social y Solidario e incluyó la participación o%cial de ministros y 
altas autoridades de Relaciones Exteriores, de Interior, Defensa, Justicia y Con-
trol de Drogas de los países miembros plenos, excepto Venezuela, y de los ad-
herentes, Chile y Bolivia24. 
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Durante el último año, el Estado, a través del gobierno de Horacio Cartes, ha 
agudizado la discriminación estructural que sufren los pueblos indígenas, si-
tuación que ha sido observada expresamente tanto por la Relatora Especial so-
bre la Situación de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de 
los Pueblos Indígenas, Victoria Tauli-Corpuz, así como por el Comité para la 
Eliminación de la Discriminación Racial (CERD, por sus siglas en inglés), or-
ganismos no convencional y convencional de Naciones Unidas, respectivamen-
te; a más de otros órganos internacionales de monitoreo que se han expresado 
en términos similares.

Esta discriminación se traduce en violaciones de los derechos de los pueblos 
indígenas tanto por acción u omisión del Estado. Por un lado, en el último 
año se viene agudizando el fortalecimiento de la liberalización del comercio en 
relación con la promoción, expansión y protección del sistema agroexportador 
basado en la actividad agrícola, forestal y ganadera, conectadas con la concen-
tración de la tierra y la tenencia latifundista predominante. 

Por otro lado, este modelo viola la participación, la consulta y el consentimien-
to de estos pueblos cuando se tratan proyectos que afectan su territorio o cuan-
do asistimos a desalojos forzosos de comunidades, que son la muestra más vio-
lenta de la imposición del capital sobre la humanidad que arraiga este sistema. 

El marco legal no ha sido sustancialmente modi%cado desde el último informe, 
por lo que vale remitirse a las ediciones de años anteriores. Sin embargo, este 
periodo suma en garantías de protección, recomendaciones y observaciones 
dictadas por mecanismos convencionales y no convencionales de Naciones 
Unidas, como las observaciones del Comité para la Eliminación de la Discrimi-
nación Racial y las recomendaciones arrojadas a través del Examen Periódico 
Universal. Es importante decir que las observaciones generales, recomenda-
ciones y jurisprudencia  - de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(Corte IDH) - tienen un carácter obligatorio en cuanto a su cumplimiento por 
parte del Estado paraguayo. Sin embargo, por la falta de mecanismos efectivos 
en la aplicación terminan dependiendo de la voluntad política de las autorida-
des, que lejos están de cumplir con sus obligaciones.

También resulta relevante que luego de 17 años, en el primer semestre del año, 
la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (OEA) aprobó 
una declaración sobre los derechos de los pueblos indígenas1.
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La infraestructura económica del Paraguay, centrada en el modelo agroexpor-
tador, genera una profunda desigualdad, pobreza y extrema pobreza de gran 
parte de la población, entre los que se encuentran, principalmente, los pueblos 
indígenas2. El Informe de la Relatora establece que “existen en el país una serie 
de factores estructurales como la corrupción, la enorme desigualdad, un siste-
ma tributario regresivo, la excesiva concentración de la tierra y la degradación 
ambiental que, junto con la debilidad institucional, obstaculizan los avances 
en la lucha contra la pobreza” (Tauli-Corpuz, 2015). Estos aspectos impiden 
a la población indígena el acceso a derechos fundamentales como el agua, la 
educación, la salud, la alimentación, entre otros.

El informe de la Relatora Especial explica en relación con la situación econó-
mica que “los datos disponibles señalan que las tasas de pobreza y extrema 
pobreza entre los pueblos indígenas serían del 75% y el 60% respectivamente, 
mucho mayores que la media nacional” (Ídem). En relación con la situación de 
la niñez, cuando hablamos de niños y niñas menores de cinco años de edad, el 
índice de pobreza extrema es del 63% (frente al 26% de media nacional) y el de 
desnutrición crónica, del 41,7% (frente al 17,5%) (Ídem). 

Así mismo, el informe menciona las enormes barreras para el disfrute de su 
derecho a la educación. La tasa de analfabetismo entre la población indígena 
del Paraguay es del 40% (frente al 5,1% de la población no indígena) y el pro-
medio de años de estudio de mayores de 15 años es de tres años en la población 
indígena frente a los ocho de la población no indígena. El número de personas 
matriculadas ha ido aumentando en etapas en la educación escolar básica, pero 
persisten grandes diferencias en la tasa bruta de escolaridad entre la población 
indígena y no indígena. 

Según el III Censo Nacional (DGEEC, 2015), el 70% de las comunidades, aldeas 
o barrios indígenas cuenta con un local escolar, aunque el 71,9% reporta falta 
de aulas y problemas en las instalaciones. En el 27% de las comunidades no hay 
docentes y solo 45 comunidades cuentan con enseñanza media. De este modo 
puede notarse que el Estado paraguayo no ha tomado las medidas necesarias 
para garantizar el desarrollo armónico e integral de los niños, niñas y adoles-
centes indígenas, conforme establecen instrumentos nacionales e internacio-
nales de carácter vinculante. Esto provoca que este sector de la sociedad se 



mantenga dentro de la profunda brecha de la desigualdad con relación al resto 
de la población. 

Además, como podrá verse en los apartados siguientes, esta discriminación es-
tructural permea cada uno de los derechos que deberían ser garantizados por 
el Estado paraguayo a los pueblos indígenas. 
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Paraguay sigue en una situación de grave ilegalidad e informalidad cuando ha-
blamos de la falta de comprobación técnica, objetiva y veraz de la tenencia y 
propiedad de la tierra, y más aún cuando se trata de tierras indígenas. En ese 
marco, la Relatora explica que “la privatización general de las tierras y la falta 
de un registro catastral adecuado han generado una superposición de títulos 
de propiedad, que originan reclamaciones múltiples sobre determinadas áreas; 
estas reclamaciones suelen fallarse en favor de las empresas, despojando de la 
tierra a los pueblos indígenas” (Ídem). Como ejemplo de lo antedicho, tenemos 
varios casos:  

Una de las comunidades indígenas que sufre la corrupción en relación con la 
informalidad de las tierras es la comunidad Puerto Pollo del pueblo Yshir, ubi-
cada en el distrito de Bahía Negra, departamento de Alto Paraguay. Sus tierras, 
a pesar de estar habitadas por familias indígenas y pertenecer a su territorio 
ancestral, fueron adjudicadas y tituladas en el Instituto Nacional de Desarrollo 
Rural y de la Tierra (Indert) a nombre del ganadero Blas Gadea. Esta situación, 
a pesar de la denuncia ante la Unidad de Delitos Económicos y Anticorrupción 
del Ministerio Público, sigue en la impunidad. Así también, la Secretaría del 
Ambiente (Seam) sigue manteniendo una licencia ambiental a favor de esta 
empresa ganadera, que pretende introducir ganado donde están las familias.

Otro caso es el de la comunidad indígena Sauce del pueblo Avá Guaraní. El 
viernes 30 de setiembre de 2016, fuerzas policiales y agentes estatales de varias 
dependencias del Gobierno procedieron a realizar un desalojo forzoso contra 
la misma. Con un despliegue de fuerza absolutamente desproporcional, %scales, 
varias patrulleras, ómnibus con agentes de la Grupo Especial de Operaciones 
(GEO), policía montada y responsables del Instituto Paraguayo del Indígena 
(Indi) llegaron a la zona para proceder al desalojo. Esta comunidad es una de 
las tantas que fue expulsada durante la construcción de la hidroeléctrica Itaipú 
y que jamás fue indemnizada. Ante esto, y sin ninguna otra alternativa, regre-
saron a sus tierras ancestrales, para encontrarse con otro titular, Germán Hutz, 
suegro de la hermana del vicepresidente de la República Juan Afara, quien se 
vio bene%ciado a través de una orden del juez Emilio Gómez Barrios, quien 
dictó la medida para el procedimiento en el que inclusive se derrumbaron y 
quemaron casas, escuela y el templo de los indígenas. 



Así también, el Estado es responsable de no proteger los derechos indígenas de 
acciones de particulares cuando tiene conocimiento de ellos. En materia terri-
torial, en el mes de abril de este año, seis indígenas de la comunidad Jejytymiri, 
del Pueblo Avá Guaraní, fueron agredidos con armas de fuego por parte de un 
guardia privado de una estancia, quien los expulsó del lugar de donde vivían 
desde hace más de 15 años. Dos de estas personas eran menores de edad3.

En ese mismo tenor, para la comunidad indígena Sawhoyamaxa, las tensiones 
con el propietario de la estancia, a cuyo nombre aún están tituladas las tierras 
expropiadas, continúan, continúan. En setiembre, la comunidad volvió a vivir 
situaciones violentas  por parte de trabajadores de la estancia, quienes siguen 
entrando en tierras indígenas, alentados por el ambiente de impunidad propi-
ciado por la inacción del Ministerio Público pese a denuncias concretas de la 
comunidad, a través de la institución Tierraviva. Asimismo, esta situación se da 
por la propia desidia del Estado en cumplir el punto de la ley de expropiación 
tendiente a establecer los límites de la tierra. 

Por otro lado, siguen surgiendo quejas de aislamiento de comunidades in-
dígenas, como las denuncias de mujeres Guaraní Ñandéva de la comunidad 
Syracua, las que permanecen tras alambradas con prohibición de salir a buscar 
comida o acceder a servicios básicos; o el caso denunciado por la comunidad 
Chaidí y Aocojadi del Pueblo Ayoreo, que además del aislamiento se ve obliga-
da a pagar un “peaje” a colonos menonitas. 
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En el Chaco paraguayo persisten las violaciones de derechos de los trabaja-
dores y trabajadoras indígenas que trabajan en situación de dependencia o a 
destajo para personas y empresas del agronegocio, situación con%rmada por 
el CERD en el 2016. El salario de las y los trabajadores indígenas se da en gran 
medida con pagos por debajo del salario mínimo o sumas que no se ajustan a 
los servicios prestados. A estas condiciones se suma   la falta casi absoluta de 
inscripción de las y los mismos en el Instituto de Previsión Social (IPS), vulne-
rando así otros derechos esenciales del trabajador como el derecho a la salud y 
a la jubilación. 

Otro de los principales problemas a los efectos de los reclamos y demandas 
por parte de las y los trabajadores es que los contratos no se hacen por escrito 
en la mayoría de los casos, lo que di%culta su exigencia, independientemente a 
que los contratos orales tienen la misma fuerza obligatoria. En relación a aque-
llos trabajadores indígenas que tienen el carácter de peones, frecuentemente se 
instalan con sus parejas en las estancias y las mujeres en mucho de los casos 



cocinan para el establecimiento no siendo reconocida su labor y mucho menos 
pagada. Todo esto también, no sólo por las condiciones de mujer e indígena 
sino por el profundo grado de patriarcado, colonialismo y capitalismo que se 
consolida en el sistema neoliberal actual.

Así también, en este sentido y con relación a los salarios, estos son percibidos 
con importantes retrasos bajo la excusa de que los administradores o adminis-
tradoras acuden esporádicamente a sus estancias. Es importante decir que la 
vulneración de estos derechos se dan por diferentes motivos, entre ellos la asi-
metría de poder económico de los propietarios de estancias ganaderas en com-
paración con las personas de los pueblos indígenas. Otro factor fundamental es 
que el Estado –a través del ente rector en la materia, el Ministerio de Trabajo– 
se encuentra radicalmente ausente para la %scalización de las condiciones de 
trabajo de la población en general y, en particular, de los y las indígenas.  

Por último, a los efectos de ejempli%car estas violaciones de derechos laborales, 
tenemos el caso de una constitución a la estancia denominada Ruroca S.A. ubi-
cada en el Departamento de Boquerón, Chaco paraguayo, por parte de Teresa 
Martínez, Agente Fiscal. En la misma, según la representante del Ministerio 
Público, se encontraban unos 35 indígenas del pueblo Aché, entre los que se 
encontraban al menos siete menores de edad. Éstos, según el procedimiento 
%scal – que profundizará la investigación – estaban deshidratados, con heridas 
en las manos por el trabajo y ni siquiera contaban con el pago de salario que 
les correspondía4. 

Siguiendo con los casos de violación de los derechos económicos, sociales y 
culturales (DESC), entre marzo y abril de este año, alrededor de 100 familias de 
la comunidad Payseyamexiempa´a (Buena Vista y Colonia 96) permanecieron 
en aislamiento, sin acceso a servicios de salud, al agua, a la alimentación o en 
contexto de inundación. Esta situación persistió aun cuando en el 2015 fuera 
denunciada la muerte de dos niños, quienes no pudieron llegar a tiempo por la 
gran distancia (40 km) y las di%cultades de acceso a los servicios de salud por 
falta de camino y transporte público. 

En este sentido, conforme a las declaraciones de Delfín Ortiz, de la comunidad 
Mbói Jaguá, en setiembre de este año: “Yo creo que eso es cierto porque en 
nuestra comunidad la mayoría está con vómito y diarrea, inclusive vomitan 
sangre y tienen mareos”. Este se refería a la internación de cuatro niños y una 
persona adulta en el hospital distrital de Curuguaty, quienes pudieron tener 
estos síntomas a consecuencia de agrotóxicos utilizados en plantaciones de soja 
en %ncas colindantes a la comunidad indígena, ubicada a pocos kilómetros de 
la ciudad de Villa Ygatymí, Canindeyú. Si bien es positivo que el Estado haya 
cumplido con su obligación de enviar, a través del Ministerio de Salud Públi-



ca y Bienestar Social (MSPBS), una comitiva a %n de analizar el origen de las 
enfermedades, es crucial que el mismo promocione, de%enda y garantice los 
derechos humanos de tantas comunidades, indígenas y campesinas, que se ven 
afectadas no solamente por los efectos de los agrotóxicos, sino además por la 
expulsión y el desplazamiento forzoso que sufren a causa del modelo agroex-
portador y latifundista.

En materia declarativa aún, pero digno de ser resaltado, es que a %nes de febre-
ro el Ministro de Salud %rmó la resolución de conformación del Consejo Na-
cional de Salud de Pueblos Indígenas, aceptándose la propuesta de los mismos. 
Así, se cuenta con un representante de cada uno de los 19 pueblos que existen 
en el país. Por el momento se encuentran discutiendo la reglamentación de la 
Ley N° 5469/15 de Salud Indígena, la cual se consensuaría a %nales de este año.
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La discriminación estructural también se arraiga en un abierto y público des-
conocimiento por parte del Estado paraguayo sobre la obligación de consulta 
establecida en el Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT), rati%cada por la Ley N° 234/93. Esto es así no solo porque no existe 
una ley que regule la consulta, sino porque las autoridades estatales, respecto 
a la misma, actúan violando los principios del derecho internacional de los 
derechos humanos que deben regirla como ser: buena fe, representatividad y 
procedimiento adecuado.

Esta situación es explicada también por la Relatora, quien mani%esta que “exis-
te en el Paraguay un incumplimiento generalizado del deber estatal de con-
sultar antes de la adopción de medidas legislativas, políticas y administrativas 
que afectan directamente a los pueblos indígenas y a sus tierras, territorios y 
recursos naturales” (Tauli-Corpuz, 2015). En este sentido, ya se hizo mención a 
situaciones de falta de consulta para el otorgamiento de licencias ambientales 
en territorio indígena, aspecto recogido también por el CERD en el segundo 
semestre del presente año.

En el primer semestre se logró concretar un gran esfuerzo para la culmina-
ción del Congreso Nacional de Organizaciones Indígenas, el cual tenía por %n 
discutir los derechos humanos indígenas y territoriales, creándose la Organi-
zación Nacional de Pueblos Indígenas, con una conformación paritaria de sus 
miembros con diez mujeres e igual cantidad de varones5. Por otro lado, muje-
res indígenas del Chaco americano, en un encuentro masivo en nuestro país, 
pidieron el reconocimiento del derecho al territorio. Por otra parte, además 
de marchas por casos puntuales, como la realizada en dos ocasiones por la 



comunidad Xákmok Kásek del pueblo sanapaná para la compra de sus tierras y 
el cumplimiento de la sentencia de 2010 de la Corte IDH, se puede citar la gran 
marcha de la dignidad, celebrada el 11 de octubre por la Mesa de Articulación 
Indígena del Paraguay (MAIPy). En ella denunciaron la expulsión de sus terri-
torios, destrucción y envenenamiento de sus comunidades, así como la discri-
minación estructural. En el mismo sentido, al día siguiente, representantes de 
más de 100 comunidades chaqueñas marcharon también por el microcentro 
capitalino.
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El Estado paraguayo es en la región el que cuenta con la mayor cantidad de 
sentencias condenatorias en materia territorial por parte de la Corte IDH por 
denuncias presentadas por pueblos indígenas. Estas son las de las comunidades 
Yakye Axa (2005), Sawhoyamaxa (2006) y Xákmok Kásek (2010), a más de dos 
Acuerdos de Solución Amistosa ante la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH), que siguen sin ser cumplidos integralmente. Se trata de las 
comunidades Y’aka Marangatu (2009) y Kelyenmagategma (2011)6. A pesar de 
haber transcurrido ya once años de la primera sentencia y seis de la última, 
ninguno de los casos se encuentra plenamente cumplidos en relación con la 
devolución y titulación de tierras.

La comunidad Yakye Axa permanece sobre la misma ruta, al lado de sus tie-
rras ancestrales, habiendo hace más de dos décadas empezado el camino de la 
reivindicación territorial. Esta se encuentra en las mismas condiciones y aguar-
dando que el Estado cumpla con el punto de restitución que llegó a término 
hace ocho años. Las 12.312 hectáreas adquiridas en el 2012 por el Estado para la 
comunidad no fueron aún tituladas. Además, la aceptación de tierras distintas 
a las originalmente reclamadas estaba condicionada a la construcción de un ca-
mino de acceso. En más de cuatro años el Estado no ha avanzado e%cazmente 
al respecto, perdiéndose en procedimientos irracionalmente burocráticos entre 
sus propias dependencias. La comunidad sigue sin siquiera poder ingresar a 
dichas tierras. 

Respecto a la comunidad Sawhoyamaxa, a más de dos años de promulgarse la 
ley de expropiación (forzada con la reocupación de las tierras por parte de la 
misma), es inexplicable la mora excesiva para dar paso a la titulación, trabán-
dose en juicios cuya resolución recae en funcionarios estatales. Cabe señalar 
que ambos casos se vieron dañados por el accionar del expresidente del Indi 
Rubén Quesnel y la exadministradora Marlene Mendoza, quienes sustrajeron 
los montos destinados para proyectos de desarrollo. El juicio iniciado en el 2013 
se encuentra a la espera de su sustanciación. 



En cuanto a Xákmok Kásek, sí hubo avances. Se realizó el segundo de los tres 
pagos para la adquisición de 7.701 hectáreas de las 10.700 que debe restituir el 
Estado a la comunidad. Se espera que ese último pago se concrete en el trans-
curso de lo que resta de este año. Sobre las demás hectáreas no se registra avan-
ce alguno. 

Con relación a los acuerdos amistosos, hay avances declarativos, como dis-
cusiones para la construcción de viviendas y %nalización de los trabajos en 
terreno para la mensura en el caso de la comunidad Kelyenmagategma. Con 
respecto a la comunidad Y´aka Marangatu, se está llevando a cabo un trabajo 
conjunto para la presentación de un proyecto de ley de expropiación, además 
de que los peticionarios señalan que en materia de asistencia en salud y alimen-
tación se está cumpliendo lo pactado.
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En diciembre de 2015, la abogada de la comunidad Sawhoyamaxa, Julia Cabello 
Alonso, de Tierraviva, fue amonestada. El sumario que se le abrió fue por criti-
car una acción judicial dilatoria respecto a la concreción del derecho territorial 
de la comunidad. La amonestación, aplicada por la Corte Suprema de Justicia, 
incluye “la advertencia de que, si volviera a incurrir en hechos similares, se apli-
carán penas más severas”. Es importante agregar que la abogada se encontró en 
un estado de indefensión, por una parte, teniendo en cuenta que fue condena-
da por el mismo órgano al que interpeló por su actuar arbitrario. Por otra parte, 
la Corte Suprema actuó de modo absolutamente parcial al ser juez y parte en el 
juzgamiento de la denuncia planteada. 

En otra parte de la resolución se señala que la ley (sin mencionar cuál) prevé 
en tales casos “correcciones como la multa e incluso el arresto”. Este proceso, 
inaceptable en cualquier Estado social de derecho, atenta contra la libre crítica 
a los fallos judiciales y la libertad de expresión. Esta sanción, que quedará en el 
legajo profesional de la abogada, limita su trabajo y se constituye en una ame-
naza contra todo aquel defensor de derechos humanos que asuma el coraje de 
enfrentarse a la máxima instancia judicial.

La situación de persecución a defensoras y defensores de derechos humanos no 
es aislada, sino una práctica sistemática7 sobre todo contra quienes de%enden 
los derechos a la tierra y el territorio. Entre otros ejemplos cabe citar a Car-
los Mareco, defensor de derechos humanos y líder indígena de la comunidad 
Sawhoyamaxa, víctima de una amenaza de muerte realizada por el adminis-
trador de la empresa que ocupa las tierras, Luis Brítez, en el 2015. Este hecho, 



si bien fue denunciado ante el Ministerio Público, así como otros, sigue en la 
impunidad. 

De hecho, cuando la víctima es una persona indígena la impunidad no es aisla-
da, sino que constituye un patrón que arraiga el sistema discriminatorio. Así las 
cosas, el Informe de la Relatora Especial establece que existe una “insu%ciente 
aplicación de las normas constitucionales e internacionales por parte del siste-
ma judicial, lo que genera un clima de impunidad” (Tauli-Corpuz, 2015).
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Luego de la destitución de Jorge Servín como presidente del Indi, en noviembre 
de 2015 fue designado Aldo Saldívar, exjefe de operaciones de la Secretaría de 
Emergencia Nacional, quien desde su primera declaración pública señaló la 
ausencia de alguna directriz concreta encaminada a la restitución de tierras. El 
principio de igualdad y no discriminación establecido en el artículo 46 de la 
Constitución está lejos de cumplirse cuando observamos que el Indi, institu-
ción que debiera ser la más institucionalmente fortalecida, sigue siendo la más 
débil del Estado paraguayo, ya que cuenta con una infraestructura y recursos 
humanos que son absolutamente insu%cientes en relación con la calidad, canti-
dad e identidad como defensores y defensoras de derechos humanos.

Como se había mencionado en el informe del año pasado (Ayala, 2015), el Con-
greso de la Nación había reducido el presupuesto del Indi8 en un 43% para 
el ejercicio del año 2016. Conforme a esto, la política de reducción se agrava 
progresivamente para el año venidero: la ejecución presupuestaria del año 2015 
del Indi fue de G. 107.261.166.895, el monto presupuestado en el 2016 fue de G. 
77.180.167.179, en tanto el proyecto remitido al Congreso para el año 2017 con-
templa la suma total de G. 43.770.987.726.

En ese contexto, en el año 2015 el rubro de tierras tenía presupuestado G. 
86.305.859.128, con una ejecución del 0.0%. En tanto, para el 2016 se asignaron 
G. 47.921.627.194 para este rubro, un montó que disminuyó a G. 10.000.000.000 
en el proyecto presentado en setiembre pasado al Poder Legislativo9. 



Combatir la discriminación racial, social y estructural a través de políticas 
públicas que garanticen los derechos, principalmente territoriales, de los 
pueblos indígenas a través de la recuperación, defensa, promoción, vigencia 
y respeto a su cosmovisión dentro y fuera del territorio.

Respetar los principios de la consulta previa, libre e informada garantizando 
la participación y consentimiento de los pueblos indígenas en los proyectos 
o anteproyectos de leyes o actividades que afecten sus derechos humanos, 
prácticas culturales y territorio. 

Tomar todas las medidas para garantizar que los niños, niñas y adolescentes 
de las comunidades indígenas puedan acceder a sus derechos, respetando su 
participación activa en la vivencia, reproducción y creación de su cultura, su 
familia y su territorio. 

Elaborar participativamente el presupuesto para las políticas públicas que 
garanticen la igualdad y no discriminación de los pueblos indígenas.

Procesar y sancionar a todos y cada uno de los operadores y operadoras de 
justicia, así como a los y las responsables del Indi que propiciaron los des-
alojos forzosos de comunidades indígenas de sus tierras ancestrales, princi-
palmente en el caso de la comunidad Sauce del pueblo Avá Guaraní, garan-
tizando la recuperación y aseguramiento de sus tierras. 

Cumplir cabalmente todas y cada una de las obligaciones impuestas por las 
sentencias de la Corte IDH en los casos referentes a pueblos indígenas. 
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Ayoreode1 son un pueblo de cazadores y recolectoras con un territorio enorme, 
cuya extensión supera las 30 millones de hectáreas (300.000 km²), ocupando 
prácticamente todo el norte del Gran Chaco Americano, entre los ríos Para-
guay, Pilcomayo, Parapetí y Grande. No llega, sin embargo, a las zonas ribe-
reñas mismas, que son territorios de otros pueblos indígenas. De esta manera, 
de norte a sur, el territorio se extiende desde las serranías de la Chiquitanía, 
en Bolivia, hasta la zona que ocupan hoy las colonias menonitas del Chaco 
Central paraguayo.

El número total de integrantes del pueblo ayoreo llega actualmente a cerca de 
5.600 personas, unas 3.000 personas viviendo en Bolivia y unas 2.600 personas 
viviendo en lo que hoy es Paraguay (Iniciativa Amotocodie, 2010). Existen evi-
dencias, de acuerdo a la experticia de ayoreode y no indígenas, de que persisten 
numerosos grupos que todavía viven aislados en los bosques remanentes del 
Gran Chaco, en Paraguay y Bolivia. Estos viven aún sin contacto con la socie-
dad envolvente. En Paraguay son llamados “silvícolas”, “no contactados”, “mo-
ros salvajes”; a nivel internacional se los llama pueblos o grupos “en aislamiento 
voluntario” o sencillamente “aislados”. Últimamente se habla de indígenas en 

“situación de aislamiento”.

Gran parte del pueblo ayoreo en Paraguay fue contactada y sacada a la fuerza 
de los montes que habitaban en el transcurso de los últimos 50 años, y vive hoy 
en asentamientos %jos y permanentes. Mientras tanto su territorio está siendo 
destruido en una vorágine destructora que lo deforesta y lo deserti%ca, deján-
dolo irreconocible a los ojos de la cultura ayorea. Un Chaco cada vez más seco, 
cada vez más caliente, cada vez más salobre, menos hábitat para un pueblo que 
los habitó milenariamente y lo sigue habitando pese a no ser reconocido ni res-
petado, ni por las leyes ni por las costumbres predatorias de nuestra sociedad.

En Paraguay no existen leyes explícitas para la protección de los derechos de 
pueblos indígenas que viven en aislamiento, pero hay varias normativas legales 
que expresan y a%rman en su conjunto la obligación que tienen el Estado y 
la sociedad de proteger los derechos fundamentales que asisten a los pueblos 
indígenas.



Constitución Nacional.
Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) / Ley Nacional 
234/93
Ley 904/81 Estatuto de Comunidades Indígenas
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas
Directrices de las Naciones Unidas, O%cina del Alto Comisionado para los Derechos 
Humanos, para la protección de los pueblos indígenas en aislamiento voluntario y en 
contacto inicial de la región amazónica y el Gran Chaco

Entre ellos cabe destacar:

El derecho a la autodeterminación, que incluye el derecho de mantenerse 
en el modelo de vida actual, de permanecer en aislamiento de la sociedad 
envolvente y de no ser contactados.

El derecho a la protección de su modelo de vida, y de los recursos acostum-
brados y necesarios para su vida y sobrevivencia.

El derecho a la integridad de su territorio y a la protección del mismo contra 
la depredación y destrucción.

El derecho a la propiedad legal -titulación a su nombre- de la totalidad de los 
territorios que ocupan y usan.

Ante la falta de normativas explicitas para la protección de grupos aislados, 
existe un conjunto amplio de normativas ambientales que favorecen la pro-
tección de los bosques, biodiversidad y sus recursos, y deben ser atendidas al 
momento de analizar las diferentes posibilidades y estrategias para la protec-
ción de los grupos en aislamiento. Las mismas deberían ser tomadas en cuenta 
para la aprobación de los planes de uso que transforman la cobertura vegetal 
del Chaco, tanto para la implementación de actividades extractivas, como para 
el desarrollo de obras de infraestructura. Estas normativas no son tenidas en 
cuenta en los procesos de aprobación de los planes de uso del suelo ni la Se-
cretaría del Ambiente (Seam) tiene la capacidad de ejercer los mecanismos de 
control pertinentes a sus funciones. Además, en la mayoría de los planes de uso 
aprobados por la autoridad competente no se hace mención a la presencia de 
grupos ayoreo aislados en las áreas consideradas, y si se los menciona, no se 
contemplan las medidas de prevención del contacto o los planes de mitigación 
correspondientes.



Las normativas ambientales ofrecen un mínimo marco para la protección del 
hábitat necesario para que los grupos sin contacto puedan seguir viviendo en la 
condición que decidan, preservándose los bosques con todas sus riquezas &o-
rísticas y faunísticas, y las zonas de acopio natural y conservación de agua. Ade-
más, tanto la legislación ambiental como la normativa propia de los ministerios 
sectoriales contemplan salvaguardas destinadas a la protección de derechos de 
pueblos indígenas en general y muchas de estas afectan directamente a la vida 
de los grupos aislados, a saber:

Resolución del Servicio Forestal Nacional (SFN) Nº 323/1992, que establece que 
los Planes de Aprovechamiento y Manejo Forestal deben incluir un plano en el 
cual se indiquen los límites, con los números de %ncas y padrones.

La Resolución Nº 82/09 de la Seam que determina (art. 1) que no podrán de-
sarrollarse cambios de uso de la tierra en inmuebles sujetos a reivindicación 
indígena reconocida por instancias administrativas, legislativas judiciales del 
Estado; así como por jurisdicción internacional y que (art. 2) las reservas fores-
tales serán como mínimo del 25% y deberán establecerse siguiendo los criterios 
de continuidad de las masas forestales. 

Decreto Nº 18831/86; por el cual se establecen normas de protección ambiental, 
entre las cuales se incluyen: la protección de cuencas hidrográ%cas.

Ley Nº 4241/10, de restablecimiento de los bosques protectores de cuencas hí-
dricas y el Decreto Nº 9824/2012, que reglamenta dicha ley.

Resolución de la Seam Nº 222/02, que establece el padrón de calidad de aguas 
de la República. 

Ley Nº 422/73 Forestal que de%ne (art. 6) Bosques Protectores y (art. 7) Bos-
ques Especiales y establece que son (art. 22) de utilidad pública y susceptible de 
expropiación, los bosques necesarios para: controlar la erosión, regular y pro-



teger las cuencas hidrográ%cas, entre otros %nes, y que (art. 42) las propiedades 
rurales de más de 20 ha deben mantener el 25% de bosque natural23. 

Resolución de la Seam Nº 200/2001, que reglamenta las categorías de manejo, 
zoni%cación y usos de las Áreas Silvestres Protegidas, y establece (art. 3) las ca-
tegorías de manejo, de%ne (art. 14) con el nombre genérico de Parque Nacional 
a aquellas áreas naturales con ecosistemas que contienen rasgos geomorfológi-
cos destacados y especies representativas de una región natural, incluyendo a 
las poblaciones que se encuentran dentro, y hacen uso tradicional de los recur-
sos del área a través de actividades consideradas sustentables; de%ne asimismo 
(art.16) a los monumentos naturales a aquellas áreas con valor natural o cultu-
ral destacado.

Pese a que las numerosas normativas vigentes deberían brindar ciertas garan-
tías de preservación de recursos vitales, ellas son insu%cientes e inadecuadas 
porque no han sido previstas para la protección de la integridad territorial, fí-
sica y espiritual de los aislados. Son, más bien, directrices para la salvaguarda 
de algunos recursos naturales, lo que no impide el avance de la deforestación y 
destrucción del norte del Chaco.

Irónicamente, en los casos en que se veri%ca la falta de cumplimiento o la vio-
lación de la normativa ambiental o de derechos humanos contenidos en estas 
leyes, que implican generalmente la destrucción de hábitats y la deforestación 
de sitios especí%cos de valor para los grupos ayoreo aislados, es que se con%rma 
la presencia y existencia misma de estos grupos aislados. Es lamentable que las 
autoridades, en el proceso de aplicación de la Ley y la normativa no incorporen 
las salvaguardas correspondientes.

Mientras formalmente tienen vigencia los derechos y salvaguardas citadas más 
arriba, en la práctica nada de eso se aplica a la realidad del pueblo ayoreo, ni 
para quienes viven en las reducciones después del contacto, ni para los grupos 
aislados. La expansión inclemente de la deforestación y la fragmentación de 
los hábitats necesarios para la vida de los ayoreo aislados es promovida por un 



modelo de desarrollo amparado por el Estado paraguayo tanto en “voluntad 
política” como en apoyo institucional. Esto se traduce en deterioro de la calidad 
del hábitat necesario y en la cantidad de recursos disponibles para la vida de 
los grupos aislados.

En este escenario o más lo más importante, tal vez, no sea la falta de imple-
mentación de la normativa vigente, o de las salvaguardas existentes, sino, por 
un lado, la impunidad que permite los desmanes por pate de los poderosos 
actores que protagonizan la destrucción del Chaco, y por otro la ausencia del 
Estado para cumplir con su obligación de proteger a los grupos aislados en su 
territorio.

Las investigaciones y monitoreo desarrollado por la organización Iniciativa 
Amotocodie, desde el año 2002, y con participación de expertos ayoreo desde 
2005, dan cuenta de la existencia de varios grupos pequeños o grupos familia-
res, separados y aparentemente sin comunicación entre sí, que continúan con 
su vida nómada sustentada tradicionalmente, en el norte y oeste del Chaco. Se 
trataría de entre 80 a 150 personas.

Huecos de extracción reciente de miel en los árboles, marcas clánicas dejadas 
en cortezas de árboles y cactáceas, utensilios y chozas de uso reciente halla-
dos en zonas de desmontes y trazado de nuevas picadas, marcas chamánicas 
advirtiendo a otros la presencia de un grupo o el límite hasta donde se puede 
avanzar sin peligro de choques violentos, huellas en aguadas y picadas dentro 
del monte, objetos dejados cerca de algún asentamiento en señal de paz, amis-
tad o intercambio, son algunos de los Indicadores que se registran. Testimonios 
de avistamiento de personas desnudas con armas o utensilios, voces y gritos 
de advertencia en el monte, el sonido de las hachas golpeando el tronco para 
extraer miel, el recuerdo de los ancianos de algún pariente que nunca salió del 
monte y, por el tiempo pasado, se supone que está vivo, son Indicadores testi-
moniales que convergen con los anteriores para de%nir a qué grupos podrían 
pertenecer las familias que aún se mantienen en los bosques.

Hasta el año 2005, estos indicadores podían ser observados en extensas áreas, 
desde el norte del Chaco Central, con una distribución más o menos regular, 
hacia el este, norte y oeste. En el año 2005 se intensi%can los movimientos in-
mobiliarios, asociados a la demarcación de extensos terrenos y deforestación 
con el propósito de incrementar el valor de las estancias. En pocos casos este 
proceso está relacionado de manera directa con un efectivo y e%ciente mejo-
ramiento de la producción ganadera; que pudiera justi%car la destrucción de 
los bosques en función a un modelo económico productivo agropecuario, sino 
que más bien, estas operaciones responderían a procesos de especulación in-
mobiliaria, principalmente en la venta de tierras originalmente %scales privati-



zadas de manera espuria y ahora transferidas a propietarios primordialmente 
extranjeros, violentando la legislación vigente4.

Con la desaparición de los bosques, las señales indicadoras de la presencia de 
grupos aislados se fueron circunscribiendo a zonas reducidas pero donde aún 
pueden acceder a sus recursos vitales, como aguadas, zonas de caza y recolec-
ción, áreas de cultivo, exponiéndose, así, a mayor riesgo de contacto no deseado.

Se han registrado señales en islas de bosque, más o menos extensas, incluso en 
las zonas donde el alto índice de deforestación nos haría suponer que los aisla-
dos ya no están. Esto da cuenta de que por lo menos dos o tres grupos peque-
ños de ayoreo, al día de hoy, están viviendo en estos refugios que forman parte 
de su territorio ancestral y tradicional, resistiendo de manera extraordinaria a 
los violentos cambios que soportan.

Otras señales se encuentran con más regularidad dentro y en los alrededores 
de los parques nacionales, que por su extensión y estado de conservación, per-
miten la vida de otros grupos aislados. Al decir de los guarda parques y por los 
análisis de monitoreo regulares, los Parques Nacionales se van constituyendo, 
poco a poco, en los últimos refugios para los ayoreo no contactados.

Esta situación revela las condiciones en las que sobreviven los grupos aislados. 
Hoy, en el territorio paraguayo, su presencia poco tiene que ver con la aplica-
ción vigorosa de la ley o el respeto a sus derechos, sino a su relación ininte-
rrumpida con el territorio y su capacidad de subsistir resistiendo el asedio de 
nuestra sociedad. Los grupos aislados sobrevivirán hasta que no caigan presa 
de las actividades propias de la expansión ganadera, de la implementación de 
los planes de desarrollo de infraestructura, exploración y explotación de hidro-
carburos, la especulación inmobiliaria o la evangelización. 
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Todos los casos de violación de derechos de los grupos ayoreo aislados se in-
sertan y se explican a partir de la situación general que afecta al Chaco, en 
particular al territorio ayoreo, a saber, la pérdida del territorio por el avance de 
la deforestación.

La presencia de grupos aislados en las distintas zonas del Chaco y los múltiples 
riesgos a la amenaza de su integridad, no pueden convertirse, todos, en “casos 
legales”, más bien es la situación global en la cual estos diferentes casos surgen 
y a veces llaman nuestra atención.



Por consiguiente, no todos los hechos que corresponden a la violación de de-
rechos de los grupos aislados se convierten en casos legales, porque son tantos 
que en la práctica serían imposible de atenderlos individualmente en su debida 
forma. Por la ausencia de un marco legal especí%co para la defensa de derechos 
de los grupos aislados y de soluciones políticas adecuadas, la acción de la socie-
dad civil es insu%ciente y limitada.

Una de las mayores amenazas para los grupos ayoreo del monte que se encuen-
tran nomadizando en la región del norte del Chaco, es el avance indiscrimina-
do de actividades de deforestación y demarcación de lotes mediante picadas y 
alambrados. Estas actividades aumentan la vulnerabilidad de los grupos aisla-
dos, poniéndolos frente al riesgo de encontrarse repentinamente con grupos de 
trabajadores y/o sus máquinas.

Los aislados, al no estar preparados para tal encuentro pueden reaccionar vio-
lentamente o en algunos casos, al haber orden de “disparar a todo intruso” los 
trabajadores de las estancias o empresas pueden terminar matándolos. La lle-
gada de trabajadores que no son de la región y que desconocen la existencia de 
los grupos aislados constituye un riesgo en sí mismo. Los nuevos propietarios 



no se informan acerca de cuáles son las características de la región y avanzan 
con%adamente pensando que es tierra deshabitada.

Por otro lado, prevalece la idea de que la propiedad de la tierra de%ne el dere-
cho de ocupación, por lo que los grupos aislados, en sus derroteros, entran a 
propiedades privadas y son tomados como intrusos por parte de los propie-
tarios. Debido a las distancias, la ley de la bala es la que de%ne los derechos 
%nalmente; incrementando la vulnerabilidad de la gente, que no entiende de 
propiedades privadas ni de alambrados.

Año Meses Total hectáreas Promedio diario
2010 12 232.000 635
2011 12 286.000 784
2012 12 268.000 732
2013 12 236.000 647
2014 12 287.000 786
2015 12 285.500 782

Empresa Ganadera River Plate S.A. viola Medidas Cautelares y amenaza a la integridad de los Ayoreo 
Totobiegosode y su territorio.

De acuerdo a lo reportado por Gente, Ambiente y Territorio (GAT)5 en su por-
tal de internet, líderes y miembros de las comunidades ayoreo totobiegosode, 
Organización Payipie Ichadie Totobiegosode (OPIT), realizaron a inicios de 
julio de este año una campaña de control y monitoreo en la zona sur-este de 
su patrimonio, identi%cando graves indicios de trabajos de innovación, lo que 
posteriormente fue con%rmado en fotos satélites. La denuncia fue presentada 
ante órganos públicos de competencia.



Toda el área del Patrimonio Natural y Cultural Ayoreo Totobiegosode se en-
cuentra bene%ciada por la Medida Cautelar (54-13) dictada por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en febrero de este año.

Ante el requerimiento de la CIDH al Estado Paraguayo de que pare la defo-
restación en la zona y se evite el ingreso de extraños, entre otras medidas de 
protección, el gobierno había respondido en ese entonces al organismo que 
se había procedido al cese de actividades, haciendo mención especí%ca de la 
Resolución N°166/16 del Instituto Forestal Nacional (Infona), del 22 de febrero 
del año en curso, por la cual se resolvió suspender el Plan de Uso de la Tierra 
en el inmueble Finca N° 22.277 anotado a nombre de la %rma River Plate S.A., 
mencionándose en el Considerando la medida cautelar dictada por la CIDH, 
como también el hecho de que “la mencionada %rma se ha apartado considera-
blemente del Plan de Uso de la Tierra aprobado por la Institución…”.

En una visita realizada en abril pasado, cuando también estuvo por la comuni-
dad Chaidi el vicepresidente Juan Afara, el Secretario del Ambiente, Rolando 
de Barros Barreto, había asegurado a los Ayoreo Totobiegosode que “Hoy en 
día, todas las licencias han sido canceladas por pedido del pueblo totobiegos-
ode en un trabajo coordinado por la Vicepresidente de la República, el Infona, 
y este último ha cancelado el 100% de los planes de uso de manejo aquí en la 
zona”6.



Sin embargo, mediante recorridos por sus tierras, los Ayoreo descubrieron 
nuevas áreas deforestadas, constatando así el incumplimiento por parte del Es-
tado de resguardar esa zona. A raíz de esta situación los Ayoreo presentaron 
una denuncia pormenorizada de los hechos ante el  titular de la Comisión In-
terinstitucional Ejecutiva Responsable de la Ejecución de Acciones Necesarias 
para el Cumplimiento de   Sentencias, Recomendaciones, Solicitudes y Otros 
Compromisos Internacionales en Materia de Derechos Humanos (CICSI). Mi-
nisterio de Relaciones Exteriores.

Este es otro de los casos que sigue sin resolución efectiva por parte de las auto-
ridades nacionales.
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La propiedad del Instituto Paraguayo del Indígena (Indi), conocida actualmen-
te como Cuyabia (antes San Lázaro), fue adquirida por esta institución en el 
año 1996. Se trata de una extensión de 25.000 ha que al momento de la compra 
estaban completamente vírgenes y sin picadas que delimitaran el predio. 

La propiedad se asienta dentro del territorio tradicional ayoreo, en particular 
en un área utilizada por el grupo local ayoreo Atetadiegosode. En esa región 
viven aún ayoreo aislados que probablemente son parientes de los actuales po-
bladores más ancianos de Cuyabia. Existen Indicios de esa presencia en toda la 
extensión de bosques de esa región.

En agosto de 2010 familias provenientes de la comunidad Ebetogue en el Chaco 
central deciden retornar a esa propiedad que forma parte del territorio ances-
tral y tradicional del grupo local ayoreo Atetadiegosode. Se instalan más de 12 
familias que inician un proceso de recuperación de la manera tradicional de 
vivir en el monte.

La comunidad, desde su llegada soportó presiones de la vecindad e incluso de 
autoridades del Instituto Nacional de la Reforma Agraria y de la Tierra (Indert) 
interesados en vender en fracciones la propiedad Ayoreo. Asimismo, desde su 
llegada a la zona varios propietarios escudados en la inde%nición catastral de 
la zona empezaron a ocupar tierras pertenecientes al Indi destinada ahora para 
los Ayoreo. Lo líderes denunciaron reiteradas amenazas y acosos por parte de 
los estancieros asentados en la zona.

Los temores de los ayoreo de la comunidad Cuyabia estaban bien fundados 
porque a su llegada los vecinos les decían que esas tierras ya fueron vendidas, 
que su título ya no tiene validez, que ocuparían las tierras de la comunidad. 



Después del golpe parlamentario que derrocó al Presidente Fernando Lugo el 
22 de junio de 2012, el nuevo presidente del Indi nombrado por el nuevo ré-
gimen, Rubén Darío Quesnel, vendió de manera ilegal y contraviniendo a la 
misma Constitución Nacional la propiedad por el monto de 5.000 millones de 
guaraníes. Por este hecho el titular del Indi fue acusado, encarcelado, enjuicia-
do y condenado a pena privativa de libertad, mientras que la comunidad logró 
una medida cautelar que protege las 25.000 hectáreas de su tierra.

Por la solidez del título, por lo incuestionable de los derechos sobre esas tierras, 
empezaron los vecinos ganaderos una campaña de presión y represión violenta 
a la comunidad con la intensión de socavar el liderazgo del principal dirigente 
de la comunidad, Unine Cutamorjana. Iniciaron, además,  una campaña pre-
bendaria tendiente a lograr la división entre las diferentes comunidades ayoreo 
que apoyan la causa de Cuyabia, ofreciendo todo tipo de aliciente %nanciero y 
material que, %nalmente, logró que Cuyabia cediera en su lucha y se resignara a 
entregar más de 10.000 hectáreas pretendidas por los ganaderos en el año 2016.

Las empresas ganaderas bene%ciadas en esta operación son: BAFI S.A o PACSA 
S.A., FH Friessen Hermanos, Estancia Santa Rita, Estancia la Concepción. Los 
nombres de los propietarios o de los accionistas suenan como vinculados a las 
más altas esferas del poder político nacional.

Empresarios vinculados a estas empresas %nanciaron las acciones extorsivas para 
lograr doblegar la voluntad del pueblo ayoreo y son bene%ciarios directos y úni-
cos de esta situación, lo que constituye en lenguaje coloquial una conspiración 
para delinquir y en términos legales constituye asociación ilícita para delinquir.

Mientras todo aquello ocurría, la deforestación ilegal continuó por parte de 
los usurpadores y ocupantes ilegales de la tierra, lo cual signi%có para el grupo 
aislado la pérdida de tranquilidad y condujo el abandono de esa parte de sus 
territorios, según los testimonios de los ayoreo de la comunidad de Cuyabia 
quienes desde su llegada realizaron el monitoreo de la situación de los aislados.
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Los Manjui de la misión Santa Rosa reportan, desde hace ya 3 años, la pre-
sencia muy cercana de aislados en territorio de dicho pueblo. Frecuentemente 
encuentran rastros de esa presencia, tales como huellas y huecos con la forma 
típica que dejan en los árboles los ayoreo aislados cuando cosechan miel. En 
ocasiones, también escucharon gritos de la gente del monte y percibieron el 
acercamiento furtivo de los aislados a sus campamentos de trabajo. La con%r-
mación de que se trataba de personas ayoreo aisladas se dio con el descubri-
miento de una choza típica de este pueblo.



La búsqueda de áreas tranquilidad ha llevado a los grupos aislados a incursio-
nar en territorio tradicional manjui. Esto se debe a que el territorio tradicional 
ayoreo está siendo invadido crecientemente por el desarrollo económico. La 
memoria de ambos pueblos registra que en el pasado los ayoreo habían incur-
sionado en esa región atacando a los manjui. Por esta razón los manjui temen 
la presencia cercana de los aislados, y mani%estan su deseo de que alguien con-
tacte a los ayoreo que están por esa zona y se los desplace.

Así, hoy en día, la pérdida de territorio conlleva un potencial con&icto interé-
tnico, enfrentando a dos pueblos que compiten por espacio vital para el desa-
rrollo de sus formas de vida tradicional y moderna, ambos acorralados por los 
procesos de explotación de sus territorios por parte de actores exógenos.

Un grupo de Ayoreo aislados se encuentra desde hace dos años ocupando de 
manera intermitente una región considerada fuera de su territorio tradicional, 
en proximidad del Río Paraguay. Su presencia fue constatada y registrada por 
trabajadores ayoreo en estancias de la zona. Este hecho ha atemorizado a estos 
trabajadores quienes abandonaron su trabajo en la zona en cuestión.

De nuevo se observa que, como en el caso de la presencia de aislados en te-
rritorio manjui, en las regiones aledañas a este caso de presencia, se registra 
alta deforestación y los aislados son empujados a buscar áreas de tranquilidad 
incluso en territorios que tradicionalmente pertenecen a otras etnias.



Según observaciones de los ancianos ayoreo, difícilmente los grupos aislados 
incursionen en zonas desconocidas fuera de su territorio, por el temor a en-
frentar situaciones inesperadas y por la posibilidad de no encontrar recursos 
vitales. Esta es la razón por la cual muchos grupos aislados permanecen en 
áreas con profusa actividad antrópica. Al mismo tiempo, se entiende que, por 
efecto de esas mismas acciones, cuando las condiciones son extremas deben 
desplazarse indefectiblemente hacia áreas fuera de su territorio.

Desde el 2004 se observa movimiento y presencia constante de grupos aislados 
en zonas transfronterizas entre Bolivia y Paraguay, cercanas a Gabino Mendoza, 
Palmar de las Islas y Chovoreca.

De estas regiones se observa la mayor cantidad de avistamientos de grupos de 
ayoreo aislados. Cada grupo en esas zonas está conformado, presumiblemente, 
por 30 o más personas, un número grande en comparación a la mayoría de 
avistamientos en otras regiones. La información al respecto de la presencia de 
los aislados en estas regiones ha sido elaborada a partir de reportes de traba-
jadores en la zona quienes los vieron andar por picadas, maquinistas y estan-
cieros que fueron sorprendidos por la llegada de aislados y les ofrecieron agua 
y sal en tiempos de sequía, así como el testimonio de los guarda parques de 
Paraguay y Bolivia.

La protección de los derechos de autodeterminación de los grupos aislados se 
hace cada vez más difícil por el hecho de que su presencia se da en países que 



tienen normativas y políticas distintas, mientras que los aislados se mueven 
libremente en su territorio tradicional, que ocuparon  por milenios, sin cono-
cimiento de las modernas fronteras nacionales.

Toda la franja de seguridad fronteriza de Paraguay, a lo largo de los límites con 
Bolivia está ocupada ilegalmente por propiedades privadas, muchas de ellas 
disputándose unas con otras la tenencia y supremacía en el territorio. Estos 
propietarios impiden, con efectivos armados, la libre circulación en el territo-
rio incluso en las vías públicas, arrogándose la potestad de de%nir quién puede 
acceder y circular por el territorio, por sobre las garantías del estado de derecho 
en un territorio donde el Estado nacional subyuga su soberanía y pierde su ca-
pacidad de proteger al ciudadano común y con más razón a los ayoreo aislados.

A mediados de 2016, en tiempos de la sequía, fueron vistos ayoreo aislados en 
estancias en formación al norte del parque nacional Defensores del Chaco.

Varios testigos a%rman que algunos miembros de un grupo aislado se acerca-
ron hasta sitios donde se hallaban trabajadores de las estancias y éstos, asus-
tados, dispararon en dirección a los aislados sin que hayan herido a ninguno.

La presencia de estos grupos, según analizan los ayoreo, se debe a que en los 
sitios ocupados por las estancias en formación se encuentran áreas que son 
frecuentadas por distintos grupos aislados por los recursos que allí disponen. 
Estos grupos siguen haciendo uso de su territorio y, repentinamente, encuen-
tran sus áreas ocupadas por extraños.

Estas estancias se ubican en la franja de amortiguamiento del parque nacional De-
fensores del Chaco, donde desde hace varios años se observa un proceso de de-
forestación masiva con pérdida de sitios importantes con recursos vitales de uso 
frecuente por los aislados, en particular sitios donde se abastecen de agua dulce.

Aun cuando estas estancias respeten la legislación vigente para preservar los 
causes y aguadas, para los aislados signi%ca la pérdida del agua, porque el ac-
ceso a sus fuentes está impedido por la propiedad privada y porque la defores-
tación, indefectiblemente, acabará extinguiendo las fuentes de agua. Esta es la 
limitación fundamental de la legislación ambiental.

Son imperiosas algunas acciones que deben ser tomadas por los diferentes ac-
tores involucrados o interesados en la protección de la vida e integridad te-
rritorial de los ayoreo aislados. Mucho se espera, siempre, de la capacidad y 
predisposición de los estados. Aunque hemos visto que históricamente los inte-



reses Estatales difícilmente contemplan los derechos de los aislados. Entonces, 
la necesidad de la acción recae sobre todas las conciencias alertas y sensibles a 
la problemática de estos grupos, si bien es el Estado el mandatario formal del 
poder social, político, administrativo y económico, por tanto se formulan estas 
recomendaciones para el Estado Paraguayo:

Que el Estado tenga una política de prevención del contacto con respeto a 
la autodeterminación de los aislados. Hasta ahora el estado se esforzó por 
lograr un manual o protocolo sobre qué hacer si hay contacto, pero no ela-
boró políticas adecuadas que garanticen el derecho de autodeterminación 
que tienen los aislados a no ser contactados.

Detener de%nitivamente la deforestación y la eliminación de vegetación 
nativa.  La realidad del Chaco nos muestra un territorio que soporta una 
tasa de deforestación que no tiene igual en región alguna del mundo. Ade-
más del impacto de estas acciones sobre la calidad de la vida en aquella 
región, es de gran impacto para la vida de grupos Ayoreo que viven en 
esos bosques.

Dar cumplimiento a la Constitución Nacional, otorgando tierras en canti-
dad y calidad su%ciente para el pueblo ayoreo.

Que se tomen medidas para dar conectividad a lo bloques de vegetación 
nativa remanente, creando corredores biológicos, restaurando áreas de-
gradas, redirigiendo caminos, para preservar áreas vitales para los grupos 
aislados.

Tomar las medidas para que el pueblo Ayoreo tenga un rol protagónico en 
las acciones de conservación, monitoreo y restauración de la naturaleza en 
su territorio.

Tomar las medidas para indemnizar y reparar los daños causados al pue-
blo ayoreo contactado y contactado en el proceso de ocupación y coloni-
zación del territorio Ayoreo.
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Es importante reconocer los logros que en materia del VIH se han dado en 
Paraguay, pero también se debe analizar que aún existen muchos desafíos que 
enfrentar para dar una respuesta e%ciente a la epidemia del VIH/Sida. 

Numerosos casos de discriminación hacia personas que viven con VIH toma-
ron estado público a lo largo del año, llegando a los medios de comunicación. 
Uno de ellos –el  más emblemático tal vez–, se dio con la denuncia de un joven 
hacia una institución estatal, la Academia Militar de las Fuerzas Armadas de 
la Nación.   

Por otra parte, fueron numerosas las denuncias de personas extranjeras, quie-
nes se encontraron con un impedimento burocrático a la hora de gestionar su 
radicación permanente en el país, solicitándoseles los resultados del test de 
VIH. Al tomar conocimiento de esta situación a través de denuncias a la línea 
telefónica de la Fundación Vencer, el equipo de Incidencia Política remitió to-
dos los antecedentes, reglamentación y alcances de la Ley 3940/09, para que, 
estos órganos gubernamentales lo apliquen, hasta el momento, este procedi-
miento tiene el visto bueno de la Asesoría Jurídica del Ministerio de Salud Pú-
blica y Bienestar Social (MSPBS) pero no fue remitido aún al Ministerio del 
Interior para su aplicación.

Si bien se ha avanzado y ampliado el acceso a los medicamentos antirretro-
virales e infecciones oportunistas con el cambio de protocolo de elegibilidad, 
focalizado en mujeres gestantes, hombres que tienen sexo con hombres, per-
sonas trans, mujeres trabajadoras sexuales, el presupuesto –para la compra de 
los medicamentos antiretrovirales–  aún corresponde en gran parte a fondos 
externos, lo cual signi%ca un alto riesgo para la sostenibilidad. 

El presente año no ha habido iniciativas legislativas que modi%quen el marco 
normativo compuesto por la Ley Nº 3.940/09 “Que establece derechos, obli-
gaciones y medidas preventivas con relación a los efectos producidos por el 
Virus de Inmunode%ciencia Humana (VIH) y el Síndrome de Inmunode%cien-
cia Adquirida (Sida)”, así como su norma reglamentaria, la Resolución SG Nº 
675/2014 del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social (MSPBS).

Entre las debilidades y cuestionamientos de este marco normativo, cuya imple-
mentación el Relator Especial sobre el derecho de toda persona al disfrute del 
más alto nivel posible de salud física y mental de las Naciones Unidas, Dainius 
Pūras, en el informe preliminar sobre su visita a Paraguay, ha cali%cado como 
un “verdadero desafío” (Naciones Unidas, 2016b). Se destacan a criterio del 



mismo que en la práctica la falta de claridad en el reparto de responsabilidades 
entre el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social (MSPBS) y el Programa 
Nacional de Control del VIH/Sida y la centralidad, menoscaban la aplicación 
de programas y políticas.

El Relator, asimismo, demostró preocupación por otros aspectos de la Ley Nº 
3.940/09, tales como promoción de la abstinencia sexual y la %delidad mutua 
como algunas de las bases para prevenir el VIH/Sida –enfoque que cali%có 
como sumamente moralista de la normativa– que no se ajusta a las normas de 
derechos humanos ni tiene base empírica. Así también expresó sus reclamos y 
observaciones respecto a la discriminación pública y privada, en particular las 
limitaciones arbitrarias en el acceso a los servicios de salud; situación agravada 
por la falta de programas y protocolos especí%cos aplicables a sectores clave de 
la población, como los niños, niñas y los adolescentes, las personas lesbianas, 
gais, bisexuales y personas trans, personas pertenecientes a pueblos indígenas, 
las personas privadas de libertad o las personas con discapacidad.
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Paraguay, como Estado miembro de las Naciones Unidas, se ha comprometido a 
implementar un audaz programa para poner %n a la epidemia de Sida para 2030. 

La Declaración Política (Naciones Unidas, 2016) incluye un conjunto de objeti-
vos y acciones especí%cos y con plazos concretos que deben alcanzarse para el 
2020 si el mundo desea acelerar la respuesta y poner %n a la epidemia de Sida 
para 2030, dentro del marco de Objetivos de Desarrollo Sostenible.

La Declaración hace un llamado a nivel mundial para la consecución de las si-
guientes 3 metas como forma de respaldar la Agenda de 2030 para el desarrollo 
sostenible:

Reducir las nuevas infecciones de VIH a un número inferior a 500.000 en 
todo el mundo para el año 2020.

Reducir las muertes relacionadas con el Sida a un número inferior a 500.000 
en todo el mundo para el año 2020.

Eliminar el estigma y la discriminación relacionada con el Sida para el año 2020.
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Según el informe de la situación epidemiológica del VIH/Sida en Paraguay 
(MSPBS/Pronasida, 2015), desde el inicio de la epidemia en el año 1985 has-
ta el año 2014 estaban registradas un total de 13.933 personas con infecciones 



relacionadas al VIH, de los cuales 4.318 fueron categorizadas como Sida. En el 
año 2015 se diagnosticaron 1.430 nuevos casos, de los cuales 423 fueron catego-
rizadas como Sida. El informe sobre juventud (2016) da cuenta además de que 
los nuevos diagnósticos se concentran mayormente en hombres (64,4%). No 
obstante, según fuentes clínicas, las mujeres infectadas tienen menor tiempo de 
supervivencia que los hombres porque tienden a buscar tratamiento más tarde 
(si es que llegan a hacerlo) (Bury, Morrison y McLachlan, 1992). 

De cada 10 nuevos diagnósticos de VIH, más de 4 corresponden a adolescentes 
o jóvenes, y dentro de este grupo los de 20 a 24 años presentan mayor inciden-
cia. En los tres grupos etarios que componen la adolescencia y la juventud se 
registran mayores casos masculinos que femeninos (grá!co 11). El importante 
peso relativo de jóvenes en los nuevos diagnósticos ha dado lugar a que en Amé-
rica Latina se hable de un “rejuvenecimiento” de la epidemia (CEPAL, 2000, en 
CEPAL, 2009).

Las muertes relacionadas con la infección del VIH hasta el año 2015 fueron 
de 2.850 personas, estimándose una población que vive con el VIH de 12.513 
personas.

La tasa de noti%cación de los casos de VIH ha ido aumentando en los últimos 
5 años en ambos sexos, en los hombres se observa un incremento en más de 4 
puntos por cada 100.000 habitantes del sexo masculino.

La distribución de los nuevos diagnósticos de VIH según género se observa 
que las mujeres representa un 36,4%, los hombres 63,4% y las personas trans 
0,2, sin especi%cación en este último caso si se trata de hombres trans o mujeres 
trans. 

El 49,58% de los nuevos diagnósticos del virus de Inmunode%ciencia Humana 
(VIH) registrados en Paraguay hasta diciembre de 2015 fueron de personas con 
edades entre los 20 y los 34 años.

Respecto a la población de niñez y adolescencia se registraron 1321 nuevos diag-
nósticos de VIH en personas de entre 0 a 19 años, observando un incremento 
de 13 nuevos casos en comparación al registrado durante el 2014, que fue de 119 
nuevos diagnósticos en personas de entre estas edades. 

Así también es importante mencionar en relación a los grupos de edades que de 
un total de 131 (26.04%) embarazadas con diagnóstico de VIH durante el 2015, 
26 eran adolescentes y jóvenes de entre 14 y 19 años de edad.



A nivel geográ%co, las tasas de nuevas infecciones han aumentado desde 2010, 
siendo la capital y el departamento Central las zonas con mayores tasas de 
infección por VIH.
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En general, el diagnóstico de la situación en Paraguay (MSPBS, 2016) resalta 
que nuestro país dispone de recursos humanos y capacidades para gestionar la 
respuesta integral al VIH-Sida. Si bien en el marco del modelo de atención, se 
ha empezado la descentralización en cuanto al diagnóstico, la atención integral 
continúa muy concentrada en Asunción, la ciudad capital, donde se atiende al 
85% de las personas, y en 7 centros de atención integral del país.

Por otro lado, es importante una respuesta nacional e intersectorial al VIH, ya 
que no es solamente responsabilidad del sector salud, sino que también invo-
lucra a otros sectores como Educación, Trabajo, Justicia y Derechos Humanos.

El país aún no tiene una Ley de Salud Sexual y Reproductiva, una Ley contra toda 
forma de discriminación y una política de educación integral de la sexualidad. Y 
estas condiciones representan una barrera para que en el país se determine una 
condición ideal para una respuesta adecuada a la epidemia, basada en derechos 
humanos (Ídem). 

En las 910 unidades de salud familiar se realizan pruebas rápidas, lo cual co-
rresponde al 70% de los servicios. En el 2015, fueron casi 200.000 las pruebas 
realizadas, de las cuales el 90% corresponde a pruebas rápidas; de ellas, el 85% 
en mujeres (más de la mitad embarazadas) y 12% en varones (en 2,2% de las 
pruebas el sexo no fue registrado) (MSPBS, 17 de noviembre de 2016).

La cobertura de testeo sigue limitada en poblaciones de más alto riesgo: po-
blación trans, hombres que tienen relaciones sexuales con hombres (HSH) y 
mujeres trabajadoras sexuales; lo mismo que en adolescentes y jóvenes. Por 
otro lado, se evidencia un diagnóstico tardío, casi el 40% de los hombres llega 
al diagnóstico ya en una fase de Sida.

La información disponible refuerza la importancia de impulsar de manera ur-
gente y mantener un enfoque integrado de prevención, acceso a la prueba, tra-
tamiento y atención de la infección por VIH.

Paraguay debe ampliar las estrategias de acceso al diagnóstico, sobre todo con 
relación a las poblaciones de más alto riesgo, atendiendo que el VIH/Sida es 
una epidemia concentrada en población trans (26% de prevalencia), Hombres 
que tienen sexo con otros hombres (13%) y en trabajadoras sexuales (2,2%). 
Para ello es importante mantener y fortalecer la colaboración con las organiza-



ciones de la sociedad civil para implementar las estrategias en localidades del 
interior del país que garanticen la con%dencialidad del diagnóstico.

Para contener la epidemia es importante responder a las evidencias. Las cifras 
nos dicen que cerca del 60% de los diagnósticos de VIH se dan en hombres y 
en población en situación de vulnerabilidad, grupos que acceden de manera 
tardía al sistema de salud. Sin embargo, las políticas de salud se orientan casi 
exclusivamente a la salud materno-infantil.

El mensaje es claro: es necesario ampliar el acceso de los hombres, adolescentes 
y poblaciones vulnerables a los servicios de salud. Para esto se pueden estable-
cer alianzas con el sector privado, la seguridad social, y los sectores militares 
y policiales para ampliar la oferta a todos los usuarios fuera del sector público, 
con un fuerte componente de sensibilización orientado a eliminar el estigma y 
la discriminación.
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Si bien el Programa Nacional de Control de SIDA-ITS (Pronasida), dependien-
te de la Dirección de Vigilancia de la Salud, inició la implementación de un 
programa de descentralización de los servicios entre los que se incluye la oferta 
de pruebas rápidas de VIH, así como la atención a personas diagnosticadas y 
la distribución de los medicamentos ARV. Es preciso reconocer que pese a los 
esfuerzos del órgano rector en materia administrativa, la principal barrera con 
que se encuentran las personas que viven con VIH es el estigma y la discrimi-
nación por parte del personal de salud. 

Los resultados del estudio practicado a personal de salud indican un alto por-
centaje de actitudes discriminatorias. Para la mayoría de las y los profesionales 
de salud entrevistados, aún sigue vigente una percepción de las personas con 
VIH como “peligros sanitarios” que deben ser “controlados” para evitar la ex-
pansión de la epidemia. 

Por otra parte, varios son los desafíos para alcanzar el acceso universal al diag-
nóstico y tratamiento, y la descentralización para la atención integral, puesto 
que hasta el momento se cuenta inclusive con un reducido número de estable-
cimientos que ofrecen este tipo de servicios “integrales” con calidad y calidez.

De acuerdo al Plan Integral de abordaje e intervención del VIH en Paraguay 
para los años 2015 a 2017 (Pronasida, 2014), se pretende descentralizar la pres-
tación de servicios a toda la red de hospitales de salud pública, entre ellos los 
hospitales regionales, hospitales distritales y las 910 unidades de salud familiar 
de todo el país. El paquete de servicios incluye: oferta de prueba rápida, paque-
tes de prevención (condones y lubricantes), toma de muestra para linfocitos-T 
CD4 (parte esencial del sistema inmunitario), Carga viral (presencia del virus 



del VIH en el cuerpo), medicamentos antiretrovirales y atención médica y psi-
cológica a través de un convenio entre el departamento de salud mental del 
MSPBS.

Con estas acciones y el apoyo de las organizaciones de la sociedad civil que tra-
bajan en VIH, se busca cerrar las brechas existentes para que todas las personas 
que viven con el virus conozcan su estado serológico y que, luego de conocer 
su diagnóstico, accedan a los servicios de salud para recibir el tratamiento co-
rrespondiente.

Entre los meses de setiembre a noviembre del 2016, el MSPBS, a través de la 
Dirección de Vigilancia de la Salud y el Pronasida, convocó a varias reuniones 
para la conformación del Consejo Nacional de SIDA (Conasida).

Tanto los órganos de gobierno de este consejo como su funcionamiento, políti-
cas de trabajo, y demás aspectos, se hallan en proceso de redacción.

Se piensa en la sostenibilidad de las acciones y, por sobre todo, en la transición 
del principal cooperante de la Respuesta Nacional al VIH/Sida, el Fondo Mun-
dial de lucha contra la Tuberculosis, Malaria y VIH, que se retirará del país 
luego de un periodo de tres años más.

Consolidación del Conasida con el objetivo de aumentar los recursos desti-
nados a la prevención y tratamiento en VIH/Sida, de manera que se garan-
tice la sostenibilidad en la respuesta a la epidemia de manera universal, con 
equidad, integralidad, y garantizando procesos de participación ciudadana. 

Aplicación efectiva de la Ley Nº 3.940/2009 en todos los sectores: privados, 
gubernamentales, etc. 

Armonizar las normativas, procedimientos y protocolos institucionales ali-
neando los mismos a las disposiciones de la Ley Nº 3.940/2009. 

Socializar ampliamente el contenido y alcance de la ley a todas las institu-
ciones del Estado y designar al interior de cada organismo una instancia 
responsable de garantizar el cumplimiento de la ley, y recibir y derivar los 
casos de violación de los DDHH relacionados al VIH/Sida a las instancias 
correspondientes.  

Asegurar la sustentabilidad de la Respuesta Nacional al VIH/Sida. 



Aumentar el presupuesto asignado al Pronasida, incrementando de forma 
anual recursos destinados a acciones de prevención principalmente y blin-
dando el presupuesto para la compra de ARV, reactivos para pruebas labora-
toriales y medicamentos para infecciones de transmisión sexual.

Aprobar la ley “Julio Fretes” contra toda forma de discriminación. 

Aprobar una ley sobre salud sexual y reproductiva compatible con las dis-
posiciones de pactos y convenios internacionales rati%cados por el Estado 
paraguayo.

Diseñar e implementar una política pública de educación integral de la 
sexualidad.
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Con un gobierno que arrincona los derechos humanos, promotor de intereses 
económicos lejanos de la ciudadanía, fuertemente in&uido por sectores funda-
mentalistas católicos o evangélicos, es difícil avanzar. Pero a pesar de este con-
texto contrario, se pueden rescatar pasos que se van dando porque el mensaje 
que da este gobierno hacia los derechos de LGTBI es ambiguo, tanto en el plano 
internacional como en el nacional. 

El 12 de junio de 2016, al menos cincuenta personas perdieron la vida en un 
tiroteo ocurrido en Pulse, una discoteca frecuentada por latinos de la ciudad 
estadounidense de Orlando, Florida. El ataque fue el tiroteo con mayor núme-
ro de muertes en la historia de Estados Unidos y el más violento y mortal en 
contra de la comunidad LGBTI en ese mismo país.

Ese mismo día, a través de su página web, el Ministerio de Relaciones Exterio-
res (MRE), en nombre del Gobierno nacional, emitió un comunicado de pren-
sa donde “lamenta los hechos ocurridos en la madrugada del día de la fecha, 
en un club nocturno de la localidad de Orlando, Florida, Estados Unidos de 
América, donde se registró un tiroteo y fallecieron decenas de personas y otras 
tantas resultaron heridas. El Gobierno Nacional expresa sus más sentidas con-
dolencias y solidaridad con los familiares de las víctimas y heridos, y al mismo 
tiempo declara su enérgica condena a la irracional manifestación de odio que 
enlutó vidas inocentes”2.

En su discurso internacional el Estado paraguayo se posiciona contra las des-
igualdades de género y a favor de los Derechos Humanos de las personas LG-
TBI, como lo demostró en este acto, y con su voto a favor del Relator especial 
sobre orientación sexual e identidad de género en el Consejo de Derechos Hu-
manos de Naciones Unidas. Sin embargo, a pesar de estas acciones al interior 
del Estado no se visualizan avances en términos del acceso efectivo de los dere-
chos humanos de las personas LGTBI.

Es urgente que el Estado paraguayo reconozca el alto grado de violencia que 
existe hacia las personas LGTBI y que tanto sus posiciones como manifesta-
ciones sean acordes a ello, tomando las medidas para garantizar los derechos 
fundamentales, especialmente las vidas y cuerpos de las personas violentadas 
por su identidad de género y/o su orientación sexual.

El período del informe se caracteriza por la falta de avances legislativos. Por un 
lado, continúa sin ser tratado el proyecto de ley contra toda forma de discri-



minación que reglamente el artículo 46 de la Constitución Nacional3, y por el 
otro se debatió en la Cámara de Senadores las modi%caciones al proyecto de ley 
integral contra la violencia hacia las mujeres4, durante el cual se debatió la po-
sibilidad de la incorporación explícita de las personas trans en el proyecto. Con 
argumentos lesbotransfóbicos se eliminó no solamente cualquier referencia a 
las personas trans, sino toda referencia a la palabra “género”.  La Conferencia 
Episcopal Paraguaya publicó un comunicado (CEP, 2016) el 16 de noviembre 
instando al Parlamento a que no incluya a las personas trans y a suprimir la 
palabra género de todo el proyecto. ¿Cómo legislar sobre la violencia de género 
sin aludir al género como categoría social? ¿Cómo en pleno siglo XXI apartar 
groseramente a las personas trans de una ley contra la violencia?

Sin embargo, se han registrado avances en resoluciones de carácter ministerial. 
El primero es el Protocolo de Atención a Personas Trans Privadas de Libertad, 
que fue aprobado a través de la Resolución Nº 744 del Ministerio de Justicia del 
24 de agosto de 2015, aunque se dio a conocer recién en este año.  

Por otra parte, el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social (MSPBS) apro-
bó el 31 de octubre de 2016 la resolución Nº 6955 “Por la cual se establece que 
en las redes integradas e integrales de servicios de salud (RIISS) dependientes 
del MSPBS podrá utilizarse el nombre de uso social de las personas trans con el 
cual las mismas se identi%can”. La misma establece que en los establecimientos 
de salud se utilizará el nombre social de las personas trans, tanto en la docu-
mentación (registros, %chas médicas, historias clínicas, entre otros), como en 
el trato a las personas trans, sin perjuicio de que se pueda registrar el nombre 
que conste en la cédula de identidad. 
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En 46ª Asamblea de la OEA, que tuvo lugar en Santo Domingo, Rca. Domini-
cana, los días 13, 14 y 15 de junio se aprobó la resolución AG/RES. 2887 (XLVI-
O/16) sobre promoción y protección de derechos humanos centrada en orien-
tación sexual e identidad y expresión de género (OEA, 2016), donde condena 
la discriminación, insta a “eliminar las barreras” que enfrentan las personas 
LGTBI, condena los actos de violencia hacia LGTBI, insta a los Estados a que 



den la protección adecuada a defensores de derechos humanos LGTBI y a las 
personas intersex. 

Paraguay incluyó un pie de página al texto, así como también países como Gua-
temala, Honduras, Nicaragua, Trinidad y Tobago, Jamaica y Barbados (estos 
tres últimos países penalizan la homosexualidad), manifestando que: 

La República de Paraguay reitera su compromiso con los principios de la De-
claración Universal de los Derechos Humanos y Convenciones Internacionales 
suscritos sobre la materia, rea!rmando lo preceptuado en el Título II “De los De-
rechos, de los Deberes y las Garantías”; Capítulo III “De la Igualdad” y Capítulo 
IV “De los derechos de la familia” de su Constitución Nacional y concordantes. 
Por consiguiente, expresa su reserva sobre el texto del numeral ixi “Derechos 
Humanos, orientación sexual e identidad y expresión de género”. Asimismo, la 
expresión “identidad de género” contenida en otros párrafos de esta resolución 
será interpretada conforme a su ordenamiento interno.6

Sorprendentemente Paraguay votó a favor de la resolución de la ONU en el  
Consejo de Derechos Humanos A/HRC/32/L.2/Rev.2, titulada “Protección 
contra la Violencia y Discriminación basada en la Orientación Sexual y la Iden-
tidad de Género”(ONU, 2016), que expresa preocupaciones muy similares a las 
que establece la resolución de la OEA, pero además establece la creación de 
un/a experto/a independiente de Naciones Unidas contra la violencia y la dis-
criminación de las personas por su orientación sexual y su identidad de género. 

El Estado paraguayo recibió en el Examen Periódico Universal (EPU) un total 
de 17 recomendaciones relacionadas con los derechos de las personas LGTBI. 
De estos, 16 países entre los que se encuentran Australia, Grecia,  Chile, Cuba, 
Eslovenia, Guatemala, Honduras, Uruguay, Sudáfrica, Suecia, Canadá, Argen-
tina, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, Colombia, Francia y Pa-
namá se re%rieron directamente a la aprobación del proyecto de ley contra toda 
forma de discriminación7 presentado en noviembre del 2015 y que se encuentra 
en la Cámara de Senadores en cuatro comisiones a la espera de los respectivos 
dictámenes para su posterior estudio en el pleno. Todas estas recomendaciones 
fueron aceptadas por el Estado paraguayo. 



País Recomendación
Australia 102.36 Otorgar prioridad a la aprobación del proyecto de ley de 

lucha contra la discriminación, presentado en el Congreso en 
noviembre de 2015, y revisar las leyes vigentes para asegurar la 
coherencia con los objetivos del proyecto de ley.

Grecia 102.37 Garantizar la aprobación y aplicación de una ley de lucha 
contra la discriminación, que se ajuste a las normas internacio-
nales de derechos humanos.

Chile 102.38 Avanzar hacia la aprobación de una ley general contra 
toda forma de discriminación, incluida la discriminación por 
motivos de orientación sexual e identidad de género, que san-
cione y prohíba todo tipo de discriminación tanto en la esfera 
pública como en la privada.

Cuba 102.39 Propiciar la presentación de un nuevo proyecto de ley con-
tra toda forma de discriminación.

Eslovenia 102.40 Aprobar y aplicar una ley integral de lucha contra la dis-
criminación de conformidad con las normas internacionales de 
derechos humanos.

Guatemala 102.41 Impulsar la aprobación y aplicación de una ley para la lu-
cha contra toda forma de discriminación, que sea conforme con 
las normas internacionales de derechos humanos y esté en con-
sonancia con los compromisos contraídos por el Paraguay.

Honduras 102.43 Adoptar las medidas legislativas y de políticas necesarias 
para combatir toda forma de discriminación, entre otras cosas, 
garantizando el acceso a la justicia y reconociendo el derecho a 
la debida reparación de las víctimas.

Uruguay 102.45 Retomar la consideración de un proyecto de ley contra la 
discriminación en diálogo con los actores estatales y no estatales, 
que asegure garantías básicas de no discriminación, prevención y 
castigo de la discriminación en todas sus formas contra todo ser 
humano, de acuerdo con las normas básicas de los instrumentos 
internacionales de derechos humanos en los que el Paraguay es 
parte.

Sudáfrica 102.52 Aprobar una ley que prohíba todas las formas de discri-
minación, incluida la discriminación basada en la orientación 
sexual y la identidad de género.

Suecia 102.53 Aprobar una ley de lucha contra todas las formas de dis-
criminación, incluida la discriminación basada en la orientación 
sexual y la identidad de género.

Canadá 102.54 Promulgar leyes que prohíban la discriminación, incluida 
aquella por motivos de orientación sexual e identidad de género.



Argentina 102.55 Aprobar una ley de lucha contra la discriminación para 
prevenir y sancionar la discriminación en todas sus formas, in-
cluida la discriminación por motivos de orientación sexual e 
identidad de género. 

Reino Unido de 
Gran Bretaña e 
Irlanda del Norte

102.56 Aprobar legislación que prohíba la discriminación, con in-
clusión de prohibiciones generales contra la discriminación por 
motivos de orientación sexual e identidad de género.

Colombia 102.57 Revisar todo tipo de disposición que pueda dar lugar a 
la discriminación de las personas lesbianas, gais, bisexuales, 
transgénero e intersexuales, así como revisar las disposiciones 
laborales que puedan afectar a las trabajadoras y los trabajadores 
domésticos.

Francia 102.58 Intensi%car la lucha contra todas las formas de discrimina-
ción, incluida la discriminación basada en la orientación sexual y 
la identidad de género.

Panamá 102.82 Prevenir la discriminación y la violencia contra los grupos 
vulnerables y marginados.

Fuente: Elaboración propia.

Por otra parte, en marzo de 2015 el Estado paraguayo ha sido examinado por 
el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (DESC). El Comité 
manifestó su preocupación por la falta de aprobación del proyecto de ley con-
tra toda forma de discriminación:  

Preocupa al Comité que el proyecto de ley contra toda forma de discriminación, 
que se encontraba en discusión en la Cámara de Senadores, no haya sido adopta-
do. Asimismo, le preocupa que el Estado parte no haya adoptado medidas efecti-
vas para combatir la persistente discriminación contra miembros de los pueblos 
indígenas, personas afrodescendientes, personas con discapacidad, personas les-
bianas, gais, bisexuales y transgénero, en particular para garantizar el ejercicio 
efectivo de sus derechos económicos, sociales y culturales (art. 2, párr. 2)8.

El Comité recomienda que el Estado parte agilice la adopción de una legislación 
contra la discriminación que garantice una protección su!ciente contra la discri-
minación de conformidad al artículo 2, párrafo 2 del Pacto, teniendo en cuenta 
la Observación general Nº 20 (2009) del Comité sobre la no discriminación y los 
derechos económicos, sociales y culturales, entre otras cosas que:

a) Incluya explícitamente en su legislación general contra la discriminación to-
dos los motivos de discriminación prohibidos que se enumeran en el artículo 2, 
párrafo 2, del Pacto;



b) De!na la discriminación directa e indirecta de acuerdo a las obligaciones que 
incumben al Estado parte en virtud del Pacto;

c) Prohíba la discriminación tanto en el ámbito público como en el privado; 

d) Determine mecanismos judiciales y administrativos efectivos para la protec-
ción contra la discriminación, incluso mediante la incorporación de disposicio-
nes que permitan obtener reparación en casos de discriminación;

e) Adopte las medidas necesarias para prevenir y combatir la persistente discrimi-
nación contra todas las personas o grupos desfavorecidos o marginados, inclusive 
mediante campañas de sensibilización, a !n de garantizarles pleno ejercicio de los 
derechos reconocidos por el Pacto, en particular el acceso al empleo, a la seguridad 
social, a la atención de salud y a la educación (CDESC, 2015), párrafo 13. 

En el informe anterior se incluyó un cuadro con los compromisos de diferentes 
instituciones dentro del marco normativo nacional. En 2016, se plantea un bre-
ve análisis de su cumplimiento. 

INSTITUCIÓN Acciones en 2016
Ministerio de 
Justicia

A pesar de la existencia del “Reglamento para el Funcionamiento 
del Bene%cio de las Visitas Privadas en los Establecimientos Peni-
tenciarios del País”, aprobado por Resolución Nº 72/ 2012 emanada 
de la Dirección General de Establecimientos Penitenciarios y de 
Ejecución Penal del Ministerio de Justicia, no se ha aplicado efec-
tivamente, al impedir el uso del derecho a visita íntima por parte 
de lesbianas privadas de libertad. Las autoridades argumentan en 
contra con leyes derogadas. 
El protocolo de Atención a Personas Trans Privadas de Libertad 
(Resolución 744) citado en este artículo no se ha implementado 
todavía “por falta de presupuesto para su socialización a diferen-
tes niveles del ministerio”, según manifestaron representantes del 
Ministerio*. 



Ministerio de 
la Mujer 

Ha elaborado la “Guía básica para la atención primaria a mujeres 
en situación de violencia” (MINMUJER 2016ª), que incluye en el 
apartado de de%niciones una breve explicación sobre la violencia 
contra las lesbianas, pero no menciona ni una sola vez en todo el 
desarrollo de la lógica de intervención. Es decir, no se explica cómo 
esos conceptos se traducen en acciones concretas en el marco de la 
intervención en este tipo de situaciones. Al mismo tiempo, llama 
la atención que la misma no se encuentre disponible en el sitio web 
del Ministerio de la Mujer. Adicionalmente, no se cuenta con in-
formación sobre la existencia de una resolución por la cual se haya 
establecido la obligatoriedad de seguimiento de dicho instrumento.
Por otra parte, en el Manual para el abordaje de la vio-
lencia basada en Género, Intrafamiliar, Doméstica y 
Trata de Personas (MINMUJER 2016b) aprobado por resolución** 
138/16 se nombra a la orientación sexual*** como una variable de 
la violencia, pero, al igual que con la guía citada anteriormente, no 
aborda el tema. 

Ministerio de 
Salud Pública 
y Bienestar 
Social (MSPBS)

La Resolución Nº 695/2016, mencionada más arriba.

Secretaría 
Nacional de 
Cultura 

Continúa persona representante del movimiento LGTBI en el 
Consejo Nacional de Cultura. 

Comisión de 
DDHH de la 
Cámara de 
Senadores

El 4 de julio de 2016 se inició una mesa interinstitucional para el 
trabajo de estrategias de defensa de derechos humanos de personas 
trans con la participación del Ministerio del Interior, Ministerio de 
Salud, Ministerio de Justicia, Ministerio de Educación, Ministerio 
Público y Corte Suprema de Justicia, donde se tomaron los com-
promisos con los derechos de las personas trans. 

Ministerio del 
Interior

Integró la mencionada mesa interinstitucional****, espacio en el 
cual “asumió compromiso en cuanto a la Transversalización de gé-
nero en la estrategia nacional de seguridad ciudadana” (MDI, 2014). 
En verdad dicha estrategia, aprobada en el año 2014*****, no hace 
referencia a las personas trans ni a la población LGTBI en general. 

* Entrevista de integrantes de la organización Panambí con referentes ministeriales.
** Resolución 138/16 Por la cual se aprueba y aplica el manual para el abordaje de la violencia basada en 
género, intrafamiliar, doméstica y trata de personas. Disponible en: http://www.mujer.gov.py/application/
files/9814/6713/7025/RESOL_138_APRUEBA_Y_APLICA_MANUAL_PARA_ABORDAJE_DE_LA_
VBG_Y_TRATA.pdf

*** En dicho manual en las páginas 5 y 6 del documento nombran a la orientación sexual, no así a la identi-
dad o expresión de género.

**** Ministerio del Interior, 4 de julio de 2016. Disponible en: http://www.mdi.gov.py/index.php/compo-
nent/k2/item/6434-ministerio-participa-de-reuni%C3%B3n-buscando-garantizar-los-ddhh-de-personas-
trans?tmpl=component&print=1

***** El documento nombra “opciones sexuales” (Página 11) o la “orientación sexual” (página 46), pero no 
desarrolla el tema de la seguridad de personas LGTBI.



En de%nitiva, la situación del cumplimiento de los derechos de las personas 
LGTBI es aún muy débil, pero avanza con pequeños pasos que deben ir más 
allá de la mera enunciación. 
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Diez mujeres privadas de libertad en la penitenciaría del Buen Pastor en Asun-
ción solicitaron el permiso para recibir visita íntima de sus parejas mujeres 
en febrero de 2016. La directora del penal rechazó el pedido argumentando 
la ley de ejecución penal de 1970 anterior a la Constitución actual de 1992. La 
entonces ministra Carla Bacigalupo9 rati%có este rechazo desconociendo el re-
glamento para el funcionamiento de las visitas privadas en los establecimien-
tos penitenciarios del país de 2012, donde no especi%ca ni sexo ni género de 
la pareja “bene%ciaria”. Después de varios meses de argumentación por parte 
del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, Aireana, grupo por los 
derechos de las lesbianas, organización que impulsa este proceso, presentó una 
petición de tutela jurisdiccional para que una de las mujeres privadas de liber-
tad tenga el acceso al derecho por orden judicial. Al tiempo de cierre de este 
informe, no se tienen respuestas del juez ni tampoco del director de estableci-
mientos penitenciarios, a quien ya se le reiteró el pedido.
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El servicio de ayuda telefónica “Rohendu”10 ha recibido en este periodo 110 lla-
madas donde los temas principales son la violencia física, psicológica y sexual 
y discriminación en la familia, la discriminación en lugares públicos y en el 
sistema educativo.

El Centro de Denuncias de VIH/Sida y DDHH11 recibió 217 llamadas, de las 
cuales 85 son denuncias de personas trans y 9 sobre discriminación por orien-
tación sexual. Tenemos entonces entre los dos servicios 209 llamadas por dis-
criminación a personas LGTBI.



En el siguiente grá%co se ilustran los diferentes contenidos de las denuncias:

  

 
Con relación a los lugares desde los cuales se reciben llamadas, podemos citar a 
Asunción, Encarnación, Ybycuí, Mariano Roque Alonso, Fernando de la Mora, 
Capiatá, San Lorenzo, María Auxiliadora, Ciudad del Este, Ñemby, Coronel 
Oviedo y Ypané.
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Adriana Samaniego, persona trans de 31 años de edad, de profesión decoradora, 
vivía con sus familiares en la ciudad de Capiatá, kilómetro 20 de la Ruta 2. Fue 
asesinada de una puñalada en el tórax el 5 de mayo del 2016. 
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Conforme a la información disponible12, la misma se encontraba a unas cua-
dras de su domicilio compartiendo con amigos. Adriana manifestó a sus ami-
gos que volvería en un rato, que iría a hacer sus necesidades y se dirigió hacia 
la plaza de la zona. Sus amigos al darse cuenta que no volvía fueron a buscarla 
y la encontraron tirada en el suelo con una herida mortal y sin signos de vida, 
dando aviso a la policía de la Comisaría Octava. Fue traslada al hospital, donde 
se constató su fallecimiento. Así, aumentó a 56 la cifra de mujeres trans asesi-
nadas en Paraguay.

Como en años anteriores, se registran casos de abusos policiales a personas 
trans. Alejandra Villalba tiene 30 años y se desempeña como promotora de 
salud dentro de la institución Panambí. El día 22 de setiembre la misma se 
encontraba repartiendo los insumos de prevención de VIH a sus pares cuando 
fue detenida por un o%cial de policía, que no contaba con el obligatorio porta-
nombre. De manera arbitraria y prepotente solicitó el documento de identidad 
y pretendió revisar la cartera para ver lo que contenía. Alejandra se negó a ser 
revisada y el policía solicitó refuerzos para trasladarla. Fue despojada de sus 
documentos, llevada a la comisaría y demorada por dos horas.

La víctima manifestó que dentro de las instalaciones policiales fue maltratada, 
revisada, ofendida y amenazada con ser encerrada en el calabozo junto con 
otras personas de sexo masculino que se encontraban detenidas en el lugar. 
Finalmente, luego de la intervención de varias compañeras de la organización 
fue liberada.

A.B., persona trans, de 30 años de edad, residente en la ciudad de Coronel Ovie-
do, manifestó que desde abril del 2016 sufre constantemente extorsión por par-
te de efectivos policiales de la comisaría de la zona, quienes toman fotos que 
luego son utilizadas para extorsionar a los clientes. Esta situación es común 
para todas las trabajadoras sexuales trans.

Las personas trans recluidas en las penitenciarías manifestaron a Panambí una 
serie de violaciones de derechos, como las precarias y lamentables condiciones 
de hacinamiento en que se encuentran, los malos tratos, los golpes que reciben 
por parte de agentes penitenciarios y la exposición a violencia, peligro, abando-
no y discriminación. A esto debemos sumar otra terrible situación: el atropello 
en los traslados arbitrarios y sin previa comunicación. 



NN, persona trans, detenida por el supuesto hecho punible de robo se encuen-
tra sin tener audiencia hace más de un año. Manifestó a la organización Panam-
bí que vive con VIH y que debe ejercer el trabajo sexual dentro de la peniten-
ciaría para sobrevivir, ya que no accede a la alimentación penitenciaria y en el 
caso de acceder el alimento es de mala calidad.

La misma fue trasladada desde la penitenciaría de Tacumbú a la penitenciaria 
Regional de Concepción de manera sorpresiva luego de que la misma tuviera 
una discusión con un guardia cárcel por querer pasar a la intendencia a solici-
tar alimentos. Las autoridades penitenciarias hasta el momento no se pronun-
ciaron ante los reclamos realizados por la organización Panambí.

Este tipo de actuaciones expone a las personas trans a ser violentadas, discri-
minadas y estigmatizadas en los nuevos lugares de detención. Así también con-
lleva un riesgo para la salud de las mismas, ya que implica la suspensión del 
tratamiento antirretroviral sin mencionar que se exponen a la violación del 
derecho a la privacidad del estado serológico al verse obligadas a exigir de nue-
vo los cuidados médicos pertinentes. 

En el mes de agosto de 2016, una pareja de jóvenes gays paseaba por la costa-
nera de Encarnación. Se dieron un beso, fueron interceptados por dos guardias 
de seguridad que les solicitaron su cédula de identidad y G. 60.000. Fueron 
demorados durante aproximadamente una hora. En ese tiempo los guardias les 
manosearon de forma obscena, diciéndoles que no podían estar en la costanera. 
Para salir de la situación los jóvenes les entregaron los G. 20.000 que tenían y 
%nalmente les dejaron libres.

Las detenciones arbitrarias siguen siendo una constante. La policía sigue man-
teniendo una impunidad impropia de un Estado de derecho porque poca gente 
se anima a denunciar, ya que no confía en el sistema. 

El 15 de octubre de 2016, en el Shopping Villa Morra13 una pareja de lesbianas 
se encontraba en el patio de comidas, sentadas conversando y tomadas de la 
mano. Un guardia del Shopping identi%cado como Inocencio Recalde se acer-
có y se sentó en la misma mesa que ellas ocupaban para decirles que debían 
mantener la compostura o que debían retirarse del lugar. La pareja afectada 
denunció el hecho a la prensa. El caso tuvo tanta repercusión mediática que el 
establecimiento comercial se vio obligado a publicar un comunicado en el que 



decía que no hubo tal discriminación14. De este caso es importante rescatar el 
debate social que se generó a partir de este hecho. 

El 1 de octubre de 2016 tuvo lugar la 13ª marcha por los derechos LGTBI con 
el lema “13 años marchando por la identidad de género y por todos nuestros 
derechos”, organizada por la Coalición LGTBI del Paraguay. La marcha co-
menzó en la escalinata de Antequera, como todos los años. Durante todo 
el recorrido se destacó el abandono de la policía responsable de detener el 
trá%co de vehículos.  La manifestación culminó en la plaza O’Leary, donde se 
hizo un acto central con números artísticos. En ese momento una camioneta 
con parlantes dio varias vueltas a la plaza. Sus tres ocupantes gritaban frases 
como “Dios odia la homosexualidad” o “Dos mujeres juntas no se pueden 
embarazar”. El hecho no tuvo consecuencias, pero es preocupante, ya que es 
la primera vez que se registra un incidente de este tipo en el desarrollo de la 
anual marcha LGTBI.

Un adolescente trans de 16 años de edad sufre discriminación por parte de las 
autoridades del colegio en donde estudia. La directora del colegio le prohíbe a 
sus amigas a que se acerquen a él, amenazándolas con que van a tener proble-
mas y que se les llamará a sus madres. De esa forma se encuentra totalmente 
aislado del resto de sus compañeras y amigas y solo se le permite el contacto 
con sus compañeros varones. Desde la organización Aireana se envió una nota 
al colegio ofreciendo asesoramiento y capacitación en el tema, pero hasta hoy 
no hubo respuesta.

María tiene dos hijos y es amenazada reiteradamente por su madre con bus-
car al padre desaparecido de sus hijos para que reclame la tenencia y los sa-
que si es que ella no “cambia” y deja de ser lesbiana. Además la amenaza con 
contar en el colegio donde trabaja. María tiene miedo de perder a sus hijos 
y su trabajo. Es importante tener en cuenta la sentencia de la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos a favor de Karen Atala en contra de Chile, 
que tiene consecuencias para los derechos humanos en toda la región (Corte 
IDH, 2012).  



Reconocer la discriminación existente hacia la comunidad LGTBI.

Aprobar el proyecto de ley contra toda forma de discriminación.

Presentar y aprobar una ley de identidad de género.

Asumir la sentencia de la Corte IDH sobre el caso Atala Ri'o vs. Chile para 
priorizar el interés superior de los niños, niñas y adolescentes. 

Investigar los crímenes de odio y agresiones a personas trans y terminar con 
la impunidad. 

Firmar y rati%car la convención interamericana Contra toda forma de dis-
criminación e intolerancia y también la Convención interamericana contra 
el racismo y formas conexas de intolerancia.

Adecuar la legislación paraguaya a los instrumentos internacionales de dere-
chos humanos rati%cados por el Estado. 

Contar con políticas públicas, planes, proyectos, protocolos, asistencias y 
servicios sociales con inclusión y buen abordaje para LGTBI. 

Generar datos desagregados en caso de crímenes cometidos contra LGTBI a 
%n de tener datos certeros sobre la situación de estas personas. 

Reconocimiento de la categoría LGTBI y particularmente de personas trans 
para la recopilación de estadísticas sobre violencia de parte de la Policía, el 
Ministerio Público, los tribunales y el sistema penitenciario. 

Tipi%car en el código penal los crímenes de odio que contemplen las cate-
gorías de orientación sexual, identidad y expresión de género, entre otros, 
ya sea como tipos penales autónomos o como agravantes en tipos penales 
existentes.

Implementar el reglamento para el funcionamiento del bene%cio de las vi-
sitas privadas en los establecimientos penitenciarios del país vigente desde 
2012.
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En el 2016, las trabajadoras domésticas organizadas1 han vuelto a exigir al Con-
greso Nacional el reconocimiento a la igualdad y no discriminación presen-
tando el Proyecto de Ley “Que modi%ca el artículo 10 de la Ley N° 5407/15 Del 
Trabajo Doméstico”2. Este proyecto busca el reconocimiento del derecho a la 
igualdad salarial de las trabajadoras domésticas con el resto de las y los traba-
jadores del país. 

El mantenimiento por parte del Estado paraguayo de una norma que estable-
ce un salario mínimo diferenciado y por debajo del mínimo legal (60%) para 
el trabajo doméstico constituye una violación al principio de igualdad en los 
términos del artículo 46 de la Constitución Nacional que dispone: “Todos los 
habitantes de la República son iguales en dignidad y derechos. No se admiten 
discriminaciones. El Estado removerá los obstáculos e impedirá los factores 
que las mantengan o las propicien”.

Al respecto, cabe señalar que el 7,3% de las personas económicamente activas 
(PEA) se dedican al trabajo doméstico. De este total el 92% son mujeres, donde 
tres de cada diez son jefas de hogar (UNFPA, 2013). Esto indica que una de 
cada siete mujeres ocupadas en el país son trabajadoras domésticas, lo que re-
presenta aproximadamente 181.500 mujeres3, frente a unos 17.000 hombres en 
el sector doméstico4. El mayor porcentaje de trabajadoras domésticas se con-
centra en el departamento Central, donde se encuentra el 41% de las mujeres 
que se dedican a este empleo; le siguen Alto Paraná con 13%, Asunción con 10% 
e Itapúa con 7%. Es decir, los datos muestran que es una actividad predominan-
temente femenina, discriminada en razón de las tareas a las que las mujeres han 
sido asignadas culturalmente (limpieza, cuidado, cocina, etc.) y por lo tanto 
carente de valor y reconocimiento. 

Las niñas y adolescentes tampoco están exentas de dichas labores. En Paraguay, 
se estima que existen aproximadamente 46.993 niñas, niños y adolescentes en 
situación de criadazgo, lo que representa el 2,5% del total de niñas, niños y ado-
lescentes del país (OIT al. 2013). Si bien esta actividad se encuentra prohibida 
por el Decreto No. 4.951/05 del Poder Ejecutivo y la nueva Ley N° 5.407/15 que 
establece la edad mínima para admisión al empleo doméstico en 18 años, es 



una práctica cultural arraigada en el país que viola los derechos humanos de las 
niñas y adolescentes y las coloca en peligro.

Al respecto, un informe de la Secretaría Nacional de la Niñez y la Adolescencia 
(SNNA) señala: 

Los datos sobre la relación entre el criadazgo y la trata de personas son alarmantes: 
El 58% de las víctimas de la trata de personas trabajaba como personal doméstico 
antes de ser captada por los tratantes. Esto signi!ca que 6 de cada 10 mujeres que son 
víctimas de la trata de personas fueron antes trabajadoras domésticas o criaditas. 
En cuanto adolescentes explotadas sexualmente, casi un 90% fueron previamente 
trabajadores infantiles domésticos en el sistema de criadazgo. Esto nos dice que 
9 de cada 10 adolescentes explotadas sexualmente fueron antes criaditas o traba-
jadoras domésticas en su niñez. La relación es tan directa que es difícil no pensar 
en el criadazgo como su causa principal5.

Desde octubre de 2015, con la entrada en vigencia de la Ley N° 5407/15 “Del 
Trabajo Doméstico”, los derechos de las trabajadoras domésticas fueron casi 
todos equiparados a los de las y los otros trabajadores del país: jornada laboral 
de ocho horas diarias, derecho a vacaciones, aguinaldo, contrato de trabajo, bo-
ni%cación familiar, descansos, preaviso en caso de despido, etc6. La ley fue re-
glamentada por el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social (MTESS) 
mediante la Resolución N° 233/20167.

Sin embargo, dicha normativa sostuvo en el artículo 10 la discriminación sa-
larial, pasando el salario base del 40% al 60% del salario mínimo legal, lo que 
equivale actualmente a la suma de G. 1.094.400. El salario mínimo para el resto 
de los trabajadores y trabajadoras es de G. 1.824.055, aumentando a partir del 
mes de diciembre de 2016 a G. 1.964.507. 

Esta norma constituye una violación al derecho a la igualdad y no discrimi-
nación reconocido en los artículos 46 y 48 de la Constitución Nacional, como 
bien lo expresa la exposición de motivos del Proyecto de Ley “Que modi%ca el 
artículo 10 de la Ley N° 5407/15 Del Trabajo Doméstico”, que se pasa a explicar 
en los siguientes apartados.



/#&1+-+0E(&$&#$&"H2$#1$1&*&#$&%(&1"80-"3"%$0"9%&0(%&-+#$0"9%&$#&8$#$-"(&
1(3W8)"0(&

La Constitución Nacional reconoce: 

Todos los habitantes de la República son iguales en dignidad y derechos. No se 
admiten discriminaciones. El Estado removerá los obstáculos e impedirá los fac-
tores que las mantengan o las propicien (art. 46).

El hombre y la mujer tienen iguales derechos civiles, políticos, sociales, econó-
micos y culturales. El Estado promoverá las condiciones y creará los mecanismos 
para que la igualdad sea real y efectiva, allanando los obstáculos que impidan 
o di!culten su ejercicio y facilitando la participación de la mujer en todos los 
ámbitos de la vida nacional (art. 48). 

Este principio supone el reconocimiento de un mismo estatuto jurídico para 
todas y todos los ciudadanos, lo que implica la garantía de la paridad de trato 
en la legislación y en la aplicación del derecho, explica la exposición de moti-
vos del Proyecto de Ley “Que modi%ca el artículo 10 de la Ley N° 5407/15 Del 
Trabajo Doméstico”. 

El reconocimiento de la igualdad implica que el Estado no solo debe tratar a las 
personas de manera igual, sino que también lo debe hacer sin discriminación. 
La desigualdad de trato normativo en cuanto al salario doméstico no tiene una 
justi%cación ni normativa, ni política ni ética, sino que responde al hecho de 
que en ella se repiten tareas que tradicionalmente han sido realizadas sin remu-
neración por las mujeres en el  hogar, por lo que se considera que no requieren 
cali%caciones y carecen de valor. La igualdad es negada a las trabajadoras do-
mésticas cuando de manera especial la legislación laboral les clasi%ca, distingue 
y asigna un salario mínimo diferenciado que consiste en un porcentaje del 60% 
del salario mínimo para actividades generales no especi%cadas. 

La discriminación salarial de las trabajadoras domésticas constituye una dis-
criminación en el empleo y la ocupación en razón del sexo8, ya que la brecha 
salarial de género se ve reforzada por la segregación en el mercado laboral 
del trabajo doméstico. Mientras representa 16% de la categoría ocupacional 
de las mujeres, para los hombres equivale solamente un 0,9%. Por otro lado, 
la diferencia entre ambos está en la remuneración, mientras las mujeres ga-
nan en promedio 41% menos de lo percibido por los hombres en las mismas 
ocupaciones, es decir, mientras un hombre trabajador doméstico (chofer, jar-



dinero) gana un promedio de G. 1.400.000, las mujeres ganan G. 827.000 
(UNFPA, 2013). 

Mantener una distinción normativa sobre la tercera mayor categoría de empleo 
de las mujeres (Sera%ni, 2015) contribuye a sostener esta brecha, la cual se cons-
tituye en una clara discriminación contra las mujeres en contravención a los 
mandatos constitucionales y los tratados internacionales de derechos humanos 
rati%cados por el país, entre ellos y principalmente la Convención sobre la Eli-
minación de todas las formas de discriminación contra la mujer (Cedaw, por 
sus siglas en inglés), rati%cada mediante la Ley N° 1.215/87. 
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El artículo 92 de la Constitución Nacional reconoce el derecho de las y los tra-
bajadores de “disfrutar de una remuneración que le asegure, a él y a su familia 
una existencia libre y digna. La ley consagrará el salario vital mínimo y móvil 
(…). Corresponde, básicamente, igual salario por igual trabajo”.  

El MTESS explica que el salario mínimo “tiene carácter de derecho funda-
mental, porque es aquel su%ciente para satisfacer las necesidades vitales del 
trabajador/a consistente en: alimentación, habitación, vestuario, transpor-
te, previsión, cultura, y recreaciones honestas, considerándolo como jefe de 
familia”9. Sin estas condiciones mínimas la persona trabajadora se ve expuesta 
a condiciones de pobreza y pobreza extrema. Es lo que la Constitución de%ne 
como los recursos necesarios para llevar una vida “libre y digna”.  

Establecer una normativa por debajo del mínimo legal, como es el caso del 
trabajo doméstico, constituye además de una norma discriminativa, condenar 
a una persona y su grupo familiar a no cubrir siquiera las condiciones mínimas 
para llevar una vida digna. Al respecto, cabe recordar que se estima que cerca 
del 30% de las trabajadoras domésticas se encuentra en situación de pobreza, 
porcentaje que aumenta a 57% en el caso de mujeres trabajadoras domésticas 
desempleadas y a 38% de pobreza extrema (UNFPA, 2013). Por lo tanto, las dis-
tinciones que se realizan en torno a ocupaciones deben establecerse por arriba 
del mínimo legal para “actividades diversas no especi%cadas”.

Por otro lado, señala la exposición de motivos del proyecto de ley que el re-
conocimiento de un régimen general del salario mínimo legal para el trabajo 
doméstico obedece a la obligación del Estado de proteger, crear, estimular e 
incentivar las condiciones socioeconómicas que promuevan oportunidades la-
borales justas y equitativas, acorde al mandato constitucional. En este sentido, 
las mujeres han jugado y juegan un papel vital en el crecimiento económico, 



sus habilidades y talentos son necesarios para el desarrollo económico y social 
de nuestra sociedad. 

De allí que resulte clave la función del Legislativo en reducir esta brecha salarial 
por razones de género y en los términos del Convenio Nº 189 de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo (OIT) y la Recomendación Nº 201, ambas rati%-
cadas por el Estado mediante la Ley Nº 4.819/12 sobre trabajo decente.  
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El Estado paraguayo ha recibido un sin número de recomendaciones con rela-
ción al reconocimiento de la igualdad salarial de las trabajadoras domésticas. Si 
bien algunas de ellas son anteriores a la Ley N° 5407/15 “Del Trabajo Domésti-
co”, se mantienen vigentes con relación a la discriminación salarial. Entre estas 
se destacan: 

En el Examen Periódico Universal (EPU) realizado el 20 de enero de 2016, el 
Estado paraguayo aceptó la recomendación formulada por el Estado de Brasil 
que señala: “Garantizar el derecho a la igualdad de las condiciones de trabajo 
satisfactorias, en particular a las trabajadoras domésticas” (EPU, 2016). Con 
ello el Estado se ha comprometido a adoptar medidas para su cumplimiento.  

El Estado paraguayo también ha sido uno de los primeros signatarios que ra-
ti%có el Convenio 189 sobre trabajo decente para trabajadores y trabajadoras 
domésticas (Ley Nº 4819/12), que entre otras cuestiones establece que todo 
Estado miembro “deberá adoptar medidas para asegurar que los trabajadores 
domésticos se bene%cien de un régimen de salario mínimo, allí donde ese régi-
men exista, y que la remuneración se establezca sin discriminación por motivo 
de sexo” (art. 11). 

Igualmente, bajo las obligaciones establecidas en el Pacto Internacional de De-
rechos Civiles y Políticos (Ley Nº 5/92) el Estado recibió la siguiente recomen-
dación:

El Comité está preocupado por las condiciones de trabajo de las y los trabajado-
res domésticos y por la falta de protección de sus derechos (arts. 3, 8 y 26) y que 
el Estado parte debe garantizar el respeto de los derechos fundamentales de las y 
los trabajadores domésticos de conformidad con los principios del artículo 8 del 
Pacto y protegiéndoles en contra de cualquier situación de servidumbre domés-
tica (Comité de Derechos Humanos, 2013). 

El Comité que supervisa el cumplimiento de la Convención sobre la elimina-
ción de todas las formas de discriminación contra la mujer – Cedaw (Ley Nº 
1215/86) también recomendó al Estado, entre otras cosas, que “adopte todas las 



medidas necesarias para lograr una mejor aplicación de su legislación laboral, 
poner remedio a las desigualdades salariales” y “modi%que la legislación a %n 
de mejorar las condiciones laborales de los trabajadores domésticos, incluido el 
acceso a las prestaciones de la seguridad social” (Cedaw, 2011). 

Igualmente, la Relatora Especial sobre la Extrema Pobreza y los Derechos Hu-
manos, Magdalena Sepúlveda Carmona, dijo a Paraguay en 2012 que: 

El Estado debe llevar a cabo las reformas legislativas necesarias para adecuar los 
derechos laborales de las personas trabajadoras domésticas a los estándares in-
ternacionales, tanto en la remuneración como en la protección social completa, 
incluyendo el acceso a la jubilación”, y recomendó que: “se siga trabajando en 
el Anteproyecto de Ley para Trabajadoras Domésticas, en consulta con organi-
zaciones de la sociedad civil y espera que se logren introducir modi!caciones 
legislativas y de seguridad social, que garanticen, entre otras cosas, el salario mí-
nimo vigente para las personas trabajadoras domésticas” (Consejo de Derechos 
Humanos, 2012). 

Otros organismos que han hecho recomendaciones especí%cas sobre trabajo 
doméstico al Estado paraguayo son el Comité que supervisa el cumplimiento 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales –Pi-
desc (Ley Nº 4/92) y el órgano de la Convención Internacional sobre la Protec-
ción de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares 
(Ley Nº 3.452/08).  
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Con la Ley N° 5407/15 “Del Trabajo Doméstico” las trabajadoras del país se han 
incorporado plenamente a la cobertura del Instituto de Previsión Social (IPS). 
Con ello el aporte de las mismas pasó de aproximadamente G. 50.000 (equiva-
lente a USD 9) a la suma de G. 279.080 (equivalente a USD 51), lo que cubriría 
salud y jubilación. 

El aumento del aporte ha implicado una serie de resistencias por parte princi-
palmente de las patronales, quienes deben realizar la mayor parte de este aporte 
y un peso para las trabajadoras, que sin ganar el 100% del salario mínimo legal 
deben destinar parte del salario al IPS10. Sin embargo, más allá del pago, que es 
sin duda necesario a los efectos de la cobertura en salud y jubilación, el proble-
ma es que el servicio es cada vez más precario. 



Las clínicas del IPS de varias regiones del país11 no cuentan con servicio de la-
boratorio desde hace meses, ni siquiera para exámenes elementales (VIH, em-
barazo, etc.). No hay insumos para operaciones, las trabajadoras reciben una 
lista de elementos que deben adquirir en una farmacia privada como ser agujas, 
hilo de costura, bisturí, etc. No hay ecografía, ni siquiera ecografía maternal o 
fetal, debiendo recurrir también a servicios privados. Para los turnos médicos 
hay que esperar semanas, acudir en horas de la madrugada a sacar un turno  o 
si no volver el día hábil siguiente. Los medicamentos también son extremada-
mente escasos. Esto ha motivado el cambio de autoridades en el IPS y, a pesar 
de algunas mejorías, las condiciones precarias del servicio persisten. 

Estas cuestiones desalientan a las y los aportantes, quienes no ven satisfechas 
cuestiones básicas con un costo elevado, semejante a seguros privados. El ser-
vicio que podría cubrir a toda la familia termina siendo un drama principal-
mente para las trabajadoras y trabajadores. En el caso de las trabajadoras do-
mésticas incrementado por bajos salarios y grandes aportes. En especial hay 
que destacar la situación de las mujeres embarazadas para quienes la cobertura 
de reposo no solo es baja, sino que llega con meses de retraso, lo que las obliga 
a retornar al trabajo antes de tiempo.    

La Ley N° 5407/15 “Del Trabajo Doméstico” ha signi%cado un paso más en el 
reconocimiento de los derechos laborales de las trabajadoras domésticas con 
relación al resto de las y los trabajadores del país. Sin embargo, persiste la dis-
criminación salarial, que establece que las trabajadoras domésticas tienen un 
piso de salario del 60% del salario mínimo. Esta norma viola el derecho a la 
igualdad y no discriminación establecido constitucionalmente. De allí la nece-
sidad de una urgente modi%cación, reconociendo el derecho de las trabajado-
ras domésticas al salario mínimo vital para llevar una vida libre y digna. 

Tratamiento y aprobación del Proyecto de Ley “Que modi%ca el artículo 10 
de la Ley N° 5407/15 Del Trabajo Doméstico”. 

Difusión y %scalización de la Ley N° 5407/2015.

Mejorar la disponibilidad, accesibilidad y calidad de los servicios del IPS. 



Establecer políticas públicas de cuidado para la ciudadanía en general, con 
cobertura para las trabajadoras domésticas. 

Fiscalizar las condiciones de trabajo en el servicio domestico a %n de garan-
tizar las condiciones justas y seguras, seguro médico,  salario mínimo men-
sual, con intervalos de descanso  conforme establece el marco normativo. 

Ahondar esfuerzos para la erradicación del trabajo infantil doméstico – 
Criadazgo, al ser una práctica nociva en contra de los derechos de niñas, 
niños y adolescentes. 

K(&=%,-/!2%$./(%(-%!)%!H;</$%,!

K(&=%,-/,!







Las situaciones de vulneración de derechos humanos de las trabajadoras sexua-
les persisten, por un lado, por el alto grado de estigma social existente en la 
sociedad paraguaya. Esto es producto de una comprensión moralizante del 
trabajo sexual, con una presencia fuerte de valores sexistas de género que no 
permiten el avance de derechos de quienes deciden ejercer de forma libre y 
autónoma este tipo de trabajo. 

Y, por el otro, a pesar de que el ejercicio del trabajo sexual no esté penalizado en 
Paraguay, se presentan mayores condiciones para la clandestinidad de compa-
ñeras debido a la falta de regulación y normativas de protección clara y especí%-
ca para su ejercicio. Asimismo, existen actuaciones por fuera de la legalidad de 
las fuerzas policiales y judiciales, provocando una serie de situaciones de abuso 
de autoridad y violencia estructural.  

Durante el año se han presentado avances importantes en materia de partici-
pación protagónica de trabajadoras sexuales en ciertos espacios de toma de 
decisión, la realización de denuncias, acceso a información y justicia, sobre 
todo debido a la incidencia y compromiso sistemáticos emprendidos desde la 
organización UNES. Sin embargo, las acciones del Estado continúan siendo 
insu%cientes.

Al mismo tiempo, las trabajadoras sexuales siguen expuestas a feminicidios y 
casos de violencias de género, acrecentadas por el hecho de ser mujeres y dedi-
carse al trabajo sexual; a condiciones inseguras y desfavorables de trabajo, así 
como el no reconocimiento de derechos laborales, a estigmas y discriminacio-
nes en servicios públicos de salud, educación, justicia y otros ámbitos, por citar 
los más resaltantes. Todo ello requiere que el Estado tome todas las medidas 
necesarias para brindar respuestas acordes a los estándares más elevados de 
derechos humanos y/o reviertan la situación social desigual de las trabajadoras 
sexuales para el avance integral de los derechos humanos. 

Las personas que se dedican al trabajo sexual en el país lo realizan de forma 
lícita, ya que su ejercicio no está prohibido por ninguna ley. El Código Penal 
paraguayo (Ley N° 1160/1997), en su art. 1, dispone que “nadie será sancionado 
con una pena o medida sin que los presupuestos de la punibilidad de la con-
ducta y la sanción aplicable se hallen expresa y estrictamente descritos en una 
ley vigente con anterioridad a la acción u omisión que motive la sanción”.

El trabajo sexual lo pueden ejercer personas adultas por cuenta propia y libre 
decisión, incluso con amparo de la Constitución Nacional (CN), que en su art. 



9 señala que “nadie está obligado a hacer lo que la ley no ordena ni privado de 
lo que ella no prohíbe”. Muchas veces la confusión con la trata de personas1 y 
ru%anería2, ambos hechos sí penalizados, trae como consecuencia la aplicación 
de políticas públicas destinadas a la erradicación que, por un lado, incumplen 
sus objetivos y, por el otro, contribuyen a la criminalización de las mujeres 
trabajadoras sexuales.

Considerando lo establecido en la Ley Integral N° 4788 contra la trata de per-
sonas, la cual  tipi%ca el hecho punible en  su Art 5 - , “El que con el propósito 
de someter a otro a un régimen de explotación sexual captare, transportare, 
trasladare, acogiere o recibiere a una víctima directa será sancionado con pena 
privativa de libertad de hasta 8 años”. Asímismo la ley prevé dentro de las cir-
cunstancias agravantes en el artículo 6 numeral 2 el engaño, la amenaza, coac-
ción el abuso de poder y otros actos similares. 

Entonces el trabajo sexual como producto de una decisión por parte de una 
persona adulta sobre su vida, sobre su cuerpo  y que ese hecho no está contem-
plado como un delito, por tanto tal como menciona en el artículo, está permi-
tido. No es así en el caso de la trata de personas, dado que es considerado un 
crimen, penalizado de 8 a 15 años de privación de libertad, en el que establece 
que uno de los %nes puede ser la explotación sexual (No el trabajo sexual)  y 
que la existencia del engaño, de la coacción, el abuso de poder lo convierte en 
circunstancia agravante. 

Con relación al trabajo, la CN, en su art. 86, establece que “el Estado paraguayo 
a su vez, reconoce constitucionalmente una serie de derechos que prohíben 
todo tipo de discriminación en el ámbito laboral y de igualdad ante la ley. Ade-
más de una serie de rati%caciones de instrumentos internacionales de protec-
ción y garantía del ejercicio de los derechos humanos”.

A partir de la incidencia de UNES, se han dado avances como la modi%cación 
de la Ordenanza N° 278/13 de la Municipalidad de Asunción por la Ordenanza 
Nº 573/15 “Que establece las condiciones de habilitación de casas de citas, clu-
bes nocturnos y moteles urbanos de la ciudad de Asunción y de las personas 
trabajadoras del sexo”, que mejora algunas previsiones de la anterior. Esto sobre 
todo debido a la incorporación de la de%nición de “trabajo sexual” como aquel 
que es realizado de forma voluntaria y para bene%cio propio por las trabajado-
ras sexuales. 



En contrapartida, existen otras ordenanzas municipales vigentes que obstacu-
lizan el ejercicio pleno de derechos humanos de las trabajadoras sexuales como 
el caso de la Ordenanza Municipal N° 2/91 de la ciudad de Luque, que ordena 
la clausura de las “casas destinadas a la prostitución”3 en la jurisdicción de la 
ciudad, y la N° 10/93 de Ciudad del Este “Por la que se reglamenta el funciona-
miento de las casas de tolerancia y el ejercicio de la prostitución en el distrito”, 
que establece lugares especí%cos destinados para el trabajo sexual4. A pesar de 
que no se cumplen las disposiciones en la práctica, favorece la posibilidad de 
sobornos sistemáticos por parte de la Policía municipal, de acuerdo a lo mani-
festado por las compañeras de UNES en la región.

También sigue vigente la ordenanza 240/14 de Encarnación, que en su artí-
culo 4  dice “Será sancionable la promoción, favorecimiento o prestación de 
servicios de naturaleza sexual en espacios públicos, siempre y cuando altere la 
tranquilidad y/o seguridad de los ciudadanos, ya sea por la perturbación que 
imposibilite o di%culte el tránsito de peatones y/o vehículos o por la produc-
ción de molestias incompatibles con el descanso de los ciudadanos” a la cual ya 
se re%rió UNES en el artículo del informe 2014 (UNES, 2014). 

En ese sentido, se hace pertinente realizar una revisión general de las norma-
tivas municipales vigentes relacionadas al trabajo sexual, con el propósito de 
contar con mayores claridades legales en los distintos municipios del país. 
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Continúan las situaciones de violencia y abuso relatadas por las compañeras 
que trabajan en calle, en especial por parte de la Policía, mediante coimas y 
extorsión e incluso el no pago de los servicios. 

“Le pegó el policía y el cliente viene y le dice: no es ella…”5. Este fue el relato de 
una de las compañeras de UNES sobre el caso de “Silvita”, quien fue brutalmen-
te golpeada por un policía en plena vía pública en la ciudad de Asunción, bajo 
la presunción de que la misma había ocasionado un robo a uno de sus clientes. 
Hechos similares son recurrentes, en especial por el abuso de autoridad im-
perante por parte de las fuerzas policiales y, a su vez, el escaso número de de-
nuncias debido al miedo a represalias o amedrentamientos, lo que %nalmente 
favorece la impunidad.
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A su vez, las mujeres que trabajan en espacios cerrados están en constante ex-
posición a detenciones arbitrarias, sobre todo cuando se dan intervenciones de 
las fuerzas policiales en los locales, muchas veces sin una orden precisa de alla-
namiento. Las mismas pueden ser detenidas incluso por no portar sus cédulas 
de identidad en el momento, además de ser despojadas de sus pertenencias y 
sometidas a extorsiones. 

Teniendo en cuenta el apartado anterior respecto al marco jurídico vigente, no 
existen disposiciones que establezcan procedimientos especí%cos por parte de 
la Policía con relación al trabajo sexual, por lo cual se deduce que en la mayoría 
de los casos operan de forma ilegal.

Por estos motivos es necesario remarcar la necesidad de contar con leyes que 
regulen el trabajo sexual, con el %n de evitar más situaciones de violencia y 
abuso de poder. Así también, políticas interinstitucionales que promuevan la 
formación de los agentes policiales y judiciales en materia de derechos huma-
nos, no discriminación, violencia contra las mujeres, desde la perspectiva de 
los derechos humanos, y en particular sobre los derechos de las trabajadoras 
sexuales.

La compañera Fátima Fernández Torales fue encontrada sin signos de vida en 
un motel ubicado en la ciudad de San Lorenzo el 13 de noviembre de 2016. De 
acuerdo a datos de la prensa y el reporte forense, la causa de su fallecimiento 
habría sido un paro cardíaco. El hecho debe ser esclarecido e investigado a pro-
fundidad, teniendo en cuenta que además presentaba cortes en la muñeca y en 
el espejo del lugar se encontró un mensaje escrito con sangre de la trabajadora 
asesinada6. 

La muerte de mujeres en Paraguay es una realidad en aumento, sobre todo 
debido a formas de violencia de todo tipo, todavía naturalizadas por la socie-
dad y con medidas poco e%cientes por parte del Estado para su erradicación. 
Más aún en casos que involucran a trabajadoras sexuales debido al alto estigma 
social existente por elegir de forma libre y autónoma ejercer el trabajo sexual.

Un grupo importante de mujeres trabajadoras sexuales de Asunción, Central 
y Alto Paraná fueron nombradas como facilitadoras judiciales en julio de 2015 
como parte de un programa del Poder Judicial de promoción del acceso a la 



justicia para grupos en condición de vulnerabilidad7. La iniciativa ha logrado 
instalar mayores capacidades organizativas para la exigibilidad, con un respal-
do institucional más sólido y sistemático.

Se han llevado a cabo acompañamientos especí%cos a compañeras trabajadoras 
sexuales y uno de los avances signi%cativos del año fue la denuncia policial 
realizada por una trabajadora sexual, sin cuestionamientos ni impedimentos 
institucionales, dejando un precedente valioso para las demás. Por otro lado, 
es importante señalar que los casos no estuvieron restringidos solo al ámbito 
penal, sino relacionados mayoritariamente a lo civil y derechos de la niñez y 
adolescencia. 

Muchas de las situaciones relatadas por las compañeras se ven acrecentadas 
debido a otras formas de discriminación persistentes, como la de género, ya 
que los hijos e hijas siempre son sujetos de disputa y chantaje por parte de las 
parejas afectivas, hecho que también comparten otras mujeres y son motivo la-
tente para recurrir a la justicia. Sin embargo, las trabajadoras sexuales cuentan 
con un adicional por el tipo de trabajo que realizan y, debido al fuerte estigma 
social imperante, son cuestionadas hasta en el ejercicio de la maternidad.

Con ello se evidencia la necesidad de remover las brechas todavía existentes 
para el acceso a una justicia más inclusiva, que pueda dar respuestas más e%ca-
ces a realidades sociales cada vez más complejas. 

/8)"H3$&*&1"80-"3"%$0"9%

En mayo de este 2016, el entonces presidente del Congreso, Mario Abdo Benítez, 
luego del tratamiento de la aprobación del proyecto de ley que amplía el plazo 
de concesión de una ruta al consorcio Tape Porã, más allá de la signi%cancia 
del caso y su enojo sobre lo sucedido, aprovechó la oportunidad para comparar 
al Senado con un prostíbulo8, a%rmación secundada por otros legisladores. El 
hecho motivó la movilización de trabajadoras sexuales9 lamentando las decla-
raciones y señalando que con ello se evidencia la falta de reconocimiento del 
trabajo sexual por parte de legisladores, que deberían estar promoviendo leyes 
que garanticen y protejan a todas las trabajadoras sexuales10. 



La mediatización resultó en el ofrecimiento de disculpas públicas por parte 
del senador11. Sin embargo, no ocurrió lo mismo con otros parlamentarios, te-
niendo en cuenta que sus declaraciones han sido como mínimo misóginas12. 
El problema en casos similares reside en la persistencia de una doble moral 
imperante y un total desconocimiento sobre los derechos humanos de las tra-
bajadoras sexuales por parte de algunos parlamentarios, sobre todo al momen-
to de promover nuevas legislaciones, situación que no contribuye al avance 
sustancial de los mismos.

La discriminación hacia las Mujeres Trabajadoras Sexuales (MTS) también se 
mani%esta en las di%cultades para el acceso a la salud desde una perspectiva de 
integralidad y universalidad. Todavía son consideradas “focos de infección” a 
pesar de la incesante colaboración organizativa en todas las iniciativas del país 
en materia de prevención y promoción del VIH/Sida entre pares desde inicios 
de la década del 2000. Esto ha tenido resultados importantes en cuanto a la 
disminución de la prevalencia del VIH en trabajadoras sexuales y la sensibi-
lización de una cantidad signi%cativa de MTS  respecto a acciones de cuidado. 

Adicionalmente, persiste la falta de voluntad política para dar respuestas in-
tegrales a la lucha contra el VIH/Sida en Paraguay, incluso para la compra de 
insumos básicos necesarios para las acciones de promoción y prevención. Esta 
realidad lastimosamente escapa a las posibilidades reales de resolución por 
parte de las organizaciones y requiere de una presencia más sólida por parte 
del Estado.

Asimismo, la universalidad en el acceso a la salud no constituye un derecho 
en la práctica, lo que ocasiona el incremento de la resistencia por parte de las 
trabajadoras sexuales en acudir a los servicios públicos, donde además no pue-
den exponer de forma abierta el ejercicio del trabajo sexual por temor a ser 
estigmatizadas y discriminadas. 

La investigación realizada como parte de la RedTraSex en el año 2013 respecto 
a los servicios de salud (UNES, 2013a), evidencia la persistencia de situaciones 
de maltrato verbal, estigmatización del trabajo sexual, esperas largas y trámites 
administrativos muchas veces innecesarios, la falta de privacidad por parte de 
profesionales de la salud, por citar algunos de los principales hallazgos que 
sustentan manifestaciones actuales de compañeras que continúan asistiendo 
a los servicios.



Finalmente, UNES, luego de un arduo trabajo de incidencia, hizo parte al igual 
que otras organizaciones de la sociedad civil de los talleres de debate y discu-
sión del “Plan Estratégico de la Mesa Interinstitucional de Prevención y Com-
bate a la Trata de Personas en Paraguay13”. 

Si bien se presentan muchos desafíos en puerta, podría ser una oportunidad de 
participación protagónica, en especial para la instalación de diferenciaciones 
claras entre el trabajo sexual y la trata de personas en documentos y activida-
des especí%cas de dicha Mesa. Esto teniendo en cuenta que la confusión entre 
ambos aspectos contribuye al impulso de intervenciones arbitrarias. 

Se reiteran algunas de las recomendaciones que fueron realizadas en años an-
teriores ante la falta de avances en el cumplimiento y garantía de los derechos: 

Derogar aquellas normas jurídicas que estigmatizan a las mujeres trabajado-
ras sexuales, en especial las ordenanzas municipales N° 2/91 de Luque y la N° 
10/93 de Ciudad del Este. Realizar una revisión de otras normativas similares 
a nivel municipal.

Aprobar el proyecto de ley contra toda forma de discriminación. 

Aprobar una ley integral contra la violencia de género que contemple la vio-
lencia que sufren las trabajadoras sexuales por el hecho de serlo. 

Continuar fortaleciendo las instancias y mecanismos de denuncias para ga-
rantizar los derechos de las trabajadoras y trabajadores sexuales.

Promover protocolos de Atención Integral de la Salud que contemplen las 
especi%cidades de las Mujeres Trabajadoras Sexuales.

Impulsar una ley de reconocimiento legal del Trabajo Sexual en Paraguay.

Esclarecer el caso de la muerte de la compañera Fátima Fernández Torales.
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Es particularmente emocionante publicar estas re&exiones a solo días de que 
se cumpla la primera década de que la Organización de las Naciones Unidas 
(ONU) pusiera a disposición de la comunidad internacional la Convención so-
bre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD). Este instrumento  
ha venido a re&ejar, por primera vez en un cuerpo legal especí%co y de carácter 
vinculante para los países, discusiones y movimientos que las organizaciones 
de y para Personas con Discapacidad a nivel global vienen teniendo desde los 
años 60 del siglo pasado.

Paraguay ha dado importantes pasos en el proceso de armonización legislativa 
en conformidad con la CDPD, y la inclusión de una serie de leyes y decretos 
relacionados a los derechos de las personas con discapacidad, formando parte 
del cuerpo normativo la Ley de Educación Inclusiva (N° 5.136/13), la Ley de 
Accesibilidad al Medio Físico para las Personas con Discapacidad (N° 4.934/12), 
la Ley N° 4.336/11, que establece la Obligatoriedad del Lenguaje de Señas en 
los Informativos o Noticieros de los Medios de Comunicación Audiovisual, y 
la Ley que establece la Obligatoriedad de la Incorporación de Personas con 
Discapacidad en las Instituciones Públicas (N° 2.479/04 y su modi%catoria N° 
3.585/08). Además, debe destacarse la adopción del Protocolo de Atención para 
el Acceso a la Justicia de las Personas con Discapacidad Psicosocial (Resolución 
N° 224/15) y la resolución del Tribunal Superior de Justicia Electoral (TSJE) 
sobre el voto accesible (Resolución N° 270/14).

Así también se ha avanzado en la adopción de políticas públicas, planes y pro-
gramas, entre los que se incluyen: el Plan Nacional de Derechos Humanos, el 
Plan Nacional de Educación en Derechos Humanos, el Plan Nacional de Desa-
rrollo 2014-2030 y el recientemente aprobado Plan de Acción Nacional por los 
Derechos de las Personas con Discapacidad. Sin embargo, a más de los avances 
normativos y de políticas públicas aún se observan graves ausencias en térmi-
nos de aplicación de estas políticas e iniciativas para la inclusión real y efectiva 
de las personas con diferentes tipos de discapacidad a la sociedad, principal-
mente en lo referente a la transversalidad de las mismas.

Desde este capítulo del Informe de Derechos Humanos se ha venido insis-
tiendo repetidamente en la apremiante  necesidad de contar con herramientas 
técnicamente %ables que sirvan de insumo básico para políticas públicas cohe-
rentes y cercanas para diversos conjuntos humanos. En este sentido, el Plan de 
Acción Nacional por los Derechos de las Personas con Discapacidad 2015-2030 
(centro del análisis normativo en esta ocasión) traza coordenadas básicas para 
la actuación del Estado en un ámbito interinstitucional. 
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¿Se puede a%rmar que en Paraguay se practica el enfoque biosicosocial de la 
discapacidad cuando, a pesar de su rediseño, la unidad más importante en tér-
minos orgánicos de la Secretaría Nacional por los Derechos Humanos de las 
Personas con Discapacidad (Senadis, ente rector en la materia) sigue siendo la 
de rehabilitación?

La transformación social, desde el enfoque de derechos, es posible cuando se 
reconoce a las personas con discapacidad como titulares de derechos, sujetos 
impulsores y protagonistas de dicha transformación. “Subestimar el potencial 
de las personas con discapacidad es uno de los factores que más atenta contra 
su inclusión” (Unicef, 2013:11). 

Para los Derechos Humanos la discapacidad es parte de la diversidad humana, 
lo cual trasciende las concepciones que ubican a la persona con discapacidad 
como objeto de lástima y caridad (modelo caritativo), o como paciente y objeto 
de rehabilitación (modelo médico). El cumplimiento de los derechos permite 
mejorar las condiciones de vida de la persona, tanto en la dimensión personal 
como social.

Entonces persiste aún una “lucha de paradigmas” a nivel social, irresuelta in-
cluso al interior de muchas de las organizaciones de la sociedad civil, enraizada 
sobre todo en la idea biologicista. Esta concibe al sujeto con discapacidad ape-
nas como mero “receptor/a pasivo/a de prestaciones”, partiendo de una supues-
ta “incompletud” que se soluciona “normalizando”.

Esta “lucha de paradigmas” tiene como consecuencia un Estado ausente en 
materia de Derechos Humanos. Ejemplo de ello es el ejercicio de ciudadanía de 
las personas con discapacidad, su participación política, o intersecciones como 
discapacidad y pueblos originarios o discapacidad y diversidad sexual. Es decir, 
asuntos relacionados con las vitalidades, en el sentido más literal de la palabra.

Es esa misma sociedad civil, con sus devenires, la que más se ha esforzado, y 
no pocas veces logrado, en colocar estas cuestiones en la agenda pública, aun-
que esto muchas veces implicara una falta de interlocución por parte de los 
sistemas o%ciales,  que suele traducirse en dádivas paliativas, que se relacionan 
casi siempre con situaciones ya dadas, y no apuntan a soluciones estructurales 
e integrales. 

;(#L)"0$8&0(%&7"8"9%&35#)"4#+

¿Cuándo entenderá el poder público que diseñar políticas de Estado desde un 
enfoque de Derechos Humanos es brindar respuesta desde una visión ética, 
plural y vitalmente posible a los procesos sociales, y que ello implica observar 



la realidad como una complejidad múltiple de interacciones, y no como polos 
de humanidad segmentada que no conviven ni se rozan entre sí?

A partir del nuevo paradigma de desarrollo inclusivo y de la Convención y 
otros tratados internacionales, es necesario para atender a las personas con 
discapacidad establecer una política pública, que sin duda va a enfrentar im-
portantes desafíos: Debe pasar de “Estado benefactor” a una alianza entre lo 
público y lo privado, incluyendo a todos los sectores, familia, sociedad civil, 
empresas y Estado. Debe pasar de políticas y servicios homogéneos, a políticas 
y servicios con enfoque de derechos observando a la persona con discapacidad 
en toda tu integridad.  

El modelo basado en el enfoque de derechos en el abordaje de las personas 
con discapacidad implica pensar y reconocer a la persona con discapacidad 
como sujeto activo de derechos, protagonista activo y agente de transforma-
ción y cambio.  En este contexto, el Estado cumple un rol fundamental, dado 
que como garante de derechos debe agilizar a través de las políticas, planes y 
programas los diferentes obstáculos para que la población mencionada pueda 
ejercerlos libremente. 

En términos normativos, Paraguay ha avanzado en los distintos compromisos 
asumidos. Sin embargo, mirar desde el enfoque de Derechos Humanos implica 
hacer un análisis profundo de los compromisos asumidos a nivel internacional 
a través de los cuales hemos podido hablar de logros o avances importantes en 
el acceso a los derechos.

La reivindicación por los derechos es un proceso de muchos años, en donde 
la principal motivación ha sido la necesidad de conquistar las libertades más 
amplias en términos de acceso a los derechos. En este proceso, la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos ha cumplido un rol fundamental, dado 
que a partir de la misma los Estados han tenido que realizar cambios en todos 
aquellos aspectos relacionados a las personas y su dignidad humana. En este 
sentido, “los derechos humanos implican una visión de sociedad que está en 
contra de la injusticia social, económica y política, y que se encuentra arraiga-
da en prácticas y procesos que sistemática e históricamente han generado la 
exclusión de determinados grupo sociales” (Suárez citado por CDIAOBSERVA, 
2015).

Con la rati%cación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad (CDPD) y la creación de la Secretaría Nacional por los Derechos 
Humanos de las Personas con Discapacidad (Senadis), el Estado Paraguayo 
asume con responsabilidad los retos de consolidar los mecanismos, instancias 
y espacios destinados a promover, proteger y garantizar los derechos humanos 



de las Personas con Discapacidad en el desafío de la transversalización de dere-
chos en las políticas públicas (Cf. Presidencia de la República, 2016).

Entre otros ejemplos, en el ámbito laboral ha habido avances normativos en 
relación a la existencia de la Ley N° 2.479/04, que establece la Obligatoriedad 
de la Incorporación de Personas con Discapacidad en las Instituciones Públicas 
y la Ley N° 3.585/08, que modi%ca varios artículos de la norma citada. 

Según información de la página web o%cial de la Secretaría de la Función Pú-
blica (SFP), continuó el proceso de inclusión laboral de Personas con Discapa-
cidad en instituciones. Sin embargo, persiste el desafío para la función pública 
en cuanto a una mayor inclusión y a la implementación de medidas a%rmativas 
para una mayor participación de mujeres con discapacidad y así lograr la equi-
dad e igualdad en las oportunidades.

En consecuencia a estos acuerdos establecidos a nivel internacional es que a 
través del Decreto N° 5.507/16 del 27 de junio de 2016, se aprueba el Plan de 
Acción Nacional por los Derechos de las Personas con Discapacidad 2015-2030. 
Se transcriben, por considerarlo de importancia, su Misión y Visión:

 - Visión: El Plan de Acción Nacional por los Derechos de las Personas con 
Discapacidad 2015-2030 es un documento técnico con enfoque de derechos, 
que delinea la coordinación de las acciones interinstitucionales, a nivel na-
cional, departamental y local, incidiendo en el sector privado en relación a 
los derechos de las Personas con Discapacidad.

 - Misión: Promover, coordinar y ejecutar las políticas públicas y el accionar 
del sector privado, transversalizando el enfoque de derechos humanos de las 
Personas con Discapacidad en los planes, programas y proyectos, con miras 
a garantizar la igualdad, la no discriminación, la inclusión y la accesibilidad. 

De igual manera “el Plan se armoniza con los tratados de derechos humanos, 
las recomendaciones internacionales, el Plan Nacional de Desarrollo 2030, y 
con toda la misión de la Senadis, contemplada en la Ley N° 4.720/12”.

El documento, emanado de la Comisión Nacional por los Derechos de las Per-
sonas con Discapacidad (Conadis), espacio interestamental que formula y su-
pervisa políticas para el sector, releva información y recomendaciones en los 
siguientes puntos:

 - Producción de Datos Nacionales
 - Derechos y libertades civiles
 - Accesibilidad
 - Derecho a la educación



 - Derecho a la salud
 - Trabajo y empleo
 - Igual reconocimiento como persona ante la ley
 - Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias
 - Libertad de desplazamiento y nacionalidad
 - Libertad y seguridad de las personas
 - Protección contra la explotación, la violencia y el abuso
 - Igualdad de derechos y no discriminación
 - Participación
 - Cooperación internacional
 - Nivel de vida adecuado y protección social
 - Inversión Pública

En este mismo tenor Paraguay, durante el 2015, recibió la visita de la Relatora 
Especial de las Personas con Discapacidad, quien en sus observaciones preli-
minares identi%có, entre otros desafíos, para garantizar el disfrute de todos los 
derechos a las personas con discapacidad la necesidad de reformar el Código 
Civil y Procesal Civil Paraguayo, que el Estado disponga de bases estadísticas 
actualizadas y %ables, y la implementación de planes de desarrollo y derechos 
humanos. 
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Un punto sensible a la hora de plantear posibles acciones proactivas en estas 
temáticas en el ámbito público sigue siendo la incorporación de una mirada 
transversal a las situaciones cotidianas; es decir, la comprensión de que un 
derecho vulnerado no afecta a la persona en un solo ámbito de la vida, sino 
que todo derecho negado implica particulares agravantes cuando se es, por 
ejemplo, una niña con discapacidad auditiva que desarrolla su vida en un 
ámbito rural.

El análisis sobre la actuación del Estado con respecto a las personas con disca-
pacidad necesariamente nos lleva a la siguiente pregunta: ¿en dónde están las 
personas con discapacidad?  

El Censo Nacional de Población y Viviendas (2012) arroja que existían aproxi-
madamente 514.635 personas con discapacidad, de las cuales 239.364 son varo-
nes y 275.217 son mujeres. Esta información nos permite decir que el Estado 



hasta este momento no cuenta con información precisa sobre quiénes son las 
personas con discapacidad, cuáles son los tipos de discapacidad, ubicación de 
las personas, entorno familiar y social de las mismas, así como sobre los ser-
vicios de salud, educación, seguridad, servicios sociales e inversión destinada 
para que las mismas puedan potencializar sus capacidades y ser incluidas inte-
gralmente a la sociedad, sin discriminación y en igualdad de derechos. 

La ausencia o la tibia presencia del Estado en la vida de las personas con algún 
tipo de discapacidad sigue abordajes desde un modelo asistencialista en donde 
las personas con discapacidad son tratadas como objetos y no como sujetos 
activos de derechos, sujetas a un único modelo, el médico.  
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En este aspecto cabe mencionar que el Estado a través del ente rector de las po-
líticas públicas en esta materia ha continuado con la entrega de sillas de ruedas2 
y la dotación de buses inclusivos, sin la inclusión de espacios de capacitación y 
sensibilización en donde la ciudadanía en general pueda  modi%car su actitud 
en torno a la población en particular. Para ello, en este periodo resalta que el 
secretario ministro de esta cartera, Diego Samaniego, no haya comprendido el 
rol fundamental de las diferentes instituciones encargadas de dar respuestas 
para la incorporación real de las personas con discapacidad a todo el sistema. 
La implementación de planes, políticas, programas y proyectos necesariamente 
deben ser parte de un proceso de coordinación y articulación entre el sector 
público y privado para que las acciones del Estado logren con seguridad ins-
talar y desarrollar servicios, recursos y capacidades para un abordaje desde la 
visión de los derechos humanos. 

Si bien el Estado, a partir de la rati%cación de la convención y la adopción del 
Plan, incluye dentro de sus ejes la toma de conciencia, promoviendo el derecho 
de las personas con discapacidad para derribar estereotipos y actitudes discri-
minativas acorde a los compromisos internacionales, llamó la atención la ex-
presión del mismo ministro secretario. Durante la dotación de buses inclusivos, 
al ser consultado sobre los controles a los choferes que incumplen la norma 
para el usufructo de los asientos reservados a las personas con discapacidad, 
advirtió a los empresarios del transporte con este comentario: “Que no se me 
plagueen como pendejas los dueños de los colectivos, porque va a haber multas 
y leyes que vamos a estar aplicando hoy en día”3. Estas declaraciones de alto 
contenido machista fueron repudiadas por varias organizaciones feministas y 



en las redes sociales. Las mujeres con discapacidad representan la mitad de las 
personas a quienes deben dirigirse las políticas públicas. Si la Senadis busca 
una sociedad más abierta y menos injusta no debe detenerse en una idea neu-
tra de discapacidad y tener en cuenta otras discriminaciones que forman parte 
de la vida de las personas con discapacidad a la hora de de%nir e implementar 
políticas.

El ejemplo de los buses inclusivos además nos permite ilustrar cómo el mis-
mo representante de dicha cartera (una persona con discapacidad), a cargo 
de impartir y regular las políticas públicas, adopta términos altamente discri-
minativos a la hora de brindar información relacionada a un derecho básico 
de la persona con discapacidad: la accesibilidad al entorno físico. Pudo notar-
se con este mismo ejemplo, a través de una campaña promovida por una or-
ganización no gubernamental, la escasez de ómnibus inclusivos y que la ma-
yoría de las rampas no funcionaban. Teo Urbieta4, después de horas de espera, 
debió seguir esperando por otro bus en las mismas condiciones, situación 
que nos lleva a pensar que los buses inclusivos –y por ende las empresas que 
recibieron un subsidio estatal para adquirirlos– no fueron inspeccionadas 
debidamente por el Viceministerio del Transporte para que posteriormente 
salgan a la calle. 

Ante la débil presencia del Estado, la sociedad civil va cobrando fuerza y tratan-
do de remover obstáculos a nivel central. Otro ejemplo de ello ha sido la toma 
de conciencia por un grupo de estudiantes, quienes en el marco de acciones 
promovidas lograban que los propietarios de los vehículos estacionados en las 
veredas muevan sus rodados. 

Además de la creación de estas herramientas, es necesario entender que la di-
fusión y la participación de las personas en los procesos hacen al cambio de 
paradigmas y que para ello es necesario concebir a los demás actores como pro-
tagonistas del proceso de transformación (Ministerio de Salud Pública y Bien-
estar Social, Ministerio de Justicia, Ministerio de Educación y Cultura MEC y 
la Senadis). En este aspecto, Catalina Devandas Aguilar, Relatora Especial de 
Personas con Discapacidad, durante su visita expresó: 

La falta de accesibilidad al entorno físico, a la comunicación y a la información 
es un problema transversal que impide la participación plena de las personas 
con discapacidad en sus comunidades, ya que la accesibilidad es un habilitador 
y un prerrequisito para poder gozar de los demás derechos (…). Me preocupa la 
ausencia generalizada de infraestructura segura y accesible, tanto pública como 
privada, para las personas con discapacidad, no solamente en la capital sino en 
todo el país (Naciones Unidas, 2015). 



Según la Senadis, en el año 2015, 700 mil a 800 mil paraguayos y paraguayas 
sufrían algún tipo de discapacidad. Estos datos son extrao%ciales dado que no 
se cuenta con datos uni%cados porque cada institución maneja números dife-
rentes5.

Es indiscutible que para el análisis de la situación de las personas con discapa-
cidad debemos observar el rol de las instituciones y la fundamental acción de 
cada una de ellas. En este sentido, a cuatro años de su creación, Secretaría Na-
cional por los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad no cuenta 
aún con un presupuesto su%ciente para fortalecer las capacidades técnicas en 
colaboración con el MEC en todo el territorio nacional. 

Asimismo, en cuanto al disfrute del más alto nivel de salud, cabe mencionar 
la ampliación de los servicios ofrecidos por las fundaciones6 para las perso-
nas con discapacidad. Sin embargo, el Estado no ha podido incluir su%cientes 
profesionales con especialidad en la atención y especialmente descentralizar 
los servicios a nivel país para que todas las personas puedan acceder a servi-
cios en sus propias comunidades. En palabras de la señora Catalina Devandas 
Aguilar: 

(…) He sido informada de las enormes di!cultades que enfrentan las personas 
con discapacidad para acceder a servicios de salud de calidad en sus comunida-
des, entre ellos la inexistencia de servicios, la falta de accesibilidad de los mismos 
y la resistencia a atender a las personas con discapacidad en los centros públicos 
generales. Los servicios de rehabilitación y habilitación no están incorporados 
aún en los sistemas de salud del país, lo cual representa una barrera importante 
para muchas personas con discapacidad que tienen que desplazarse a la capi-
tal para recibir estos servicios con el elevado costo personal y económico que 
esto implica (…). Mi visita al Hospital Psiquiátrico de Asunción me permitió 
observar que las prácticas existentes en ese centro violentan los derechos funda-
mentales de las personas con discapacidad según lo establecido en la CDPD. El 
Estado debe actuar de manera inmediata para cerrar de!nitivamente las salas 
de “pacientes crónicos”, donde las personas con discapacidad sicosocial están 
privadas de libertad, por razón de su discapacidad. Adicionalmente, todas las 
personas con discapacidad internadas son sometidas a tratamientos médicos y a 
terapia electroconvulsiva sin su consentimiento, pueden ser encerrados en celdas 
unipersonales y salas de aislamiento, y viven en condiciones que atentan contra 
su integridad física y mental. Todas estas prácticas contrarias a la CDPD deben 
detenerse de inmediato (Naciones Unidas, 2015). 
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Entre los logros y avances se encuentra la Ley de accesibilidad al medio fí-
sico para personas con discapacidad (Ley N° 4.934/13), la cual establece la 
obligación de adaptar los espacios públicos y privados de uso público con-
forme los criterios de accesibilidad universal, y reglamentado por el Decreto 
Nº 3.891/15; así como la Ley Nº 5.421/15 “De igualdad de oportunidades en la 
formación para el trabajo de las personas con discapacidad”, la cual establece 
bene%cios para entidades o personas empleadoras a los efectos de incentivar 
la incorporación de las personas con discapacidad en el ámbito laboral. Exis-
te un esfuerzo importante por parte de las organizaciones y la cooperación 
internacional para que el sector privado incluya a las personas dentro de su 
fuerza laboral. Producto de la articulación entre el Estado, la sociedad civil y 
las empresas son los talleres de capacitación en diferentes zonas del país (Fer-
nando de la Mora, Cnel. Oviedo, Villarrica y Ñeembucú) y la incorporación 
de las personas con discapacidad al sector público y privado. Se desconocen 
datos precisos sobre la cantidad de personas que han podido ejercer su dere-
cho a un empleo digno. 

En el ámbito público, conforme información de la Secretaría de la Función 
Pública, solamente 13 de las 404 instituciones públicas han incorporado a per-
sonas con discapacidad en su plantel7, mientras que en el sector privado se han 
realizado inclusiones sin información exacta de la cantidad y el tipo de trabajo 
que los mismos desempeñan. 

En este sentido, la Relatora especial durante su visita también expresó la nece-
sidad de que Paraguay incorpore las recomendaciones N° 202 de la OIT y que 
garantice un nivel de vida adecuado para las personas con discapacidad. Cabe 
destacar el objetivo del gobierno de universalizar la cobertura de los servicios 
públicos de salud, así como la inclusión en el programa de reducción de la po-
breza Tekoporã de una transferencia condicionada de fondos diferenciada para 
familias con miembros con discapacidad severa.

Sin dudas, una de las mayores di%cultades está relacionada a la falta de infor-
mación con relación a las personas con discapacidad, así como también la si-
tuación de aquellas personas que se encuentran institucionalizadas, separadas 
de su entorno familiar y social vulnerando gravemente su derecho a recibir la 
atención y el cuidado necesario que requiere un  niño, niña o adolescente. 



Aprobar, de manera urgente, el proyecto de ley “Julio Fretes” contra toda 
forma de discriminación.

Facilitar los mecanismos para el efectivo cumplimiento de las recomenda-
ciones contenidas en el Plan.

Mejorar los sistemas estadísticos de recopilación de datos administrativos y 
demográ%cos que puedan ser desagregados por tipo de discapacidad, edad y 
género, utilizando indicadores de derechos humanos.

Avanzar en la implementación del Plan Nacional de Derechos Humanos y el 
Plan Nacional de Educación en Derechos Humanos.

Desarrollar desde las diversas instituciones públicas involucradas respuestas 
coordinadas y multidisciplinarias para garantizar que todas las personas con 
discapacidad a lo largo de su ciclo de vida puedan ejercer sus derechos.

Desarrollar procesos de focalización y elegibilidad (incluido el proceso de 
certi%cación de las personas con discapacidad), para determinar la perti-
nencia del paquete de prestaciones y garantizar la accesibilidad a los progra-
mas sociales.

Implementar desde el Ministerio de Educación y Cultura programas de apo-
yo para estudiantes en aula durante el proceso de aprendizaje a %n de avan-
zar hacia la instalación efectiva de escuelas inclusivas a nivel nacional.

Implementar la perspectiva de género en el Plan de Acción Nacional por los 
Derechos de las Personas con Discapacidad.

Realizar las adecuaciones curriculares pertinentes para lograr la permanen-
cia de los estudiantes con discapacidad en el sistema educativo.

Descentralizar y habilitar servicios de rehabilitación y habilitación en todos 
los sistemas de salud del país, a %n de garantizar el acceso a los mismos.

Detener de inmediato todas las prácticas contrarias a la CDPD y que atentan 
contra la integridad física y mental de los pacientes internados en el Hospital 
Neuropsiquiátrico de Asunción. 

Cerrar de forma de%nitiva las salas de “pacientes crónicos”, donde las per-
sonas con discapacidad psicosocial están privadas de libertad, por razón de 
su discapacidad.



Reasignar recursos presupuestarios para fortalecer y desarrollar servicios de 
apoyos comunitarios que respeten la libertad y la integridad de estas perso-
nas y que promuevan su independencia y autonomía. 

Tomar todas las medidas para evitar que los niños/as con discapacidad sean 
abandonados en instituciones. El Estado debe iniciar una estrategia de in-
tervención que a corto plazo garantice el derecho de los/las niñas a vivir con 
una familia y disfrutar plenamente de todos sus derechos.

Modi%car o derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes 
que discriminen a las personas con discapacidad. Entre estas el Código Civil 
y Procesal Civil, que limitan el ejercicio de la capacidad jurídica de las perso-
nas con discapacidad, y el Código Electoral han caído en desuso y estipulan 
restricciones al derecho al voto de las personas con discapacidad intelectual 
o psicosocial y las personas “sordomudas”. 
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El año 2016 puede %nalizar con la sanción de la ley de protección integral a 
las mujeres contra toda forma de violencia, después de un proceso de más de 
cuatro años, con lo cual el Paraguay pasará a formar parte de los países de la 
región que cuentan con una normativa especí%ca sobre la violencia hacia las 
mujeres e incluyen el feminicidio como hecho punible de acción penal pública1. 

Con la aprobación de esta ley el Estado paraguayo daría cumplimiento a va-
rias recomendaciones internacionales para combatir de manera más integral 
el grave problema de la violencia hacia las mujeres, aun cuando no se logró 
incorporar la perspectiva de género para la comprensión,  acción y aplicación 
de esta normativa. Sobre este punto gira principalmente el contenido de este 
artículo, porque considero que una cuestión central de derechos humanos es 
lograr el derecho a vivir una vida sin violencia para las mujeres; y contar con 
una legislación que penaliza el feminicidio es un avance para ello. Se aborda 
además el marco legal e institucional referido al problema de la violencia hacia 
las mujeres, así como los datos o%ciales con que se cuenta para dimensionar, 
al menos parcialmente, el fenómeno de la violencia, entre ellos, los números 
imprecisos de  feminicidios2 que en el periodo de doce meses ha llegado a 32 
casos ¡una vida segada cada once días!3 

Se vive un tiempo de violencia extrema en el mundo. Son violencias produ-
cidas por las desigualdades económicas, las luchas por el monopolio de po-
deres políticos y económicos a nivel global,  las guerras contemporáneas que 
generan desplazamientos humanos que ponen en cuestión todos los derechos 
humanos como pacto universal hace casi 70 años; en este contexto, las mujeres 
y las niñas4 son además presas de otras violencias por el hecho de ser mujeres, 
como la violencia sexual. Las creencias religiosas de distinta índole atraviesan 
estas situaciones de violencia y fortalecen las ideas atávicas del ser mujer en el 
mundo, desconociendo las transformaciones culturales que se han dado  en los 
roles tradicionales asignados a mujeres y hombres, cambios que han permitido 
importantes avances en la igualdad tanto en el ámbito privado (la casa, la fami-
lia) como en la esfera  pública. Entonces hoy, mientras más mujeres se suman 
a esta lucha por el derecho a vivir una vida libre de violencia, autoridades de 



iglesias y de poderes estatales pergeñan estrategias manipulando el concepto de 
género, señalando que es una “ideología”, intentando con esto desarticular las 
acciones de grupos, organizaciones e instituciones civiles a favor de la igualdad 
y del cese de la violencia de género. 

Es así que estamos en tiempos de grandes desafíos para sostener y defender 
las conquistas de igualdad para las mujeres porque, como dice el pronuncia-
miento público de mujeres organizadas del Paraguay, en el día internacional 
de No violencia contra las mujeres, “nos violentan porque el patriarcado puja 
por no perder su poder ante el miedo que le genera la presencia protagónica 
de las mujeres en los espacios públicos y privados, y responde incrementando 
su violencia en un intento desesperado por mantener el sistema de privilegios 
instituido. Sabemos que nuestra rebelión les molesta, les desafía, les incomoda 
porque confronta la brutalidad de estos privilegios”5. Sin dudas la sostenida 
violencia que ejercen sobre nuestros cuerpos y nuestras vidas, en el marco de 
una impunidad amparada por el Estado, es la respuesta ante los avances que 
hemos tenido en nuestra lucha por la igualdad. 

Excepto el proyecto de ley de protección integral a las mujeres contra toda 
forma de violencia –que está en proceso de aprobación y sanción en el Con-
greso Nacional–, el marco legal paraguayo no ha sufrido cambios relevantes 
con respecto al año anterior en lo referente a las leyes que protegen contra 
la violencia hacia las mujeres. En términos generales, el Paraguay cuenta con 
herramientas legales para ello; los problemas centrales no son precisamente la 
falta de legislación apropiada sino más bien la incidencia de otros factores que 
son fundamentales a la hora de accionar ante hechos de violencia de género6, 
como la falta de aplicación de las leyes, el acceso a la justicia, la persistencia de 
una cultura patriarcal y machista en los organismos estatales encargados de 
brindar protección y atención a las víctimas de violencia de género: la Policía, 
los Juzgados de Paz, los servicios públicos de salud, las %scalías, entre otros.  

Para enmarcar el derecho a una vida libre de violencia, la Constitución Nacio-
nal vigente desde 1992 establece importantes avances que garantizan la igual-
dad y la no discriminación (art. 46), la igualdad de derechos entre mujeres y 
hombres (artículo 48) y la protección contra la violencia en el ámbito familiar 



(artículo 60), como garantías y derechos constitucionales básicos. También ha 
incorporado a su legislación convenios y acuerdos institucionales7, junto con 
varias leyes nacionales, que se presentan a continuación8. 

Leyes vigentes Contenidos principales referidos a la protección contra 
la violencia hacia las mujeres 

Ley Nº 1.215/1986: Con-
vención sobre la elimina-
ción de todas las formas 
de discriminación contra 
la mujer (CEDAW por 
sus siglas en inglés).  

En 1994 la CEDAW adopta la Recomendación General N° 
19 que sugiere a los Estados Partes la adopción de “medi-
das apropiadas y e%caces para combatir todo tipo de vio-
lencia basada en el sexo, ejercida mediante actos públicos 
o privados”. 

Ley N° 605/1995: Conven-
ción interamericana para 
prevenir, sancionar y erra-
dicar la violencia contra 
la mujer (más conocida 
como Belém do Pará).  

Establece una serie de medidas de protección a las mu-
jeres y la eliminación de todos los factores que atenten 
contra sus derechos humanos y libertades fundamentales, 
exigiendo al Estado la adopción de “políticas orientadas a 
prevenir, sancionar y erradicar” los diversos tipos de vio-
lencia que sufren las mujeres. 

Ley N° 1/1992: - Modi%-
cación parcial del Código 
Civil de 1985. 

Eliminó varios artículos discriminatorios que afectan a las 
mujeres y establece, entre otros,  la igualdad en la admi-
nistración de los bienes dentro del matrimonio, el recono-
cimiento del concubinato y la unión de hecho, e incluye 
como causal de separación la violencia en el matrimonio. 

Ley N° 45/1991: Del 
divorcio y su posterior 
modi%cación por Ley N° 
5.422/2015. 

Antes de 1991, el Paraguay no contaba con una ley de di-
vorcio. En esta ley se establecen como causales de divor-
cio una serie de hechos de violencia ocurridos dentro del 
matrimonio. 
La modi%cación introducida en 2015 amplía como causa-
les de divorcio otras situaciones de violencia como “he-
chos punibles contra el otro cónyuge”, además del “aten-
tado de uno de los cónyuges contra la vida del otro”, ya 
establecido en la anterior ley.  



Ley N° 496/1995: Modi-
%cación del Código del 
Trabajo (Ley Nº 213/1993). 

En 1995 se incluyen dos artículos referidos al acoso sexual: 
i)  artículo 81, que establece como causa justi%cada de cese 
del contrato de trabajo por parte del empleador  cuando 
existieran “actos de acoso sexual consistentes en amenaza, 
presión, hostigamiento, chantaje o manoseo con propó-
sitos sexuales hacia un trabajador de uno u otro sexo por 
parte de los representantes del empleador, jefes de em-
presa, o%cina o taller o cualquier otro superior jerárquico 
(inciso “w”); en tanto el artículo 84 permite al trabajador 
o a la trabajadora rescindir el contrato de trabajo si fuera 
víctima de “actos de violencia, acoso sexual, amenazas, in-
jurias o malos tratos del empleador o sus representantes, 
familiares o dependientes[…]”. 

Ley N° 1.600/2000: Con-
tra la violencia doméstica. 

Es la primera ley de carácter civil que  “establece las nor-
mas de protección para toda persona que sufra lesiones, 
maltratos físicos, psíquicos o sexuales por parte de alguno 
de los integrantes del grupo familiar, que comprende el 
originado por el parentesco, en el matrimonio o unión de 
hecho, aunque hubiese cesado la convivencia; asimismo, 
en el supuesto de parejas no convivientes y los hijos, sean 
o no comunes” (artículo 1°), además de varias medidas de 
protección para la víctima. 

Ley Nº 1.160/1997 “Códi-
go Penal”

Esta ley fue modi%cada después de casi un siglo (el ante-
rior código databa de 1914). Introdujo importantes avan-
ces para la igualdad de las mujeres, aunque quedaron ves-
tigios del viejo código, como la penalización del aborto. El 
actual código ya incorporó otras modi%caciones referidas 
a la violencia sexual y violencia familiar:  
Ley Nº 3.440/2008: establece el aumento de la pena por 
homicidio doloso (de 25 a 30 años de prisión) cuando la 
persona “matara a su padre o madre, a su hijo, a su cón-
yuge o concubino, o a su hermano” (artículo  105, inciso 
2º); y también  establece el aumento de las penas por los 
hechos de coacción sexual y violación (artículo 128). 
Ley Nº 4.628/2012 que modi%ca el artículo 229 de violen-
cia familiar por la cual aumenta la pena privativa de liber-
tad de hasta tres años o multa para quien ejerciera vio-
lencia física o síquica en forma reiterada a otro con quien 
conviva, “siempre que no surjan lesiones, en cuyo caso no 
se requerirá de la reiteración”.
Ley Nº 5.378/2014 que modi%ca nuevamente el artícu-
lo 229  eliminando la reiteración del hecho de violencia 
familiar y castiga con pena privativa de libertad de 1 a 6 
años. También establece que “cuando el hecho de violen-
cia provocara los resultados de la lesión grave, se aplicará 
la sanción prevista en el artículo 112 del Código Penal”. 



La Ley N° 4.675/2012: 
Que eleva a rango de Mi-
nisterio a la Secretaría de 
la Mujer de la Presidencia 
de la República (Ley N° 
34/1992).  

Mantiene los mismos objetivos de la Secretaría de la Mu-
jer que establece, entre otros, la elaboración de “planes, 
proyectos y normas para erradicar la violencia contra la 
mujer” (artículo 2, inciso “e”, de la anterior ley N° 34).  
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Uno de los grandes desafíos que debe enfrentar el Estado paraguayo es efecti-
vizar su carácter laico, en consonancia con la Constitución Nacional que esta-
blece la libertad religiosa e ideológica (artículo 24). Si bien la carta magna no 
de%ne al Estado como laico, a%rma que  “ninguna confesión tendrá carácter 
o%cial” y que “las relaciones del Estado con la iglesia católica se basan en la 
independencia, cooperación y autonomía”.  Sin embargo, ni las instituciones 
estatales ni las autoridades dan cumplimiento a este mandato constitucional. 
Imágenes de santos están instaladas en la mayoría de las instituciones públicas; 
en el calendario nacional continúan siendo días feriados las fechas en que se 
conmemoran %estas religiosas y se organizan seminarios, conferencias y char-
las de claro contenido religioso en diversos organismos del Estado. 

En ambas Cámaras del Poder Legislativo, quienes dicen ser representantes del 
pueblo (senadoras, senadores, diputadas y diputados) con frecuencia legislan 
con “la cruz en la mano” y sus discursos en las plenarias legislativas contienen 
referencias constantes a Dios y la Virgen. La in&uencia de las iglesias (espe-
cialmente la católica) es innegable. Y justamente ese sesgo religioso fue intro-
ducido en el estudio del proyecto de ley de protección integral a las mujeres 
contra toda forma de violencia y consiguió, en ambas cámaras legislativas, que 
la perspectiva de género sea eliminada de dicho proyecto bajo el argumento de 
que se intenta contaminarlo de una “ideología de género”9, concepto que en la 
actualidad es utilizado por sectores conservadores –generalmente ligados a las 
iglesias– con el solo objeto de impedir que leyes y políticas públicas incorpo-
ren el género como categoría analítica que permite visibilizar las desigualdades 



históricas que sufren las mujeres como resultado de la división sexual del tra-
bajo instauradas por las sociedades patriarcales. A estas alturas del mundo pos 
moderno desconocer que el género es una construcción social y que por tanto 
se va modi%cando con el tiempo, es sencillamente desconocer la historia, la 
evolución y los cambios que se fueron dando en las sociedades con respecto a 
los roles que hoy ejercen mujeres y hombres.   

La eliminación del concepto género en el proyecto de ley dejó ver la fuerte 
in&uencia de la Iglesia Católica (y de otras también) en los asuntos de Estado; 
todavía correrá mucha agua bajo el puente para que quienes nos representan 
(las y los legisladores) entiendan que deben establecer leyes exentas de ideas 
o mandatos religiosos. Sin embargo, en este caso no les fue fácil –aun cuando 
contaban con los votos mayoritarios– pues hubo legisladores10 que realizaron 
una tarea titánica para restituir los contenidos recortados en la Cámara de Di-
putados11. Queda ahora la revisión por parte de esta cámara para culminar el 
proceso de aprobación del proyecto de ley12. 

El debate sobre de la perspectiva de género en el proyecto de ley (y su elimi-
nación) desnuda una cuestión clave: que si bien existe la institucionalidad de 
género  en el Estado paraguayo, ello responde más que nada a mantener las 
apariencias, especialmente a nivel internacional, pues el Paraguay se ha com-
prometido en diversas instancias en la efectiva promoción de la perspectiva 
de género en las políticas públicas y en los marcos normativos, pero no logra 
trasladar su  discurso a la práctica. Es así que muchos ministerios y organis-
mos públicos cuentan con o%cinas o secretarías de género pero no han logrado 
transversalizar dicha perspectiva en sus  acciones13. 

De sancionarse la ley de protección integral a las mujeres contra toda forma 
de violencia, tal como quedó aprobada en el Senado, los principales avances 
que se tendrían para combatir la violencia contra las mujeres serían: i) La pro-
hibición de conciliar en casos de violencia hacia las mujeres; ii) la inclusión de  



algunas medidas de protección ante actos de violencia feminicida, física, psi-
cológica o sexual; iii) la aplicación de sanciones a funcionarios públicos por el 
incumplimiento de las disposiciones de esta ley, iv) la creación del programa de 
casas de casas de acogida y v) la inclusión del feminicidio como hecho punible 
de acción penal pública14. No obstante, además de la falta de la perspectiva de 
género en la ley, otra exclusión importante es que se eliminó la posibilidad de 
que los asesinatos “por motivos, discriminatorios, étnicos, de identidad de gé-
nero u orientación sexual”, sean considerados feminicidio, lo que deja fuera de 
la protección legal a las personas trans que son víctimas usuales de la violencia 
feminicida15.  
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Mientras no se cuente con un registro uni%cado de los casos de violencia con-
tra las mujeres no se podrá cuanti%car con exactitud las víctimas de este &agelo. 
A pesar de numerosas resoluciones ministeriales, acordadas judiciales y reco-
mendaciones internacionales, el Estado no ha avanzado en la implementación 
de este registro. No obstante los datos ofrecidos por las principales institucio-
nes que reciben denuncias de casos de violencia doméstica, familiar y contra las 
mujeres, ofrecen una aproximación sobre la situación en Paraguay, aun cuando 
no es posible dar un número total de los casos que han sido denunciados, pues 
es probable que haya denuncias que han sido registradas en más de una insti-
tución en el marco del proceso de investigación16. Tampoco es posible uni%car 
los tipos de violencia ya que las denuncias pueden dirimirse en el ámbito civil 
o en el ámbito penal. 

A pesar de estos inconvenientes a la hora de ofrecer datos de violencia, los re-
sultados obtenidos en algunas instituciones públicas permiten a%rmar que son 
mujeres y niñas las principales víctimas de violencia y que es en el marco de 
las relaciones de pareja donde se constata mayores índices de violencia domés-
tica y familiar. Todos estos problemas podrán subsanarse cuando %nalmente 



el Estado disponga de un “sistema uni%cado y estandarizado de registro”, tal 
como se establece en el proyecto de ley de protección a las contra toda forma 
de violencia, en proceso de aprobación en el Congreso Nacional. 

La Policía Nacional cuenta actualmente con 16 comisarías de atención especia-
lizada en violencia de género, doméstica e intrafamiliar, y si bien anteriormente 
los datos que ofrecía al público provenían de estas Divisiones Especializadas, 
este año ha dispuesto centralizar sus registros públicos a través de la Direc-
ción de Apoyo Técnico del Departamento de Asuntos Familiares. De enero a 
septiembre de 2016 recibieron 5.159 denuncias de hechos punibles de violencia 
doméstica, de las cuales son víctimas 3.290 mujeres y niñas y 1.869 hombres y 
niños, casi duplicando el porcentaje de mujeres víctimas: 63,8% frente al 36,2% 
de hombres que fueron víctimas de algún tipo de violencia familiar. 

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de la Policía Nacional - Departamento de Asuntos Fami-

liares Enero a septiembre de 2016

Al presentarlos por tipo de violencia ejercida, los datos muestran que el mal-
trato físico y psicológico representa casi la tercera parte del total de los casos 
(31,8%), seguido por el maltrato psicológico (25%) y la violencia física (15,5%).  
Se incluyen en Otros tipos de violencia familiar el abandono, la coacción sexual, 
el abuso sexual, las amenazas, la falta del deber de cuidado y otras formas de 
violencia familiar, que han sido agrupados porque no llegan al 1% cada uno de 
ellos. 
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63,8%
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Fuente: Elaboración propia sobre la base de denuncias presentadas en la Policía Nacional - Enero a Septiembre 2016 

En cuanto al parentesco, los datos revelan que en la relación de pareja (actual o 
pasada), sea ésta bajo el régimen de matrimonio, concubinato, pareja de hecho 
o noviazgo, la violencia es mayor que la ejercida por otros parientes. El maltra-
to psicológico, el maltrato físico y psicológico y la violencia física son los tipos 
de violencia que tienen mayor recurrencia entre las parejas o ex parejas. 

Fuente: Elaboración propia sobre la base de denuncias presentadas en la Policía Nacional. Enero a Septiem-
bre 2016
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La violencia familiar está entre los cuatro primeros hechos punibles más fre-
cuentes que ingresan en las distintas unidades %scales de todo el país, según 
muestran los datos registrados de enero a agosto de 2016. De 67.378 causas 
ingresadas, la violencia familiar representa el 11,5% del total, además del robo 
agravado (18,4%), el hurto agravado (18,3%) y el hurto (13,8%). 

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos del Ministerio Público. Enero a Agosto 2016.

Los demás hechos punibles (que incluyen 19 tipos penales17) representan el 38,8% 
del total de causas ingresadas. Si se quisiera visualizar el peso de la violencia fa-
miliar en el total de todos los hechos punibles ingresados se tendría esta relación:

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos del Ministerio Público - Enero a Septiembre 2016.
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Si se procesaran los distintos hechos punibles con el lugar donde ocurren y 
según quiénes son los supuestos autores, este porcentaje aumentaría de mane-
ra importante ya que en el listado de hechos punibles registrados aparecen el 
abuso sexual de niñas y niños, el incumplimiento del deber legal alimenticio 
y el abuso sexual, que son violencias que ocurren con frecuencia en el ámbito 
familiar, además de la lesión, la violación de domicilio y el homicidio doloso. 

Otro problema que se constata de los datos procesados en el Ministerio Público 
es la falta de desagregación por sexo de la víctima, lo que impide conocer qué 
porcentaje de mujeres y de hombres son víctimas de violencia familiar. 

En los Juzgados de Paz de todo el país se han registrado 5.157 denuncias de ca-
sos de violencia doméstica y familiar desde el 1 de enero al 18 de noviembre de 
2016. Estos datos son remitidos a la Corte Suprema de Justicia en cumplimiento 
a  la Acordada Nº 70518. Del total de estas denuncias, el 81,9% re%ere a casos de 
violencia contra la mujer, el 13,9% a hombres y existe un 4, 2% de casos en los 
que no existe identi%cación del sexo de las víctimas. 

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de la Corte Suprema de Justicia.

Según el tipo de violencia ejercida se visualiza que la violencia psíquica repre-
senta más de la mitad de los casos denunciados (54,7%), seguida de la violencia 
física (40,9%) y la violencia patrimonial (1,8%), en tanto la violencia sexual es 
del 0,7% del total de denuncias (38 casos). Este bajo porcentaje podría deberse 
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a que la violencia sexual puede presentarse en el ámbito penal. En general, los 
casos que se presentan ante los Juzgados de Paz se circunscriben a la Ley Nº 
1.600/00 contra la violencia doméstica, que es una ley del ámbito civil. 

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de la Corte Suprema de Justicia.
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El Ministerio de la Mujer es el órgano rector de las políticas públicas del Esta-
do paraguayo y en su III Plan de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y 
Hombres (2008 - 2017) establece entre sus ejes de trabajo la atención a mujeres 
víctimas de violencia. En ese ámbito, ofrece tres tipos de servicios: 1) consultas 
y asesoramiento en el Servicio de Atención a la Mujer (Sedamur); 2) servicios 
de atención telefónica y 3) albergue transitorio. 

De enero a octubre de 2016, el Servicio de Atención a la Mujer (Sedamur) regis-
tra  637 casos de mujeres que fueron atendidas por primera vez y 534 casos de 
seguimiento en lo que va del año, lo que hace un total de 1.171 mujeres que fue-
ron atendidas por psicólogas, abogadas y trabajadoras sociales:  “De este total,  
70 mujeres han sido acompañadas  a  las distintas instituciones como Policía 
Nacional, Juzgados de Paz, Ministerio Público, juicios orales etc. de acuerdo a  
las diferentes circunstancias presentadas. Se han logrado 69  medidas de pro-
tección (Ley Nº 1.600) desde los distintos juzgados,  consistentes en: exclusión 
de hogar, prohibición de acercamiento, retiro de pertenencias y reintegro al do-
micilio etc. Además, 14 casos fueron acompañados en el área de niñez (presta-
ción alimenticia, %liación y régimen de relacionamiento), área civil (divorcios, 
disolución y reconocimiento de matrimonio aparente)”19. 
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La Línea 137 SOS de servicios de atención telefónica registra 7.546 llamadas 
de las cuales el 28% corresponde a asesoramientos especializados y el 42% son 
de llamadas abandonadas20.  En tanto en la Casa “Mercedes Sandoval” fueron 
alojadas 20 mujeres y 29 hijas e hijos. En este albergue,  se brinda “conten-
ción psicológica, asesoramiento jurídico, asistencia social y en el área de salud, 
acompañamiento, seguimiento y apoyo escolar para niños y niñas”21.  

Además de estos servicios el Ministerio de la Mujer acompañó el proceso de 
aprobación del proyecto de ley de protección integral a las mujeres contra toda 
forma de violencia, durante el proceso de estudio y debate en el Congreso Na-
cional. 

!(8&0$8(8&1+&7"(#+%0"$&1+&HW%+-(&*&82&+?)-+3$&+?4-+8"9%\&& &
+#&F+3"%"0"1"(&

La violencia contra mujeres y niñas es un hecho cotidiano en el Paraguay. Se-
gún informaciones de la prensa de alcance nacional, cada 5 días una mujer 
o una niña es violada y cada 11 días es asesinada por razones de género (32 
mujeres). Si a ello se le suman las 15 mujeres que fueron víctimas de intento 
de feminicidio, tendríamos que en nuestro país cada semana una mujer corre 
peligro de vida por el solo hecho de ser mujer, por vivir oprimida, dominada y 
desprotegida por un Estado que, sin embargo, tiene el compromiso de garanti-
zar una vida libre de violencia de género. 

Fuente: Información de prensa. Noviembre 2015 - Octubre 2016.
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Aunque hasta ahora no se han realizado investigaciones amplias sobre los casos 
de feminicidio en Paraguay, el seguimiento de la información de medios de co-
municación permite a%rmar que la mayoría de estos asesinatos podrían haber-
se evitado ya que son casos donde la víctima recurrió a la justicia para solicitar 
protección, pero tal como dice Marcela Lagarde, “para que se dé el feminicidio 
concurren, de manera criminal, el silencio, la omisión, la negligencia y la colu-
sión parcial o total de las autoridades encargadas de prevenir y erradicar estos 
crímenes” (Lagarde, 2005). Sin dudas, el Estado paraguayo acumula deudas 
con las mujeres y mientras persista la intromisión de pensamientos atávicos de 
grupos conservadores, misóginos y patriarcales y de las iglesias en el quehacer 
estatal, la discriminación y la desigualdad continuarán produciendo  violencias 
y sesgando la vida de las mujeres. 

El Estado paraguayo debe dar cumplimiento a las recomendaciones emana-
das de las convenciones internacionales de las cuales forma parte, especial-
mente en lo referente a la violencia contra las mujeres y las niñas. 

La Corte Suprema de Justicia necesita adoptar medidas urgentes para agi-
lizar los procesos judiciales de casos de violencia de género, así como de 
cumplir las Reglas de Brasilia referidas al acceso a la justicia para las mujeres. 

El Ministerio de Educación y Cultura debe promover una educación no 
sexista y antidiscriminatoria desde los primeros años de la formación es-
colar, de manera que se vaya instalando una cultura igualitaria y de no vio-
lencia que permita el goce de derechos sin discriminaciones para toda la 
población. 

El Ministerio Público precisa incorporar la perspectiva de género en su que-
hacer institucional y promover la capacitación de su funcionariado para ge-
nerar una sensibilización que permita el abordaje sin discriminaciones de 
género en el proceso de investigación de los casos de violencia de género. 
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Para revisar el desempeño del Estado respecto a la salud y posteriormente de-
tenernos en la salud mental en el periodo que abarca el informe de octubre 
2015 a octubre 2016, es importante aclarar el enfoque de análisis que se adopta. 
Se trata de una mirada de las políticas públicas de salud y de la agenda del 
Gobierno desde la perspectiva de los derechos humanos como abordaje pre-
dominantemente socio-histórico, que vincula los datos empíricos de salud con 
los cambios económicos, políticos y sociales y las disputas en las relaciones de 
poder de los actores sociales. 

El presente artículo parte de la premisa del reconocimiento de la salud como un 
derecho fundamental y condición para el ejercicio de otros derechos humanos. 
Paraguay ha avanzado en mejorar sus indicadores de salud, ha progresado en 
asumir compromisos internacionales en materia de derechos humanos, los que 
aún no se traducen totalmente en que sus leyes y políticas hagan plenamente 
efectivo el ejercicio y goce del derecho a la salud, incluida la salud mental. 

Paraguay mantiene diversas deudas sociales en materia de derechos humanos. 
Sigue siendo relevante la mortalidad materna y neonatal prevenible, las epide-
mias de dengue, la falta de accesibilidad y calidad de los servicios de salud sin 
gratuidad, entre otros. Los dé%cits no se limitan a la atención en caso de enfer-
medades, sino a la promoción y atención de la salud. También es de%citaria la 
intervención intersectorial y comunitaria en la toma de decisiones sobre salud, 
desdibujándose los determinantes sociales que las ocultan por falta participa-
ción social plena de la población. 

No existe acceso universal a la salud en Paraguay. La universalidad supone que 
no existan barreras de ningún tipo para acceder a la atención, prevención, par-
ticipación, tratamiento y todo lo que implica disponibilidad de la salud pública. 
La universalidad supone garantía a todas las personas para acceder a los bienes 
y servicios que son indispensables para participar enteramente en la sociedad. 
Lo mencionado hasta aquí es importante; en el entendido de que si bien; en el 
marco jurídico y el discurso o%cial, sobre todo en la Constitución Nacional; 
existe universalidad de los servicios públicos; al decir que todo/as los/as pa-
raguayos/as tenemos derecho a la salud; en la práctica, sin embargo, no existe 
una sola política de carácter universal en Paraguay. Para ejemplo observemos 
algunos estudios como los de Jiménez (2012; 2014),  y García (2015) en los que 
señalan muertes evitables que no se han detenido en los últimos años, por falta 
de acceso universal. 

Contrariamente, coexisten descuidos de hospitales por parte de las autoridades 
del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social (MSPyBS), insu%ciencia de 
recursos humanos y materiales (principalmente medicamentos) para la efecti-
va atención.



El trabajo toma fuentes secundarias y recupera la situación actual del sistema 
en salud existente en Paraguay, cuyo contexto general se alude en esta introduc-
ción. Luego sigue el marco legal y las políticas públicas, el patrón de violacio-
nes persistentes y %naliza con las recomendaciones para las instancias estatales 
pertinentes.

Paraguay constitucionalmente se de%ne como un “Estado social de derecho”1. 
En ese contexto se contempla expresamente, la obligación del Estado de pro-
mover y proteger la salud como derecho fundamental de la persona, esto inclu-
ye la salud mental. 

Con la reforma constitucional del año 1992 se introdujeron tres cuestiones 
claves en cuanto al derecho a la salud: en primer lugar, la concepción como 
un derecho fundamental de la persona, en segundo lugar, la descentralización 
como un modelo de gestión del Estado y por consiguiente para las institucio-
nes públicas de salud. Finalmente, el Sistema Nacional de Salud (SNS) para la 
promoción de las  políticas que coordinen recursos entre el sector público y el 
sector privado. Esto coloca como institución rectora al Estado respecto al papel 
del mercado en la atención de la salud (seguros privados de salud, etc.). No se 
conocen casos de sanciones que el MSPyBS haya aplicado a alguna empresa 
prestadora de salud por el cobro de altos costos en atención, tratamientos y 
estudios médicos, ni por la mala calidad o similares, salvo algunas condenas 
por negligencia médica por parte de la justicia. Con esto se evidencia la efectiva 
libertad del mercado, lo que acaba obstruyendo la instalación o popularización 
de la mirada de salud como un derecho en Paraguay. 

Es importante recordar que la Constitución en su artículo 6 establece que la 
“calidad de vida será promovida por el Estado mediante planes y políticas que 
reconozcan factores condicionantes, tales como la extrema pobreza y los im-
pedimentos de la discapacidad o de la edad. El artículo 68 establece, en su pri-
mera parte, que “El Estado protegerá y promoverá la salud como derecho fun-
damental de la persona y en interés de la comunidad, lo que implica que nadie 
será privado de asistencia pública para prevenir o tratar enfermedades, pestes 
o plagas, y de socorro en los casos de catástrofes y de accidentes”.  

Las garantías de igualdad y no discriminación se encuentran garantizadas en 
los artículos 46 y 47 de la Constitución, y se contempla el derecho  a una vida 
libre de violencia en el artículo 60. La misma igualmente contempla en su artí-
culo 69 que: “Se promoverá un sistema nacional de salud que ejecute acciones 
sanitarias integradas, con políticas que posibiliten la concertación, la coordina-
ción y la complementación de programas y recursos del sector público y priva-



do” y %nalmente en el 72 contempla que “El Estado velará por el control de la 
calidad de los productos alimenticios, químicos, farmacéuticos y biológicos, en 
las etapas de producción, importación y comercialización. Asimismo facilita-
rá el acceso de factores de escasos recursos a los medicamentos considerados 
esenciales”. 

Conforme a los instrumentos internacionales rati%cados por el Estado para-
guayo en esta materia2, se garantiza el derecho a la salud de todas las personas 
con acceso universal, sin discriminación de ningún tipo, y exige a los Estados 
la obligación de respetarlo, protegerlo, realizarlo y garantizarlo. Dichos instru-
mentos transcienden la concepción reduccionista de la salud como ausencia de 
enfermedad y la abordan como derecho relacionado a la vida y dignidad hu-
mana, vinculada con el desarrollo socioeconómico y cultural del país. El marco 
legal no deja dudas sobre la salud como derecho humano y el deber del Estado 
de garantizarlo como tal, pero el goce de este derecho no es universal para la 
población paraguaya, pues sigue habiendo una gran brecha entre el  acceso y el 
goce de este derecho. 

Bajo este marco normativo  se promulgó la Ley Nº 1.032/96 que crea el SNS 
para distribuir los recursos del sector salud con la %nalidad de prestar servicios 
a todas las personas, sin discriminación de ninguna clase. Igualmente incluye 
la obligación del Estado de establecer programas de bienestar social mediante 
estrategias basadas en la educación sanitaria y en la participación comunitaria.  

El sistema de salud del Paraguay está constituido por dos subsectores, el público 
y el privado. El sector público comprende el MSPyBS, el Instituto de Previsión 
Social (IPS), las Sanidades de las Fuerzas Armadas y la Policía, la Universidad 
Nacional de Asunción y los servicios asistenciales de las empresas descentrali-
zadas Itaipú Binacional y Yacyretá.  El sector privado incluye a las aseguradoras 
privadas, prestadoras con %nes de lucro, sin %nes de lucro y mixtas. 

El Consejo Nacional de Salud (CNS) como ente aglutinador de los diferentes 
subsistemas de salud para la elaboración y articulación de planes y programas 
de acción conjunta,  según el Decreto Nº 22.385/983, debe asegurar la comple-
mentación y coordinación del sector público y privado, contando además con 
la participación comunitaria y de la sociedad civil (Mancuello y Cabral, 2011). 



La descentralización sanitaria a nivel local fue reglamentada por Decreto N° 
19.966/98. Tal como señala el Relator Especial sobre el derecho de toda persona 
al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental: 

La competencia en materia de salud se ha venido delegando en las autoridades 
locales desde !nales de la década de 1990. Se han transferido responsabilidades 
al ámbito local, pero el nuevo sistema no ha permitido resolver las endémicas 
de!ciencias institucionales, las importantes limitaciones presupuestarias y la co-
rrupción prevaleciente en diferentes niveles (Naciones Unidas, 2016).

Aunque se encuentra en vigencia la Ley Nº 5508/15 de “Promoción, protección 
de la maternidad y apoyo a la lactancia”4,  no se tiene información de que el 
Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social (MTESS) haya avanzado en 
mecanismos de %scalización del  otorgamiento de los permisos por maternidad 
y lactancia  y de la aplicación de las sanciones establecidas para las infracciones 
cometidas a las obligaciones dispuestas en la citada ley.

Otra problemática que obstaculiza el ejercicio del derecho a  la salud, es la 
presión ejercida por grupos fundamentalistas religiosos que incidió de manera 
sistemática para impedir nuevamente el tratamiento de proyectos de ley de 
larga data tales como el de salud sexual y reproductiva, el materno perinatal, así 
como el proyecto contra toda forma de discriminación5.

No obstante, se registran algunos avances en la legislación en el área de la salud: 

Ley Nº 5469/15 “De Salud Indígena”, que busca garantizar la asistencia sani-
taria universal a los pueblos indígenas, pero que carece aún de asignación de 
recursos humanos y %nancieros para concretizarla.

Ley Nº 5423/15 “Del ejercicio profesional del obstetra en la República del 
Paraguay”, inicialmente vetada por el Presidente de la República y luego ra-
ti%cada por ambas cámaras del Congreso, siendo %nalmente promulgada en 
noviembre del 2015. 

Sigue la revisión de la Ley N° 836/80 “Del Código Sanitario”, por parte de la 
Comisión Bicameral, pero no se han registrado avances.

Dentro del sistema de salud pública están las Unidades de Salud Familiar 
(USF), las cuales a pesar de basar sus acciones en normas de menor jerar-
quía, es decir, resoluciones ministeriales6, a diferencia del SNS, cuya base 



jurídica es una ley, desde su implementación en el 2008, han recon%gurado 
la visión de atención de la salud, ya que no apuestan tanto a la cura, sino a la 
prevención y a la detección precoz de las dolencias. 

En cuanto a la salud mental, Paraguay se encuentra entre los 16 países en Amé-
rica Latina y el Caribe sin una ley especí%ca de salud mental.  Su marco rector 
se basa en el artículo 58 de la Constitución Nacional que ampara a personas 
excepcionales, así como en los convenios internacionales rati%cados  y citados 
más arriba (cf. nota a pie 2), y particularmente en la Ley N° 1.925/02 que rati-
%ca la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra personas con discapacidad y por la Ley Nº 3.540/08 la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD) y 
su Protocolo Facultativo. 

Paraguay tiene un importante marco legal para velar por los derechos de per-
sonas con trastornos mentales y/o discapacidad, conforme lo constató y relevó 
la Relatora Especial de Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con 
discapacidad, Sra. Catalina Devandas Aguilar, en su visita al Paraguay del 19 al 
27 de noviembre de 2015: 

Paraguay ha avanzado ampliamente en el proceso de armonización legislativa en 
conformidad con la CDPD, con la adopción de una veintena de leyes y decretos 
relacionados a los derechos de las personas con discapacidad. Entre los más im-
portantes, quiero subrayar la ley de educación inclusiva (No. 5136/13), la ley de 
accesibilidad al medio físico para las personas con discapacidad (No. 4934/12), 
la ley número 4336/11 que establece la obligatoriedad del lenguaje de señas en 
los informativos o noticieros de los medios de comunicación audiovisual, y la 
ley que establece la obligatoriedad de la incorporación de personas con discapa-
cidad en las instituciones públicas (N° 2479/04 y su modi!catoria N° 3585/08). 
Además, debe destacarse la adopción del Protocolo de atención para el acceso a 
la justicia de las personas con discapacidad psicosocial (Resolución N° 224/15) y 
la resolución del Tribunal Superior de Justicia Electoral sobre el voto accesible 
(Resolución N° 270/14) (Aguilar, 2015).

A partir de la rati%cación de la CDPD, se avanzó hacia un sistema de protección 
nacional de los derechos de las personas con discapacidad, con la creación en el 
año 2012 de la Secretaría Nacional por los Derechos Humanos de las Personas 
con Discapacidad (Senadis), luego en el  año 2015, con la creación de la Comi-
sión Nacional por los derechos de las Personas con Discapacidad (Conadis), el 
Mecanismo de Coordinación Gubernamental y la aprobación del Protocolo de 
atención para el acceso a la justicia de las personas con discapacidad psicoso-
cial, contemplando las dos últimas medidas de aplicación de la CDPD. 
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La reducción del crecimiento económico del país al 2%, sumado al mayor pre-
cio de los créditos internacionales recibidos, al aumento de la deuda pública y 
a la baja de las materias primas, presentan una situación socioeconómica un 
tanto difícil para el presente año y para el siguiente (Rodríguez y Villalba, 2016). 
En este contexto, con un PIB bajo y con la resistencia existente para elevar los 
impuestos a los productos agrícolas se plantean di%cultades para aumentar los 
recursos públicos destinados a la salud (Ídem).

Con este panorama económico y de %nanzas públicas poco alentador para el 
2017 el anteproyecto presentado por el MSPyBS no tiene mayores variaciones 
en montos generales con relación al presupuesto 2016. 

Si se observa la tasa de crecimiento de la inversión por persona, el Paraguay es 
el país que mayor aumento registró en la última década, 162% frente al prome-
dio latinoamericano de 119% (Sera%ni, 2016). Pero este aumento no es su%cien-
te debido a que la inversión en salud a nivel de otros países de la región es su-
perior; el Paraguay invierte 72,5 dólares por persona, mientras que el promedio 
latinoamericano es de 240,7 dólares por persona. Uruguay, por ejemplo, tiene 
un gasto público en salud tres veces mayor y Brasil gasta dos veces y medio más 
que el Paraguay. 

La evolución del presupuesto y la ejecución presupuestaria del área de salud 
ha sido: 

Año Presupuestado Ejecutado

2011 2.340.756.284.510 89,82%

2012 3.574.265.325.120 81,7%

2013 3.967.853.783.044 71,8%

2014 4.500.049.796.127 77%

2015 4.608.943.681.953 84%

2016 4.560.995.979.202 s/d

Fuente: Elaboración propia basada en datos del Ministerio de Hacienda.



El Plan %nanciero 2016 del MSPyBS sufrió un recorte de G. 191.000 millones 
por parte del Ministerio de Hacienda (MH), que afectaría principalmente a 
limpieza de hospitales, mantenimiento y reparación de equipos médicos y 
ambulancias, seguridad de hospitales e infraestructura, según declaraciones 
a inicios de año del Lic. Sergio Forte, director de administración y %nanzas 
del MSPyBS.7 
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El SNS, con las organizaciones públicas y privadas citadas más arriba, están 
caracterizadas por la fragmentación dentro de los subsistemas e instituciones 
de salud y la segmentación entre ellos, dado que existen y existirán varios sub-
sistemas vigentes y no un sistema único, que aglutine y organice el servicio de 
salud. Así, por ejemplo, IPS provee servicios primarios y de alta complejidad. 
Es un poderoso subsistema que abarca al 20% de la población, la mitad de las 
personas asalariadas. Pero, de todos modos, deja fuera al 80% de la ciudadanía, 
la parte con capacidad de pagar su salud (5%) y la que solo depende de la sa-
lud pública no contributiva (75%). Los seguros de trabajadores/as estatales, así 
como de los trabajadores/as de bancos y otros, tienen cajas de seguridad con 
serios problemas de solvencia (Rodríguez y Villalba, 2016).

Por otro lado, los seguros y gasto privado incluyen al 5% de la población. Estos 
dan principalmente medicina de baja complejidad y costo, con la ventaja de ser 
de acceso más rápido y con mejor confort. Esta población paga buena parte 
de sus gastos de salud (medicina de alta complejidad) que no se %nancian con 
sus seguros. Dentro de la normativa no hay una regulación que obligue a los 
seguros privados a brindar un equivalente al que brinda el seguro público, he-
cho atentatorio a los derechos de acceso a salud de alta complejidad con ciertos 
estándares de calidad no regidos exclusivamente bajo las normas de la oferta y 
la demanda (Ídem).  

La ley del SNS es ambiciosa debido a que propone integrar y regular las insti-
tuciones y servicios de salud o suplementarios (por ejemplo, provisión de agua 
potable y saneamiento), prestar servicios a todas las personas de manera equi-
tativa, oportuna y e%ciente con el concepto de salud integral. En la práctica 
esta normativa no establece instituciones o instrumentos su%cientes para ello, 
siendo los consejos (nacional, departamentales, distritales) organismos hetero-
géneos, con di%cultades para formular, coordinar e implementar y monitorear 
sus decisiones (Mancuello y Cabral, 2011).



A partir de esta situación del sistema de salud, de sus fragmentaciones, en los 
medios de prensa, según las observaciones realizadas sobre esta situación en el 
transcurso de un año, sobresalen las denuncias en torno a precaria infraestruc-
tura en los hospitales, falta de insumos (especialmente medicamentos) en los 
centros de salud y también en el IPS8. 

Adicionalmente, la baja cobertura de la seguridad social no contribuye a ga-
rantizar el derecho a la salud. Esto puede evidenciarse en la última Encuesta 
Permanente de Hogares (DGEEC, 2015), que revela que solo el 20,05% de la 
población cuenta con seguro del IPS. Parte de sus problemas se debe a esta baja 
cobertura.

Por otro lado, se da una constante denuncia de “partidización”9 de los cargos 
en hospitales y puestos del SNS así como de otras irregularidades10. Durante el 
periodo de este informe  trabajadores y trabajadoras de la salud han generado 
diversas movilizaciones en solicitud de mejores condiciones de trabajo y la exi-
gencia de una escala salarial que iguale condiciones para los y las trabajadores/
as de blanco11.

Las limitaciones existentes en el actual sistema de salud público y el de segu-
ridad social hacen que la clase trabajadora realice sus esfuerzos para la con-
tratación de seguros privados, los cuales, como ya se mencionó, no son con-
trolados por las instituciones rectoras estatales de manera que garanticen un 
piso mínimo de prestaciones para sus usuarios, incluyendo también las de alta 
complejidad. 

Las di%cultades de la oferta pública de servicios han generado otra situación 
de inequidad en el acceso de estas prestaciones entre los propios trabajadores 
y trabajadoras de órganos estatales. Las instituciones estatales, que son a la vez 
empleadoras, contratan planes corporativos de seguros de salud privados que 
son pagados con fondos públicos del Estado y que brindan servicios diferen-
ciados de acuerdo a la posición que ocupan sus empleadas/os, es decir, a ma-
yor cargo mejores servicios. Esta situación genera grandes inequidades en el 
funcionariado público, pero a la vez tergiversa el uso de los recursos públicos 
contribuyendo directamente a fortalecer el sector privado en detrimento de 
una mejor regulación de servicios de salud que garanticen un mínimo básico 
común para todos/as12. 



Adicionalmente, tal como señala el Relator Especial del Derecho a la salud por 
un lado respecto a la gravedad de la violencia contra los niños, cuando señala 
que “…De cada 10 niños, 6 sufren alguna forma de violencia en su familia. 
Asimismo, 6 de cada 10 muertes de adolescentes resultan de causas externas 
como accidentes de trá%co, homicidios o suicidios” (Pūras, 2016). Por el otro 
lo relacionado a la falta de servicios de salud y de asesoramiento con%dencial 
que tengan en cuenta los intereses de los adolescentes. Se enseña que es difícil 
acceder a los servicios esenciales, en particular en el caso de los niños, niñas 
y adolescentes indígenas que consumen drogas o alcohol, especialmente los 
que están privados de libertad. Igualmente la falta una inversión sostenible en 
la promoción del desarrollo integral de los niños, en particular su desarrollo 
emocional y social (Ídem).
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Numerosas carencias atraviesa la política de salud materna. En el transcurso 
del año, la carencia de ambulancias en los puestos de salud, sumada a la falta 
caminos en la zona Norte del país, se evidenció, por ejemplo, con el caso de 
Antonia Benítez de 18 años. La misma dio a luz a una niña cuando era trasla-
dada por militares de la Fuerza de Tarea Conjunta (FTC) desde Azotey hasta 
el hospital de Santa Rosa del Aguaray, departamento de San Pedro, donde la 
niña recién nacida debió permanecer en incubadora hasta alcanzar su peso 
ideal13. También revela las falencias en el caso de una joven de 15 años de edad,   
quien dio a luz en una canoa mientras intentaba llegar en el Puerto Antequera 
y el bebé falleció sin contar con la ayuda en salud necesaria.14
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En cuanto a planes de gobierno en la actualidad, el marco rector es el Plan Na-
cional de Desarrollo Social 2030 (PND Paraguay 2030), el cual en el eje de salud 
presenta la nueva Política Nacional de Salud 2015-2030. Está vigente, asimismo, 
el Plan Estratégico Institucional del MSPyBS 2013-2018, en el que se enuncian 
la misión, visión y las líneas estratégicas para el periodo correspondiente. El 
PND Paraguay 2030, en lo relativo a “la respuesta a las necesidades de salud 
de la población, se plantea una propuesta de implementación de un Sistema 
Nacional de Salud integrado, universal, pertinente, integral, equitativo, con en-
foque de derecho y con amplia participación social” (STP, 2014).



De acuerdo a dicho plan, el Estado deberá implementar un sistema de salud 
o de calidad en todos los niveles de servicios, de acuerdo a líneas de acción 
como el incremento progresivo de la inversión hasta lograr la universalidad 
de la atención, la mejora de la e%ciencia y e%cacia del gasto, y la política de 
medicamentos con calidad, seguros y asequibles, entre otras. Esta es una de 
las grandes deudas pendientes. En junio del año pasado, por ejemplo, sur-
gieron denuncias ciudadanas por utilización de anestésicos vencidos en el 
hospital de Itauguá15.
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La protección social involucra tres pilares: la seguridad social, la salud (y 
los llamados servicios sociales) y la asistencia. Sin embargo en Paraguay, a 
la Estrategia de lucha contra la Pobreza del año 2004, el Gabinete Social de-
nomina Protección Social y en el Plan Nacional de Desarrollo 203016 persiste 
un esquema muy elemental de protección a la extrema pobreza. En el país se 
mide la pobreza o%cialmente a través del ingreso monetario y una mezcla de 
elementos con las Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI), sin embargo el  
PNUD (2016), reconoce las causas multidimensionales de la pobreza y que 
se logrará superarlo abordando los desafíos multidimensionales situados por 
encima del umbral de pobreza, con miras a la inclusión entre otros, de cues-
tiones tales como la calidad del trabajo, la protección social en todo el ciclo 
de vida, los sistemas de atención, el empleo del tiempo de hombres y mujeres, 
la seguridad ciudadana. 

En la concepción de Protección social utilizada en Paraguay, se desconoce así 
un conjunto de situaciones que excluyen a las personas, accesos a servicios de 
salud, trabajo digno, etc. (Garcia S., 2015).

En el marco del llamado Sistema de Protección Social, sobre los y las des-
tinatarios/as de los Programas Tekoporã y Abrazos, las cifras o%ciales del 
gobierno17 muestran que en los últimos tres años 9.415 mujeres han recibi-
do atención en salud por parte del MSPyBS, consistente en atención médica 
antes, durante y después del parto, incluyendo el kit de parto (medicamentos 
e insumos para parto normal o por cesárea). La mayor cantidad de bene%cia-
rias que asisten a los Centros de Salud son de: Central (2.993), Alto Paraná 
(1.554), San Pedro (787) y Cordillera (537). Existen aproximadamente 300.000 
familias en extrema pobreza, de las cuales casi el 50% cuenta con coberturas 
para la extrema pobreza, lo que implica que hay más de 50% de paraguayos/



as en indigencia desprotegidos en lo más elemental (1 comida procesada por 
día). Por tanto, 9.415 mujeres de más 300.000 familias en esa situación, re-
sulta de muy bajo impacto. La focalización se contrapone a la perspectiva 
de universalidad de los DDHH. Desde la salud pública, todos los diseños de 
atención hacen foco en otros criterios, menos en la persona. Por ejemplo, las 
regiones sanitarias hacen foco en la delimitación geográ%ca que abarcan, los 
programas de salud adolescente hacen foco en los embarazos precoces regis-
trados en hospitales públicos, etc. 
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Algunos datos relevantes tales como cantidad de muertes de trabajadores y tra-
bajadoras desempeñando sus funciones en espacios laborales, entre 2015 y 2016, 
merecen que el área de salud ocupacional y/o salud laboral, rede%na acciones, 
alcances y redes de la sociedad con las que puede trabajar. Un promedio de 
1.200 muertes y 20.000 personas heridas son el resultado de los accidentes la-
borales en Paraguay. Igualmente, el 92% de pagos de reposo del IPS se deben 
a accidentes laborales, según informa el MTESS en su portal de internet. Esto 
supone que deben existir planes con acciones más sistemáticas y efectivas des-
de las políticas públicas de salud18. 

Otro índice preocupante es el alto porcentaje de embarazo en niñas y adoles-
centes  de 10 a 14 años, según el Fondo de Población de las Naciones Unidas 
(UNFPA por sus siglas en inglés) cada día un promedio de dos niñas de 10 a 
14 años dan a luz, como fruto de embarazos provocados por abusos sexuales19. 
El embarazo en este grupo etario por lo general es producto de situaciones 
de violencia, exclusión y una sociedad intensamente patriarcal (Rodríguez y 
Villalba, 2015).  Por in&uencia de grupos fundamentalistas, hasta la fecha Para-
guay no ha podido poner en vigencia en el sistema educativo un Marco Rector 
de la Educación integral de la Sexualidad para prevenir estas violaciones a los 
derechos humanos de las niñas y adolescentes20. 

Según datos del MSPyBS, en los últimos cinco años se quintuplicó el número 
de consultas por afecciones mentales, es decir, de 25.000 a 30.000 consultas 
por año.21 



Igualmente, el número de suicidios en Paraguay, que en la mitad del año 2016 
llegó a 190 –siendo la edad predominante de las personas que se auto eliminan 
entre 18 a 29 años–22, requiere de políticas públicas efectivas, fundamentalmen-
te las referidas a salud mental. 

Por su parte, una joven columnista, Ana Lezcano, textualmente señala en un 
medio periodístico que:  

“Los funcionarios del Ministerio de Salud Pública advirtieron que los jóvenes y 
adolescentes que intentan quitarse la vida van en aumento el sector más afectado 
es el comprendido entre los 15 a 30 años cuando se habla de suicidios consu-
mados, en su mayoría son hombres, aunque en las tentativas, hay más casos de 
mujeres. (...) según datos brindados ayer, en promedio, un paraguayo se suicida 
por día muchas familias terminan enlutadas debido a este drama (...)”23.
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En Paraguay existe una expansión acelerada de monocultivos y de indicios 
respecto a su vínculo e impacto en problemas de salud. Salvo algunas inves-
tigaciones exploratorias realizadas por la Facultad de Ciencias Médicas, no se 
disponen de investigaciones independientes que muestren la relación de al-
gunos rubros como la soja, el maíz y otros que utilizan semillas transgénicas, 
fertilizantes y plaguicidas cali%cados como tóxicos, con enfermedades que pre-
sentan recurrentemente las personas pobladoras de lugares en que se realizan 
tales monocultivos. 

Uno de los estudios realizados en la Facultad de Ciencias Médicas por un equi-
po médico hematólogo indica un gran aumento de las enfermedades hemato-
lógicas como linfomas y leucemias, ocupando el tercer lugar en tipos de cáncer 
y que 15 años atrás estaban en el lugar número 17. El profesor de la Segunda 
Cátedra de Clínica Médica de la Facultad de Ciencias Médicas de la Universi-
dad Nacional de Asunción (UNA), José Luis Insfrán, había alertado en el año 
2014 que el aumento de personas que están siendo diagnosticadas con cáncer 
en el hospital de Clínicas era producto de la exposición a las fumigaciones con 
agrotóxicos y al consumo de alimentos que son elaborados a base de productos 
transgénicos24. Este año, cuatro niños y/o niñas – la noticia no especi%caba su 
género - y una mujer adulta indígena de la comunidad Mboi Jagua del distri-
to de Villa Ygatimí, departamento de Canindeyú, fueron internados/as en el 
hospital distrital de Curuguaty a raíz de haber sido expuestos a agrotóxicos 



utilizados en una plantación de soja realizada por un tercero en una parcela de 
su comunidad25.

No existen políticas públicas efectivas que contrarresten esta realidad, quedan-
do los pobladores de zonas cercanas a grandes extensiones de esos rubros ex-
puestos a la fumigación aérea y el consecuente envenenamiento. 

A nivel nacional el país dispone de leyes generales de salud pública y de no dis-
criminación, incluyendo en esta categoría a personas con discapacidad física, 
psíquica, sensorial e intelectual, aunque las mismas no contemplan especí%ca-
mente aspectos claves vinculados a salud mental como la capacidad legal y la 
inimputabilidad, la voluntariedad y el consentimiento de las personas frente a 
tratamientos e internaciones involuntarias. En el período que abarca la presente 
observación, se siguen cometiendo violaciones a los derechos humanos ya que 
personas con discapacidad y trastornos mentales en Paraguay sufren desocu-
pación, abandono, discriminación, carecen de su%cientes opciones terapéuticas, 
oportunidades laborales e inclusión educativa o se encuentran privadas de liber-
tad a pesar de padecer un trastorno mental (Devandas Aguilar, 2015).
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El aumento del porcentaje de problemas psiquiátricos noti%cados constituye 
una sentida preocupación manifestada por la máxima autoridad de salud, so-
bre todo los suicidios que afectan a la población adolescente26. Los cuadros 
depresivos son aquellos que mayor número de consultas generaron en el úl-
timo período (30 a 35%) seguidos de trastornos de ansiedad (20 a 25%) como 
estrés agudo, postraumático, trastorno de ansiedad generalizada, fobia, obse-
sivo compulsivo y un creciente número de atenciones por abuso en la infan-
cia. Según cifras o%ciales del MSPyBS, en los últimos 5 años se quintuplicaron 
las consultas de personas en Salud Mental, ya que de 25 a 30.000, pasaron a 
160.000, lo cual se debería a la atención de servicios en el área27. 



Las respuestas gubernamentales en el período apuntaron al aumento de la co-
bertura de atención aumento de la infraestructura para mejoras edilicias del 
hospital siquiátrico28 y a la plani%cación de una estrategia que logre identi%car 
señales de alarma en personas con algún trastorno mental, a través de la capa-
citación de recursos humanos que realizarían en forma coordinada entre el De-
partamento de Salud Mental del Ministerio de Salud y el hospital Psiquiátrico. 
El aumento de cobertura de atención no contempla la estrategia a ser llevada 
adelante ante las di%cultades que enfrentan las personas con discapacidad para 
acceder a servicios de salud de calidad en sus comunidades, entre ellas, la falta 
de accesibilidad y la resistencia a atender a las personas con discapacidad en los 
centros públicos generales29.

Cabe señalar que la ampliación del hospital Psiquiátrico es un avance que no 
apunta a una política de salud mental que coloque el acento en la prevención 
y en la atención precoz, sustentada en una visión más social de esta proble-
mática. 
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Paraguay cuenta con un único hospital siquiátrico ubicado en Asunción, el 
cual recibe el 66% del presupuesto destinado a la salud mental. El hospital 
posee un promedio de trescientas camas con una mayoría de pacientes con 
esquizofrenia. La nueva infraestructura edilicia con 92 camas para hombres y 
mujeres no especi%ca la  existencia de espacios exclusivos para adolescentes 
internados30. 

Tal como sugiere la tendencia internacional así como las recomendaciones de 
la Relatora Devandas Aguilar (2015), el Estado paraguayo debe encaminar es-
fuerzos para descentralizar la hospitalización psiquiátrica para evitar la pro-
blemática descrita y múltiples violaciones a lo establecido en la CDPD. A más 
del abandono, otras prácticas existentes en el hospital violentan los derechos 
fundamentales de las personas con discapacidad, según lo establecido en la 
CDPD, ya que aún persiste la sala de pacientes crónicos con personas con dis-
capacidad psicosocial que se encuentran privadas de libertad, por razón de su 
discapacidad (MNP, 2015).



Según datos o%ciales de agosto del 2016 aportados por la Dirección del Hospi-
tal Psiquiátrico, el 70% de las personas pacientes ppsiquiátricas fueron abando-
nadas en el servicio por su propio entorno familiar31. Esta es una pauta cultural 
muy arraigada en nuestro país, que se sustenta en prejuicios, incomprensión, 
intolerancia, miedo, actitudes de una parte importante de la población para-
guaya hacia personas con trastornos mentales. 

De acuerdo a lo observado por la Relatora de Naciones Unidas en su visita al 
hospital Neuropsiquiátrico, personas con discapacidad internadas en el hospi-
tal son sometidas a tratamientos médicos e incluso a terapia electroconvulsiva 
sin su consentimiento, además de poder ser víctimas de encierro unipersonal 
o celdas de aislamiento, viviendo en condiciones que atentan contra su integri-
dad física y mental (Devandas Aguilar, 2016). Las mismas no tienen acceso a la 
justicia y en numerosos casos no cuentan con documentos de identidad, tor-
nándose cada vez más frecuente en el país internar a personas con discapacidad 
sin orden judicial (Ídem; MNP, 2015).

Dentro de la Red Integrada de Servicios de Salud, los servicios públicos de 
atención a la salud mental existentes a nivel país, más allá del hospital Psiquiá-
trico, son el Centro de Control de Adicciones de Asunción, 72 servicios de Sa-
lud Mental Ambulatoria, una Unidad de Salud Mental con hospitalización en 
Pedro Juan Caballero y cuatro centros de día, tres de los cuales se encuentran 
en Asunción y uno en Yaguarón, departamento de Paraguarí32. 

El Estado paraguayo recibió, asimismo, la recomendación de la Relatora De-
vandas Aguilar (Ídem) de rescatar la iniciativa de los hogares sustitutos como 
medidas de apoyo para promover la reincorporación a la vida en comunidad 
de personas con discapacidad que fueron institucionalizadas en el siquiátrico 
de Asunción. Esto, a %n de brindar una gama completa de servicios de apoyo 
para la vida independiente en la comunidad y prevenir violaciones sistemáticas 
de los derechos de las personas con discapacidad social.  También recibió la re-
comendación de dicha relatora de reconsiderar la decisión de ampliar el hospi-
tal Psiquiátrico y en su lugar reasignar los recursos para fortalecer y desarrollar 
en servicios de apoyos comunitarios que respeten la libertad y la integridad de 
estas personas y que promuevan su independencia y autonomía. Pero se acaba 
de inaugurar esta ampliación, desoyendo aquellas orientaciones y recomenda-
ciones realizadas por el organismo. 



La población infantojuvenil con di%cultades mentales es la más desfavorecida, 
pues no existen centros de internación para niños y adolescentes a nivel país y 
esta población es atendida por profesionales de la sicología o la sicopedagogía 
de manera ambulatoria en centros comunitarios o privados. Se requiere mayor 
cantidad de recursos humanos en salud mental formados para atender a la po-
blación infantojuvenil en nuestro país33.
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Durante el período de observación, aún se encuentra funcionando un pabellón 
denominado Psiquiátrico en el Penal de Tacumbú, destinado a personas con 
trastornos mentales, lo que atenta contra lo establecido en el artículo 23 de la 
Ley Nº 1286/98 Código Procesal Penal sobre inimputabilidad de personas con 
trastornos mentales graves. Al respecto, no se cuenta con información sobre 
las condicionantes propias de dicha privación como el encierro, hacinamiento, 
problemas de relacionamiento, alimentación y salud, que no son las más ade-
cuadas para un ambiente favorable a la salud mental. 

Otros datos incluidos en el Informe Anual 2015 del Mecanismo Nacional de 
Prevención de la Tortura (MNP), referido más arriba, han revelado la presencia 
de mujeres portadoras de discapacidad en varios penales de mujeres, quienes 
se encuentran expuestas a situaciones de vulneración debido a su condición 
sicofísica (inadecuada infraestructura, ausencia de servicios sanitarios especia-
lizados, programas de rehabilitación, etc.). 

Una investigación culminada en 2016 (Vargas Peña, 2016) en el Penal de mu-
jeres del Buen Pastor encontró un 36,1% de riesgo suicida en 108 mujeres 
encuestadas, cifra que es mucho mayor a la población general y a cifras arro-
jadas por otros estudios realizados en centros penitenciarios en América del 
Sur. Se encontró que gran parte de la población presenta al menos 3 factores 
de riesgo asociados. El 25,9% presentó riesgo leve de suicidio (entre 6-8 pun-
tos), 7,5% moderado (entre 9-11 puntos) y 2,8% riesgo grave (entre 12-15 pun-
tos), los cuales son rangos establecidos por la investigadora a partir de una 
puntuación de 6 en la Escala de Plutchik). Los resultados mostraron que 38% 
de las internas del grupo de estudio tenía depresión. Estos valores son mayo-
res que los de población general, de las cuales el 27,8% presentaba depresión 
moderada a grave, tasa que sobrepasa ampliamente el 15-25% de prevalencia 
estimada a nivel mundial.



A pesar de contar con un Plan Nacional de Salud  Integral y Reinserción So-
cial en Establecimientos Penitenciarios del Ministerio de Justicia34 y que este 
incluye en su Eje 1 trabajar en cooperación con el Ministerio de Salud Públi-
ca para diagnosticar problemas psicológicos y ppsiquiátricos, en el estudio 
citado sobre riesgo suicida, el 65,7% (71 internas) de la población del penal 
femenino nunca recibió tratamiento psicológico o psiquiátrico. 

Partiendo de la premisa de que los derechos sociales deben ser para todas las 
personas y no solo para algunas, se plantea que una rearquitectura de la seguri-
dad social es importante para que se implante el Estado social de derecho que 
establece la Constitución Nacional, cuyo cumplimiento está pendiente. Cual-
quiera sea el sistema que se adopte el proyecto debe contemplar en el menor 
tiempo posible salud accesible para todas las personas. Sea a nivel de un subsis-
tema, sea a nivel del Sistema Nacional de Salud. Los índices penosos de salud y 
desatención del Paraguay deben ser mejorados. 

A continuación citamos algunas prioridades y necesidades urgentes en materia 
del derecho a la salud, incluida la salud mental, en la que el Estado paraguayo 
debe imprescindiblemente avanzar en el periodo: 

Proporcionar cobertura universal por lo menos en las intervenciones bá-
sicas a lo largo del ciclo vital, en vez de invertir recursos %nancieros en los 
ciclos operativos de hiperfocalización de destinatarios.

Acabar con los retrocesos en cuanto a la atención primaria de salud, que 
implican la alianza entre las familias y la comunidad con el MSPyBS, la co-
ordinación intersectorial y la promoción de la salud. 

Ampliar las coberturas y disponibilidad de agua potable y saneamiento ade-
cuado, ya que los mismos presentan dé%cit en nuestro país e impiden una 
vida saludable. 

Incrementar programas de salud especializada para grupos poblacionales 
que lo requieran como por ejemplo; mujeres, niñas, niños, adolescentes, po-
blaciones geriátricas del MSPyBS; promover el envejecimiento activo y las 
relaciones intergeneracionales; de modo que las personas adultas mayores.

Diseñar e implementar políticas públicas cuyas intervenciones y campañas, 
etc., muestren la necesidad de reducción de la violencia basada en el género, 
en ámbitos institucionales y en todas las esferas de la vida social.



Garantizar la laicidad en todos los ámbitos del Estado. Así también realizar 
una gestión de la salud desde las propias necesidades, construir capacidades 
hacia la igualdad de género en el personal de salud, entre los usuarios de 
salud pública y otros.

Incrementar  el %nanciamiento para el MSPyBS conforme a estándares de 
progresividad y su%ciencia.

Profundizar en la regulación y control de la prestación de servicios de salud 
privados, hospitalarios, de seguro y de otra índole, a %n de exigir un estándar 
mínimo y evitar una primacía del mercado y la corrupción por encima de 
los derechos de las personas. 

Contar con un marco rector en educación sexual y reproductiva en donde 
los niños, niñas y adolescentes puedan contar con información a través de 
la educación  que les permita evitar situaciones vinculadas a la violencia, al 
abuso y explotación sexual, embarazos no plani%cados, además de enfer-
medades de transmisión sexual infecto-contagiosas. Realizar protocolos de 
tamizaje y evaluación para la identi%cación de personas con riesgo suicida, 
privadas de libertad a %n de poder intervenir oportunamente, así como la 
presencia de programas de salud mental, que involucren al personal peni-
tenciario en general y a médicos psiquiatras y psicólogos tanto para dismi-
nuir el impacto de ciertos trastornos mentales y ayudar a las personas reclui-
das a hacer frente al estrés psicológico y emocional de su condición. 
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El 5 de mayo la Ministra de Educación Marta Lafuente comunicaba o%cial-
mente su renuncia al cargo durante una conferencia de prensa en Mburuvicha 
Róga. De esa manera se cerraba un proceso iniciado en el mes de marzo con 
el escándalo conocido como “cocido de oro”1 y que luego derivó en la toma de 
un colegio capitalino con apenas 10 estudiantes. La incapacidad por parte del 
equipo de la cartera educativa para administrar el con&icto resultó en la multi-
plicación de la resistencia estudiantil, que rápidamente se reprodujo en más de 
100 escuelas de todo el país2. 

La secretaria de Estado, al informar sobre su renuncia, defendió su gestión y 
negó de manera rotunda los hechos de corrupción de los que fuera acusada: 

“Nunca toqué un solo guaraní de lo que no me pertenece; regresaba incluso 
más de lo que la ley me exigía cuando me entregaban viáticos para viajes in-
ternacionales”, aseguró durante la referida conferencia de prensa. Asimismo, 
lamentó que “se hable muy poco de la educación y demasiado de la ministra” y 
dijo que si la noticia era ella y no la calidad educativa “no tenía nada más que 
hacer” en el cargo3.

Durante todo el proceso que duró el con&icto, las %guras que ocuparon las 
primeras noticias fueron la Ministra de Educación y los estudiantes con sus rec-
lamos. En simultáneo  se reiteraban en diferentes puntos del país noticias sobre 
derrumbes de establecimientos escolares4. La urgencia de los temas (como ya 
es usual en el campo de la educación) volvió a desplazar a la calidad educativa 
como eje de re&exiones, debates y demandas ciudadanas. Desde la perspectiva 
del derecho a la educación, la situación en nuestro país se de%ne precisamente 
por reunir –al mismo tiempo– cuestiones relacionadas con carencias básicas 
para el goce del derecho con temas que hacen al sentido mismo de la educación, 
y aparentemente siempre resulta más fácil disputar sobre los aspectos de infrae-
structura5 o de gestión que acerca de los %nes, los modos y las formas pedagógi-
cas necesarias.  En medio del tenso con&icto surgido en la cartera educativa, el 



Fondo de Poblacion de las Naciones Unidas (UNFPA, por sus siglas en inglés) 
presentó el informe  Paraguay Joven. Informe sobre Juventud, en el cual expuso 
con cifras preocupantes la situación de una dimensión básica del derecho a la 
educación: más de un millón de jóvenes y adolescentes se encuentran fuera del 
sistema educativo (UNFPA, 2015).

Por otro lado, una crónica periodística publicada en el mes de setiembre daba 
cuenta de la vida cotidiana de estudiantes y docentes en Concepción, en un 
marco donde conviven “criminales, narcos y militares”6. El hecho con%gura 
una situación particular en el contexto del derecho a la educación. En el in-
forme correspondiente al año 2013 ya se había recomendado “desvincular a 
los establecimientos escolares de los procesos de militarización,  de%nirlos y 
protegerlos como ‘espacios de paz’” (Corvalán, 2013). La persistencia del tema 
exige reconocer su existencia porque no solo se estaría afectando el derecho a 
la educación, sino una serie de derechos básicos de la infancia y adolescencia 
(juego, recreación, participación). Al mismo tiempo, dicha situación implica la 
necesidad de una a%rmación inmediata y explícita de la plena vigencia de las 
obligaciones internacionales en derechos humanos del Estado paraguayo y un 
compromiso con el fortalecimiento de la tutela en cuanto a derechos económi-
cos, sociales y culturales. No es posible imaginar la realización del derecho a la 
educación sin la protección de derechos básicos de la población.

Se destaca que “el núcleo esencial del derecho a la educación comprende, entre 
otros elementos, la disponibilidad, el acceso, la permanencia y la calidad en el 
sistema educativo” (Defensoría del Pueblo, 2003: 87).

El artículo 73 de la Constitución Nacional señala, en ese sentido, que “toda 
persona tiene derecho a la educación integral y permanente, que como sistema 
y proceso se realiza en el contexto de la cultura de su comunidad”. Por su parte, 
el artículo 74 expresa que “se garantizan el derecho de aprender y la igualdad de 
oportunidades al acceso a los bene%cios de la cultura humanística, de la ciencia 
y de la tecnología, sin discriminación alguna”7.

El Código de la Niñez y la Adolescencia, en su artículo 21, inciso d, expresa que 
el sistema educativo garantizará al niño, niña y adolescente, en concordancia 



con lo dispuesto en la Ley General de Educación, “el acceso a escuelas públicas 
gratuitas cercanas a su residencia”.

Se reconoce que “tradicionalmente, el derecho a la educación ha sido entendido 
de manera restringida como derecho a acceder a la educación. No obstante, el 
derecho a la educación va mucho más allá de la matrícula, de la educación es-
colar, de completar o aprobar un determinado nivel y de obtener un certi%cado” 
(Torres, 2005: 74). Sin embargo, la existencia de di%cultades a nivel del acceso a 
la educación señala la persistencia de un importante obstáculo que con%gura 
una violación del derecho a la educación y crea las condiciones para sumar otras 
violaciones. Al violarse el derecho al acceso al sistema educativo, se impide la 
democratización del aprendizaje en los términos enunciados en el artículo 74 de 
la Constitución Nacional. Y es clave remarcar que “democratizar el aprendizaje 
signi%ca no sólo asegurar una educación de calidad, sino generar condiciones 
esenciales de vida que permitan liberar tiempo y energías para aprender tanto 
dentro como fuera de la escuela, en la familia y en la comunidad” (Torres, 2005).

.K8&1+&2%&3"##9%&+%&6280$&1+&2%&8"8)+3$&+120$)"7(

En el documento Paraguay Joven. Informe sobre juventud, al abordar el tema 
del acceso al sistema educativo, se exponen los siguientes datos: “El 55,6% de 
adolescentes y jóvenes entre 15 y 29 años no asiste actualmente a un estableci-
miento de enseñanza, lo que implica que más de un millón de adolescentes y 
jóvenes se hallan fuera del sistema educativo, con los riesgos que esto conlleva” 
(UNFPA, 2016). Particularmente en el caso de los adolescentes, la inasistencia 
es del orden del 28,7%. El siguiente grá%co describe el problema:

Fuente: Paraguay Joven. Informe sobre Juventud. Fondo de Población de las Naciones Unidas. Asunción, 2016.
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Las marcadas diferencias de asistencia entre el sector rural y urbano (una bre-
cha de 15,2 puntos porcentuales) se relacionan igualmente con las brechas de 
pobreza entre ambos sectores: “La tendencia sigue mostrando que la pobreza 
se concentra mayormente en la zona rural, especialmente la pobreza extrema” 
(Ídem).

Esto se mani%esta también en las razones de inasistencia escolar: “adolescentes 
y jóvenes no permanecen en el sistema educativo principalmente por razones 
económicas; en las mujeres –además– cobran relevancia los motivos familiares” 
(Ídem). El siguiente grá%co describe la situación:
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En el grá%co puede observarse el peso signi%cativo de lo económico (que inclu-
ye la necesidad de trabajar, el no contar con recursos en el hogar y el costo de 
materiales) entre las razones para dejar de estudiar.

Respecto a “los motivos familiares” (con porcentajes más altos en las mujeres), 
debe señalarse que “se asocian fuertemente a la construcción de roles de género 
en el hogar, porque el 82% de quienes señalaron esta causa son mujeres, lo cual 
muestra la plena vigencia de estereotipos de género en la división sexual del 
trabajo doméstico, en perjuicio de las mujeres” (Ídem). Se destaca también, en 
este sentido, que “una parte importante de adolescentes y jóvenes que %guran 
en la categoría de los que ‘no estudian ni trabajan’, realizan labores del hogar, 
especialmente las mujeres y en zonas rurales” (Ídem).

Igualmente debe llamar la atención que entre las razones personales para dejar 
de estudiar aparezcan el “no desear estudiar” o “considerar que la escolaridad 
alcanzada es su%ciente”. Ambos “podrían estar relacionados a la percepción de 
la falta de pertinencia de la educación en la consecución de logros en diversos 
ámbitos de la experiencia social” (Ídem). De hecho, una de las conclusiones 
del estudio destaca que “el sector educativo formal no retiene a adolescentes y 
jóvenes, y muestra carencias en la calidad educativa” (Ídem).

Los datos muestran que la cuestión del acceso al sistema educativo no con%gu-
ra solo un problema a ser resuelto únicamente desde el sector educativo. Una 

“justicia educativa (iguales oportunidades de educación y aprendizaje a lo largo 
de toda la vida para todos) solo puede ir de la mano de justicia económica (sa-
tisfacción de las necesidades básicas de toda la población, entre ellas la propia 
educación)” (Torres, 2005).
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Arroyito es actualmente un distrito del departamento de Concepción y en la 
zona existe un modelo de producción alternativo, pero también se encuentra 
en el medio del fuego cruzado entre el Ejército del Pueblo Paraguayo (EPP) y la 
presencia de la Fuerza de Tarea Conjunta (FTC). De hecho, el Mecanismo Na-
cional de Prevención de la Tortura (MNP) caracteriza al territorio que incluye 
Concepción y San Pedro “como un área de afectaciones generalizadas de la lib-
ertad de sus habitantes” (MNP, 2016). En la zona intervienen diferentes grupos 
armados: las fuerzas estatales conformadas por los grupos constitutivos de la 
fuerza pública (Policía Nacional y Fuerzas Armadas) y la Secretaría Nacional 
Antidrogas (Senad); los grupos armados extraestatales compuestos por el Ejér-
cito del Pueblo Paraguayo (EPP), la Agrupación Campesina Armada (ACA) y 
distintos grupos ligados al narcotrá%co. Se cita igualmente entre estos grupos 
armados extraestatales a los que se encuentran al servicio de agroproductores y 
ganaderos. Los cruces, intersecciones, complementariedades, confrontaciones 
entre todos estos grupos, generan un contexto particularmente complejo, pero 



que de%nitivamente resulta la contracara de las condiciones requeridas para el 
disfrute del derecho a la educación, entre otras cosas.

Una crónica periodística describe algunos hechos asociados a dicho contex-
to: “En 2015, en una cancha de fútbol a 500 metros de la escuela Maricevich, 
miembros de la FTC interrumpieron un partido a balazos, supuestamente per-
siguiendo a integrantes de un grupo armado. «Aquí hay niños que dejaron de 
venir a la escuela por eso. Tienen miedo porque tienen que pasar por ese lugar», 
cuenta Neder Gómez”, vicedirector de la escuela. “Luego del último atentado 
contra los ocho militares, se dio una situación similar. Otro docente de Ar-
royito, Francisco Adorno, contaba en una entrevista televisiva, en el Programa 
Algo Anda Mal: «Antes los niños veían un avión y corrían de alegría. Ahora 
ven uno y corren de miedo»8. Una tanqueta con militares armados se estaciona 
frente a la escuela Maricevich desde entonces. «Nosotros queremos tanques de 
agua, no de guerra», dice Francisco Jara, concejal de Horqueta”9.

El informe del MNP también rescata un hecho ocurrido en la ciudad de San 
Pedro, en el contexto del movimiento “UNA no te calles”: “Los estudiantes 
denunciaron que estando en tiempo de manifestación por las reivindicacio-
nes que planteaban, las fuerzas de tareas conjuntas ocuparon calles usadas de 
acceso a la Universidad y realizaban un control documental que molestaba y 
retrasaba a la gente; todo ocurría con apoyo de tanques y armas que parecían 
de guerra, por su porte” (MNP, 2016).

Asimismo, en Yaguareté Forest, “un grupo de docentes y estudiantes fueron 
detenidos en el camino, sin motivo, por aproximadamente 30 minutos. Estas 
personas se dirigían en moto hacia un punto de encuentro desde el que deci-
dieron hacer una protesta con estudiantes y docentes de otros distritos. Fueron 
inquiridos por los policías en el sentido de que aclaren que con qué permiso 
contaban para tal movilización ciudadana” (Ídem).

Resulta evidente que la militarización del territorio posee un carácter consti-
tuyente porque rede%ne las relaciones comunitarias y de la vida cotidiana en 
clave de guerra, donde el primado de la seguridad, que se traduce en la exas-
peración de controles en rutas, calles, potenciación de trabajos de inteligencia 
que multiplica las sospechas y la descon%anza en la población, instala como 
natural la gestión en términos militares de las amenazas. Esto produce dos 
consecuencias: a) ciertas categorías de seres humanos, por ser sospechosas de 
connivencia con el enemigo, son despojadas de las garantías jurídicas constitu-
cionalmente establecidas, y b) se crea un estado de acusación virtual y real de 
los grupos humanos considerados peligrosos (Dal Lago, 2014) .



Esta función constituyente de los procesos de militarización con%gura un con-
texto de%nido por el MNP como de “afectaciones generalizadas de la libertad 
de sus habitantes” y debe señalarse que el derecho a la educación resulta espe-
cialmente sensible a la situación de disfrute de los demás derechos. Un informe 
del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) difundido en 
el 2009, ante el registro de un proceso acelerado y desproporcionado aumento 
de los niveles de pobreza, ya señalaba que “los jóvenes han crecido y se han so-
cializado en un contexto en el cual la inseguridad ya era un problema. Se trata 
de la primera generación de jóvenes para los que la inseguridad como amenaza 
aleatoria sobre cada uno en cualquier lado, es un dato que hay que aprender 
a gestionar cotidianamente” (PNUD, 2009). Destacaba el informe que “casi 
80% de los adolescentes experimentan al menos una privación” (Ídem) y si 
a este panorama se le agrega hoy, en los casos de Concepción y San Pedro, la 
presencia constante de una trama de grupos armados que se disputan el con-
trol de población y territorio, se tiene un problema cuyos rasgos en términos 
de derivaciones a nivel personal, comunitario, social y cultural se desconocen 
actualmente, debido a la invisibilización de los mismos a nivel de las políticas 
sociales implementadas, del abordaje de los medios masivos de comunicación 
y, en especial, de las ofertas educativas o%ciales. Particularmente en el caso de 
niños, niñas y adolescentes, un estudio realizado en Colombia muestra, entre 
otras consecuencias, que la capacidad de vinculación y las habilidades sociales 
son probablemente las que más resultan afectadas en las poblaciones sometidas 
a intensos procesos de militarización.

Si en el informe del 2013 una de las recomendaciones planteaba la necesidad 
de proteger las escuelas de las derivaciones de los procesos de militarización en 
términos de de%nirlas como “espacios de paz”, actualmente dicha recomenda-
ción resulta débil ante la situación planteada por la persistencia de los grupos 
armados que despliegan una serie de modalidades de relación con la población 
afectando derechos básicos.

Las dos situaciones expuestas –más de un millón de adolescentes y jóvenes fue-
ra del sistema educativo y los territorios afectados por procesos de militariza-
ción– plantean la urgencia de la a%rmación estatal con la tutela de los derechos 
políticos, sociales, económicos y culturales, por tanto son claves determinadas 
acciones en dicha línea:

Reiterar la necesidad de implementar el Plan Nacional de Derechos Huma-
nos de conformidad con las recomendaciones del Comité de Derechos Hu-
manos de la ONU y el Plan Nacional de Educación en Derechos Humanos.

Adecuar las estrategias y política de seguridad gubernamental a la luz de los 
criterios del derecho internacional de los derechos humanos.



Considerar el per%l de la exclusión educativa con el propósito de adoptar 
todas las medidas necesarias para alcanzar la inclusión completa lo más 
pronto posible.

Implementar, de manera particular en los territorios actualmente militariza-
dos, Planes de Desarrollo que tengan un eje trasversal de derechos humanos. 
Las obligaciones internacionales del Estado en derechos humanos compro-
meten a todas sus instancias a incorporar los derechos humanos en todas las 
estrategias, políticas y acciones, y requieren del concurso de todas las ramas 
del poder público.
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En Paraguay, por largos años del período independiente se ha desconocido  la 
diversidad lingüística. Ya en los primeros años de la independencia, especí%-
camente el 15 de febrero de 1812, la Junta Superior Gubernativa, a través del 
documento “Instrucción para Maestros de Primeras Letras”, había establecido 
la necesidad de eliminar el guaraní de las escuelas, al tiempo de prescribir que 
las enseñanzas seimpartirán solamente en castellano. En esos años de la vida 
independiente, el  guaraní era el idioma único del país, hablado por la totalidad 
de la población, y el castellano utilizado por un bajísimo porcentaje. Pese a ser 
la lengua absolutamente minoritaria, el Estado paraguayo asumió como lengua 
de trabajo el idioma de los conquistadores expulsados del poder y soslayó el 
guaraní, idioma único de esos tiempos. En la actualidad la situación no ha va-
riado sustancialmente y la negación de la lengua guaraní y de las demás lenguas 
de los pueblos indígenas que pueblan nuestro territorio ha sido la constante en 
la legislación paraguaya.

En 1967 por primera vez, gracias a la presión de sus hablantes, el guaraní fue 
reconocido en la Carta Magna como lengua nacional, pero no como o%cial. Tu-
vieron que pasar 25 años para que la Asamblea Nacional Constituyente de 1992 
reconociera esta lengua propia del país como idioma o%cial, junto con el caste-
llano. La concreción de la o%cialidad establecida en la Constitución, empero, ha 
quedado supeditada  a la aprobación de una normativa, que %nalmente fue la 
Ley N° 4251/10 de Lenguas, norma que establece las modalidades de utilización 
de las lenguas o%ciales, como también los derechos lingüísticos, individuales, 
comunitarios y colectivos, al tiempo de crear las instituciones responsables de 
su aplicación. 

Las lenguas son herramientas de comunicación que construimos los seres 
humanos para nuestra convivencia. Sin ellas no habríamos llegado al grado 
de desarrollo social, político y económico a que hemos llegado. Pero el ayvu, 
lenguaje humano, no es solo elemento de comunicación; el mismo constituye 
el límite que nos separa de los otros seres que habitan la tierra. A través de 
las lenguas, parafraseando a Claude Hagège(2001), ponemos nuestro universo 
en palabras; ellas representan la visión del mundo de sus hablantes. Cada len-
gua caliza culturas, modos de vida, visiones y valores diferenciadores de cada 
grupo humano que la habla. De esto se desprende la importancia del lenguaje. 
Manteniendo la diversidad lingüística se mantiene la diversidad de visiones, de 
formas de ser y estar en el mundo.

La Constitución Nacional de 1992 (art.140) declara al Paraguay como un país 
pluricultural y bilingüe reconociendo como idiomas o%ciales el castellano y el 
guaraní. Añade que “la ley establecerá las modalidades de utilización de uno 



y otro”. Asimismo, reconoce que “las lenguas indígenas, así como las de otras 
minorías, forman parte del patrimonio cultural de la Nación”.

Garantiza, a más de ello (art. 77), la enseñanza en la lengua materna o%cial del 
educando, por lo que las comunidades indígenas que no son guaraní parlantes 
quedan excluidas de este derecho consignándose que se podrá elegir uno de los 
dos idiomas o%ciales. 

En tanto, la Ley N° 28/92 modi%ca el artículo 1° de la Ley N° 68/90, y declara 
obligatoria la inclusión de los idiomas nacionales, el español y el guaraní, en el 
Currículum Educativo tanto en los niveles primarios, secundario y universi-
tario. En el artículo 2° establece que se implementarán programas para su uso 
correcto y se fomentará su difusión y prestigio. 

Entre las medidas ya mencionadas, la Ley N° 1.264/98 General de Educación 
(art. 31) contempla “programas de prevención de di%cultades del aprendizaje, 
así como sistemas de evaluación para la detección precoz de condiciones inte-
lectuales superiores, inferiores y de%ciencias sensoriales para tomar medidas 
oportunas y adecuadas a cada caso”.

La Ley N° 3231/07 creó la Dirección General de Educación Escolar Indígena 
dentro del Ministerio de Educación y Cultura (MEC). Desde esta dirección 
se plani%ca y desarrolla la educación indígena, y dentro de ella se aborda la 
implementación de la enseñanza en las lenguas indígenas y de las dos lenguas 
o%ciales en las escuelas de las comunidades indígenas. La misma establece que 
las escuelas indígenas tendrán un currículum elaborado de acuerdo con las 
especi%cidades étnicas y culturales de cada pueblo.

Además, esta ley creó dos instancias muy importantes en las cuales participan 
los representantes de los pueblos indígenas: el Consejo Nacional de Educación 
Indígena, que es una instancia de coordinación del Sistema de Educación Indí-
gena Nacional, y las Áreas de Educación Escolar Indígena, que se constituyen 
en instancias de participación de los diferentes pueblos indígenas acerca de los 
procesos escolares en sus respectivas zonas geográ%cas. 

La Ley N° 4.251/10 de Lenguas es la más importante normativa lingüística del 
Paraguay, que establece la obligación del Estado de funcionar en sus dos len-
guas o%ciales: el guaraní y el castellano. En su artículo 3° declara: 

Las lenguas o!ciales de la República  tendrán vigencia y uso en los tres Poderes 
del Estado y en todas las instituciones públicas. El idioma guaraní deberá ser 
objeto de especial atención por parte del Estado, como signo de la identidad cul-
tural de la nación, instrumento de cohesión nacional y medio de comunicación 
de la mayoría  de la población paraguaya.



Esta ley reconoce tres tipos de derechos relativos a las lenguas: derechos lin-
güísticos individuales, derechos lingüísticos colectivos nacionales y derechos 
lingüísticos colectivos comunitarios.  
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Paraguay ha rati%cado importantes instrumentos internacionales que estable-
cen marcos en el campo de las lenguas. Entre estos el Convenio N° 169 sobre 
Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes de la Organización In-
ternacional del Trabajo (OIT); la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos de los Pueblos Indígenas, que ha sido adoptada en el 2007 por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas y hace relación a los pueblos indíge-
nas del mundo. Garantiza los derechos colectivos e individuales de dichos pue-
blos, especialmente sus derechos a tierras, territorios, bienes, recursos vitales, 
cultura, lenguas, educación salud, etc. 

Asimismo, el Comité Internacional contra toda forma de Discriminación Ra-
cial (CERD), recomendó al Estado Paraguayo que como Estado parte “imple-
mente sin dilación la Ley de Lenguas Nº 4.251/10, %jando un plan de concreción 
y un presupuesto adecuado, en especial a lo relativo al uso de ambas lenguas 
o%ciales en condiciones equitativas, incluyendo en las áreas de la educación y 
la formación profesional y en la administración de la justicia” (CERD, 2016). 
También recomendó que Paraguay “tome en consideración la opinión Nº 1 
(2009) del mecanismo de expertos/as sobre el derecho de los pueblos indígenas 
a la educación en sus esfuerzos para cultivar y fortalecer las lenguas indígenas 
y de otras minorías” (Ídem).

Las leyes lingüísticas paraguayas son claras y establecen las garantías necesarias 
para que las personas hablantes vivan en sus propias lenguas. Con respecto a la 
lengua guaraní, la Ley de Lenguas inclusive establece acciones positivas hacia 
ella. De esta manera se pretende, a través de la legislación, prestar mayor aten-
ción a esta lengua históricamente minorizada y  devolver a sus hablantes los 
derechos conculcados por décadas y siglos. El inicio impetuoso y esperanzador 
de aplicación de esta normativa ha sido frenado desde el Poder Ejecutivo hace 
dos años. Resulta predecible que las mismas políticas se irán aplicando durante 
todo este periodo de gobierno. En diciembre de 2015 venció el “periodo de 
gracia” de cinco años desde la aprobación de la ley para que el Estado garantice 
que la totalidad de su funcionamiento institucional se desenvuelva en ambas 
lenguas, una meta a la que no se ha llegado. 

En la actualidad, a nivel planetario las lenguas están amenazadas. Las institu-
ciones que trabajan en su defensa y promoción (UNESCO, 2010) a%rman que, 



de las 6.000 lenguas habladas en la actualidad, 4.000 están amenazadas y que 
podrían desaparecer en los próximos 50 años si las sociedades y los Estados no 
toman acciones decididas para salvarlas. Para garantizar la vitalidad futura de 
las lenguas no solo hacen falta normativas lingüísticas, sino fundamentalmente 
voluntad, presupuestos y creatividad de las personas que dirigen las institu-
ciones o%ciales encargadas de la aplicación de las políticas establecidas para la 
salvaguarda de las mismas. Asimismo, es necesaria la participación activa de la 
sociedad para defender su lengua.

La diversidad es una condición necesaria para la vida. La biodiversidad es la re-
gla en la naturaleza; mantener vivos a los diferentes seres que en ella habitan es 
una condición necesaria para el equilibrio de la naturaleza. Lamentablemente 
las acciones humanas han devenido negativas al ecosistema. La irresponsabili-
dad humana ha eliminado millones de especies animales y vegetales de la faz de 
la tierra. Debido a estas acciones ecocidas, hoy en día la naturaleza está sufrien-
do profundos desequilibrios que afectan y ponen en peligro la vida humana y la 
de los demás seres vivos. El cambio climático, el efecto invernadero, las lluvias 
ácidas y otros comportamientos ambientales que nos afectan negativamente en 
las últimas décadas son resultados de las irresponsabilidades humanas. 

El mismo desequilibrio producido en el ecosistema se está reproduciendo en 
el campo cultural y lingüístico. El modelo de globalización mercantilista im-
puesto desde las altas esferas económicas es adverso para todas las diversida-
des, entre ellas a la lingüística. Las lenguas amenazadas de extinción deben ser 
cuidadas y cultivadas para asegurar su vitalidad. Garantizando a sus personas 
usuarias el derecho de vivir en ellas se asegura la vitalidad de las mismas, al 
tiempo de ser una obligación del Estado y un derecho de sus hablantes. Esto 
también representa garantías para mantener el ecosistema lingüístico. La his-
toria lingüística demuestra que no existen experiencias en que una persona o 
sociedad haya abandonado sus lenguas y sus culturas por propia voluntad. Los 
pueblos pierden sus lenguas por varios factores, entre ellos la presión de una 
lengua más fuerte1 y por la inacción de los Estados para garantizarles el derecho 
de vivir en ellas. Una sociedad que puede vivir en su lengua jamás la abandona-
rá, siempre se mantendrá leal a ella. La diversidad lingüística es una necesidad, 
es una forma de hacer frente a los embates de esta globalización absolutista y 
mercantilista, es una condición necesaria para la vida, es una forma de mante-
ner la diversidad amenazada. El plurilingüismo también es condición para una 
relación intercultural y democrática, es una riqueza que debe ser mantenida y 
fortalecida. Defendiendo la diversidad lingüística se de%ende la vida.

A nivel mundial y a nivel local existe un proceso acelerado de uniformización 
cultural y lingüística; las diez lenguas más habladas del mundo2 se imponen a 



las más débiles. En Paraguay silenciosamente se desarrolla un proceso acelera-
do de empobrecimiento de la visión del mundo catalizada por la lengua guara-
ní. No solamente esta lengua se está empobreciendo en su corpus y perdiendo 
hablantes. Lo más grave es que las distintas formas de vida vehiculizadas por 
ella van desapareciendo, y esto es probablemente lo más grave. En Paraguay por 
ejemplo, hasta hace unas décadas era “el país de la palabra”. La palabra tenía 
valor, comprometer la palabra era comprometer la vida. “Ame’ẽma ichupe che 
ñe’ẽ” (le empeñé la palabra) era su%ciente; la palabra era más importante que 
toneladas de papeles sellados y %rmados. Esa %losofía de la palabra viene de 
los guaraníes. 

Así también vienen de la cultura guaraní y son catalizadas por la lengua, las 
relaciones sociales solidarias, en las cuales el ser humano se ubica encima de 
las mercancías, donde el ser humano se constituye en el centro motor de toda 
acción, en contraposición de la sociedad positivista envolvente que se nos im-
pone y que se caracteriza por el individualismo exacerbado, por la competencia 
y por anteponer el capital, el dinero y las riquezas al ser humano. Estas y otras 
formas de ver y estar en el mundo catalizadas por la lengua guaraní y demás 
lenguas indígenas se debilitan y van desapareciendo  por el abandono en que 
viven las lenguas en Paraguay. 

Es por estas razones que a%rmamos que defender lenguas es defender la diver-
sidad, defender la vida, defender la democracia, defender el libre pensamiento, 
defender al género humano. Al desaparecer una lengua –en palabras de Claude 
Hagège– se empobrece la mente humana (Hagège, 2001).
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El vergel lingüístico paraguayo está compuesto por un ecosistema muy rico y 
colorido, aunque históricamente negado. Además de las dos lenguas o%ciales, 
el guaraní y el castellano, los 19 pueblos indígenas mantienen sus lenguas y sus 
culturas. Así también, varios colectivos de inmigrantes conservan sus ethos 
propios. La Ley de Lenguas también reconoce la lengua de señas y garantiza su 
respeto. El Estado tiene la obligación de cuidar esa diversidad de manera que la 
misma sea mantenida y fortalecida. 

Las lenguas indígenas de Paraguay han recibido atenciones importantes en las 
últimas décadas y años. La Ley de Lenguas establece que la Secretaría de Polí-
ticas Lingüísticas (SPL) deberá atender primeramente las lenguas que están en 
peligro de extinción. Entre estas lenguas originarias el guaná y el manjui son las 
más amenazadas. La primera llegó a tener tan solo cuatro hablantes, las cuatro 
eran abuelas; pero en el 2013 la SPL inició con sus hablantes, el pueblo Guaná, 
un proceso de revitalización de la lengua. Después de tres años, los trabajos es-
tán teniendo los resultados esperados. La población joven está reaprendiendo 
su lengua con la ayuda de las mencionadas abuelas. 



La SPL también inició un proyecto de revitalización de la lengua manjui en 
el 2015 con el acompañamiento de sus hablantes. La experiencia también está 
arrojando resultados importantes. Por su parte, el Ministerio de Educación y 
Cultura (MEC), a través de la Dirección General de Educación Escolar Indíge-
na (DGEEI), está tratando el asunto lingüístico en las escuelas indígenas, con la 
participación de las comunidades. Es de subrayar que la mayoría de los 19 pue-
blos indígenas están recibiendo alfabetización en sus lenguas propias y luego 
en las lenguas o%ciales del Estado paraguayo. Lamentablemente estos esfuerzos 
por la revitalización y fortalecimiento de las lenguas indígenas no son acompa-
ñados por políticas más amplias para la recuperación de los territorios arreba-
tados a estas naciones, ya que para estos pueblos sin tekoha, territorio, no hay 
teko, cultura, y sin teko no se puede mantener el ayvu, la lengua. La plani%ca-
ción lingüística es una plani%cación social y, por tanto, no puede abordar sola-
mente el desarrollo de las lenguas, sino crear las condiciones socioeconómicas 
necesarias para vivir dignamente en un territorio y desarrollar las lenguas, de 
manera que sus hablantes puedan utilizarlas en los ámbitos de uso necesarios.

La situación de la lengua guaraní es la más preocupante en Paraguay. A pesar 
de ser la lengua mayoritaria, a pesar de que el 20% de la población solo se 
comunica en ella, pese a las normativas que establecen las acciones para su 
normalización y normativización, la misma sigue soslayada de las funciones 
del Estado. Más de 80% de la población que la habla no tiene el derecho de 
acceder a informaciones o%ciales en su lengua; como por ejemplo documentos 
personales, como la cédula de identidad que no se expiden en su lengua; leyes, 
decretos, señalizaciones de tránsito, informaciones o%ciales en general no son 
emitidos en la misma. El sistema educativo sigue dando las espaldas al guara-
ní; las escuelas, los colegios, las universidades siguen sin percatarse de que el 
país es bilingüe. El Ministerio de Educación y Cultura, las coordinaciones de-
partamentales y las supervisiones siguen funcionando única y exclusivamente 
en castellano. Es más, la ideología castellanista y antiguaraní se mantiene casi 
intacta; proyectos desarrollados para cambiar la racionalidad de la comunidad 
educativa hacia las lenguas o%ciales desarrollados en los primeros años de la 
reforma educativa han sido abandonados. Es inconcebible que en un país don-
de se desarrolla una educación bilingüe todas las instituciones encargadas de la 
misma funcionen formalmente solo en una de las lenguas. En estas condicio-
nes la educación bilingüe es una farsa y el supuesto bilingüismo de manteni-
miento seguirá siendo de transición.

Las políticas de desvalorización y estigmatización de la lengua guaraní han 
creado profundos con&ictos en sus hablantes, es decir, en más del 80% de la 
población paraguaya. La ideología unilingüista y racista impuesta por las élites 
ha construido una actitud ambivalente de las personas usuarias de esta lengua; 
por una parte, aman su lengua, desean mantenerse leales a ella, pero, por otro 
lado, tienen vergüenza en asumirla, dado que la misma generalmente es moti-
vo de discriminación y estigmatización, cuando debería ser de identidad y de 
orgullo. La negación del guaraní ha causado profundo mutismo en la pobla-



ción. La mordaza impuesta desde el Estado a las personas guaraníhablantes por 
largas décadas y siglos ha lacerado la autoestima de la población, hecho que 
incide negativamente en la democracia y libertad paraguayas, como también 
en el buen vivir. 
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Esta institución ha avanzado poco en el logro de su misión en estos cinco años. 
Dos son los principales problemas por los que atraviesa: el bajísimo presupues-
to y la pobre gestión de sus autoridades. En cuanto al presupuesto, en el primer 
año de vida institucional, el año 2011, se le había asignado cuatro mil millones 
de guaraníes, aproximadamente. El segundo año el mismo ha sido duplicado 
y llegó a cerca de ocho mil millones. Este presupuesto seguía siendo muy es-
caso para el desarrollo de la misión institucional. Pero apenas producido el 
golpe parlamentario de junio 2012, dicho presupuesto fue recortado y reducido 
a cuatro mil quinientos millones de guaraníes aproximadamente. Este monto, 
con menor o mayor variación, sigue vigente hasta el presente año. El actual 
gobierno no ha tenido la más mínima voluntad para devolver a la institución 
el presupuesto que se le había arrebatado; las actuales autoridades de la SPL 
tampoco han tenido la capacidad para buscar los mecanismos de recuperación 
del mismo, a pesar de la insistencia de algunos directivos en su interior en los 
primeros años de gestión. 

La escasez de recursos humanos en la parte técnica es otra de las limitaciones 
con que tropieza la SPL. En la misma trabajan un poco más de medio centenar 
de personas; 9 son directores y directoras y 43 funcionarios y funcionarias, de 
los cuales solamente 14 trabajan en la parte técnica. Desde hace más de un 
año, siete funcionarios están con sumarios administrativos y separados de la 
entidad (no van a trabajar), pero siguen percibiendo su sueldo. Dos años atrás, 
la SPL contaba con 60 funcionarios/as. Esta entidad va disminuyendo inexpli-
cablemente el número de personas que trabajan. Muchos de sus funcionarios y 
funcionaroas han dejado la institución y renunciado al rubro al que accedieron 
por concurso público; algunas personas han renunciado a la institución por 
diferencias con la actual administración. 

La Ley de Lenguas obliga a la SPL contar con planes y proyectos para el cumpli-
miento de sus objetivos. Al inicio de la gestión del presente gobierno, la institu-
ción inició la elaboración de un Plan Nacional de Lenguas. Durante el 2014 se 
elaboró el borrador de dicho plan y se realizaron la socialización y la consulta 
a nivel nacional. Dicha herramienta, inexplicablemente, no sido culminada ni 
aprobada por las autoridades correspondientes.

Con respecto a las lenguas indígenas, como ya se ha dicho en este informe, hay 
avances signi%cativos, a pesar de no ser su%cientes. Es con relación a la lengua 
guaraní que se ha avanzado poco o nada en los últimos años. En el campo de la 



educación, se sigue violando el derecho de los niños y las niñas guaraní hablan-
tes de recibir alfabetización en su lengua, así como garantizan la Constitución 
Nacional y las leyes. Venimos advirtiendo desde hace varios años sobre la vio-
lación de los derechos de los discentes guaraní hablantes en todo el país, al im-
ponérseles una alfabetización en lengua castellana. En las escuelas se aplicaba 
un test de competencia lingüística para determinar cuál de las lenguas o%ciales 
era la más predominante entre los alumnos y adoptar una de las modalidades 
de educación: Guaraní hablante (GG) e Hispano hablante (HH). La aplicación 
de este instrumento ha sido suspendida en los últimos años, según testimonio 
recogidos de los directores de centros educativos. 

Desde el MEC se exige  a las y los directores de escuelas que en la estadística 
institucional se complete en el casillero correspondiente con la HH. Si algún di-
rector o directora marca la GG, son exigidos a cambiar dicho documento. He-
mos denunciado en anteriores informes y ofrecido testimonios de directores/as 
de centros educativos que han aplicado los mencionados test  y que los mismos 
arrojaron como resultado que la mayoría de sus alumnos y alumnas venían a 
la escuela con la lengua guaraní. Cuando desde las direcciones presentaron los 
resultados a las supervisiones, hubo reacciones airadas de las supervisoras que 
les exigieron que cambiaran el informe y plasmaran en el documento que la 
mayoría de los discentes son castellano hablantes. Estos hechos se presentaron 
en los distritos de Capiatá y San Antonio, en el departamento Central. Si los 
resultados mencionados se presentaron en este departamento, en los depar-
tamentos del interior los casos previsiblemente son más numerosos, pues el 
monolingüismo guaraní de los alumnos y alumnas es la regla. Hemos corrobo-
rado que en las escuelas del interior del país, inclusive a aquellos monolingües 
absolutos en guaraní, se les está imponiendo la modalidad hispanohablante. El 
MEC tiene que explicar esta grosera violación de la Constitución Nacional y 
demás leyes nacionales, como también de los derechos lingüísticos. 

La lengua guaraní no ha llegado aún a la educación superior así como esta-
blecen las leyes. En varias universidades hasta ahora se prohíbe presentar tesi-
nas y tesis en esta lengua. La señorita Sintya Valdez Ayala, egresada de la ca-
rrera de Sociología de la Escuela de Ciencias Sociales y Políticas dependiente 
de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad Nacional de 
Asunción, preparó en guaraní la tesina para la culminación de la carrera. Los 
responsables académicos de esta casa de estudios rechazaron la investigación 
y la obligaron a traducirla al castellano si quería defenderla. La mencionada 
alumna es guaraní hablante, escribe tanto en guaraní como en castellano, pero 
la universidad le prohibió vivir su lengua. Este tipo de hechos se presentan en 
casi todas las casas de altos estudios, inclusive en aquellas que enseñan lenguas. 
Son pocos los estudiantes que optan por presentar trabajos prácticos y tesis en 
la lengua guaraní; el Estado debería apoyar e incentivar este tipo de iniciativas. 
Lamentablemente el hecho referido se presentó en la Universidad Nacional de 
Asunción. Esto indica que la propia universidad pública se sigue resistiendo a la 



democratización lingüística y al fortalecimiento de la identidad nacional, como 
también a respetar la Constitución Nacional y las leyes. 

La lengua guaraní no solamente necesita la normalización del uso; también ne-
cesita desarrollo de su corpus. Este trabajo queda en manos de la Academia de 
la Lengua Guaraní (ALG). Este cuerpo colegiado está trabajando y cumpliendo 
de acuerdo a sus posibilidades su %nalidad institucional desde el momento de 
su conformación en el año 2012, pero aún no cuenta con presupuesto como es-
tablece la Ley de Lenguas. Para el presente año, la institución solicitó un monto 
superior a los dos mil millones de guaraníes (G. 2.000.000.000) para cumplir 
mínimamente sus funciones, pero el monto aprobado fue de ciento setenta y 
cinco millones (G. 175.000.000). Este monto sufrió dos recortes, y %nalmente 
la suma a ser desembolsada en el último mes del año será de cincuenta y ocho 
millones quinientos mil guaraníes (G. 58.500.000).

Al no contar con ayudas del Estado, la Academia no podrá cumplir con todos 
sus %nes, como ser la elaboración del diccionario general de la lengua, de la 
gramática y las investigaciones necesarias para el desarrollo del corpus de esta 
lengua, que representarán muchas inversiones, dado que se necesitará contra-
tar especialistas internacionales, por ejemplo en elaboración de diccionarios. 
Por otra parte, la Academia hasta el momento no cuenta con una o%cina ni 
con personal rentado. En estas condiciones difícilmente podrá cumplir con las 
funciones que le ha establecido la Ley de Lenguas. La falta de mayor moderni-
zación y desarrollo terminológico constituyen limitantes para la normalización 
del uso de esta lengua.

El grado cumplimiento del Estado de las normativas que garantizan los dere-
chos lingüísticos es muy bajo en Paraguay. La aplicación de la Ley de Lenguas 
en lo que respecta a la normalización del uso lengua guaraní en el Estado y en 
todas las instituciones públicas es mínimo y se enfrenta con serios tropiezos. 
Esta normativa es el resultado de varios años de militancia de personas e insti-
tuciones que promueven y de%enden la lengua guaraní y los derechos lingüísti-
cos. Lamentablemente las instituciones responsables de su aplicación no están 
respondiendo a las funciones asignadas.

La falta de operatividad de la SPL queda patente tan solo mencionando algu-
nas de sus actuaciones, como por ejemplo que siendo tan nueva y contando 
con escasos recursos humanos mande afuera con goce de sueldo a siete fun-
cionarios por más de un año. Además, el constante recorte presupuestario a 
los órganos encargados de aplicar la Ley de Lenguas representa un retroceso 
gravísimo para las lenguas y la democracia paraguayas. Es imposible que con 
tan limitados recursos humanos se pueda posibilitar los %nes de la institución 
y garantizar los derechos lingüísticos por siglos conculcados. El presupuesto y 



la actual administración de la SPL no responden a la necesidad de protección y 
promoción de las lenguas que se hablan en el Paraguay, aunque algunos resul-
tados de proyectos desarrollados por esta institución con los pueblos indígenas 
son auspiciosos. 

Es preciso que la SPL se abra a la sociedad. La Ley de Lenguas es una conquista 
de varias individualidades e instituciones de la sociedad civil. Estas han sido 
desconocidas en los últimos dos años. La eliminación de la junta consultiva, 
que estaba conformada por instituciones que promueven, enseñan y difunden 
las lenguas del Paraguay como interlocutoras y coadyuvantes de la SPL, de-
muestra la escasa voluntad de la actual administración de avanzar en la cons-
trucción de una sociedad pluricultural y plurilingüe.

Unir sinergias para que las instituciones y los actores responsables de las 
políticas lingüísticas paraguayas recti%quen rumbos y creen las condiciones 
para que se implemente sin dilación la Ley de Lenguas Nº 4251/10. 

Dar cumplimiento a los principios de la Convención Internacional contra 
toda forma de Discriminación Racial (CERD) para poner %n a las brechas 
existentes entre los hispano hablantes y los hablantes de las distintas lenguas 
indígenas que existen en el Paraguay. 

Articular mecanismos para la culminación y aprobación, vía Decreto, del 
Plan Nacional de Lenguas, cuya consulta y socialización han sido realizadas 
en el 2014 y 2015.

Elaborar planes especí%cos para la revitalización de las lenguas indígenas y 
para el desarrollo de la normalización y normativización de la lengua gua-
raní.

Vertebrar los mecanismos necesarios para dotar de presupuesto, sede y re-
cursos humanos a la Academia de la Lengua Guaraní para que pueda cum-
plir su misión.

Realizar una revisión amplia y participativa de la Reforma Educativa Bilin-
güe iniciada en 1994, de la cual tomen parte los distintos estamentos de la 
sociedad civil y del Estado, a %n de reformarla y reincorporar la utilización 
de las dos lenguas o%ciales como lengua enseñada y de enseñanza.  

Acelerar el proceso de normalización del uso escrito de la lengua guaraní en 
los tres Poderes del Estado y en todas las instituciones públicas de manera 
de tener disponibles los servicios del Estado en las dos lenguas o%ciales del 
país, así como establece la Ley de Lenguas. 



Seguir los trabajos de revitalización de las lenguas indígenas desarrollados 
por la SPL. 

Garantizar a los guaraní hablantes y a los pueblos indígenas en general el 
derecho a la tierra y a territorios, pues la expulsión del campo a la ciudad 
representa una doble segregación a los hablantes de la lengua guaraní y otras 
lenguas indígenas.

Aprobar la ley “Julio Fretes” contra toda forma de discriminación para que la 
ciudadanía disponga de un mecanismo de denuncia para casos como el de la 
tesis en guaraní que fue rechazada. 





El marco jurídico relacionado al derecho a la vivienda permanece invariable en 
lo sustancial en relación con los informes de años anteriores. Cabe resaltar que 
el derecho a la vivienda es un derecho de rango constitucional1 y que también 
se encuentra amparado en diversos instrumentos internacionales de carácter 
vinculante para nuestro Estado2. Sin embargo, la manera en que es descrito el 
derecho en varios de estos instrumentos es escueta. En ocasiones, incluso, solo 
nombrando el mismo, por lo que necesariamente debe relacionarse con otros 
para dimensionar su alcance. 

Resulta, por tanto, esencial el esfuerzo dado en ese sentido por órganos de Na-
ciones Unidas3 y por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte 
IDH), actuando sobre todo a través de su jurisprudencia en materia de repara-
ción de derechos en ocasiones de desalojos forzosos ordenando la restitución 
de viviendas4. Estos, aplicando el obligatorio control de convencionalidad “he-
rramienta que permite a los Estados concretar la obligación de garantía de los 
derechos humanos en el ámbito interno, a través de la veri%cación de la con-
formidad de las normas y prácticas nacionales, con la Convención Americana 
de Derechos Humanos (CADH) y su jurisprudencia” resultan de aplicación 
obligatoria para nuestro país. 

En este sentido, es inevitable en este 2016 hablar de los desalojos forzosos5 y de 
la gran presencia mediática del órgano de aplicación sobre el tema, la Secretaría 
Nacional de la Vivienda y el Hábitat (Senavitat). Los instrumentos que ma-
yor luz traerán al tema resultan ser las observaciones  N° 4 del Comité DESC, 
que menciona  los elementos esenciales para que una vivienda sea considerada 



adecuada: a) seguridad jurídica de la tenencia; b) disponibilidad de servicios 
materiales e infraestructura; c) gastos soportables; d) habitabilidad; e) accesi-
bilidad; f) lugar y, g) adecuación cultural; y la Observación General N° 7 del 
mismo órgano sobre desalojos forzosos, en la cual se mencionan las necesarias 
medidas de conservación, rehabilitación, la violación que se produce frecuen-
temente a otros derechos humanos y las que se realizan violatoriamente en 
nombre del desarrollo. Estas observaciones son de esencial lectura y aplicación 
para las autoridades actuales. 

En nuestro contexto actual y nuestra dinámica poblacional de crecimiento ur-
bano, resulta esencial hablar del derecho a la ciudad, cuyo contenido la comu-
nidad internacional, sobre todo los foros sociales6, han empezado a desarrollar. 
Estos mencionan que todas las personas tienen derecho a la ciudad sin discri-
minación alguna y que se debe apuntar a un usufructo equitativo de las ciuda-
des dentro de los principios de sustentabilidad, democracia, equidad y justicia 
social. A más de ello indican el carácter interdependiente que tiene en relación 
con todos los derechos humanos internacionalmente reconocidos7. También 
hace referencia al tema el punto 11 de los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible 
establecidos por Naciones Unidas (ODS)8, señalando como meta “lograr que 
las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes 
y sostenibles” (Naciones Unidas, 2016). 

Sin embargo, en Paraguay aún se está bastante alejado del concepto y de prác-
ticas concretas de garantía de derechos. Por el contrario, la apremiante realidad 
material provoca reacciones inversas a las mandadas por un Estado social de 
derecho.
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Stella Mary García y Tomás Palau (1997) advertían ya a %nales de los noven-
ta el éxodo masivo de la población campesina hacia Gran Asunción en busca 
de trabajo, que de manera generalizada, al no existir políticas efectivas, tanto 
del sector público como del privado, para generar empleos e insertar a dicha 
población a la ciudad, obligaban a buscar el bienestar propio con los pocos 
recursos que tenían. 



La mayor concentración en las ciudades, fundamentalmente en el departamento 
Central, no ha sido acompañada por la industrialización, y al no ser su!ciente la 
oferta de empleos en el sector del comercio y el servicio, crece la informalidad, y 
con ella la desocupación y la marginalidad (García y Palau, 1997).

La migración del campo a la ciudad “se da por la falta de trabajo que enfrentan 
los jóvenes, hecho que se contrapone con el argumento de que el modelo pro-
ductivo de la soja genera empleos. Ante esta problemática, los jóvenes migran 
a las ciudades, donde a su vez nuevamente se enfrentan a la falta de puestos de 
trabajo” (Palau, 2011).

En una publicación del Equipo Arquidiocesano de Pastoral Social del Paraguay 
(1986) expresa que “la mayoría de las personas que vive en estas áreas [de los 
bañados de Asunción], si no la totalidad, es de escasos o muy escasos recursos 
económicos. De ello se podría deducir que el principal motivo por el cual estas 
personas permanecen en estas zonas inundables sería el económico” (EAPS, 
1986).

Imas (1993) analiza las condiciones de vida de los bañados de Asunción, y se-
ñala como una de las causas de la existencia de los mismos al desarraigo de la 
población rural. 

En el caso del campesinado, la situación de desarraigo, proviene básicamente de 
la creciente parcialización de la tierra en las áreas de minifundio, la expansión 
de la economía de mercado y la exposición a las pautas de comportamientos y 
valores típicos de las ciudades. Tales factores actúan sobre el grupo social y pre-
sionan sobre el mismo conviertiéndose en mecanismos de expulsión (Imas, 1993).

García y Palau dan cuenta del fenómeno de los asentamientos. Para el año 1991 
señala que existían 43 asentamientos en 9 de los 17 departamentos del Paraguay. 
Estos 43 asentamientos estaban compuestos por 10.975 familias distribuidas en 
173.000 hectáreas y se ubicaban en ese entonces en zonas eminentemente rurales.

Según informaciones proveídas por la Dirección General de Estadística, En-
cuestas y Censos del Paraguay (DGEEC) se observa a nivel nacional –en los 17 
departamentos y en la capital– un total de 65.595 viviendas en asentamientos, 
siendo el total de viviendas en el país correspondiente a la fecha de la infor-
mación  unos 1.611.309 hogares (DGEEC, 2011). De esta manera, el 4,1% de las 
viviendas a nivel nacional se encontraban en asentamientos.

Los asentamientos humanos informales e inclusive la densi!cación de las zonas 
tradicionales de poblamiento, se han realizado sin orientaciones urbanísticas, 
económicas, sociales ni ambientales. De hecho, la expansión desorganizada y 
débilmente plani!cada no permitió el surgimiento de modelos urbanos susten-
tables (Vázquez, 2013).



El departamento Central es el más pequeño de los 17 departamentos del Pa-
raguay, pero el más poblado por ser colindante a la capital. En esta área vive 
aproximadamente el 35% de la población paraguaya y que en los últimos 25 
años tuvo un alto y sostenido crecimiento poblacional. 

Según datos de la DGEEC, correspondientes al pre censo realizado en el 20119, 
existen aproximadamente 196 asentamientos en el departamento Central, con 
un total de 20.324 viviendas. Se calcula que el promedio de cada familia que se 
constituye en una vivienda de los asentamientos está compuesta por aproxima-
damente 5 integrantes, por lo que se encontrarían viviendo en el departamento 
Central aproximadamente entre 100.000 personas, lo que representa el 6% de 
la población de dicho departamento. 

Según una publicación del diario ABC Color del año 2011, en el departamento 
Central existían 542 asentamientos ubicados en 19 distritos, con 54.000 fami-
lias, lo que representaría según la publicación aproximadamente 220.000 per-
sonas. Por otra parte, la ONG Techo de Paraguay recientemente publicó los 
resultados del relevamiento de datos realizados durante el año 2015, en el que se 
precisa que existen 405 asentamientos en 10 distritos del departamento Central, 
con 31.997 viviendas, de las cuales 8.530 son precarias.

Existen muchas diferencias entre los datos de la DGEEC, del diario ABC Color 
y de Techo, siendo la primera una fuente o%cial del Estado paraguayo, la se-
gunda correspondiéndose, según la publicación, a informaciones proveídas por 
comisiones vecinales de los distintos distritos del departamento Central, y la 
tercera perteneciente a una ONG que tiene actuación dentro del departamento 
Central.



Distrito Cantidad de asentamientos
DGEEC 2011 ABC 2011 TECHO 2015

Areguá 17 17 -
Capiatá 9 30 37
Fernando de la Mora 1 19 12
Guarambaré 4 7 -
Itá 10 10 -
Itauguá 12 11 -
J. A. Saldívar 11 9 -
Lambaré 4 30 33
Limpio 30 35 48
Luque 17 78 88
Mariano Roque Alonso 11 12 24
Nueva Italia 3 3 -
Ñemby 8 85 53
San Antonio 10 80 55
San Lorenzo 8 20 17
Villa Elisa 4 52 38
Villeta 9 7 -
Ypacaraí - 2 -
Ypané 28 35 -

Total 196 542 405
Fuente: Elaboración propia con datos de la DGEEC, 2011; del Diario ABC Color, 2011; y de TECHO, 2015.
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Según la Senavitat (s/f) el dé%cit habitacional existente en Paraguay es de 
1.300.000 viviendas aproximadamente (432.758 en estado crítico)10. La realidad 
y la existencia de los asentamientos son móviles, principalmente debido a que 
consisten en ocupaciones de terrenos públicos o privados, por lo que pueden 
ser desalojados según órdenes judiciales, litigios judiciales y/o por acciones 
políticas. 



Tanto la Secretaría Técnica de Plani%cación como la DGEEC no manejan infor-
mación certera acerca de la cantidad de asentamientos que existen a la fecha, ya 
que es una temática que desde el gobierno no se abarca. 

En la práctica esto signi%ca que son territorios invisibilizados, por lo que la 
población no accede a servicios públicos ni a políticas públicas destinadas para 
personas que se encuentran en situación de vulnerabilidad (como ser el pro-
grama de transferencia condicionada Tekoporã, la pensión de adultos mayores 
en situación de pobreza o la construcción de viviendas). 

Los asentamientos existen y se forman como alternativa de posesión de tierra 
en vista de la falta de políticas públicas de acceso a la vivienda acorde a la reali-
dad nacional. Entonces, ¿cuál es la acción y cuál es la respuesta del Estado con 
relación a vivir en la ciudad? Ninguna. 

¿Cuál es la acción y cuál es la respuesta del Estado con relación a la vivienda 
digna? En los últimos años se hizo notoria la %gura pública y política de la Mi-
nistra de la Secretaría Nacional de la Vivienda y el Hábitat (Senavitat), Soledad 
Núñez, a la que se atribuye haber puesto orden en una de las instituciones his-
tóricamente de%citarias11. Sin embargo, nada más ajeno a la realidad12, ya que de 
enero a julio de 2016 la Senavitat concluyó solamente 347 viviendas13.

Para octubre de 2016, la Senavitat se encontraba con 167 obras en ejecución 
en 17 departamentos, equivalentes a 9.937 viviendas; 1 obra en licitación en 1 
departamento equivalente a 105 viviendas; y 111 obras paralizadas equivalentes 
a 3.810 viviendas14. Frente al dé%cit habitacional calculado por la Senavitat ac-
tualmente se alcanza al 3% de la demanda de viviendas en estado crítico, y al 1% 
del total de las viviendas con dé%cit. 

En lo que respecta al departamento Central, la oferta de construcción de vi-
viendas alcanza a 1.418 viviendas. Si solamente se considera la fuente o%cial de 
la DGEEC correspondiente al Pre Censo de 2011, que informa que son 20.000 
las viviendas de los asentamientos del departamento Central, signadas por ca-
racterísticas de precariedad y de dé%cit, la acción de la Senavitat en caso que 
direccionara su intervención solamente en los asentamientos (hecho que no 
ocurre así) en este sentido alcanzaría al 7% de la demanda.



Distritos del 
departamento Central

Construcción de viviendas en 
ejecución de la Senavitat** Viviendas en 

asentamientos*Proyectos Viviendas
Areguá 3 175 935
Capiatá 3 173 1.280
Fernando de la Mora 0 0 59
Guarambaré 1 80 779
Itá 2 68 1.156
Itauguá 1 39 848
J. A. Saldívar 4 190 984
Lambaré 1 29 332
Limpio 5 190 2.069
Luque 3 177 2.074
Ñemby 1 88 1.377
San Antonio 1 12 2.288
San Lorenzo 1 37 763
Villa Elisa 3 30 281
Ypacaraí 2 69 0
Ypané 2 61 2.572

Total 33 1.418 20.324
Fuente: Elaboración propia con base en datos de la DGEEC y de Senavitat extraído de http://www.senavitat.
gov.py/mapaviviendas/

Por tanto, la política pública para garantizar los derechos a la vivienda y a la 
ciudad es inexistente o insu%ciente en la práctica. Esto hace que la estrategia 
operada por los y las ciudadanos siga siendo la de buscar un pequeño espacio 
en el que se puedan asentar hasta que el mismo Estado se encargue de desalo-
jarlos por ser “ilegal”.
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El 0,37% de las viviendas a nivel nacional se encuentran ocupadas (DGEEC, 
2015), mientras que en el departamento Central, según la información proveída 
por la DGEEC del pre censo de 2011, el 4,5% de las viviendas se encuentran en 
dicha situación, es decir 13 veces mayor que la media nacional.



Enfoque Territorial frente a esta situación y en vista a que el estudio de los 
asentamientos no se encuentra explorado, se planteó preguntas básicas y fun-
damentales, que guiaron a una investigación que se encuentra en fase de cie-
rre. Surgieron dudas sobre ¿quiénes viven ahí?, ¿cuántas personas viven en los 
asentamientos?, ¿hace cuánto viven ahí? y ¿cómo viven en los asentamientos? 
Los datos que sirven para el análisis del presente artículo se corresponden con 
el total de los asentamientos que se encuentran en el departamento Central, 
según la fuente o%cial correspondiente a la DGEECC.

Al ser consultados acerca de ¿dónde vivía antes de vivir aquí?, el 36% respondió 
que allí mismo. El resto de las personas llegaron en su mayoría, en el 68% de 
los casos, de otros territorios del departamento Central; 11% de la Capital; 4% 
de Cordillera; 3% de Caaguazú; 3% de San Pedro; 2% de Presidente Hayes; 2% 
de Paraguarí; 2% de Argentina; 2% de Guairá; 2% de Concepción; y en menores 
proporciones de los otros departamentos.

Solamente el 4% manifestó vivir en los asentamientos hace menos de 1 año, el 
30% vivía allí hace 2 a 5 años, y el 51% hace 6 a 10 años. Esto da cuenta de que 
las personas que viven en los asentamientos lo hacen principalmente desde 
mediados de la década pasada (2000). 

Al momento de abordar la pregunta de ¿su vivienda sufre alguna de estas si-
tuaciones?, se observó que el 34% de las viviendas tienen de%ciencias graves 
en la construcción (en ruina, techos, pared, piso, con material no adecuado 
para la vivencia como cartón, hule); 48% insalubridad (humedades, suciedades 
y olores); en el 52% existen barreras arquitectónicas graves para personas con 
discapacidad física en la misma; el 29% se encuentra en entorno muy degrada-
do (gueto, insalubre, falta de agua, suciedad); el 26% se encuentra en territorio 
inundable; y el 32% es de difícil acceso. Para el 51% de las personas que viven 
en los asentamientos es una carga pesada los gastos de su vivienda. El 27% de 
las familias no consigue alimento para cubrir 3 comidas diarias. El 25% respon-
dió pasar o haber pasado hambre en los últimos años. El 51% de las viviendas 
tienen el servicio de agua potable de la Empresa de Servicios Sanitarios del 
Paraguay (Essap) o del Servicio Nacional de Saneamiento Ambiental (Senasa); 
3% accede al agua de pozos artesianos y 1% de aguateros.

Respecto al estado de los barrios, el 6% de los asentamientos se encuentran en 
zonas marginales (donde se producen y desarrollan determinadas funciones 
al margen de lo legal y socialmente aceptado y de población ligada a ello, el 
descenso de los precios de los inmuebles y otras formas de degradación), y 51% 
se encuentran en zonas deterioradas (barrios bajos, deteriorada por la ausencia 
de mantenimiento o renovación de infraestructuras). La calidad del camino de 
acceso al asentamiento solamente en 3% es muy bueno, 25% es bueno, 49% es 
regular y 22% malo.



El indicador más duro que demuestra que la realidad de los asentamientos no 
existe en la agenda pública del Estado paraguayo es el hecho de que solamente 
0,5% de las personas reciben ingresos del programa Tekoporã y que solamente 
0,8% recibe la pensión de adultos mayores.

Para continuar el análisis, y sin pretender agotar el mismo, se toman 4 casos de 
desalojos de la ciudad de San Lorenzo ocurridos en el 2016, por considerarlos 
emblemáticos en relación con la motivación, abordaje y forma de proceder del 
Estado, así como a la situación real en la que deben desenvolverse miles de 
personas que se ven violentadas en el derecho analizado. Estos son los casos de 
los asentamientos Capilla del Monte y Paraíso, ocurridos el 13 de enero, y los de 
Boca de King Kong y Triunfo, en fecha 1 de junio. En todos los casos se registró 
un uso desproporcionado de la fuerza y una violencia estatal característica de 
la pretensión de concretar la expulsión de las personas, antes que de conservar, 
rehabilitar y reparar un derecho humano.  De esta forma el Estado agudiza 
la situación de vulnerabilidad de estas personas con una política de extrema 
discriminación, volviendo más precaria la situación de los asentamientos y vi-
viendas ya de por sí de%citarias, quedando así muy distante también de poder 
garantizar la tenencia de la tierra, que en este contexto resulta una condición 
indispensable para garantizar el derecho a la vivienda.   

Los hechos ocurridos en enero  de 2016 registraron un operativo violento, con 
atropellos y detenciones: el del abogado de los asentamientos, Raúl Marín, el 
de su pareja que había acudido para acompañarlo, Vidalia Chávez, el del psi-
cólogo comunitario Rodrigo Rojas y el de una vecina del lugar Rosalina Ruiz, 
quien, ante la crueldad de la expulsión de niños y niñas, acudió solidariamente 
en ayuda de una vecina quien solicitó su colaboración para cuidar al bebé de 
meses, de la pronto a ser desalojada, entre tanto, se desmontaba la casa15. 

En tanto, las situaciones registradas en junio tuvieron un procedimiento dife-
rente. Ya meses antes, efectivos de la Policía Nacional realizaban acciones de 
hostigamiento y amedrentamiento al punto que el 1 de abril la misma policía 
tiró gases lacrimógenos sobre la población, mayoritariamente conformada por 
niños y niñas. Ante la protesta de las y los pobladores, la Policía procedió a 
disparar con balines de goma. Los vecinos y vecinas del lugar, con indignación, 
procedieron a defender a las personas ocupantes, siendo también tildados por 
la policía de “invasores” y amenazados consecuentemente. A causa de esto, los 
padres y madres, temiendo por la seguridad de los niños y niñas, dejaron de 
mandarlos a la escuela. 



A esto hay que sumar acciones extorsivas de pedido de dinero a cambio de sus-
pender los amedrentamientos y el corte de la provisión de agua potable. Incluso, 
en una ocasión, la agresión policial recayó sobre una mujer embarazada, donde 
los pobladores contaron que fue arrastrada por el terreno, haciéndola pasar 
bajo la alambrada, para luego esposarla a una moto por una hora y apuntando 
con armas ante la impotente mirada de sus vecinos. Los hechos fueron denun-
ciados sin respuesta alguna. Estos relatos fueron recogidos por dos comisiona-
das del Mecanismo de Prevención de la Tortura que acudieron al lugar el 7 de 
abril y realizaron recomendaciones a la Policía Nacional, al Ministerio del In-
terior y al Ministerio Público. Finalmente, el desalojo se concretó el 1 de junio. 

Cabe destacar que la “investigación” sobre estos asentamientos se encuentra 
plasmada en un ilegal “informe de inteligencia” que no contempló control ju-
risdiccional. El informe fue realizado por la Policía Nacional bajo conocimien-
to del Ministerio del Interior. El informe fue remitido por el entonces, Ministro 
José de Vargas, al Fiscal General del Estado, mediante comunicación fechada el 
24 de diciembre de 2015, remitida el 28 del mismo mes y año (Causa Nº 11.789 
de 2015). Aun cuando la conclusión del informe haya sido la denuncia penal y 
el desalojo, en el mismo se reconoce la violación de derechos de los ocupantes. 
Incluso, menciona expresamente: “La crisis social generalizada y las recientes 
movilizaciones podrían darse como efecto multiplicador en el país. Ante esta 
situación y la falta de respuestas del Gobierno a los sectores más carenciados, 
como el caso de los Sin Techos, las organizaciones sociales, con adoctrinamien-
to con&ictivo, aprovecharían esta situación para posicionarse y ganar rédito 
político”. Resulta elocuente este breve párrafo. Por un lado se reconoce en un 
documento o%cial la falta de respuestas del Estado a los sectores “más carencia-
dos” y revela, por otro lado, la falta de priorización en la construcción de estas 
respuestas.                                          

Cabe destacar que estos desalojos se dieron y dan sin orden judicial, valiéndose 
de un protocolo elaborado por el Poder Ejecutivo, el cual busca aparentar un 
procedimiento %scal que en la práctica es la expulsión. El desalojo es una ac-
ción civil que amerita un juicio con la correspondiente oportunidad de defensa 
judicial. Esto no ocurre en este protocolo, que buscar forzar y desvirtuar la 
naturaleza jurídica del desalojo16. 

Actualmente, todas las familias fueron desalojadas y echadas a la calle. Sus vi-
viendas precarias y aquello que no pudieron retirar en el término de 30 minu-
tos, tiempo que otorgó la policía, fue quemado. En ningún momento se dio 
intervención a la Senavitat. Hasta la fecha no hay una sola autoridad estatal que 
se haya acercado a estas mujeres, hombres, niños, niñas, adolescentes, adultos 
y adultas mayores, personas con discapacidad, a %n de determinar las condicio-
nes de las personas que fueran desalojadas, sus derechos insatisfechos, o cómo 
resolvieron su “problema habitacional”.



Generación de información sociodemográ%ca de las viviendas en los asenta-
mientos del país y del dé%cit real presentado. 

Elaborar planes especí%cos de atención a aquellos departamentos que se en-
cuentran presentando mayor demanda habitacional. 

Inclusión de programas sociales y monetarios para dicha población, y aten-
ción prioritaria a aquella que por su ausencia total de ingresos no puede ser 
bene%ciada por los programas económicos vigentes. 

Adopción y aplicación de los estándares señalados por la Observación 4 de 
Naciones Unidas para la construcción de viviendas dignas.

Priorizar estrategias destinadas a la población más carenciada, a través de la 
otorgación de tierras y viviendas populares, al mismo tiempo que desalentar 
la especulación y el monopolio de las tierras urbanas, peri y sub urbanas 
como ser los bañados y los asentamientos.

Eliminar el Plan de acción conjunta para casos de hechos punibles de inva-
sión de inmueble ajeno por ilegal y reemplazarlo por políticas que tengan 
como centro a la vida, vivienda y dignidad humana. 

Provisión de servicios básicos a los asentamientos. 

Titulación individual o colectiva de tierras para las personas que se encuen-
tran en los asentamientos.

Sanear el catastro nacional.

Abrir sumarios administrativos contra personal de la Comisaría 54 por he-
chos punibles contra las personas de los asentamientos cuyos casos fueron 
relatados. 

Asegurar que las personas desalojadas por orden judicial tengan un lugar 
en donde asentarse hasta tanto se resuelva la solicitud presentada por los 
pobladores a tener acceso a una vivienda digna.

Realizar un seguimiento a los hechos punibles denunciados en la causa 
51/2016. 



E;(-$;*!)%!E;(1%(&#;(/*#)/)

!B=&:/!7!-#%$$/!=$4/(/!%(!C,=(&#'(J!

"%$%&:;,!

K*!





B6+#&B-+0(>&!2"8&Q(D$8&+&G%W8&^-$%0+80E+##"



El  avance agresivo de la producción de monocultivos y del negocio ganadero, 
con amplios bene%cios %scales y apoyo estatal, ha forzado a la población cam-
pesina a abandonar parte de sus territorios. El empleo de paquetes tecnológi-
cos inviabiliza la producción campesina, cuyos productos no están preparados 
para soportar el efecto de los agrotóxicos  empleados en la agricultura empre-
sarial, perdiéndose el uso de semillas nativas históricamente adaptadas para dar 
paso a semillas transgénicas no producidas en el país.

Los hechos observados en el periodo evidencian que las políticas públicas y la 
forma de aplicación de las leyes favorecen a quienes tienen mayor poder eco-
nómico, y perjudican mayormente a la población más pobre y marginada. Ade-
más de la falta de control estatal para hacer cumplir las medidas de protección 
en cuanto al empleo de sustancias químicas de uso agrícola, es preciso supo-
ner la existencia de una estrategia explícita  para presionar a las comunidades 
campesinas de modo a obligarlas a vender o entregar sus tierras. Cuando las 
comunidades se levantan contra estos atropellos, las fuerzas %scales y policiales 
son implacables  al acudir en auxilio de los infractores, actuando con violencia 
y sometiendo a procesos penales a las personas campesinas víctimas de los 
delitos ambientales, que ya se han cobrado varias vidas humanas, aumentando 
la criminalización y judicialización de campesinas y campesinos. 

Hace 24 años, la Asamblea Nacional Constituyente estableció los objetivos y las 
bases de la reforma agraria para el bienestar rural, quedando éstos plasmados 
en los artículos 114 y 115 de la Constitución Nacional, en tanto el art. 116, estipu-
la eliminar progresivamente los latifundios improductivos.

La ley N°1.863/02 del Estatuto Agrario es la ley que viene a reglamentar los 
artículos de la Constitución Nacional arriba señalados. Los diez años transcu-
rridos desde la promulgación de la Constitución, evidencia la falta de interés 
político por un tema tan importante como la reforma agraria y el bienestar 
rural. Este estatuto de%ne de manera imprecisa a los latifundios, di%cultando 
mucho más la realización de expropiaciones de tierras para la reforma agraria. 

Según el art. 19 del Estatuto Agrario, las tierras destinadas a la Colonización y 
la Reforma Agraria son las siguientes:

a) los inmuebles rurales que integran el patrimonio del Organismo de Aplica-
ción;

b) las tierras del dominio privado adquiridas en forma directa por el Organis-
mo de Aplicación;



c) las tierras expropiadas bajo los términos de la presente ley;

d) las tierras afectadas por la Ley N° 622/60, De Colonizaciones y Urbanizacio-
nes de Hecho;

e) las tierras afectadas por la Ley N° 662/60, De Parcelación Proporcional de 
Propiedades Mayores;

f) las tierras recibidas en donación; y,

g) los inmuebles rurales reivindicados por el Estado de fracciones que pertene-
cieron a su patrimonio y que fueron apropiados ilegalmente por particulares.

Se considera que, únicamente los incisos b, c y g son los mecanismos que en la 
situación actual pueden posibilitar la redistribución de la tierra en Paraguay: 
compra, expropiación y recuperación. 

Por otro lado, el artículo 2, inciso b del Estatuto Agrario, señala que el Desarrollo 
Rural, como producto de la reforma agraria,  requiere asimismo “promover el 
acceso de la mujer a la propiedad de la tierra garantizando su arraigo a través del 
acceso al título de propiedad, al crédito y al apoyo técnico oportuno” (CDE, 2012).

En el año 2004 se cambió la denominación del ente agrario encargado de la 
política de distribución de tierra y del bienestar rural en el país. De Instituto 
de Bienestar Rural (IBR), por Ley N° 2.419/04, pasó a denominarse Instituto 
Nacional de Desarrollo Rural y de la Tierra (Indert). Así como en el año 1963 se 
había cambiado la denominación de “Reforma Agraria” por “Bienestar Rural”, 
en el 2004 se cambió la denominación de “Bienestar Rural” por “Desarrollo 
Rural”. Recién en el 2004 se actualizó la institución que se encargaría de la apli-
cación de la Reforma Agraria estipulada en la Constitución de 1992. Otros pre-
ceptos constitucionales siguen sin ser reglamentados hasta la actualidad, como 
la creación del Seguro Agrícola, estipulado en el art. 115 de la Constitución.

En el 2012, se sancionó la Ley N° 4.682/12 “Que sanciona la comisión de hechos 
punibles contra bienes patrimoniales destinados a la política agraria del Esta-
do”. Esta ley tiene como propósito evitar la venta de derecheras o lotes de los 
sujetos de la Reforma Agraria en los asentamientos o%ciales del Indert, estipu-
lando pena carcelaria tanto para quienes vendan, documenten (escribanos/as) 
o compren las derecheras.

Es importante mencionar que las ventas de derecheras en los asentamientos se 
dan por muchos motivos y, tal vez, la penalización no sea la solución. Es bien 
sabido que los sujetos de la Reforma Agraria en la mayoría de los casos venden 
sus derecheras no a modo de especular con la tierra, sino por la presión que 
ejercen  empresas agrícolas de diversas formas para que abandonen sus tierras. 
Una de ellas es la oferta de compra, otra la reubicación en zonas urbanas y si 
no resultan esas vías, recurren hasta a la fumigación de sus cultivos y animales 



para forzar la venta o el abandono de las %ncas; muchos optan por vender su 
derechera en vez de abandonar sin recibir nada a cambio. 

Estudios recientes realizados (Areco y Palau, 2015) demuestran que paralela-
mente a los con&ictos generados por la disputa en torno a tierras, también van 
aumentando los con&ictos por las fumigaciones realizadas en violación de las 
leyes ambientales de monocultivos extensivos de grandes y medianos produc-
tores. Los con&ictos que se generan por estas fumigaciones se dan por la vio-
lación o incumplimiento de la disposición de la Ley Nº 3742/09 “De Control 
de Productos Fitosanitarios de Uso Agrícola”, de parte de los productores, ma-
yormente sojeros, que trabajan en forma mecanizada. Esta ley reglamenta las 
formas y procedimientos en que se deben manejar y aplicar los productos agro-
tóxicos, como las barreras vivas de protección y la prohibición de fumigar cerca 
de escuelas, caminos vecinales, iglesias y otros lugares de concurrencia pública. 

Los con&ictos se agudizan porque las comunidades campesinas salen a pro-
testar contra las violaciones de la ley señalada y de otras disposiciones legales, 
contra lo cual atenta la práctica  mencionada. A esta situación hay que agregar 
la ine%cacia institucional para controlar y sancionar a los que incumplen las 
normas, y la intervención %scal-policial en los lugares de con&ictos, por la re-
presión y judicialización de quienes protestan contra las fumigaciones ilegales.

Por otro lado, se considera importante para la aplicación de la Reforma Agraria 
la Ley Nº 2.969/06 “Que regula la aplicación de los recursos provenientes de la 
coparticipación de royalties, compensaciones y otros, por parte de las goberna-
ciones y municipalidades”, que en su artículo 2 dispone que “Los recursos desti-
nados al desarrollo productivo deberán destinarse al fomento de la agricultura 
minifundiaria, al fortalecimiento de las pequeñas empresas y al desarrollo de 
programas de capacitación productiva de familias de escasos recursos, y en 
ningún caso será menor del 20% (veinte por ciento) del monto global de las 
transferencias”. 

El Indert viene implementando con el apoyo y asesoramiento de la Unión de 
Gremios de la Producción (UGP) el Sistema de Información de Recursos de 
la Tierra (SIRT), que es un programa para la actualización del registro agrario 
de las 1.018 colonias del ente en la Región Oriental. Los trabajos previos y los 
primeros relevamientos de campo encontraron un caos jurídico de décadas, in-
numerables irregularidades en la titulación y tenencia de los lotes, donde están 
involucrados funcionarios, propietarios, escribanos y abogados. Sin embargo, 
el SIRT se está utilizando para blanquear esos títulos ilegalmente adquiridos. 



Cuando encuentran un título %niquitado inscripto en el Registro de la Propie-
dad, aunque sea de origen falso o irregular, esos títulos ya no son reclamados 
por el Indert. Esto fue lo señalado por las autoridades del programa, bene%-
ciando a los sojeros y ganaderos, muchos de ellos brasileños, que usurparon 
tierras de familias campesinas recibidas en el marco de la reforma agraria. Las 
recuperaciones de tierras tan publicitadas por el gobierno, como en la Colonia 
Santa Lucía de Itakyry, son marginales con relación a las miles de hectáreas de 
tierras malhabidas frente a las cuales no se hace prácticamente nada para recu-
perarlas. En contrapartida, han habido innumerables desalojos de comunida-
des campesinas e indígenas en el último año, algunas de las cuales se describen 
en el apartado de casos1.  

El gobierno de Horacio Cartes en materia agropecuaria se ha enfocado pri-
mordialmente en fortalecer y expandir el modelo agroexportador, sustentado 
en la ganadería y los agronegocios para exportación. Consecuentemente, las 
políticas públicas han priorizado la liberación de nuevas variedades de semillas 
transgénicas, la permisividad y el descontrol en fumigaciones con agrotóxicos 
y con la deforestación, la protección de propiedades irregulares de terratenien-
tes al no impulsar procesos de recuperación de tierras malhabidas o mensuras 
judiciales. Las políticas públicas enfocadas al campesinado han sido el progra-
ma Sembrando Oportunidades y la recuperación de lotes mecanizados en unas 
pocas colonias del Indert. 

Sembrando Oportunidades es el programa emblemático del gobierno de Car-
tes para enfrentar la pobreza en el país, y está coordinado por la Secretaría 
Técnica de Plani%cación (STP). El programa busca mecanizar la agricultura 
campesina, con rubros de mercado, como la soja, chía, sésamo y maíz. El enfo-
que del programa es errado para lo que necesita la agricultura campesina, y su 
alcance muy limitado. Sostenemos que el enfoque es equivocado porque, por 
un lado, es asistencialista y, por el otro, solo busca dar respuestas de mercado 
a unidades económicas como las campesinas que son más complejas, que tie-
nen una cultura distinta, que en gran medida no es mercantil, pues se orienta 
a la reproducción familiar y, por tanto, a la diversi%cación y la producción de 
rubros de autoconsumo, y la conservación de parte de la %nca sin explotarla 
comercialmente. Además el programa no aborda el problema del acceso a la 
tierra, que es esencial para la población campesina. 

De modo análogo y en supuesta coordinación con programas como Sembran-
do Oportunidades se desarrolla el Proyecto de Desarrollo Rural Sostenible 
(PRODERS) del Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG), con %nancia-



miento del Banco Mundial que implicó un préstamo inicial de más 37 millo-
nes de dólares, ampliado desde %nes del 2014 a una cartera de 100 millones 
de dólares más2. El PRODERS es un programa de transferencias %nancieras 
no reembolsables a comunidades indígenas y campesinas, hechas a través de 
planes comunitarios de desarrollo e inversión. Su enfoque ha sido errático y 
variante, oscilando entre el apoyo a la agricultura campesina y los intentos de 
incentivo de cadenas de valor, por ejemplo, con la subvención de cultivos de 
mandioca para venta a agroindustrias de almidón, lo cual ha fracasado con 
la caída de los precios de dicho producto. De acuerdo al diseño del proyecto, 
las comunidades deben cumplir con una extensa burocracia – en términos de 
requisitos3 -  de modo a recibir y administrar, en teoría, sus propios fondos, lo 
cual en la práctica muchas veces implica desconocer organizaciones y formas 
de organizarse preexistentes y derivan en una dependencia práctica en técnicos 
y técnicas externos.  Asimismo, se ha remarcado la extremada lentitud en el 
proceso de desembolsos4 así como ha trascendido la posibilidad de que existan 
arreglos con proveedores de insumos para bene%ciar a ciertos actores políticos. 

A causa de las equivocadas políticas hacia los pequeños agricultores, la pro-
ducción de alimentos para el consumo en el mercado local es cada vez menor, 
aumentando la dependencia hacia productos extranjeros. La importación de 
alimentos es cada vez mayor, lo cual se re&eja en los altos precios de dichos pro-
ductos y sus bruscas oscilaciones. El nuevo rumbo acelera la migración campe-
sina y consecuentemente disminuye la base productiva de alimentos diversi%-
cados para la población nacional. Las largas y multitudinarias movilizaciones 
campesinas de abril del presente año, exigiendo la condonación de deudas, es 
un claro indicador del nivel de deterioro de la pequeña agricultura. La falta de 
apoyo integral los lleva a endeudarse con entidades públicas y privadas, incluso 
en varias ocasiones tratando de mejorar su situación productiva, pero al faltar 
el complemento técnico, el acceso al mercado y precios mínimos de referencia, 
las buenas intenciones del campesinado se convierten en un vía crucis de en-
deudamiento creciente. La condición hipotecaria o prendaria de los créditos 
termina despojándoles de sus pequeñas parcelas o sus instrumentos de trabajo, 
obligándoles a migrar en busca de oportunidades que difícilmente encontrarán. 
El acuerdo conseguido con el gobierno que contempla re%nanciación, quita de 
intereses y un pequeño subsidio, no soluciona nada de fondo y solo posterga en 
el tiempo una nueva emergencia de la crisis campesina. 



Desde el 2004, las organizaciones sociales y campesinas vienen planteando pro-
puestas de implementar normas a nivel local, con propósitos claros de frenar o 
de protegerse del modelo productivo que hoy promueve el gobierno. Las pro-
puestas consisten en resoluciones y ordenanzas municipales, que promocionen 
y protejan la Agricultura Campesina. Estas propuestas varían de acuerdo a las 
situaciones que se dan en los distintos distritos donde se plantearon, y plantean 
medidas como: la zoni%cación de la producción orgánica o agroecológica, la 
declaración de interés distrital la Agricultura Familiar Campesina, la prohibi-
ción de la utilización de semillas transgénicas, la prohibición de fumigación, la 
protección de causes hídricos, la reforestación, entre otras.

Actualmente se encuentran ordenanzas vigentes de este tipo en los distritos de 
La Pastora (Caaguazú), San Pedro del Ycuamandyyú (San Pedro), Horqueta 
(Concepción) y Villa Oliva (Ñeembucú). En estas ordenanzas se plantea como 
un problema social, ambiental y económico la agricultura mecanizada con uti-
lización de agroquímicos, y se propone la producción orgánica y agroecológica 
como alternativa de desarrollo sustentable, como así también la implementa-
ción de tecnología apropiada para este tipo de producción.

En octubre de 2015 el Poder Ejecutivo decretaba la Ley N° 5.513/15, modi%cando 
el régimen tributario y la Ley Orgánica Municipal. Esta modi%cación reducía 
los impuestos de inmuebles rurales, dando bene%cios a quienes conservan par-
celas de montes, por ejemplo, y esas mermas iban a ser suplidas con reajustes 
a los inmuebles urbanos. Esta medida generó importantes resistencias, que en 
2016 se tradujeron en con&ictos. Las primeras denuncias fueron de intenden-
tes chaqueños, quienes explicaban que en sus distritos no hay zonas urbanas 
importantes y que la reducción que bene%cia a latifundistas impactaba fuerte-
mente en los presupuestos municipales. Inclusive denunciaban que “el decreto 
es fruto de una negociación entre la Asociación Rural del Paraguay (ARP), que 
tiene latifundistas entre sus socios, asesores del presidente Horacio Cartes y 
el Servicio de Catastro”5. Al cumplirse un año de la modi%cación legislativa, 
la propia Dirección de Catastro divulga que la morosidad de los propietarios 
alcanza el 87%6, demostrando que los propietarios de tierra no están dispuestos 
a formalizar sus actividades y cumplir con los bajos impuestos existentes en el 
ámbito rural. 
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 El 15 de setiembre del 2016, unas 200 familias fueron desalojadas de 
una colonia del Indert, denominada Guahory, ubicadao en el distrito de Tem-
biaporá, departamento de Caaguazú. Con una orden de detención (no de des-
alojo), el %scal Al%rio González acompañado por 1.300 efectivos policiales con 
patrulleras y un helicóptero de la Entidad Binacional Yacyretá (EBY), colonos 
brasileños con tractores y %lmadoras, procedieron a desalojar a las familias 
campesinas de sus tierras, derrumbando las casas y destruyendo los cultivos de 
autoconsumo, quemando sus pertenencias, robando sus animales. El con&icto 
es por unas 1.200 hectáreas sobre las cuales los brasiguayos alegan tener títulos 
de propiedad. La comunidad campesina, por su parte, sostiene que los títulos 
de los brasiguayos son falsos o fueron adjudicados de manera irregular. El caso 
está judicializado en el ámbito civil, pero eso no se tuvo en cuenta al proceder 
para el desalojo. El jefe policial que dirigió el operativo fue premiado con un 
ascenso días después del desalojo. Los colonos brasileños a%rmaron a los me-
dios de prensa que entregaron 200.000 dólares a la policía para que se lleve 
adelante el desalojo7. Un grupo de los campesinos y campesinas que sufrieron 
el desalojo, se trasladaron a Asunción para instalarse en inmediaciones del In-
dert, a modo de exigir solución a sus problemas. Dos meses después, siguen sin 
respuesta positiva a sus reclamos. 

El 17 de agosto del 2016, alrededor de 100 personas, 
fueron desalojadas de la Colonia San Juan de Puente Kyha. 200 policías acom-
pañados por el %scal Israel González de Salto de Guairá, con orden de arresto, 
procedieron a desalojar a la comunidad campesina. La comunidad desalojada 
es de la Federación Nacional Campesina (FNC) y está luchando desde hace 7 
años por la recuperación de lotes en esta colonia. Varios de los lotes destina-
dos para la Reforma Agraria hoy día están siendo utilizados por personas que 
no son bene%ciarias del Estatuto Agrario, principalmente brasiguayos, para la 
plantación de soja. Según se lee en la página web del Indert8, su presidente, 
Justo Cárdenas, acordó con los líderes de la FNC avanzar y acelerar la recupe-
ración de los lotes que están siendo usurpados por no sujetos de la Reforma 
Agraria. La colonia San Juan de Puente Kyha tiene una dimensión de 8.600 
hectáreas.  

 El 30 de setiembre del 2016, 15 familias indígenas avá-guaraní fueron 
desalojadas de su comunidad denominada Sauce, del distrito de Minga Porã, 
departamento de Alto Paraná. Una comitiva integrada por policías, agente %s-
cal y funcionarios del Instituto Paraguayo del Indígena (Indi) se constituyó en 
el lugar y procedió a desalojar a las familias. El inmueble es reivindicado por 
el Sr. Germán Hutz, quien es el suegro de la hermana del vicepresidente Juan 
Afara. Al menos 36 comunidades del pueblo avá-guaraní al que pertenecen in-



tegrantes de Sauce fueron desplazadas forzosamente por la construcción de la 
hidroeléctrica Itaipú y la inundación de sus territorios, en la década del setenta. 

 El 11 de julio del 2016, después de un Juicio Oral y Público que duró 
prácticamente un año, el Tribunal de Sentencia de Salto del Guairá, integrado 
por los jueces Ramón Trinidad Zelaya, Benito Ramón González y Samuel Sil-
vero, dio su veredicto sobre el Caso Curuguaty. El Tribunal impuso altas con-
denas a las campesinas y campesinos procesados, como ya se presumía desde 
antes del juicio por integrantes de las organizaciones campesinas y sociales. 

El Tribunal condenó a Rubén Villalba y a Luis Olmedo Paredes por homici-
dio doloso agravado, tentado y consumado; invasión de inmueble y asociación 
criminal. El primero recibió una condena a treinta años de prisión, más cinco 
años de medidas de seguridad, y el segundo, veinte años de prisión. Néstor 
Castro y Arnaldo Quintana fueron también condenados a dieciocho años de 
prisión por la comisión de los hechos punibles de homicidio doloso agravado, 
tentado, asociación criminal e invasión de inmueble. Mientras que Lucía Agüe-
ro, María Fani Olmedo y Dolores López Peralta fueron condenadas a seis años 
por los delitos de homicidio doloso en grado de complicidad, asociación cri-
minal e invasión de inmueble en calidad de autoras. Por su parte, Felipe Bení-
tez Balmori, Juan Carlos Tillería, Alcides Ramón Ramírez y Adalberto Castro 
Benítez recibieron una condena de cuatro años de cárcel9. Un joven de 15 años 
también fue condenado en un proceso abreviado por invasión de inmueble y 
asociación criminal habiendo recibido medidas alternativas a la prisión. En 
tanto, el 17 de noviembre de 2016 en un proceso especial fue sobreseída la joven 
Raquel, quien al momento de los hechos era menor de edad. El proceso fue de-
clarado nulo a raíz de que no se le practicó un estudio sicológico, un requisito 
obligatorio en el proceso penal adolescente10. Fueron sobreseídos Miguel Ángel 
Correa, Marcelo Trinidad y Juan Alfredo Caballero tras comprobarse que fue-
ron detenidos arbitrariamente sin tener relación con los hechos. 

En Curuguaty, el 15 de junio del 2012, en una confusa intervención %scal y poli-
cial, perdieron la vida seis policías y once campesinos. Doce campesinos fueron 
condenados y unas cuarenta personas se encuentran procesadas y en calidad 
de prófugos de la justicia. Este caso se constituye en el antecedente donde se 
aplican las condenas más altas a los labriegos por disputar un pedazo de tierra. 
La condena ya se consideraba cantada incluso antes de la realización del juicio, 
por el componente político y el aberrante antecedente jurídico de la tierra en 
con&icto, Marina Kue.

El 30 junio del 2016, 130 familias fueron desalojadas de un inmueble 
donde estaban asentadas desde hace varios años. El lugar donde ocurrió el 



desalojo se denomina Ko’e  Pyahu y está ubicado en el distrito de Pastoreo, 
departamento de Caaguazú. El desalojo fue realizado por orden del juez 
Ubaldo Aquino, exabogado de la empresa solicitante del desalojo, Sommer%eld 
Sociedad Civil (propiedad de menonitas). Unos 1.300 policías armados de los 
distintos grupos especializados, se constituyeron en el lugar con helicópteros, 
blindados y ambulancias para realizar el desalojo, según las familias desalojadas. 
Según miembros de la Comisión Vecinal, el problema consistía en una supuesta 
superposición de títulos, pues las familias desalojadas estaban ocupando un 
inmueble adquirido por el propio Indert de un propietario privado, y que 
resultaba ser supuestamente de la empresa Sommer%eld Sociedad Civil. Esta 
empresa promovió la acción de desalojo ante el  juez mencionado y logró la 
intervención de la fuerza pública para el desalojo, sin que el Indert hiciera 
absolutamente nada para impedir la acción. El desalojo fue violento, con 
destrucción de cultivos y casas de las familias campesinas. En la actualidad, las 
familias desalojadas están aguardando una respuesta por parte del Indert en 
relación a dichas tierras, bajo una carpa ubicada al costado del inmueble de 
donde fueron expulsados. 

Impulsar un proceso de saneamiento del Indert, castigando a los respon-
sables de los innumerables casos de corrupción y negociados hechos con 
tierras públicas.

Recuperar las tierras que se encuentran en posesión de no sujetos de la re-
forma agraria, para destinarlas a la población campesina.

Esclarecer la situación legal de las tierras antes de  impulsar desalojos contra 
comunidades campesinas. 

Promover la soberanía alimentaria, a partir del fortalecimiento de la pro-
ducción de alimentos de consumo local y nacional en los asentamientos 
campesinos. 

Hacer cumplir las leyes ambientales que regulan el uso de productos quími-
cos de uso agrícola, sancionando a quienes las incumplen

Sumariar y sancionar a agentes %scales y jueces que realizan o autorizan des-
alojos sin un proceso previo en que las partes sean convocadas para discutir 
quién tiene mejor derecho sobre las tierras. 

Invertir en infraestructura rural para que las comunidades campesinas ten-
gan acceso a los servicios básicos, mercados y precios justos. 



Promover planes de procesamiento e industrialización de la materia prima 
nacional. 

Promover ordenanzas municipales que promocionen y protejan la Agricul-
tura Campesina.

Corregir el impuesto inmobiliario rural, aumentando el valor %scal de la 
tierra, exonerando de dicho impuesto a las %ncas menores a veinte hectáreas.  
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El año 2016 no presentó avances signi%cativos en la lucha y la prevención de la 
trata de personas. El Estado paraguayo sigue sin implementar las obligaciones 
que son fundamentales para una buena atención a las personas víctimas de 
trata y para prevenir la comisión de este crimen. 

La Constitución Nacional (art. 9) garantiza la libertad y la seguridad de todas 
las personas;  prohibiendo expresamente toda forma de esclavitud, la trata de 
personas y la servidumbre (art. 10).

En términos de marcos legales internacionales, el Paraguay ha rati%cado en el 
año 2004 por medio de la Ley N° 2396/04 el Protocolo para Prevenir, Reprimir 
y Sancionar la Trata de Personas, especialmente de Mujeres y Niños (Protocolo 
de Palermo), de las Naciones Unidas. 

También ha %rmado en marzo del año 2001 el Convenio N° 182 de la Organi-
zación Internacional del Trabajo (OIT) “Convenio sobre la prohibición de las 
peores formas de trabajo infantil y la acción inmediata para su eliminación”, 
que entró en vigor en el año 2000 tras alcanzar la cantidad necesaria de rati%-
caciones de parte de los Estados. En su artículo 3, las de%niciones de las “peores 
formas de trabajo infantil” incluyen, entre otras, “todas las formas de esclavitud 
o las prácticas análogas a la esclavitud, como la venta y la trata de niños, la ser-
vidumbre por deudas y la condición de siervo”.

En el ámbito de leyes nacionales, desde el año 2012 se cuenta con la “Ley Inte-
gral contra la Trata de Personas” Nº 4.788/12. En este marco jurídico tipi%ca el 
delito de la trata internacional y el interno. Amplía la protección a las víctimas 
señalada en los marcos normativos internacionales al determinar el tipo penal 
base de la trata de personas por la sola acción del tratante sin la condición de 
que el mismo recurra a los medios comisivos o recursos de la trata. También 
se establecen las responsabilidades del Estado en la atención de las víctimas, 
creando un Programa Nacional de atención. 

El Protocolo de Palermo de%ne a la Trata de personas como: 

 - el traslado, la acogida, o la recepción de personas, recurriendo a la amenaza 
o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, rapto, al fraude, al engaño, 
al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o re-
cepción de pago o bene%cios para obtener el consentimiento de una persona 
que tenga autoridad sobre otra, con %nes de explotación. Esa explotación 
incluirá como mínimo la explotación de la prostitución ajena u otras formas 



de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las 
prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o extracción de órganos.

 - El consentimiento dado por la víctima de la trata de personas a toda forma 
de explotación que se tenga intención de realizar, descrita en el apartado an-
terior del presente artículo, no se tendrá en cuenta cuando se haya recurrido 
a cualquiera de los medios enunciados en dicho apartado.

 - La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de niños 
con %nes de explotación se considerarán trata de personas incluso cuando 
no se recurra a ninguno de los medios mencionados en el apartado A.

 - Por niño se entenderá toda persona menor de 18 años.
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Desde el 2004, año en el cual se rati%có el Protocolo de Palermo, se han dado 
avances continuos en términos de establecimientos de marcos jurídicos de pro-
tección a víctimas de trata y persecución del crimen. Actualmente se puede 
decir que el país cuenta con un marco jurídico su%ciente para perseguir ese 
crimen y proteger a las víctimas primarias y secundarias del mismo. 

Existe una Mesa Interinstitucional para la Prevención y Combate a la Trata de 
Personas en el Paraguay. Esta instancia fue creada anteriormente a la Ley de 
Trata por el Decreto Nº 5.093 del año 2005 del Poder Ejecutivo y elevada poste-
riormente de rango con la promulgación de la ley. Sin embargo, en dicha crea-
ción no se incluyó taxativamente la integración y participación de representan-
tes de la sociedad civil en la mesa. No obstante, fueron importantes los aportes 
realizados por las organizaciones de la sociedad civil (OSC)  para la creación 
material y el funcionamiento de la Mesa, aun antes de su creación legal, inclu-
yendo el impulso de la redacción de la Ley Integral. La Mesa está incluida en 
el artículo 44 de la Ley Integral contra la Trata de Personas Nº 4788/12. Esta 
instancia reúne a distintos organismos en una sola instancia de coordinación. 

Existe una política nacional para la prevención y combate a la trata de personas 
2010 – 2019 (Ceniju et al., 2010), obligación generada también por la ley mencio-
nada en su artículo 48. La referida Ley Nº 4788/12 también crea, en su artículo 49, 
el Programa Nacional de Prevención, Combate y Atención a Víctimas de Trata. A 
su vez, en el artículo 50 crea el Fondo Nacional de inversión y atención a víctimas 
de la trata, que será gestionado por el Programa Nacional mencionado arriba. 

De todas estas obligaciones del Estado impuestas por la Ley Nº 4788/12 en el 
año 2012, solo se ha cumplido la creación de la Mesa Interinstitucional y el 
diseño de la Política de lucha contra la trata. Estas instancias ya habían sido 
instaladas y aprobadas antes de la promulgación de la ley por instrumentos 



de menor rango, como decretos y resoluciones, y que fueron jerarquizados 
con la entrada en vigencia de la ley integral. Hasta la fecha no se cuenta con 
el Programa Nacional de Prevención y Combate a la trata ni con el fondo 
contemplado en la ley. 

La instalación del Programa Nacional de Prevención y Combate a la Trata se ha 
topado con la resistencia del Ministerio de la Mujer, que considera que excede su 
competencia legal a raíz de que la trata también afecta a los varones. Sin embargo, 
por una disposición transitoria se ha designado a esta cartera como autoridad de 
aplicación de la norma hasta tanto se determine la institución competente.

Es un grave dé%cit el no contar con las herramientas de atención a las víctimas, 
particularmente en los casos de niñas, niños y adolescentes, como así también 
a las personas que han quedado embarazadas o tenían hijos o hijas a su cuida-
do. Esta carencia afecta en especial a las víctimas de trata interna, que quedan 
expuestas al riesgo de no contar con recursos institucionales que garanticen su 
protección ante tratantes geográ%camente tan cercanos.

La continuidad del albergue para niñas y adolescentes víctimas de trata, Rosa 
Virginia, gestionado por la Congregación de las Hermanas del Buen Pastor con 
apoyo %nanciero de la Secretaría Nacional de la Niñez y Adolescencia (SNNA), 
se encuentra cumpliendo esta función. Hasta octubre del presente año este ser-
vicio se prestó a 21 niñas y adolescentes. Sin embargo, se debe avanzar aumen-
tando la cobertura de los servicios del Estado en otros puntos del país.

Sigue siendo un dé%cit de coordinación y gestión el no contar con un sistema 
de información que ayude a dar seguimiento y dimensionar la trata como cri-
men en el país, discriminándolo por sus %nes así como por el género y edad de 
las víctimas rescatadas. Esto es fundamental para poder identi%car per%les de 
víctimas, zonas de riesgo o de mayor actividad de los tratantes, modus operandi, 
puntos de salida del país, etc. Sin estos datos no se puede realizar una interven-
ción preventiva e%caz.

Las campañas del Estado para informar y prevenir sobre la trata han sido muy 
esporádicas y de un alcance muy limitado, consistiendo básicamente en carte-
lería estática solo en ciertos puntos de salida del país y centros de gestión de 
documentos. Se debe avanzar en campañas más creativas en los lugares donde 
se han denunciado mayores casos de trata. Tampoco existen campañas impor-
tantes e integrales para la prevención de la trata interna.

Se deben profundizar las capacitaciones a los agentes de justicia, jueces, %sca-
les y policías para identi%car más rápidamente los casos de trata y actuar en 
consecuencia, según los mecanismos establecidos. Particularmente se deben 
focalizar estos trabajos de capacitación y monitoreo en los departamentos del 
país donde más casos de captación se han observado. 
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Paraguay está caracterizado principalmente como país  de origen de la trata, 
siendo el principal objeto de la trata la explotación sexual, y las mujeres las 
principales víctimas del delito (OIM y Ministerio Público, 2014). Los princi-
pales destinos de la trata internacional con %nes de explotación sexual son Ar-
gentina, España, Chile, Bolivia y últimamente se ha sumado Turquía. La trata 
interna también está mayoritariamente dominada por la que tiene por %n la 
explotación sexual. Este año se constató al menos un caso de trata interna con 
%nes de explotación laboral, caso que afectó a unos 35 indígenas del pueblo 
Aché, el cual se detalla más adelante.

Un elemento que debe ser considerado con mayor seriedad es la existencia de 
la práctica del “criadazgo”. Esta aún permanece como una forma habitual de 

“crianza” de las niñas, niños y adolescentes provenientes de familias empobre-
cidas –generalmente rurales– por parte de familias más pudientes –general-
mente urbanas– ofreciendo cama y comida a cambio de trabajo y disfrazando 
lo que en realidad constituye el trabajo esclavo de niñas, niños y adolescentes. 
Esta práctica presentada de este modo constituye la trata interna con %nes de 
explotación laboral y  podría estar relacionada a otras modalidades de  trata 
interna de niñas, niños y adolescentes. El criadazgo está incluido en la lista 
de las peores formas de trabajo infantil en el Convenio 182 de la OIT, pero 
no existe un castigo por practicarlo. Paraguay ha recibido una recomendación 
especí%ca en este sentido por medio del Examen Periódico Universal (EPU)1 
de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) en el año 2016. El Consejo 
de Derechos Humanos de la ONU recomendó “avanzar hacia la aprobación de 
una ley que prohíba el trabajo de niños menores de 14 años, así como las peores 
formas de trabajo infantil y el trabajo infantil doméstico”.2

En cuanto a la zoni%cación de la trata dentro del territorio nacional, si bien la 
dinámica de este crimen se extiende a cualquier punto del país, los departa-
mentos de Caaguazú, Alto Paraná, San Pedro y Central siguen siendo los prin-
cipales sitios de captación de las víctimas de Trata (OIM y Ministerio Público, 
2014). Estas zonas de captación de trata son las mismas que han sido citadas 
en diferentes investigaciones de la sociedad civil desde el año 2005 en adelante 
y en una del propio Ministerio Público. Esto da cuenta de que a pesar de que 
se conocen las zonas de mayor actividad de los tratantes, no se han realizado 
su%cientes intervenciones del Estado de manera preventiva.
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Las recomendaciones del mecanismo EPU del año 2016 para el tema de la trata 
de personas fueron principalmente:

 - Proporcionar recursos humanos y un presupuesto su%cientes para aplicar 
sus políticas y programas nacionales de lucha contra la trata de personas;

 - Ofrecer asistencia, programas de reintegración y formación profesional a las 
víctimas de la trata para permitir su reintegración en la sociedad;

 - Incorporar la utilización de niños, niñas y adolescentes en el turismo sexual 
explícitamente como delito penal, a %n de armonizar la legislación interna 
con el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño 
relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños 
en la pornografía. 
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La existencia de la trata interna con %nes de explotación laboral ya fue identi%-
cada en estudios e informes sobre trata de personas realizadas por varias ONG. 
Entre estos el trabajo “Dos estudios sobre la explotación sexual y trata de niñas, 
niños y adolescentes en el Paraguay” (Base Is y Grupo Luna Nueva, 2015) ya 
señalaba la posible existencia de explotación laboral con características de trata 
en establecimientos rurales. 

En el mes de noviembre del presente año se detectó un caso de esta natura-
leza. Un informe de prensa del Ministerio Público comunicó que 35 nativos 
de la parcialidad Aché fueron  rescatados del establecimiento agropecuario 
Ruroka SA, en la localidad de la Patria, departamento de Boquerón. Las au-
toridades intervinientes señalaron que creían que estas personas estaban en 
situación de explotación laboral trabajando en la fabricación de carbón ve-
getal. Los 35 víctimas eran de la parcialidad Aché provenientes de Salto del 
Guairá y Curuguaty (departamento de Canindeyú) y del departamento de 
Caaguazú. Entre las víctimas se encontraban 7 personas menores de edad. 
Debido a problemas con el cultivo de sésamo fueron trasladados a este lugar 
inaccesible y quedaron atrapados allí desde agosto. La denuncia había sido 
presentada por la comunidad3.



La comitiva %scal que procedió al rescate constató que las víctimas vivían en si-
tuación infrahumana. Cabe resaltar que tanto en la publicación del Ministerio 
Público como en otras fuentes4 no se especi%có si había mujeres y/o niñas entre 
el grupo de 35 personas, entre estas los siete menores de edad. La investigación 
está en curso actualmente. 

Este es el primer caso de trata interna con %nes de explotación laboral de esta 
magnitud en que han intervenido las autoridades. En este caso nuevamente se 
dan ciertos aspectos comunes a otros casos de trata como la localidad de origen 
de muchas de las víctimas, el departamento de Caaguazú. Las poblaciones in-
dígenas del Paraguay son particularmente vulnerables, por lo que es necesario 
prestar atención a este caso, a %n de generar acciones preventivas.

En cuanto a la situación de las niñas, niños y adolescentes afectados por la 
práctica del “criadazgo”, nuevamente en este año se ha dado un caso de maltra-
to con derivación fatal. Una adolescente de 14 años, Carolina Marín, tomada 
como “criadita” por la familia de Ramona Melgarejo y Tomás E. Ferreira, fue 
maltratada brutalmente a golpes por parte de Ferreira, causando la muerte de 
la adolescente. Este asesinato causó profunda indignación en toda la ciudada-
nía, que incluso realizó movilizaciones pidiendo justicia. El suceso ocurrió en 
la localidad de Vaquería, departamento de Caaguazú.

Este trágico evento muestra el peligro que supone esta práctica para la vida, la 
integridad, la salud y el bienestar de los niños, niñas y adolescentes de todo el 
país. El caso de Carolina Marín ha expuesto la desprotección de niños, niñas 
y adolescentes en estado de vulnerabilidad y cómo el Estado no toma estas 
situaciones con la seriedad necesaria. Carolina Marín estaba en un hogar de-
bido a que su padre fue denunciado por maltrato, fue preso y la madre no 
estaba en condiciones  de cuidar a ella y a sus hermanas/os. Los responsables 
de este hogar –Mborayhu de la ciudad de Caaguazú– entregaron a Carolina y 
a sus hermanos a diferentes casas para su “cuidado” sin ningún tipo de estudio 
previo ni  seguimiento. Este caso ha demostrado la falta de control por parte 
del Estado a los procedimientos de hogares para la entrega de niños y niñas a 
familias para su supuesto cuidado... Otros hermanos y hermanas de Carolina, 
luego de su muerte, denunciaron también maltrato físico y explotación laboral 
en las casas en donde fueron entregados, según informes de la SNNA. Si bien el 
hecho no está investigado como un caso de trata, sino de homicidio, es un caso 
de “criadazgo”. Esto implica una condición de vulnerabilidad de gran impacto 
en niños, niñas y adolescentes, que los expone a ser víctimas de trata, abusos, 
explotación, maltratos y hasta de asesinato. 



En agosto del presente año se dio a conocer un operativo por el cual se des-
manteló, según la Fiscalía, una red de trata que operaba en Caaguazú y Alto 
Paraná. Las víctimas captadas en estos departamentos eran llevadas bajo enga-
ños a España y Francia para ser explotadas en locales de prostitución. Este caso 
reúne prácticamente todas las características que tantas veces se han citado 
en estudios e informes denunciando el modus operandi de los y las tratantes 
en Paraguay. La principal acusada y sospechada como la cabeza de la red era 
una persona cercana a la familia de  una de las víctimas, la comadre. La misma 
convenció a la familia de que llevaría a la joven a Francia para trabajar en un 
supermercado y facilitó los trámites para el viaje. Una vez en el lugar de destino, 
la víctima fue despojada de sus documentos y obligada a prostituirse. Al huir, 
una de las víctimas puso en alerta a las autoridades francesas. El caso está en 
proceso de investigación. Al ser desarticulada la red, cinco mujeres paraguayas 
fueron rescatadas tanto de Francia como de España.

Los casos citados demuestran áreas especí%cas de mayor incidencia de los tra-
tantes, como los departamentos de Caaguazú, San Pedro y Alto Paraná. Por 
esto es preciso redoblar los esfuerzos para dar a conocer los riesgos de caer en 
la trata de personas y alertar sobre los métodos de engaños utilizados como las 
promesas de empleo, tanto en los países de la región como en otros continentes. 

Además de ello, una práctica tan naturalizada en el país, como el criadazgo, en 
que incluso las familias receptoras aparecen como prestadoras de un don o 
favor, demuestra la realidad y las consecuencias de una de las peores formas de 
explotación laboral y sexual infantil, que incluso puede tener como consecuen-
cia la muerte de las personas víctimas de este régimen. 

Hemos visto, a su vez, que los establecimientos rurales siguen siendo zonas 
liberadas del control estatal donde se practican diversas formas de explotación, 
principalmente la laboral, con lo cual queda demostrado que en nuestro país 
aún persisten diversas formas de esclavitud. Además de las poblaciones campe-
sinas, las comunidades indígenas son especialmente vulnerables a esta forma 
de explotación, lo cual está condicionado por los mayores niveles de empobre-
cimiento en que viven. 

Instalar el Programa Nacional de Prevención y Combate a la Trata, para lo 
cual se requerirá su creación administrativa y asignación presupuestaria. 



Brindar autonomía al programa a %n de independizarlos del Ministerio de 
la Mujer.

Gestionar el Fondo nacional de inversión y atención especializada a las víc-
timas de la trata a través de la redacción de un proyecto de reglamentación 
que sea aprobado a través de una ley. Esta tarea, conforme señala la propia 
ley, corresponde a la Mesa Interinstitucional para la Prevención y Combate 
a la Trata de Personas en el Paraguay, presidida por el Ministerio de Relacio-
nes Exteriores (MRE).

 Identi%car los Programas de Atención Inmediata y Mediata para víctimas 
de trata existentes en el país, a %n de conocer a cabalidad los servicios espe-
cializados de atención previstos actualmente por el Estado paraguayo y la 
inversión realizada en los mismos.

Adoptar, conforme a las numerosas y reiteradas recomendaciones de los 
mecanismos convencionales y extraconvencionales de la ONU y el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos, medidas inmediatas y efectivas para 
la erradicación del trabajo forzoso, y particularmente el trabajo forzoso que 
afecta a hombres, mujeres, niños, niñas y adolescentes indígenas en la zona 
del Chaco y en estancias y establecimiento ganaderos, velando por que las 
víctimas reciban una protección adecuada y los responsables sean debida-
mente enjuiciados y castigados.

Prohibir y penalizar el “criadazgo” y difundir los riesgos que implica para 
prevenir su práctica.
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La población privada de libertad sigue en aumento en los últimos cinco años, 
y en especial las personas sin condena que llegan a la fecha al 77%, tanto de 
hombres y mujeres, 9.407 corresponde a varones adultos y 582 mujeres adultas, 
y es grave en  relación a los jóvenes privados de libertad, solo un 5% de total de 
262 adolescentes privados de libertad por infracciones a la ley cuenta con una 
sentencia que guarda estrecha vinculación con el abuso de la prisión preventiva 
de los operadores de justica.

Es doblemente preocupante la situación de los jóvenes privados de libertad, 
cuando  las medidas, y en especial la de internación deben ser aplicadas a los 
mismos a la luz de lo que establece la Convención de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos del Niño y la Niña (art.40)2, debe utilizarse como ultima ratio, y 
durante el periodo más breve posible, en lugares en donde sean tratados con 
humanidad y respeto, en donde se tenga en cuenta sus necesidades de acuerdo 
a su edad, ( recreación, salud, alimentación sana, descanso), mantener el con-
tacto con su familia y estar separado de adultos.

El Relator Especial de la ONU sobre el derecho de toda persona al disfrute del 
más alto nivel posible de salud física y mental, Sr. Dainius Pūras, en oportuni-
dad de la visita país a Paraguay entre septiembre y octubre de 2015, señaló en 
sus observaciones preliminares que:      

He visitado uno de estos centros educativos en Ciudad del Este y mi observación 
preliminar es que todos los esfuerzos realizados para mejorar la situación en es-
tos centros están en peligro por el hecho de que la mayoría de estos adolescentes 
no deberían estar privados de libertad. Las medidas punitivas de este tipo son 
una forma de violencia institucional y sólo refuerzan el ciclo de injusticia, exclu-
sión y desesperanza en la sociedad (Pūras)3.



El panorama no es alentador cuando la máxima instancia judicial, la Corte 
Suprema de Justicia, toma decisiones como la de dictar un instructivo4 des-
tinados a los Jueces Penales de Garantías, en donde se restringen los criterios 
para la aplicación de medidas sustitutivas a la prisión preventiva, en los hechos 
cali%cado como hurto agravado, hurto especialmente grave, hurto agravado en 
banda, robo, robo agravado, robo con resultado de muerte o lesión grave, hurto 
seguido de violencia, con el argumento de que con dicha decisión e instructivo 
se podrá reducir el índice de inseguridad en país, lo cual es una falacia, sim-
plemente dará como resultado que más personas sean privadas de libertad en 
condiciones infrahumana, en abierta violación de los derechos humanos.    

La Constitución Nacional en su artículo 4 establece que: “el derecho a la vida es 
inherente a la persona humana. Se garantiza su protección, en general, desde 
la concepción. Queda abolida la pena de muerte. Toda persona será protegida 
por el Estado en su integridad física y psíquica, así como en su honor y en su 
reputación. La ley reglamentará la libertad de las personas para disponer de su 
propio cuerpo, sólo con %nes cientí%cos o médicos”. 

En el artículo 6 re%ere que: “la calidad de vida será promovida por el Esta-
do mediante planes y políticas que reconozcan factores condicionantes, tales 
como la extrema pobreza y los impedimentos de la discapacidad o de la edad. 
El Estado también fomentará la investigación sobre los factores de población 
y sus vínculos con el desarrollo económico social, con la preservación del am-
biente y con la calidad de vida de los habitantes”. 

En el artículo 21 establece que “las personas privadas de su libertad serán re-
cluidas en establecimientos adecuados, evitando la promiscuidad de sexos. Los 
menores no serán recluidos con personas mayores de edad. La reclusión de 
personas detenidas se hará en lugares diferentes a los destinados para los que 
purguen condena”.

La Convención Americana de los Derechos Humanos (Ley Nº 1/89); el Pacto 
Internacional De Derechos Civiles y Políticos (Ley Nº 5/92); la Convención 
contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 
(Ley Nº 69/89); el Protocolo Facultativo de la Convención de las Naciones Uni-
das contra la Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes 
(Ley Nº 2.757/05), son tratados suscriptos por el Estado paraguayo, que con-
tienen derechos y garantías de las personas privadas de libertad que el Estado 
paraguayo debe garantizar. 

A nivel interno la citada Ley Nº 5.162/14 “Código de Ejecución Penal”, que entró 
en vigencia desde el 1 de abril del 2015, establece en su artículo 7 que: “En los 



establecimientos de custodia y reclusión, prevalecerá el respeto a la dignidad hu-
mana, a las garantías constitucionales y a los derechos humanos universalmente 
reconocidos. Se prohíbe toda forma de violencia psíquica, física o moral. Nadie 
será sometido a torturas ni a tratos o castigos crueles, inhumanos o degradantes”, 
norma concordante con el artículo 87, incisos 1, 2, 3, 4 y 5 del mismo código5. 

La situación carcelaria a la fecha no ha variado con relación al informe 2015, si-
gue siendo una constante el hacinamiento6 en las 16 penitenciarías del país, así 
como condiciones inhumanas de reclusión: falta de luz natural, instalaciones 
eléctricas precarias, sanitarios en pésimas condiciones, falta de agua caliente, 
alimentos de baja calidad, falta de espacio de esparcimiento, falta de atención 
médica, malos tratos y tortura.

Las mujeres privadas de libertad constituyen el 6,3% del total de personas pri-
vadas de libertad en el país, conforme al reporte del mes de septiembre del 2016 
del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura (MNP)7. Al ser menos la 
cantidad de mujeres privadas de libertad, las cárceles no están preparadas para 
las mismas y las condiciones de reclusión son más críticas comparadas con los 
varones.  Las mujeres adultas y adolescentes privadas de libertad en general 
requieren, entre otras cosas, la provisión de artículos de higiene femenina que 
hacen al derecho sexual y reproductivo. Conforme siempre al citado informe, 
respecto a la situación de las madres que crían a sus hijos e hijas en situación de 
encierro, existen 34 niños y niñas que viven con sus madres y 17 mujeres se en-
cuentran embarazadas en reclusión. Dichas mujeres tienen derecho a mantener 
ese vínculo con sus niños y niñas, a contar con los profesionales de salud que 
puedan atenderles, en especial a las embarazadas y aquellas que son víctimas 
de abuso sexual en las mismos centros penitenciarios. 

Por otro lado, este año 10 mujeres privadas de libertad en la penitenciaría del 
Buen Pastor solicitaron el derecho a visita íntima con otras mujeres8. La solicitud 
fue rechazada por la directora del penal y por la misma Ministra de Justicia en ese 
momento, ignorando así el reglamento del 2012 que no especi%ca ni sexo ni gé-
nero de la persona para la visita íntima. Ante la negativa del ente administrativo 



en la actualidad se peticionó ante el Juzgado de Ejecución tutela para una de ellas. 
Esta petición se encuentra en trámite pendiente de resolución judicial. 

En el caso de la población adulta privada de libertad, existe un dé%cit de alo-
jamiento para 6.643 personas. Según el informe de gestión del MNP (2015)9 
la superpoblación carcelaria llega al 186% como promedio general de todo el 
sistema penitenciario de la República. El 77% de esta población la conforman 
presos/as sin condena; el 23% restante es de presos/as condenados/as. Señala 
además que el Ministerio de Justicia (MJ) no tiene en cuenta la dotación de 
espacios adecuados para las habitaciones y los demás lugares necesarios que 
exige una reclusión digna según los estándares de DDHH vigentes a nivel in-
ternacional. 

Conforme a datos del MJ, el número de personas privadas de libertad sin con-
dena viene aumentando progresivamente desde el año 2010 (65%), 2011 (71%) 
2012 (72%) 2013 (72%), 2014 (75%) y 2015 (77%)10; estos aumentos siderales guar-
dan relación con el abuso11 de la prisión preventiva por parte los jueces, quienes 
ordenan la prisión de los procesados, en la mayoría de las veces de manera in-
fundada, excesiva e innecesaria y a sabiendas de las condiciones infrahumanas 
en que se encuentran las personas recluidas.  

En el mes de mayo de 2016, como consecuencia de la superpoblación de re-
clusos, la falta de agentes penitenciarios su%cientes para cubrir la cantidad de 
personas privadas de su libertad, y la de%ciencia en infraestructura en cuanto 
a vallados y muros perimetrales, MJ ha declarado estado de emergencia pe-
nitenciaria12 por 10 meses con el objetivo de contratar  nuevos agentes por vía 
de excepción para reforzar la seguridad, la adquisición de instrumentos de se-
guridad, además de la ampliación presupuestaria para estructurar y poner en 
condiciones las cárceles.

Los diez meses solicitados son insu%cientes para solucionar  el problema com-
plejo de hacinamiento, que no pasa por una desburocratización de ciertos  trá-
mites administrativos, pues implica que en primer lugar el Estado paraguayo 
debe reconocer que no puede seguir privando de libertad a personas para re-
cluirlas en condiciones infrahumanas. Al mismo tiempo, debe hacer énfasis en 
políticas penitenciarias que busquen realmente la reinserción de las personas 
privadas de libertad, y no limitarse a la construcción13 de más cárceles, que 
simplemente solucionaría el problema de hacinamiento de manera temporal.



En cuanto a la reinserción social se destaca como aspecto positivo que el MJ lle-
ve adelante varias iniciativas con el sector privado y otras instituciones estatales. 
En lo relativo al área del trabajo penitenciario, en convenio con la multinacio-
nal Fujikura (cableados y autopartes) se habilitó la primera cárcel industrial 
de mujeres del país, en la Penitenciaría de Mujeres de Ciudad del Este, Juana 
María de Lara. Además, a través del convenio con la Industrial Maderil S.A. 
(carpintería y muebles de cocina) se instaló una fábrica de productos derivados 
de madera en el penal industrial La Esperanza, que emplea a 30 internos. 

También se ha habilitado el primer local de venta permanente de productos 
artesanales elaborados por las personas privadas de libertad en la Secretaría 
Nacional de Turismo (Senatur), así  como el primer   des%le   de   modelos   
luciendo   prendas  confeccionadas  por  las  internas  del  Buen  Pastor, capa-
citadas  por  la  Cruz  Roja  Paraguaya  y Servicio   Nacional   de   Promoción   
Profesional (SNPP), bajo la organización denominada “Kuña Katupyry”.

Se puede concluir que 70% de la población de mujeres y varones adultos no de-
berían estar dentro del sistema penitenciario ínterin se tramite su proceso  para 
determinarse su responsabilidad penal, pues la prisión preventiva conforme la 
Constitución Nacional es excepcional, y que el 95% de los jóvenes privados de 
libertad se encuentren sin condena ya constituye violencia institucional. 

Que los datos estadísticos evidencia que esta situación va en aumento, lo que 
preocupa de sobremanera, pues evidencia que el Estado paraguayo no ha to-
mado ninguna acción para reducir la sobrepoblación carcelaria, pese a las rei-
teradas recomendaciones de los organismos internacionales, del Mecanismo 
Nacional de Tortura. La única acción concreta es la de destinar presupuestos 
para la construcción de centros penitenciarios, lo que simplemente será una 
solución temporal, hasta tanto se sobrepoble nuevamente, y la situación de en-
cierro en estas condiciones seguirá siendo una violación de derechos humanos.    

Adoptar medidas para mejorar la situación del sistema penitenciario del país, 
de conformidad con las normas internacionales.

Adoptar   un   plan   de   mejoras de   la   infraestructura   de cárceles  del  país  
a  %n  de  garantizar  condiciones  de  vida dignas a las personas privadas de 
libertad.



Garantizar  un  número  su%ciente  de  profesionales  médicos, incluidos 
profesionales de la salud mental, a %n de asegurar una atención médica de 
calidad a las personas privadas de libertad.

Proporcionar   un   alojamiento   y   tratamiento   siquiátrico adecuado a 
las personas privadas de libertad que  requieran supervisión y tratamiento 
siquiátrico.

Utilizar  el  aislamiento como  medida de último recurso, por  el menor 
tiempo posible, bajo una supervisión estricta y con la posibilidad de control 
judicial.
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La facultad de detener a las personas es tal vez uno de los poderes más invasi-
vos que el Estado posee. El abuso de estas detenciones –para las cuales deben 
mediar condiciones expresamente establecidas en la ley– destruye el tenue sen-
tido de autonomía y autodeterminación de la ciudadanía, ganadas a base de 
esfuerzos y di%cultades, tras largas décadas de dictadura.

El presente artículo busca alertar sobre la preocupante convalidación por parte 
de los poderes Judicial y Legislativo de detenciones arbitrarias efectuadas por 
organismos de seguridad a cargo del Poder Ejecutivo.

El Estado paraguayo está obligado a brindar protección a sus habitantes en su 
libertad y seguridad, así como a no practicar detenciones arbitrarias (arts. 9 al 
12 de la Constitución Nacional). Igualmente, el artículo 133 de la Constitución 
reconoce a toda persona en trance inminente de ser privada ilegítimamente de 
su libertad la garantía constitucional del habeas corpus, regulada por la Ley Nº 
1500/99.

Todas estas disposiciones constitucionales recogen normativas internacionales 
del sistema universal y del sistema interamericano, que integran el orden posi-
tivo nacional, al haber sido rati%cadas por el Estado. 

Así, en el sistema universal de protección, se cuenta con instrumentos como la 
Declaración Universal de Derechos Humanos (art.9), el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos – PIDCP (art.9), la Convención de Derechos del 
Niño y la Niña (art. 37), y el conjunto de Principios para la protección de todas 
las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión.

De igual manera, el sistema interamericano de protección de derechos humanos 
establece normas relativas a la prohibición de detenciones arbitrarias en la Decla-
ración Americana sobre Derechos y Deberes del Hombre (art. 25), la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (art. 7) y la Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (art. 4).

En el marco interno y siguiendo el orden de prelación, %nalmente se encuen-
tran las disposiciones del Código Procesal Penal (arts. 239, 240, 242 y 245). En 
este sentido, tratándose de derechos y garantías fundamentales de todas las 
personas, las normas precedentes, al establecer el marco legal dentro del cual 
se puede privar de libertad a las mismas, las causales que ameritan la privación 
de libertad deben ser interpretadas con carácter restrictivo. Toda detención 
realizada fuera del marco de las normas citadas deben ser cali%cadas como 
arbitrarias.
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Si bien a lo largo de 2016 se han repetido los casos de detenciones por parte de 
integrantes de organismos de seguridad sin que se cumplan los requisitos le-
gales necesarios para el efecto, como el caso de Richard Ramón Pereira Zárate, 
quien al entregarse, luego de una breve persecución por parte de un comisario 
y un subo%cial, aparentemente por motivos personales, recibió un disparo de 
arma de fuego. El hecho ocurrió el domingo 14 de agosto de 2016 y como con-
secuencia quedó parapléjico1. 

Otro caso emblemático es el de la niña de tres años de edad que perdió la vida 
a causa de disparos efectuados por agentes especiales de la Secretaría Nacional 
Antidrogas  (Senad) el 18 de julio de 2016, cuando intentaban detener el vehí-
culo en que se desplazaba junto con familiares, disparando sin identi%carse 
y con base en supuestos datos proporcionados por “un informante”2. En este 
caso el operativo contó con autorización judicial y control de un agente %scal3. 
La orden judicial se concedió considerando como válido el pedido de la Senad 
y sin ningún otro elemento que sustente dicha autorización. De esta manera 
el accionar judicial quedó reducido a un simple trámite de índole burocrático, 
privándole de todo efecto garantizador de los derechos de los ciudadanos que 
pudieren verse afectados por el procedimiento policial.

Revelador del proceder extorsivo de algunos elementos de la Policía Nacional 
fue el caso de Tanya Villalba, quien fue detenida, sin orden judicial, cuando 
circulaba al mando de su automóvil para una “inspección” del vehículo, situa-
ción que fue aprovechada por los uniformados para plantarle drogas y solicitar 
dinero a cambio de no comunicar el supuesto hallazgo a la %scalía4. La rápida 
reacción de la víctima, quien grabó el hecho con su teléfono celular, impidió 
que la y los agentes terminen con éxito la simulación del hecho punible. Cuan-
do el escándalo explotó en los medios, la y los agentes manifestaron que les 
llamó la atención el modelo del automóvil de Villalba.

Ha continuado también la práctica de la Policía Nacional de demorar a ciuda-
danos y ciudadanas en “barreras” o retenes en los que se aplica el inconstitucio-
nal procedimiento basado en que el ciudadano y la ciudadana deben demostrar, 



pese a no existir motivo fundado de sospecha en su contra, su identidad, que 
no posee orden de captura, la propiedad del vehículo y que no lo conduce bajo 
efectos del alcohol (en los casos de conductores). 

Este procedimiento ha sido severamente cuestionado por profesionales del de-
recho5. Sin embargo,  se lleva a cabo con mucha frecuencia y es la base del sis-
tema utilizado para demorar a personas sin causa razonable, muchas veces con 
consecuencias trágicas como los casos relatados precedentemente.
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Resulta preocupante que en 2016 se haya constatado un grave retroceso en lo 
referente a detenciones arbitrarias debido a la participación, previa o posterior, 
de representantes del Ministerio  Público y del Poder Judicial, los cuales han 
avalado procedimientos arbitrarios. 

Los órganos jurisdiccionales que deberían garantizar los derechos del indivi-
duo ante el accionar del Estado y poner límites a este, evitando excesos, se viene 
convirtiendo en el principal legitimador de las violaciones a la libertad de las 
personas.  

El 13 de setiembre de 2016, luego de incidentes ocurridos en ocasión de una 
Asamblea Universitaria de la Universidad Nacional de Asunción, la %scala Vi-
viana Patricia Rivas ordenó la detención de cuatro dirigentes estudiantiles sin 
contar con elementos mínimos de sospecha contra ellos y ellas6.

Paola María Pusineri Escobar, presidenta del Centro de Estudiantes de la Fa-
cultad de Medicina; Amalia Ríos Garay, representante estudiantil de Medicina; 
Fernando Federico Krug Olmedo, representante estudiantil de la Facultad de 
Filosofía, y Herbert Raúl Segovia Lohse, presidente del Centro de Estudiantes 
de la Facultad de Ingeniería, permanecieron detenidas/os en sede del Ministe-
rio Público de la ciudad de San Lorenzo desde las 8:00 horas de la mañana del 
14 de setiembre hasta las 13:00 horas del mismo día. Dicha detención ordenada 
por la agente %scal obedeció a una denuncia por privación de libertad efectua-
da por Asambleístas de la Universidad Nacional de Asunción, los cuales no 
identi%caron en su denuncia a las cuatro personas detenidas como responsa-
bles de la supuesta privación de libertad.

La agente %scal basó la orden de detención en un informe de la Policía Nacio-
nal que, sin detallar hechos ni modos de averiguación, se limitaba a informar 



que los cuatro estudiantes, dos mujeres y dos hombres, luego detenidos, eran 
responsables del hecho punible de privación de libertad.

Si bien la representante del Ministerio Público dispuso la puesta en libertad del 
grupo de cuatro estudiantes, igual  continúan sometidos a proceso y la %scala 
no convoca a declarar a los policías %rmantes del informe que los sindicaba 
como autores y autoras del hecho punible, pese a que fuera solicitado por las 
personas  imputadas. La orden de detención no cumplió con los requisitos es-
tablecidos en el artículo 240 del Código Procesal Penal (CPP), incisos 1 al 3.

Otro caso preocupante de intervención ilegal del Ministerio Público ocurrió 
el 14 de octubre de 2016 en el Rectorado de la UNA de la ciudad de San Lo-
renzo. Un grupo de estudiantes llegó ante la Mesa de Entrada del Rectorado a 
presentar una nota y solicitar informes respecto de otras notas presentadas con 
anterioridad y que no habían sido respondidas por el Rector.

Como respuesta al normal requerimiento por parte de las y los estudiantes, se 
hicieron presentes dos asistentes %scales, acompañados del asesor jurídico del 
Rectorado, intentando “identi%car” a los estudiantes. Como única explicación 
se les informó que el procedimiento se debía al carácter violento con que su-
puestamente actúa el estudiantado. Ante la insistencia de las y los estudiantes, 

–que, además de la negativa a colaborar con el extraño procedimiento, %lmaron 
lo que acontecía– los asistentes %scales tuvieron que admitir que no existía 
indicio de hecho punible alguno y se retiraron de lugar.

Pese a que el asesor jurídico fue quien formuló la denuncia que ocasionó la 
pronta intervención de la Fiscalía, sin que se estuviese cometiendo hecho pu-
nible alguno, el Ministerio Público no inició investigación por falsa denuncia. 
Tampoco inició investigación cuando el mismo asesor jurídico, Raúl Astigarra-
ga, en fecha 1 de noviembre de 2016, al retirarse de otra asamblea universitaria, 
abordó un vehículo desde el cual apuntó con un arma de fuego a las y los estu-
diantes en forma amenazante7.    

Resulta alarmante que la Fiscalía actúe en violación de las normas procesales, 
avalando detenciones arbitrarias o directamente produciendo dichas detencio-
nes. Por el contrario, cuando existen indicios reales de hechos punibles –como 
una fotografía donde se observa claramente que se apunta con un arma a estu-
diantes– no se inicia investigación alguna.
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A estos casos de intervención judicial y del Ministerio Público en detenciones 
ilegales, se sumó en el 2016 una iniciativa legislativa cuya intención era la apro-
bación en Cámara de Diputados de un proyecto de ley que autorizaba a la Poli-
cía Nacional a efectuar detenciones sin que medie orden judicial ni &agrancia8. 
Conforme a este proyecto de ley, los indicios resultantes de las averiguaciones 
policiales bastarían para que esta institución detenga a personas sin orden ju-
dicial. Por su notorio carácter represivo, el proyecto fue bautizado como “Ley 
Pastor Coronel”, en referencia a uno de los jefes de la represión de la dictadura 
de Alfredo Stroessner. 

En el artículo 6 numeral 5 del texto del proyecto de “Ley Pastor Coronel” esta-
blecía como facultades de la Policía Nacional: 

Aprehender a las personas sorprendidas en /agrante comisión de hechos pu-
nibles, en el momento de intentarlo, cometerlo, inmediatamente después de la 
comisión o cuando existan su!cientes indicios de su participación en un hecho 
punible y se trate de casos en los que proceda la detención preventiva. Así como 
detener  a las personas en cumplimiento a una disposición escrita emanada de un 
juez o de un !scal y ejercer las demás facultades conferidas en el Código Procesal 
Penal, con sujeción a los principios básicos de actuación establecida en la Cons-
titución Nacional y las Leyes.

El texto %nalmente rechazado transgrede claras disposiciones de la Constitu-
ción Nacional, como el artículo 12, por lo que podría ser objetada por la vía de 
la acción de inconstitucionalidad. La Cámara de Diputados, a pesar de la fuerte 
campaña en contra, se rati%có ante el rechazo del Senado. Lo preocupante es 
que la Cámara de Diputados otorgó media sanción y, luego del rechazo del 
Senado, la Comisión de Legislación y Codi%cación de la Cámara de origen 
dictaminó la rati%cación del texto arriba trascrito9.

Resulta de suma gravedad que las detenciones arbitrarias, normalmente come-
tidas por organismos de seguridad, hayan experimentado en el 2016 un cambio 
sustancial, siendo ordenadas por agentes %scales e incluso se hayan perpetrado 
mediante órdenes judiciales dictadas en abierta violación de los deberes de la 
judicatura.

Iniciativas legislativas tendientes a brindar un marco de legalidad a la violación 
de derechos fundamentales constituyen una alteración al orden constitucional, 
a los más elementales principios de la República y el inicio del %n de los dere-
chos del ciudadano y la ciudadana.  



En el informe del periodo pasado de la Codehupy (López y Leguizamón, 2015) 
ya se habían denunciado detenciones ilegales avaladas por el Ministerio Públi-
co, a lo que en 2016 se suma el Poder Legislativo con proyectos de ley contrarios 
a los preceptos constitucionales, que convertirían a toda persona en sospecho-
sa, obligada a demostrar su inocencia y lo dejaría al arbitrio de la Policía, am-
parada en un marco legal propicio para el abuso.

Al sector campesino se ha sumado en el 2016 el movimiento universitario, cu-
yos principales exponentes soportan el acoso de distintos %scales, los cuales ac-
tuando fuera de las facultades conferidas por el CPP han ordenado detenciones 
arbitrarias en algunos casos y, en otros, no han iniciado investigaciones cuando 
los indicios así lo ameritaban.   

En ese sentido, las garantías contra detenciones arbitrarias desde la protección 
que irradian los distintos instrumentos signi%can una protección contra el ca-
pricho estatal, ante la intrusión del Estado en nombre de la aplicación de la ley 
y que tiene una tendencia a expandirse hacia el control social de grupos perci-
bidos como marginados o contrarios a los intereses gubernamentales.

Estas detenciones arbitrarias y estos proyectos legislativos plantean dos peli-
gros para la ciudadanía: en el primer caso una amenaza de intrusión indiscri-
minada y, en el segundo, la amenaza de intrusión discriminatoria. En el ámbito 
de la aplicación de la ley penal, tanto el sistema judicial como el legislativo –en 
el caso de la Cámara de Diputados–, se han omitido los peligros que implica el 
aumento discrecional de atribuciones a las fuerzas públicas: la de dar vía libre 
en la regulación normativa y en la práctica a la detención arbitraria.

Capacitar al personal policial respecto de la legislación citada en el presente 
artículo, su alcance y casos en los que se justi%ca la detención sin orden 
judicial.

Capacitar al personal policial en prácticas respetuosas y no lesivas de los 
derechos humanos.

El Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados debe ejercer un control más 
riguroso sobre la actuación de %scales y jueces en lo referente a detencio-
nes, allanamientos e intervención ante indicios de hechos punibles en la vía 
pública.



El Poder Legislativo debe establecer procedimientos más rigurosos al mo-
mento de modi%car normas que afecten derechos fundamentales del ciuda-
dano y de la ciudadana, tales como el de la libertad.
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Los ataques, las amenazas y hostigamientos contra periodistas, registrándose 
incluso casos de intentos de homicidio, han sido el principal toque de alarma 
en el periodo que abarca este informe (noviembre 2015-2016). A esto se añaden 
las presiones al interior de los medios, con casos de censura y despidos arbi-
trarios. Las empresas han defendido estas medidas alegando razones de “rees-
tructuración %nanciera” y el derecho que les asiste de organizar los planteles de 
empleados de acuerdo a su conveniencia y objetivos. Este punto de vista re&eja 
un estadio de pensamiento que más bien se corresponde a los principios de la 
libertad de empresa más que la libertad de prensa, con lo cual asumen que el 
único titular de la libertad de expresión es el empresario.  

Tal como hemos puesto de relieve en este mismo capítulo del informe del 
periodo pasado (López y Zárate, 2015), el derecho a la comunicación es un 
derecho colectivo cuya vulneración no afecta solo a un individuo emisor en 
particular, sino a la sociedad en su conjunto, que se ve privada del derecho de 
recibir información y opinión plural de una diversidad de fuentes. Los medios 
de comunicación son reconocidos como vías privilegiadas para el ejercicio de 
la libertad expresión –un derecho fundamental en una democracia, que ejerce 
especial in&ujo en la toma de decisiones en el ámbito de lo público– pero a la 
vez se han convertido en uno de los principales vehículos para restringirla. Po-
derosos grupos políticos y económicos pugnan por hacerse del control de los 
medios para direccionar la agenda o%cial y las acciones del Estado hacia medi-
das que privilegian de manera indebida a determinados sectores. La “noticia-
bilidad” se presenta condicionada por criterios externos al campo periodístico 
(Bourdieu, 1997), con fuerzas que actúan contra cualquier criterio de igualdad 
ante la ley y desnaturalizando la función de los operadores y operadoras estata-
les como árbitros neutrales en la resolución de diferendos. 

Desde el año 2015 el grupo empresarial vinculado al presidente Horacio Car-
tes ha protagonizado un proceso de acaparamiento sin parangón, acumulando 
en poco tiempo más de una decena de medios. En estos se ha aplicado una 
política explícita de “bajar línea” a favor de las medidas del gobierno y se han 
desarrollado vehementes campañas de descrédito contra la oposición política y 
organizaciones sociales. A la vez que el grupo Cartes ha fortalecido su rol como 
actor económico y ampliado su participación en diversos emprendimientos 
comerciales, desde el Poder Ejecutivo se han admitido los planes de correr por 
otro periodo de gobierno, actualmente vedado por la Constitución Nacional.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) ha caracterizado 
a los asesinatos, y otras formas conexas de violencia, como la forma más extre-
ma de censura. La labor periodística solo puede realizarse libremente cuando 



las personas que la ejercen “no son víctimas de amenazas ni de agresiones físi-
cas, psíquicas o morales u otros actos de hostigamiento” (Corte IDH, 2012). En 
tal sentido, sostiene que el ataque a un periodista implica a su vez “un atentado 
contra los principios de transparencia, rendición de cuentas, el derecho a tener 
opiniones y a participar de los debates públicos” (Ídem), prerrogativas funda-
mentales en una sociedad democrática. 

Por otra parte, la amenaza es un hecho punible contra la libertad y está de%nida 
como una acción penal privada, por lo que el Ministerio Público no interviene 
ni investiga hasta que la misma no se haya consumado a través de algún tipo 
de ataque o incluso el asesinato. Las trabas para la recepción de las denuncias, 
los procesos judiciales engorrosos, las costas y la baja expectativa de pena –de 
hasta un año o multa– provoca que los casos de amenaza raramente lleguen a 
la justicia hasta tanto no se hayan ejecutado. 

Sobre los derechos del trabajador y la trabajadora de prensa, la Constitución 
Nacional, en su artículo 29, reconoce a estos el derecho de difundir libremente 
información y opinión en los medios para los cuales trabajan, contemplando la 
posibilidad de que la dirección deje a salvo su responsabilidad haciendo cons-
tar su desacuerdo con determinadas opiniones que puedan colisionar con la 
posición editorial del medio. 

En tanto, la Opinión Consultiva 5/85, emitida por la Corte IDH, señala que 
el ejercicio de la libertad de expresión, además de su reconocimiento formal, 
requiere “que los medios de comunicación social estén virtualmente abiertos a 
todos sin discriminación (…) la pluralidad de medios, la prohibición de todo 
monopolio u oligopolio respecto de ellos, cualquiera sea la forma que pretenda 
adoptar, y la garantía de protección a la libertad e independencia de los perio-
distas (CIDH, 1985).

Por su parte, la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) esta-
blece que no se puede restringir el derecho a la libertad de expresión por vías o 
medios indirectos, entre otros, como el abuso de los controles o%ciales sobre las 
frecuencias radioeléctricas (OEA, 1969). Un ejemplo de control abusivo cons-
tituye la Ley Nº 1479/2011, que inviabiliza el funcionamiento de las estaciones 
comunitarias imponiendo trámites irrealizables y limitando las vías de %nan-
ciación. El acceso desigual a los medios y a las licencias, con una normativa 
que limita el uso del espectro radioeléctrico a las sociedades sin %nes de lucro, 
vulnera la universalidad de los derechos a la comunicación e información. 

Entre las medidas para promover la diversidad evitando la concentración in-
debida y el control gubernamental sobre los medios, los accesos a licencias de-
ben distribuirse equitativamente en los tres tipos de comunicación audiovisual 
reconocidos sin que la disponibilidad de recursos económicos sea un criterio 
excluyente para el acceso a las mismas. La Declaración Conjunta sobre Diversi-
dad en la Radiodifusión de la Organización de Estados Americanos (OEA) pre-



cisa que la diversidad implica la existencia de distintos tipos de medios “(comu-
nitarios, comerciales y de servicio público), de fuentes (propiedad de medios) y 
diversidad de contenido (producto de los medios)” (OEA, 2007). Estos deben 
tener un acceso proporcional a las licencias con un 33 por ciento cada uno.  

Por último, la relatoría para la libertad de expresión de la Comisión Interameri-
cana de Derechos Humanos (CIDH), luego de una visita realizada a nuestro país 
en 1999, había manifestado en el  tercer informe  sobre la situación de derechos 
humanos en el país, que el sistema de subastas de las licencias que contemplan 
criterios únicamente económicos para la concesión impide la igualdad de opor-
tunidades para el acceso a las mismas de parte de todos los sectores de la socie-
dad, lo cual es incompatible con un sistema democrático y con el derecho a la 
libertad de expresión e información garantizado en la CADH (CIDH, 2001).        

Los dos últimos periodos analizados en los informes anuales (Páez, 2014; Ló-
pez y Zárate, op. cit.) abordaron, respectivamente, la creciente violencia contra 
los periodistas, que se ha materializado en el asesinato de cinco comunicadores 
en el lapso que coincide con el mandato de este gobierno, y la creciente con-
centración de medios, agudizada con la irrupción en el mercado mediático del 
grupo empresarial del presidente Horacio Cartes. El lapso que va de noviembre 
de 2015 a noviembre de 2016 –además de las situaciones anteriormente descri-
tas aún presentes en distintas proporciones–, está protagonizado por la perse-
cución laboral como la principal forma de violación de la libertad de expresión 
y del derecho a la información. Del asesinato al acaparamiento de medios, se 
ha pasado a una etapa de “purgas” con despidos motivados por razones de 
conciencia y actividad gremial. 

Los ataques contra la libertad de expresión han adquirido formas menos letales, 
sin perjuicio de que en las zonas del interior del país se siguen registrando ame-
nazas y atentados, que en el periodo analizado no han costado vidas humanas. 
Un factor disuasivo a tener presente es la consecuencia generada con el asesinato 
del corresponsal de ABC Color en Canindeyú, Pablo Medina, y su asistente An-
tonia Almada. Además de las consecuencias judiciales, las movilizaciones y la 
indignación ciudadana, a las que se sumaron las vehementes condenas interna-
cionales, demostraron que la sociedad no seguirá tolerando este tipo de hechos. 

Si bien las principales fusiones de multimedios se registraron en el periodo pa-
sado, este año la concentración, tanto vertical como horizontal (Gómez, 2000), 
siguió su curso. Las patronales han recrudecido la persecución al interior de 
los medios a  través de la censura y los despidos, además de las amenazas e in-
timaciones extrajudiciales para frenar publicaciones que comprometen a auto-
ridades. A continuación pasamos a citar algunos de los hechos más resaltantes 
del periodo considerando la posibilidad de que pueda existir un subregistro.
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 El comunicador Eduardo González fue encontrado herido 
a la vera de la ruta Granero del Sur, departamento de Itapúa, con un golpe en 
la cabeza y en estado inconsciente. Según el informe policial, se habría tratado 
de un accidente de tránsito, una versión que suscitó dudas a raíz de que la mo-
tocicleta en que se desplazaba no presentaba daños ni signos de alguna colisión. 
Por ello las sospechas empezaron a apuntar hacia agentes policiales de la zona 
a los que González había denunciado en su programa en la radio El Trigal FM 
por supuesta complicidad en el robo de ganado1. 

 El periodista Alberto Espinoza sufrió una agresión frente al 
instituto de Artes y O%cios de Ciudad del Este de parte de un grupo de funcio-
narios de la Municipalidad, liderados por la exconcejala colorada Aida Molinas. 
De acuerdo a la denuncia, Espinoza estaba %lmando cómo los funcionarios 
impedían el ingreso de ciudadanos críticos a la administración de la colora-
da Sandra McLeod y que pretendían denunciar ante el ministro de Educación, 
Enrique Riera, el mal estado de los alimentos que repartían las autoridades 
regionales para el almuerzo escolar2.

 El director del diario Vanguardia de Ciudad del Este, Nel-
son Zapata, fue agredido con golpes de puño y patadas por una turba encabeza-
da por la exconcejala Aida Molinas durante la cobertura de una protesta frente 
a la Junta Municipal de la capital del Alto Paraná3. 

 El camarógrafo de Unicanal Mario Fleitas Ayala fue agredi-
do por un agente de la Fuerza de Operaciones Especiales de la Policía (FOPE) 
tras la %nalización de la audiencia indagatoria al narcotra%cante argentino Ibar 
Pérez Corradi. La violenta acción policial fue realizada para intentar impedir 
que el procesado brinde declaraciones a la prensa sobre el supuesto pago de un 
soborno a agentes de la Interpol para ser liberado en 20154. 

La periodista de Última Hora Diana González fue increpada 
e insultada por dos funcionarias del Senado, identi%cadas como Fanny Rebollo 
y Doris Franco, como presunta represalia sobre publicaciones referentes al ma-
nejo administrativo en el Legislativo5.



Ever Portillo, fotógrafo de un diario regional, fue golpeado 
por un grupo de personas que se encontraban festejando el rechazo del pedido 
de intervención  de la comuna de Ciudad del Este e intentaron despojarlo de 
su cámara6. 
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Mario Dante Delvalle, locutor de la radio San Luis de 
General Delgado, departamento de Itapúa, denunció un atentado a raíz de las 
denuncias que realiza en su programa sobre hechos de corrupción en la admi-
nistración del intendente liberal Florentín Benítez. Relató que durante la noche 
dos personas a bordo de una motocicleta lo interceptaron y uno de ellos realizó 
tres disparos contra él, impactando uno de los proyectiles en la motocicleta en 
la que se desplazaba. Salió ileso del ataque. El hermano del intendente ya había 
intentado atropellarlo en una ocasión7. 

 José Espínola, director y propietario del diario La Jorna-
da de Ciudad del Este, denunció que policías estarían involucrados en el ataque 
a tiros contra la sede del medio de prensa ocurrido en horario nocturno. El 
atentado se habría producido en represalia por publicaciones sobre un caso de 
secuestro y robo de 55.000 dólares en que estarían involucrados tres efectivos 
policiales. La sede del diario recibió unos 15 a 20 tiros desde un automóvil8.

 La sede de la Radio Amambay, de Pedro Juan Caballero, 
fue atacado con artefactos explosivos, que dejó heridos a una periodista y a un 
invitado que estaba participando de la emisión en el momento en que se pro-
dujo el ataque. Previamente, en la vereda de la radio fue depositada una bolsa 
con un proyectil de similares características al usado para el asesinato del narco 
brasileño Jorge Rafaat con el mensaje de que “los próximos serán ustedes”. La 
radio es propiedad del presidente del Congreso, el liberal Roberto Acevedo. 
Además del hecho claramente irregular de que políticos sean bene%ciados con 
la concesión de licencias de radio, los trabajadores de prensa quedan expuestos 
ante las disputas entre facciones rivales, que luchan por mantener el liderazgo 
regional, el control territorial e incluso los corredores del comercio ilegal en 
una zona fronteriza con intensa actividad del narcotrá%co9.



B3+%$P$8&*&E(8)"H$3"+%)(8&

Es preciso tomar con seriedad las amenazas, pues según estadísticas interna-
cionales el 40 por ciento de los periodistas que sufrieron ataques recibieron 
previamente algún tipo de amenaza que posteriormente se concretó10.

Figuras cercanas al presidente Cartes han sido involucra-
das en varios casos de amenazas y ataques contra trabajadores de prensa. Car-
los Roa, director de la web La voz del Norte de San Pedro, denunció que recibió 
amenazas de muerte por sus publicaciones sobre supuestos hechos de estafa 
contra productores de tabaco de parte de las empresas de Cartes dedicadas a la 
fabricación de cigarrillos. El comunicador apuntó directamente al gerente de la 
Compañía Agrotabacalera del Paraguay, Federico Montanía, quien según seña-
ló lo amenazó radialmente con el %n de acallar las denuncias. También recibió 
amenazas de muerte de parte de desconocidos11.

El corresponsal de ABC Color en Villa Elisa, San Antonio 
y Ñemby, Higinio Ruiz Díaz, recibió una llamada telefónica de un hombre que 
no se identi%có y que lo amenazó de muerte. “Anive re makanea ko témare o 
si no romoparáta bálape (ya no jodas con este tema porque de lo contrario te 
perforaremos a tiros)”, fueron las palabras del hombre12. En sus publicaciones 
denunciaba la intención de la empresa Concret-mix de seguir explotando la 
cantera del cerro de Ñemby a pesar del vencimiento del contrato, el ordeñe 
de combustible en Villa Elisa y presuntas irregularidades cometidas por el in-
tendente de San Antonio, Raúl Mendoza (PLRA), en el uso de los recursos del 
Fondo Nacional de Inversión Pública y Desarrollo (Fonacide). 

El hostigamiento de larga data contra el corresponsal de 
Última Hora en Curuguaty, Elías Cabral, de parte del político colorado Julio 
Colmán se encuentra actualmente ante la justicia por las amenazas de muerte 
que recibió el comunicador y acusaciones agraviantes formuladas por el actual 
concejal de dicho distrito en represalia a publicaciones. Colmán emprendió 
una abierta campaña de ataques contra Cabral desde su radio a raíz de las in-
vestigaciones que involucran al político en supuestas malversaciones de recur-
sos del Fonacide. Incluso dijo que no se hacía responsable por cualquier cosa 
que pueda ocurrirle a Cabral13.

La corresponsal de ABC Color en San Lorenzo, Antonia 
Delvalle, comunicó al SPP que recibió una amenaza de un per%l falso de la red 



social Facebook en que le advierten que la están siguiendo. En el mensaje tam-
bién hacen referencia a su hija de 12 años. “CUIDALE A TANIA. LE ESPERA 
UNA DE 25 CM.! PREPARATE ANTONIA. Te estoy siguiendo (sic)”, dice el 
mensaje dejado desde un per%l falso identi%cado como Marko Zuckerbierg. 
En los últimos tiempos realizó publicaciones sobre hechos de corrupción que 
involucran al intendente, Albino Ferrer. 
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José Chávez, redactor de la web de la radio Ñandutí, fue 
despedido por criticar en Twitter al diputado del Encuentro Nacional, Hugo 
Rubin, hijo del propietario del holding, Humberto Rubin. El tuit hacía referen-
cia a la decisión del congresista de frenar en la Cámara Baja la integración de 
una comisión de amistad con el Gobierno de Irán14. El comunicador cali%có de 
impresentable al legislador. 

El entonces presidente de la Junta Municipal de Ciudad 
del Este, el colorado Juan Carlos Barreto, ordenó la suspensión de un programa 
de radio Parque, conducido por Pablo Benítez y César Díaz, a raíz de una entre-
vista realizada a su rival político Javier Zacarías Irún, quien lo acusó de haber 
desviado fondos cuando se desempeñó como intendente en el periodo 1996-
1997. La estación pertenece a la familia de Barreto y este admitió que ordenó la 
suspensión del programa porque “mancillaron” a sus parientes15. 

 Los periodistas Estela Núñez Acosta, Rodolfo López, Víctor 
Vázquez, Emilio Altamirano y Zunilda Villagra fueron despedidos del Canal 4 
Telefuturo por razones injusti%cadas y en violación de los derechos de estabili-
dad laboral, pues dos de las personas afectadas contaban con antigüedad de 17 
y 22 años. La empresa adujo “una reducción por problemas económicos”.

La periodista Déborah Fiorio fue despedida de La Nación en 
presunta represalia por una acción judicial presentada contra la 970 AM, per-
teneciente al mismo grupo, a raíz de un despido injusti%cado16. Asimismo, en 
el diario Popular, propiedad del mismo grupo, también se registraron despidos 
luego de una serie de asambleas realizadas en reclamo de mejores condiciones 
laborales y un aumento salarial. 

 Los periodistas de la 970 AM Desirée Esquivel y Rubén 
Montiel fueron despedidos a raíz de publicaciones realizadas en sus cuentas 



personales en las redes sociales en que criticaban al gobierno por los escánda-
los de las escuchas telefónicas contra una periodista que investigaba corrup-
ción en las Fuerzas Armadas y los ataques de referentes del gobierno contra 
sectores de la oposición luego de un atentado del Ejército del Pueblo Paraguayo 
(EPP) en que fallecieron ocho militares17.

 Tras 14 años de ejercer labores en el diario ABC Color, el 
periodista Eduardo Quintana fue forzado a renunciar presionado por el clima 
de persecución, precarización laboral y hostigamiento de la patronal, que lo 
amenazó con que si no renunciaba ya no le darían ningún espacio en el diario 
y quedaría en el “freezer”. De hecho, ya lo habían relevado como responsable 
de la sección de Ciencia y Tecnología y anunciaron que ya no publicarían sus 
columnas de opinión18. 

 El periodista Enrique Vargas Peña presentó renuncia a la 
radio 970 AM ante su negativa a acatar las órdenes de “bajar línea” a favor del go-
bierno de Horacio Cartes. Vargas Peña fue posteriormente despedido del diario 
La Nación a raíz de una columna en que defendió el derecho de los periodistas 
de opinar libremente en los medios donde trabajan19. Vargas Peña también rea-
lizó fuertes denuncias contra el presidente, entre ellas la supuesta cobertura que 
realizaba el actual comandante de la Policía Nacional, Críspulo Sotelo, al trá%co 
de cigarrillos de la tabacalera de Horacio Cartes en Alto Paraná

 El excorresponsal de ABC Color en Luque, Arnaldo 
Espínola, remitió una carta al SPP en que sostuvo que sufrió un despido arbi-
trario a raíz de una publicación sobre un predio público usufructuado por una 
empresa privada. La explicación que le dieron en el diario es que el artículo 
bene%ció políticamente al concejal colorado Carlos Echeverría, quien impulsó 
un proyecto en la Junta Municipal para recuperar el inmueble20. 

En directa vinculación con los escándalos por la salida 
abrupta de Enrique Vargas Peña y de integrante de su equipo, las periodistas 
Mariel Viera y Gisela Oelrichs fueron despedidas de manera injusti%cada de la 
radio 970 AM, que alegó razones de “reestructuración %nanciera”. La razón de 
fondo sería que las dos comunicadoras formaban parte del equipo periodístico 
de Vargas Peña21.
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 El productor general de prensa de Radio Nacional, 
Alejandro Ortigoza, denunció que por presión de la exintendenta de Asunción 
y entonces concejal colorada, Evanhy de Gallegos, fue despedido de su puesto 
en la estación pública. Ortigoza re%rió que luego de las acusaciones de la fami-
lia Debernardi contra los candidatos que acompañaban en la campaña por los 
comicios municipales a Mario Ferreiro por supuestos vínculos con el secuestro 
de María Edith de Debernardi, realizó una entrevista al entonces aspirante y 
actual intendente para hacer su descargo sobre las acusaciones. Además de este 
roce con Gallegos, los directivos de la Sicom alegaron “hechos acumulados”22.

En una nota sin membrete ni fecha, los directivos de Radio 
Nacional, Alejandro González y Chony Calderón, comunicaron a los locuto-
res Carmen Insaurralde y Héctor Velázquez que su programa Puerto Seguro 
pasaría a ser conducido por otras personas. El motivo habría sido el reclamo 
realizado al aire sobre la situación de un compañero con cáncer que, además de 
su bajo salario, no contaba con seguro médico. 

Otra de las situaciones que se viven en el sistema público de medios son las 
precarias condiciones salariales en que deben desarrollar sus tareas los comu-
nicadores y comunicadoras, principalmente en cuanto a salarios, ya que en 
varios casos la remuneración no llega siquiera al salario mínimo legal vigente, 
perpetrándose de esa manera una violación de la legislación laboral de parte 
del propio Estado, que debería encargarse de cumplir y hacer cumplir las leyes. 
Asimismo, el vaciamiento del sistema público de medios se mani%esta en el 
plano del contenido en la reducción en medios de propaganda para publicitar 
al gobierno, ejerciendo un rígido control sobre los funcionarios incluso en el 
uso de sus cuentas personales en las redes sociales23. 
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Los medios del presidente Cartes fueron los principales 
protagonistas de los hechos de censura. Precisamente el día en que se conme-
moraba el Día del Periodista, integrantes del equipo de investigación del diario 
La Nación fueron informados de que la serie denominada Iglesia Oscura, que 
investigaba casos de pedo%lia en la Iglesia, ya no sería publicada. Según las ver-
siones, el propio nuncio Eliseo Ariotti intervino ante el presidente para solicitar 
el cese de las publicaciones a raíz del “ambiente de crispación” que se estaba 
generando al interior de la Iglesia24. Tras las movilizaciones de los gremios y el 



escándalo generado con el episodio, que tuvo repercusiones en el exterior25, la 
publicación de la serie %nalmente continuó. 
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Una problemática frecuente y silenciada de abuso de poder al interior de los 
medios es el acoso sexual a las mujeres, principalmente. Si bien se trata de 
una situación extendida, son pocas las denuncias que se realizan, las más de 
las veces por temor, vergüenza y la falta de con%anza en el sistema, que resta 
crédito a las palabras de las mujeres y privilegia la versión de los empleadores 
o superiores jerárquicos. 

 El caso de Olga Valdez, la periodista que renunció al 
programa ‘Paraguay Deportivo’ tras ser acosada por su jefe, Daniel Ríos26, puso 
el tema en el debate público y ayudó a dimensionar la magnitud del problema. 
A esto se añade que la denunciante fue amenazada con una querella por difa-
mación. Intentamos comunicarnos con Valdez para conocer la situación actual 
del caso, pero al cierre de este informe no fue posible aún. 

 La periodista Noelia Díaz, de Unicanal, denunció en su 
cuenta de Facebook un acto de acoso de parte del defensor del Pueblo, Miguel 
Godoy. Díaz repudió que Godoy le haya tomado una fotografía sin su autori-
zación27. Algunos de los derechos violentados fueron el de identidad, imagen, 
intimidad y privacidad, pues aunque se trate de una persona pública la difusión 
o registro de su imagen debe darse con su consentimiento “sin intromisiones ni 
injerencias por parte de terceros” (Nolan, 2014). 

En cuanto a instrumentos para combatir el acoso laboral, el entonces Minis-
terio de Justicia y Trabajo emitió una resolución sobre violencia en el ámbito 
de trabajo con sus respectivas sanciones, incluyendo entre estas la violencia 
ejercida sobre la trabajadora o trabajador, que entre otras cosas contempla el 

“acoso sexual que, en forma directa, cause al trabajador un ambiente laboral de 
naturaleza hostil, intimidatoria, ofensiva y humillante. Se considerará que esta 
forma de violencia laboral reviste especial gravedad cuando la víctima se en-
cuentre en una situación de particular vulnerabilidad”28. Un primer obstáculo 
para el correcto diligenciamiento de las investigaciones es que estas quedan en 
primer término a cargo del empleador, en muchas ocasiones responsable de las 
situaciones de acoso, y las sanciones para estos es una multa de 20 a 30 jornales 
mínimos y para los trabajadores el despido sin indemnización. 



Desde el punto de los derechos laborales, consideramos que la resistencia y 
demora en aprobar la Ley contra toda forma de discriminación tiene un fuerte 
componente en mantener las brechas salariales entre varones y mujeres, pues 
la norma establece sanciones contra las empresas que paguen remuneraciones 
diferentes a varones y mujeres que realicen la misma tarea o, en otros casos, por 
motivos étnicos, religiosos, políticos, etc.29.
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Sobre la interposición de demandas o medidas cautelares prohibiendo la difu-
sión de determinadas informaciones que afectan a %guras públicas, la CIDH ha 
%jado en la Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión algunos 
marcos al momento de abordar la protección de las leyes de privacidad para 
funcionarios del Estado, que por la naturaleza de su función están más expues-
tos al examen ciudadano, o personas que por iniciativa propia tomen parte de 
asuntos de interés público. Las posibles sanciones que llegado el caso puedan 
determinarse solo serán aplicables si “el comunicador tuvo intención de in&igir 
daño o pleno conocimiento de que se estaban difundiendo noticias falsas o se 
condujo con mani%esta negligencia en la búsqueda de la verdad o falsedad de 
las mismas” (OEA, 2000).

Cuando se trata de asuntos públicos que afectan la “honorabilidad” de opera-
dores del Estado, como casos de corrupción o mal desempeño de funciones, 
estos deben abstenerse de utilizar de manera distorsionada el poder punitivo. A 
más de los casos puntuales, esto obstruye la circulación de información sobre 
asuntos de interés público y disuade de presentar denuncias contra actuaciones 
arbitrarias o violación de derechos (CIDH, 2015). Al tratarse de personas que 
por su función mantienen contacto regular con los órganos decisorios, tam-
poco existe igualdad en la condiciones de litigio. Las leyes de difamación y 
calumnia siguen operando en la práctica como las derogadas leyes de desacato.

El corresponsal del diario La Nación en Pedro Juan Caba-
llero, Emerson Dutra, recibió una intimación de parte de Miguel Ayala, jefe de 
Orden y Seguridad del departamento de Amambay, quien envió a una escriba-
na ante el comunicador para que este se rati%que o recti%que de una publica-
ción en que indica que el jefe policial recibió unos 30 millones de guaraníes a 
cambio de la liberación de un cargamento de drogas30.

 En el distrito de Edelira, Itapúa, se registró un singular caso en 
que la Junta Municipal declaró persona no grata al periodista Fredy Chamorro, 
quien criticaba la gestión del intendente Nicasio Franco (PLRA) por presuntas 



irregularidades en el uso de los recursos de la comuna31. Previamente hubo in-
timaciones extrajudiciales para que se retracte o se rati%que de sus expresiones. 

El diputado liberal Pastor Vera Bejarano denunció a Celia Can-
dia, dirigente de la Colonia Barbero, departamento de San Pedro, exigiendo una 
indemnización de 150 millones de guaraníes por supuestamente haber afectado su 

“honorabilidad” al acusarlo de haber intentado rematar tierras de la reforma agra-
ria cuando se desempeñaba como intendente de San Pedro del Ycuamandyyú32.

El director municipal de Catastro de Coronel Oviedo, 
Juan Daniel Cáceres, denunció por difamación y calumnia al director de Ovie-
do Press, Cristian Bianciotto, por publicar denuncias de ciudadanos sobre su-
puestas maniobras irregulares para arrendar inmuebles públicos. También fue 
querellado Agustín Diarte Sosa, responsable de la denuncia33. 
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La ley de acceso a la información pública fue presentada como un avance en 
materia de transparencia y combate a la corrupción de parte del gobierno, que 
habilitó una plataforma en internet para realizar consultas sobre salarios de fun-
cionarios y otros asuntos de interés público. Sin embargo, a la hora de acceder a 
la información no han sido pocas las di%cultades, con la proporción de informa-
ción parcial e incluso no respondiendo a tiempo con las solicitudes, que en varios 
casos han quedado canceladas automáticamente por vencimiento de plazo34. 

 El Tribunal de Sentencia del caso Curuguaty –integrado por 
Ramón Trinidad, Benito González y Samuel Silvero, rechazó una solicitud de las 
grabaciones del juicio presentado por el cineasta Osvaldo Ortiz Faiman. En repre-
sentación del audiovisualista, Kattya González, de la Coordinadora de Abogados 
del Paraguay, presentó un amparo constitucional contra el tribunal por incumpli-
miento de la Ley de Acceso a la Información Pública35. El pedido fue denegado.

El periodista Jorge Villalba Digalo solicitó a la Secreta-
ría Nacional de la Vivienda y el Hábitat (Senavitat) datos sobre las supuestas 
10.000 viviendas construidas durante el gobierno de Cartes. El pedido de infor-
mes se realizó como parte de una serie de notas publicadas por Villalba Digalo 
en el periódico digital E’a en que desmiente las cifras o%ciales sobre la cantidad 



de viviendas iniciadas y terminadas en el presente periodo de gobierno. El pe-
dido nunca fue respondido y la solicitud quedó cancelada automáticamente 
por vencimiento de plazo36. 

Además de la denegación de solicitudes, las institu-
ciones del Estado responden de manera genérica o evasivamente los pedidos 
realizados. El autor de este artículo remitió un pedido de informe al Ministerio 
de Hacienda con el %n de conocer los datos sobre los créditos %scales devueltos 
a cada %rma del sector agribusiness con el detalle de los montos que reciben 
en devolución de IVA en el marco de las políticas de incentivos para la expor-
tación de productos primarios procesados. Sin embargo, Hacienda respondió 
con los montos totales sin especi%cación por empresa y manifestó no contar 
con datos discriminados sobre el aporte de impuesto a la renta de los primeros 
500 contribuyentes sin contar la retención de IVA a los consumidores37. 
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El diario ABC Color informó que el sistema integrado de 
inteligencia del gobierno interceptó llamadas telefónicas de una periodista que 
investigaba hechos de corrupción en las Fuerzas Armadas que involucraban al 
general Gonzaga Garcete y a su esposa. La operación se habría realizado con el 
%n de descubrir a los responsables de las %ltraciones a la prensa. 

Esto constituye un atentado contra la libertad de expresión y contra las garan-
tías del libre ejercicio del periodismo consagradas en la Constitución Nacional. 
Asimismo, vulnera garantías constitucionales como la inviolabilidad de las co-
municaciones y el derecho a la intimidad. La situación reviste mayor gravedad 
aún si se considera que estas intercepciones no solo se realizaron de manera 
ilegal, sino con la intención de identi%car a las fuentes militares o “traidores” 
que facilitaron la información sobre las presuntas irregularidades a la prensa38.
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La concentración de medios ha sido un tópico recurrente en los informes ante-
riores y la situación, en lugar de registrar avances en cuanto a democratización, 
ha empeorado. Las elecciones municipales de 2015 fueron el estreno del poder 
de fuego mediático del presidente, violando abiertamente la veda electoral pu-
blicando sondeos de boca de urna con referencias explícitas a los candidatos y 
dando una ventaja a las listas del o%cialismo. Además de la violación del código 



electoral, al %nal de la jornada se demostraría que los datos difundidos fueron 
en su mayoría falsos o equivocados, pues en Asunción y las localidades más 
importantes del país se registraron sendas victorias opositoras39. 

Tras insistentes desmentidos, se con%rmó la informa-
ción de que Aldo Zuccolillo, propietario de ABC Color, concretaba la compra 
de radio Cardinal AM. De esta manera, el diario con más in&uencia del país 
suma la radio con mayor alcance, además de ABC versión digital y las emisio-
nes de ABC TV y radio por internet40. 

Abonando los crecientes rumores al respecto, el pe-
riodista Aníbal Gómez denunció en su cuenta de Twitter que el Grupo Cartes 
compró el Canal 13, sumando así otra estación al conglomerado de más de una 
docena de medios adquiridos hace poco más de un año. “@rpcpy ya es del 
GRUPO CARTES como siento por @SanTula uno de los periodistas de mejor 
performance y proyección, Libertad de Expresión QEPD”, tuiteó Gómez41.

Desde el Grupo Cartes han desmentido la operación, aunque han admitido el 
interés de adquirir un canal de TV. Desde el 2015 el grupo empresarial del pre-
sidente, actualmente dirigido por su hermana Sarah Cartes, inició un agresivo 
proceso de compra de medios con la adquisición del Grupo Nación de Comu-
nicaciones (Crónica, La Nación y las radios 970 y Montecarlo). Posteriormente 
adquirió el Grupo Multimedia (El Popular, Hoy.com y Radio UNO). Asimismo, 
el grupo se hizo del diario ADN, Unicanal, radio online Laser Stream, el canal 
de entretenimiento Tropicalia, medios a los cuales se sumaría ahora el Canal 
13. También se manejan versiones de que el verdadero comprador del Canal 13 
es Antonio J. Vierci. 

La presidenta de la Comisión Nacional de Telecomunica-
ciones (Conatel), Teresita Palacios, anunció el llamado a subasta de tres licen-
cias para canales de aire del servicio de televisión digital terrestre (estaciones 
base y repetidoras). La modalidad del llamado es la subasta simultánea ascen-
dente. Es decir, los participantes deben poner un precio y la oferta más alta será 
adjudicada. Si bien el presente llamado prohíbe la participación en esta subasta 
a operadores que ya sean licenciatarios del servicio de televisión, el descontrol 
y la falta de una regulación democrática nos hace prever que el avance tecnoló-
gico del sistema digital, en lugar de promover la expresión plural, con%gurará 
un mapa de medios que profundizará la concentración y el poder de los oligo-
polios42, pues primará la capacidad de pago para las adjudicaciones.
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Ley de protección a periodistas 

En una conferencia de prensa realizada en la Cámara 
de Diputados se realizó la presentación o%cial e ingreso a mesa de entrada de la 
ley “De libertad de expresión y protección a periodistas, trabajadores de prensa y 
defensores de derechos humanos”, que estuvo a cargo de la diputada Olga Ferreira. 
La legisladora explicó que la iniciativa es resultado de la necesidad de creación de 
un mecanismo nacional que estará integrado por seis miembros titulares y tres su-
plentes que durarán cinco años en sus funciones y ningún poder del Estado podrá 
modi%car ni alterar el mandato, la composición o facultades de este mecanismo. 

En su exposición de motivos el texto señala que “el objetivo del proyecto nor-
mativo es garantizar la vida, la integridad, la libertad y la seguridad de todas 
aquellas personas que se encuentren en situación de riesgo como consecuencia 
del ejercicio del periodismo y del trabajo de prensa, respondiendo a la necesi-
dad de proteger, con una base legal sólida, a personas físicas y organizaciones 
de dicho ámbito”43. La ley es resultado de los compromisos asumidos por el Es-
tado paraguayo durante el Examen Periódico Universal (EPU) del Consejo de 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas, donde también asumió la respon-
sabilidad de investigar los asesinatos de los 17 periodistas ocurridos desde 1991.

La ley crea un mecanismo de protección a periodistas en situación de riesgo, que 
como medida de urgencia tiene atribuciones para trasladar al comunicador o la 
comunicadora de la zona de riesgo. Para esto se dispone de un presupuesto con el 
%n de proveer los recursos necesarios para la subsistencia mientras persistan las 
situaciones de amenaza para la integridad física o la vida. Durante las audiencias 
y discusiones se ha criticado la falta de perspectiva de género, lo cual puede ser 
reparado en el tratamiento en comisiones. Pero cabe destacar que se trata de una 
medida de urgencia para sacar a las personas de las zonas de riesgo, que por falta 
de opciones deben seguir trabajando a sabiendas de que se encuentran en peligro. 
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La CIDH admitió la denuncia presentada por la familia de 
Santiago Leguizamón –periodista asesinado en 1991 en Pedro Juan Caballero–, 
por violación del derecho a la vida, a la libertad de expresión y a las garantías 
y protección judiciales. Este caso puede sentar precedente para el combate a la 
impunidad, pues aunque los autores morales y materiales fueron identi%cados, 
la justicia paraguaya no realizó acción alguna a %n de someter a juicio a los 
presuntos responsables. 



El organismo regional consideró que el caso cumple los requisitos para ser tra-
tado, pues existen indicios de que se habrían cometido violaciones de los dere-
chos humanos tanto de Leguizamón como de su familia, pues a más de 25 años 
el crimen permanece impune y no se ha concluido una investigación que haya 
esclarecido el asesinato. La CIDH estudiará a fondo el caso y la posible respon-
sabilidad del Estado en el asesinato del periodista. Algunos de los autores ma-
teriales ya han fallecido y el sospechoso de la autoría moral es el capo brasileño 
Fahd Jamil, con quien Cartes admitió haber mantenido vínculos comerciales44. 

Si se llega a determinar que el Estado cometió violaciones de derechos huma-
nos, la CIDH debe realizar recomendaciones respecto a la aplicación de medi-
das de no impunidad, medidas reparatorias (ya sea indemnizaciones o recono-
cimiento público de responsabilidades), medidas de no repetición y políticas 
públicas de protección a los periodistas. En caso de que el Estado no cumpla 
con estas recomendaciones, la causa puede derivarse a la Corte IDH45.
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Por primera vez en más de 20 años, el diario La Nación 
impidió el ingreso de dirigentes sindicales que realizaron una visita a la redac-
ción para escuchar los reclamos e inquietudes de los trabajadores. La misión 
sindical se realizó con el %n de dialogar con los periodistas sobre sus diversas 
exigencias. Sin embargo, en la recepción del diario comunicaron que los di-
rectivos dieron la orden de no permitir la entrada de dirigentes sindicales, en 
violación al Contrato Colectivo de Condiciones de Trabajo (CCCT), que en 
su artículo 12 establece que la empresa permitirá la realización de reuniones 
y asambleas dentro o fuera de la empresa en horario laboral. A pesar de la 
prohibición y bajo el grito de “dictadura nunca más”, un grupo de periodistas 
bajó hasta la recepción, donde %nalmente se realizó la asamblea, pero con una 
menor convocatoria a raíz de que muchos trabajadores, por temor a represalias, 
permanecieron en sus escritorios46. En el diario ABC Color pretendieron tomar 
una medida similar prohibiendo las asambleas en las redacciones. 

Los trabajadores y trabajadoras organizados en reiteradas ocasiones han ges-
tionado ante el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social (MTESS) 
la realización de reuniones tripartitas para negociar con la patronal mejoras 
laborales. El pedido se presentó a raíz de que las negociaciones por empresa no 
han fructi%cado e incluso se desató una abierta persecución contra los delega-
dos y delegadas sindicales que encabezaron el pedido de aumento de salarial. 
Algunos de los puntos exigidos es el reajuste salarial del 25%, que se cumpla 
la cláusula del CCCT sobre la obligación de la patronal de instalar guarderías 



en las redacciones con más de 50 trabajadores en planta, la inclusión de los 
corresponsales en el CCCT y cesar los despidos y persecuciones por razones de 
conciencia y actividad gremial. 

En el interior del país, en especial las zonas de frontera, además del riesgo que 
supone el crimen organizado, las limitaciones para el ejercicio del o%cio son las 
precarias condiciones laborales, sin seguro social ni vínculo contractual formal 
con los medios donde trabajan y en muchos casos percibiendo un salario de 
acuerdo a la publicidad que logren conseguir para el pago de los espacios47. En 
muchos casos los anunciantes están involucrados en hechos de contrabando y 
otras actividades ilícitas, lo cual limita la independencia de los y las periodistas.

Finalmente, un logro a destacar fue la comunicación realizada por la directora in-
terina de la dirección de Trabajo, Catalina Ocampos Mendieta, quien convocó para 
el 30 de noviembre a los directivos del Sistema Nacional de Televisión (SNT) y a 
representantes del SPP y del Sindicato de Trabajadores de Radio y Televisión (Sin-
tratel) para una reunión en las o%cinas de la cartera de Estado con el %n de discutir 
mejoras laborales, pagos extras por generación de contenidos para los distintos ca-
nales que conforman el grupo y el cese de medidas arbitrarias como la limitación 
de tiempo para ir a los sanitarios. En principio el compromiso fue sentar a todas las 
patronales en una misma mesa, pero la debilidad del MTESS y su política patronis-
ta hace que las empresas no tomen con mucha seriedad sus convocatorias. 

La con%guración del mapa de medios con unos pocos actores que dominan el 
mercado es una de las principales causas de las afectaciones al derecho a la co-
municación e información, lo cual convierte en regla la arbitrariedad y abusos 
de posición dominante. La restringida oferta comunicativa no solo retacea &ujo 
y calidad de información, sino que compromete la independencia de las y los 
periodistas, que ante un mercado laboral cada vez más restringido tienen menos 
libertad para cumplir con su deber de informar y son más pasibles a las presiones. 

Es preciso subrayar que estas vulneraciones socaban no solo el derecho a la 
libertad de expresión de las y los periodistas, sino también el derecho a la in-
formación de toda la sociedad. La omisión de contenidos priva a la ciudadanía 
de recibir información y opinión plural, que re&ejen una multiplicidad de pun-
tos de vista y no solo la mirada de un determinado medio, condicionado por 
múltiples factores como la publicidad, el mercado, la economía, el comercio y 
la política. La información es un bien público de decisiva importancia al mo-
mento de tomar decisiones tanto en el ámbito de la vida pública como privada. 
Por último, si la libertad de expresión es un derecho de toda la ciudadanía, para 
los periodistas y los medios no solo constituye un derecho, sino un deber y una 
obligación: el deber y la obligación de informar.



Aprobar la ley de libertad de expresión y protección a periodistas, trabajado-
res/as de prensa y defensores/as de derechos humanos.

Elaborar una ley que prohíba y sancione la censura en los medios de co-
municación, que aunque se trate de empresas privadas brindan un servicio 
público. 

Derogar la Ley Nº 4.179/11 que atenta contra la universalidad del derecho a 
la comunicación e información. 

Reservar un 33% de las licencias de radio y televisión para la comunicación 
comunitaria y permitir que reciban publicidad sin %nes de lucro para poder 
operar.

Destinar presupuesto para la comunicación comunitaria y sin %nes de lucro 
de un porcentaje de los impuestos recaudados por los medios de comunica-
ción y/o donaciones. 

Garantizar la independencia de los medios públicos y evitar la injerencia 
gubernamental y partidaria. 

Cumplir con las leyes labores, especialmente en aspectos como remunera-
ción mínima y seguro social.

Hacer cumplir al MTESS su función de velar por el cumplimiento de los de-
rechos de los trabajadores y trabajadoras haciendo inspecciones periódicas. 

Potenciar la Dirección de la Mujer Trabajadora del MTESS para combatir y 
sancionar el acoso laboral. 

Cumplir los compromisos asumidos en el EPU de esclarecer y sancionar los 
asesinatos de los 17 periodistas desde 1991.

Cumplir sin restricciones con la ley de acceso a la información pública. 

Sumariar y apartar de sus cargos a funcionarios del Estado responsables de 
ataques u hostigamientos contra periodistas. 

Cumplir la prohibición de que políticos y funcionarios del Estado adquieran 
medios de comunicación. 

Aprobar la ley contra toda forma de discriminación. 
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En los  últimos años el derecho a la objeción de conciencia al servicio militar 
obligatorio ha ganado su espacio y se ha a%anzado como un derecho juvenil 
logrado en este largo proceso de a%anzamiento de la democracia en nuestro 
país. Las mentes retrógradas, enquistadas algunas de ellas en espacios don-
de se debería dictar leyes que contribuyan al a%anzamiento y construcción de 
una nueva sociedad, encuentran suelo fértil para vertir sus ideas chauvinistas 
y militaristas en las normas que sancionan. Asimismo, algunos sectores de la 
sociedad, anclados en un pensamiento autoritario y heredado de la dictadura 
stronista, sostienen que los jóvenes indefectiblemente deben pasar a “servir a la 
patria” en los cuarteles, espacios que quedaron vacíos justamente por no com-
prender que la juventud actual es hija de esta novel democracia.

Si bien aún en el año 2016 se alistaron 4.0171 jóvenes en sus %las, muchos otros 
jóvenes optan por la objeción de conciencia y tienen de alguna manera una 
marcada opción diferente de cómo “servir a la patria”.

En nuestra Constitución Nacional (CN) el derecho a la objeción de conciencia 
está reconocido en forma general en el art. 37, que señala que “se reconoce la 
objeción de conciencia por razones éticas o religiosas para los casos en que esta 
Constitución y la ley la admitan”. En el párrafo quinto del art. 129 en forma es-
pecí%ca re%ere respecto al Servicio Militar Obligatorio (SMO) que “quienes de-
claren su objeción de conciencia prestarán servicio en bene%cio de la población 
civil, a través de centros asistenciales designados por ley y bajo jurisdicción civil”.

A nivel internacional el derecho a la objeción de conciencia está reconocido en 
varios pactos y convenciones, partiendo del art. 18 de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos2. Igualmente fue incorporado al sistema jurídico 
nacional el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), por 
Ley Nº 5/92, en su art. 18. Así como lo fue la Convención Americana sobre De-
rechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica, mediante la Ley Nº 1/1989, 
en las disposiciones referentes a libertad de pensamiento, de conciencia y de 
religión en los artículos 5, 12 y 13.

Igualmente la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes3, en el 
art. 12 sobre el derecho a la objeción de conciencia, establece: 1) Los jóvenes 
tienen derecho a formular la objeción de conciencia frente al servicio militar 
obligatorio; 2) Los Estados parte se comprometen a promover las medidas le-



gislativas pertinentes para garantizar el ejercicio de este derecho y avanzar en la 
eliminación progresiva del servicio militar obligatorio; 3) Los Estados parte se 
comprometen a asegurar que los jóvenes menores de 18 años de edad no serán 
llamados a %las ni involucrados de modo alguno en hostilidades militares.

El Gobierno paraguayo, como parte de la Cumbre Iberoamericana de Paraguay del 
año 2011, en su declaración %nal alentó a los Estados, que aún no lo hicieron, a con-
siderar su adhesión a la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes4. 
Cabe mencionar que el Estado paraguayo aún no ha rati%cado esta convención.

Asimismo, el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas aprobó di-
versas resoluciones en la línea del reconocimiento de este derecho; la Reso-
lución Nº 73/87, del 10 de marzo de 1987, hace un llamamiento a los Estados 
para que “reconozcan que la objeción de conciencia sea considerada como un 
ejercicio legítimo del derecho de libertad de conciencia, pensamiento y reli-
gión, reconocido en la Declaración Universal de Derechos Humanos y el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos”.

En el mismo sentido, se dieron las Resoluciones N° 1989/59 de 8 de marzo de 
1989, N° 1993/84 de 10 de marzo de 1993 y N° 1995/83 de 8 de marzo de 1995 
(aprobada por unanimidad) de la Comisión de Derechos Humanos de Nacio-
nes Unidas y el Comentario General N° 22 (48) sobre el artículo 18 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos del Comité de Derechos Huma-
nos de Naciones Unidas, que establecen estándares universales en materia de 
objeción de conciencia, en los siguientes puntos:

 - La objeción de conciencia debe ser reconocida en cualquier circunstancia en 
que sea alegada, estando aun la persona prestando el SMO (objeción sobre-
venida). No pueden establecerse diferencias o discriminaciones con base en 
la distinta naturaleza de los motivos por los cuales se objeta, ya sean estos 
religiosos, éticos o ideológicos.

 - Los organismos estatales encargados de la gestión de la objeción de concien-
cia deben ser conformados en forma imparcial, sin utilizar procedimientos 
inquisitivos para la comprobación de los motivos alegados.

 - Los Estados tienen la obligación de proporcionar información sobre la objeción 
de conciencia al servicio militar a todas las personas afectadas por el SMO.

 - De reconocerse formas de servicio alternativo, estos deben ser de naturaleza civil 
no combatiente, en bene%cio del interés público y de una naturaleza no punitiva.

En cuanto a la prestación al Servicio Militar Obligatorio (SMO)  de las mujeres, 
la Constitución Nacional en el art. 129 señala que “las mujeres no prestarán 
servicio militar sino como auxiliares en caso de con&icto armado internacio-



nal”. En nuestro país la obligación de realizar el SMO es solo para los varones. 
Sin embargo, en el proceso de respeto y vigencia del derecho a la objeción de 
conciencia (OC) muchas mujeres se han declarado objetoras de conciencia en 
solidaridad contra el militarismo, cuestionando el machismo institucionaliza-
do, el abultado gasto militar y todas las formas de dominaciones y violencias.
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En agosto del 2015, la diputada María Nimia Carísimo, representante del Parti-
do Liberal Radical Auténtico (PLRA), había presentado un anteproyecto de ley 

“Que Reglamenta la Obligatoriedad del Servicio Militar”. La diputada Carísimo 
esgrimió, entre otras argumentaciones, que el SMO vendría a solucionar los 
problemas actuales de delincuencia de la juventud paraguaya y, por tanto, se 
debería imponer nuevamente.

Dicho anteproyecto ese mismo año pasó para estudio a varias comisiones de 
la Cámara de Diputados: Defensa Nacional, Seguridad y Orden Interno; Asun-
tos Constitucionales, Juventud y Desarrollo; derechos humanos, y legislación 
y codi%cación. 

Luego de más de un año, especí%camente el 9 de noviembre del corriente, en la 
plenaria de la sesión ordinaria de la Cámara de Diputados, en el punto nueve 
del orden del día, se trató la consideración del proyecto de ley del Servicio Mi-
litar Obligatorio (SMO).

En el debate de dicha sesión parlamentaria, unos/as diputados/as quisieron 
postergar el tratamiento y otros/as que mocionaron que se trate en la fecha 
%jada. Durante algunos minutos en la sesión se  hizo alusión al derecho a la ob-
jeción de conciencia y el SMO. Nos parece importante relatar parte de algunas 
de las intervenciones de nuestros representantes parlamentarios con relación 
a este tema y de paso hacia otros temas que nos importan como defensores y 
defensoras de los derechos humanos.

La diputada María Carísimo, cuando hizo uso de la palabra, expresó: 

Solicito a los colegas que piden sobre este proyecto de ley muy importante que 
pasemos un 30 o 20 día, verdad para tratar de dialogar y a ver cómo podemos sa-
car esa obligatoriedad (sic), porque realmente éste hace falta, no hay ni un moto-
chorro o cualquiera, asaltante o que mate por la calle, que haya hecho el servicio 
militar, de modo que de verdad que si queremos ayudarle a la Policía Nacional o 
queremos ayudarle al mismo Presidente de la República o a la ciudadanía tene-



mos que buscar algo, implementar para que podamos sacar esta ley, entonces le 
pido a los colegas, el que pide el rechazo, pido que se aplace5. 

Al respecto la diputada Olga Ferreira expresó en ese mismo acto: 

Con una mirada hacia los derechos humanos, este proyecto no debería ni tra-
tarse, lo digo con mucho respeto, hace bastante tiempo que venimos aplazando, 
solicito que se trate hoy, también mucha gente está pendiente de esto, cuál va a 
ser la situación posterior y como presidenta de la comisión de derechos humanos 
solicito que se trate en la fecha6 .

Siguiendo con el relato de la plenaria, en otro momento volvió a  hacer uso de 
la palabra la  diputada Carísimo: 

Si es cierto que queremos hacer bien las cosas, aplacemos esto por 30 días y haga-
mos un proyecto tan importante para nuestro país. La objetor de conciencia (sic), 
no se cumple, mucha gente dice la defensoría, acudamos al defensor del pueblo, 
pero sin embargo no se plaguean cuando a alguien se le mata, le sacan la cartera, 
lo arrastran como perro por la calle. Yo veo que toda la gente, que fueron presi-
dente de la república y que fueron grandes autoridades, se habían ido al cuartel. 
Ahora la juventud no estudian más, no van más al cuartel, no son nada, vagos, 
se pichicatean por la calle y amanecen todo. Por eso y para ellos deberían estar 
y  trabajar la defensoría, tendrían que trabajar los derechos humanos por ellos. 
¿Dónde están los derechos humanos? ¿Quiénes salvan los derechos humanos? ¿A 
quiénes salvan los derechos humanos? (sic). Vos ves que a los hijos de tus amigos 
le arrastran como perro por las calles, por un celular y no hay ni uno que se haya 
ido al cuartel. Tratemos como autoridad, sentémonos a conversar y saquemos 
una ley importante para la ciudadanía. ¿Cuánta gente ya se mató por la calle? Se 
quedan inválidos y ¿dónde están los derechos humanos? ¿Dónde están? ¿Se fue-
ron a dar un mil guaraní a esa pobre gente? Que veo que después se quedan algu-
nos en carretilla, sillas de ruedas, entonces sentémonos a hacer una ley, con todas 
las comisiones y si a algunos no le gusta la obligatoriedad (sic), pero tratemos 
de hacer un proyecto interesante, que pueda acompañar a nuestras autoridades7.

En relación con la presentación del proyecto presentado por la diputada Carí-
simo, en sus argumentaciones presenta el SMO como la panacea de la reivin-
dicación de la juventud de nuestro país. Esta parlamentaria no hizo distinción 
entre delitos de acción penal y violación de derechos humanos. En cuanto a su 
desconocimiento al derecho a la objeción de conciencia, es inaceptable que no 
reconozca un derecho establecido en la Carta Magna.  



La diputada Carísimo representa intereses de un sector que aún tiene un pen-
samiento militarista unilineal al que le cuesta creer que los jóvenes ya no tienen  
interés en la realización de un obsoleto y autoritario servicio militar obligatorio, 
que no tiene ninguna acción “reformatoria” ni educativa, ya que hace mucho 
tiempo dejó de ser la “reserva moral de la nación”.

Varias comisiones solicitaron el rechazo del anteproyecto. La Comisión de 
Asuntos Constitucionales, cuyo vocero fue el diputado Romero Roa, represen-
tante del Partido Colorado (ANR), dijo: 

En nuestra comisión habíamos dictaminado por el rechazo de este proyecto de 
ley atendiendo que  existe una ley que regula todo el servicio militar obligatorio 
con las diferentes facetas que ello implica la aplicación. Desde el punto de vista de 
la norma constitucional entendemos que no se puede disponer la obligatoriedad 
para hacer el SMO, justamente valga la redundancia, por una ley especí!ca, por 
lo que solicitamos su rechazo8. 

La comisión de Juventud y Desarrollo, cuyo presidente es el diputado Hugo 
Rubín, representante del Partido Encuentro Nacional (PEN), unos días antes 
de la plenaria, manifestó que tuvieron en cuenta el estudio realizado por la 
Comisión de Asuntos Constitucionales. 

Los colegas de ese órgano asesor hicieron toda una revisión artículo por artículo 
y nosotros coincidimos en muchos de los criterios. Ya existe una ley relacionada 
con el servicio militar y en muchos casos sería difícil de aplicar las cosas que se 
proponen porque el Estado no está preparado para absorber ciertos puntos9.

La Comisión de Derechos Humanos igualmente propuso su rechazo. Sin em-
bargo, en dicha plenaria a pedido de la proyectista se aplazó nuevamente por 30 
días. Es llamativa la insistencia del aplazo, teniendo en cuenta que las diferentes 
comisiones que estudiaron el proyecto de ley abogaron por su rechazo.
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Milciades Rojas Fleitas, director de la Dirección General de Reclutamiento, Re-
serva y Movilización (Digerrmov), dio la autorización a la Agrupación Logísti-
ca de abastecer de combustible a 14 vehículos particulares para arrear a jóvenes 
en edad de realizar el servicio militar obligatorio.

Las Fuerzas Armadas (FFAA), a través de la orden particular 21/16, del 2 de 
marzo de este año, alegan la importancia de la realización de estas operaciones 



cali%cadas como “de inteligencia”. En la misma orden se autoriza a emplear 
vehículos civiles en Asunción y el interior. 

El vocero de la institución, Jorge Mieres, manifestó que es una orden que sigue 
vigente: “Lo malo y que reconozco es que esta información se %ltró y no debe-
ría ser así por ser algo interno y de inteligencia. Es una deslealtad por parte de 
la persona que facilitó los datos por una cuestión de seguridad”, agregó10.

En relación con este hecho, la presidenta de la comisión de derechos humanos 
de la Cámara de Diputados, Olga Ferreira, explicó que la forma de actuar de las 
fuerzas armadas  es innecesaria porque el Tribunal Superior de Justicia Electo-
ral (TSJE) ya tiene empadronados a los jóvenes en edad para el cumplimiento 
del SMO y bien se podría buscarlos desde el padrón. Finalizó diciendo “ya no 
deben existir arreos11”.

El comandante de las Fuerzas Armadas, Gral. Luis Gonzaga Garcete, tras las 
publicaciones en los medios periodísticos, ordenó un sumario y expresó “que si 
hay errores, se van a corregir”. Cabe resaltar que entre las varias irregularidades 
en este hecho se pudo saber que uno de los vehículos pertenecería a la misma 
esposa del Gral. Rojas Fleitas. A parte de eso, dos de los 14 rodados no estarían 
registrados en el Registro Único del Automotor12.

Todo reclutamiento forzoso (arreo) constituye una privación ilegítima de li-
bertad y abuso de autoridad que se encuentra penalizado en el Código Penal, 
estableciendo sanciones de hasta 5 años de cárcel. Igualmente dicho acto viola 
los artículos 5, 9, 11, 12, 15, 16, 17 y 41 de la Constitución Nacional; así como 
los artículos  9, 12 y 20 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. 
Igualmente viola los artículos 35 y 37 de la Convención de los Derechos del 
Niño y los artículos 9 y 17 del Pacto de los Derechos Civiles y Políticos.

El procedimiento utilizado para el denominado “servicio de inteligencia”, con-
sistente en la provisión de combustible a vehículos particulares, con%rma una 
vez más que las Fuerzas Armadas siguen siendo una fuente recurrente de co-
rrupción y manejo espurio de la cosa pública. La utilización de manera discre-
cional de los recursos públicos no puede ser legitimada mediante una “orden 
particular” como la emitida por el Gral. Rojas Fleitas. Este hecho se agrava aún 
más al permitir la utilización de vehículos particulares, siendo el Ministerio 
de Defensa uno de los entes con mayor parque automotor del Poder Ejecutivo.
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La Dirección Nacional de Objeción de Conciencia, dependiente de la Defenso-
ría del Pueblo, sigue  siendo la encargada de la recepción y posterior expedición 
de certi%cados a los jóvenes objetores de conciencia. Con el defensor del Pue-
blo recientemente nombrado, Miguel Godoy, se verá qué postura determina en 
relación con este tema.

Los jóvenes objetores aún no realizan ningún servicio civil sustitutivo al SMO 
reglamentado en la Ley 4.013/10, que es objetada de inconstitucional, ya que 
varios de sus artículos lesionan derechos de los objetores y objetoras consagra-
dos en la Carta Magna.

La acción de inconstitucionalidad presentada en años anteriores ante la Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia aún sigue sin resolverse.

Enmendar el art.129 de la Constitución Nacional y establecer la voluntarie-
dad o abolición del SMO.

Derogar la Ley 4.013/10 por atentar contra derechos fundamentales de las y 
los jóvenes objetores de conciencia.

Rati%car la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes.

Establecer un sistema nacional de voluntariado excluyendo todo tipo de dis-
criminaciones para la prestación de servicio a bene%cio de la ciudadanía.

!
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Internet es un espacio donde se ejercen y disputan derechos. El acceso a la 
información, al conocimiento, el ejercicio de la libre expresión, nuevas oportu-
nidades de inclusión económica, son solo algunos de los avances que suponen 
la red y las nuevas tecnologías. Pero con estos avances también se han dado 
retrocesos en el cumplimiento de los derechos humanos. En 2014, la O%cina 
del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos señaló 
que “así como estas tecnologías facilitan la vida y están al alcance de todos, 
igualmente se encuentran a disposición de los gobiernos, para los cuales con-
ducir actividades de vigilancia, censuras a la población nunca fue más sencillo, 
barato y e%ciente” (United Nations, 2014).

Las revelaciones del informante Edward Snowden con%rmaron la existencia 
de programas nacionales e internacionales dirigidos por la Agencia Nacional 
de Seguridad (NSA) de EEUU destinados a vigilar de forma masiva las co-
municaciones privadas de millones de usuarios de internet. Sus revelaciones 
son cruciales porque muestran el poder que pueden acumular los Estados, en 
asociación con las empresas, a través de las nuevas tecnologías y los abusos que 
pueden cometer.

En la historia nacional, el Archivo del Terror es el antecedente más grave de 
vigilancia estatal. Este hallazgo evidenció lo que es capaz un gobierno cuan-
do no está controlado por autoridades judiciales imparciales e independientes, 
órganos de supervisión pública autónomos y por el público en general. Pero 
la transición a la democracia no ha eliminado aún viejas prácticas propias de 
gobiernos autoritarios. En todo caso, los mecanismos de vigilancia solo se han 
renovado y optimizado.

En los últimos años, varias investigaciones académicas y periodísticas (Rolón y 
Sequera, 2016) dieron cuenta de que el Estado paraguayo ha adquirido tecno-
logías para la vigilancia, o lo que se conoce como soNware malicioso (malware), 
sin regulaciones ni control alguno. Estas adquisiciones siguen la tendencia 
mundial en vigilancia digital de las telecomunicaciones, siempre bajo la excusa 
de la seguridad nacional1.

Por esta razón, es necesario poner atención a los derechos que el Estado para-
guayo puede vulnerar  con estas nuevas herramientas, e implementar mecanis-



mos para evitar abusos de poder, especialmente cuando se trata de derechos 
que están garantizados y reconocidos en la Constitución paraguaya como tam-
bién en los instrumentos internacionales rati%cados por el Estado. 

La Declaración Universal de Derechos Humanos (ONU, 1948) contempla de-
rechos que son afectados con las tecnologías a disposición del gobierno. Cabe 
citar entre los especialmente vulnerables el derecho a la privacidad (art. 12), 
al debido proceso (art. 10), el respeto a la opinión, la libertad de expresión y 
de prensa (art. 19). Pero no son los únicos. Además peligran otros derechos 
fundamentales como  la libertad de reunión, asociación (art. 20) y el acceso 
a la información (art. 19) de todas las personas sin distinción alguna de edad, 
género, clase social y/o económica. 

A continuación citamos algunas legislaciones, políticas y hechos que eviden-
cian los desafíos a los que se enfrenta la ciudadanía, como usuaria de internet, 
para el pleno cumplimiento de sus derechos en el entorno digital. 

El derecho a la privacidad es reconocido en la Constitución Nacional como 
un derecho general a la vida privada o a la intimidad (art. 33). También está 
protegido con múltiples derechos especí%cos: el derecho a la inviolabilidad de 
las comunicaciones (art. 36); el derecho a la protección de datos personales2 y 
la garantía de hábeas data (art. 135).

Existen leyes penales3 y de carácter administrativo4 que refuerzan la protección 
de este derecho y sancionan conductas ilegales, salvo que sean autorizadas pre-
viamente por orden judicial justi%cada y en cumplimiento del debido proceso. 
Estas regulaciones se centran en aquello que tiene que ver con la vigilancia de 
las comunicaciones, que comprende “monitorear, interceptar, recoger, analizar, 
usar, preservar, guardar, interferir u obtener información que incluya o re&eje 
las comunicaciones pasadas, presentes o futuras de una persona, se derive o 
surja de ellas” (Ferrajoli, 1995).

El derecho a la privacidad protege tanto el contenido como otros datos propios 
del proceso técnico de la comunicación como los “metadatos” o datos de trá%co, 



entendidos estos como “el destino de las llamadas que salen o el origen de las 
que ingresan, la identidad de los interlocutores, la frecuencia, hora y duración 
de las llamadas, aspectos que pueden ser constatados sin necesidad de registrar 
el contenido de la llamada mediante la grabación de las conversaciones”5. Por 
esto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) emitió un 
fallo que otorga a los metadatos de las llamadas telefónicas el carácter de in-
violables6.

Asimismo, en este 2016, durante el Examen Periódico Universal (EPU), el Es-
tado paraguayo se comprometió a cumplir las recomendaciones sobre la priva-
cidad y el uso de la tecnología7 para la adopción de medidas necesarias a %n de 
que las actividades de vigilancia estén acordes a los principios internacionales 
de derechos humanos.

Existen iniciativas y  normativas vigentes que ponen en riesgo la privacidad 
de las personas a través de la interceptación y recolección de la información 
que generan sus comunicaciones. Un ejemplo de ello es la Ley Nº 4.868/13 de 
Comercio Electrónico. En su artículo 10, dicha ley dispone que las empresas 
proveedoras de internet en Paraguay y proveedores de servicios de alojamiento 
de datos almacenen como mínimo seis meses los datos de trá%co o “relativos a 
las comunicaciones electrónicas”. La ley no cuenta con los estándares mínimos 
para salvaguardar la información privada de los usuarios ni criterios para jus-
ti%car el almacenamiento de más datos de los que la empresa necesita (Rolón 
y Sequera, 2016).

Otro ejemplo es la Resolución Nº 1.350/20028 de la Comisión Nacional de Tele-
comunicaciones (Conatel), que en el artículo 26 contradice la Ley Nº 642/95 de 
Telecomunicaciones. Esta resolución otorga facultades a las compañías opera-
doras de servicios de telefonía para almacenar por un periodo de seis meses el 
registro de detalles de llamadas de todos los usuarios en Paraguay. Esta medida 
preinvestigativa para cualquier tipo de ilícito es desproporcional con relación 
al %n perseguido. Además, deja de lado el ideal de una intervención mínima a 
través del aparato punitivo del Estado, propio de lo que se denomina “derecho 
penal mínimo”.



Otro caso emblemático de proyectos legislativos que ponen en peligro la vigen-
cia del derecho a la privacidad es el de “Pyrawebs”, como se denominó popular-
mente al proyecto de ley de retención de datos de trá%co. El proyecto tenía por 
objetivo obligar a las operadoras a retener los metadatos de las comunicaciones 
de todas las personas –inocentes o no de algún delito– por doce meses bajo la 
excusa de la lucha contra el narcotrá%co, el terrorismo y la pornografía infantil. 
No prosperó gracias a la presión de la ciudadanía, que se manifestó en contra 
de este proyecto.  

Sin embargo, en coyunturas marcadas por la violencia, hechos delictivos o 
inestabilidad política, el Estado paraguayo ha logrado promover leyes de ex-
cepción como la ley contra el “terrorismo”9 o leyes de emergencia penal como 
el proyecto de ley “contra el crimen organizado10”. En el marco de estos o con el 
espíritu que subyace a estas iniciativas, ha adquirido soNware de vigilancia sin 
control ni regulación alguna. 

Hoy en día, existen tecnologías que facilitan la vigilancia estatal de forma fácil, 
e%ciente y de bajo costo. El Estado paraguayo ha obtenido una serie de herra-
mientas que sirven a este propósito. Por ejemplo, hay evidencias que dan cuen-
ta de la compra del soNware Fin!sher11, un malware de vigilancia altamente 
invasivo desarrollado por la empresa norteamericana Gamma. Fue adquirido 
por la Secretaría Nacional Antidrogas (Senad)12, según consta en publicaciones 
de facturas y recibos de compra del periódico ABC Color e investigaciones del 
Citizen Lab de la Universidad de Toronto de Canadá.

Fin!sher permite a las autoridades seguir los movimientos de cada persona 
usuaria de celular u otro dispositivo seleccionado. Especí%camente, da la posi-
bilidad de navegar por el historial de las ubicaciones de una persona por años; 
grabar, encubiertamente, audio y video de micrófonos y cámaras del teléfono 
inteligente y laptop del objetivo; recuperar la lista de contactos o remotamente 
implantar evidencia incriminatoria en el dispositivo de la persona usuaria.  

También existen registros de adquisición de soNware de escuchas telefónicas 
por parte del Estado. Wikileaks ha %ltrado conversaciones diplomáticas entre 



el Ministerio del Interior y la Embajada de los Estados Unidos del año 2010 en 
las que se habla de la compra de un soNware de escuchas telefónicas13. Otro 
caso similar ocurrió durante el gobierno de Federico Franco, que adquirió tam-
bién un equipo de escuchas telefónicas por valor de 2,5 millones de dólares. 
Misteriosamente, el equipo desapareció de las o%cinas del Ministerio del Inte-
rior, según un informe de la Auditoría General del Poder Ejecutivo de noviem-
bre de 2013. Con estos antecedentes, se realizan escuchas telefónicas sin orden 
judicial14, bajo la excusa de que se utilizarán única y exclusivamente para los ca-
sos de extorsión y secuestro, según el representante del Ministerio del Interior 
comisario Francisco Alvarenga, violentando de este modo el debido proceso.

Finalmente, Wikileaks, a través de una %ltración de uno de los proveedores 
de malware más notorios del mundo –la empresa italiana Hacking Team– y el 
cuidadoso trabajo de periodistas de investigación,  revelaron que el Ministerio 
Público, a través de la Fiscalía de Delitos Informáticos, ha mantenido conversa-
ciones para la compra de un soNware de vigilancia15. No se corroboró aún que 
la compra se haya realizado hasta el presente.
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Al Estado paraguayo se le ha acusado de casos concretos y graves de vigilancia 
ilegal, que violan no solo el derecho a la privacidad, sino también la libertad de 
expresión y de prensa. El espionaje de las Fuerzas Militares a una periodista de 
ABC Color es uno de estos casos16. Según las denuncias, el sistema de inteligen-
cia conformado para las operaciones del gobierno en el Norte del país contra el 
grupo criminal Ejército del Pueblo Paraguayo (EPP) fue utilizado para acceder 
a las comunicaciones de una periodista que realizaba investigaciones sobre co-
rrupción en la cúpula castrense. La Fiscalía tomó nota de este caso y con%rmó 
las acusaciones, a%rmando que prepararía una imputación17.

Este caso comprueba las reiteradas denuncias y reclamos sobre la forma en que 
el Estado puede vulnerar las comunicaciones privadas de las personas. Además, 
pone de relieve el rol del sector privado, especí%camente el de empresas de te-
lefonía y proveedoras de internet como Personal en este caso, en las actividades 
de espionaje estatal18. Son empresas que acumulan grandes cantidades de datos 



de las comunicaciones privadas de millones de paraguayos y paraguayas. Su 
colaboración o complicidad es clave para que las instituciones públicas puedan 
monitorear con efectividad las comunicaciones de las personas.

!"6+-)$1&1+&+?4-+8"9%&+%&"%)+-%+)

El caso más notorio de avance contra la libertad de expresión en internet ha sido 
la aprobación de la Ley Nº 5653/16 “De protección de los niños, niñas y adoles-
centes contra contenidos nocivos en internet” (Tedic, 2016b). Esta ley busca regu-
lar las redes de acceso público a internet, como plazas, cibercafés y restaurantes, 
obligando a responsables de estos lugares y a proveedores del servicio a insta-
lar %ltros de bloqueo de “contenidos nocivos” para niñas, niños y adolescentes. 
Además de los problemas técnicos y de aplicación efectiva que presenta la ley, la 
misma puede convertirse en una herramienta de bloqueo y censura en internet, 
violando el derecho al acceso a información y la libertad de expresión.

Si bien la ley persigue un objetivo legítimo, que es la protección de los niños, 
niñas y adolescentes  ante contenidos que pueden afectar su desarrollo, tiene 
varias limitaciones. Una de estas es que no cumple con el principio de legalidad 
porque no de%ne qué vuelve “nocivo” a un contenido. Esta falta de precisión 
impide que las personas conozcan los alcances de la ley y puedan prever su 
aplicación. Abre también la posibilidad de censura a contenidos legítimos. 

Otra limitación grave de la ley, que puede dar pie a la violación de la liber-
tad de expresión, es la creación de listas de bloqueo en internet a través de 
un órgano administrativo. Según la ley, un Observatorio para la protección de 
los Derechos del Niño, Niña y Adolescentes en Paraguay tendrá a su cargo la 
identi%cación de contenidos y sitios que se consideren nocivos.  A partir de 
este trabajo, se generarán listas de los sitios y contenidos a ser bloqueados de 
forma compulsiva, vinculante y con sanciones a las empresas proveedoras de 
internet que no cumplan con la medida. Es problemático que instituciones ad-
ministrativas, que no están capacitadas para tomar decisiones judiciales sobre 
la legalidad de la censura de las comunicaciones, las tecnologías utilizadas y los 
derechos humanos, tengan esta responsabilidad. Existe el riesgo de que, bajo 
la apariencia de un reclamo administrativo, se restrinja contenido constitucio-
nalmente válido. 
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Paraguay cuenta con garantías para cumplir con el derecho de las personas a 
acceder a información. Pero así como ha habido importantes avances en esta 
área, también existen desafíos para satisfacer este derecho acorde al avance de 
las nuevas tecnologías. La Constitución Nacional lo reconoce en el artículo 
28 del “Derecho a Informarse”. A partir del 2014, el país cuenta con la Ley Nº 



5282/14 “De libre acceso ciudadano a la información pública y transparencia 
gubernamental”, una herramienta legal fundamental para que las personas 
puedan monitorear el desempeño de las autoridades y ejercer otros derechos. 
Entre otras cosas, el reglamento de la ley dispone la creación de un portal en 
internet donde se pueden hacer las solicitudes de información pública19, lo que 
facilita a la ciudadanía realizar sus peticiones. También, desde el año 2012, Pa-
raguay forma parte de la Alianza de Gobierno Abierto, una iniciativa mundial 
que promueve la transparencia, la rendición de cuentas y la participación ciu-
dadana, usando la tecnología de forma transversal. A través de esta iniciativa, 
se han presentado tres planes de acción con compromisos del Gobierno para-
guayo que buscan fortalecer el acceso de las personas a información pública y 
a servicios estatales a través de internet, con la creación de portales de datos 
abiertos, aplicaciones web, entre otros20.

Los desafíos pendientes son varios. Primeramente, Paraguay sigue siendo un 
país que se caracteriza por la desigualdad en el acceso a internet. Según Co-
natel, a junio de 2016 había más de 3 millones de personas conectadas (Co-
natel, 2016). Esta brecha digital deja a amplios sectores de la población sin las 
oportunidades que brinda la red. Además, no todas las instituciones del Es-
tado, municipios y gobernaciones adhieren plenamente a lo establecido en el 
reglamento de la Ley Nº 5282/14. Algunas no se encuentran en el Portal de 
acceso a información pública21, o no responden en tiempo y forma los pedidos 
de la ciudadanía22. Además, investigadores, investigadoras y personas usuarias 
de datos gubernamentales han citado problemas de accesibilidad, usabilidad y 
reutilización de la información pública en internet, una suerte de “techo de vi-
drio” que impide el pleno ejercicio del derecho al acceso a información23. Entre 
otras cosas, se han registrado las siguientes limitaciones: formatos cerrados de 
publicación que di%cultan la reutilización de la información; acceso denegado 
a información por cuestiones políticas, cambio de autoridades o miedo del fun-
cionariado público; registro incompleto o irregular de datos gubernamentales 
(Acuña y Masi, 2016).
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La neutralidad en la red es un principio que estipula que los proveedores de 
servicios de internet  deben tratar a todo el trá%co por igual, sin discriminarlo 
o sin dar preferencia a ciertos contenidos por encima de otros. Este es un prin-
cipio clave para garantizar los derechos al acceso a información y la libertad de 
expresión en la red. Por un lado, su incumplimiento deriva en que las personas 
sean inducidas a acceder a algunos tipos de información y, por otro, la discri-
minación de contenidos puede ser una forma de censura.

En Paraguay, Conatel debe velar por el cumplimiento de la neutralidad de la red 
como rector de prácticas comerciales y garante de una internet libre y abierta, 
para lo cual el control y la supervisión ciudadana son claves24. Sin embargo, se 
han cometido varios abusos en los últimos años sin ningún tipo de sanción. Un 
ejemplo son las operadoras de internet que privilegian indebidamente algunos 
contenidos o servicios con aplicaciones gratuitas como Whatsapp o Facebook. 
También se han registrado bloqueos de páginas web y disminución o discrimi-
nación de descarga P2P (Fundación Karisma, 2016).  
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El Estado paraguayo no escapa de la tendencia mundial de entender y hablar 
sobre los nuevos desafíos que supone internet en términos de “ciberseguridad”. 
Aunque se disputa la de%nición misma del término, por lo general se entiende 
por ciberseguridad lo relacionado a la seguridad de la infraestructura crítica 
de un Estado. En pocas palabras, sus redes y sistemas informáticos que hoy en 
día son vulnerables a ataques diversos. Pero las discusiones de los Estados en 
torno al tema se sostienen en conceptos limitados de lo que signi%ca seguridad. 
Además, se coloca en el centro del diseño de políticas al Estado, dejando de 
lado a los usuarios de internet y marginando una visión de derechos y desarro-
llo económico. El primer plan nacional de ciberseguridad de Paraguay re&eja 
este desbalance25.

Tedic realizó varias críticas y recomendaciones a la propuesta del plan liderado 
por el Equipo de Respuesta de Incidentes de Seguridad Informática de Para-
guay, CERT-Py (Tedic, 2016a), dependiente de la Secretaría Nacional de Tecno-
logías de la Información y Comunicación (Senatics)26. Algunas de estas fueron: 
la ausencia de nociones de derechos humanos y desarrollo económico en el 



plan, que deberían ser pilares fundamentales de la seguridad digital o ciberse-
guridad;  hacer de la persona/usuario el centro de esta política pública, más allá 
de la infraestructura crítica; la falta de políticas de transparencia; la exclusión 
del plan de actores de internet como la academia, las empresas, organizaciones 
de la sociedad civil para una cogobernanza efectiva y para hacer contrapeso a la 
presencia de los sistemas de inteligencia, fuerzas militares y policías.

Impulsar una legislación de protección de datos que contemple una autori-
dad competente para investigar violaciones de principios de protección de 
datos personales y ordenar reparación de daños.

Cumplir los compromisos asumidos en los instrumentos internacionales de 
carácter vinculante, las recomendaciones y observaciones de las Naciones 
Unidas mencionadas en el Examen Periódico Universal ante el Consejo de 
Derechos Humanos del año 2016.  

Proporcionar a la ciudadanía información su%ciente sobre el alcance y la 
naturaleza de la utilización de los soNware de vigilancia en su poder.

Modi%car el artículo 10 de la Ley de Comercio Electrónico en lo que hace a 
la retención de datos de comunicaciones en internet para %nes comerciales 
y la resolución de Conatel sobre almacenamiento de datos de llamadas tele-
fónicas por violar el derecho a la privacidad.

Establecer mecanismos independientes de supervisión para garantizar la 
transparencia y la rendición de cuentas sobre sus actividades de vigilancia y 
censura de las comunicaciones.

Aplicar sanciones a las proveedoras que tienen la gestión y el control de trá%-
co de datos de las comunicaciones que violen la neutralidad en la red. 

De%nir una política pública robusta para proveer de acceso a internet a toda 
la población, acompañada de programas de capacitación y entrenamiento 
para su uso responsable. 

Mejorar el acceso a la información pública con base en las necesidades de 
las personas (la demanda de información), con estándares de datos abiertos 
y con especial atención a las personas que generan conocimientos a partir 
de la información pública, puesto que estos pueden contribuir al diseño de 
mejores políticas públicas del Estado.
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En una sociedad democrática, todas las personas deben tener garantizados los 
derechos a la asociación y a la reunión y manifestación. El Estado cumple un 
rol fundamental en proteger y respetar estos derechos, creando las condiciones 
adecuadas para la participación de todas las personas que quieran ejercerlos. 

Las autoridades tienen la responsabilidad de garantizar el cumplimiento de los 
artículos 32 y 42 de la Constitución Nacional, además de implementar medidas 
para impedir la violación de las libertades mencionadas en la normativa. 

La libertad de reunión y de manifestación y la libertad de asociación son de-
rechos humanos que a la vez permiten ejercer, promover y exigir otros dere-
chos humanos, tanto civiles y políticos como económicos, sociales y culturales. 
Asimismo, constituyen formas muy importantes de participación ciudadana. 
Toda legislación sobre estos derechos debe ser establecida a %n de permitir su 
libre ejercicio, sin obstáculos ni interferencias más que los establecidos en la 
Constitución Nacional.

Estos derechos están garantizados en la normativa nacional e internacional que 
el Estado paraguayo suscribió y rati%có1. 

En Paraguay la Constitución Nacional establece garantías, tanto para el dere-
cho a la reunión y manifestación, como para el derecho a la asociación.

La libertad de reunión y de manifestación se encuentra garantizada en el ar-
tículo 32 de la Constitución Nacional. La Ley N°1066/97 o del marchódromo 
reglamenta este artículo estableciendo horas y lugares donde se puedan realizar 
las reuniones o manifestaciones2. 

El artículo 42 de la Constitución Nacional establece la libertad de asociación 
o agremiación con %nes lícitos. Es decir, todas las personas tienen el derecho 
de organizase y/o asociarse con %nes legales, así como nadie está obligado a 
pertenecer a una asociación especí%ca.

Este derecho también se reconoce en la Ley N°3966/10 Orgánica Municipal 
(Ley N° 3966/10), que en el artículo 65 hace referencia a la organización, fun-



ciones y otros aspectos relativos al régimen jurídico de las comisiones vecinales, 
y en el artículo 67 garantiza la libertad de asociación. 

En tanto, el Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley N° 1680/01), en el artí-
culo 21, en cuanto a la organización y participación en entidades estudiantiles, 
establece el deber del sistema educativo de garantizar al niño, niña y adolescen-
tes este derecho. 

El artículo 67 del Código Laboral paraguayo, que establece los derechos de los 
trabajadores, en el inc. i) hace referencia al derecho de “organizarse en defensa 
de sus intereses comunes, constituyendo sindicatos o asociaciones profesiona-
les, federaciones y confederaciones o cualquier otra forma de asociación lícita 
o reconocida por la ley”.

Las libertades de reunión y manifestación son reconocidas en los artículos 21 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP, Ley N°5/92) y 
15 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José 
de Costa Rica, Ley 1/89). Así también, el Estado paraguayo asumió otros com-
promisos internacionales, al haber %rmado la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre (OEA, 1948) y la Declaración sobre el dere-
cho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y 
proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente 
reconocidas (ONU, 1999). 

En cuanto a la libertad de asociación, esta se encuentra expresada en el artículo 
22 del PIDCP. 

Los poderes Ejecutivo y Legislativo son los principales responsables de garanti-
zar y hacer cumplir lo establecido en la normativa vigente. 

Por otro lado, otros instrumentos internacionales de derechos humanos que 
protegen los derechos de grupos concretos reconocen especí%camente, de ma-
nera directa o indirecta, los derechos de esos grupos a la libertad de reunión 
pací%ca y de asociación: La Convención sobre los derechos del niño (CDN) 
exige a los Estados partes que reconozcan los derechos de niños, niñas y ado-
lescentes a la libertad de asociación y a la libertad de reunión pací%ca (art. 15). 
La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer (Cedaw) garantiza a las mujeres participar en organizaciones 
y asociaciones no gubernamentales que se ocupen de la vida pública y política 
del país (art.7 inc. c). La Convención sobre los derechos de las personas con 
discapacidad (CPD) reconoce explícitamente el derecho a participar en la vida 
pública y política, creando organizaciones que representen los intereses de las 
personas con discapacidad y formando parte de ellas (art. 29).
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Varios hechos ocurrieron durante el año 2016 y en este informe se presentan 
algunos de ellos. Particularmente los casos en los que se limitó o se buscó ame-
drentar a los sectores que recurrieron a la manifestación como medida para 
exigir otros derechos. 

A pesar de que algunos sectores intentaron limitar el derecho a la manifesta-
ción, la ciudadanía ha buscado los medios para hacer efectivo este derecho. Un 
caso llamativo fue el relativo a protestas contra las Fuerzas Armadas (FF.AA.), 
en donde un grupo de familiares de militares llegaron hasta las FF.AA. y se ubi-
caron sobre General Santos, exigieron justicia para para esclarecer por hechos 
de corrupción y la muerte de ocho militares en Arroyito en un atentado atri-
buido al Ejército del Pueblo Paraguayo (EPP). El general Luis Gonzaga Garcete, 
comandante de las Fuerzas Militares, cercó la sede de la unidad que está a su 
cargo para evitar más protestas en su contra. El jefe militar mandó poner vallas 
en todo el perímetro y hasta cerró la intersección de las calles Vicepresidente 
Sánchez casi Mariscal López para impedir que los manifestantes se aproximen 
al cuartel. EL sábado 17 de setiembre, otro grupo conformado por miembros 
del Congreso Democrático del Pueblo se manifestaron contra la corrupción 
imperante en la cúpula militar. “Garcete autorizó la instalación de parlantes y 
la actuación de la banda militar, buscando tapar a los manifestantes”3. 
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Entre los hechos más resaltantes del sector campesino, está 
el reclamo de tierras, la condonación de deudas, entre otros temas reivindica-
dos por las organizaciones rurales. Sin embargo, el caso de la colonia Guahory 
demuestra, por una parte, la falta absoluta de planes reales para una reforma 
agraria y, por otra, la parcialidad mani%esta del gobierno hacia sectores econó-
micos de poder.

La policía realizó un cuestionado desalojo el jueves 15 de setiembre de 2016, du-
rante el cual se derribaron e incendiaron casas de campesinos que ocupan tie-
rras de la colonia Guahory (distrito Tembiaporã, Caaguazú) desde hace varios 
años. Unos 1.200 efectivos fueron destinados para el procedimiento. Colonos 
brasileños admitieron que pagaron4 unos 200 millones de guaraníes a la policía 
para la realización del procedimiento. El Instituto Nacional de Desarrollo Ru-
ral y de la Tierra (Indert) con%rmó que los colonos de Guahory tienen títulos 
de propiedad inscriptos en la Dirección General de Registros Públicos (DGRP). 



Muchos de ellos fueron entregados por el ente de forma irregular en el pasado5 
y hoy están “legalizados” por haber sido registrados. Justo Cárdenas señaló que 

“existen muy pocos lotes que podrían ser recuperados por el Indert. Luego de 
un estudio técnico realizado se observa que el 85% de las tierras están tituladas. 
Se han adquirido esos lotes con el Estatuto viejo, del año 2002, que posibilitaba 
la compra de lotes %scales o públicos por parte de extranjeros, a diferencia del 
Estatuto actual en el que dicha posibilidad ya no se da”6.

Los con&ictos en la colonia siguen, pues en octubre otra vez una dotación de 
efectivos de la policía, entre ellos miembros de Fuerzas Especiales, cascos azu-
les y hasta un camión hidrante rodearon el 8 de octubre el predio de una escue-
la ubicada en la colonia7. Los campesinos desalojados se apostaron primero en 
la Plaza Uruguaya (Asunción) y hasta el momento en el paseo Comuneros al 
costado de la Catedral de Asunción, sin recibir respuestas del Indert8.

 Más de 15 campesinos y campesinas resultaron heridos 
durante una represión que sufrieron por parte de policías antimotines en el 
kilómetro 59 de la Ruta I “Mariscal Francisco Solano López”, donde estuvieron 
apostados desde el 19 de setiembre en reclamo de la condonación de sus deu-
das. Unos 700 campesinos y campesinas provenientes de los departamentos de 
Paraguarí, Caazapá y Guairá desde el lunes 19 de setiembre realizaron cierres 
de manera intermitente del tramo vial en Yaguarón (Paraguarí)9, pero el 23 de 
setiembre, cuando intentaron realizar nuevamente el cierre, fueron repelidos 
con balines de goma y gas lacrimógeno10.

 Detención y agresión policial a jóvenes. El 18 de julio, en el 
marco del juicio a las personas condenadas por la masacre en Curuguaty, seis 
jóvenes fueron detenidos poco después de las 11.00 horas “sin argumentación 
alguna”, según declaraciones de los arrestados. Los mismos denunciaron haber 
sido golpeados de forma brutal por agentes policiales, quienes según los jóve-
nes implantaron objetos para inculparlos  11 . 



Unas horas antes de comenzar el acto donde se darían a conocer los argumen-
tos de los jueces que condenaron a once campesinos y campesinas por la ma-
sacre de Curuguaty, agentes policiales detuvieron a I.A.C.B., adolescente de 17 
años, oriundo de Choré, San Pedro. Junto al joven fueron aprehendidas otras 
dos personas: Edilberto Pérez García y Reinaldo Torales Lesme, ambos de Ca-
aguazú. Los tres fueron interceptados sobre la avenida Carlos Antonio López 
en medio de un control policial12.  
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En el informe 2015 se menciona-
ban las movilizaciones de los estudiantes y docentes de las diferentes carreras 
de la Universidad Nacional, a raíz de denuncias de corrupción que afectaban 
a varias autoridades de las distintas dependencias de la mencionada casa de 
estudios (Pilz, 2015). Las distintas movilizaciones a nivel nacional resultaron en 
la renuncia de cincuenta personas, entre funcionarios y profesores13. 

Un año después la movilización continúa. Una de las principales reivindicacio-
nes del movimiento #UNA-No-Te-calles es la aprobación de un nuevo estatuto, 
con la paridad entre todos los estamentos. Entre sus demandas, sigue la lucha 
contra la corrupción y los estudiantes sostienen que una mayor participación 
de sus representantes en estamentos de decisión es fundamental para una me-
jor calidad de educación. 

En todo momento, la movilización de los estudiantes no estuvo exenta de si-
tuaciones de amedrentamiento. El 12 de setiembre varios alumnos y alumnas 
fueron imputados por la %scala Viviana Riveros, de la Unidad 7 de San Lo-
renzo por “privación de libertad a los asambleístas, lo que se cataloga como 
un hecho punible agravado14. Para el abogado Guillermo Ferreiro se trató de 
un amedrentamiento y las y los estudiantes denuncian la criminalización de 
la lucha estudiantil. La orden fue levantada posteriormente, pero esta es una 
táctica común utilizada por los %scales para intimidar a los dirigentes sociales 
y desmovilizar a sus seguidores.

En este marco de protesta, el martes 13 de setiembre de 2016, alumnas y alum-
nos rodearon el local donde se realizó la asamblea, cuando nuevamente la vo-
tación favoreció a las y los docentes en la conformación del Consejo Directivo. 
Las y los alumnos piden que haya equidad entre integrantes de cada estamento, 



es decir, igual cantidad de profesores/as, egresados/as y estudiantes, más el de-
cano o decana y vicedecano/a15. 

La crisis en la Universidad Nacional de Asunción (UNA) continúa. Estudiantes 
de la Facultad de Ingeniería siguen con el paro ya hace más de 100 días exigien-
do la intervención de esta facultad y la destitución del decano Ever Cabrera16.

Inspirada por hechos de corrupción, la indignación estudiantil también ha ex-
puesto la amplia gama de abusos personales y políticos perpetrados impunemen-
te por docentes y líderes universitarios, a causa de la ausencia de mecanismos de 
transparencia y rendición de cuentas en la institución. Tradicionalmente, las au-
toridades universitarias han distribuido salarios y posiciones lucrativas a miem-
bros del Partido Colorado y a conexiones personales, callando voces disidentes 
a través de su marginalización, amedrentamientos y la amenaza de despido (Se-
trini, 2016)17.

Entre otros hechos, luego de la última asamblea universitaria, la policía de-
tuvo e interrogó a cuatro guardias privados de seguridad contratados por el 
decano de la Facultad de Medicina, Laurentino Barrios, después de que estos 
hayan agredido18 y amenazado a tres estudiantes manifestantes con una cadena 
de metal y otras armas. El decano de la Facultad de Filosofía, Ricardo Pavetti, 
acusó a dirigentes estudiantiles de “tomar órdenes” y “recibir víveres” de ex-
tranjeros y declaró19 “lícito repelar la violencia con violencia”, reproduciendo el 
xenofóbico y autoritario discurso de seguridad de la dictadura paraguaya.

El privilegio político gozado por el profesorado permite graves abusos de po-
der en las aulas de la UNA. Autoridades universitarias se apropian de recur-
sos designados para la expansión y mejora de los programas académicos. La 
contratación y protección de investigadores/as e instructores/as sin cali%cación 
frena la producción académica y cientí%ca de la institución, y obstaculiza las 
innovaciones curriculares y pedagógicas necesarias para que la formación uni-
versitaria alcance estándares internacionales en Paraguay. En junio, un profesor 
de la Facultad de Medicina, Juan Gustavo Rodríguez Andersen20, fue imputado 
por acoso sexual y, durante las últimas manifestaciones, mujeres estudiantes 



han denunciado prácticas sistemáticas de acoso sexual en dicha institución. 
Estudiantes de la Facultad de Derecho han reportado casos de docentes que 
hacen llamadas telefónicas días antes de los exámenes %nales y solicitan pagos 
a los alumnos y alumnas para aprobar sus exámenes.

Desde la 
sentata en el Colegio Cristo Rey en agosto de 2015, las protestas en colegios se-
cundarios se volvieron más frecuentes hasta una gran movilización en setiem-
bre de ese año por una educación de calidad. A partir de allí se dieron varias to-
mas de colegios en todo el país, exigiendo el estudiantado mayor transparencia, 
y en protesta por la actitud in&exible de las autoridades. Los y las estudiantes 
mencionaron que la toma de colegios “es una forma de respuestas más rápidas 
de parte de las autoridades”21. 

La masiva toma de colegios en el año 2016 culminó en la renuncia de Marta 
Lafuente, entonces ministra de Educación, quien renunció el 5 de mayo, luego 
de 3 días de protesta en su contra22. Las y los estudiantes realizaron la toma de 
varias instituciones educativas como medida de fuerza en rechazo a su gestión. 
Desde que iniciaron la toma del Colegio Nacional República Argentina, en la 
tarde del martes 3 de mayo, las y los estudiantes de secundaria anunciaron que 
no se rendirían bajo ningún tipo de persuasión. La consigna era: renuncia o 
destitución de la ministra Marta Lafuente, sin ninguna posibilidad de diálogo.

Con la renuncia de la ministra Marta Lafuente y la asunción al cargo de Enri-
que Riera, impulsó la Mesa de Trabajo Educativa, pero sin muchos resultados 
hasta el momento.

 El 16 de se-
tiembre, miles de estudiantes se movilizaron en lo que fue la Segunda Marcha 
Nacional de Colegios Públicos y Privados. A quienes participaron de la movi-
lización se les amenazó con recibir ausente y un cero como cali%cación (otra 
forma de amedrentar). Ante la advertencia mencionaron que “ya estaban atur-
didos con las amenazas de aplazos, ausencias y los descuentos para los docentes 
si se unían a la marcha estudiantil”23.

El Ministro de Educación, Enrique Riera, con sus amenazas, trató de amedren-
tar al estudiantado, intentando que renunciaran al derecho a la manifestación 
que está garantizada en nuestra Constitución Nacional. El derecho a la mani-
festación es una forma de exigir otros derechos humanos y debe ser respalda-



do y apoyado por el Estado. Sin embargo, son las autoridades las que buscan 
limitar este derecho.

A raíz del peligro que representa la infraestructura de escuelas públicas a nivel 
nacional, se presentó un proyecto de ley que declaraba en situación de emer-
gencia las instituciones educativas de gestión o%cial. Sin embargo, a comienzos 
del mes de octubre, la Cámara de Diputados no había conseguido la mayoría 
absoluta de votos (41) para rati%car dicho proyecto en su redacción original, 
en el que se planteaba &exibilizar los procesos de contratación para la repara-
ción de las escuelas. El Senado decidió eliminar el carácter de emergencia a la 
normativa aludiendo la intención de frenar la discrecionalidad en el uso de los 
fondos.

El 7% del Producto Interno Bruto para invertir en el sector de la educación 
recomendado por la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, 
la Ciencia y la Cultura (Unesco) está muy lejos de ser cumplido. Actualmente 
solo el 3% del PIB se invierte en educación, que equivale a la mitad de la media 
regional del 6%24.
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 El martes 22 de diciembre de 2015, la 
presidenta de la Organización de Trabajadores de la Educación del Paraguay – 
Sindicato Nacional (OTEP-SN), Blanca Ávalos, denunció represión por parte 
de la policía. La misma, en el segundo día de la huelga general convocada por 
la citada agremiación, manifestó que la Policía reprimió la marcha y arrinconó 
a los huelguistas en el cruce de Félix Bogado y General Santos de Asunción25.

 Varios docentes, in-
tegrantes de la OTEP-SN, se manifestaron el lunes 26 de setiembre frente a 
la Supervisión del Ministerio de Educación de Canindeyú ante una supuesta 
persecución por parte de autoridades. El con&icto se inició cuando autorida-
des locales solicitaron informes sobre la realización de un congreso educativo 
realizado el 2 de ese mes y de una serie de protestas del sector. 

En los documentos, las autoridades del Ministerio de Educación aseguran que 
la OTEP-SN no contaba con autorización para realizar tal congreso y que ni si-
quiera está acreditada por la cartera educativa. Especi%caron que la presidenta 
de la OTEP, Blanca Ávalos, fue sumariada y despedida del MEC26. 
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La gestión de la intendenta de 
Ciudad del Este, Sandra McLeod, cuestionada por una parte de la ciudadanía 
y defendida por otra, ha llevado a que grupos de ambos sectores realizaran 
movilizaciones. 

El 26 de julio manifestantes del grupo CDE Transparente y taxistas de la zona 
en favor de la intervención comunal sufrieron una represión policial27 con ba-
lines de goma y gas lacrimógeno, resultando heridas dos mujeres y demorado 
Derlis Gaona, dirigente de los trabajadores del volante. La manifestación tuvo 
lugar un día antes del tratamiento del pedido de intervención en la Cámara de 
Diputados. 

Varias organi-
zaciones de la sociedad civil y gremiales protestaron contra lo que llaman un 

“rebrote del stronismo” en los últimos discursos de referentes del Gobierno, así 
como en la represión a las reivindicaciones sociales. El senador colorado Car-
los Núñez lamentó que el exdictador Stroessner no esté vivo “para traer la paz 
al país”. En otro momento dijo que “había que eliminar a los comunistas” del 
Paraguay28. “Lastimosamente ya no está Stroessner en la Tierra, solo creo que 
si él estaba íbamos a vivir en paz, a dormir otra vez con las puertas abiertas”, 
fueron las declaraciones del excomisario y actual senador Núñez durante la 
sesión extraordinaria de la Cámara de Senadores29.

Expresiones de este tipo, que reivindican a la dictadura, tiempo en el que la vio-
lación a los derechos humanos era una constante, denotan el deseo de limitar 
las movilizaciones ciudadanas.  Para la dirigente del Movimiento Campesino 
Paraguayo (MCP), Cecilia Quiroga, “lo que se busca con esto es criminalizar 
la manifestación del 20 de setiembre, y que nuestra causa no encuentre soli-
daridad de la sociedad”. La misma menciona explícitamente el derecho a la 
movilización30. 

 Otra situación que 
generó la movilización de dos grupos fue de los y las funcionarios del Hospital 
Regional de San Pedro. El lunes 19 de setiembre, manifestantes iniciaron una 
protesta frente al hospital reclamando incumplimiento de cargas horarias y, a 
la vez, solicitaron la renuncia de la directora del Hospital, la Dra. Mónica Sosa. 
Por su parte, la directora aseguró que existían irregularidades cometidas por el 



personal. Entre ambos frentes, a favor y en contra de la administración, en la 
madrugada se produjo una pelea entre policías y los manifestantes31.

 Durante una sesión realizada el miércoles 
28 de setiembre en la Cámara de Diputados se aprobó un proyecto de ley que 
amplía el presupuesto para el Congreso en más de G. 12.000 millones. La Cá-
mara Baja dio así el visto bueno al proyecto de distribuir esta suma entre unos 
1.300 funcionarios y funcionarias del Congreso. Del monto total solicitado, G. 
8.800 millones se prevén destinar al pago de grati%caciones para el funciona-
riado, entre las que se incluye el “tercer aguinaldo”. Por redes sociales, el jueves 
29 de setiembre fueron convocados a protestar en Asunción más de dos mil 
personas en la plaza de la Democracia en rechazo a la boni%cación aprobada. 
La indignación de la ciudadanía no tardó en generar cambios de postura entre 
parlamentarios/as.

La actividad tuvo lugar en Asunción el 1 de octubre de 2016.  
Durante el acto central, una camioneta con parlantes dio vueltas a la plaza don-
de se realizaba el acto. Desde la misma, con un micrófono, una persona gritaba 
frases en contra de la manifestación aludiendo a la Biblia, diciendo que la ho-
mosexualidad es pecado y otras frases de contenido similar. No hubo respuesta 
por parte de las personas manifestantes y el incidente no tuvo consecuencias. 

La Red contra toda forma de discrimina-
ción32 realizó un evento público en la Plaza de la Democracia el 12 de noviem-
bre de 2016. Participantes del evento detectaron a un hombre visiblemente ner-
vioso con un estuche en las manos. Se solicitó a la policía que le pregunte sobre 
el contenido de su estuche. Resultó ser un nunchacu33, arma arrojadiza. Ante la 
pregunta del policía sobre el arma, el señor dijo que “no le gustaba la actividad”. 
Al %nal terminó retirándose de la plaza. 
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Más de 5.000 personas participaron el jueves 
15 de setiembre de una marcha en contra de la violencia y en repudio hacia los 
responsables de la seguridad en Salto del Guairá, capital del departamento de 
Canindeyú, por haber dejado presuntamente escapar al principal sospechoso 
del doble crimen que sacudió a la referida localidad: la muerte de padre e hijo, 
el primero exconcejal municipal de la ciudad. La Comuna local declaró asueto 
de 07:00 a 10:00 hs de la mañana para permitir la masiva concurrencia de la 



ciudadanía al acto central que se desarrolló en la Plaza de las Madres, que es-
tuvo repleta34. 

Protesta contra Tape Porã en Caaguazú. Una importante cantidad de personas 
realizó, el lunes 26 de setiembre, una manifestación contra el consorcio Tape 
Porã, que tiene en el distrito de Juan Manuel Frutos (Caaguazú) su puesto de 
cobro de peaje, debido a que como habitantes de ese municipio se les obliga 
onerosamente e injustamente a pagar peaje cuando circulan por el trecho de 
la ruta que está dentro de este municipio. Por espacio de 3 horas fue cerrado el 
tránsito vehicular35.
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La pertenencia, asociación y/o participación en una organización, asociación o 
movimiento es muy baja. Entre los sectores que han tenido más visibilidad por 
conformar una organización para luchar por sus derechos, se encuentran los/as 
trabajadores/as urbanos y rurales –sindicatos y organizaciones campesinas– y 
el estudiantil, a través de los centros de estudiantes. En todos los casos, se han 
registrado situaciones de presión y amenazas para no formar o no participar de 
la organización.

 Las denuncias 
por la falta de reconocimiento son varias, como también a la persecución sin-
dical, cuya evidencia más clara puede notarse en el caso de los 51 trabajadores 
de la empresa de la Línea 4936, que fueron despedidos tras intentar constituir 
un sindicato. 

En el mismo sentido se hace notar el caso de los dirigentes sindicales y trabaja-
dores de la Organización de Trabajadores de la Educación del Paraguay Sindi-
cato Nacional (OTEP SN) que vienen denunciando persecución sindical37. Los 
mismos denuncian descuentos arbitrarios e injusti%cados de salarios a quienes 
ejercieron el derecho laboral de ir a huelga y participar de movilizaciones. Ade-
más de la eliminación de la jornada sindical como espacio de participación de-
mocrática de los trabajadores de la educación, que permitía la reunión mensual 
en asambleas para discutir sus intereses. 



Los problemas que afectan a varios sectores siguen sin ser resueltos por el go-
bierno, por lo que las manifestaciones constituyen una forma de exigir a las 
autoridades y las mismas continuarán en tanto no se tengan respuestas. Sin 
embargo, en más de un caso, se dieron situaciones de represión o amedrenta-
miento a los grupos. En un Estado social de derecho, el ejercicio de la reunión y 
manifestación debe ser garantizado no solamente por la ley, sino por la adecua-
da actuación de los agentes estatales (autoridades y efectivos policiales). 

El fortalecimiento del ejercicio de reunión y manifestación ciudadana se logra-
rá en la medida que el Estado la promueva y se abstenga de intervenir cuando 
ella se realiza de forma pací%ca. El gobierno debe evitar que se implementen 
acciones tendientes a tratar de desmovilizar a la población.

Los hechos abordados para este informe, además de reiterar las observacio-
nes realizadas en los informes anteriores, sugieren: 

Garantizar a la ciudadanía el derecho a la manifestación pública como me-
canismo de exigibilidad de derechos humanos y recti%car limitación legal o 
judicial alguna para el ejercicio de este derecho.

Adoptar las medidas que fueran necesarias para dar respuesta a las deman-
das exigidas mediante el ejercicio del derecho a la reunión y manifestación, a 
partir de la intervención responsable, oportuna y efectiva de los organismos 
y agentes estatales correspondientes”

Evitar el uso de acciones represivas policiales que di%culten o impidan a la 
ciudadanía ejercer su derecho a la manifestación pública. 

El Ministerio Público debe garantizar los derechos de todos/as que se ejer-
cen a través de la reunión y manifestación y no criminalizar las protestas 
como respuesta a los reclamos. La Unidad Especializada de Convivencia y 
Seguridad de las Personas, cuya especialidad es combatir disturbios provo-
cados por barrabravas de fútbol, no está preparada para dar cobertura a pro-
testas ciudadanas legítimas.
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Poco o nada se ha avanzado en legislación y políticas públicas en derechos 
sexuales. Solitariamente el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social (MS-
PBS) ha tomado medidas sobre salud sexual para adolescentes, pero ante la 
gran ausencia del Ministerio de Educación y Cultura (MEC) las medidas que 
pudieran tomarse desde salud claramente han sido insu%cientes. 

Por otra parte, este año se ha caracterizado por varios casos de denuncias de 
violencia sexual por parte de personas que han abusado de su poder para co-
meter el hecho, tanto desde el poder que da el sacerdocio como el poder que da 
la docencia. Niños, niñas y adolescentes, de nuevo, las grandes víctimas. 

Los derechos sexuales se encuentran amparados constitucionalmente en los 
artículos 25 (libre expresión de la personalidad) y 33 (derecho a la intimidad), 
así como en numerosos instrumentos internacionales rati%cados por el Estado 
paraguayo vinculados a diversos derechos (salud, educación, derechos de las 
mujeres, igualdad y no discriminación, etc.).

Continúa sin tratarse el proyecto de ley de salud sexual, reproductiva y mater-
no-perinatal y sigue pendiente la aprobación del proyecto de ley contra toda 
forma de discriminación, en su segunda presentación luego del rechazo regis-
trado en noviembre de 2014. 

En octubre de este año fue rechazado el proyecto de ley “Que modi%ca el artícu-
lo 135 de la Ley Nº 1160/97, Código Penal y su modi%catoria Ley Nº 3.440/08”3, 
presentado por los senadores Hugo Richer, Arnoldo Wiens, Blanca Fonseca, 
José Manuel Bóveda y Mirta Gusinky, que pretendía elevar las penas para los 
casos de abuso sexual en niñas y niños. 

Otro proyecto de ley que fue presentado y rechazado este año fue el proyecto 
de ley “Que establece la obligatoriedad para los centros públicos de salud del 
territorio nacional de contar con mastógrafos de uso gratuito, campañas infor-
mativas y unidades de capacitación para el autoexamen de mamas de manera a 
contribuir al diagnóstico temprano del cáncer de mama y crea el banco nacio-
nal de drogas para pacientes diagnosticados con cáncer de mama”, de la autoría 
de la diputada Blanca Vargas de Caballero.  El proyecto de ley contemplaba la 
obligatoriedad de que todos los centros públicos de salud contaran con mas-
tógrafos, cuyo uso fuera gratuito para las mujeres que solicitaran el servicio, 
así como equipos de capacitación para el autoexamen de mamas. Finalmente 



se establecía el Banco Nacional de Drogas para pacientes diagnosticados con 
cáncer de mama. 

El plan fue aprobado por el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social 
(MSPBS) por Resolución Nº 506/16. Algunos ejes y acciones establecidos en 
este plan son: 

 Comunicación social basada en la promoción de la salud. Ac-
ciones: 

Fortalecimiento de la articulación con el Ministerio de Educación y Cultura (MEC) 
para el desarrollo en contenidos de salud integral adolescente y en el proceso de in-
corporación en el currículo de la educación integral de la sexualidad, prevención 
de adicciones y violencia con énfasis en la promoción de la salud y la prevención.  

Concienciación y capacitación a la comunidad educativa (directivos (sic), docen-
tes, familias, estudiantes y otros actores de la comunidad) en temas de salud inte-
gral; sexual y reproductiva, adicciones, accidentes, violencia, derechos, equidad 
de género y diversidad, etc., (con base en las normativas vigentes del Ministerio 
de Salud Pública y Bienestar Social), destacando el compromiso compartido en-
tre familia, comunidad e instituciones en el desarrollo de la educación y la salud.

Como puede apreciarse, el marco de acción está limitado a la comunicación y 
a coordinar acciones con el MEC, que continúa sin asumir el rol que le cabe en 
el tema de educación integral de la sexualidad. 
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En enero de este año, el Estado paraguayo fue examinado en el marco del EPU 
ante el Consejo de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Uni-
das (ONU), que contempla el cumplimiento de todos los derechos humanos 
reconocidos. Varias de las recomendaciones están vinculadas a los derechos 
sexuales. 

Varias recomendaciones consideraron la violencia en general y la violencia 
sexual contra mujeres y niñas en particular. Las recomendaciones recibidas 
fueron: 



Prevenir todas las formas de violencia contra las mujeres y las niñas, en parti-
cular los abusos sexuales y la violencia doméstica, entre otras cosas, mediante la 
aprobación de una ley para prevenir, castigar y erradicar la violencia contra la 
mujer (EPU, 2016, Austria, párrafo 102.67).

Tomar medidas adicionales, que incluyan, entre otras cosas, la dotación de re-
cursos y la prestación de asistencia, el acceso a los tribunales y la imposición de 
una pena adecuada en caso de violación, para hacer frente a la violencia sexual 
y la violencia en la pareja y la explotación de las mujeres y las niñas (EPU, 2016, 
Países Bajos, párrafo 102.81).

Intensi!car la labor de prevención de todas las formas de violencia contra las 
mujeres y las niñas, en particular los abusos sexuales y la violencia doméstica, 
mediante la aprobación de una ley integral para prevenir la violencia contra la 
mujer, así como proporcionar asistencia y ayuda para la recuperación a las vícti-
mas (EPU, 2016, República de Corea, párrafo 102.83).

Examinar la posibilidad de aprobar nuevas leyes especí!cas para reforzar las me-
didas destinadas a enjuiciar a los delincuentes y aumentar el apoyo a las víctimas 
de violencia y abusos sexuales y promover campañas de sensibilización y progra-
mas educativos, especialmente en las escuelas (EPU, 2016, Italia, párrafo 102.84).

Adoptar un plan de acción nacional destinado a combatir la violencia de género 
y sexual, que incluya la sensibilización general mediante la educación y la capaci-
tación, la elaboración de estadísticas o!ciales y !dedignas y la garantía del acceso 
a la justicia para las víctimas (EPU, 2016, Suecia, párrafo 102.85).
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Adoptar medidas para prevenir el elevado número de embarazos precoces que 
incluyan, entre otras cosas, la educación sexual integral en las escuelas y el acceso 
a los servicios de salud sexual y derechos reproductivos (EPU, 2016, Reino Unido 
de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, párrafo 102.157).

Garantizar un acceso adecuado a la información sobre los derechos sexuales y 
reproductivos de las mujeres y las niñas (EPU, 2016, Bélgica, párrafo 102.154). 

Sobre la necesidad de aprobar el proyecto de ley contra toda forma de discrimi-
nación se recibieron un total de 16 recomendaciones4.



Aplicar el Sistema Nacional de Protección y Promoción Integral de la Niñez y 
la Adolescencia, prestando especial atención a la trata de personas y a la salud 
sexual y reproductiva, y aprobar legislación para proteger los derechos de los ni-
ños no inscritos y eliminar los obstáculos para la inscripción de los nacimientos 
(EPU, 2016, Canadá, párrafo 102.12).
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Un tema de debate importante fue la investigación realizada por un periódico 
sobre el esquema de encubrimiento institucional de la Iglesia Católica a casos 
de abuso sexual en niñas, niños, adolescentes y jóvenes. La investigación5 reve-
ló que sacerdotes con denuncias de abuso sexual eran trasladados con el %n de 
evitar el escándalo y también denuncias a la justicia. 

30$*1(%&%+(%&*4"&+%&2-"&*&,"1",%$&01&,*+"&%1&%'&2-+($-("&2%&5*+"&6"#á-7&2"12%&
01&/$08"&2%&9*$"1%+&:.9%1%+&;-,-%$"1&01*&2%101,-*&*&'*&<"1/$%/*,-.1&=#'*("+&
2%&>*$?*&%1&,"1($*&2%&2"+&+*,%$2"(%+&8"$&*,"+"&+%@0*'&A&*#0+"&+%@0*'&%1&8%$B
+"1*+&#*:"&(0(%'*C&D*+&9?,(-)*+&)E+&:.9%1%+&%$*1&*2"'%+,%1(%+&2%&FG&A&FH&*4"+&
*'&)")%1("& 2%'& ;%,;"C& I1-,-*')%1(%7& %'& J1-,"& 8%2-2"& 2%& '*+& 9?,(-)*+& ;*#?*&
+-2"&K0%&'"+&+*,%$2"(%+&*#*12"1%1&'*&,")01-2*2&A&1"&'*&2%101,-*&8%1*'C&3%&
*,0%$2"&*&'"&)*1-L%+(*2"&8"$&'"+&)-+)"+M7&-1-,-*')%1(%&L0%$"1&8%$+0*2-2"+&8"$&
$%L%$%1(%+&2%&'*&<"1/$%/*,-.1&8*$*&*#*12"1*$&%'&$%,'*)"C&N1(%&'*&$%-(%$*,-.1&

B
''*$$-,*H&A7&*'&)-+)"&(-%)8"7&,"1($*(.&*#"/*2"+&8*$*&2%L%12%$&*&'"+&+*,%$2"(%+C&

Las investigaciones iniciales tomaron más de un año, lo que incluyó el cambio 
de %scal de la causa y la reiteración de una serie de actos investigativos que 
fueron revictimizantes para ellos. La %scalía tuvo un parámetro diferente de ac-
tuación porque los denunciantes eran sacerdotes y mostró estar presionada por 
el poder de la Iglesia como institución. Finalmente, un año y medio después de 
realizada la denuncia, en el mes de julio, los sacerdotes fueron imputados por 
coacción sexual y coacción en grado de tentativa8. En el mes de octubre se dio 
a conocer la determinación del papa Francisco de reducir a ambos imputados 
al estado laical, es decir, dejaron de ser sacerdotes9.



Otro caso de abuso sexual por parte de un sacerdote terminó en una condena 
penal. El sacerdote Estanislao Arévalos fue condenado a 6 años de prisión por 
el abuso sexual de dos niños de 12 y 13 años que eran monaguillos de la Iglesia 
de San Vicente10. En este caso también se vio que el poder que da la investidura 
sacerdotal fue el medio para cometer el abuso sexual y obtener el silencio de 
las víctimas. 

Finalmente hubo otro caso de abuso sexual, por parte de un sacerdote que fue 
denunciado a %nales de este año en Edelira, departamento de Itapúa, donde 
habría resultado víctima un adolescente de 14 años11.

Dos casos donde también pudo verse el abuso del poder de la autoridad para 
abusar sexualmente fueron denunciados durante este año. 

El primer caso corresponde a una adolescente de un colegio privado de Asun-
ción, que habría sido víctima de estupro por parte del coordinador de Pastora-
les. El caso se encuentra aún en investigación al cierre de este informe12. 

El segundo caso corresponde a una niña de 12 años, presuntamente abusada 
desde hacía dos años, cuando tenía solo 10 años por parte de su profesor de 
educación física de un colegio público de San Antonio. Al percatarse de la si-
tuación, la madre de la niña formuló la denuncia. El docente fue imputado 
por abuso sexual en niños, niñas y adolescentes. Al cierre del informe, el caso 
continuaba en etapa investigativa13.

Las recomendaciones señaladas más abajo son reiteración de otras formuladas 
en informes anteriores, pues se considera que las mismas aún no han sido teni-
das en cuenta en la formulación e implementación de políticas públicas.

Implementar efectivamente el nuevo Plan Nacional de Salud Adolescente.



Implementar una política de educación integral de la sexualidad. 

Hacer efectiva la vigencia de un Estado laico, tal como lo establece la Cons-
titución Nacional (art. 24). 

Aprobar el proyecto de ley de salud sexual, reproductiva y materno-perina-
tal, actualmente en estudio.

Aprobar el proyecto de ley contra toda forma de discriminación.
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El año 2016 se ha caracterizado por nulos avances a excepción de políticas 
tímidamente aprobadas en el ámbito de salud. A partir del caso de la niña 
Mainumby, el Estado paraguayo ha hecho un enorme esfuerzo por rea%rmarse 
en su discurso “provida” y “profamilia”, sin que esto signi%que más que la 
excusa para negar derechos reproductivos. Por el contrario, las escasas buenas 
iniciativas que podrían verse como de protección a la familia, tal como la ley de 
lactancia materna, ha sido objeto de ataques sin que sectores que reivindican 
la defensa de la familia (tanto desde el Estado como desde la sociedad civil), 
hayan reaccionado para protegerla y promoverla. 

Los derechos reproductivos tienen rango constitucional (art. 61) y se encuen-
tran contemplados en instrumentos %rmados y rati%cados por el Estado para-
guayo (Cfr. Moragas, 2013). 

Continúa pendiente de tratamiento el proyecto de ley de salud sexual, repro-
ductiva y materno-perinatal. 
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En el informe anterior (Cfr. Moragas, 2015a) se dio cuenta del enorme avan-
ce que ha signi%cado contar con una ley de lactancia materna que amplíe los 
permisos de maternidad y lactancia para las mujeres, lo que bene%cia prin-
cipalmente a niñas y niños en una etapa importantísima para su desarrollo. 
Sin embargo, tal como se señaló en dicha ocasión, durante el tratamiento del 
proyecto de ley, sectores del empresariado atacaron la iniciativa señalando que 
perjudicaría la contratación de mujeres. 

Estos ataques han continuado este año. Esta vez, ha sido el gerente de presta-
ciones económicas del Instituto de Previsión Social (IPS), Pedro Halley, quien 
ha señalado que la ley de lactancia “destrozó el presupuesto para reposos” del 
IPS3. Estas declaraciones dan cuenta de la doble moral imperante cuando se 
habla de la protección de la vida y la familia, porque por un lado hay grandes 
discursos y, por otro lado, cuando esos discursos deben traducirse en acciones 
e inversiones concretas, hay todo tipo de ataques y argumentos en contra. Al 
mismo tiempo, es casi irracional plantear que el gran problema de la falta de 
fondos del IPS pudiera ser el reposo por la ley de lactancia cuando existen nu-



merosas denuncias de corrupción que tienen mayor entidad para “destrozar” el 
presupuesto del IPS4.
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Los mayores avances en cuanto a políticas públicas se encuentran en el ámbito 
del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social (MSPBS), que aprobó tres 
instrumentos que incluyen derechos relativos a la salud reproductiva. El prime-
ro es el Plan Nacional de Salud Adolescente 2016-2021, aprobada por Resolu-
ción Nº 506/16. Este Plan contempla el derecho a la salud sexual y reproductiva 
de las y los adolescentes, con énfasis en el tema del acceso a la información 
sobre salud reproductiva. 

Asimismo, el MSPBS aprobó por Resolución Nº 330/2016 la “Guía de los dere-
chos de la niñez y la adolescencia en los servicios de salud”, la cual %ja como 
sus objetivos: 

a) Poner a conocimiento de profesionales de la salud la legislación vigente 
en materia de niñez y adolescencia;  b) Facilitar la aplicación de la Ley 57/90, 
Convención de los Derechos del Niño, y la Ley 1680/01, Código de la Niñez y 
la Adolescencia, en lo que compete al ámbito de la salud; c) Reconocer a niñas, 
niños y adolescentes como sujetos de derecho; d) Identi!car el rol garante de 
derechos del personal y profesionales de la salud; e) Conocer las instituciones 
responsables de la atención a niñas, niños y adolescentes y articular acciones para 
la respuesta y resolución efectiva de casos; f) Conocer la ruta de intervención 
ante la violación de derechos, y, g) Reconocer prácticas que deban ser erradicadas 
del ámbito de la salud. 

Con relación a derechos reproductivos habla de derechos vinculados como el 
derecho a la información y la obligación de brindar consejería de acuerdo al 
grado de madurez. 

Finalmente, por Resolución Nº 350/16 se aprobó el “Manual Nacional de Nor-
ma de Plani%cación Familiar para mujeres y hombres”, cuyo objetivo es: 

Garantizar a toda persona en edad fértil, información, educación y acceso a los 
servicios de salud que posibiliten la elección libre, informada y responsable del 
número, y la frecuencia del nacimiento de sus hijos, incluyendo el acceso a mé-
todos anticonceptivos (AOC) de acuerdo a sus necesidades y preferencias, con-
tribuyendo así al ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos, al logro de 
la maternidad segura y de la paternidad responsable, y a la prevención de las 
infecciones de transmisión sexual, incluido el VIH. 
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En años anteriores hemos informado sobre la iniciativa del MSPBS denomi-
nada #CeroMuertesEvitables (Cf. Moragas, 2014). Este año se ha presentado la 
rendición de cuentas de dicha campaña, donde el ministerio destacó 

[Q]ue en los dos últimos años las defunciones vinculadas al embarazo y el parto 
se han reducido de 96 a 81, el 15,1%, y la tendencia es que sigan disminuyendo, en 
tanto que los fallecimientos de recién nacidos, que se mantenían invariables hace 
20 años, pasaron de 10,6 a 7,9 por cada 1.000 nacidos vivos, equivalente al 8,5%, y 
se prevé que esta cifra siga descendiendo (Unicef, 2016).

De todas maneras, siguen existiendo cifras preocupantes. De acuerdo a datos 
del Fondo de Población de Naciones Unidas (UNFPA, por sus siglas en inglés), 
Paraguay es el segundo país del Cono Sur con más embarazos de adolescentes y 
20 de cada 100 nacimientos ocurren en madres adolescentes. Al mismo tiempo, 
1 de cada 100 nacimientos corresponde a adolescentes con menos de 15 años 
(UNFPA, 2016). 

En este sentido observa en su informe preliminar el Relator Especial de la Or-
ganización de Naciones Unidas sobre el derecho de toda persona al disfrute del 
más alto nivel posible de salud física y mental: 

[L]a alta tasa de embarazos precoces re/eja una brecha de protección grave de 
los derechos de la niñez, incluyendo su derecho a la salud e integridad física y 
mental, su derecho a ser libre de toda forma de violencia, su derecho a recibir 
información adecuada y educación sanitaria. El hecho de que la educación inte-
gral de la sexualidad no forme parte de los programas escolares impide que las 
niñas y niños tengan acceso a la información necesaria para tomar decisiones 
informadas sobre su salud sexual y reproductiva. Ha expresado también la fuerte 
in/uencia de grupos e ideas religiosas en el sistema escolar donde los estudiantes 
están siendo provistos de información no cientí!ca e imprecisa sobre su salud. 
Esto contribuye a la alta prevalencia de embarazos no deseados entre las jóvenes, 
así como al alto riesgo de propagación de enfermedades de transmisión sexual, 
incluyendo el VIH/SIDA (Dainius Pūras, 2015).

Con estas cifras, a pesar del esfuerzo realizado en el ámbito de salud, sigue 
siendo materia pendiente la adopción de una política de educación integral de 
la sexualidad que pueda abordar la prevención de estos embarazos. Adicional-
mente, es necesario abordar abiertamente una propuesta de despenalización 



del aborto, principalmente para casos de abusos sexuales en niñas y adolescen-
tes y para casos de riesgo para la vida. 
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El caso de la niña Mainumby (Cf. Moragas, 2015b) ha sido un punto de in-
&exión en el resurgimiento de la fuerza de sectores ultraconservadores y an-
tiderechos en Paraguay y su enorme in&uencia en las políticas públicas. La 
actitud del Estado en todo lo relacionado al caso y al tema de los derechos 
reproductivos ha sido de gran regresividad. En general, no ha tenido la “vo-
cación transformadora”5 que debería esperarse en estos casos de sistemática 
violación de derechos humanos, sino que, antagónicamente, se ha a%rmado en 
su política contraria a los derechos reproductivos y de protección de niñas y 
adolescentes. Esa a%rmación se ha visto muy claramente en este año. 

En enero, el Estado paraguayo ha sido examinado por el Consejo de Derechos 
Humanos de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), en el marco del 
Examen Periódico Universal (EPU). En dicho examen, Australia, Austria, Es-
lovenia y Suiza formularon las siguientes recomendaciones relativas a la despe-
nalización del aborto: 

 - Reformar sus leyes punitivas contra el aborto (EPU, 2016, Australia, párrafo 
105.3).

 -  Derogar la legislación que penaliza a las mujeres y las niñas que se someten 
a un aborto, así como a los proveedores de atención de la salud que prestan 
esos servicios, y adoptar medidas para permitir el aborto legal y seguro, por 
lo menos en caso de violación o incesto, en los casos en que corra peligro la 
vida o la salud de la madre, o cuando se diagnostique que el feto presenta 
graves de%ciencias de salud (EPU, 2016, Austria, párrafo 105.4).

 - Derogar las leyes que penalizan el aborto y garantizar el acceso a un aborto 
legal y seguro a las víctimas de violación e incesto, en los casos en que la 
vida o la salud de la mujer esté en peligro o cuando el feto no sea viable 
(EPU, 2016, Eslovenia, párrafo 105.5).

 - Establecer y aplicar efectivamente las disposiciones jurídicas que autorizan 
el aborto en los casos en que el embarazo sea consecuencia de una violación 
o de un incesto, o cuando se establezca que el feto no es viable, o cuando la 
vida o la salud de la madre corra peligro (EPU, 2016, Suiza, párrafo 105.6).



Una característica relevante del EPU es que los Estados tienen la oportunidad 
de realizar comentarios sobre las recomendaciones recibidas y en tal sentido 
pueden aceptarlas, tomar nota de ellas o rechazarlas. El Estado paraguayo acep-
tó todas las recomendaciones, salvo las relacionadas con aborto. Sobre las mis-
mas manifestó: 

En relación con las recomendaciones 105.3, 105.4, 105.5 y 105.6 formuladas por 
Australia, Austria, Eslovenia y Suiza, el Paraguay considera que no están en con-
sonancia con la Constitución Nacional (art. 4), los compromisos asumidos por el 
Paraguay en el momento de rati!car la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (art. 4) y la legislación interna. 

El argumento sobre la supuesta incompatibilidad constitucional del artículo 
4 de la Constitución es un argumento persistentemente sostenido por el Esta-
do en los últimos tiempos. El mismo desconoce consideraciones importantes 
como: a) el debate sobre el artículo 4 en la Convención Nacional Constituyente 
(CNC), donde claramente se señaló que el concepto “en general, desde la con-
cepción” pretendía justamente no cerrar a nivel constitucional un debate que 
en ese entonces se consideró que debía seguir abierto en la sociedad6; y, que 

–también por una decisión expresa de la CNC– el artículo 4 de la Constitución 
tiene el mismo texto del artículo 4 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos (CADH, o Pacto de San José de Costa Rica). En este sentido es im-
portante recordar que existe jurisprudencia de la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos (Corte IDH) sobre las implicancias jurídicas del artículo 4 de 
la CADH, donde se ha dejado claro que la protección de la vida es “gradual e 
incremental” (Corte IDH, 2012b) y no absoluto como se pretende argumen-
tar para cerrar la posibilidad del debate sobre causales de despenalización del 
aborto en determinadas circunstancias.

En el mes de agosto, los diputados José María Ibáñez, Carlos Núñez Salinas, 
Pablino Rodríguez Arias, y Bernardo Villalba y las diputadas Fabiola Oviedo 
y Olga Ferreira de López presentaron un proyecto de declaración unicameral 

“Que exhorta al Poder Ejecutivo – Ministerio de Relaciones Exteriores a res-
paldar la posición de los Estados miembros de la Organización de los Estados 
Americanos (OEA), que reconocen que el aborto no es un derecho humano y 
reitera el compromiso de cumplir con el artículo 4.1 de la Convención Ameri-
cana de Derechos Humanos de proteger el derecho a la vida desde la concep-
ción, instando a los países miembros de la Organización de los Estados Ame-
ricanos (OEA), a que este año 2016 sea declarado como ‘el año del derecho a la 
vida’”7. El mismo fue aprobado por dicha cámara por la Declaración Nº 508 del 
24 del mes de agosto de 2016. 



En el considerando de la resolución se mani%esta:

Que, el respeto total por los Derechos Humanos en el Sistema Inter-Americano 
(sic) ha sido plasmado sin incluir el aborto y otros eufemismos usados para des-
cribir el aborto, tales como la interrupción voluntaria del embarazo o los dere-
chos sexuales reproductivos. 

La parte resolutiva de la declaración expresa:

Artículo 1º.- Exhortar al Poder Ejecutivo – Ministerio de Relaciones Exteriores a 
respaldar la posición de los Estados Miembros de la Organización de los Estados 
Americanos (OEA), que reconocen que el aborto NO es un Derecho Humano.

Artículo 2º.- Reiterar el compromiso de cumplir con el artículo 4.1 de la Conven-
ción Americana de Derechos Humanos, de proteger el derecho a la vida, desde la 
concepción, en los diferentes acuerdos y documentos internacionales a ser sus-
criptos en el marco de la Organización de Estados Americanos (OEA).

Artículo 3º.- Instar a los países miembros de la Organización de los Estados Ame-
ricanos (OEA) a que este año 2016 sea declarado como “El Año del Derecho a la 
Vida”. 

Si bien en ese momento no había ningún debate sobre el tema en el contexto 
de la OEA y que tampoco se tiene información de que la Cancillería haya ac-
tuado conforme a esta solicitud de la Cámara de Diputados, la resolución es 
otra muestra de la mirada conservadora y antiderechos de una gran parte de 
este cuerpo colegiado, que sigue sumando elementos que muestran la escasa 
importancia que el Estado ha dado a casos como el de la niña Mainumby. 

Finalmente, en el mes de octubre se presentaron dos iniciativas en esta misma 
línea. La primera fue la presentación y aprobación del proyecto de Declaración 
Unicameral “Que crea el Frente Parlamentario por la Vida y la Familia”, por 
parte de la diputada Olga Ferreira de López y los diputados Walter Harms y 
José María Ibáñez8. Los objetivos de este Frente son: 

 - Buscar y reforzar las alianzas entre legisladores y las organizaciones sociales 
para construir de forma conjunta las prioridades vinculadas a criterios de 
vida digna.

 - La protección de la familia como fundamento de la sociedad.

 - Promover el respeto a la vida comprendiendo el respeto de todos los demás 
derechos de carácter individual, social, económico, político, etc.



 - El cumplimiento del principio de prioridad absoluta y de respeto a su con-
dición de persona desde su concepción según lo establece la Constitución 
Nacional.

 - Estimular los intercambios de experiencias entre parlamentarios de la re-
gión.

 - Contribuir para la implementación del sistema de garantías de derechos y 
se ocupen de sus necesidades (Exposición de motivos, Declaración Unica-
meral). 

Inmediatamente después se realizó la presentación del proyecto de ley “Que 
implementa el libro de defunciones de concebidos no nacidos en el Registro del 
Estado Civil”9, iniciativa de la diputada Olga Ferreira de López y los diputados 
José María Ibáñez, Walter Harms y Hugo Velázquez.  De acuerdo a los mismos, 
la iniciativa tiene como objetivos:

 - El reconocimiento con nombres y apellidos de los hijos que fallecen en el 
vientre materno, con carácter facultativo y a solicitud de los progenitores en 
caso de que así lo deseen.

 - La entrega del cuerpo a requerimiento de los padres para %nes póstumos, 
sin aplicación de criterios o estándares de peso o edad gestacional.

 - El registro de todas las muertes intrauterinas, con %nes estadísticos para el 
estudio e implementación de políticas preventivas de salud pública (Expo-
sición de motivos, proyecto de ley). 

El artículo 9 del proyecto de ley aclara que esto no modi%caría el régimen de 
personas físicas ni otros derechos patrimoniales o sucesorios. El proyecto de 
ley ha tenido un tratamiento sumarísimo. A menos de un mes de su presenta-
ción ha tenido aprobación en general el 23 de noviembre y su estudio en par-
ticular está previsto en los próximos 22 días. Es decir, tendría media sanción 
para %nales de este año. 

De acuerdo a datos o%ciales, en el año 2011 Paraguay registraba un 32% de su-
bregistro de niñas y niños, es decir de cada 100 niños y niñas, 32 no existían 
legalmente para el Estado paraguayo10. Si bien la muerte intrauterina de conce-
bidos que han sido deseados por sus padres y madres supone una tragedia per-
sonal absolutamente respetable y que merece una política de salud mental que 



apoye a las familias que se encuentran en esta situación, la medida propuesta 
no está justi%cada en función de que el Estado paraguayo es insu%ciente para 
registrar siquiera a niñas y niños nacidos que no pueden acceder a derechos 
básicos, como la educación, por no existir legalmente. 

Esta iniciativa es también un intento ilegítimo de manipulación perversa – leí-
do en el conjunto de acciones que se citan – de una posición política antiabor-
tista que plantea la biolegitimidad como forma de control brutal de las per-
sonas, utilizando el dolor y circunstancias que son muy diferentes o diversas 
(perdidas intrauterinas) cuya responsabilidad es variada, para así distinguir a 

“otras” personas – las que requieren/realizan un aborto médico o las que deci-
den abortar - como amorales, pecadoras, criminales; así el Estado reconocería 
el “dolor” ritualmente, pero no realmente los derechos y menos el derecho a la 
vida, vida digna, a la integridad personal, a la construcción libre de la persona-
lidad, de las mujeres, hombres, niños y niñas.

Teniendo en cuenta que se han registrado escasos o nulos avances, se mantie-
nen las recomendaciones realizadas en informes anteriores. 

Hacer efectiva la vigencia de un Estado laico, tal como lo garantiza la Cons-
titución Nacional (art. 24). 

Aprobar el proyecto de Ley de Salud Sexual, Reproductiva y Materno-peri-
natal. 

Implementar el Marco Rector Pedagógico para la Educación Integral de la 
Sexualidad. 

Garantizar que los servicios de salud atiendan de manera inmediata y ade-
cuada a las mujeres que acuden a los centros de salud con complicaciones 
posaborto. 

Garantizar la vigencia efectiva de las “normas de atención humanizada po-
saborto”.

Elaborar e implementar un protocolo de atención médica para casos de 
aborto no punible. 

Garantizar sistemas de monitoreo del cumplimiento de los estándares de 
derechos humanos en materia de derechos reproductivos. 

Garantizar que existan datos o%ciales sobre derechos reproductivos y que es-
tos incluyan a lesbianas, gays, bisexuales, personas trans e intersex (LGTBI).



Realizar un debate social y político amplio sobre la ley penal en lo relativo 
al aborto, presentando información acerca de su aplicación y efectos, y mos-
trando cuáles son las consecuencias que tiene sobre las mujeres, desde el 
enfoque de derechos humanos, desde una perspectiva de igualdad de género 
y con la aspiración de una sociedad justa y democrática.
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Este artículo aborda la situación del derecho a la participación política, la cual 
es “aquella que se orienta a incidir decisivamente en los asuntos públicos y en 
la toma de decisiones sobre estos asuntos” (Gauto Bozzano, 2009). La partici-
pación política precisa como condición clave que las y los ciudadanos tengan 
garantías su%cientes para el ejercicio de sus derechos políticos, es decir aque-
llos derechos que le permiten incidir en la toma de decisiones de las autori-
dades e instituciones estatales sobre cuestiones y temas que afectan a las y los 
ciudadanos. Así entonces, la vigencia y plenas garantías para el ejercicio de los 
derechos políticos permiten la concreción de la participación política de todas 
las personas, sin discriminación alguna y en igualdad de condiciones.

El artículo 117 de la Constitución Nacional, “De los derechos políticos”, señala 
textualmente: “Los ciudadanos, sin distinción de sexo, tienen el derecho a par-
ticipar en los asuntos públicos, directamente o por medio de sus representantes, 
en la forma que determine esta Constitución y las leyes. Se promoverá el acceso 
de la mujer a las funciones públicas”.

Los dos párrafos anteriores son los que de%nen el marco conceptual de la par-
ticipación política y de los derechos políticos1. 

En cuanto a la estructura de este artículo, el mismo tendrá 3 secciones, siendo 
la primera de ellas el marco constitucional y legal, mientras que en la segunda 
se presentarán temas/casos concretos relacionados a los artículos 117 a 126 de la 
Constitución Nacional en el periodo que abarca este informe, ya que son estos 
10 artículos los que abordan y detallan el derecho a la participación política y 
los derechos políticos. La tercera y última sección de este artículo incluye con-
clusiones y recomendaciones con base en los temas concretos desarrollados en 
la segunda sección.

En la Constitución Nacional, los artículos que dan un enmarque general a los 
derechos políticos son el artículo 1 “De la forma del Estado y de Gobierno” y 
el artículo 3 “Del poder público”. Y de manera más especí%ca y detallada el 
marco normativo constitucional de los derechos políticos se encuentra en los 
artículos 117 a 126 de la Constitución. Brevemente, a continuación se menciona 
en forma resumida el contenido de cada uno de ellos:



 - Art. 117, “De los derechos políticos”, ya reproducido en forma textual e ínte-
gra en la introducción de este escrito.

 - Art. 118, “Del sufragio”, que establece el mismo como un derecho, deber y 
función pública del elector; y entre otras cuestiones se funda en el sistema 
de representación proporcional.

 - Art. 119, “Del sufragio en las organizaciones intermedias”, señala que las mis-
mas deberán aplicar los principios y normas del sufragio.

 - Art. 120: denominado “De los electores”, indica quiénes son electores; y en 
base al referéndum realizado en 2011, este artículo reconoce también como 
electores a los paraguayos residentes en el extranjero.

 - Arts. 121 y 122, sobre el referéndum.

 - Art. 123, “De la iniciativa popular”.

 - Arts. 124 y 126, sobre los partidos y movimientos políticos (naturaleza, fun-
ciones, libertad de asociación en los mismos y tipos de prohibiciones a di-
chas agrupaciones).

Como parte de la normativa nacional sobre los derechos políticos y la partici-
pación política, también deben incluirse el Código Electoral (Ley N° 834/96) y 
la Ley Orgánica Municipal (Ley N° 3.966/10). Esta última en vista de que con-
tiene varios artículos en materia de participación política y ciudadana.

En cuanto al marco normativo a nivel internacional, se encuentran los princi-
pios establecidos en el artículo 21 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos y en el artículo 20 de la Declaración Americana sobre Derechos y 
Deberes del Hombre. Ambos artículos hacen referencia al sufragio y a la parti-
cipación en el gobierno. Estos dos temas también son abordados en el artículo 
25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Ley N° 5/92) y en el 
artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, también 
llamada Pacto de San José de Costa Rica (Ley N° 1/89).

Al rati%car la Convención para la Eliminación de toda forma de discrimina-
ción contra la mujer (Cedaw, por sus siglas en inglés) y, por ende, adoptarla 
como ley (Ley N° 1215/86), el Estado paraguayo se comprometió a remover 
los obstáculos para la participación de las mujeres en la vida pública y política 
en igualdad de condiciones con los varones (art. 7 y art. 11 inc. c). Este com-
promiso lo adoptó nuevamente el Estado paraguayo al rati%car la Convención 
Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, 
también llamada Convención de Belém do Pará (Ley N° 605/95), en la cual el 
tema en cuestión se encuentra en el art. 4 inc. j.



Prosiguiendo con la normativa internacional, a través de la rati%cación de la 
Convención sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores mi-
gratorios y sus familiares (Ley N° 3.452/08) el Estado asumió el compromiso 
de asegurar la participación de las y los trabajadores migrantes y sus familiares 
en los asuntos públicos, incluido el derecho al voto. Así también integra la nor-
mativa internacional lo establecido en el artículo 29 de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad (Ley N° 3540/08), el cual indica el 
compromiso de garantizar a todas las personas con discapacidad sus derechos 
políticos. Y, %nalmente, se encuentra el artículo 12 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño (Ley N° 57/90), el cual establece el derecho de niñas, niños 
y adolescentes a ser escuchados y a que su opinión sea debidamente tenida en 
cuenta.

En este apartado se desarrollan cuatro temas/casos relacionados al estado de 
cumplimiento de los artículos 117 al 126 de la Constitución que, como se ha 
señalado en la introducción de este escrito, son los que abordan y detallan el 
contenido de los derechos políticos.
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En el periodo posdictadura se han dado algunos intentos de realizar modi%ca-
ciones legales que remuevan los obstáculos formales e informales que limitan 
en forma signi%cativa la participación política de las mujeres y que, a la vez, 
permitan ampliar las posibilidades de que más mujeres ocupen cargos de elec-
ción popular. Sobre el segundo aspecto mencionado, los 27 años de periodo de-
mocrático han mostrado un incremento en las candidaturas de mujeres, pero 
bajos niveles de elección.

Además de la persistencia y predominancia de una cultura política que sigue 
mostrando aún varias resistencias a la representación y participación de las mu-
jeres, es importante tener también presente las hoy insu%cientes medidas legales 
vigentes. El Código Electoral, en el inciso q) del artículo 32 establece un mínimo 
obligatorio de 20% de mujeres en las listas que participarán en elecciones inter-
nas de los partidos políticos, y no establece mínimos obligatorios de integración 
de mujeres en las listas de los partidos para las elecciones nacionales.

La más reciente iniciativa legal respecto a este tema se ubica dentro del periodo 
de este informe. En marzo del corriente año, 9 senadoras y 4 senadores de 4 
agrupaciones políticas distintas2 presentaron el Proyecto de Ley “De Paridad 



Democrática”. El escrito de presentación del proyecto3 indica que el mismo sur-
ge como una iniciativa del denominado Grupo Impulsor de Paridad Democrá-
tica en el año 2014, del cual forman parte mujeres líderes de distintos sectores 
políticos y de redes de mujeres; y que es apoyado por las organizaciones no 
gubernamentales Centro de Documentación y Estudios (CDE) y Decidamos, 
así como por ONU Mujeres y el Ministerio de la Mujer.

En el marco del proceso de construcción del proyecto, que fue elaborado por 
el citado grupo impulsor, se realizaron encuentros y conversatorios en los años 
2014 y 2015, en los cuales participaron mujeres integrantes de organizaciones 
sociales y de sectores políticos. En dicho proceso también se recibieron aportes 
del Tribunal Superior de Justicia Electoral (TSJE).

El proyecto de ley, que contiene 17 artículos, entre sus aspectos centrales y res-
pecto a la composición de las listas para todos los cargos de elección a nivel 
nacional, departamental y municipal, las agrupaciones políticas deben cumplir 
con dos mandatos básicos:

 - la paridad vertical, de%nida como la paridad y alternancia de varones y mu-
jeres al interior de las listas. 

 - la paridad horizontal, que consiste en la paridad en las cabezas de listas de 
una misma agrupación política y por circunscripción; es decir dichas listas 
deben ser encabezadas en forma alternada por varones y mujeres.

El mismo escrito de presentación del proyecto de ley indica textualmente: “De 
esta manera, se propone un sistema que ya ha sido implementado en otros paí-
ses y que garantiza que el 50% de las candidaturas para titulares estén encabe-
zadas por una mujer, además de la composición paritaria al interior de la lista”.

A %n de complementar lo desarrollado hasta aquí, a continuación se presenta 
íntegramente el contenido del artículo 2 del proyecto:

“ De%niciones. A los efectos de la presente ley se entenderá por:

 - Paridad: Igualdad en la participación 50% de hombres y 50% de mujeres.

 - Alternancia: Sistema por el cual se ubica un hombre o una mujer, seguida de 
una persona del sexo contrario en la lista que se propone”.

Siguiendo con otros artículos del proyecto, y en particular con aquellos refe-
rentes a la composición de las listas –uno de los temas abordados en particular 



en el escrito de presentación del proyecto y al cual se hizo referencia en párra-
fos anteriores–, se reproducen en forma textual los artículos 4 y 5:

“Artículo 4. Paridad y Alternancia para 
cargos de elección popular “Artículo 5. Paridad horizontal

Los partidos y movimientos políticos para 
postulación a los cargos pluripersonales de 
Convencionales Constituyentes, Parlamen-
tarios del Mercosur, Cámara de Senadores, 
Cámara de Diputados, Junta Departamental 
y Junta Municipal deberán presentar ante 
la Justicia Electoral listas de titulares con 
composición paritaria y alternada de muje-
res y hombres o viceversa, manteniendo el 
mismo orden en la lista de la suplencia. En 
todos los casos, las listas deberán estar con-
formadas paritariamente con la secuencia 
de mujer/hombre u hombre/ mujer hasta 
completar el total de candidaturas, la dife-
rencia del total entre el número de hombres 
y mujeres candidatos/as en ningún caso será 
superior a uno.
Las mismas normas se aplicarán en las 
elecciones de organizaciones intermedias, 
sindicales y/o sociales, salvo que por su na-
turaleza o %nes esté conformada mayorita-
riamente por uno de los sexos”.

Además de la norma establecida 
en el artículo anterior, los parti-
dos, movimientos, concertaciones 
y alianzas políticas deberán propo-
ner el cincuenta por ciento (50%) de 
mujeres y el cincuenta por ciento 
(50%) de hombres como cabeza de 
listas en la totalidad de los puestos 
uninominales y pluripersonales que 
propongan por circunscripción”.

Mientras, el artículo 3 señala que la paridad y la alternancia también rigen obli-
gatoriamente para elecciones internas de las agrupaciones políticas así como 
para los comicios de organizaciones intermedias, políticas, sindicales y sociales. 
Así, haciendo una lectura en conjunto de los artículos 3 al 5, tanto la paridad 
vertical como la paridad horizontal deben darse en listas para elecciones inter-
nas y en listas para elecciones nacionales.

El artículo 13 del proyecto se relaciona con los artículos 4 y 5, en vista en que 
el mismo indica que el TSJE debe rechazar las listas de candidaturas que no 
cumplan con las disposiciones de la presente ley, y que dará un plazo de hasta 
3 días hábiles para que las agrupaciones políticas adecuen las listas a lo estable-
cido en la ley.

Otro de los aspectos relevantes del proyecto es que el mismo establece que la 
paridad deberá extenderse a la composición del gabinete ministerial y a la de-
signación de representantes internacionales del Estado paraguayo. En las dos 
instancias, la responsabilidad de las designaciones corresponde al Poder Eje-



cutivo. Así también, el proyecto señala que deben implementarse medidas que 
garanticen la igualdad en el acceso al trabajo en el sector público.

Algunos artículos abordan medidas de impulso a la participación política de 
las mujeres. Por ejemplo, el artículo 11 indica que los partidos políticos deberán 
elaborar e implementar planes de acción para la igualdad. En tanto, el artículo 
14 establece que el Ministerio de la Mujer y el TSJE deberán realizar campañas 
de concienciación y programas de capacitación.

El proyecto, luego de su presentación, fue girado a tres comisiones en la Cá-
mara de Senadores: 1) Asuntos Constitucionales, Defensa Nacional y Fuerza 
Pública; 2) Legislación y Codi%cación; y 3) Equidad y Género. Al momento 
del cierre de este artículo, el proyecto contaba con dictámenes de la primera 
comisión citada: uno por la aprobación (en mayoría) y otro por el rechazo (en 
minoría).

Resulta fundamental que este proyecto se convierta en ley, ya que constituirá 
una herramienta que permitirá, por un lado, contribuir a un aumento signi%ca-
tivo de la participación de las mujeres para ocupar cargos electivos y, por otro, 
remover los obstáculos y discriminaciones que impiden que las mujeres tengan 
una mayor participación en espacios de toma de decisión y en la vida política 
e institucional del país.
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Un tema ligado a los derechos políticos en el periodo de este informe, en par-
ticular respecto a aspectos de orden electoral y del derecho al voto, tiene que 
ver con los procesos de elecciones de integrantes de órganos de gobierno de 
las facultades de la Universidad Nacional de Asunción (UNA). Estos procesos 
forman parte de un escenario más amplio que se ha iniciado en el año 2015 con 
la movilización de estudiantes de la universidad demandando en su momento 
la salida del entonces rector, Froilán Peralta, por considerar que el mismo es-
taba llevando una mala gestión y que además había cometido actos de corrup-
ción. Pero dicha movilización estudiantil –que prosiguió en el 2016– contenía 
amplios reclamos a favor de un mejoramiento de la calidad de la UNA como 
institución y a favor de un gobierno universitario realmente caracterizado por 
principios democráticos y de mayor equilibrio en la representación de los dife-
rentes estamentos en las instancias de gobierno.

Respecto a dichos procesos eleccionarios, estudiantes que son parte de la mo-
vilización iniciada en 2015, así como docentes, egresados y egresadas también 
preocupados por el desarrollo irregular de tales procesos, realizaron denuncias 
públicas así como acciones judiciales. 



Si bien en varias facultades se han realizado estas acciones, en el marco de 
la elaboración de este artículo se ha efectuado un relevamiento de denuncias 
públicas y acciones judiciales (especí%camente demandas de nulidad) plantea-
das respecto a procesos eleccionarios en las facultades de Ciencias Médicas, 
Filosofía e Ingeniería4. Estudiantes e integrantes de otros estamentos (docentes 
y egresados) que realizaron tales denuncias públicas y demandas de nulidad, 
indicaron que el Reglamento Electoral de la UNA no está adecuado a la Cons-
titución Nacional y al Código Electoral. También señalaron que varios de los 
procedimientos implementados: a) violan los artículos 118 “Del sufragio” y 119 

“Del sufragio en las organizaciones intermedias”, ambos de la Constitución Na-
cional, y b) también violan varios artículos del Código Electoral.

Como producto del mencionado relevamiento realizado respecto a las 3 citadas 
facultades, a continuación se enumeran las principales irregularidades mani-
festadas por dichos estudiantes e integrantes de otros estamentos a través de las 
denuncias públicas y demandas de nulidad, y que consideran violatorias de la 
Constitución Nacional y del Código Electoral:

 - No publicación de resoluciones de llamado a elecciones.

 - Falta de cronograma/calendario electoral.

 - Ausencia de periodo de presentación de candidaturas.

 - Inexistencia de periodo de tachas y reclamos de candidaturas y de electores.

 - No publicación del padrón electoral antes de las elecciones. 

 - Imposibilidad de veri%cación de boletines de voto por parte de movimientos 
participantes.

 - Horario de votación no adecuado a lo establecido en el Código Electoral.

 - No aplicación del principio de representación proporcional en función a los 
resultados de las votaciones.

Las acciones judiciales planteadas en las citadas facultades tuvieron inicialmen-
te un resultado favorable, ya que el Tribunal Electoral de la Capital decidió 
otorgar medidas cautelares consistentes en la suspensión de los procesos elec-
torales en curso. Con posterioridad al otorgamiento de tales medidas y en el 



marco de los citados procesos judiciales abiertos, las propias facultades a través 
de representantes legales apelaron la concesión de dichas medidas5.

Dos elementos fundamentales en el debate respecto a la situación y desarrollo 
de los procesos eleccionarios en facultades de la UNA son: a) si tales proce-
dimientos deben ajustarse a disposiciones constitucionales y a la normativa 
electoral, y b) si la autonomía universitaria exonera a las autoridades que con-
vocan y organizan elecciones en cada facultad de implementar procedimientos 
apegados a la Constitución y a la Ley Electoral. En tal sentido, resulta claro 
que el primer elemento es el que debe darse, y no el segundo. Las demandas 
de nulidad a las que aquí se está haciendo referencia se sustentan en que la 
autonomía universitaria no implica la aplicación de procedimientos electorales 
que desconozcan las disposiciones constitucionales y de la legislación electoral 
respecto a procesos eleccionarios.

También, como ya se ha señalado párrafos atrás, quienes señalan irregularida-
des en los procesos eleccionarios mencionan violaciones de los artículos 118 y 
119 de la Constitución Nacional. El primer artículo citado re%ere al sufragio y el 
segundo al sufragio en las organizaciones intermedias. En particular, al hablar 
de violación del artículo 119, lo que se está señalando en el fondo es que, a efec-
tos de procesos electorales, la UNA y sus facultades constituyen organizaciones 
intermedias. Y, en tal sentido, recurriendo al sitio web del TSJE y especí%ca-
mente a la sección donde se mencionan las organizaciones intermedias a las 
que el TSJE ha brindado cooperación se encuentran, entre otras, las facultades 
de Arquitectura y de Derecho de la UNA, así como facultades de varias univer-
sidades privadas6.

Así, y en el marco del amplio escenario orientado a lograr cambios que mejoren 
la calidad de la UNA para el adecuado cumplimiento de sus %nes, la realización 
de procesos electorales apegados a la Constitución y a la legislación electoral 
resulta fundamental. 
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El 9 de octubre de 2011 se había realizado un referéndum constitucional respec-
to a la propuesta de modi%cación del artículo 120 de la Constitución Nacional. 
Dicha propuesta, previamente aprobada por el Poder Legislativo, consistía en 
reconocer como electores a las y los paraguayos residentes en el extranjero. El 
referéndum, que tuvo carácter vinculante, tuvo un resultado favorable a la pro-
puesta. 



Así, una vez formalmente modi%cado el artículo 120 de la Constitución, se ini-
ció el proceso de inscripción de paraguayas y paraguayos en el exterior al RCP. 
Sin embargo, el citado proceso careció de efectividad debido a que el único 
mecanismo legal previsto era la inscripción presencial ante funcionarios/as de-
signados por la Justicia Electoral. Esto implicaba viajes de funcionarios/as al 
exterior, respecto a lo cual autoridades del TSJE señalaron que no era posible 
realizar numerosos viajes por las limitaciones presupuestarias de la institución. 
De hecho, hubo pocos viajes realizados por funcionarios/as y a pocos países. 
Por tanto, el mecanismo de la inscripción presencial generó una muy baja can-
tidad de paraguayas y paraguayos en el exterior inscriptos al RCP.

En el periodo que abarca este informe, en abril del corriente año, se promulgó 
la ley “Que implementa la inscripción por medios tecnológicos en el Regis-
tro Cívico Permanente a los paraguayos residentes en el extranjero” (Ley N° 
5.583/16)7, cuyo artículo 1 expresa textualmente lo siguiente:

“Todo ciudadano paraguayo residente en el extranjero, con capacidad legal para 
votar, podrá solicitar su inscripción por medios tecnológicos en el Registro Cívi-
co Permanente, siempre que reúna los requisitos y cuente con Cédula de Identi-
dad Civil o Pasaporte Paraguayo”.

Así, con esta ley se ha hecho la adecuación legal correspondiente para habili-
tar el mecanismo de inscripción de paraguayas y paraguayos en el exterior al 
RCP vía internet. El TSJE, organismo encargado de la reglamentación de la ley, 
emitió el 30 de junio del corriente año la Resolución Nº 138/16 “Por la que se 
aprueba el reglamento para la inscripción al RCP de paraguayos residentes en 
el extranjero”, en la cual se detallan los pasos a seguir para la realización de la 
inscripción. Desde el 1 de agosto del corriente año se inició la implementación 
de dicho mecanismo de inscripción desde el sitio del TSJE8.

La reciente vigencia de esta ley hace necesaria la tarea, por parte del TSJE, de 
desarrollar y fortalecer la difusión del mecanismo de inscripción vía internet. 
Esto teniendo principalmente en cuenta que la modalidad de inscripción pre-
sencial constituía un importante impedimento para lograr que se inscriban al 
RCP una elevada cantidad de paraguayas y paraguayos residentes en el exterior 
del país.
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En el marco del funcionamiento de los partidos políticos y de las disposiciones 
respecto a los mismos en la Constitución Nacional (artículos 124 a 126), el tema 
relativo a los ingresos que reciben (entre ellos subsidios electorales y aportes 
estatales) y los gastos que realizan los mismos es un punto clave. Por ello resulta 
importante conocer datos respecto a la rendición de cuentas (ingresos y gastos) 
de las agrupaciones políticas participantes de las elecciones municipales reali-
zadas en todo el país en noviembre de 2015.

Al respecto, existe un informe elaborado por la denominada Unidad Técni-
ca Especializada en Financiamiento Político, instancia que forma parte del 
TSJE9, concluido en setiembre del corriente año. En el mismo se incluyen 
resultados de un análisis realizado por la Contraloría General de la República 
(CGR). En tal sentido se visualiza en el informe que la CGR realizó observa-
ciones (objeciones) a las rendiciones de 58 agrupaciones políticas (partidos, 
movimientos, alianzas, concertaciones)10. El análisis de tales rendiciones de 
los comicios municipales de noviembre de 2015 se realizó conforme a un con-
junto de leyes, entre las cuales ya se encuentra la Ley N° 4.743/12 “Que regula 
el %nanciamiento político”.

Es importante hacer notar que en las elecciones generales y departamentales 
realizadas en abril de 2013 también hubo agrupaciones políticas cuyas rendi-
ciones fueron observadas. En tal sentido, un estudio publicado por la organiza-
ción no gubernamental Semillas para la Democracia menciona a 19 agrupacio-
nes políticas cuyas rendiciones de cuentas recibieron observaciones (Semillas 
para la Democracia, 2015).

En tal sentido, es clave por un lado que las diferentes nucleaciones políticas 
mejoren el manejo de sus ingresos y gastos, en particular teniendo en cuenta 
que para sus diversas actividades también reciben fondos del presupuesto na-
cional (subsidios y aportes). Por otro lado, urge que las instituciones estatales 
correspondientes profundicen su labor de control de la actividad %nanciera de 
los partidos, movimientos, alianzas y concertaciones. 



La Ley N° 4.743/12 “Que regula el %nanciamiento político” constituye una he-
rramienta que contribuirá de manera importante al control de la actividad %-
nanciera de las diferentes agrupaciones políticas. Sin embargo, en diciembre 
de 2015 el Poder Legislativo aprobó un proyecto que modi%ca y deroga varios 
artículos de la citada ley. Entre los artículos que este proyecto buscaba de-
rogar se encontraban 3 relativos al límite máximo para gastos en campañas 
electorales. De estos 3 artículos, 2 de ellos establecían un tope máximo a tales 
gastos, y el otro establecía sanciones para las agrupaciones políticas que so-
brepasen el tope, entre ellas la pérdida del derecho a recibir aportes estatales 
durante 3 a 5 años y la no entrega de subsidios electorales por hasta 3 eleccio-
nes nacionales (Ibíd).

Unos días después de la aprobación del proyecto por parte del Poder Legislati-
vo, y en el mismo mes de diciembre de 2015, el Poder Ejecutivo vetó totalmente 
el proyecto, volviendo así al Legislativo para resolver el rechazo o aceptación 
del veto. Finamente, en junio de 2016 el Congreso resolvió aceptar el veto total 
del Ejecutivo, pasando el proyecto al archivo.

Es importante señalar que uno de los argumentos para el establecimiento de un 
tope máximo para gastos en campañas electorales tiene que ver con reducir la 
desigualdad de condiciones en la realización de campañas entre agrupaciones 
que tienen pocos recursos y las que tienen muchos recursos, de manera que el 
dinero no sea un elemento que in&uya de forma muy decisiva en la implemen-
tación de las mismas.
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En agosto de 2015, el TSJE emitió la Resolución N° 233/15, a través de la cual 
se conforma una Comisión Asesora sobre Financiamiento Político y en la que 
se designa a Jaime Bestard –uno de los tres ministros del TSJE– como coordi-
nador general de dicha comisión. Así también, mediante dicha resolución se 
designaron a 7 altos funcionarios/as del TSJE como integrantes de la misma. 
Además de contribuir a la implementación adecuada de la Ley N° 4.743/12 “Que 
regula el %nanciamiento político”, la Comisión, de acuerdo a lo señalado en 
el sitio web del TSJE, se abocaría también a iniciar un programa integral de 
actualización legal y administrativa para el control del %nanciamiento político 
y a analizar qué aspectos de esta temática aún se encuentran pendientes de 
regulación.

En el marco de las condiciones que deben darse para una adecuada e íntegra 
implementación que debe tener dicha ley, será de fundamental importancia 
que esta comisión funcione en forma e%ciente.



Resulta altamente necesario que el Proyecto de Ley de Paridad Democrática 
sea priorizado en su estudio por parte del Poder Legislativo y que se convierta 
en ley en la brevedad posible, teniendo en cuenta la urgencia de crear mejores 
condiciones legales que permitan una mayor participación política de las mu-
jeres. Por ello, es necesario que el Poder Legislativo, y en particular la Cámara 
de Senadores –instancia donde el proyecto fue presentado– priorice el trata-
miento de este proyecto. Debe tenerse en cuenta también que ya en el año 2017 
se inicia el proceso electoral de cara a las elecciones generales y departamen-
tales a llevarse a cabo en abril de 2018, por lo que la aprobación de la ley en la 
brevedad posible es fundamental para que el proyecto, ya convertido en ley, se 
implemente en dicho proceso electoral, lo cual incluye las elecciones internas 
de las nucleaciones políticas.

Asimismo, el TSJE debe desarrollar una fuerte labor de difusión del RCP de 
ciudadanas y ciudadanos viviendo en el extranjero, más aún teniendo en cuen-
ta las limitaciones legales previas a esta ley así como las limitaciones institucio-
nales que hicieron que una escasa cantidad de paraguayas y paraguayos en el 
exterior puedan inscribirse. Además es necesaria una plena implementación 
de la Ley de Financiamiento Político, aplicándose las disposiciones de esta y 
otras leyes orientadas al control de la actividad %nanciera de las agrupaciones 
políticas. Esto implica que el TSJE realice, con estas herramientas legales y ad-
ministrativas, un control e%caz de los ingresos y gastos de las nucleaciones.

Con respecto a la situación en la UNA, los procesos en curso para la elección 
de integrantes de órganos de gobierno de las diferentes facultades constituyen 
un elemento central dentro del amplio escenario que empezó a darse con la 
movilización estudiantil en el año 2015.  Como se señaló en este artículo, la 
autonomía universitaria en este caso no implica aplicar procedimientos electo-
rales que desconozcan disposiciones constitucionales y de la normativa electo-
ral, por lo que las autoridades con responsabilidad en organizar tales procesos 
deben urgentemente subsanar las numerosas irregularidades señaladas.

Priorizar el estudio del proyecto de ley de Paridad Democrática y posterior-
mente aprobarlo en la brevedad posible. 

Enmarcar todos los procedimientos eleccionarios de la UNA y pasos de tales 
procesos en el marco de lo establecido en la Constitución Nacional y en la 
legislación electoral.



El TSJE debe desarrollar acciones de difusión efectivas del mecanismo de 
inscripción vía internet, habilitado a través de la reciente ley aprobada.

El TSJE debe desarrollar y fortalecer mecanismos administrativos y legales 
orientados al control de los ingresos y gastos de las diferentes agrupaciones 
políticas y también ajustar los mecanismos tendientes a la plena implemen-
tación de la Ley que regula el Financiamiento Político. 

Las distintas agrupaciones políticas en el marco de una política de trans-
parencia y de adecuada gestión administrativa –considerando el hecho de 
que reciben fondos públicos a través de subsidios y aportes– deben mejorar 
en forma urgente el manejo de tales recursos y su actividad %nanciera en 
general.
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El Paraguay es uno de los países de la región que menos ha avanzado en la in-
vestigación y castigo de los crímenes de lesa humanidad cometidos durante la 
dictadura militar. La mayoría de las personas que tomaron parte de las acciones 
represivas contra la oposición política ya han fallecido o superado la edad de 
imputabilidad. A este cuadro de impunidad se añade la creciente reivindica-
ción del pasado stronista de parte de altos funcionarios del Estado y el recrude-
cimiento de actuaciones arbitrarias de las fuerzas de seguridad, lo cual genera 
un ambiente propicio para la comisión de los delitos de desaparición forzada y 
ejecuciones extrajudiciales. 

El informe de la Comisión de Verdad y Justicia registró 336 casos de víctimas 
de desapariciones forzadas entre 1954 y 1989. Desde el año 2006 se viene rea-
lizando la búsqueda de personas desaparecidas durante el régimen de Alfredo 
Stroessner. Estos trabajos se iniciaron desde la Unidad de Investigación de Des-
apariciones Forzadas y Ejecuciones Extrajudiciales de la Comisión de Verdad y 
Justicia (2006-2008), luego desde la Dirección de Verdad, Justicia y Reparación, 
dependiente de la Defensoría del Pueblo (julio 2009-marzo 2013), y actualmen-
te son llevados a cabo por la Dirección de Memoria Histórica y Reparación 
(DMHR) del Ministerio de Justicia, a cargo del doctor Rogelio Goiburú. 

El trabajo de hallazgo e identi%cación de restos de personas desaparecidas reali-
zado por la DMHR aporta importantes elementos de prueba con vistas a iniciar 
urgentes procesos investigativos para esclarecer y castigar las desapariciones 
forzadas y ejecuciones extrajudiciales cometidas en la era stronista. A través 
de los testimonios de integrantes de las fuerzas de seguridad que ejecutaron o 
presenciaron las desapariciones, así como de civiles sobrevivientes, en este 2016 
se exhumaron dos esqueletos, totalizando 36 hasta el momento, y se lograron 
las primeras cuatro identi%caciones. 

Asimismo, mediante un histórico acuerdo de reparación el Estado aceptó su 
responsabilidad en la ejecución del productor campesino Eulalio Blanco, ase-
sinado por la policía en 2003 durante una protesta realizada en San Pedro. En 
el periodo que abarca este informe se registró al menos una ejecución de un 
labriego.

Luego de décadas de dictadura, el advenimiento de la democracia dio lugar a 
una reforma constitucional en 1992, en la que la doctrina de seguridad nacional 
fue reemplazada por la dignidad humana, que se pasó a establecer el nuevo 
marco axiológico y teleológico del Estado paraguayo en términos constitucio-
nales. En consonancia con este giro copernicano, a partir de este punto se dio 



la rati%cación del primer instrumento internacional de protección de derechos 
humanos, en materia de desapariciones forzadas: la Convención Interameri-
cana sobre la Desaparición Forzada de Personas, introducida al ordenamiento 
jurídico paraguayo como Ley Nº 933/96.

La Convención de%ne en qué consiste la desaparición forzada en los siguientes 
términos: 

Para los efectos de la presente Convención, se considera desaparición forzada 
la privación de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, 
cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen 
con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta 
de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de 
informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide el ejercicio de los 
recursos legales y de las garantías procesales pertinentes (OEA, 1994).

Todo Estado que rati%ca este instrumento, tiene el deber de tipi%car el delito en 
los términos de la Convención, cuya práctica sistemática es considerada como 
un crimen de lesa humanidad y, por lo tanto, imprescriptible. Asimismo, queda 
sujeto al mandato de no practicar, permitir ni tolerar la desaparición forzada 
de personas, un compromiso que no cesa por la vigencia del estado de excep-
ción o la suspensión de las garantías individuales. Igualmente, tiene el deber de 
sancionar autores, personas cómplices y encubridoras así como la tentativa de 
perpetrar el delito.  

La adopción de un nuevo Código Penal en 1997, fue una oportunidad para ello. 
Sin embargo, la tipi%cación de la “desaparición forzosa” (art.236) no se adecua-
ba a las disposiciones ni estándares establecidos por la Convención.

La sentencia dictada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Cor-
te IDH) el 22 de septiembre de 2006 en el caso “Goiburú y otros vs. Paraguay”, 
había condenado al Estado a que “…como garantía de no repetición de los 
hechos del presente caso, adecue en un plazo razonable la tipi%cación de los 
delitos de ‘desaparición forzosa’ y tortura contenidas en el 236 y 309 del actual 
Código Penal a las disposiciones aplicables al Derecho Internacional de los De-
rechos Humanos”  (Corte IDH, 2006).

Finalmente1, la Ley Nº 4614/12 “Que modi%ca los artículos 236 y 309 de la Ley 
Nº 1160/97 ‘Código Penal’”, dejó redactado el artículo 236 que tipi%ca la desapa-
rición forzosa en los siguientes términos: 



Art. 236. Desaparición Forzosa.

1º El que obrando como funcionario o agente del Estado o como persona o gru-
pos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del 
Estado, arrestara, detuviera, secuestrara o privara de su libertad de cualquier for-
ma a una o más personas y negara la información sobre su paradero o se negara 
a reconocer dicha privación de libertad o el ocultamiento de la suerte o paradero 
de la persona desaparecida, sustrayéndola de la protección de la ley, será castiga-
do con pena privativa de libertad no menor de cinco años.

2º. Lo dispuesto en el numeral 1º del presente artículo se aplicará, aún cuando 
careciera de validez legal el carácter de funcionario o incluso si el hecho fuere 
cometido por una persona que no revista el carácter de funcionario.

En similares términos se expresa la Convención Internacional para la protec-
ción de todas las personas contra las desapariciones forzadas, de las Naciones 
Unidas, que de%ne el carácter continuo del delito, por lo que este no cesa hasta 
tanto la persona, o sus restos en caso de que sea asesinada, sean hallados. Por 
tanto, mientras las personas sigan desaparecidas no resulta posible plantear 
prescripciones a raíz de que el delito se sigue cometiendo (ONU, 2006). 

Por otro lado, en relación con las ejecuciones extrajudiciales, en relación al de-
recho a la vida, derecho base de los demás, y que se encuentra consagrado en la 
mayoría de los instrumentos internacionales, tales como la Declaración Ameri-
cana de Derechos y Deberes del Hombre y la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, nadie puede ser privado de ella arbitraria-
mente. Si bien técnicamente las ejecuciones extrajudiciales o arbitrarias se con%-
guran con la acción de agentes del Estado, en el informe de Chokokue se ha  am-
pliado esta de%nición como “toda privación ilegítima de la vida, cometida por un 
acto u omisión, intencional o preterintencional, de agentes públicos o personas 
privadas que actúen en conocimiento, autorización o conocimiento expreso o tá-
cito de las autoridades del Estado” (Codehupy, 2007). Este conocimiento tácito o 
explícito deviene que al tratarse de una situación reiterada y repetida el Estado ya 
debió haber tomado medidas de seguridad y control para proteger a las personas 
que se encuentran bajo su jurisdicción territorial. 

La Comisión de Verdad y Justicia (CVJ) identi%có 20.090 víctimas directas de 
las violaciones de derechos humanos durante la dictadura. Un total de 19.862 
personas fueron detenidas en forma arbitraria o ilegal; 18.772 fueron tortura-
das; 59 ejecutadas extrajudicialmente; 336 desaparecidas y 3.470 exiliadas. Sin 
embargo, advierte que existe un subregistro, por lo que la cantidad de víctimas 
sería superior. La CVJ formuló diez denuncias entre mayo del 2006 y marzo del 



2008, pero tanto la %scalía como el juez competente sostuvieron que los delitos 
estaban prescriptos, en contra de lo establecido en los convenios internaciona-
les rubricados por nuestro país. 

En un periodo de 10 años, se han exhumado 36 cuerpos en fosas individuales y 
colectivas a los que se ha llegado a través de testimonios de militares, policías 
y civiles sobrevivientes. Mientras se aguarda para la toma de muestras a %n 
de realizar los análisis que permitan la identi%cación, los restos permanecen 
en la Morgue Judicial del Ministerio Público. De los 36 cuerpos que fueron 
hallados, en este 2016 se dieron las primeras cuatro identi%caciones a través 
de un trabajo conjunto realizado con el Equipo Argentino de Antropología 
Forense (EAAF), que cuenta con los instrumentos y tecnología necesarios para 
los análisis del material genético y de los que se carece en nuestro país. Gracias 
a esta labor se creó a la vez un banco de muestras de sangre de familiares de 
desaparecidos y una base de datos de per%les genéticos. 

En agosto de este año se anunciaron las primeras dos identi%caciones durante 
una conferencia de prensa realizada en la sede del Ministerio de Justicia. Se 
trata de Miguel Ángel Soler Canale y Rafaela Giuliana Filipazzi Rossini. So-
ler Canale era miembro del Partido Comunista Paraguayo y fue detenido y 
desaparecido el 30 de noviembre del año 1975 en Asunción. Sus restos fueron 
hallados el 23 de diciembre de 2009 en una fosa individual en la Agrupación 
Especializada de la Policía Nacional. La exhumación se realizó entre el 11 y 
el 13 de enero de 2010. En tanto, Filipazzi Rossini fue una ciudadana italiana 
naturalizada argentina. Fue Detenida y desaparecida en Montevideo, Uruguay, 
en junio de 1977, y de allí traída a Asunción. Sus restos fueron hallados el 19 de 
marzo de 2013 en una fosa común en la Agrupación Especializada de la Policía 
Nacional y  exhumada el 21 de marzo de 2013. 

Al mes siguiente se anunció la identi%cación de José Agustín Potenza, un ciuda-
dano argentino detenido y desaparecido en Montevideo en junio del año 1977. 
Fue hallado el 19 de marzo de 2013 en una fosa común junto con Filipazzi en la 
Agrupación Especializada de la Policía Nacional. Fue exhumado el 21 de marzo 
de 2013. La última identi%cación fue dada a conocer en el mes de octubre. Se 
trata de Cástulo Vera Báez, un paraguayo que fue detenido y desaparecido en la 
ciudad de Puerto Iguazú, Argentina, en el mes de enero de 1977. Fue hallado el 
23 de julio de 2009 en una fosa individual en la Agrupación Especializada de la 
Policía Nacional y exhumado el 28 de julio de 2009. De acuerdo a datos encon-
trados en el Archivo del Terror, Pastor Coronel solicitó a las autoridades argen-
tinas la detención de Vera Báez a raíz de su militancia en el Partido Comunista. 
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El 2 de noviembre la DMHR anunció el hallazgo de dos esqueletos en la zona 
conocida como 7 de diciembre, distrito de Tava’i, departamento de Caazapá. 



La exhumación se llevó a cabo al día siguiente, aniversario del nacimiento de 
Stroessner y que es conocida como “Fecha feliz” por los adeptos del régimen. 
Según las fuentes, hacia los años sesenta una columna del movimiento insur-
gente 14 de Mayo se desplazaba por la zona acampando temporalmente en el 
monte cuando el grupo fue delatado ante el general Patricio Colmán, que con 
sus tropas rodeó y acribilló a todas las personas integrantes del grupo. Cuando 
ocurrieron las ejecuciones, el predio donde se realizaron los entierros era ex-
plotado por el general Gaona, aunque ahora las tierras pertenecen al Instituto 
Nacional de Desarrollo Rural y de la Tierra (Indert) y los pobladores y pobla-
doras están en gestiones para formalizar la posesión del inmueble.

El sitio estaba marcado con cruces y había también restos de velas, siendo una 
costumbre extendida las ceremonias dedicadas a los kurusu rebelde, a los que 
incluso se pide favores y se atribuye milagros, explicó Goiburú. A poco más 
de un metro del sitio de excavación, existe otro nicho con cruces, pero no está 
con%rmado que pertenezca a desparecidos de la dictadura, pues según algunos 
informantes son restos de pobladores que fueron enterrados en el lugar por 
falta de cementerio. Por ello, ante la falta de certeza no se pueden realizar las 
exhumaciones. Por el avanzado estado de deterioro en que se encontraban los 
restos, queda aún por determinar si será posible extraer material genético de 
los mismos, aunque el hallazgo de piezas dentales será clave para los trabajos 
de comparación con el banco de sangre de familiares de personas desapareci-
dos y la posterior identi%cación.

Con estos hallazgos e identi%caciones –resaltó Goiburú durante una conferen-
cia de prensa– queda en evidencia cómo actuaba el terrorismo de Estado de la 
época, por lo que las autoridades están obligadas a investigar y castigar a quie-
nes son  responsables de estos crímenes de lesa humanidad. Si bien muchos 
de los jefes del régimen ya se encuentran fallecidos, subrayó que es necesario 
hacer un juicio de verdad para saber lo que ocurrió y castigar a los integrantes 
del ejército de represores que aún siguen con vida2.
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Las labores de identi%cación se di%cultan por la falta de presupuesto para sol-
ventar los análisis genéticos y realizar nuevas excavaciones. Esto a pesar de que 
gracias a que ya se cuenta con un banco de sangre y un per%l poblacional los 
costos son signi%cativamente menores. Desde la DMHR se informó que se tie-
nen al menos una docena de lugares identi%cados donde se encontrarían restos 
de desaparecidos, pero los trabajos no pueden ser realizados por la falta de 
fondos. Otra carencia es la falta de personal necesario especializado a pesar de 
que existen convenios %rmados de capacitación, pero que no se pueden aplicar 
por la falta de partida presupuestaria. 



De hecho, la DMHR no cuenta con presupuesto propio y los trabajos que se 
realizaron hasta ahora fueron %nanciados con presupuestos aprobados en el 
2014 para las identi%caciones y la creación del banco genético y per%l pobla-
cional, que ya fueron transferidos al EAAF. Para el próximo ejercicio no se 
contemplan recursos y la última excavación fue realizada gracias al aporte de 
organizaciones de la sociedad civil. Además de carencia de medios, la falta de 
recursos humanos es también una limitación importante, pues la dirección 
solo cuenta con dos funcionarios nombrados y una tercera persona con un 
contrato temporal de setiembre a noviembre de este año. 
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En el presente periodo se ha registrado el asesinato de un dirigente campesino 
en el distrito de San Estanislao, departamento de San Pedro. Se trata de Policar-
po Morel, de 54 años, quien falleció el 23 de abril luego de haber recibido cator-
ce impactos de bala frente a su domicilio tras realizar tareas en la aguatería de la 
comunidad.  Los disparos habrían provenido de un matorral que se encuentra 
frente a su vivienda. Las versiones preliminares vincularon el crimen a amena-
zas recibidas previamente a raíz de una supuesta disputa por la propiedad de un 
terreno, según declaró a la prensa el comisario Luis Vera3. No hubo testigos del 
homicidio y no se han reportado avances en la investigación e identi%cación de 
los responsables. Resulta llamativa la rapidez con que se descartó su militancia 
social como posible móvil del crimen.
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La falta de investigación y juzgamiento de las ejecuciones extrajudiciales es un 
factor que alienta su comisión ante la garantía de impunidad. A pesar de ello, 
cabe destacar la rúbrica de un preacuerdo mediante el cual el Estado aceptó 
su responsabilidad en el asesinato del dirigente campesino Eulalio Blanco, eje-
cutado por la policía en junio de 2003 durante una protesta de cedroneros en 
el cruce de Santa Rosa del Aguaray, departamento de San Pedro. La %rma del 
documento se realizó el 27 de setiembre en la Dirección de Derechos Humanos 
de la Cancillería con la participación de autoridades de distintas carteras de 
Estado, excepto el Ministerio Público, que es el órgano encargado de investigar 
este tipo de actuaciones. 

Además de la reparación económica, el acuerdo pretende sentar un precedente 
para evitar la repetición de hechos de esta naturaleza así como para investigar y 
sancionar violaciones de derechos humanos cometidas por agentes del Estado. 
Aún queda pendiente la rúbrica del preacuerdo de parte del Poder Ejecutivo 



para que este entre en vigencia así como la realización del acto público en que 
se debe reconocer la responsabilidad y expresar disculpas a los familiares de la 
víctima. 

A este acuerdo se llegó trece años después de los hechos ocurridos y las medi-
das de reparación no llegarían a término al menos hasta el próximo año 2017. 
Los autores del asesinato no fueron sometidos a proceso alguno y con este re-
conocimiento de culpa el Ministerio Público debe reabrir la causa para juzgar 
y sancionar a los responsables4. En el plano institucional, el Estado se compro-
metió a tomar medidas contra la impunidad, esclarecer el asesinato, investigar 
las violaciones de derechos humanos y sancionar a las personas responsables. 
Asimismo, prometió examinar la labor de los agentes %scales que intervinieron 
en el caso, especí%camente en el cumplimiento de los plazos procesales, y for-
talecer la Unidad Especializada de Derechos Humanos del Ministerio Público, 
entre otras.  

Los avances que presuponen el hallazgo e identi%cación de restos de personas 
desparecidas y los elementos que aportan para procesos de investigación, así 
como el reconocimiento de responsabilidad estatal en el caso Eulalio Blanco 
que se informan este año son valorados positivamente. Sin embargo, la pérdida 
de una vida humana resulta irreparable y ningún tipo de acuerdo puede, ni 
medianamente resarcir el daño provocado.

No obstante, estos hechos, que en su momento fueron ampliamente difundidos 
como ejemplos del compromiso del Estado para con sus obligaciones, quedan 
opacados por la falta de avances en la investigación e identi%cación de los res-
ponsables. En el caso Morel, las autoridades incluso emplearon argumentos 
hasta justi%cativos, al señalar como causa el con&icto sobre una propiedad.

La promocionada imagen estatal hacia la comunidad internacional y su mem-
bresía en instancias tales como el Consejo de Derechos Humanos de Naciones 
Unidas no pasarían de ser meramente declarativas si no se dan indubitadas 
muestras de un compromiso %rme de acabar %nalmente con el patrón de im-
punidad que brinda la falta de investigación e identi%cación de casos de ejecu-
ciones extrajudiciales así como la violencia policial.



Dotar de presupuesto necesario a la DMHR a %n de continuar con las bús-
quedas e identi%caciones de personas desaparecidas. 

Realizar labores de capacitación en el marco de los convenios para potenciar 
el plantel del equipo de búsqueda para las exhumaciones e identi%caciones. 

Investigar y castigar los crímenes de desaparición forzada cometidos duran-
te la dictadura así como las ejecuciones extrajudiciales y arbitrarias cometi-
das por fuerzas policiales o militares así como de civiles armados. 

Sumariar y sancionar a los agentes %scales que actúan con negligencia en la 
investigación de estos casos. 
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En el proceso de evolución seguido por el derecho a la paz, en diciembre de 
1978, por medio de la Resolución N° 33/73 de la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas, se dio el primer reconocimiento signi%cativo de este derecho. 

En esta Asamblea se proclamó la declaración sobre la preparación de las so-
ciedades para vivir en paz, que en su primer artículo mani%esta, entre otros 
postulados: “Toda nación y todo ser humano (...) tiene el derecho inmanente 
a vivir en paz. El respeto de ese derecho, así como de los demás derechos hu-
manos, redunda en el interés común de toda la humanidad y es una condición 
indispensable para el adelanto de todas las naciones, grandes y pequeñas” (Na-
ciones Unidas, 1978).

El derecho a la paz y al desarme entonces se inscribe dentro de los derechos 
humanos de solidaridad y derechos de los pueblos, que se re%eren, entre otros 
derechos, a la autodeterminación, la independencia económica y política, la 
identidad nacional y cultural, la paz y la coexistencia pací%ca, así como al en-
tendimiento y con%anza, a la cooperación internacional y regional, al desarro-
llo y a la justicia social internacional. También al uso de los avances de las cien-
cias y la tecnología, a la solución de los problemas alimenticios, demográ%cos, 
educativos, ecológicos, al igual que a un ambiente sano, al patrimonio común 
de la humanidad y al desarrollo que permita una vida digna.

La paz no debe ser entendida solamente como ausencia de con&ictos bélicos, 
sino que tiene que ser garantizada por el Estado a través de políticas sociales 
que respeten los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales.

La Constitución Nacional establece en el artículo 144 que el Estado paraguayo 
renuncia a la guerra de agresión, pero sustenta el principio de legítima defensa. 
Además expresa en el mismo marco normativo, que esta renuncia es compati-
ble con sus derechos y obligaciones como Estado miembro de la Organización 
de Naciones Unidades (ONU) y de la Organización de Estados Americanos 
(OEA) así como su reconocimiento de un orden jurídico supranacional (art. 
145) que garantice la vigencia de los derechos humanos, de la paz y la justi-
cia, entre otros. En virtud de tal membresía y reconocimiento, así como de la 
subsecuente adhesión y rati%cación de instrumentos internacionales, el Estado 
paraguayo se obliga correlativa y simultáneamente a eliminar la guerra y a ga-
rantizar el respeto y  la protección de los derechos humanos. 

Entre tales instrumentos, por ejemplo, cabe citar la Declaración sobre el Dere-
cho de los Pueblos a la Paz de las Naciones Unidas (1984a), aprobada median-



te Resolución Nº 39/11 de la Asamblea General. Dicha declaración “proclama 
solemnemente que los pueblos de nuestro planeta tienen un derecho sagrado 
a la paz” (art. 1) y plantea que “proteger el derecho de los pueblos a la paz y 
fomentar su realización es una obligación fundamental de todo Estado” (art. 2).

El Pacto Internacional de derechos civiles y políticos y el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales1, a través de los cuales se alcan-
zó la protección jurídica de derechos humanos fundamentales, formulan en su 
artículo 1 el derecho humano de autodeterminación de los pueblos, cuyo sujeto 
es colectivo. 

Por su parte, la Declaración sobre el derecho al desarrollo proclama este como 
un derecho humano inalienable de “todo ser humano y todos los pueblos”. La 
declaración opta por la doble naturaleza individual y colectiva de ese derecho, 
interpretación que podría considerarse una pauta para el resto de los derechos. 
En el mismo sentido, el artículo 1 de la Declaración Universal señala que: “To-
dos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados 
como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente unos 
con otros” (Naciones Unidas, 1948).

Por ende, y conforme a estos instrumentos, el derecho a la paz está vinculado 
al derecho a la autodeterminación, al desarrollo, tanto para sujetos colectivos 
como para todos/as y cualquier ser humano individual. Asimismo, existen res-
tricciones para la actuación del Estado que también están vinculadas con el 
derecho a la paz. Así la Convención contra la Tortura y otros tratos crueles, 
inhumanos o degradantes, compromete a  los Estados %rmantes a que bajo nin-
guna circunstancia o excepciones de guerra o amenaza de guerra o cualquier 
tipo de inestabilidad o emergencia podrá justi%car un acto de tortura (art. 2), 
así mismo no podrá invocar orden superior o autoridad pública para justi%car-
lo (art. 3) (Naciones Unidas, 1984b). 

A pesar de esta normativa nacional e internacional respecto al derecho a la paz 
y a las obligaciones y restricciones que el Estado debe tener en cuenta para 
garantizarla junto con los derechos humanos concurrentes, en el año 2013 se 
aprobó y entró en vigencia la  Ley Nº 5.036/13, la cual es inconstitucional en lo 
que respecta a lo establecido en sus artículos 1 y 2, así como lo es el artículo 1 
del Decreto Nº 103/13, dado que en dichas normas se le otorga a las Fuerzas Ar-
madas (FF.AA.) funciones que competen a la Policía Nacional (Irala y Acevedo, 
2013). Las funciones de las FF.AA., de acuerdo al artículo 173 de la Constitución, 
son sola y exclusivamente la defensa de la integridad territorial ante agresiones 
externas y de las autoridades legítimamente constituidas. De tal modo, por no 
estar expresamente incluidas entre estas funciones, no son de su competencia 



circunstancias tales como: la intervención en situaciones de extrema gravedad 
en que el sistema de seguridad interno resulte insu%ciente, la persecución de 
delitos, etc., que han sido incluidas en la normativa legal reglamentaria arriba 
citada. 

En tal sentido, la Ley Nº 1.337/99 “De Defensa y Seguridad Interna” inicialmen-
te establecía un sistema de defensa concebido para que el Estado pudiera “en-
frentar cualquier forma de agresión externa que ponga en peligro la soberanía, 
la independencia y la integridad territorial de la República, o el ordenamiento 
constitucional democrático vigente”. Así, pues, dada la naturaleza de la cuestión 
legislada, la Constitución de 1992 establece claramente las funciones tanto de 
las FF.AA. como de la Policía Nacional. En relación a la segunda establece que:

La Policía Nacional es una institución profesional, no deliberante, obediente, or-
ganizada con carácter permanente y en dependencia jerárquica del órgano del 
Poder Ejecutivo encargado de la seguridad interna de la Nación. Dentro del mar-
co de esta Constitución y de las leyes, tiene la misión de preservar el orden públi-
co legalmente establecido, así como los derechos y la seguridad de las personas 
y entidades y de sus bienes; ocuparse de la prevención de los delitos; ejecutar los 
mandatos de la autoridad competente y, bajo dirección judicial, investigar los 
delitos. La Ley reglamentará su organización y sus atribuciones (art 175).

Conforme a todo esto, se puede a%rmar que difícilmente las actuaciones del 
grupo criminal EPP pueden ser tomadas como un riesgo cierto de que las au-
toridades sean depuestas a través de los atentados y otros ataques reivindicados 
por la banda, que sí han costado la vida de efectivos de las fuerzas públicas y 
civiles, por lo cual no constituyen una situación constitucionalmente reglada 
en la que las v. deben intervenir.  En tal sentido y  conforme al principio de 
la legalidad administrativa que rige en el ámbito del derecho público, ningún 
órgano del Estado puede ejercer una atribución que no le esté expresamente 
conferida (Mendonça, 2015). 
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La Fuerza de Tareas Conjunta (FTC) lleva un poco más de 3 años intentando 
reducir al Ejército del Pueblo Paraguayo (EPP) en los departamentos de Con-
cepción, San Pedro y Amambay, probablemente con más desaciertos que acier-
tos. Entre los desatinos que se cometen se encuentran operativos fallidos que 
atentan contra la seguridad e integridad de civiles, en especial familias campe-
sinas de distintos asentamientos rurales. 

Nada más a unos días de su creación, la FTC en el año 2013 había “allanado” el 
domicilio del profesor Ramón Denis Cardozo. Los altos jefes voceros de la FTC 



no respondieron a su obligación de informar y explicar lo ocurrido, tampoco 
el tino su%ciente para admitir públicamente que se trató de un error, pero con 
el tiempo quedó evidenciado que se trataba del primer atropello armado de la 
FTC a integrantes de una comunidad campesina (Simón, 2015). 

Tres años después se siguen denunciando situaciones similares a la ocurrida en 
el domicilio de Ramón Denis Cardozo y otras personas que han sido víctimas 
del actuar de la FTC en el Norte del país. Un reporte de prensa del diario Últi-
ma Hora relata un procedimiento realizado en enero del 2016 en el domicilio 
de Juan Silvio Villalba, ubicado en el distrito de Horqueta: 

López (el %scal), en compañía de policías y militares de la FTC, irrumpió a 
las 3.30 en la vivienda de la familia Villalba Vera, ubicada en la compañía San 
Miguel, de Horqueta. Echaron a patadas la puerta y removieron sus pertenen-
cias. Al no hallar nada, explicaron que era una equivocación. Según Juan Sil-
vio Villalba, dueño de casa, fue injusta la actuación de la FTC: Nos acostaron 
cuerpo a tierra, asustaron a las criaturas, echaron a patadas la puerta y luego se 
disculparon porque erraron de casa.

Si los allanamientos fallidos existen y son una preocupación –al menos para 
las organizaciones civiles y pobladores de las zonas militarizadas, a juzgar por 
las distintas denuncias realizadas por personas afectadas por el actuar de la 
FTC–, también existen detenciones, apresamientos y hasta muerte de personas 
que podrían ser consideradas como actuaciones “equivocadas” por parte de las 
fuerzas estatales.

Estas graves acciones están protegidas por un fuerte cinturón de impunidad, 
que les permite seguir llevándolas a cabo sin dar explicaciones de las muertes 
que se les atribuyen y de las diferentes denuncias por el uso excesivo de la fuer-
za. Por lo tanto, existe una suerte de descontrol en las acciones que estas fuerzas 
emprenden. Es un riesgo para la institucionalidad democrática del país que el 
denominado “informe de inteligencia2” pueda ser su%ciente para involucrar a 
una persona como apoyo logístico del EPP, reclutador, presunto combatiente 
o simpatizante del grupo criminal, lo cual no es una prueba sustancial para 
simplemente exhibir a personas como culpables. 

Es común que se presenten como evidencias o elementos de prueba: chips de 
celulares, aparatos celulares o armas viejas utilizadas para cazar animales silves-
tres, entre otros objetos de utilidad genérica tales como ropa interior, cepillos 
de dientes, preservativos y cucharas3. La FTC y la Fiscalía estiman que objetos 
de este tipo podrían ser de uso de, o indicio de conexión con,  los guerrilleros. 
En realidad y por sentido común, un número casi in%nito de objetos puede 



cumplir con estas condiciones al punto que llevado al absurdo las fuerzas re-
presivas pueden a%rmar, por dar un ejemplo, de que si en un rancho cualquiera 
hay un árbol frondoso, esto constituye fehaciente prueba de que allí se ocultan 
o resguardan los del EPP para colgar sus hamacas y por lo tanto, los dueños del 
rancho son sus encubridores.

En marzo del 2016, se presentó otra de las tantas denuncias públicas contra el 
actuar de la FTC. La señora Rosa Emigdia Aquino, de la localidad de Kuruzú 
de Hierro, departamento de Concepción, informó que en horas de la madru-
gada  efectivos de la FTC ingresaron a su vivienda luego de forzar las puertas 
y sacaron a rastras a su pareja, Alfonso Dávalos. En la crónica del diario ABC 
Color del 12 de marzo del 2016, se publicó la versión de la señora Aquino:

A mí me apuntaron en el pecho con un arma y me pusieron contra la pared. 
Hace dos meses que me operaron y tengo reposo por seis meses, hasta ahora 
siento dolores en la espalda. Mis hijos se asustaron y no podían abrir la puerta, 
los de la FTC patearon la puerta y a la fuerza le quitaron a mi hija de la pieza, 
ella también está con dolores en el cuerpo”, sostuvo Aquino. Según el relato, 
en todo momento preguntaban por las “visitas” que tuvieron, en referencia a 
miembros de la ACA.

“Nos preguntaron por una tal Lili que es una mujer rubia, según los de la Fuerza 
de Tarea Conjunta, pero nosotros no sabemos nada de esa mujer le dijimos”, 
re%rió. También denunció que tras culminar el cateo, los miembros de la FTC 
se llevaron la cédula de su esposo y G. 200.000 en efectivo. El vocero de la FTC, 
Tte. Cnel. Raúl Pereira, negó que haya habido tortura4.
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Julián Ojeda falleció a consecuencia de las acciones de los efectivos policiales 
y militares de las FTC, desplegadas en la zona de Kuruzu de Hierro, distrito 
de Azotey, departamento de Concepción, a poco más de 400 km de la capital 
paraguaya.

El hecho sucedió el 18 de diciembre de 2015, en horas de la tarde y de acuerdo 
a las escuetas declaraciones de la FTC, Ojeda y otras dos personas supuesta-
mente pertenecientes al Ejército del Pueblo Paraguayo (EPP) se enfrentaron a 
tiros con efectivos de la fuerza estatal, muriendo Ojeda en este enfrentamiento. 
También dijeron que lo encontraron vestido con camisa camu&ada parapara’i, 
un fusil y balas de grueso calibre.



A pocos días del lamentable hecho fatal, una comitiva –constituida por el  Ser-
vicio Paz y Justicia Paraguay (Serpaj-Py), la Pastoral Social de Concepción, el 
Mecanismo Nacional de Prevención de la tortura (MNP), representantes de la 
Comisión de Derechos Humanos del Senado y la Coordinadora de Organiza-
ciones Campesinas de Concepción– llegó hasta la vivienda de Ojeda para el 
levantamiento de testimonios con la familia; su viuda, Leónidas Villalba, y sus 
hijos, quienes repudiaron el hecho del asesinato y repudiaron la versión mani-
festada por la FTC, exigiendo a la vez su esclarecimiento5.
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El Serpaj-Py realizó una entrevista en la Penitenciaria de Concepción a  los 
hermanos Víctor y Gregorio Morales, ambos imputados como supuestos co-
laboradores del grupo criminal EPP a %n de conocer su versión de los hechos. 
Durante la entrevista los mismos  indicaron que el actuar de la FTC se basa en 
sospechas y en rumores: “(…) una persona que es sospechosa ya no tiene dere-
cho, aquí ellos (re%riéndose a la FTC) incluso matan y no hay dónde reclamar 
y nosotros entendemos que nuestra detención responde a eso”. 

Víctor y Gregorio Morales admitieron que tienen antecedentes policiales por-
que luchan por el acceso a la tierra: 

Si nos preguntan si tenemos antecedentes, sí tenemos antecedentes. Para ellos 
son frondosos antecedentes, nosotros somos dirigentes sociales, estamos en 
la lucha permanente. Automáticamente al entrar en una tierra te acusan por 
daños y perjuicios, abigeo, secuestro, amenaza de muerte, violación a la propie-
dad privada, en el momento de luchar por la tierra, ya te acusan por esto. Estos 
son los antecedentes que tenemos. Nosotros somos agricultores de mandioca, 
el rubro principal, carbonero, tractorista, hacemos de todo un poco, esto es lo 
que exige la realidad en esta zona. 

Así también relataron la violencia con que procedieron los efectivos de la FTC 
en la madrugada en que allanaron sus domicilios, actuando con prepotencia 
en todo momento, sin dar explicaciones, sin presencia del agente %scal (quien 
se hace presente %nalizado el operativo), que incluyó: rotura de puertas, golpes, 
amedrentamiento, encañonamiento con arma de fuego frente a sus familiares, 
entre otros abusos cometidos. 

En Agüerito hay un destacamento militar, hasta ahí me llevaron, llegamos ahí, 
fue muy violento y muy rápido. A mí me hicieron acostar en la carrocería, des-
de ahí me hablaban. Cuando llegamos al destacamento le encontré a mi herma-



no, nos acercamos y le pregunté: qué es lo que está pasando. Y él me respondió: 
“desastre me hicieron”,  relató Gregorio Morales.

Lo singular de la intervención de la FTC en el caso de los Morales, según el 
relato de los mismos, es que una vez esposadas y reducidas las personas con-
sideradas sospechosas no son trasladadas a una comisaría o a la %scalía. Por el 
contrario, son llevadas a un destacamento militar, en vehículos sin chapas, sin 
exhibir orden judicial alguna o explicar cuál era el motivo de la violenta deten-
ción. En el destacamento militar fueron presentados a los medios de prensa y 
obligados a %rmar un papel cuyo contenido desconocían: “En el destacamento 
nos pegaron y nos obligaron a %rmar un papel. Nosotros %rmamos”.

Por la manera en que interviene la FTC se sostiene la hipótesis de que la mis-
ma,  más que un órgano creado para combatir a grupos criminales, funciona 
como un fuerte dispositivo de disciplinamiento social en medio de tensiones y 
con&ictos rurales alrededor de la grave disputa por la tierra en Paraguay, cuyo 
transfondo es el uso y la mala distribución de la tierra. Ante un modelo econó-
mico que se expande y que genera desplazamiento de personas de sus espacios 
naturales o tradicionales para dar lugar a la plantación de cultivos a gran escala 
o ganadería intensiva.

Igualmente en la zona Norte existen otros casos de privación ilegítima de liber-
tad de personas que fueron presentadas públicamente como apoyo logístico del 
EPP. El caso de los hermanos Martínez de San Miguel, ocurrido el 18 de enero 
de 2016 en Horqueta, departamento de Concepción, fue relatado por testigos 
en una entrevista a referentes del Serpaj-Py:

Todos los militares que vinieron estaban vestidos de parapara’i, estaban armados, 
tenían las caras cubiertas, solo se les veían sus ojos. Del susto no vimos si tenían 
nombre. También le agarraron a mi otro hermano, Dionisio. A él le llevaron al 
fondo y le hicieron arrodillar, le dijeron que le iban a matar, le apuntaron y le 
dijeron: “Te vamos a matar”. Mi hermano le preguntó: “¿Porque me van a matar?, 
nosotros no sabemos nada, me vas a tener que matar porque yo no sé nada, yo 
soy inocente, no sé nada”. Los militares le llevaron otra vez hasta su casa. En ese 
momento mi otro hermano, el petiso, quien desde siempre le tuvo miedo a los 
policías y militares, empezó a correr. Ese es un problema que él siempre tuvo, ve 
un uniformado y corre (…). Cuando mi hermano empezó a correr le dispararon 
como para matarle. La !scala dio la orden de disparar. “Matale nomás”, dijo. La 
!scal es una mujer, no recordamos el nombre. 

Los hermanos Martínez fueron traídos hasta Tacumbú por dos meses y poste-
rior a la revisión de la medida volvieron a sus hogares bajo prisión domiciliaria. 
A meses de lo ocurrido,  según expresiones de la familia, siguen viviendo con 
miedo y hasta ahora no entienden por qué les paso eso: “Todos nos conocen 
acá y saben que somos personas trabajadoras”. 



Otro caso llamativo es la de Cecilia Acosta, quien guarda reclusión en la peni-
tenciaría Regional de Concepción, desde abril de 2016. La misma relató que:

Esto pasó el 19 de abril, a las 8:30 de la mañana, yo no estaba en mi casa, cuando 
llegué ya les encontré nomás. Llegaron a mi casa entre muchos militares, todos 
eran hombres vestidos de militares, como 50, me mostraron un papel que decía 
que tenía una orden de detención. Ellos entraron a mi casa, forzaron mi puerta, 
destruyeron todo lo que podían, sarambí hicieron de arriba a abajo, rompieron 
todo. Los que vinieron estaban estaban con la cara descubierta, también estaba 
un !scal. Después me llevaron directo a Horqueta en la comisaría. Ahí me tu-
vieron casi 6 a 7 horas, para las 16 horas de la tarde ya me trajeron acá. Ellos me 
acusan de ser apoyo logístico, supuestamente allanaron un campamento y encon-
traron una foto en el campamento supuestamente del ACA. Por eso me trajeron, 
porque supuestamente ahí encontraron mi foto en una computadora. Yo vi la 
foto, en la foto no estaba haciendo nada, estaba con ropa normal, sentada, solo 
esa foto, por eso me acusan. En el papel que me mostraron decía muchas cosas. 14 
acusaciones me hicieron. Supuestamente hace 2 años que me estaban buscando, 
yo hace tres años que vivo allí, estaba en España. Tengo una despensa, todos me 
conocen, incluso los policías porque llegaban a comprar cosas.   

El más emblemático de estos casos es la condena de Pablo Valiente Chaparro 
a 17 años de prisión por supuesto apoyo logístico del EPP. Su culpa fue que la 
FTC encontró un pendrive en un supuesto campamento allanado que contenía 
una foto suya7.

El sábado 27 de agosto de 2016 ocurrió la muerte de 8 militares en el Núcleo 6 
de la zona del Asentamiento Arroyito, distrito de Horqueta, departamento de 
Concepción. Los efectivos militares fallecidos fueron el subteniente de Caba-
llería Félix Fernando Fernández Duarte, los sargentos 1° de Infantería Rober 
Fabián Cañete Pereira, Dejesús Torrasca Galván, Eder Arias y Hugo Candia, los 
vicesargentos 1° de Infantería Genaro Dejesús Arias Palacios, Pablo Farías y el 
Sargento 2° Sergio Daniel López.  El gobierno acusó a los miembros del Ejército 
del Pueblo Paraguayo (EPP) de ser los autores del atentado. Inmediatamente 
las fuerzas represivas iniciaron la búsqueda de los criminales en los ranchos 
campesinos. Los pobladores del asentamiento mediante un comunicado a la 
opinión pública fueron claros en repudiar este hecho de violencia, así como 
todos los hechos de violencia, provengan de donde provengan, enfatizaron8. 



El nuevo hecho de violencia extrema que conmovió a la sociedad paraguaya 
tuvo como escenario el departamento de Concepción, donde las organizacio-
nes sociales y campesinas llevan años en la lucha contra la expansión del mo-
delo extractivista. A través de varias acciones vienen exigiendo el cese de la 
expansión de la siembra sojera y reclaman a las autoridades locales declarar sus 
distritos como zonas libres de agrotóxicos, para evitar la fumigación masiva 
sobre las comunidades campesinas e indígenas9. 

El asentamiento campesino Arroyito, lugar que podría considerarse como uno 
de los hitos de la lucha campesina por la tierra en Paraguay, fundado a partir 
de una ocupación hace 27 años, en donde se ganaron 8.600 hectáreas para que 
alrededor de 800 familias estén viviendo y produciendo en el lugar, fue el pri-
mer asentamiento ganado por las campesinas y los campesinos después de la 
caída del dictador Alfredo Stroessner. El sacerdote Francisco Oliva de%ne a esta 
como “una comunidad luchadora, pero presionada por los sojeros, ganaderos, 
narcos, militares y policías”10.

Arroyito, como muchas otras comunidades campesinas, sufre de falta de ca-
minos, atención en salud, educación, pero es víctima también de un proceso 
con alto grado de estigmatización y violencia estatal. La excusa de que el EPP 
está vinculado a la comunidad campesina en cuestión se utiliza para ingresar 
al asentamiento y realizar allanamientos, operativos militares y policiales vio-
lentando a mujeres, varones y niños/as, utilizando métodos para humillar y 
degradar a las personas, detenerlas por “sospechosas”, patrullar constantemen-
te sus calles, controlar las radios comunitarias, atemorizar a los pobladores/as, 
sobrevolar el lugar, así como instalar un destacamento militar prácticamente 
en la entrada de la comunidad.
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Durante el transcurso del año 2016, a diferencia de los anteriores, se han produ-
cido una serie de protestas, denuncias y pedidos por parte de múltiples sectores 
que urgen la eliminación de la FTC, entendiendo que éstas actúan en base a 
una ley que quebranta la Constitución Nacional. 

En abril de este año, más de quinientos pobladores/as del citado asentamiento 
Aguerito, departamento de San Pedro, realizaron una marcha por la ciudad de 
Santa Rosa del Aguara’y, exiguiendo la desmilitarización de la zona norte, así 
como el retiro de las FTC, denunciaron que las mismas realizan acciones fuera 



de la ley y que incluso torturan y acosan a campesinos, bajo la excusa  de ser 
“apoyo logístico” del EPP, en este mismo acto, reclamaron la liberad y sobresei-
miento de los hermanos Morales11. Asimismo, al momento del cierre de este 
informe, está en curso una importante iniciativa ciudadana, con el apoyo de 
sacerdotes de la zona norte, que consiste en una campaña de recolección de 
%rmas para exigir la abolición de la FTC12 .

Es altamente valorable que las comunidades campesinas, cansadas de ser estig-
matizadas, golpeadas y coaccionadas constantemente hayan logrado construir 
espacios para repudiar la violencia con que se actúa hacia ellas y denunciar la 
falta de resultados que acarrea la política de seguridad militarizada.

Ante las abultadas denuncias contra la FTC y los distintos métodos de protestas 
ciudadanas, también sectores políticos, especialmente en el Congreso Nacional, 
han ido tomando cartas en el asunto a través de dos audiencias públicas realiza-
das en la sala bicameral, la primera en diciembre del año 2015, que fue convocada 
por el Senador Hugo Richer en su carácter de Presidente de la Comisión de Dere-
chos humanos del Senado y el Serpaj Py, con el fín de “promover el debate sobre 
los artículos 2, 3, 5 y 6 de la Ley Nº 5.036/13 ‘De Defensa Nacional y de Seguridad 
Interna’” y la segunda en octubre del 2016, convocada por el Senador Pedro San-
tacruz, quien había presentado un proyecto de derogación de la citada ley.  En 
dichas audiencias las “Denuncias de pobladores y dirigentes sociales de Concep-
ción y San Pedro sobre atropellos, amedrentamiento de mujeres y niños, actos de 
violencia, abuso de autoridad, simulación de hechos punibles y numerosas ilega-
lidades por parte de la Fuerza de Tarea Conjunta (FTC) fueron la constante…” . 

Probablemente este haya sido el año en que el Senadores y Diputados hayan 
dedicado mayor tiempo a discutir sobre los alcances de la modi%cación de la 
Ley Nº 1.337/99 y los efectos de la creación de un cuerpo armado como la FTC, 
a pesar de que el proyecto de ley para derogar la Ley Nº 5.036/13 no prosperó 
en la Cámara de Diputados, el debate generado y las audiencias impulsadas por 
los Senadores son indicadores positivos de que va quedando evidencias de la 
necesidad de enmendar el error de habilitar al presidente de la República de 
disponer del uso de las Fuerzas Armadas por decreto presidencial.

La duda sobre la legalidad y legitimidad de la FTC es la sombra que la acom-
paña desde su instauración por parte del gobierno de Horacio Cartes, que de-
muestra constantemente debilidades en su política de seguridad. También que-



dan en evidencia los escasos resultados del uso de las FF.AA. para intervenir en 
la prevención y represión de grupos delictivos. 

Ya nos hemos referido en informes anteriores sobre los argumentos que es-
grimen varias organizaciones sociales, juristas renombrados (V.g. Mendonça, 
2015) y otros actores sociales sobre la colisión existente entre las modi%caciones 
a la Ley N° 1337/99 y la Constitución Nacional, voces a quienes se suman las 
planteadas en el Senado. 

Ramón Denis Cardozo, Ignacio Sosa Ortega, Epifanio Cabañas Sainz y Gu-
mersindo Toledo, bajo patrocinio de Serpaj-Py, en el mes de mayo de este año 
han promovido una acción de inconstitucionalidad contra los artículos 1 y 2 
de la Ley N° 5.036/13 “Que modi%ca y amplía los artículos 2, 3 y 56 de la Ley 
N° 1.337/99 de Defensa Nacional y Seguridad Interna” y contra el Artículo 1 del 
Decreto del Poder Ejecutivo N° 103/2013, por violar los artículos 173 y 175 de la 
Constitución Nacional. 
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La Secretaría Nacional Antidrogas del Paraguay (Senad) es la encargada de im-
pulsar la estrategia de lucha contra el narcotrá%co. Orgánicamente depende de 
la Presidencia de la República. Sin embargo, su organización, sus actuaciones y 
principios están bajo la sombra de la Administración para el Control de Drogas 
(DEA, por sus siglas en inglés). Esta es una vinculación cada vez más visible y 
hasta los mismos políticos tradicionales se ven obligados a admitir esta situa-
ción, como el caso del senador liberal Carlos Amarilla, quien expresó: “En el 
mundo político se habla de que la Senad no es más que la tapadera de la DEA. 
Es momento de poner a la luz del día esa relación. En cualquiera de los casos 
no sería pertinente que tengamos una pantalla que permita la operación de 
una agencia internacional sin que nosotros tengamos el control de la situación”. 
El senador Hugo Richer, del Frente Guasu, también expresaba en el año 2015 
sobre la íntima correspondencia entre estos organismos “Hay una confusión de 
quién dirige la lucha contra el narcotrá%co, ¿es la Senad o la DEA?”.

La investigadora Stella Calloni sostiene que la DEA no busca abolir o terminar 
con el narcotrá%co. En efecto, el tan mencionado “combate” no es otra cosa que 
una estrategia de control del negocio ilícito. “(...) Es evidente que no pretenden 
combatir el narcotrá%co, sino tenerlo bajo su control. Todos sabemos que se 
trata de un negocio de millones y millones de dólares”, asegura Calloni. De 
hecho, las drogas son parte de los tres productos de mayor intercambio y cir-
culación en todo el mundo. Paraguay es considerado un “paraíso de las drogas” 
facilitando el trá%co de varias mercancías, principalmente el de cocaína, y a la 
vez siendo uno de los mayores productores de marihuana en el continente. La 
DEA está ubicada justamente en las zonas de mayor trá%co de toda la ilegalidad 
que se mueve en el país.



En consecuencia, el interés mayor radica en el control sobre al narcotrá%co, que 
es ejercido por la DEA y utiliza como uno de sus órganos ejecutantes a la Senad. 
Esto facilitó que dicha secretaría fuera adquiriendo facultades que constitu-
cionalmente no le estaban permitidas, como el uso de armas de grueso calibre, 
sumando la represión y la acción parapolicial a sus funciones. Formalmente la 
Senad pretende ser “una institución profesional, organizada y entrenada para 
cumplir de forma e%ciente su misión” (Senad, s/f). También menciona que lo 
hará respetando los derechos humanos.

A propósito, es conveniente recordar que agentes especiales de la Senad reali-
zaron un fatal y fallido operativo el sábado 18 de junio del 2016 en la localidad 
de Nueva Italia, departamento Central. Los agentes fuertemente armados in-
cursionaron en una propiedad privada, abrieron disparos y mataron a una niña 
de 3 años que iba a bordo de una camioneta con su familia, y que se comprobó 
nada tenía que ver con trá%co alguno . Expusieron una vez más su poder de 
fuego sobre la población civil, un poderío que atenta contra la Constitución 
Nacional y que desde hace varios años organizaciones de la sociedad civil de-
fensoras de derechos humanos vienen reclamando.

Esa nueva acción criminal perpetrada por la Senad dejó al desnudo varias de 
las críticas que se realizan sobre los operativos que impulsan sus agentes, in-
miscuyéndose en tareas que son exclusivas de la Policía Nacional y el Ministe-
rio Público como organismos encargados de la seguridad interna. El episodio 
concluyó con la renuncia del ministro Luis Rojas. El escandaloso asesinato ha 
despertado la indignación de la ciudadanía y se ha extendido incluso hasta 
algunos sectores políticos. 

En varias ocasiones ya se han constatado y denunciado actuaciones similares 
por parte de la Senad, especialmente en el interior del país, pero nunca ha te-
nido una repercusión como el caso en cuestión. Sin embargo, este caso tuvo 
amplio eco por haber afectado a una conocida familia del ámbito empresarial, 
Zanotti Cavazzoni. Por el contrario, en Paraguay es casi indiferente la muerte 
de un campesino o de un indígena y su impacto en la sociedad y en el debate 
público siempre es mínimo. 

El gobierno destina millonarios recursos y presenta como el principal proble-
ma en materia de seguridad al EPP. Sin embargo, las muertes generadas por 
el narcotrá%co son signi%cativamente mayores y los grupos ligados a la pro-
ducción y trá%co de estupefacientes son menos perseguidos por las fuerzas 
públicas. Según reconoció en declaraciones periodísticas el propio presidente 
del Congreso, Roberto Acevedo, el EPP ha causado unas 50 muertes desde su 
aparición hace poco menos de una década. Sin embargo, solo en Pedro Juan 
Caballero el narcotrá%co causa entre 80 a 90 muertes por año.
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En julio de este año fue denunciado por hechos de corrupción Luis Gonza-
ga Garcete Espínola, comandante de las Fuerzas Militares, y su esposa Lucía 
Duarte de Garcete. Esta cobraba alrededor de G. 3.500.000 todos los meses sin 
asistir a su puesto de trabajo en el Ministerio de Defensa. La mujer, a su vez, se 
dedicaba presuntamente a ejercer otras labores en una empresa privada duran-
te el mismo horario laboral, especí%camente como presidenta de la Fundación 
Nuestra Señora de la Asunción (Funsa).

En la denuncia consta que entre los años 2008 y el 2010 la esposa del coman-
dante habría %jado domicilio en el Brasil, mientras seguía cobrando su salario 
en los Ministerios de Educación y Cultura y de Defensa Nacional.

El hecho de corrupción se extendió, presuntamente, a más de un cobro in-
debido de honorarios. Ambas personas denunciadas también utilizaban la in-
fraestructura y los recursos humanos de las Fuerzas Armadas en bene%cio de 
la Funsa, disponiendo de funcionarios militares, camiones y ómnibus de las 
FF.AA. para el desarrollo de las actividades de la fundación. Por otra parte, 
la denuncia contra el comandante Luis Gonzaga Garcete indica la supuesta 
utilización de recursos humanos en quehaceres de tipo particular y no de las 
funciones asignadas en el ámbito castrense13.

A tres meses de la denuncia de estos hechos, el presidente Horacio Cartes o%-
cializó la destitución del comandante de las Fuerzas Armadas Luis Gonzaga 
Garcete.

Derogar la Ley N° 5036/13, que modi%ca y amplía los artículos 2, 3 y 56 de 
la Ley N°1337/99 de Defensa Nacional y Seguridad Interna por extralimitar 
las funciones de las FF.AA. propiciando abusos y violaciones de derechos 
humanos.

Investigar en forma exhaustiva las denuncias de los abusos y muertes ocurri-
dos a partir de la intervención de la FTC.

Investigar en forma exhaustiva, por parte del Ministerio Público, los aten-
tados y hechos realizados que han ocasionado muerte de o%ciales militares, 
respetando el debido proceso y las garantías judiciales, a %n de que sean cas-
tigados los verdaderos responsables y exista mayor certidumbre y veracidad 
respecto a los hechos que se registran en la zona.  



Evitar la utilización de la intervención de las Fuerzas armadas en con&ictos 
sociales.

Avanzar en los procesos de esclarecimiento de muertes y desapariciones for-
zosas en los cuarteles.

Eliminar la denominada justicia militar, puesto que continúa solo mante-
niendo un sistema de impunidad sobre los casos que se investigan.

Disminuir el gasto militar y reinvertirlo de manera proporcional respon-
diendo a las necesidades de la ciudadanía. 

Reestructurar el destino y funcionamiento de los establecimientos militares 
en las zonas urbanas para asignarlos a centros hospitalarios o educativos.
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Este artículo pretende ilustrar que la tortura y los malos tratos siguen siendo 
una constante por parte de los agentes de seguridad, en especial en lugares 
vulnerables como los centros penitenciarios y comisarías, sumando a esto las 
acciones de tortura cometidas por la Fuerza de Tareas Conjunta (FTC) que 
afectan a las personas pobladoras en la zona Norte del país.      

La tortura y los malos tratos a las personas recluidas en las penitenciarías de 
todo el país continúan siendo una práctica sistémica muy arraigada para el 
manejo y control de la población carcelaria, avalada por las autoridades admi-
nistrativas, pues no se toman las medidas adecuadas para erradicar y tampoco 
se sancionan a los funcionarios o funcionarias que han tenido denuncias en su 
contra.

En los centros penitenciarios y los centros educativos de adolescentes se siguen 
aplicando métodos de veri%cación de visitas violatorios de la dignidad humana, 
especialmente a mujeres adultas, a quienes se las desnuda, se las coloca en cu-
clillas y se les introduce el dedo en la vagina para veri%car que no introduzcan 
sustancias prohibidas al penal.    

La Unidad Especializada de Derechos Humanos de Ministerio Público con-
tinúa llevando a cabo investigaciones lentas, sin avances signi%cativos, pues 
la mayoría de las causas no trascienden  de la etapa investigativa, en donde 
quedan paralizadas.   

En causas penales abiertas a partir de las denunciadas formuladas por la Co-
dehupy se constataron que las diligencias preliminares son mayormente pedi-
dos de antecedentes penales de las víctimas, lo que evidencia la intención de 
desacreditar las denuncias. Resulta preocupante esta forma de llevar adelante 
la investigación, pues demuestra la falta de conocimiento mínimo que debe 
existir en el manejo de la teoría del caso y la manera de veri%car los hechos 
denunciados. 

El marco normativo para la prevención, persecución y sanción de la tortura 
está conformado a  nivel interno  por el artículo 5 de la Constitución Nacional1,  
el Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes (Ley Nº 4.288/11), el Código Penal (Ley Nº 



1.160/97, art. 309), modi%cado por Ley Nº 4.614/12, y el Código de Ejecución 
Penal (Ley N° 5.162/14), última normativa incorporada en el año 20142. 

Asimismo, forman parte de dicho marco los tratados internacionales suscritos 
por Paraguay, tales como la Convención Americana de los Derechos Huma-
nos (Ley Nº 1/89), la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar 
la Tortura (Ley 59/89), el Pacto Internacional De Derechos Civiles y Políticos 
(Ley Nº 5/92), la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes (Ley Nº 69/89); el Protocolo Facultativo de la Con-
vención de las Naciones Unidas contra la Tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes (Ley Nº 2.757/05).

La última normativa en trámite de incorporación a la fecha es la rati%cación del 
Estatuto de Roma, que reconoce la competencia de la Corte Penal Internacio-
nal para investigar y castigar a autores y autoras de crímenes de lesa humanidad 
y otros crímenes atroces. El proyecto de ley fue presentado el 6 de marzo de 
2013 en la Cámara de Senadores y fue remitido por el Ministerio de Relaciones 
Exteriores. Dicho proyecto fue elaborado por una mesa de trabajo conformada 
por representantes de los tres poderes del Estado. En sesión ordinaria de fecha 
16 de noviembre de 2016 fue aprobado con modi%caciones, por lo que fue re-
mitido nuevamente a la Cámara de Senadores. 
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Las penitenciarías y centros educativos  siguen siendo lugares en donde se tor-
tura y se aplican malos tratos de manera sistemática. Para la realización de este 
artículo fueron analizados los informes de monitoreo y seguimientos en las 
penitenciarías de todo el país, realizados por el Mecanismo Nacional de Pre-
vención de la Tortura (MNP) correspondientes a los meses de noviembre de 
2015 a setiembre de 2016, en donde se constataron algunas de estas situaciones:

En todas las penitenciarías y centros educativos de adolescentes, de mujeres, de 
varones y mixtas se aplican torturas y malos tratos para el “control de la pobla-
ción”, en su mayoría por agentes penitenciarios y agentes penitenciarias. Esta 
información es referida en los informes analizados a través de los testimonios 
de las personas recluidas en los lugares señalados, que se reciben bajo cláusula 
de con%dencialidad3. Se destaca en los informes que los métodos utilizados 
para torturar van desde patadas, golpes de puño, golpes con tonfa en la palma 
de los pies, así como con otros objetos contundentes tales como culata de es-
copetas, chicotes, látigos e inclusive barrillas de hierro, en zonas de la cabeza, 
vientre, genitales, cuello y espalda.



Otros de los métodos mencionados es el uso desmedido del aislamiento como 
sanción por falta disciplinaria, en especial en las penitenciarías de mujeres, en 
donde tampoco se encuentran ausentes los maltratos físicos y psicológicos. In-
cluso obligan a las internas a mantener relaciones sexuales con los agentes pe-
nitenciarios a cambio de mejores tratos, servicios y derechos que deberían  ser 
garantizados de por sí por el Estado paraguayo y no como medida de extorsión. 
Otra forma de abuso son los traslados a otras penitenciarías y centros educa-
tivos sin previo aviso de manera violenta. Estos traslados di%cultan a internos 
e internas en Asunción la visita de sus familiares y amistades debido a que 
generalmente se les traslada a penitenciarías del interior, como Encarnación y 
Ciudad del Este. Estas prácticas empeoran sus condiciones, ya que no solamen-
te quedan aislados de contención familiar, sino también de recursos en algunos 
casos (dinero, alimentos, ropa, etc.). En la mayoría de los casos los traslados 
violentos se dan como consecuencia de reclamar mejores servicios y derechos.     

Las mujeres extranjeras privadas de libertad en las distintas penitenciarías son 
las más afectadas por los maltratos físicos y picológicos. Las personas trans 
también son víctimas constantes de discriminación, maltrato físico, abuso 
sexual y privación de medicamentos como hormonas. En el caso de los adoles-
centes duermen en las aulas en el suelo, situación  veri%cada por la Coordina-
dora por los Derechos de la Infancia y la Adolescencia (CDIA) en el marco de 
las visitas y monitoreos realizados durante el 2015.

En las penitenciarías de Concepción y Pedro Juan Caballero, el MNP ha detec-
tado patrones de tortura y malos tratos por parte de varios agentes penitencia-
rios. En consecuencia, el MNP ha recomendado la apertura de sumarios por 
parte de la autoridad administrativa y la comunicación al Ministerio Público 
en dos hechos concretos de denuncia de tortura.    

Asimismo, el MNP ha recomendado en varias oportunidades al Ministerio de 
Justicia (MJ) la demolición de la celda de castigo denominada “Alcatraz”  en la 
penitenciaría de Tacumbú, por ser un lugar inhumano para el cumplimiento 
de la sanción de aislamiento, pero hasta la fecha no se ha dado cumplimiento 
a la recomendación.

También sigue siendo una práctica cotidiana, en especial en las penitenciarías 
del interior del país, que las personas que visitan a sus familiares y amigos pri-
vados de libertad sean objeto de manoseo, en especial las mujeres, a quienes se 
somete a inspecciones físicas tales como las descritas más arriba –so pretexto 
de evitar la introducción de sustancias prohibidas. Estas medidas son vejatorias 
del cuerpo, la intimidad e integridad de las personas. El MNP ha recomendado 
al MJ la erradicación de esta práctica por ser violatoria de la dignidad humana, 
pero hasta la fecha persiste.   



En los informes anteriores se ha denunciado el accionar violento de la FTC 
(detenciones ilegales, torturas, procedimientos violentos) y que hasta la fecha 
continúa vigente. Como respuesta el diputado Pedro Arthuro Santa Cruz In-
saurralde presentó un proyecto de ley “que deroga la Ley N° 5036713 que mo-
di%ca y amplía los artículos 2, 3 y 56 de la Ley Nº 1337/99 de Defensa Nacional 
y Seguridad Interna”. Al respecto fue realizada una audiencia pública el 18 de 
octubre de 2016. Las víctimas manifestaron que están recogiendo denuncias 
de atropellos de todo tipo, acusando a %scales, policías y militares de estar al 
servicio de la ma%a e intereses particulares4.

A raíz de las reiteradas acciones violatorias a los derechos humanos en las co-
munidades en donde tiene intervención la FTC, el Serpaj-Py viene realizan-
do un seguimiento exhaustivo de la situación en el Norte. Como resultado de 
ello ha patrocinado en abril de este año una acción de inconstitucionalidad en 
contra de la Ley Nº 5.036/13 ante la Sala Constitucional de la Corte Suprema 
de Justicia y que estuvo promovida por los señores Ramón Denis Cardozo, Ig-
nacio Sosa Ortega, Epifanio Cabañas y Gumersindo Toledo, todos víctimas de 
acciones violentas por parte de la FTC. Las denuncias de tortura presentadas 
ante la %scala Marta Sandoval no tuvieron resultados favorables que permitan 
el procesamiento de los denunciados. A la fecha la Sala Constitucional de la 
Corte Suprema de Justician ha resuelto dar trámite a la acción promovida5. 
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Tal como se señalaron en los informes anteriores, con relación al estado de las 
causas penales que se encuentran en la Unidad Especializada de Derechos Hu-
manos del Ministerio Público, se detectaron que las diligencias son realizadas 
con mucha lentitud, la mayoría quedan paralizadas por meses sin diligencia 
alguna y en otras quedan paralizadas por años. Pese a que en la mayoría de ellas 
se cuenta con indicios para formular imputación en contra de las personas de-
nunciadas, no se ha tomado ninguna determinación. Se destaca además como 
un aspecto negativo que el enfoque de investigación del Ministerio Público en 
estos hechos se centra más bien buscar indicios en contra de la víctima, por 
ejemplo, si tuvo o no algún tipo de incidente o con&icto con los denunciados 

–de modo de relativizar la gravedad del hecho y presentarlo solo como una 
“cuestión personal”–  o si cuenta o no con antecedentes penales.



La causa “Tortura a Gumersindo Toledo – Comisaría de Arroyito, FTC y agen-
te %scal Joel Cazal” es mencionada en el informe anterior como una de las 
últimas denuncias formuladas por Codehupy en el mes de noviembre de 2014 
ante la Unidad Especializada de Derechos Humanos del Ministerio Público. 
Pese a haberse propuesto varias diligencias con la denuncia, a la fecha la misma 
está paralizada y transcurren meses sin que se haga diligencia alguna. La agente 
%scal Marta Sandoval, pese a contar con indicios para la imputación, como la 
evaluación sicológica que re%ere la presencia de daños sicológicos; así como 
el diagnóstico médico realizado el mismo día del hecho, el 21 de octubre de 
2014, en el puesto de salud de Arroyito, que acredita la existencia de lesiones en 
distintas partes de su cuerpo.

Sumado a esto se cuenta con el acta de novedades de la jefatura de Concepción 
y de la Comisaría de Arroyito, que acreditan que Gumersindo Toledo llegó a la 
comisaría acompañado del jefe de policía Derlis Vásquez y  el subjefe de Policía 
Néstor Arévalos. El agente Derlis Vásquez al declarar señaló que Gumersindo 
Toledo fue trasladado a la comisaría por orden del %scal Joel Cazal. Este último 
se comunicó por teléfono con el responsable en la zona del Departamento An-
tisecuestro de la Policía Nacional y le ordenó que trasladen a Torales hasta don-
de el mismo se encontraba. Sin embargo, a pesar de contarse con información 
su%ciente nadie fue imputado hasta la fecha. En la causa fueron denunciados el 
%scal Joel Cazal, personal policial del Departamento Antisecuestro de la Policía 
Nacional y agentes especiales de apoyo de la Unidad Antisecuestro.    

En la causa “Tortura a Antonio Benítez - Comisaría de Yhu” la denuncia data 
del año 2013 y hasta la fecha se encuentra en etapa investigativa. La última 
diligencia se realizó en el mes de julio de 2015 y a la fecha se encuentra parali-
zada. La causa se encuentra a cargo del %scal Santiago González Bibolini. Los 
denunciados fueron dos o%ciales de la Comisaría de Yhu, quienes agredieron al 
señor Benítez y a su hijo con patadas en la cabeza  y golpes de puño en la nuca 
y cara. Pese a contarse con diagnóstico médico y la evaluación psicológica que 
acreditan la denuncia formulada, nadie fue imputado y la causa se encuentra 
con nulo movimiento.

La causa “Tortura a manifestantes - Policía Nacional/San Vicente- Gral. Res-
quín” sigue en etapa investigativa a cargo del %scal Santiago González Bibolini 
pese a que la denuncia fue formulada en el año 2014. La denuncia re%ere que 
pobladores y pobladoras de las comunidades campesinas Araverá, Crescencio 
González, Naranjito, Primero de marzo y 8 de Diciembre se manifestaban pa-
cí%camente al costado de la propiedad del señor Evaldo Araujo. La protesta se 



realizó en fecha 22 de enero de 2014 contra la fumigación masiva de plantación 
de soja de la propiedad. Los y las  manifestantes fueron heridas con balines de 
goma y gases lacrimógenos por los efectivos policiales antimotines, causán-
doles diversas tipos de heridas a los y las manifestantes en distintas partes del 
cuerpo. El procedimiento estuvo a cargo del comisario Idilio González, quien 
ordenó la represión. En la causa al inicio se realizaron diligencias, como testi-
moniales, pedidos de informes a Emergencias Médica, Poder Judicial y medios 
de prensa. Sin embargo, a la fecha se encuentra paralizada hace más de dos 
años.   

En la causa “Tortura a manifestantes - Policía Nacional/Luz Bella-San Pedro” la 
denuncia fue realizada en el año 2014. A dos años la causa penal continúa para-
lizada en la etapa investigativa, sin que se haya imputado a persona alguna. En 
la causa fueron denunciados los policías que reprimieron violentamente con 
balines de goma y gas lacrimógeno a los manifestantes, quienes se encontraban 
pací%camente frente a la propiedad del señor Cleiton Machiner Pothin, en pro-
testa por el trabajo de desmonte que pretendía realizar para utilizar el terreno 
para la plantación de soja.  Fueron lesionadas 16 personas, 4 con heridas graves, 
casi todas a la altura del rostro, pecho y cuello.  

En la causa se tomaron varias testimoniales, que proveyeron gran cantidad de 
información e individualizaron a algunas personas de los denunciados. A pesar 
de que se contaba con la nómina de los personales intervinientes y los diagnós-
ticos médicos de las víctimas, no se imputó a ninguna persona y a la fecha la 
causa se encuentra paralizada sin diligencia alguna a dos años de la denuncia.     

En la causa “Torturas a manifestantes-Policía Nacional-Comisaría Bañado Sur” 
la denuncia penal se formuló en el año 2015, quedando la investigación %scal 
a cargo de la %scal Nancy Carolina Duarte. En la denuncia penal se re%ere que 
Fernando Joel Zárate Ruíz fue víctima de lesiones en distintas partes del cuerpo 
por parte de personal policial de la Comisaría 24 Metropolitana. Cuando se 
encontraba allí detenido, con dos adolescentes, cinco policías de esta comisaría 
ingresaron a la celda y le causaron lesiones en el rostro, pierna, espalda. Fue 
atendido en el hospital de Barrio Obrero, donde obra el diagnóstico. En las 
diligencias preliminares, ocho meses después de la denuncia se ordenó la eva-
luación sicológica y, pese a que todos (víctima y testigo)  decían que podrían 
identi%car a los torturadores, no se realizó reconocimiento de persona. La cau-
sa está paralizada sin movimiento desde hace más de un año.



En la causa “Tortura a manifestantes-Policía Nacional-Brítez Cue-Curuguaty” 
la denuncia penal se realizó en el año 2014 en la unidad %scal a cargo de  San-
tiago González Bibolini. El 6 de octubre de 2014, en el marco de una manifesta-
ción en protesta por la detención y el procesamiento arbitrario de los integran-
tes de la Federación Nacional Campesina (FNC), las personas  manifestantes 
fueron reprimidas por la policía con armas de fuego, balines de goma y gas 
lacrimógeno. Resultaron heridas 23 personas, entre ellas una adulta mayor de 
81 años, niños, niñas, adolescentes, que fueron lesionadas en el rostro, brazo 
y cabeza. La mayoría no acudió al centro de salud porque la Policía detenía a 
quienes llegaban con heridas de balines de goma y arma de fuego. Se realizaron 
algunas diligencias y estaba disponible un material audiovisual que nunca fue 
procesado. A la fecha la causa está paralizada hace más de dos años.  

 

La causa “Tortura a Marcial Martínez-Penal de Tacumbú” también estuvo a 
cargo del %scal Santiago González Bibolini. La denuncia data del año 2013 y 
en dicha oportunidad se comunicó que funcionarios penitenciarios causaron 
lesiones en el pecho y en estómago a Rubén Marcial Martens, quien se encon-
traba encerrado en un calabozo en cumplimiento de una sanción disciplinaria. 
En la causa se realizaron las primeras diligencias: constitución, informe médico, 
testimonial. Se encuentra agregado, asimismo, un informe de la penitenciaría 
en donde se re%ere que ocurrió un incidente entre un interno y su pareja, mo-
tivo por el cual el funcionario penitenciario Carlos Cuenca intervino, regis-
trándose una supuesta agresión de parte del reo, motivo por el cual los demás 
funcionarios redujeron violentamente a Martínez. La última diligencia es  rei-
teración de un pedido de evaluación sicológica del mes de agosto de 2015, dos 
años después de la denuncia, y a la fecha está paralizada la causa. 

La causa “Tortura en Curuguaty”, iniciada en el año 2012, en donde se in-
vestigan la tortura que sufrieron los campesinos y campesinas víctimas de 
la masacre de Curuguaty, no tiene avances signi%cativos. A pesar de haber-
se realizado varias diligencias, entre ellas informes victimológicos y de haber 
transcurrido más de cuatro años de la investigación, a la fecha ninguno de los 
policías denunciados fueron procesados. Desde la formulación de la denuncia, 
se han presentado numerosos pedidos de diligencias, a los cuales el Ministerio 
Público ha hecho caso omiso en gran parte y sin motivo alguno. La falta de 
avance en una causa tan delicada evidencia el poco interés que tiene el Estado 
paraguayo en esclarecer los hechos de tortura.          



En las causas analizadas ninguna persona fue imputada pese a contarse con 
indicios que sustentan los hechos denunciados y acreditan la participación de 
los funcionarios denunciados. Esta situación de impunidad es el re&ejo de que 
el Estado sigue sin tomar las medidas necesarias para sancionar los actos de 
tortura cometidos por funcionarios del Estado.

El principal obstáculo para llevar a los y las responsables ante la justicia es la 
seria debilidad en la investigación por parte del Ministerio Público. Como con-
secuencia de ello las personas seguirán siendo torturadas diariamente en las 
comisarías, penitenciarías y por los miembros de la FTC. Es preciso subrayar 
también que estas actuaciones arbitrarias de las fuerzas públicas están avaladas 
al más alto nivel y es la respuesta que brindan las autoridades ante los reclamos 
ciudadanos. 

Investigar y enjuiciar a los agentes estatales responsables de las torturas y 
otros malos tratos contra personas privadas de libertad o contra cualquier 
ciudadano o ciudadana que resulte víctima de actuaciones arbitrarias de las 
fuerzas públicas. Es necesario poner especial atención a la obligación de res-
guardar y garantizar el derecho de las personas de peticionar a las autorida-
des a través de manifestaciones públicas. 

Fortalecer la supervisión sobre los y las agentes penitenciarios a %n de evitar 
que se excedan de sus funciones. 

Brindar un recurso judicial efectivo y el derecho a obtener un juzgamiento 
de los presuntos partícipes en un plazo razonable, así como a recibir medi-
das adecuadas de reparación, respetando el principio de con%dencialidad. 
Asimismo, se debe asegurar la disponibilidad de recursos rápidos y efectivos 
por organismos imparciales para toda la gama de violaciones de derechos 
humanos y que no constituyen delito, como las prácticas discriminatorias, 
por ejemplo.

Dar a conocer públicamente las estadísticas sobre número de sumarios  y 
sanciones impuestas a efectivos de la Policía Nacional en relación con la 
tortura y otros tratos y penas crueles, inhumanos y degradantes.

Implementar un sistema de protección de víctimas y testigos de casos de tor-
turas, en especial atención cuando estas sean personas privadas de libertad



Sancionar a los %scales y las %scalas, los jueces y las juezas y las demás perso-
nas en servicio público con actitud complaciente con la tortura y los tratos 
crueles, inhumanos y degradantes.

Sancionar y promulgar el proyecto de ley que incorpora a la normativa in-
terna el Estatuto de Roma.  

Fortalecer la Unidad Especializada de Derechos Humanos del Ministerio 
Público para la investigación de casos de tortura y otros tratos crueles, inhu-
manos o degradantes. 

Fortalecer las capacidades del cuerpo médico forense del Ministerio Público 
y del Poder Judicial para la detección y diagnóstico de los casos de tortura 
y maltrato, y establecer un sistema independiente para recibir y tramitar las 
denuncias de torturas o malos tratos en todos los lugares de privación de 
libertad.

Fortalecer el Centro de Atención a Víctimas del Ministerio Público para que 
cuente con personal e infraestructura adecuados y con capacidades de tras-
lado para la realización de los pertinentes estudios en el interior del país.

Dotar de recursos humanos y materiales al Ministerio de la Defensa Pública 
(MDP), buscando asegurar la paridad efectiva de recursos entre esta y la 
Fiscalía, para la prevención de la tortura y los malos tratos.

Diseñar e implementar medidas de rehabilitación de las víctimas de acuerdo 
al crecimiento y desarrollo de capacidades y habilidades de cada una de ellas, 
en condiciones de igualdad de oportunidades, dirigidas sobre todo hacia el 
objetivo de la reinserción social o habilitación e inserción social.

Asegurar los recursos necesarios para el pleno funcionamiento del MNP y 
velar para que todo acto presunto de tortura o todo trato cruel, inhumano o 
degradante sea debidamente registrado;

Dar continuidad al pleno funcionamiento del Observatorio de Tortura  y el 
Observatorio de Cárceles del Ministerio de la Defensa Pública, en coordina-
ción con el MNP.

Limitar la declaración del estado de emergencia a los casos en que sea  abso-
lutamente necesario y respetar en todo momento las disposiciones del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y de la Convención contra la 
Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes, en el 
que se establece que en ningún caso podrán invocarse circunstancias ex-
cepcionales tales como estado de guerra o amenaza de guerra, inestabilidad 
política interna o cualquier otra emergencia pública como justi%cación de 
la tortura. 
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Paraguay cuenta con una población mayoritariamente compuesta por niños, 
niñas, adolescentes (NNA) y jóvenes. De cada 100 personas que viven en Pa-
raguay, 39 son niñas, niños y adolescentes. Los niveles de pobreza y extrema 
pobreza no di%eren sustancialmente en la ciudad con respecto al campo. Sien-
do estos sectores los más vulnerables, el Estado debe generar los mecanismos 
necesarios para atender a dicha población hoy. Caso contrario, el denominado 

“bono demográ%co” va a ser un bono soberano de pobreza y exclusión. Estas 
situaciones son en la actualidad abordadas con la criminalización de dichas 
condiciones y evitando abordajes integrales de superación y protección social. 

En este contexto la situación de dicha población en los últimos 20 años no ha 
sufrido grandes modi%caciones, especialmente en la prevención y protección 
integral de los derechos del niño, niña y adolescente. La acción u omisión del 
Estado responde de modo sustancial a estructuras profundamente desiguales 
sostenidas por respuestas económicas, sociales y políticas de un Estado pobre, 
con respuestas pobres a una población en situación de pobreza y de extrema 
pobreza.  

En este informe además del análisis sobre los niveles de aplicación del marco 
normativo nacional, reconociendo la importancia de que todos los derechos 
vigentes puedan efectuarse a través de su ejercicio– haremos especial mención 
a la inversión que el Estado realiza, a la atención particular que el Estado lleva a 
delante con los NNA en situación de calle, NNA institucionalizados, el acceso 
a la justicia de los adolescentes penalmente responsables y a la situación de la 
ley de adopciones

Una sociedad sumamente conservadora y adultocéntrica aún colisiona con los 
nuevos paradigmas que ha traído consigo la Convención de los Derechos del 
Niño, la cual es de carácter vinculante para el Estado paraguayo desde 1990. Un 
marco legal no garantiza un cambio de mentalidad ni la cultura de la sociedad. 
Su constante promoción y mecanismos de implementación traen consigo pro-
cesos de institucionalización, y también a largo plazo generan transformaciones 
y cambios profundos en  todos los niveles de la sociedad. 

La Convención de los Derechos del Niño ha sido y sigue siendo un llamado de 
atención al Estado para que privilegie, entre otras cosas, la inversión adecuada 
para la ejecución de los políticas, planes, programas, proyectos y servicios so-
ciales dirigidos a la niñez y la adolescencia de modo de garantizar a cada niño, 
niña o adolescente su desarrollo integral y la protección especial contra todo 
tipo de violencia.  



En esta línea, el Estado aún no logra garantizar el disfrute de los derechos fun-
damentales con calidad, como la educación, la salud, la participación y la pro-
tección integral de los mismos, corriendo incluso  el riesgo  de  retroceder  en 
aquellos aspectos en el que Paraguay ha logrado avanzar y por los que ha sido 
felicitado por el Comité de Derechos del Niño/a de Naciones Unidas en el exa-
men del 2010 (Naciones Unidas, 2010).

Es así y a la luz de los instrumentos internacionales1 que el Estado paraguayo 
cuenta desde hace 15 años con el Código de la Niñez y la Adolescencia, el cual 
necesariamente debe ser evaluado a %n de tener conocimiento sobre el grado 
de cumplimiento de sus preceptos por parte de los diversos operadores públi-
cos, logros y di%cultades, los avances y los retrocesos en materia de la instala-
ción e institucionalización del Sistema Nacional de Protección y Promoción de 
los derechos de la niñez y la adolescencia, tanto a nivel nacional, departamen-
tal, local y municipal. Además se requiere asegurar una evaluación con la más 
amplia participación de niños, niñas, adolescentes, hombres y mujeres adultas, 
en un proceso de colaboración y construcción conjunta entre todos los sectores 
involucrados, en el entendimiento de que “lo que es bueno para los niños es 
bueno para todo el país”. Por lo tanto, el involucramiento debe ser de todos los 
sectores de la sociedad. 

En este proceso de evaluación es clave el reconocimiento expreso de la niñez 
y la adolescencia como sujetos de derechos, hecho que obliga al Estado a la 
traducción de las normas en políticas públicas y en acciones que contribuyan 
con el sistema de protección de los NNA visualizando permanentemente al 
sujeto de derecho –niño, niña y adolescente– en el entorno familiar, social y 
comunitario. En este mismo sentido es importante comprender por todos los 
actores involucrados que cualquier modi%cación de las normas que se realice 
debe llevarse a cabo con y para la población en particular desde la visión de 
la Convención de los Derechos del Niño, las observaciones de las Relatorías 
especiales y las recomendaciones realizadas al Estado en el marco del Examen 
Periódico Universal (EPU) del Consejo de Derechos Humanos de Naciones 
Unidas, entre otras.
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Ley de promoción del buen trato, crianza positiva y de protección a niños, niñas 
y adolescentes contra el castigo físico o cualquier tipo de violencia como método 
de corrección o disciplina



En Paraguay seis de cada diez niños, niñas y adolescentes reportan haber sido 
víctimas de algún tipo de maltrato por parte de sus familiares más cercanos. El 
35% manifestó haber recibido violencia física grave (golpes con objetos, patadas, 
quemaduras y as%xia), mientras que el 13% de los encuestados dijo haber sido 
objeto de violencia física leve (nalgadas con la mano y con objetos, cachetadas, 
tirones de pelo, pellizcos y la obligación de permanecer en posiciones incómo-
das) y el 13% expresó haber vivido violencia psicológica (insultos, maldiciones, 
amenazas de abandono (BECA y Unicef, 2011).

El castigo físico está asociado a un mayor grado de agresividad y conducta 
antisocial en la niñez y una mayor probabilidad de perpetrar, sufrir y aceptar la 
violencia en los años adultos. El castigo corporal daña las relaciones familiares 
y lejos de enseñar a niños y niñas cómo portarse bien, disminuye la posibilidad 
de que aprendan a comportarse como las personas adultas quieren que se com-
porten2. La mala salud mental en la niñez y en los años adultos está asociada 
con haber sufrido castigos físicos en la infancia.

Por lo anterior, es motivo de celebración que Paraguay tenga aprobada la Ley 
Nº 5.659/2016 “De promoción del buen trato, crianza positiva y de protección a 
niños, niñas y adolescentes contra el castigo físico o cualquier tipo de violencia 
como método de corrección o disciplina”. La misma reconoce y promueve el 
buen trato, las pautas de crianza positiva y no violenta de las personas adultas 
hacia los niños, niñas y adolescentes, en cualquier recinto o lugar, incluyendo 
tanto a los ámbitos privados como a los públicos, que ejerzan, presten u ofrez-
can servicios referidos a la crianza, la salud, educación, atención, recreación, 
guarda, tutela, abrigo, protección, recuperación y/o restitución de los derechos 
de la niñez y la adolescencia.   

A través de la promulgación de la citada ley, el Estado paraguayo está dando 
cumplimiento a las últimas recomendaciones señaladas por el Comité de De-
rechos del Niño y de la Niña (Naciones Unidas, 2010), que con carácter urgente 
instó al Paraguay a prohibir expresamente y por ley el castigo corporal en todos 
los contextos. Esto se expresó mediante La Observación General Nº 8 del Co-
mité referida al “derecho del niño/a a la protección contra los castigos corpora-
les y otras formas de castigo crueles o degradantes” (Naciones Unidas, 2006); 
y avanzando en materia legislativa promoviendo así la resolución de con&ictos 
por medios no violentos, a través de la promoción del buen trato.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en concordancia 
con el Comité de Derechos del Niño, considera imperativo que los Estados, en 
cumplimiento de sus obligaciones internacionales, “prohíban explícitamente el 
castigo corporal en su derecho interno a la vez de establecer estrategias, polí-



ticas o planes de acción nacionales orientados a proporcionar a las personas e 
instituciones a cargo del cuidado de niños, niñas y adolescentes, formas alter-
nativas, no violentas de disciplina” (CIDH, 2009).

Al respecto, Rosa María Ortiz, ex vicepresidenta del Comité de Derechos del 
Niño de Naciones Unidas y exintegrante de la CIDH asevera que: 

Nuestras sociedades y sistemas legales no toleran la violencia como forma de 
interacción personal o de resolución de con/ictos entre personas adultas. Los 
niños no son ciudadanos de segunda clase; al contrario, se merecen una protec-
ción especial por parte de su familia, la sociedad y el Estado. Los Estados deben 
transmitir un mensaje inequívoco prohibiendo con carácter de urgencia la vio-
lencia contra niños y niñas en todas sus formas, incluida la violencia so pretexto 
de inculcar disciplina (Unicef, 2014).

Cualquier modi%cación al Código debe darse en el marco de la Convención de 
los Derechos del Niño/a de Naciones Unidas y las recomendaciones del Co-
mité de Derechos del Niño. Existen sectores conservadores que no toleran el 
avance de derechos que han tenido las niñas, niños y adolescentes. La postura 
por seguir viendo a dicho grupo de población como objetos y no como suje-
tos de derechos sigue siendo reivindicada por sectores vinculados a las iglesias 
cristianas e incluso la católica. Estos grupos religiosos tienen un fuerte lobby en 
el Poder Legislativo, pero también en el Poder Judicial. 
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Según el informe sobre juventud “Paraguay Joven” del Fondo de Población de 
las Naciones Unidas (UNFPA, 2016), la economía del país mantuvo niveles al-
tos de crecimiento en los últimos años y al mismo tiempo se evidenciaron im-
portantes disminuciones de pobreza. Sin embargo, se mantienen inequidades 
con ciertos grupos de la población, principalmente con  niños, niñas y adoles-
centes, de las poblaciones rurales e indígenas. Es decir, que el 34,2% de las niñas 
y los niños se encuentran en situación de pobreza y el 24,5% de los adolescentes 
se encuentran en situación de pobreza. El nivel de pobreza es mayor en las 
mujeres que en los hombres.

Continúa diciendo el mismo informe que del total de la población paraguaya, el 
55% está constituida por personas menores de 30 años (28,7% tiene menos de 15 
años y el 28,7% son adolescentes y jóvenes). A través de los mencionados datos 
puede notarse que el Paraguay por única vez tiene una población compuesta 
mayoritariamente por niños, niñas, adolescentes y jóvenes. Personas sujetos de 
derechos que por encontrarse en etapa de desarrollo requieren de atenciones 
y cuidados especiales por parte de la familia, la sociedad y el Estado. Además, 
cabe recordar  que un país  que crece y no invierte en la niñez y la adolescencia 



corre el grave riesgo de profundizar las enormes brechas sociales sostenidas por  
prácticas que segmentan a las personas en categorías ricos vs. pobres. 

El Comité de los Derechos del Niño ha sido claro en sus recomendaciones del 
2010 y la reciente Observación General N° 19 del 2016 sobre la necesidad de 
que el Estado realice una fuerte inversión pública en el “sistema de promoción 
y protección integral de derechos de la niñez y la adolescencia de Paraguay” 
(Naciones Unidas, 2016). 

A pesar de los compromisos internacionales y las recomendaciones de los rela-
tores y relatoras de la Organización de Naciones Unidas (ONU) con diversos 
mandatos temáticos (venta de niños, personas con discapacidad, derecho al 
más alto nivel de salud, personas en situación de encierro, entre otros), el Esta-
do no ha comprendido que invertir en niñez y adolescencia logrará romper el 
ciclo generacional de la situación de pobreza en la que muchos de ellos viven. 
Actualmente las acciones u omisiones en términos presupuestarios por parte 
del Estado afectan especialmente a los sectores considerados especialmente 
vulnerables: NNA de las zonas rurales, indígenas, adolescentes en con&icto con 
la ley penal, NNA en situación de calle y NNA institucionalizados.

Es oportuno asentar en este informe que la inversión en niñez y adolescencia 
es también una obligación del Estado paraguayo establecido en la misma Cons-
titución Nacional (art. 54), la cual establece  que “La familia, la sociedad y el 
Estado son los que tienen la obligación de garantizar la protección integral de 
los niños, niñas y adolescentes, que en caso de ausencia de la familia, el Estado 
deberá obligatoriamente cumplir con ese rol subsidiariamente”. Así mismo, la 
Convención de los Derechos del Niño (Naciones Unidas, 1989) establece que el 
Estado debe tomar todas las medidas administrativas, legislativas y judiciales 
para garantizar el desarrollo integral de los NNA. El Estado debe hacer el es-
fuerzo máximo para que los derechos económicos, sociales y culturales puedan 
efectivizarse. 

La  inversión en el sector de niñez y adolescencia es una estrategia de imple-
mentación de los derechos a la supervivencia, a la calidad de vida y el bienestar 
de los NNA (Unicef et al. 2013). En la medida que el Estado reconozca que los 
mismos no son objetos de caridad, sino todo lo contrario, que invertir en niñez 
y adolescencia implica invertir en el desarrollo de un país, en el desarrollo de la 
persona, en una sociedad cohesionada, con una economía fuerte incluyendo la 
participación activa de esta población en particular en el futuro. 

Según el análisis de inversión y presupuesto de la Secretaría Nacional de la 
Niñez y la Adolescencia (SNNA) realizado por la CDIA (2015) se destaca que:



A pesar de la relevancia del rol de esta institución, en 2014 esta Secretaría ejecu-
tó apenas el 0,16% de los recursos disponibles de la Administración Central, el 
0,30% del total ejecutado en Inversión Social y el 1,6% de la inversión en Promo-
ción y asistencia social. Esto a pesar de que tiene entre sus competencias reducir 
el trabajo infantil que afecta a alrededor de 500.000 niños, niñas y adolescentes, 
es decir, a cerca de un cuarto de la población de entre 5 y 17 años. 

En el 2015 la SNNA sufrió una baja del 13%3 de su presupuesto. En el 2016 contó 
con G. 58.494.411.2434 destinados especialmente a cobro de honorarios, servi-
cios generales y los programas emblemáticos de desarrollo social y promoción 
y protección integral de la niñez y adolescencia. El presupuesto asignado clara-
mente resulta insu%ciente, dado que el ente rector de las políticas públicas en 
la materia, a más de ejercer esa función, realiza acciones de atención directa. 
Como ejemplo citaremos algunas de ellas, conforme a datos del informe cuan-
titativo y cualitativo del segundo semestre de dicha cartera (SNNA, 2016)5:

La Coordinación de Prevención y Atención de Trata de Personas a través de la 
cual, además de abordar la prevención de la problemática, realiza la atención 
directa a las niñas y adolescentes que resultaran víctimas. Debido a la falta 
de instituciones especializadas durante el 2015 a través de los Fondos 842 del 
Estado, otorgados a las organizaciones no gubernamentales, se creó un Hogar 
Transitorio para las que resultasen victimizadas por la Trata de Personas y ex-
plotación sexual. Inicialmente el servicio ofrecido a las niñas y adolescentes 
estaba sujeto a los horarios del funcionario público y sin la especialización su-
%ciente para el abordaje. 

El programa que contribuye con la prevención, protección y participación de 
la infancia y adolescencia de los pueblos originarios en situación de vulnerabi-
lidad atendió en total a nivel nacional a 250 personas. La persona encargada de 
esta área debe acompañar a los NNA sin acompañamiento parental y ante una 
situación de emergencia, atención y protección de los NNAs, activando los dis-
positivos en el ámbito de la salud, educación, en la familia y en la comunidad.

Por otro lado, la Dirección General del Centro de Adopciones, que funge de 
autoridad central en la temática, debe veri%car el estado de adoptabilidad del 
NNA, contar con personas que quieran adoptar, realizar propuestas de pos-
tulantes para NNAs declarados en adopción, acompañar a las mujeres emba-
razadas que quieran dar en adopción a sus hijos o hijas,  acompañamiento y 
seguimiento al proceso de adopción. Dicha dirección atendió a un total de 379 
bene%ciarios/as, entre las cuales se encuentran 97 familias solicitantes, 5 muje-



res embarazadas quienes querían dar en adopción a sus bebes, 4 niños, 8 niñas, 
3 adolescentes mujeres y 3 adolescentes varones, 8 niños y niñas con discapaci-
dad y 251 niños y niñas de primera infancia (0 a 8 años). 

Así mismo la Dirección de Protección especial, cuya principal función es el 
mantenimiento del vínculo del niño o niña con su entorno social y familiar, la 
promoción del acogimiento familiar como propuesta alternativa a la institu-
cionalización, así como la desinstitucionalización como estrategia de manteni-
miento del vínculo y la reinserción con su familia de origen o ampliada como 
primera medida, ha intervenido en total 1.341 niñas y niños bene%ciarios, en-
tre las cuales se encuentran 343 niños, 332 niñas, 313 adolescentes varones, 360 
adolescentes mujeres, 8 personas con discapacidad, y entre los dos primeros 
grupos 559 niños y niñas de la primera infancia.

También cuentan con el Centro de Referencia de casos, encargado principal-
mente en la atención y derivación de casos de NNAs en situación de vulne-
rabilidad, durante el mismo periodo atendieron a más de 1.000 familias y a 
aproximadamente 9.952 niños, niñas y adolescentes.

Además cuenta con la Unidad al derecho a la identidad de los y las NNAS, cuya 
función principal es la promoción de este derecho Universal, que conforme el 
mismo informe fueron bene%ciadas 5.770 familias aproximadamente. 

Así también cuentan con los programas Abrazo y el Programa de Atención In-
tegral a las Niñas, Niños y Adolescentes que viven en las Calles (Painac), cuya 
principal función es la prevención, intervención, protección y atención a niños, 
niñas y adolescentes que realizan actividades económicas en espacios públicos 
y/o viven en calle6. Aproximadamente 12.000.000 NNAs se bene%cian con el 
Programa Abrazo y más de 100 NNAs del programa Painac.

Si bien la SNNA ha logrado descentralizarse en algunas localidades a través 
de las Secretarías Departamentales, especialmente en las ciudades de cabecera 
(Central, Encarnación, Ciudad del Este y otros), en la práctica la falta de los 
recursos humanos profesionalizados y su%cientes sigue siendo una gran deuda 
a nivel nacional.  

Habida cuenta de los datos mencionados de algunos de los servicios y el núme-
ro de usuarios, y considerando primordialmente que la SNNA cuenta a nivel 
nacional con aproximadamente 700  funcionarios/as  para abordar los diferen-
tes temas, nos permite ilustrar que el ente rector y articulador de las políticas 
públicas de promoción y protección de los derechos de la niñez y la adoles-
cencia, no puede ejercer e%cazmente con sus funciones por diferentes motivos, 
especialmente la falta de recursos humanos y económicos su%cientes. 



En este mismo sentido, es importante mencionar también a las Consejerías 
Municipales por los Derechos de la Infancia y Adolescencia (Codenis), depen-
dientes de las municipalidades, cuya principal función es prestar servicios para 
la promoción, protección y defensa de los derechos de niños, niñas y adoles-
centes. Si bien esta instancia no tiene carácter jurisdiccional, en la práctica al 
menos el 80% de su tiempo laboral lo utilizan para suplir al Poder Judicial 
debido a carencias en los equipos interdisciplinarios de los juzgados especiali-
zados de la niñez y adolescencia y la baja o nula inversión que realiza el sistema 
judicial en los temas de niñez y adolescencia. 

Lo anterior impide que puedan dedicarse a realizar aquellas funciones de pro-
moción y prevención para las cuales fueron creadas por ley, tales como por 
ejemplo actividades a favor de la crianza positiva, de educación sin violencia, 
prevención del trabajo infantil, prevención del delito y el crimen organizado, 
control de instituciones de cuidado, entre otras acciones. 
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Corresponde, asimismo, hacer mención de los problemas y los desafíos del sis-
tema educativo en Paraguay en relación a las necesidades y reinvidicaciones de 
los y las NNAs. La marcha de estudiantes de colegios públicos y privados soli-
citando una educación de mejor calidad y las denuncias de manejos adminis-
trativos alejados de las normas éticas en la Universidad Nacional de Asunción, 
que terminaron por apartar del cargo al entonces rector, Froilán Peralta.

Como ya se menciona en el artículo del derecho a la Educación, Paraguay es 
uno de los países que menos invierte en educación. Fueron las y los estudiantes, 
niños, niñas, adolescentes y jóvenes quienes recordaron que solo se destina el 
3% del producto interno bruto (PIB) a la Educación (cf. CDIA, 2015), lo cual se 
traduce en una educación de mala calidad, sin infraestructura y en condiciones 
paupérrimas a nivel nacional. 

En el 2016, continuó la baja calidad de las infraestructuras edilicias en institu-
ciones educativas que derivaron en derrumbamientos sobre los y las estudian-
tes, la falta de implementación del almuerzo escolar en varias comunidades, 
los reclamos salariales docentes y la persecución sindical. Elementos que se 
conjugaron para realizar manifestaciones públicas de la ciudadanía en varias 
oportunidades durante el año. Así también siguieron las di%cultades para el 
acceso a la salud, entre los que cabe mencionar el desmantelamiento paulatino 
de los servicios de salud (traslados de personal de blanco, ausencia de recon-
trataciones, escasez en la provisión e insumos básicos de salud, entre otras)7.  



Las expectativas iniciales sobre el Fondo Nacional de Inversión Pública y Desa-
rrollo (Fonacide) (Ley Nº 4.758/2.012), fruto de las renegociaciones de la com-
pensación por cesión de energía a Brasil en Itaipú en 2009, ha generado en la 
sociedad una gran decepción, dada la gestión de las autoridades nacionales y 
locales. Esta es una oportunidad que sigue siendo desperdiciada y debería ser 
de utilidad para garantizar las prestaciones necesarias para la niñez y adoles-
cencia. 

El sector estudiantil, tanto de nivel medio como universitario, siguió ejercien-
do un papel importante en el presente año; por medio de multitudinarias mo-
vilizaciones en las calles y tomas de centros educativos, en reclamo a una mejor 
calidad de la educación, incluida la infraestructura escolar. 

En mayo, las tomas que duraron varias semanas en más de 100 centros educa-
tivos de todo el país, derivaron en la renuncia de la entonces ministra de Edu-
cación, Marta Lafuente8. No se puede desconocer la existencia de una fuerte 
cultura autoritaria en la sociedad paraguaya, pero la incursión de grupos de 
estudiantes adolescentes organizados en todo el país, ha llamado la atención 
e interpelado a los espacios tradicionales de toma de decisiones sobre dicho 
sector, pero sin participación real de los y las estudiantes. 

La imagen de la puerta rota por efectivos policiales con autorización de la %sca-
lía en el colegio República Argentina en la ciudad de Asunción al inicio de las 
tomas, es una muestra de cómo la institucionalidad de la justicia es utilizada 
para generar amedrentamientos. El apoyo de las familias a los y las estudiantes 
ha sido clave para sostener el proceso de lucha. 

La CDIA habilitó canales de comunicación para que estudiantes y sus familias 
puedan recibir orientación legal sobre sus derechos, dado que los órganos ad-
ministrativos y pedagógicos del Ministerio de Educación ejercían mucha pre-
sión para desmovilizar a dicho sector. Se han recibido relevado varias denun-
cias sobre abuso de poder por parte de las autoridades educativas en distintos 
lugares del país. 

Las manifestaciones, tomas y reclamos con&uyeron luego en mesas de trabajo 
de seguimiento entre grupos organizados de estudiantes adolescentes y auto-
ridades nacionales, principalmente del Poder Ejecutivo9. A modo de generar 
mayor presión en el mes de setiembre, el sector estudiantil ha realizado nue-
vamente movilizaciones, hecho que generó una fuerte reacción de parte del 
actual titular del Ministerio de Educación, Enrique Riera Escudero. La into-
lerancia hacia las modalidades de expresión y organización de las y los ado-



lescentes fue nuevamente signi%cativa, con provocaciones innecesarias por las 
autoridades nacionales. 

Las principales di%cultades que en la actualidad enfrentan niños, niñas y ado-
lescentes para ejercer sus derechos son de carácter estructural, en especial por 
la falta políticas públicas con presupuestos designados para la concreción de 
los mismos. La problemática de fondo es la ausencia de una sólida instituciona-
lidad pública que pueda efectivamente garantizar los derechos. El marco nor-
mativo ayuda, pero no es su%ciente si no existe una intencionalidad mani%esta 
por parte del Estado con la población en particular. 

A mayor debilidad del Estado, mayor es la percepción ciudadana de impotencia, 
la sensación de desprotección, inseguridad, falta de con%anza en las institucio-
nes en general, quedando latente en la sociedad civil la amenaza de volver a vie-
jas prácticas desde la visión de la doctrina de la protección irregular, contrarias 
a un Estado de derecho y especialmente a los derechos humanos de los niños, 
niñas y adolescentes. 
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En marzo del presente año el Consejo Nacional de Niñez y Adolescencia apro-
bó el documento de la Política Penal Adolescente de Paraguay. Cabe recordar 
que esta Política Pública es uno de los puntos de la sentencia de la Corte IDH 
al Estado Paraguayo en el caso “Panchito López”10. Desde las organizaciones de 
la sociedad civil se urgió al Estado en reiteradas ocasiones sobre la necesidad 
de contar con dicho documento11, y con mayor fuerza luego de las muerte de 
cuatro adolescentes  en el Centro Educativo de Itauguá en el 201412, dos electro-
cutados y dos asesinados por los agentes penitenciarios.  

Dicha política es el resultado de la articulación interinstitucional entre el Esta-
do y la sociedad civil, quienes han conformado la Comisión Interinstitucional 
de Visita y Monitoreo a los Centros Educativos. Esta comisión estuvo compues-
ta, entre otras instituciones, por el Ministerio de Educación y Cultura (MEC), 
el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social (MSPyBS), el Ministerio de 
Justicia (MJ), la Policía Nacional (PN), el Ministerio Público (MP) y el Ministe-
rio de la Defensa Pública (MDP), además de organizaciones de la sociedad civil. 

La comisión, desde su creación, realizaba al menos dos visitas en cada uno de 
los centros educativos de adolescentes para el seguimiento y monitoreo de las 



condiciones de vida de las y los adolescentes en situación de encierro. Lamenta-
blemente el Ministerio de Justicia, mediante la Nota N° 399 de fecha 27 de abril 
de 2016, dirigida a la Coordinación de la Comisión, ejercida por la Secretaría 
Nacional de la Niñez y la Adolescencia, decidió unilateralmente prohibir los 
ingresos de la delegación de la Comisión Interinstitucional de Visita y Monito-
reo a los Centros Educativos para adolescentes,  justi%cando su accionar con la 
duplicidad de responsabilidades con el Mecanismo Nacional de Prevención de 
la Tortura (MNP) y la falta de “institucionalidad” de dicha comisión. 

Lo anterior representa un abierto desconocimiento de los compromisos del 
Estado a nivel internacional, dado que el espacio emerge como resultado de 
la sentencia al Estado Paraguayo en el caso  “Panchito López”. La CDIA ha 
indicado tanto a la SNNA como al MJ que las tareas de la citada comisión bajo 
ningún concepto entran en colisión con las actividades que realiza el MNP y 
está probado que cuando mayores sean los controles de los diferentes actores 
intervinientes en la situación de encierro, mayores son las posibilidades de pre-
venir violaciones de los derechos humanos. 

Asimismo, la CDIA puso esta situación a conocimiento de los comisionados 
del  MNP, quienes indicaron que las acciones de la comisión complementan 
sus acciones con mayores controles cruzados, que garantizan la vigencia de 
los DDHH en los “centros educativos”. Por tanto, la comisión debería seguir 
funcionando e ingresando a los espacios donde los y las adolescentes estén en 
situación de privación de libertad. 
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En el segundo semestre de 2016, se ha vivido una escalada de asaltos por los 
denominados “motochorros”, o al menos, de su publicidad y notoriedad en los 
medios de comunicación. Dicha publicidad ha propiciado una  campaña de 

“linchamiento” mediático, un  llamamiento velado o abierto a que las víctimas 
y la ciudadanía realicen “justicia” por manos propias, al detallarse y justi%car 
reacciones y respuestas violentas a los asaltos, muchas de ellas muy por encima 
de los principios de legítima defensa y proporcionalidad. En dicha línea, una 
organización de víctimas de asaltos ha realizado una publicación de una lista 
con nombres de personas vinculadas a estos hechos delictivos, entre estas va-
rias que tienen menos de 18 años de edad13. 

El principio de reserva establecido en el artículo 96 del Código de la Niñez 
y la Adolescencia, que establece que “Queda prohibida la identi%cación de la 
persona adolescente por cualquier medio de comunicación, sin perjuicio de la 



comunicación sobre los hechos”. En el caso denominado “motochorros” es un 
claro ejemplo de la violación del derecho y la ausencia del Estado para ejercer 
su rol de garante y protección de derechos14. Hasta la fecha ninguna institu-
ción encargada de dar respuestas en estos casos, –la SNNA, Ministerio Público, 
Defensoría Pública, Juzgados, Codenis–  se ha pronunciado o%cialmente en 
contra de esta práctica ni se han abierto líneas de investigación al interior de 
los servicios de seguridad y de los órganos de justicia.

La situación de las comunidades rurales sigue siendo preocupante, en particu-
lar en las condiciones de vida de niñas, niños y adolescentes, hijos e hijas de 
agricultores familiares, que sostienen la lucha por la tierra. La cantidad de diri-
gentes campesinos y campesinas  con imputaciones y violaciones de derechos 
procesales e implantaciones de evidencias como en la causa de la masacre de 
Curuguaty, es preocupante (cf. Areco y Palau, 2015). Al respecto, se ha presen-
tado un Amicus Curiae15 en el caso de la adolescente RRVO imputada y llevada 
a juicio, donde se exponía los yerros e improcedencias en que habían incurrido 
los operadores de justicia intervinientes y el cual, paradójicamente, a pedido de 
la %scalía, fue rechazado el Tribunal de Sentencia de Salto del Guairá.

En el año 2010, en la ciudad de Fernando de la Mora, una mujer joven adulta 
(29 años) dio a luz a un niño, a quien le indicaron que había nacido muerto. 
Pero luego se dieron indicios de que en realidad nació vivo y sano. Se presume 
que el mismo fue llevado  a otro país. La mujer embarazada se hacía su control 
prenatal en un pequeño sanatorio privado en J. A. Saldívar con una presunta  
obstetra, la señora Virginia Acosta de Araújo, quien fue denunciada ante el 
Ministerio Público, en la Unidad Especializada Nº 02 de Trata de Personas y 
Explotación Sexual de Niños, Niñas y Adolescentes – Circunscripción Judicial 
de Central. 

Este caso es sumamente paradigmático, dado que las investigaciones prelimi-
nares sobre la persona condenada revelaron que la misma desde el año 1985 ha 
enfrentado al menos cuatro denuncias y juicios sobre desaparición de niños y 
niñas en el ejercicio de sus labores como “obstetra”. Una red montada a nivel 
familiar, bajo el amparo de los órganos de seguridad del Estado y estamentos 
del Poder Judicial. Es la única forma de explicar cómo esta persona ha salido 
siempre sobreseída de dichas causas, hasta ahora.  Finalmente la acusada fue 
hallada culpable en el juicio oral y público por el hecho de arrebatamiento y 
pérdida del paradero del niño.
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La Unicef (2007) sostuvo que la aprobación de la Ley N° 1136/97 de Adopciones 
constituyó un hito en la historia del Paraguay, ya que se logró frenar el trá%co 
de niños/as paraguayos a otros países. Según datos estimados, con anterioridad 
a esta ley se habrían enviado al exterior entre 4.000 y 5.000 niños y niñas en un 
lapso de 5 años (1990 -1995), 98% de los cuales fueron llevados a EEUU y un 2% 
a países de Europa e Israel. 

Desde el año 2014 emerge la discusión legislativa sobre el proceso de modi%ca-
ción de la citada ley, la cual gira en torno al dictamen de fecha 26 de agosto de 
2015 de la Comisión de Legislación y Codi%cación de la Cámara de Diputados 
sobre el anteproyecto de ley que modi%ca varios artículos de la Ley Nº 1.136/97 

“De Adopciones”, el cual representa un grave retroceso en materia de derechos 
humanos.

La situación de las adopciones en Paraguay ha cambiado gradualmente en es-
tos últimos diez años. La promulgación de la citada ley de adopciones en oc-
tubre de 1997 fue un avance signi%cativo, puesto que la misma sigue las orien-
taciones de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño y de la 
Niña (CDN), rati%cada por Paraguay en el año 1990. De modo similar, otro 
hecho importante ha sido la rati%cación por Paraguay del Convenio de la Haya 
a través de la Ley N° 900/9616, convenio que estipula la protección del niño y 
la cooperación entre Estados en materia de adopción internacional, basándose  
y complementado los preceptos del artículo 21 de la CDN17 puesto que estipu-
la medidas para prevenir la sustracción, venta y trá%co de niños con %nes de 
adopción.

Al respecto, la ministra de la Corte Suprema de Justicia, Miriam Peña, expresó: 

La creación del Centro de Adopciones marca un hito en nuestra práctica en esa 
materia, su conformación es el primer ensayo de cooperación y coordinación 
interinstitucional entre el organismo del Estado y la sociedad civil. El Centro de 
Adopciones es el pedestal para el cumplimiento del mandato legal del manteni-
miento del vínculo familiar. A más de esto tiene funciones registrales y es órgano 
e!caz para los seguimientos pos adopción (Peña, 2013). 

Estas no son funciones naturales del sistema de justicia, ya que un juez tiene 
la obligación de obtener de los equipos especializados y capacitados la infor-
mación más precisa posible a %n de tener elementos de juicio para dictar sus 
resoluciones conforme a la ley. 



El anteproyecto de ley presentado al Poder Legislativo busca optimizar los pro-
cedimientos dentro del proceso de adopciones sin vulnerar los derechos de to-
das las partes involucradas: el niño, la niña o adolescente, su familia de origen 
y la familia adoptiva. El citado anteproyecto en el proceso de revisión por la 
comisión de Codi%cación y Legislación de la Cámara de Diputados ha sufrido 
modi%caciones contrarias a los derechos de niños, niñas y adolescentes, a los 
acuerdos internacionales rati%cados por el Paraguay y otras normas vigentes a 
nivel nacional. 

Ante el inminente retroceso la sociedad civil y la cooperación internacional 
participantes activas en el proceso de revisión y elaboración del anteproyecto 
se han pronunciado con relación a las observaciones propuestas en el marco de 
la modi%cación de la ley, manifestando lo siguiente:

a. La eliminación de la Dirección General y el Consejo Directivo del Centro 
de Adopciones (ad hoc) que actualmente está integrado por representantes 
de distintas instituciones, afecta severamente el control y la transparencia 
en la gestión del proceso de adopciones, reduciendo al Centro de Adopcio-
nes a una dependencia del Poder Judicial, siendo una institución jurídica 
que nació precisamente con el objetivo de constituirse en una instancia de 
transparencia, alta calidad técnica y especi%cidad. 

b. La disposición de que el Centro de Adopciones pase a depender del Poder 
Judicial y que su funcionamiento interno sea regulado por Acordadas de 
la Corte Suprema de Justicia, entra en abierta contravención con una serie 
de recomendaciones de fortalecimiento del órgano rector en materia de 
adopciones, realizadas por el Comité de Derechos del Niño de Naciones 
Unidas.

c. En determinadas situaciones deja de lado el trabajo de mantenimiento del 
vínculo familiar de niños, niñas y adolescentes, lo cual vulnera severamen-
te el derecho que tiene todo niño, niña o adolescente a conocer su origen y 
su historia de vida. Conocer el origen es derecho de toda persona. Indepen-
dientemente de que el niño regrese a la familia de origen o sea sujeto de la 
medida de protección de%nitiva que es la adopción, tiene el derecho a que 
se realice el trabajo de mantenimiento del vínculo con su familia de origen, 
esto es, se agoten instancias para que retorne con su familia en condicio-
nes segura y solo si eso no es posible, que sea recibido por otra familia en 
calidad de hijo a través de la adopción. En este último caso, es su derecho 
que la información sobre su familia biológica y los motivos por los cuales 
no ha podido retornar a ella, esté disponible para cuando tenga el deseo de 
conocer acerca de su origen.

d. La disminución del tiempo para la validación de las guardas irregulares 
con %nes de adopción contraría a las recomendaciones realizadas por el 
Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas al Estado Paraguayo 



en los años 2010 y 2013, así como Unicef en octubre de 2015. La modi%ca-
ción del diputado Eber Ovelar reduce el plazo a un año, facilitando aún 
más la vigencia de las guardas preadoptivas con la consecuente vulnera-
ción del derecho del niño a que se agoten instancias y se registre su historia 
de vida con su familia de origen. 

e. La Prevalencia a matrimonios o concubinatos para la adopción supone 
una discriminación y vulneración hacia los derechos de personas solteras 
y también de adolescentes sin vínculos familiares, dado que son este grupo 
de edad quienes tienen mayor opción de adopción por parte de las mujeres 
solteras. 

f. Al establecer que el juzgado deberá dictar sentencia de declaración de 
estado de “adoptabilidad” si el equipo técnico no presenta el informe de 
mantenimiento del vínculo, obliga al magistrado a dictar una sentencia de-
terminante para el futuro del niño sin elementos su%cientes para ello. 

Sin duda, la ley de adopciones necesita ser revisada y ajustada observando 
especialmente la erradicación de las guardas irregulares, las moras judiciales 
y/o las inscripciones con datos falsos, entre otros aspectos,  y la proximidad y 
competencia de la institución como órgano central en la temática conforme el 
mejor interés de los niños, niñas y adolescentes priorizando el derecho de los 
NNAs a una identidad, a una familia, a un origen,  a recibir todos los cuidados 
que requiere en cada etapa de desarrollo.

El Tercer Protocolo  Facultativo a la Convención de Derechos del Niño y la 
Niña, también conocido como OP3 o 3° PF CDN, permite que niños, niñas y 
adolescentes puedan denunciar violaciones a sus derechos por parte del Estado 
por medio de una comunicación, o queja, ante el Comité de los Derechos del 
Niño/a de Naciones Unidas, siempre y cuando el Estado haya rati%cado el pro-
tocolo y se convierta en un instrumento de derecho internacional. El Paraguay 
%rmó el Tercer Protocolo, en fecha 26 de setiembre de 2012, pero aún no lo ha 
rati%cado por medio del procedimiento parlamentario establecido en la Cons-
titución Nacional, si bien el proyecto de ley de rati%cación ya cuenta con media 
sanción ede la Cámara de Senadores y se encuentra actualmente en estudio en 
la Cámara de Diputados.

El 3º PF CDN ayudará a incrementar el reconocimiento de las niñas y niños 
como sujetos de derecho, y les dará acceso a un mecanismo internacional para 
denunciar violaciones a sus derechos, como casos de violencia, explotación o 
discriminación, que no se resuelvan a nivel nacional. Para ello un Comité de 
expertos en Derechos de la Niñez considerará las quejas sobre vulneración de 
sus derechos y emitirá recomendaciones al Estado (que pueden ser rehabilita-



ción, indemnización o peticiones para acusar a los autores de los hechos de-
nunciados). 

El Primer Protocolo del OP3 es relativo a la Participación de los Niños en Con-
&ictos Armados y el segundo, es el Protocolo de la Convención sobre Derechos 
del niño relativo a la Venta, Prostitución y Utilización de Niños en Pornografía. 
Ambos instrumentos ya fueron %rmados y rati%cados oportunamente por el 
Estado paraguayo, por la Ley Nº 1897/02 y la Ley Nº 2134/03, respectivamente. 
Se espera que el OP3 sea al %n rati%cado en el siguiente año. 

Asegurar que niños y niñas de las zonas rurales, urbanas marginalizadas y 
de poblaciones indígenas asistan y reciban el más alto nivel de salud y edu-
cación. 

Diseñar e implementar un sistema de protección social universal, que de 
manera prioritaria atienda a la población de niñez y sus familias que se en-
cuentran en condiciones de vulnerabilidad y pobreza.

Identi%car las partidas presupuestarias que tengan una repercusión directa 
o indirecta en la niñez, y sistematizar los indicadores para dar seguimiento 
del impacto sobre sus derechos.

Intensi%car la recopilación y el análisis de datos para elaborar estadísticas 
nacionales, regionales y locales, que utilicen datos desglosados por edad, 
sexo, origen étnico, renta familiar y discapacidad, y sirvan para elaborar y 
evaluar políticas y programas sociales, a %n de que los recursos se empleen 
de forma e%ciente.

Continuar el fortalecimiento del Sistema Nacional de Promoción y Protec-
ción de los Derechos de niños, niñas y adolescentes, en especial las Codeni, 
para garantizar la prevención, detección y atención a los casos de violencia 
hacia niños y niñas.

Elaborar una base de datos de registro de perpetradores de violencia sexual 
hacia niñas, niños y adolescentes.

Mejorar los mecanismos de denuncia a nivel nacional, por ejemplo, ante la 
Defensoría del  Pueblo, así como los de nivel internacional, con la rati%ca-
ción por el Parlamento del Tercer Protocolo Facultativo a la CDN, relativo 
a comunicaciones.



Aumentar los esfuerzos por la desinstitucionalización de niños y niñas inter-
nados en instituciones y el cumplimiento de plazos lo más breves posibles 
para la de%nición de vida de los mismos.

Erradicar la desnutrición crónica y mejorar el per%l nutricional de niños, 
niñas y adolescentes y promover a lactancia materna.

Implementar servicios de salud integral, con médicos especializados para 
atender las diversas problemáticas que aparecen entre las/los adolescentes 
en situación de encierro; medicamentos su%cientes para realizar curaciones, 
antibióticos, analgésicos, antiparasitarios, antiin&amatorios, entre otros. In-
cluido, servicios especializados para personas LGBTI, indígenas y personas 
con discapacidad. 

Es urgente implementar programas especializados dirigidos a la atención y 
rehabilitación de adolescentes en situación de consumo y adicción a drogas 
y otros estupefacientes. Es necesario promover actividades lúdico-educati-
vas y contar con espacios de recreación y esparcimiento, las cuales colaboren 
y estimulen su desarrollo cognitivo y emocional.

Asumir las responsabilidades, como Estado paraguayo, por medio de sus 
autoridades electas y administrativas de los poderes Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial, sobre las situaciones de reclutamiento forzado y muertes de adoles-
centes por grupos armados no estatales en la zona Norte del país, tomando 
medidas urgentes para que estos hechos cesen y no se repitan, entre ellas: a) 
la tipi%cación penal del acto de reclutamiento por grupos no estatales como 
delito; b) el reconocimiento de los niños, niñas y adolescentes reclutados 
como víctimas, junto con sus familias; c) la creación de programas especia-
lizados para la prevención, la protección y el restablecimiento de derechos; 
y d) la ampliación de los planes, programas y proyectos que el Estado viene 
desarrollando tendientes a garantizar el ejercicio y goce efectivo de los dere-
chos de los niños, niñas y adolescentes.
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La población joven y adolescente paraguaya (de 15 a 29 años) representa actual-
mente el 29% de la población total (UNFPA, 2016). Sin embargo, los esfuerzos 
en materia de políticas públicas que contemplen sus especi%cidades y deman-
das reales continúan siendo insu%cientes. Mientras podrían constituirse en 
una oportunidad histórica para el país en materia de crecimiento económico y 
desarrollo social, las resistencias adultocéntricas están fuertemente institucio-
nalizadas e impiden el goce y ejercicio de sus derechos humanos básicos. A su 
vez, di%cultan la ocupación de espacios de participación vinculante por parte 
de las juventudes para la toma de decisiones sobre su propio futuro de forma 
más protagónica. 

En simultáneo a la realidad expuesta, durante este año el Gobierno incrementó 
la adquisición de los denominados “bonos soberanos”, es decir, un porcentaje 
mayor de deuda externa por un tiempo prolongado para el Paraguay, caracteri-
zados además por una distribución discrecional y poco efectiva de los mismos1. 
Todo ello afectará directamente a las próximas generaciones, que a la par de no 
contar con iniciativas estatales más serias que permitan su desarrollo integral, 
tendrán como legado un endeudamiento progresivo.
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A la par se dio una serie de movilizaciones estudiantiles tanto en el sector se-
cundario como en el universitario, dando continuidad a la exigencia de deman-
das ya instaladas en años anteriores. En el primer caso lograron la renuncia de 
la ministra de Educación, Marta Lafuente, por presuntos casos de malversa-
ción de fondos2 y siguen requiriendo que el presupuesto destinado a educación 
sea al menos el 7% del Producto Interno Bruto (PIB)3. Los y las estudiantes 
universitarios, por su parte, reclaman el cese de la corrupción por parte de 
las autoridades y la participación paritaria en las instancias de gobierno de la 
Universidad Nacional de Asunción (UNA) a partir de la reforma del estatuto4. 
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Otro aspecto está relacionado al incremento de las formas de violencia en las 
juventudes e implican la diversi%cación de las estrategias de afrontamiento a 
dicha problemática social.

Si bien el Paraguay creció económicamente, el bene%cio sigue restringido para 
un sector minúsculo de la población general, ya que la desigualdad social va en 
aumento y afecta a las grandes mayorías, en este caso especí%co al porcentaje 
importante de personas jóvenes que viven hoy en el país. Todo esto signi%ca-
ría repensar los ejes de aplicación de las políticas públicas actuales, tomar en 
cuenta las demandas juveniles para su elaboración, contemplar su diversidad y 
destinar recursos de manera más e%ciente para el impulso de acciones concre-
tas que mejoren sustancialmente las condiciones juveniles.

La Constitución Nacional del Paraguay (1992) establece la obligatoriedad del 
Estado en promover condiciones de activa participación de la juventud en los 
ámbitos político, social, económico y cultural del país (art. 56). A su vez, ga-
rantiza la protección y respeto de la dignidad humana, sin discriminaciones5.

Asimismo, se han %rmado y rati%cado instrumentos internacionales que pro-
mueven el cumplimiento de los Derechos Humanos (DDHH)6, así como la 
vigencia de resoluciones, recomendaciones y declaraciones de organismos 
competentes (SNJ, 2010 y Cepal, 2013) que respaldan la obligación del Estado 
paraguayo en impulsar medidas de reconocimiento y protección de los DDHH 
de las personas jóvenes para el desarrollo pleno como sujetos de derechos en 
todos los ámbitos.

;$8(8&"%8)")20"(%$#+8

A nivel institucional se han dado pasos a partir del rango ministerial que ad-
quiere la Secretaría Nacional de la Juventud, con dependencia de la Presidencia 
de la República. Esto le permite no restringir su ámbito de incidencia al plano 
educativo como en años anteriores, contar con más recursos y, a su vez, profun-



dizar acuerdos intersectoriales con otros ministerios7. Si bien se encaminaron 
algunos planes y programas especí%cos como el Plan Nacional de Juventud, 
la Política Nacional de Empleo Juvenil, la Ley de Inserción al Empleo Juvenil 
(UNFPA, 2016), por citar los más resaltantes, los esfuerzos aún siguen sien-
do insu%cientes, teniendo en cuenta que se podrían impulsar iniciativas más 
sustanciales en cuanto a normativas y políticas públicas integrales,  ajustadas 
al componente multidimensional que caracteriza a las juventudes paraguayas, 
pensadas para el presente y el futuro, desde una perspectiva de género y dere-
chos humanos, hacia la promoción de personas jóvenes con mayor bienestar, 
emancipación progresiva y mejores condiciones de vida para la independencia 
y autonomía.

Actualmente, las personas jóvenes en Paraguay atraviesan una serie de violacio-
nes de derechos humanos por razones de edad, que se van acentuando cuan-
do se adicionan otras formas de discriminación como la clase social, el sexo, 
género, la orientación sexual, ideología, entre otras, que requieren de mayor 
protección y garantías por parte del Estado.

Es oportuno colocar nuevamente la necesidad de la rati%cación de una Con-
vención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes (OIJ, 2005)8, que sería un 
punto de partida importante para el reconocimiento de las especi%cidades y 
los aspectos multidimensionales que caracterizan a las juventudes paraguayas, 
además de fortalecer una ciudadanía más protagónica. 

Por otra parte, se dio el ingreso del ministro de la Juventud, Marcelo Soto, como 
miembro del Comité ejecutivo del Organismo Internacional de la Juventud 
para Iberoamérica (OIJ)9. En ese sentido, la presencia de Paraguay en instan-
cias regionales refuerza la necesidad de dar cumplimiento a acuerdos como el 
Pacto Iberoamericano de Juventud (Secretaría General Iberoamericana, 2016) 
y, de esa manera, avanzar en políticas, programas, proyectos e iniciativas que 
puedan brindar mayor protección y garantías en materia de derechos humanos 
de las juventudes.



Durante el año se registraron una serie de episodios de violencia, especialmen-
te asaltos en la vía pública que involucraron a personas jóvenes, ya sea como 
víctimas o victimarios10. 

Uno de los casos más socializados por los medios de prensa y redes sociales fue 
el asalto perpetrado por dos jóvenes, denominados motochorros11, a otro de 20 
años, a cuadras de llegar a su casa en la ciudad de Villa Elisa. El momento fue 
captado por una cámara de seguridad de la zona12. Los primeros se encuentran 
en la cárcel y el segundo, en recuperación.

Actualmente, está en debate un Plan de Seguridad Ciudadana presentado en la 
Cámara de Diputados, producto de una iniciativa interinstitucional que invo-
lucró a la Policía Nacional, el Ministerio del Interior y la Corte Suprema de Jus-
ticia. Tiene como objetivo adoptar diferentes medidas contra los denominados 
motochorros y entre los puntos más resaltantes vuelve a instalarse la necesidad 
de aumentar las sanciones para los delincuentes reincidentes13. 

Es importante mencionar que mientras no se resuelvan problemas más estruc-
turales asociados a la violencia, como la creciente desigualdad en el país, cual-
quier iniciativa de seguridad será insu%ciente, sobre todo teniendo en cuenta 
que las brechas en materia de condiciones entre las distintas juventudes son 
sumamente alarmantes y asimétricas. El caso reseñado anteriormente involu-
cró a personas jóvenes pertenecientes a diferentes estratos sociales y evidencia 
que prácticamente viven confrontados a diario. Unos van internalizando la vio-
lencia como una forma de sobrevivencia, otros temen ser asaltados, incluso en 
plena luz del día por su propios pares. Sin embargo, la integridad de ambos se 
encuentra al mismo tiempo amenazada. 

Por consiguiente, la re&exión central para cualquier política de seguridad no de-
bería reducirse a juicios de valor. No se trata de jóvenes buenos y malos, sino más 
bien de comprender una realidad juvenil que se torna cada vez más compleja, 
que implica el reconocimiento de relaciones desiguales en el acceso a derechos.



Es preciso resaltar, además, que experiencias a nivel regional mostraron que 
las políticas de seguridad ciudadana que incorporaron la conocida “mano dura” 
del Estado no resolvieron los graves problemas, sino más bien fortalecieron el 
estigma social adjudicado a ciertos grupos juveniles, por lo general pertene-
cientes al estrato más pobre, y a su vez acrecentaron los actos de violencia desde 
y hacia los jóvenes (PNUD, 2013). 
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En Paraguay se están incrementando los casos de muerte de mujeres, en espe-
cial en manos de sus parejas o exparejas. Así también, el número de denuncias 
registradas por diferentes tipos de violencias. Ambas situaciones involucran a 
jóvenes e incluso niñas14. Uno de los hechos se dio en Pedro Juan Caballero y 
fue el asesinato en plena vía pública de una adolescente de 17 años, presumible-
mente por parte de su expareja de tan solo 19 años15. 

Desde la Cámara de Diputados se impulsó una Red de activistas de organi-
zaciones de la sociedad civil, respaldadas a su vez por el Parlamento y el Mi-
nisterio de la Mujer, cuyo objetivo es la promulgación de la ley de protección 
integral contra toda forma violencia, aprobada en general y en espera de apro-
bación %nal16.

Así como se están gestando iniciativas legislativas, existe una presencia fuerte 
de organizaciones, colectivos, personas independientes, mujeres en general, en 
especial jóvenes, que se mani%estan enérgicamente contra los feminicidios y 
violencias de género, productos de una sociedad que sigue caracterizada por 
una cultura machista imperante. Esto se ha realizado a través de acciones públi-
cas, como la reciente movilización autoconvocada denominada Paro Nacional, 
bajo la consigna regional #NiUnaMenos y #VivasNosQueremos17.

La violencia, en todas sus formas, constituye una problemática social que conti-
núa naturalizada en nuestra sociedad, que sigue restringida al espacio privado 
y a diario cobra vidas de mujeres jóvenes por el simple hecho de serlo. Las me-
didas por parte del Estado aún se tornan incipientes, teniendo en cuenta que 
toda política o normativa debe estar apoyada por transformaciones de fondo, 
en especial en el ámbito educativo y en todo lo referente al acceso a la justicia.



Está en marcha una campaña denominada “Asunción segura para las mujeres”, 
iniciativa de la Municipalidad de Asunción. Esta tiene como propósito contri-
buir a erradicar todas las formas de violencia hacia las mujeres, teniendo pre-
sente que el acoso callejero se constituye en un tipo de violencia en el espacio 
público, afecta doblemente a mujeres jóvenes y se traduce en agresiones verba-
les, incluso físicas y sexuales, la persecución y el hostigamiento. De acuerdo a lo 
manifestado por la directora de Políticas de Género, Shady Ruiz, más adelante 
se podría encaminar en dicho municipio una ordenanza especí%ca que impli-
que medidas y sanciones para hechos de este tipo ocurridos en Asunción18.  

Si bien es una acción de alcance municipal, podría servir de precedente para 
otros municipios, además de iniciativas a nivel nacional, para prevenir y san-
cionar estas prácticas, teniendo en cuenta que son situaciones cotidianas vivi-
das por las mujeres.
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De acuerdo al Informe Paraguay Joven, elaborado por el Fondo de Población de 
las Naciones Unidas (UNFPA), el 55,6% de personas adolescentes y jóvenes de 15 
a 19 años que están en edad de estudiar en la secundaria o en la universidad están 
fuera del sistema educativo. Este porcentaje equivale a un millón de jóvenes19. 

Ante esta y otras realidades los protagonistas centrales en exigir respuestas más 
e%cientes y comprometidas por parte del Estado fueron los estudiantes secun-
darios y universitarios.

Estudiantes de secundaria en un primer momento lograron la renuncia de la 
ministra de Educación, Marta Lafuente20, cuestionada con puntos claros como 
el manejo irregular de fondos públicos al interior de la institución, permanente 
hostigamiento a las organizaciones estudiantiles, decisiones unilaterales sobre 
las políticas educativas, diálogos incipientes con sectores de la comunidad edu-
cativa, falta de interés en la inversión pública para educación, precariedad de 
las escuelas y colegios, por citar algunos21.



Para ello, de forma preliminar, estudiantes del Colegio República Argentina de 
Asunción realizaron una toma inde%nida22 y otros colegios del país se fueron 
sumando a la medida hasta lograr el propósito23. En su reemplazo fue designa-
do como nuevo ministro Enrique Riera Escudero24.

El ministro actual, al poco tiempo de asumir en el cargo, también reconoció 
públicamente la mala utilización de recursos públicos con la %rma de adjudica-
ciones de obras de infraestructura escolar pese a las irregularidades existentes. 
El hecho fue denunciado por estudiantes organizados25, lo cual muestra que 
esta práctica al interior de la institución continúa.

Las expresiones públicas de altos funcionarios de la cartera de Estado sobre 
las movilizaciones denotaron el alto grado de adultocentrismo persistente en 
actos y discursos de funcionarios del Estado, evidenciando además una mirada 
retrógrada con relación a la participación protagónica de adolescentes. Esto re-
viste mayor gravedad aún si consideramos que tienen lugar en plena era demo-
crática. Veamos dos declaraciones que resultan paradigmáticas de esta visión. 

“Los jóvenes no van a decidir lo que nosotros vamos a hacer, para eso están las 
autoridades competentes que son electas por el pueblo. No hay que confundir 
participación con gobierno…”. (Viceministra de Educación María del Carmen 
Giménez)26.

“Si alguno falta es su responsabilidad y de sus padres, y tendrán ausente, y si 
tienen un examen llevarán un gigantesco cero” (ministro Enrique Riera)27. 

El hecho no es algo menor porque se trata de autoridades del Ministerio de 
Educación en ejercicio, que deberían estar velando por los derechos de las per-
sonas adolescentes y jóvenes y no generando amedrentamientos innecesarios. 
De esta manera solo mani%estan arbitrariedad y no reconocimiento de las de-
mandas estudiantiles, quienes %nalmente son los que a diario deben asumir las 
consecuencias de la mala gestión de los y las representantes de turno. Esto que-
dó patente una vez más con el gesto provocador de Riera hacia a los estudiantes 



cuando se registraron algunos incidentes y el secretario de Estado desa%ó a los 
estudiantes a que le arrojen más botellas. Posteriormente ofreció disculpas por 
su actuar autoritario con los estudiantes28.

A pesar de las amenazas recibidas, miles de personas jóvenes y adolescentes de 
Asunción y el interior del país se plegaron a la Marcha estudiantil, exigiendo el 
aumento progresivo del presupuesto hasta llegar al menos a una inversión del 
7% del PIB en educación. Sin embargo, al igual que años anteriores, muchos 
colegios atravesaron situaciones especí%cas de amedrentamiento, en especial 
por parte de directores o directoras, como el cierre de portones, el adelanto 
de exámenes previstos, incluso prohibiciones explícitas de participación. Los 
casos que tomaron estado público correspondieron al Colegio Juan Manuel 
Frutos, de Mariano Roque Alonso, en la Escuela Nacional de Comercio Nº 1 y 
el Colegio Dante Alighieri, respectivamente29.

Estudiantes universitarios retomaron las protestas ante los incesantes incum-
plimientos de las autoridades con vistas a avanzar en la democratización real 
de la Universidad Nacional. Algunas de las medidas fueron el paro progresivo 
en diferentes facultades, además de la toma del Rectorado30.

Una de las máximas demandas consiste en garantizar la participación paritaria 
en la conformación de los consejos directivos de cada una de las facultades a 
%n de que ningún órgano cuente con mayoría propia31, de acuerdo a un docu-
mento elaborado y debatido por los estudiantes durante ocho meses luego de la 
denominada “Primavera estudiantil” del año 2015.

Uno de los hechos más llamativos fue la orden de captura dictada por parte de 
la %scala Viviana Orrego contra cuatro estudiantes universitarios: Paola Pusi-
neri, Amalia Ríos, Fernando Krug y Raúl Segovia. Se trata de los principales 
dirigentes estudiantiles de las movilizaciones, quienes fueron señalados por la 
agente %scal como supuestos responsables directos de la retención de asam-



bleístas del Consejo Universitario en el predio de la UNA32. Los mismos se 
presentaron voluntariamente ante el Ministerio Público33. 

Con el correr de los días continuaron las protestas y así también los amedren-
tamientos y actos violentos hacia los estudiantes en movilización. Uno de los 
casos fue la denuncia de agresiones con manoplas y cadenas de parte de cuatro 
guardias privados, quienes estaban encargados de custodiar a los asambleístas 
del Consejo Universitario34, y el otro la amenaza con arma de fuego por parte 
del asesor jurídico, Raúl Astigarraga35. Ambos hechos se desarrollaron en ma-
nifestaciones realizadas por las y los estudiantes frente al edi%cio del Rectorado 
de la UNA.

Los hechos relatados muestran los mecanismos de silenciamiento desplegados 
por parte de funcionarios/as del Estado para conservar posiciones de privilegio 
ante las demandas de democratización de la sociedad. La asimetría de los re-
cursos de poder, incluyendo el uso distorsionado de los instrumentos punitivos, 
es la fuerza que media en esta puja de perspectivas divergentes con relación al 
modelo educativo e institucional vigente. 

Sin embargo, las medidas para resolver los con&ictos deberían traducirse en 
proporcionar respuestas urgentes a las demandas estudiantiles y, por ende, im-
pulsar avances más comprometidos con la transformación de la realidad edu-
cativa paraguaya.

Por otra parte, somos un país que fue creciendo económicamente en los últi-
mos años, con una escasa inversión y redistribución de los recursos orientados 
a las grandes mayorías sociales que incluye a las juventudes, en especial, en 
temas relacionados a la salud y educación.

A su vez, las personas jóvenes constituyen el bono demográ%co actual como 
potencial herramienta de desarrollo, sin embargo, no son sujetos de políticas 
sustanciales y sus rostros continúan fuertemente re&ejados en la desigualdad 
social existente. 



Asimismo, es importante ampliar el alcance y diseño de políticas públicas que 
contemplen a todas las juventudes en su diversidad, teniendo en cuenta que 
por lo general, las iniciativas que incluyen ciertas perspectivas de juventudes, 
están pensadas y orientadas a un modelo homogéneo de joven, que implica 
ser varón, a veces mujer, heterosexual, de clase alta o media, es decir, todavía 
existen patrones económicos, culturales y sociales que resultan condicionantes 
para el acceso a derechos.

Incluir la perspectiva de género también es fundamental, ya que las problemá-
ticas tienen un impacto diferenciado no sólo entre varones y mujeres, sino ade-
más, en las personas jóvenes que cuentan a su vez con una orientación sexual o 
identidad de género diferente a la héteronormativa. 

Finalmente, señalar que las diferentes formas de violencia y discriminación 
persisten debido a prácticas y actitudes naturalizadas por parte de la sociedad, 
y a su vez, enraizadas en mecanismos institucionales que favorecen su norma-
lización. En ese sentido, es necesario encaminar respuestas más estructurales, 
que promuevan una cultura libre de violencia y discriminación en Paraguay en 
todos los ámbitos posibles. Todo ello, atendiendo los requerimientos de una 
realidad joven que se encuentra más expuesta a vivir las consecuencias de su 
preeminencia. 

Promover el reconocimiento de derechos de las personas jóvenes median-
te la rati%cación de la Convención Iberoamericana de los Derechos de los 
Jóvenes y el cumplimiento de los puntos establecidos en el reciente Pacto 
Iberoamericano de la Juventud.

Promulgar la ley de protección integral contra toda forma violencia, con los 
aportes desarrollados por organizaciones de la sociedad civil, atendiendo 
además las especi%cidades de las mujeres jóvenes.

Impulsar programas, políticas y planes integrales e intersectoriales para pú-
blicos diferenciados de la sociedad, que incorporen un abordaje de género 
y derechos humanos para la promoción de una vida libre de violencia, que 
tengan como prioridad a las personas jóvenes.

Fortalecer las instancias de acceso a la justicia e información ante casos es-
pecí%cos de violencia, en especial para mujeres jóvenes. 

Garantizar la integridad y protección de dirigentes estudiantiles en acciones 
de participación democrática.



Respetar y garantizar la libertad de expresión y organización de las juventu-
des sin distinción.

Impedir políticas de “mano dura” en temas relacionados a la seguridad te-
niendo presente los derechos humanos de las personas jóvenes, con especial 
atención a aquellos grupos con mayores condiciones de vulnerabilidad y va-
cíos sustanciales en cuanto a protección social.

Incrementar la participación y protagonismo de las personas adolescentes y 
jóvenes en espacios de toma de decisión política de forma vinculante, como 
eje central del desarrollo social y democrático. 

Promover reformas educativas ajustadas a la realidad adolescente y juvenil 
y aumentar la inversión en el sector secundario y la participación paritaria 
en el universitario.

Aprobar la ley contra toda forma de discriminación.

Realizar estudios cientí%cos especí%cos sobre las juventudes paraguayas de 
forma sistemática que sirvan de sustento a futuras políticas públicas y nor-
mativas. 
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En los últimos años, gracias al esfuerzo de organizaciones de derechos huma-
nos y grupos feministas, se han logrado algunos avances en materia de dere-
chos, mientras el Estado paraguayo sigue virando la mirada cuando se requiere 
la protección de las niñas y adolescentes, una de las poblaciones más vulnera-
bles del país.

Entre los muchos &agelos que sufren las mujeres, uno de los más graves es la 
maternidad infantil forzada. Paraguay es uno de los tantos que no aprueba la 
interrupción voluntaria del embarazo, sancionando además con pena privativa 
de libertad a las mujeres que optan por este método, así como a los/as profesio-
nales que lo practican.

Así, las noticias muestran a menudo niñas que son obligadas a llevar a término 
embarazos no deseados que repercuten en sus proyectos de vida y violentan el 
goce pleno de sus derechos humanos –salud, educación, entre otros– así como 
el disfrute de su propia condición de niñas, es decir, de su infancia. 

El plexo jurídico paraguayo no ha sufrido grandes cambios en relación con 
los mencionados en el año anterior. Es importante recordar que la infancia 
está protegida en este a través de la legislación interna y numerosos convenios 
internacionales de derechos humanos.

En dicho ordenamiento normativo, la primera en destacar es la Constitución 
Nacional. Entre los muchos artículos referidos a la infancia, debe mencionarse 
especialmente el 54, que sostiene que “la familia, la sociedad y el Estado tienen 
la obligación de garantizar al niño su desarrollo armónico e integral, así como 
el ejercicio pleno de sus derechos, protegiéndolo contra el abandono, la desnu-
trición, la violencia, el abuso, el trá%co y la explotación (...) Los derechos del 
niño, en caso de con&icto, tienen carácter prevaleciente.” 

Por su parte, la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño y de la 
Niña, rati%cada por el Estado paraguayo por virtud de la Ley N° 57/90, esta-
blece que “en todas las medidas concernientes a los niños que tomen las insti-
tuciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 
administrativas o los órganos legislativos una consideración primordial a que 
se atenderá será el interés superior del niño”.

En concordancia con la norma transcripta, el Código de la Niñez y la Adoles-
cencia (Ley N° 1680/2001), consagra el principio de interés superior del niño en 
el artículo 3°, el cual dispone: “Toda medida que se adopte respecto al niño o 



adolescente, estará fundada en su interés superior. Este principio estará dirigi-
do a asegurar el desarrollo integral del niño o adolescente, así como el ejercicio 
y disfrute pleno de sus derechos y garantías (...) Se atenderá además la opinión 
del mismo, el equilibrio entre sus derechos y deberes, así como su condición de 
persona en desarrollo”.

Existen otras normas que consagran los derechos de niños, niñas y adolescentes, 
completando así un marco mínimo de protección que requiere esta población, 
tanto por su condición de personas, así como por su propia vulnerabilidad. 

El fenómeno de interés del presente artículo es el embarazo infantil forzado. En 
tal sentido, “un embarazo infantil forzado (EIF) se produce cuando una niña 
(…) queda embarazada sin haberlo buscado o deseado y se le niega, di%culta, 
demora u obstaculiza la interrupción del embarazo” (Cladem, 2016:16), inde-
pendientemente de las causas por las que se haya producido. 

En relación con esto, conviene hacer referencia primeramente a quiénes son 
considerados niños y niñas según el marco jurídico normativo paraguayo, a %n 
de de%nir cuándo se está frente a un embarazo infantil. Así, en primer término 
se hará alusión a la Constitución Nacional, que omite hacer referencia al rango 
de edad en el cual las personas son consideradas niños o niñas. Sin embargo, 
por virtud del artículo 4, este cuerpo normativo protege la vida desde la con-
cepción. 

Por su parte, la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño y de la 
Niña y el Código de la Niñez y la Adolescencia considera que son niños y niñas 
todas aquellas personas que no hayan alcanzado los 18 años de edad. La Ley N° 
2169/2003 considera que la niñez se inicia desde la concepción y hasta los 13 
años, mientras que la adolescencia va de los 14 a los 17 años. Así las cosas, por la 
normativa nacional la infancia llega hasta antes de los 14 años de edad. Es decir, 
existe un embarazo infantil cuando la niña no ha alcanzado los 14 años de edad.

Dicho esto, conviene apuntar cuándo dicho embarazo es forzado. En tal sen-
tido, el Código Penal resulta claro al establecer –en el artículo 135–  que existe 
abuso sexual en niños cuando una persona “…realiza actos sexuales con un 
niño o lo indujera a realizarlos en sí mismo o a terceros”. Dicha norma, además, 
establece que “se entenderá por niño (…) a la persona menor de catorce años”.

Así las cosas, cualquier relación sexual con una niña menor de 14 años es con-
siderada abuso sexual y, por tanto, es castigado penalmente. Esto se traduce en 
que cualquier niña que haya resultado embarazada antes de alcanzar la edad 
mencionada es considerada víctima de abuso sexual.



Sin embargo, a pesar de que se considera que ha existido coacción o abuso 
sexual, la normativa paraguaya le impide u obstaculiza el derecho de terminar 
voluntariamente con dicho embarazo. En efecto, el Código Penal establece en 
su artículo 105, inciso 3 numeral 1, que comete homicidio doloso toda mujer 
adulta o adolescente que matara a su hijo durante o inmediatamente después 
del parto. Es decir, que si una adulta decide poner término a su embarazo es pa-
sible de ser sancionada con una pena privativa de libertad de hasta cinco años.

En atención a esto, la niña que ha resultado embarazada a causa de un abu-
so sexual es obligada a llevar a término su embarazo a pesar de no desearlo.  
Considerando que una niña es inimputable y que la responsabilidad penal se 
adquiere a partir de los 14 años de edad, siempre y cuando el o la adolescente 
tenga la madurez sicosocial sus%ciente para entender la antijuridicidad del he-
cho, lo cual debe ser comprobado a través de una evaluación sicosocial de pro-
fesionales competentes, según manda el Código de la Niñez y la Adolescencia.

Ahora, más allá de violentar el derecho de terminar con un embarazo no de-
seado, se cometen otros tres tipos de violaciones de derechos humanos de las 
niñas: “1) imponiéndole una relación sexual no deseada que violó su libertad 
sexual; 2) al obligarle a llevar a término un embarazo que no buscó; y 3) al obli-
garla a ser madre contra su voluntad” (Cladem, 2016:16).

A más de estos, resulta claro que se violan además sus derechos a la integridad 
física y psicológica,  a la salud  y a la educación. Respecto del primero, deviene 
cristalino que una niña de menos de 14 años no está ni física ni emocionalmen-
te preparada para la maternidad. Así, una niña embarazada que es obligada 
a llevar a término un embarazo no deseado pone en riesgo su salud física y 
mental. El derecho a la educación también se halla en riesgo dado que, por lo 
general, las niñas embarazadas desertan de la educación durante la gestación y 
les resulta sumamente difícil volver a insertarse en el sistema educativo, a pesar 
de que en 2010 se aprobó la Ley N° 4.084 de Protección a estudiantes en estado 
de gravidez y maternidad. No obstante, son víctimas de prejuicios, estereotipos 
y discriminación.  

Finalmente, conviene recordar que “…obligar a una niña que no ha terminado 
de crecer a llevar a término un embarazo, ser madre y criar a un bebé debe ser 
considerado tortura o trato cruel, inhumano y degradante, según los casos, en 
los términos de la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes y del Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y 
Políticos” (Cladem, 2016:21). 
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En el año 2015 se hizo notorio el caso de una niña que sufrió abuso sexual des-
de los 9 años por parte de su padrastro. Fruto de esta situación, la niña quedó 



embarazada a los 10 años y fue obligada a llevar a término el embarazo, incluso 
en condiciones de riesgo para su salud física y mental. Como agravante, fue se-
parada de su madre, quien fue detenida por supuesta complicidad en el abuso 
sexual, vulnerando además el derecho de la niña a vivir con su familia. 

Ahora bien, más allá de lo emblemático de este caso y del seguimiento perma-
nente que le dio la prensa, esta situación no constituye un hecho aislado. En 
efecto, en el año 20151 se registraron un total de 672 niños/as nacidos vivos de 
madres entre 10 y 14 años de edad. Es decir, más de 600 niñas fueron madres 
en el año mencionado. 

Fuente: Elaboración propia con datos del Subsistema de Información de Estadísticas Vitales (SSIEV), Di-
rección de Estadísticas en Salud (DES), Dirección de Información Estratégica en Salud (DIGIES). MSPBS

Esa cifra, si bien constituye solamente el 0.57% de los niños/as nacidos vivos 
durante el 2015, resulta alarmante por varios motivos. En primer término, y te-
niendo en cuenta lo mencionado en el apartado anterior, los 672 niños y niñas 
nacidos de madres cuya edad oscilaba entre los 10 y 14 años, por disposición 
del Código Penal, son fruto de situaciones de abuso. Eso signi%ca que, por lo 
menos, 600 niñas se han convertido en madres en abierta violación a dispo-
siciones penales y de derechos humanos. Asimismo, esta situación constituye 
una vulneración de los derechos a disfrutar durante su infancia.

Por otro lado, la cifra resulta preocupante dado que muchos de los casos de 
embarazos infantiles no llegan a término, es decir, se recurren a medios de 
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interrupción voluntaria del embarazo en situaciones de clandestinidad a %n de 
evitar las consecuencias penales que puedan devenir. 

En tercer lugar, es indudable que otros tantos casos no son registrados y, aun-
que llegan a término, los niños y niñas nacidos en estas condiciones son fre-
cuentemente entregados a otras personas, o bien pasan a ser miembros de la 
familia como un hijo/a más, ocultando la maternidad de la niña. Es decir, no 
se conoce con certeza el número de niñas que han sido sujetas del embarazo 
infantil forzado.

No obstante, aunque la cifra mencionada, por lo menos porcentualmente, 
puede ser considerada baja, resulta imperativo que el Estado paraguayo tome 
medidas adecuadas para eliminar esta problemática. En efecto, hoy en día, el 
embarazo infantil forzado es considerado como una problemática social.

Así las cosas, como se dijo, es urgente que el Estado implemente programas de 
diversos tipos. Por un lado, una de las primeras acciones que debería tomar es 
la implementación de un programa de educación sexual integral como parte 
de los programas de estudio. Dicho programa es fundamental para que niños 
y niñas puedan acceder a toda la información disponible que existe y puedan 
empoderarse para denunciar situaciones de abuso y las y los docentes puedan 
identi%car estudiantes en condiciones de abuso.

Por otro lado, es imperativo que el Estado paraguayo modi%que la legislación 
a %n de que las niñas víctimas de embarazo infantil forzado sean asistidas y 
puedan tomar la decisión que estimen pertinente. Es decir, a que se respete, en 
su caso, el derecho de no ser madres permitiéndoles acceder a métodos de in-
terrupción voluntaria del embarazo. Asimismo, esta legislación debe amparar 
el derecho de privacidad de las niñas a %n de que las mismas no sean víctimas 
de la estigmatización constante que sufren las víctimas ante este tipo de casos. 

La normativa que habilite la interrupción voluntaria del embarazo permitirá 
que estas prácticas se hagan en lugares apropiados y por profesionales. Así, se 
evitará que las niñas se realicen estas prácticas en situaciones de clandestinidad 
y, en muchos casos, por personas que carecen de la formación necesaria para 
atender y cuidar la salud en aquellas situaciones donde se presenten complica-
ciones.

Finalmente, es fundamental que el Estado tome estas decisiones como una me-
dida de salud pública de manera imparcial, garantizando la vigencia del Estado 
laico (art. 24 de la Constitución Nacional), evitando la in&uencia de grupos 
fundamentalistas que pretenden desconocer la problemática social que el em-
barazo infantil forzado signi%ca. 



El embarazo infantil forzado es, hoy en día, una problemática social del Para-
guay. En tal sentido, es urgente que el Estado Paraguayo tome todas las medidas 
pertinentes para evitarlo. Hasta tanto no lo haga, no se puede hablar de un 
verdadero Estado social de derecho.

En relación con esto, lo primero que se debe hacer es desarrollar un programa 
educativo que permita que niños y niñas sean empoderados y puedan identi%-
car y denunciar situaciones de abuso. Dicho programa, además, debe educarlos 
en sus derechos sexuales y reproductivos. Asimismo, se debe depurar dicha 
educación de injerencias religiosas a %n de que cada uno de los niños,  niñas 
y adolescentes puedan tomar sus propias decisiones de conformidad con la 
información recibida, la cual debe ser lo más amplia e imparcial posible. 

En segundo lugar, es vital que ante situaciones de abusos concretadas, el Es-
tado tome todas las medidas para proteger a los niños,  niñas  y adolescentes 
víctimas de los mismos. Es decir, debe proteger su salud física y emocional, 
garantizar la privacidad de las víctimas y obligar a los operadores y operadoras 
de justicia a realizar todas las acciones necesarias para sancionar a los respon-
sables. Asimismo, debe capacitar tanto a estos operadores como al personal de 
salud a %n de que eviten hechos que puedan constituir la revictimización de los 
niños y niñas víctimas de abusos.

Finalmente, y en caso de que el abuso haya resultado en embarazo, se debe 
dar la opción de interrumpir voluntariamente la gestación, teniendo en cuenta 
que la misma pone en riesgo la salud de las niñas, tanto en sentido físico como 
mental.

Hasta tanto no se tomen estas medidas, el Estado paraguayo sigue siendo pa-
sible de sanciones de carácter internacional por vulnerar los derechos básicos 
de los niños, niñas y adolescentes al privarles de la formación necesaria para 
decidir sobre sus propios cuerpos y al no proteger sus derechos y, en particular, 
en el caso de las niñas, al obligarles a ser madres y privarles del disfrute pleno 
de los derechos de la infancia.

Mientras se siga haciendo la vista gorda ante esta problemática, seguiremos 
teniendo niñas que deberán dejar de jugar a la ronda para jugar a ser mamás 
aunque así no lo deseen.



Sancionar e implementar la ley contra toda forma de discriminación.

Aprobar una ley de despenalización de la interrupción voluntaria del em-
barazo.

Garantizar el mandato constitucional de Estado laico libre de injerencias 
religiosas.

Aprobar una política de educación integral de la sexualidad en el sistema de 
educación formal para prevenir riesgos de embarazos no deseados y abuso 
sexual.

Implementar campañas en contra de la maternidad infantil forzada.

Realizar campañas en contra del abuso sexual de mujeres, jóvenes y niñas.

Documentar el patrón de persecución y criminalización de mujeres, jóvenes 
y niñas víctimas de violencia, abuso sexual, acoso laboral y violación.

Garantizar la independencia del sistema de justicia para no criminalizar a 
las mujeres por ninguna causa.

Garantizar que las mujeres y niñas no sean objeto de criminalización y/o 
institucionalización por inhabilidad e ine%ciencia de operadoras y operado-
res de la salud pública.

Llevar registro sobre los casos de niñas y adolescentes abusadas y embaraza-
das que permitan magni%car el problema y generar las atenciones públicas 
más adecuadas.

Establecer registros públicos e%caces y e%cientes que visibilicen las muertes 
de mujeres.
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En los últimos años se viene señalando que la población de Paraguay ha ini-
ciado un proceso de envejecimiento, entendido como el aumento de la propor-
ción de personas adultas mayores en la población total. Junto con ello, se han 
incrementado las implicancias en ámbitos sociales y económicos, como la falta 
de seguridad del ingreso y la exigencia de una red de servicios en salud, cui-
dado y apoyo. Por su parte, es sabido que la realidad a nivel nacional esconde 
desigualdades que se evidencian al analizar al interior de estratos económicos, 
sexo, áreas o departamentos de residencia, entre otros. 

En este sentido, el presente artículo busca poner de mani%esto los esfuerzos 
que en materia de políticas públicas deben realizarse para cerrar las brechas de 
desigualdad al interior del país, entendiendo al territorio como un escenario 
de las actividades cotidianas de la población y como ámbito para las políticas 
públicas, con miras a los derechos de las personas adultas mayores. Asimismo, 
dada la insu%ciencia o carencia de estos esfuerzos en políticas públicas en la 
mayoría de los ámbitos requeridos, se pone de mani%esto un vacío constante y 
recurrente en los últimos años, como se ha señalado en los informes preceden-
tes (Sera%ni y Zavattiero, 2014, 2015). 

En el presente año 2016 solo es posible recalcar y dimensionar territorialmente 
el proceso de envejecimiento señalado en contraposición a la fallida prestación 
de servicios que contemplan los derechos de la población adulta mayor, lo cual 
resulta en un agravamiento progresivo de su situación. 

Un desafío importante que el Estado debía haber encarado en los últimos años 
es la implementación de una política universal e integral dirigida a garantizar 
los derechos de las personas adultas mayores, en particular una política de pro-
tección social que incluya una política de cuidado. 

Para el análisis de la situación demográ%ca y socioeconómica territorial se uti-
liza la última Encuesta Permanente de Hogares (EPH, 2015) que abarca una 
muestra representativa de todos los departamentos, posibilitando realizar una 
evaluación de las políticas públicas y propuestas de abordaje con desagregación 
territorial. Los niveles de pobreza y desigualdad se abordan a partir de dos in-
dicadores básicos: porcentaje de población en situación de pobreza con respec-
to al total de población –medida por ingresos–1 y el índice de Gini. Por su parte, 
la población adulta mayor es aquella conformada por el grupo de personas de 
60 años y más de edad.



Antes de realizar el análisis demográ%co y territorial, conviene hacer un repaso 
de las normas que establecen los derechos de la población adulta mayor, que si 
bien no son muchas ni extensas, por los principios de universalidad, interde-
pendencia, indivisibilidad y de progresividad de los derechos humanos, a los 
cuales el Estado paraguayo se adhiere2, generan obligaciones ineludibles para 
el mismo respecto a la población adulta mayor.  

En la Constitución de la República del Paraguay el art. 6, en su primera parte, 
establece que “la calidad de vida será promovida por el Estado mediante pla-
nes y políticas que reconozcan factores condicionantes, tales como la extrema 
pobreza y los impedimentos de la discapacidad o de la edad”, el cual es concor-
dante con el art. 57 que expresamente se re%ere a la población adulta mayor: 

“Toda persona en la tercera edad tiene derecho a una protección integral. La 
familia, la sociedad y los poderes públicos promoverán su bienestar mediante 
servicios sociales que se ocupen de sus necesidades de alimentación, salud, vi-
vienda, cultura y ocio”. 

En el art. 95 se reconoce el derecho de un sistema obligatorio e integral de segu-
ridad social para el trabajador dependiente y su familia que deberá promoverse 
a todos los sectores de la población. Dicho sistema es regido y brindado por el 
Instituto de Previsión Social (IPS), el cual cuenta con un extenso marco legal3. 
Sin embargo, como se ha remarcado con anterioridad (Sera%ni y Zavattiero, 
2015), el acceso a la seguridad contributiva es limitado, carece de un enfoque 
integral y de largo plazo, y no cubre, a pesar de una paulatina incorporación, 
a todos los colectivos laborales, dejando por ejemplo afuera a una amplia pro-
porción de personas adultas mayores que trabajan por cuenta propia, lo que se 
ilustra más acabadamente a nivel territorial más abajo. 

La Ley Nº 3789/2009 “Que establece el derecho a la pensión alimentaria de 
personas adultas mayores en situación de pobreza” es insu%ciente en cuanto al 
monto asignado –25% del salario mínimo–, al número de personas que asiste 

–154.390 personas a agosto del 20164– y su desvinculación efectiva a un sistema 
de protección social (Ídem). 



En el plano de normas y recomendaciones internacionales, luego de una visita 
en el año 2011, la entonces Relatora sobre la Extrema Pobreza y los Derechos 
Humanos de la Naciones Unidas hizo, entre otras recomendaciones sobre per-
sonas adultas mayores al Estado paraguayo, un “llamado a que se expanda la 
cobertura de esta pensión alimentaria para cubrir el 100% de los adultos ma-
yores en pobreza sin discriminación alguna”5. Desde entonces, si bien se ha 
aumentado ostensiblemente la cantidad de las personas bene%ciadas como se 
mencionó más arriba, no se ha llegado a la meta indicada, ni tampoco se elevó 
el monto ni la vinculación complementaria de las pensiones con otros progra-
mas para el logro de una mejora integral de la calidad de vida de tales personas. 

Asimismo, el Estado paraguayo no avanzó en un reconocimiento y compromi-
so con los derechos de las personas adultas mayores al no %rmar la Convención 
Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas 
Mayores aprobada el año pasado. 
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El Paraguay está cambiando su estructura demográ%ca. Hasta hace poco pre-
sentaba una población joven, condición que abandona al transitar hacia el 
proceso de envejecimiento. Esta transformación impone nuevos desafíos a las 
políticas públicas, dado que el grupo de personas adultas mayores comienza a 
cobrar visibilidad y a demandar atención a sus necesidades. Lo mencionado ya 
se adelantaba en CEPAL/CELADE (2009) al referir que “en América Latina y 
el Caribe, en general, la población de edad avanzada crecerá vertiginosamente 
en el futuro, lo que supone contar con poco tiempo para adaptarse a las conse-
cuencias de este cambio en un contexto de menor desarrollo socioeconómico”.

Actualmente, las personas adultas mayores representan el 11,3% del volumen 
poblacional del país (6.926.100 habitantes). Esto es, 779.205 hombres y mujeres 
de 60 años y más. Más de la mitad de los departamentos y la capital presentan 
poblaciones más envejecidas que el promedio nacional (11,3%), siendo estos: 
Paraguarí, Asunción, Ñeembucú, Caazapá, Cordillera, Misiones, Caaguazú, 
Presidente Hayes y Amambay (Tabla 1, Anexo). No obstante, dada la desigual 
distribución de la población en el territorio nacional, más de la mitad de la po-
blación adulta mayor se concentra en dos departamentos y la capital: Central 
(35%), Caaguazú (7,9%) y Asunción (10,3%) y (Tabla 1, Anexo).
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La población adulta mayor, al igual que la población en general, comporta rea-
lidades contrapuestas entre el campo y la ciudad. Este es un aspecto no menor 
si se considera que actualmente el 39,5% de la población de 60 años y más resi-
de en zonas rurales debido a un lento proceso de urbanización que diferencia 
al Paraguay del resto de los países de la región6. Lo mencionado es relevante en 
sí mismo, pero además si se considera que los departamentos con mayor por-
centaje de población adulta mayor en el área rural presentan también niveles 
más elevados de pobreza que el promedio (15,9% personas adultas mayores en 
situación de pobreza) (Grá%co 1).

Fuente: procesamiento propio a partir de STP/DGEEC. Encuesta Permanente de Hogares, 2015.
1/ Quedan excluidos los empleados domésticos del hogar.
2/ Se excluyen los departamentos de Boquerón y Alto Paraguay.
3/ Presidente Hayes presenta insus!ciencia muestral para mostrar el resultado.

A nivel nacional el nivel de pobreza de la población adulta mayor se redujo casi 
a la mitad en la última década (2004-2015) pasando de 31% a 15,9%. A pesar de 
ello, los departamentos que en 2004 presentaban mayores niveles de población 
adulta mayor en situación de pobreza, son los que menor reducción han teni-
do en este periodo –Caazapá, San Pedro, Canindeyú, Caaguazú, Concepción, 
Paraguarí, Itapúa–, incluso dos de ellos (Caazapá y Caaguazú) presentan en la 
actualidad valores cercanos al porcentaje total de población adulta mayor en 
situación de pobreza de hace una década atrás (31%) (Grá%co 2).



De lo anterior se desprende que 9 departamentos presentan los mayores niveles 
de vulnerabilidad, puesto que tienen gran parte de su población adulta mayor 
en el área rural y además con elevados niveles de pobreza, estos son: Caagua-
zú, Caazapá, Canindeyú, Concepción, Cordillera, Itapúa, Misiones, Paraguarí 
y San Pedro.

Fuente: procesamiento propio a partir de STP/DGEEC. Encuesta Permanente de Hogares, 2014 y 2015.
* Insus!ciencia muestral para mostrar el resultado.
1/ Quedan excluidos los empleados domésticos del hogar.
2/ Se excluyen los departamentos de Boquerón y Alto Paraguay.
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Otro aspecto relevante es la relación existente entre los departamentos con po-
blación adulta mayor en situación de pobreza y la desigualdad de ingresos del 
departamento. En este sentido, se encuentran cinco departamentos del país 
con niveles de pobreza de la población adulta mayor por encima del promedio 
y que también son los que presentan altos niveles de desigualdad (Caazapá, San 
Pedro, Concepción, Canindeyú y Misiones). Por otro lado, solo dos departa-
mentos presentan conjuntamente niveles de pobreza y desigualdad por debajo 
del promedio (Amambay y Central) (Tabla 1, Anexo). 



Niveles 
Departamentos

Pobreza Desigualdad de ingresos 
(nivel nacional)

Alto Alto Caazapá, San Pedro, Concepción, 
Canindeyú, Misiones

Bajo Bajo Central, Amambay

Alto Bajo Cordillera, Itapúa, Guairá, 
Paraguarí, Caaguazú

Bajo Alto Ñeembucú, Pdte. Hayes, Alto 
Paraná, Asunción

En síntesis, de la interacción entre ruralidad, pobreza y desigualdad se iden-
ti%can 5 departamentos que presentan en simultaneo mayores niveles que los 
promedios nacionales en estos indicadores (Concepción, San Pedro, Caazapá, 
Misiones y Canindeyú), debiendo ser foco de atención de las políticas públicas 
sociales y económicas.

La inequitativa distribución de los ingresos entre la población explica en parte 
la persistencia de la pobreza (DGEEC, 2015a). En este sentido, es importante 
señalar que el 40% más pobre de la población adulta mayor recibe solo el 12,1% 
del ingreso total per cápita de este grupo, mientras que el 10% más rico acumu-
la el 39,1% de los ingresos totales per cápita7. 

El quintil más pobre (20% de la población adulta mayor de menores ingresos 
per cápita) tiene un ingreso mensual equivalente a G. 308.686, lo que signi%ca 
que se ubica por debajo de la línea de pobreza extrema estimada en G. 314.700 
a nivel nacional. En otras palabras su ingreso per cápita no alcanza para adqui-
rir una canasta básica de alimentos; mientras que el quintil más rico (20% de 
la población adulta mayor con mayores ingresos per cápita) tiene un ingreso 
mensual de G. 4.058.163, equivalente a 13 veces más que el quintil más pobre 
(Tabla 2, Anexo). La mencionada brecha es más notoria en los departamentos 
de Caazapá y Alto Paraná (Grá%co 3). 

No debe perderse de vista que el ingreso per cápita de las personas adultas 
mayores del quintil más pobre de los departamentos de San Pedro, Caazapá y 
Paraguarí está considerablemente por debajo de la línea de pobreza extrema 
(cubren con sus ingresos en promedio el 75% de la línea), siendo los dos prime-
ros ya mencionados anteriormente como los de mayor vulnerabilidad.



Fuente: procesamiento propio a partir de STP/DGEEC. Encuesta Permanente de Hogares, 2015.
* Insus!ciencia muestral para mostrar el resultado.
1/ Quedan excluidos los empleados domésticos del hogar.
2/ Se excluyen los departamentos de Boquerón, Alto Paraguay, Pdte. Hayes y Canindeyú por insus!ciencia 
muestral.
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Una de cada seis personas adultas mayores en la actualidad no sabe ni leer ni 
escribir (16,1%), mostrando una importante brecha respecto a determinados 
departamentos del país, en los cuales dicha cifra casi se duplica como en Ca-
aguazú (30,1%) y Amambay (27,8%) (Grá%co 4) (Tabla 3, Anexo). La tasa de 
analfabetismo promedio nacional es de 4,9%, lo cual da cuenta de que los pro-
medios nacionales esconden fuertes desigualdades al analizar la información 
por edad y departamento. 

Respecto a la condición de salud, se observa que casi la mitad de las personas 
adultas mayores se encontraban enfermas o accidentadas durante los últimos 
90 días anteriores a la encuesta (45%), lo que implica que habrían requerido la 
utilización de servicios médicos o al menos de medicamentos. Se esperaría que 
todas estas personas hayan asistido a alguna consulta médica. No obstante, los 



resultados muestran que esto fue así en el 85,6% de los casos. El 14,4% restante de 
este grupo ostenta un riesgo relativo al no ser atendido profesionalmente y más 
aún teniendo en cuenta que en edades adultas mayores una enfermedad puede 
devenir en otra más seria, o incluso en la muerte. Nuevamente, los departamen-
tos de Caaguazú y Amambay presentan las situaciones más críticas, con solo el 
76,9% y 77,1% de cobertura de atención médica (Grá%co 4) (Tabla 3, Anexo).

Considerando lo expuesto respecto a la proporción de personas adultas ma-
yores enfermas o accidentadas, es importante analizar si las mismas cuentan 
con alguna cobertura de seguro de salud que les permita acceder a servicios de 
atención médica cuando lo requieren. Las cifras indican que casi 4 de cada 10 
personas adultas mayores poseen seguro médico (39,3%), accediendo princi-
palmente por medio de la Seguridad Social (IPS) 31,5%, y en menor medida por 
medio de cualquier otro tipo de seguro (privado: individual, laboral, familiar o 
sanidad: militar o policial o seguro local) 7,8%. En tanto, 6 de cada 10 personas 
adultas mayores se hallan totalmente desprotegidos (60,7%). Los departamen-
tos más vulnerables en este ámbito lo constituyen San Pedro, Caaguazú e Itapúa 
cuyas cifras de personas adultas mayores con cobertura de IPS no alcanza al 
20% (Grá%co 4) (Tabla 3, Anexo).

Por su parte, el acceso a agua potable es un derecho humano fundamental 
como parte del derecho a la vida. Un abastecimiento de agua inadecuado con-
diciona la salud y el bienestar de las personas. En este sentido, las viviendas en 
las que residen adultos y adultas mayores se abastecen de agua principalmente 
por medio del Servicio Nacional de Saneamiento Ambiental (Senasa) o junta 
de saneamiento/Empresa de Servicios Sanitarios de Paraguay (Essap), 63%. El 
resto de las viviendas utiliza agua que proviene de redes comunitarias, presta-
dores privados o pozo. Las viviendas con personas adultas mayores que menor 
disponibilidad de agua potable poseen se ubican en los departamentos de Alto 
Paraná (18,9%), Amambay (29,8%), Caaguazú (36,7%) y Concepción (45,7%) 
(Grá%co 4) (Tabla 3, Anexo).

Del análisis presentado se destacan principalmente 5 departamentos en los 
cuales se debe intervenir con urgencia, puesto que muestran niveles muy por 
debajo del promedio nacional en los indicadores seleccionados. Estos son Ca-
aguazú con los cuatro indicadores con mal desempeño, seguido de Amambay 
con tres indicadores, Alto Paraná con dos indicadores y Concepción, San Pe-
dro e Itapúa con un indicador.



Fuente: procesamiento propio a partir de STP/DGEEC. Encuesta Permanente de Hogares, 2015.
1/ Se excluyen los departamentos de Boquerón y Alto Paraguay.

La población adulta mayor conforma un grupo etario en constante crecimiento, 
representando actualmente una décima parte de la población total. El envejeci-
miento trae consigo diversos desafíos en seguridad social, servicios de salud, ser-
vicios básicos, entre otros que garanticen su bienestar, a los que se adiciona reducir 
las importantes desigualdades presentes en determinados departamentos del país. 

De los ámbitos investigados –ruralidad, pobreza, desigualdad de ingresos e 
indicadores sociales– se identi%ca que el departamento de Concepción y San 
Pedro presentan serios problemas en todos estos ámbitos, seguido de Caazapá, 
Canindeyú y Misiones con mal rendimiento en aspectos económicos (pobreza 
y desigualdad) e Itapúa en pobreza e indicadores sociales. 

Por lo expuesto, el Estado deberá no solo diseñar, sino también implementar 
políticas considerando las desigualdades presentes en este grupo etario focali-
zadas en los departamentos señalados, que tienen los peores niveles de desem-
peño en los indicadores seleccionados para la población adulta mayor. 

La evidencia presentada muestra la falta de políticas especí%camente dirigidas a 
la garantía de los derechos de la población adulta mayor. Estas políticas no solo 
deben ser diseñadas e implementadas a la luz de las necesidades y derechos de las 
mismas, sino que además deben considerar la urgencia de reducir brechas entre 
el área rural y urbana y entre los diferentes departamentos del país. 
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Departa-
mento

Población 
AM 

% de AM 
respecto al 

total po-
blacional

Distribu-
ción 

relativa 
de AM

Porcentaje de 
AM por área

% de AM 
en situa-
ción de 
pobreza

Índice 
de Gini 
a nivel 

nacionalUrbana Rural

Asunción 80.540 15,7 10,3 100,0 0,0 * 0,4737

Concepción 18.741 9,9 2,4 44,6 55,4 26,6 0,5622

San Pedro 39.140 10,7 5,0 20,6 79,4 27,3 0,4772

Cordillera 41.149 14,1 5,3 37,8 62,2 19,7 0,4282

Guairá 21.923 11,0 2,8 39,9 60,1 16,4 0,4541

Caaguazú 61.307 12,6 7,9 29,1 70,9 28,6 0,4707

Caazapá 22.949 15,1 2,9 13,7 86,3 30,6 0,6266

Itapúa 55.588 9,9 7,1 26,7 73,3 17,8 0,4531

Misiones 16.323 13,4 2,1 45,3 54,7 20,0 0,4733

Paraguarí 38.920 16,2 5,0 24,2 75,8 22,2 0,4593

Alto Paraná 52.144 6,3 6,7 73,7 26,3 10,3 0,4748

Central 272.767 11,1 35,0 85,8 14,2 12,1 0,4081

Ñeembucú 13.311 15,7 1,7 46,2 53,8 * 0,4862

Amambay 14.871 11,8 1,9 70,5 29,5 * 0,4240

Canindeyú 15.910 7,8 2,0 17,1 82,9 * 0,5423

Pdte. Hayes 13.622 12,2 1,7 40,1 * * 0,5483

Total 779.205 11,3 100,0 60,5 39,5 15,9 0,4714

Fuente: procesamiento propio a partir de STP/DGEEC. Encuesta Permanente de Hogares, EPH 2015 y DGEEC. 
Díptico de Principales resultados de pobreza y distribución del ingreso de cada departamento EPH 2015.

* Insu!ciencia muestral para mostrar el resultado.
1/ Quedan excluidos los empleados domésticos del hogar.
2/ Se excluyen los departamentos de Boquerón y Alto Paraguay.



Departamento Total Quintil 1 
(más pobre) Quintil 2 Quintil 3 Quintil 4 Quintil 5 

(más rico)

Asunción 3.462.988 * * 1.094.104 1.749.204 5.131.941 

Concepción 1.021.359 319.003 561.534 868.583 1.251.949 3.015.945 

San Pedro 833.527 292.894 552.679 851.460 1.286.051 *

Cordillera 1.231.373 313.384 558.669 865.086 1.301.982 3.676.836 

Guairá 1.049.672 317.511 539.656 818.129 1.290.489 2.905.292 

Caaguazú 820.459 306.762 519.060 810.886 1.245.747 3.010.645 

Caazapá 1.680.425 249.045 552.658 822.125 1.259.746 7.753.970 

Itapúa 1.096.810 312.144 555.327 846.179 1.300.861 3.453.219 

Misiones 1.184.075 315.003 531.934 846.187 1.349.191 3.915.642 

Paraguarí 982.213 296.361 564.395 869.088 1.265.826 3.379.976 

Alto Paraná 1.889.099 312.906 566.201 850.146 1.348.618 4.353.813 

Central 1.876.083 345.359 638.985 957.192 1.472.430 3.555.335 

Ñeembucú 1.108.766 * 581.572 878.232 1.325.482 2.426.590 

Amambay 1.576.760 * * * 1.354.249 3.125.755 

Canindeyú 2.408.767 * * * * *

Pdte. Hayes 1.386.923 * * * * *

Total 1.688.566 308.686 577.192 909.091 1.423.365 4.058.163 

Fuente: procesamiento propio a partir de STP/DGEEC. Encuesta Permanente de Hogares, EPH 2015.
* Insu!ciencia muestral para mostrar el resultado.
1/ Quedan excluidos los empleados domésticos del hogar.
2/ Se excluyen los departamentos de Boquerón y Alto Paraguay.



Departamento % de AM con 
analfabetismo

% de AM que 
se enferma/ 
accidenta y 

consulta

% de AM que 
tiene seguro 
de salud de 

IPS

% de viviendas 
con AM con 
acceso a agua 

potable

Asunción * 90,1 47,4 98,0

Concepción 23,4 81,1 26,2 45,7

San Pedro 19,2 81,3 13,9 71,2

Cordillera 17,3 87,0 30,5 88,1

Guairá 23,4 86,4 35,0 65,0

Caaguazú 30,1 76,9 18,2 36,7

Caazapá 25,8 86,1 21,1 62,1

Itapúa 24,7 84,4 18,8 50,8

Misiones 26,5 86,9 29,5 58,6

Paraguarí 21,4 82,9 21,7 65,0

Alto Paraná 13,0 79,8 24,0 18,9

Central 8,9 89,8 39,4 68,7

Ñeembucú 18,0 89,4 36,3 51,8

Amambay 27,8 77,1 21,0 29,8

Canindeyú * 95,1 * 58,5

Pdte. Hayes * 83,8 46,2 71,1

Total 16,1 85,6 31,5 63,0

Fuente: procesamiento propio a partir de STP/DGEEC. Encuesta Permanente de Hogares, EPH 2015.
* Insu!ciencia muestral para mostrar el resultado.
1/ Se excluyen los departamentos de Boquerón y Alto Paraguay.
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Asimismo, obtuvo dictamen favorable de la Comisión de Derechos Humanos 
de la Cámara de Senadores el proyecto de “Ley contra toda forma de discrimi-
nación”, conocido con el nombre del fallecido activista Julio Fretes, cuya san-
ción es una de las recurrentes recomendaciones de organismos de protección 
de derechos humanos como de organizaciones sociales (Barrios Cáceres, 2015).

En este contexto, la designación para el reemplazo –del hasta ahora único– de-
fensor del Pueblo desde que fuera creado este organismo estatal por la Cons-
titución de 1992, constituye un hecho que recalcar y destacar de manera parti-
cular en este informe.

La Constitución Nacional de%ne al defensor del Pueblo como un “comisionado 
parlamentario cuyas funciones son la defensa de los derechos humanos, la ca-
nalización de los reclamos populares y la protección de los intereses comunita-
rios” (art. 276); y establece sus deberes y atribuciones. Entre estos se destacan la 
recepción e investigación de denuncias, quejas y reclamos contra violaciones de 
derechos humanos; el requerimiento de informes de las autoridades de diver-
sos niveles, tales como órganos policiales y de seguridad en general; la emisión 
de censura pública por actos o por comportamientos contrarios a los derechos 
humanos,  y la elaboración y divulgación de informes sobre la situación de los 
derechos humanos que, a su juicio, requieran pronta atención pública (art.279).

En el año 1995, con la sanción de la Ley Nº 631/95 “Orgánica de la Defensoría 
del Pueblo”, se establecieron regulaciones para la Defensoría y la Defensoría 
Adjunta, su nombramiento, cese, requisitos, sus deberes y atribuciones; y el 
procedimiento de las investigaciones, entre otros.



Este marco legal fue además el andamiaje para que –ante la necesidad de res-
guardar la integridad de los documentos, la infraestructura y asegurar los 
trabajos inherentes a la difusión del informe %nal de la Comisión de Verdad 
y Justicia (CVJ) e implementar las recomendaciones formuladas en el citado 
informe– sea creada, por Resolución Nº 179/09 de la Defensoría del Pueblo, la 
Dirección General de Verdad, Justicia y Reparación. 

Al respecto, hay que recordar que dicho informe fue declarado de interés nacio-
nal tanto en la divulgación como en la implementación de las recomendaciones 
formuladas mediante el Decreto N° 1875/09 del 23 de abril del año 2009.
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Desde que venciera el plazo del mandato parlamentario de Manuel Páez Mon-
ges, hace más de ocho años3, el común denominador en las recomendaciones 
al Estado paraguayo por parte de los organismos internacionales de protección 
de derechos humanos –tanto del sistema universal como el sistema interame-
ricano, así como de las organizaciones de derechos humanos en el plano lo-
cal– incluían la designación de una nueva persona al frente de la Defensoría 
del Pueblo, lo cual comprometía seriamente la independencia, legitimidad y 
e%cacia de la institución nacional de derechos humanos.

La membresía de Paraguay en el Consejo de Derechos Humanos, desde el 2015, 
se convirtió en imperativo tácito para ir cumpliendo con las exigencias de los 
organismos, entre estas la preocupación que suscitó entre los órganos de Na-
ciones Unidas que la acreditación dentro de la categoría “A” de la Defensoría 
del Pueblo ha sido suspendida por el Comité Internacional de Coordinación de 
las Instituciones Nacionales para la Promoción y Protección de los Derechos 
Humanos (Naciones Unidas, 2015). Por ello instaron al Estado a establecer un 
proceso de selección y nombramiento del defensor del Pueblo transparente y 
participativo y recomendando la adopción de medidas legislativas y adminis-
trativas necesarias para asegurar que la Defensoría del Pueblo cumpla plena-
mente con los principios relativos al estatuto de las instituciones nacionales de 
promoción y protección de los derechos humanos (Principios de París)4. 



En julio de 2016 y en el marco de los acuerdos para la designación de la pre-
sidencia de la Cámara de Senadores, se llegó al acuerdo político de también 
conformar %nalmente las dos ternas que estaban pendientes: Defensoría del 
Pueblo y Contraloría General de la República. Ambas ternas pasaron a la Cá-
mara de Diputados, que %nalmente debía escoger a uno/a de los/las candidatos/
as propuestos/as. 

La terna de candidaturas para la Defensoría del Pueblo estaba compuesta por 
Jorge Rolón Luna, Yudith Rolón y Miguel Ángel Godoy Servín. Los dos prime-
ros con trayectoria en derechos humanos, principalmente por haber integrado 
la Comisión de Verdad y Justicia. No obstante, el designado por la Cámara baja 
fue el Abog. Miguel Ángel Godoy Servín, con antecedentes en el ejercicio de 
la docencia universitaria y funciones en el ámbito del Ministerio Público, al-
canzando el puesto de asistente %scal y relator en el Consejo de la Magistratura, 
pero sin haber ocupado mayores cargos ni tener experiencia en la defensa y 
promoción de los derechos humanos. 

Si bien era una designación sentida y requerida desde casi una década, la nego-
ciación política que precedió a la conformación de las ternas para la designa-
ción del ombudsman y el contralor general de la República crisparon las rela-
ciones entre las bancadas coloradas5, y dejaron al descubierto fracturas que se 
daban al interior de la Concertación Avanza País6. 
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La situación en la Defensoría del Pueblo también presentó en los primeros días 
serias tensiones, principalmente ligadas a la titular de la Dirección General de 
Verdad, Justicia y Reparación, la señora Yudith Rolón Jacquet, quien además 
formaba parte de la terna y fue destituida del cargo entre los primeros actos 
de gestión del nuevo defensor y denunciada ante la %scalía por hechos de co-
rrupción. Fue reemplazada por el otro integrante de la terna, Jorge Rolón Luna, 
según lo anunció el propio defensor del Pueblo7. 

Así, organizaciones de derechos humanos solicitaron a escasas semanas del 
nombramiento de Godoy un juicio político para la sustitución y un proyecto 
de ley para la creación de la Dirección de Verdad, Justicia y Reparaciones, que 



pase a depender de la Cámara de Senadores8. Consultado el nuevo defensor 
sobre dicho posicionamiento, dijo que desprender la Dirección de Verdad y 
Justicia de la Defensoría del Pueblo le “sacaría un peso de encima” y sobre la 
dictadura expresó: 

[Q]ue no estaba “ni a favor ni en contra del stronismo”, dijo que era así mismo, 
porque cuando ese régimen estaba vigente, tenía 3 años. Godoy, que evitó visi-
blemente utilizar la palabra “dictadura”, dijo que fue una etapa “oscura” del país, 
pero insistió en que no fue víctima. Al insistirle si no estaba contra la dictadura, 
señaló que él no había sido “ni torturador ni torturado” y que tenía “una posición 
en el medio” (…)9. 

Este tipo de posicionamiento (o falta del mismo) implica iniciar una gestión, al 
menos en este campo, poco favorable a las víctimas y la construcción, fortale-
cimiento e institucionalización de un proceso que busque desmontar la cultura 
autoritaria que continúa reivindicando el stronismo y fortalecer la institucio-
nalización de la Defensoría del Pueblo en la defensa de los derechos humanos 
y la incidencia en políticas públicas para una cultura y educación en derechos 
humanos y democracia. 

En ese sentido, el ombudsman no puede desconocer bajo ninguna circunstan-
cia las atrocidades del régimen dictatorial en Paraguay, ya que la propia misión 
y visión del órgano que hoy dirige tiene por objetivo la defensa de los derechos 
humanos, con énfasis en las víctimas de la dictadura. La misión de “la Defen-
soría del Pueblo es una organización que coadyuva a la vigencia de los DDHH 
en el Paraguay, logrando canalizar efectivamente los reclamos populares, con 
énfasis en las víctimas de la dictadura, y promoviendo la defensa de los inte-
reses colectivos10 (el resaltado es nuestro). 
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No cabe duda de que hay que darle tiempo al nuevo defensor del Pueblo para 
demostrar con su gestión estar a la altura de representar los reclamos ciuda-
danos. En especial se topa con importantes desafíos: las reivindicaciones de 
comunidades campesinas, en especial el caso Guahory, los desplazamientos 
forzados de las comunidades indígenas, los reclamos estudiantiles, la violencia 



estructural en contra de las mujeres, la violencia y las diferentes formas de dis-
criminación hacia las personas con discapacidad, hacia gais, lesbianas, perso-
nas trans e intersex (LGTBI), migrantes, refugiados/as, el ine%ciente sistema de 
salud de los asegurados en el Instituto de Previsión Social (IPS), etc.

Luego de que hayan transcurrido ocho años de que el primer defensor per-
maneciera en el puesto con mandato vencido, Godoy se enfrenta al desafío de 
cumplir con sus deberes constitucionales en pos de la promoción y defensa de 
los derechos humanos, debiendo sentar una postura clara respecto a la dicta-
dura stronista y sus víctimas. Si bien ha transcurrido muy poco tiempo para 
emitir un juicio sobre su desempeño, el defensor se encuentra ante la disyun-
tiva de alinearse al cartismo, que promovió su designación, o censurar públi-
camente los actos contrarios a los derechos humanos y adoptar una posición 
%rme contra el avance de la reivindicación del régimen dictatorial y a favor del 
fortalecimiento de la cultura democrática.

La Defensoría del Pueblo debe ser una institución que realmente represente los 
intereses y derechos de la ciudadanía y recobre la con%anza y el mandato para 
el cual ha sido creada. 

Por otro lado, es fundamental que el Estado paraguayo fortalezca la institucio-
nalidad en derechos humanos, el funcionamiento de la Red de derechos huma-
nos del Poder Ejecutivo, la ejecución del Plan Nacional y la transversalización 
de los derechos humanos en otros poderes del Estado. De lo contrario, el siste-
ma no solo se deteriora, sino que no llega a tocar las cuestiones más sensibles 
de los derechos de las personas. 

Fortalecimiento del sistema nacional de derechos humanos a través de la 
institucionalización y la ejecución del Plan Nacional de derechos humanos 
y el presupuesto necesario para ello. 

El nuevo defensor del Pueblo debe asumir una posición clara y tajante en 
contra de la dictadura stronista y promover la educación en derechos huma-
nos, entre ellos el conocimiento de la verdad y las atrocidades cometidas por 
Alfredo Stroessner en los 35 años de dictadura. 

El nuevo defensor del Pueblo debe asumir su mandato constitucional en 
la defensa de los derechos humanos de todos y todas, debiendo levantar el 
per%l institucional y abocarse a la defensa de colectivos que están histórica-
mente discriminados y marginados en sus derechos. 
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Luego de que el año pasado los organismos de protección universal y regional 
centraran su atención en el accionar estatal sobre el caso de la niña Mainum-
by1 –como era previsible– las recomendaciones %nales del Grupo de trabajo 
del Examen Periódico Universal (EPU), el Comité para la Eliminación de la 
Discriminación Racial (CEDR) y del Relator especial sobre el derecho de toda 
persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental, tuvieron 
como preocupación común la promoción, respeto y garantía de la salud sexual 
y reproductiva en el país.

Otra preocupación recurrente en los tres informes del sistema universal ha sido 
la situación de hostigamiento, intimidación y represalia a defensores y defen-
soras de derechos humanos, la cual se aborda de manera más detallada en otro 
capítulo del presente informe y al cual nos remitimos.

El 2016 estuvo signado por ciertas circunstancias tales como la crisis presupues-
taria de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) debido a 
que en los dos últimos años las donaciones a la CIDH cayeron casi a la mitad y 
el presupuesto regular que recibe de la Organización de los Estados America-
nos (OEA) no se actualizó. Aun este contratiempo, que fue felizmente superado 
y del cual el organismo regional salió fortalecido, no fue impedimento para que 
la CIDH realice una visita al país a los efectos de instar al cumplimiento de los 
acuerdos de solución amistosa que se encuentran pendientes.

El artículo 137 de la Constitución establece la supremacía de esta en la prela-
ción del ordenamiento normativo paraguayo. Por debajo de la misma le siguen 
los tratados internacionales, convenios y acuerdos internacionales aprobados 
y rati%cados, las leyes dictadas por el Congreso y normas de inferior jerarquía. 
Al establecer el artículo 142 el procedimiento de la enmienda para la denuncia 
de tratados internacionales relativos a derechos humanos, de acuerdo a los mé-
todos tradicionales de interpretación constitucional, los ubica inmediatamente 
por debajo de la Constitución pero por encima de cualquier otro tratado inter-
nacional.

En el cuarto de siglo transcurrido desde la rati%cación de Paraguay de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos, y su consecuente inserción al 
ordenamiento jurídico interno, se dio inicio así a un proceso de adecuación 
de su normativa a los estándares mínimos reconocidos por los instrumentos 
internacionales de protección de derechos humanos. Sin embargo, al día de 



hoy se advierte que el Paraguay ha rati%cado la mayoría de los instrumentos del 
sistema universal y regional, perfeccionando así un corpus iuris que no se ha 
traducido en un mayor goce de derechos por parte de la ciudadanía.
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El Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal celebró su 24° pe-
ríodo de sesiones del 18 al 29 de enero de 2016, evaluando al Paraguay en su 
quinta sesión, celebrada el 20 de enero de 2016. En su décima sesión, celebrada 
el 22 de enero de 2016, el Grupo de Trabajo aprobó el informe sobre el Paraguay 
(Naciones Unidas, 2016a).

De las 193 recomendaciones que fueran formuladas en dicha ocasión, 187 fue-
ron aceptadas por el Estado paraguayo, concernientes a tópicos tan diversos 
como obligaciones internacionales en general; instituciones nacionales de de-
rechos humanos; el Plan nacional de derechos humanos; niñez y adolescencia; 
pueblos indígenas, derecho de las mujeres; personas con discapacidad; LGTBI, 
trata de personas; no discriminación; sistemas nacionales de seguimiento de 
recomendaciones; actividades de vigilancia; apatridia; sistema penitenciario; 
administración de justicia; tortura; corrupción; seguridad de periodistas y de-
fensores de derechos humanos; memoria, verdad y justicia; libertad de religión 
y de creencias; mejoras sociales y combate a la pobreza; protección de la fami-
lia; salud, educación, trabajo y medioambiente.

Sin embargo, las recomendaciones formuladas por Australia, Austria, Eslove-
nia y Suiza concernientes a la legislación sobre el aborto en Paraguay por me-
dio de la cual se penaliza a mujeres y adolescentes, aun cuando el embarazo sea 
consecuencia de una coacción sexual y violación2 o a pesar de la inviabilidad 
fetal o cuando la vida o la salud de la madre corra peligro, no contaron con 
el apoyo del Paraguay. La delegación consideró que no están en consonancia 
con la Constitución Nacional, los compromisos asumidos en el momento de 
rati%car la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la legislación 
interna3 y, por lo tanto, se tomó nota de ellas. 



!$8&(68+-7$0"(%+8&1+#&A(3")W&4$-$&#$&/#"3"%$0"9%&& & &
1+&#$&C"80-"3"%$0"9%&Q$0"$#

La actualización del informe estatal que más se ha dilatado el Estado paraguayo 
es el presentado ante el Comité para la Eliminación de la Discriminación Ra-
cial (CEDR)4. Es así que el Estado presentó los informes cuarto, quinto y sexto 
combinados en las sesiones del CEDR de agosto del presente; y el 4 de octubre 
se publicaron las observaciones %nales (Naciones Unidas, 2016c). 

En dichas observaciones, el Comité exhortó al Estado paraguayo a adoptar una 
política nacional integral de lucha contra el racismo y la discriminación racial 
que promueva la inclusión social y reduzca los altos niveles de desigualdad y 
pobreza que afectan a los pueblos indígenas y afroparaguayos.

En materia legislativa, el Comité reiteró la adopción de instrumentos para preve-
nir el racismo y la discriminación racial acorde a la Convención y que contemple 
los actos de discriminación directa e indirecta en todas las esferas del derecho y 
la vida pública, como así también la tipi%cación como delitos los actos de discri-
minación racial y las acciones descritas en el art. 4 de la Convención.

El Comité lamentó la reducción de manera signi%cativa del presupuesto del 
Instituto Paraguayo del Indígena (Indi), recomendando transformarlo en una 
institución autónoma, representativa de los pueblos indígenas. Asimismo, ex-
hortó al Estado parte a redoblar sus esfuerzos para el pronto y efectivo cumpli-
miento de los puntos resolutivos pendientes de implementar de las sentencias 
dictadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) a 
favor de las comunidades Yakye Axa, Sawhoyamaxa y Xákmok Kásek;  y a es-
tablecer un mecanismo adecuado y e%caz que permita el reclamo y restitución 
de tierras y territorios ancestrales. 

En materia de derechos civiles y políticos, el Comité recomendó la adopción de 
medidas para asegurar la plena participación política de integrantes de pueblos 
indígenas y afroparaguayos, el reconocimiento y respeto de los sistemas tradi-
cionales de justicia de los pueblos indígenas de conformidad con la normativa 
internacional de derechos humanos y la adopción de medidas necesarias para 
garantizar el acceso a la justicia por parte de los pueblos indígenas, asegurando 
el respeto de sus derechos fundamentales y de las garantías al debido proce-
so; eliminando la discriminación racial dentro del sistema judicial mediante la 
formación de agentes de policía, %scales, abogados defensores, jueces y profe-
sionales del sistema judicial sobre los derechos de los pueblos indígenas y los 
derechos humanos.



Ha recomendado asimismo se adopten todas las medidas necesarias para la 
protección de los defensores y defensoras de derechos humanos; investigan-
do todo acto de hostigamiento, intimidación, represalia y amenazas contra los 
mismos, castigando debidamente a los responsables. Asimismo, conmina al 
Estado a que lleve a cabo campañas de información y sensibilización sobre el 
trabajo fundamental que realizan los defensores de derechos humanos, inclui-
dos los líderes y los defensores de los derechos de los pueblos indígenas, a %n de 
propiciar un ambiente de tolerancia que les permita llevar a cabo su labor libres 
de todo tipo de intimidación, amenazas y represalias. 

El Comité mostró preocupación por los casos de discriminación y explotación 
laboral de trabajadores indígenas en el Chaco paraguayo; sobre la situación de 
inseguridad alimentaria y malnutrición infantil que afecta a los pueblos indíge-
nas, así como el acceso a agua potable y saneamiento en áreas rurales y remotas. 
Entre otras cuestiones, el Comité recomendó asignar recursos necesarios para 
la implementación efectiva de la Ley de Salud Indígena y su reglamento, y el 
funcionamiento efectivo de la Dirección Nacional de Salud de los Pueblos Indí-
genas y del Consejo Nacional de Salud de los Pueblos Indígenas; e incrementar 
esfuerzos para erradicar el analfabetismo y garantizar una educación acorde a 
los estándares de disponibilidad, accesibilidad y calidad, tendientes a cumplir 
con el objetivo de promoción y preservación de la identidad cultural de los 
pueblos indígenas y afroparaguayos. 

Asimismo, preocupado por las múltiples formas de discriminación que enfren-
tan mujeres indígenas y afroparaguayas, el Comité  recomendó que el Estado 
parte tome en cuenta su Recomendación General N° 25 (2000)5 relativa a las 
dimensiones de la discriminación racial relacionadas con el género, e incluya 
una perspectiva de género en todas las políticas.
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Como hemos informado anteriormente, entre los días 23 de setiembre y 6 de 
octubre de 2015, el relator especial de la Organización de las Naciones Unidas 
sobre el derecho a la salud, Dainius Pūras, visitó el país. En marzo de 2016, 
su informe presentado al Consejo de Derechos Humanos (Naciones Unidas, 
2016b) evidenció a una serie de problemas graves, en su mayoría relacionados 
con la aplicación del marco normativo y las políticas vigentes y con la preva-
lencia de desigualdades y actos de discriminación, de violencia contra grupos y 
sectores clave de la población, en particular las mujeres, niñas, niños y adoles-



centes, lesbianas, gais, bisexuales, personas trans y las personas que viven con 
VIH/SIDA.

Entre sus recomendaciones se insta la rati%cación del Protocolo facultativo del 
Pacto Internacional de derechos económicos, sociales y culturales (PIDESC), 
la aprobación de la ley de protección integral de las mujeres contra todas las 
formas de violencia y la promulgación sin más demora de una ley contra toda 
forma de discriminación. Así también, solicitó que el sistema de atención de la 
salud garantice una %nanciación adecuada, equitativa y sostenible y haga frente 
a la excesiva fragmentación del sistema de atención de la salud.

Por otra parte, exhortó se haga frente a la mortalidad y morbilidad neonatales, 
frente a las elevadas tasas de embarazo precoz, en particular entre las niñas y 
adolescentes, como así también la creación de un entorno para que toda mujer, 
niña y adolescente tenga acceso a un aborto en condiciones seguras al menos 
cuando el embarazo resulte de una coacción sexual o violación, en los casos de 
malformaciones fetales o cuando la vida o la salud de la madre esté en peligro. 
Igualmente, instó al Estado a prohibir toda forma de violencia y discriminación 
por orientación sexual o identidad de género y su manifestación en todos los 
ámbitos, en particular en la salud, la educación, el empleo y el acceso a los 
servicios públicos. 

En relación con los derechos de personas que viven con el VIH/SIDA, reco-
mendó se  elimine toda disposición discriminatoria en la legislación y las polí-
ticas, como las que %guran en la Ley Nº 3.940/09 y abogó por servicios de salud 
disponibles, accesibles, aceptables y de buena calidad y  políticas adecuadas 
y campañas de educación e información de amplio alcance, particularmente 
entre los adolescentes y los jóvenes. Recomendó asimismo que se clausure 
gradualmente el hospital Psiquiátrico de Asunción y proceda a la integración 
efectiva de los servicios de salud mental en el sistema general de atención de la 
salud y la vida comunitaria, poniendo en marcha una reforma integral gradual 
del sistema de atención de la salud mental, basada en los principios de no dis-
criminación, participación y respeto por la dignidad7. 

El Relator Especial, expresó su preocupación sobre situación de privación de 
libertad de niños, niñas y adolescentes y su efecto perjudicial en el disfrute del 
derecho a la salud; debido a que esta forma de violencia institucional refuerza el 
ciclo de injusticia, exclusión y desesperación en la sociedad. Asimismo,recibió 
denuncias de actos de intimidación y acoso contra personas, organizaciones 
no gubernamentales (ONG), defensores y defensoras de los derechos humanos 
y profesionales abogados a la promoción y respeto de los derechos de la mujer 
y las cuestiones de género, en particular de la violencia contra la mujer y la 
violencia sexual. 
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El 27 de setiembre de 2016 se %rmó un preacuerdo en el que el Estado acepta su 
responsabilidad en el asesinato del dirigente campesino Eulalio Blanco, ejecu-
tado por la policía en junio de 2003 durante una protesta de cedroneros en el 
cruce de Santa Rosa del Aguaray, departamento de San Pedro. 

Entre las cláusulas del preacuerdo, se contemplan el cumplimiento del dicta-
men de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas del año 
2012 de aceptar la responsabilidad de las violaciones al derecho a la vida en un 
acto público, una medida que debe ser acompañada de una reparación econó-
mica.

Recordemos que en dicha ocasión (Naciones Unidas, 2012), el Comité conclu-
yó que el Estado paraguayo incumplió disposiciones del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos al no investigar adecuadamente las circunstancias 
que rodearon la muerte del señor Blanco, así como al no haber proporcionado 
a su esposa y familiares un recurso efectivo, que comprenda una investigación 
completa de los hechos, el procesamiento y castigo de las personas responsa-
bles y una reparación íntegra, recordando la obligación estatal de evitar que se 
comentan violaciones similares en el futuro.

En tal sentido, el presente preacuerdo –a ser rati%cado por la Presidencia– con-
templa el compromiso estatal de tomar medidas contra la impunidad, esclare-
cer el asesinato, investigar las violaciones de derechos humanos y sancionar a 
las personas responsables, como así también examinar la labor de los agentes 
%scales que intervinieron en el caso y fortalecer la Unidad Especializada de 
Derechos Humanos del Ministerio Público, entre otras medidas.  
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El ingreso de terceras personas al territorio del Pueblo Ayoreo Totobiegosode y 
supuestas actividades de deforestación, que podrían generar una serie de daños 
a su vida e integridad personal y en el marco de su supervivencia física y cul-
tural como pueblo indígena, motivó la solicitud de medidas cautelares presen-
tadas por la Organización Payipie Ichadie Totobiegosode (OPIT) ante la CIDH 



el pasado 22 de febrero de 2013. Esto con el %n de requerir al Estado paraguayo 
la protección de los derechos del pueblo Ayoreo Totobiegosode, especialmente 
en las comunidades que se encuentran en asilamiento voluntario, conocidos 
como Jonoine-Urasade. Más adelante, los solicitantes presentaron una petición 
ante la CIDH9 alegando violaciones a diversos derechos humanos, entre ellos 
el art. 4 (derecho a la vida), arts. 8, 24 y 25 (tutela judicial efectiva y garantías 
judiciales), art. 21 (tierra, territorio y recursos), arts. 26 y 31 (cultura y prácticas 
tradicionales) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

En vista de los antecedentes señalados, la CIDH consideró (CIDH, 2016d) que 
el presente asunto reúne prima facie los requisitos de gravedad, urgencia e irre-
parabilidad y solicitó a  Paraguay que adopte las siguientes medidas especí%cas, 
hasta tanto se adopte una decisión %nal: 

acciones destinadas a evitar la continuidad de la deforestación en el territo-
rio reconocido y actualmente en trámite a favor del pueblo Ayoreo Totobie-
gosode;

creación de un mecanismo destinado a proteger y evitar el ingreso de ter-
ceros en el territorio reconocido y actualmente el trámite a favor del pueblo 
Ayoreo Totobiegosode; 

creación de protocolos especí%cos de protección ante avistamientos o con-
tactos no deseados, sobre la base de los estándares internacionales aplicables; 

todas aquellas medidas que estén destinadas a proteger la vida e integridad 
personal de las personas bene%ciarias de las medidas cautelares, sobre la 
base del principio de no contacto, y que resulten de la concertación de las 
presentes medidas cautelares con representantes del grupo bene%ciario.
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El 17 de agosto de 2016, el comisionado Paulo Vannuchi, de la CIDH, en su ca-
lidad de relator de Paraguay presidió reuniones de trabajo para avanzar en pro-
cesos de solución amistosa, cuyos cumplimientos se encuentran pendientes. En 
ese sentido, los peticionarios y el Estado paraguayo sostuvieron una reunión de 
trabajo sobre el caso Nº 12.358 Octavio Rubén González Acosta, referido a su 
presunta detención arbitraria, tortura y desaparición forzada, por agentes del 
Departamento de Investigaciones de la Policía Capital durante el régimen de 
Alfredo Stroessner. 
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Constituyó motivo de preocupación de la CIDH en el presente año el incen-
dio ocurrido de la penitenciaría de Tacumbú (CIDH, 2016a), que provocó la 
muerte de cinco reclusos y el jefe de seguridad, y en donde otros diez internos 
resultaron heridos. La CIDH urgió al Paraguay la garantía de una investigación 
con debida diligencia, recordándole al Estado la posición especial como garan-
te de los derechos de personas privadas de libertad y su compromiso especí%co 
y material de garantizar las condiciones requeridas bajo los estándares interna-
cionales con el %n de salvaguardar la vida e integridad personal de los reclusos. 

Por otro lado, la CIDH consideró un avance fundamental (CIDH, 2016c) el 
anuncio realizado por el director de Memoria Histórica y Reparación del Mi-
nisterio de Justicia de Paraguay, Rogelio Goiburú, sobre la identi%cación de los 
restos de Miguel Ángel Soler, Rafaella Filipazzi, José Agustín Potenza y Cástulo 
Vera. El organismo regional cali%có las identi%caciones como un paso funda-
mental hacia la verdad y la justicia para las graves violaciones a los derechos 
humanos cometidas durante la dictadura del general Alfredo Stroessner (1954-
1989) en Paraguay, y en el marco del Plan Cóndor bajo el cual los gobiernos 
autoritarios del Cono Sur coordinaban sus operativos ilegales de secuestro, 
torturas, encarcelamiento ilegal y desaparición forzada de disidentes políticos.



La función básica del Estado social y democrático de derecho –que debe pro-
mover los derechos humanos de forma indivisible, protegerlos y garantizarlos– 
consiste en remover los obstáculos formales y fácticos que se presentan, con 
el objetivo de asegurar una real igualdad para todos y todas. Al formular ob-
servaciones a las recomendaciones de los organismos del sistema universal de 
protección de derechos humanos en materia de salud, especialmente la sexual y 
reproductiva, el Paraguay –in&uenciado por la retórica de sectores más conser-
vadores de los poderes del Estado– sigue dilatando la protección efectiva de las 
mujeres y niñas, con la consecuente precarización de la situación de aquellas 
más desfavorecidas, lo que se traduce en muertes y daños físicos y psíquicos.

Cumplir efectivamente y en la brevedad posible con las recomendaciones 
del Grupo de trabajo del Examen Periódico Universal.

Cumplir efectivamente y en la brevedad posible con las recomendaciones 
del CEDR.

Cumplir efectivamente y en la brevedad posible con las recomendaciones 
del Relator especial de Naciones Unidas sobre el derecho de toda persona al 
disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental.

Implementar las medidas cautelares otorgadas por la CIDH a favor del pue-
blo Ayoreo Totobiegosode.

Impulsar sin dilación los puntos pendientes de cumplimiento hasta comple-
tar la implementación de los acuerdos de solución amistosa suscritos por el 
Estado en los casos ante la CIDH.
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Las Naciones Unidas estima que alrededor de 232 millones de personas en el 
mundo, 3,2% de la población mundial, reside en un país diferente del que las 
vio nacer (DAES, 2013). Hace 50 años, esta cifra era tres veces menor; en 1965 el 
número de migrantes internacionales ascendía a 75 millones de personas, pero 
ya representaba el 2,3% de la población mundial de aquel momento. Lo que 
quiere decir que el número de migrantes internacionales aumenta de forma 
constante pero no exponencial. Este crecimiento se da a un ritmo promedio de  
más  de un 1,2% anual.

En la región de América Latina y el Caribe, las y los emigrantes representan 
28,5 millones de personas y corresponde al 4% del total de la población de la 
región. Dos países receptores concentran casi el 80% de estas personas emigra-
das, el 70% reside en los Estados Unidos de Norteamérica y un 8% en España 
(Cepal, 2014).

En el caso de nuestro país, se puede estimar con cautela que alrededor de 
780.000 paraguayos y paraguayas residen en otros países, correspondiendo al 
12% de la población total del país (Oddone, 2013). Cuatro países concentran la 
casi totalidad de los mismos: Argentina, España, Estados Unidos y Brasil, y los 
dos primeros concentran más del 90% del total (Ver Grá%co 1). Es por ello que 
lo que acontece en estos Estados tiene una incidencia directa en el nuestro y 
merece una re&exión. 

Fuente: Elaborado con datos citados en Odonne, 2013
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La Encuesta Permanente de Hogares (EPH) 2012 (DGEEC, 2012) muestra que 
cerca del 60% de las personas emigradas registradas son mujeres: 52% en Ar-
gentina y 80% en España. En cuanto a las edades, la mayoría –52%– se encuen-
tra en el rango etario de 20 a 34 años: 34%, entre 20 y 24 años y 18% entre 25 y 
29 años1. 

La crisis %nanciera, económica y social iniciada en 2007 - 2008, con epicentro 
en los Estados Unidos, pero con una dimensión planetaria, afectó de forma 
particularmente intensa a varios Estados miembros de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), entre los que se cuentan los 
principales receptores de trabajadoras y trabajadores migratorios.

Una de las principales consecuencias de la crisis fue la aplicación de políticas 
llamadas de austeridad de un claro corte ultraliberal,  con una fuerte retracción 
del gasto público, con importantes recortes en el gasto social de los países (sa-
lud y seguridad social, educación, jubilación, etc.) y un recrudecimiento de las 
deslocalizaciones y cierres de empresas con un crecimiento exponencial de las 
cifras de desempleo y la precariedad laboral. 

Los gobiernos conservadores actuales de Argentina, Brasil, España y Estados 
Unidos, países que reciben la casi totalidad de las personas emigradas paragua-
yas, tienen una incidencia directa sobre las condiciones de vida y trabajo de 
estas personas. 

El contexto político y económico-social de dichos países tienen características 
comunes que aumentan la precariedad y vulnerabilidad de las personas mi-
grantes, podemos rescatar dos aspectos particularmente relevantes:

 - Crecimiento de discursos, prácticas xenófobas y políticas represivas y/o cri-
minalizadoras de las personas trabajadoras migrantes hasta ahora más evi-
dente en países europeos

 - En el plano económico, estos gobiernos impulsan medidas que represen-
tan un retroceso con respecto a políticas económicas más redistributivas del 
ingreso y de contención del avance de la pobreza y las desigualdades. En el 
marco de estas políticas regresivas, las personas migrantes se encuentran 
particularmente expuestas en razón de una inserción laboral precaria y las 
restricciones para obtener permisos de residencia y de trabajo.

Teniendo en cuenta este contexto, el presente artículo se centra en la situación 
de los derechos de las personas  emigrantes connacionales2. El objetivo es plan-
tear una re&exión sobre algunos factores relevantes que aumentan la vulnera-



bilidad de los derechos de las personas trabajadoras migratorias y sus familias, 
tanto por parte del Estado paraguayo como de los Estados de los diferentes 
países receptores.
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Los principios contenidos en el Texto vigente La Constitución Nacional de 
1992, en su art. 41, sobre el derecho al tránsito o libertad de circulación de las 
personas, hace una distinción en cuanto a los sujetos de este derecho: atribuye 
a todos los paraguayos el derecho de residir en su patria, y a los habitantes el 
derecho a transitar libremente por el territorio nacional, distinguiendo entre: 
a) los extranjeros sin radicación de%nitiva, cuyos derechos al tránsito en el te-
rritorio nacional serán reglamentados por la Ley de Migraciones, con obser-
vancia de los derechos comprendidos en el derecho al tránsito y los convenios 
internacionales; y b) los extranjeros con radicación de%nitiva. En relación al 
derecho de residencia, la norma citada re%ere al mismo en dos supuestos: a) 
como derecho de los paraguayos a residir en su patria, disposición que tiene 
su fundamento en la existencia de una multitud de paraguayos que residen en 
el extranjero, y en la medida en que tengan ganas de volver a ella, se les debe 
posibilitar el regreso a la patria para operativizar el derecho a la residencia; y b) 
como derecho de los habitantes a cambiar de residencia, el cual implica la posi-
bilidad de que las personas puedan optar por %jar su residencia en el territorio 
nacional o cambiar su residencia de acuerdo a su conveniencia3.

La legislación actual no solo es completamente anacrónica con respecto al con-
texto internacional y nacional actual, sino que lleva la impronta de tiempos en 
los que el fenómeno migratorio era analizado desde la óptica de la seguridad 
del Estado y no de los derechos humanos y como un factor de desarrollo y 
bienestar de los pueblos. 

En cuanto al principal instrumento jurídico a nivel internacional, la Conven-
ción Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabaja-
dores Migratorios y de sus Familias (CMW por sus siglas en inglés), el Estado 
paraguayo ha sido, si no indolente, al menos indiferente a esta problemáti-
ca.  Dicha convención fue adoptada por la Organización de Naciones Unidas 
(ONU) en diciembre de 1990 pero fue suscrita por el Paraguay casi una década 
después, el 13 de setiembre de 2000, fue aprobada por Ley Nº 3.542  en marzo 



de 2006, y no fue rati%cada sino el 23 de setiembre de 2008 y promulgada en 
abril de 2009, casi 2 décadas después de su vigencia a nivel internacional4. 

El marco jurídico que regula el proceso migratorio en sus diferentes aspectos es 
la Ley Nº 978/96 o ley de migraciones. Aunque data del periodo posdictatorial, 
la misma está ampliamente basada y es una copia casi in-extenso de la ante-
rior, la Ley Nº 470/74 que fue redactada y promulgada en pleno apogeo de la 
dictadura stronista con clara in&uencia de la Doctrina de Seguridad, marco de 
referencia por excelencia de las dictaduras militares que asolaron el continente 
en la década del 70.  Por aquellos años “inmigrante”, “emigrante”, “exiliado” u 

“opositor político” eran términos casi equivalentes para los poderes dictatoria-
les. Todos los extranjeros o migrantes estaban bajo sospecha. 

A pesar de haber sido promulgada en la década de los 90 en un momento de 
grandes cambios y actualizaciones a nivel nacional, regional e internacional, 
nuestros  legisladores del momento optaron por una renovación cosmética del 
texto sobre migraciones, sin ningún debate sobre la situación nacional e inter-
nacional, de los nuevos instrumentos y jurisprudencias del derecho interna-
cional y sin ninguna participación de la sociedad civil. De este modo, la actual 
ley de migraciones sigue respondiendo a un referencial teórico que bebe en 
fuentes del siglo XIX y de la Guerra Fría. 

A nivel de las instituciones que se ocupan de las migraciones y los migrantes, 
existen contradicciones y patentes superposiciones de funciones entre instan-
cias como la Dirección General de Migraciones dependiente del Ministerio del 
Interior y la Secretaría de Desarrollo para Repatriados y Refugiados Connacio-
nales (SDRRC), esta última con rango ministerial. Por razones de espacio sería 
difícil desarrollar más ampliamente este tema, pero es importante señalar que 
existe una duplicación evidente de determinadas funciones y tareas entre estos 
organismos y a pesar de ciertos avances para delimitar las áreas de intervención 
de una y otra instancia, mediante la Ley Nº 3.958/09 que modi%ca y amplía la 
ley de creación de la SDRRC (Nº 227/93) que rati%ca las atribuciones generales 
de este organismo, le agrega algunas nuevas y le trans%ere todas las funcio-
nes relativas a la repatriación y a la promoción de la radicación de pequeñas 
y medianas empresas de connacionales repatriados y deroga las de la ley de 
migraciones. A pesar de ello, persisten la duplicación de funciones y las ambi-
güedades en otras áreas (cf. Oddone, 2013)5. Si bien Paraguay cuenta con una 



Política Migratoria del Paraguay desde el 20146, la cual re&eja el conocimiento 
e importancia que otorga el Estado paraguayo al fenómeno migratorio, brin-
dando al mismo tiempo las garantías indispensables para el adecuado acceso a 
derecho de las personas y, de manera muy particular, de los hombres y mujeres 
migrantes. 

Esta política introduce una serie de principios de derechos humanos, como el 
de igualdad, de equidad social y género, y de equidad intergeneracional. Ade-
más incorpora los principios de protección integral e interés superior de los 
derechos de niños, niñas y adolescentes, de no discriminación, de respeto a la 
diversidad cultural, de integración social, de respeto a los derechos laborales y 
de reciprocidad en el trato internacional de los migrantes. Además, establece y 
otorga igual importancia a las acciones sobre la emigración, la inmigración, la 
migración interna, las comunidades paraguayas residentes en otros países, el 
retorno y la repatriación de paraguayos del exterior, el movimiento de pobla-
ción por causas del cambio climático, desastres naturales y con&ictos internos.

La propuesta se sostiene en los derechos fundamentales que plantea la Cons-
titución Nacional y que son el derecho a no migrar, el derecho a migrar, tra-
ducidos en los derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y 
ambientales que protegen a todas las personas que habitan y transitan en el 
territorio nacional.

Teniendo en cuenta un contexto mundial donde se acrecientan y ampli%can 
con&ictos nacionales y regionales, que repercuten a escala global, el Estado pa-
raguayo no ha desarrollado una política pública consolidada en materia de mi-
graciones, entendiendo esto como un corpus jurídico e institucional coherente 
donde se de%nan orientaciones estratégicas que rijan las acciones del Estado y 
sus órganos de gestión para ofrecer respuestas a las diferentes problemáticas 
que enfrentan las y los migrantes del país, asegurándoles el pleno ejercicio de 
sus derechos y ofreciendo canales positivos a los diferentes &ujos migratorios, 
ya sean internos o internacionales. 

Es preciso subrayar el enorme contraste entre el periodo 2008-2012 y el abierto 
con posterioridad a la destitución del presidente Fernando Lugo en junio de 
2012 y que se consolidó con el retorno al poder del Partido Colorado en abril 
de 2013. Esto fue así en la renovación o actualización de instituciones que se 
ocupan del tema migrante, que indican que los avances y el dinamismo que ca-
racterizó el periodo Lugo quedaron truncados e incluso en franco retroceso ac-
tualmente, como ilustran algunos hechos que se presentan en el próximo punto.
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Los dos primeros apartados dan cuenta de diferentes paradojas y ausencias en 
la protección de los derechos de las personas emigradas paraguayas. La pri-
mera y más &agrante es que teniendo alrededor de un 12% de connacionales 
residiendo fuera de las fronteras y con una importante contribución al país, no 
existe una política pública digna de ese nombre para defender integralmente 
sus derechos e incluirlos como actores claves en materia de desarrollo social y 
económico.

Esta desatención del Estado paraguayo es todavía más &agrante si tenemos en 
cuenta las tendencias señaladas anteriormente con un preocupante aumento 
de las agresiones racistas o xenofóbicas, privaciones de libertad por razones mi-
gratorias y prácticas discriminatorias en razón del origen étnico o nacional de 
las personas. Las discriminaciones en el acceso al empleo, la vivienda y la salud 
son particularmente inquietantes y son comunes a diferentes países receptores, 
tanto del continente americano como europeo.

Para ilustrar lo mencionado, podemos citar el caso de España, que en el 2012 
excluyó del acceso al sistema de salud a las personas  inmigrantes en situación 
irregular. En mayo de 2016, el Reino de España recibió un llamado de atención 
por parte del Comité para la discriminación racial de las Naciones Unidas, con 
la recomendación de reintroducir una asistencia sanitaria universal para las 
personas  inmigrantes sin permiso residencia7.  

La crisis iniciada en 2007 afectó con extrema dureza a la economía española y 
particularmente al sector de la construcción, un importante empleador de la 
mano de obra de hombres inmigrantes en general y de  paraguayos en particu-
lar. Teniendo en cuenta que el 80% de las personas emigradas en España son 
mujeres (OIM, 2013) esto también afectó el empleo doméstico y el cuidado de 
personas adultas mayores que son los sectores donde trabajan la mayoría de las 
mujeres paraguayas en España La explosión del desempleo, que llegó a alcanzar 
al 27% de la población económicamente activa del país en el transcurso del año 
2013, afectó con mayor fuerza aún a las personas inmigrantes, dado que en este 
sector abundan los contratos precarios o de trabajadoras/es sin contrato a cau-
sa de su situación irregular. De acuerdo a esto, este último grupo, al carecer de 
existencia legal en el país receptor, no tenía acceso a la protección social, como  
seguro de desempleo o de salud. 

Sin embargo, en Argentina hubo una mejora con las reformas laborales y 
migratorias8. En tal situación, la pérdida del empleo desencadenaba un ciclo 



infernal que se iniciaba con la imposibilidad de hacer frente a los gastos co-
rrientes como alquiler, mensualidades de servicios básicos, transporte, etc., y 
terminaba con la expulsión de sus viviendas. Muchas familias se encontraron 
rápidamente en una situación de indigencia y tuvieron que recurrir a la caridad 
de asociaciones locales y de paraguayos para poder subsistir. Sin estas redes de 
solidaridad, la situación de estas personas hubiera sido aún peor. Era el mo-
mento en que los medios de comunicación y las redes sociales en Paraguay se 
hacían eco de estos dramas humanos, generando acciones solidarias de un lado 
y otro del Atlántico para socorrer a las familias. 

El gran ausente, en la absoluta mayoría de estos casos, era el Estado paraguayo 
y las instituciones que deberían aportar algún tipo de respuesta o asistencia. 
Citamos por ser particularmente ilustrativo el caso de un trabajador paraguayo 
viudo, con un hijo de 3 años, que al quedarse sin trabajo comenzó el ciclo antes 
mencionado y luego de 10 meses de haber iniciado los trámites para solicitar 
su repatriación seguía sin respuestas concretas por parte de las autoridades9. 
Además, nos remitimos otro caso reciente, que tuvo eco en los medios de co-
municación, el de un joven de 19 años deportado desde España, quien pese a 
haber vivido desde los cinco años en ese  país, fue devuelto al Paraguay donde 
no tiene familiares cercanos y sin que las autoridades de la Embajada Para-
guaya hayan tomado conocimiento de su deportación, según las referencias 
periodísticas10.

El otro aspecto no se trata de un Estado ausente, sino de un Estado que además 
de expulsar niega derechos y persigue. En este sentido citamos dos casos más: 
la denuncia realizada por Karina Cáceres11 en donde re%ere que cuando una 
delegación de mujeres venía de Argentina para participar del Primer Encuen-
tro de Mujeres Migrantes Paraguayas el miércoles 19 de octubre del 2016, una 
de las participantes, de 60 años de edad, fue obligada a pagar  700 pesos a la 
Policía Nacional-Departamento de Investigaciones por tener la cédula vencida. 
La mujer, que volvía al país luego de 13 años, entregó el dinero al “guarda” del 
bus, pero %nalmente, tras una manifestación de todas las personas que venían 
en ese colectivo en Puerto Falcón, con el argumento del derecho a la libre cir-
culación en el territorio nacional,  se logró que la policía devolviera el dinero. 

El otro caso ocurrió en España: el 14 de junio del 2016 un grupo de paraguayos 
residentes en Barcelona intentó entregar un mani%esto sobre el Caso Curugua-
ty a las autoridades del consulado paraguayo en esa ciudad. Las autoridades 
no solo se negaron a recibir la nota, sino que acusaron de supuestos hechos 
violentos a los manifestantes en la prensa paraguaya. Sin embargo, en el vídeo 



grabado del momento del intento de entrega de nota más bien mostraba la 
hostilidad de la autoridad, quien echó del lugar a los compatriotas diciendo: 

“¡Afuera, afuera, ustedes son extranjeros!”12.
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En este contexto particularmente difícil y traumático, durante un Foro empre-
sarial denominado “Invertir en Paraguay” llevado a cabo en la capital española 
en junio de 2015, el presidente paraguayo Horacio Cartes pronunció una frase 
que fue considerada como un verdadero insulto a las personas emigrantes pa-
raguayas en España y otras partes del mundo. El titular del Ejecutivo expresó 
que en el país ibérico residían unos 150.000 paraguayos/as “por falta de opor-
tunidades en su país”, mientras que en Paraguay viven unos 13.000 españoles 
que “están preparados”. “Nosotros exportamos pobreza a España y recibimos 
capacidad. Nos está faltando gente preparada”13, dijo para concluir. 

En la agenda presidencial de esta visita no se previó ningún encuentro con 
alguna de las numerosas asociaciones de la colectividad paraguaya en España. 
Sin embargo, el Presidente había encontrado el tiempo necesario para asistir a 
la %nal de la Champions League que se llevó a cabo unos días antes en otra ca-
pital europea14. Esto aumentó la indignación y una ola de protestas se propagó 
por diferentes países, con manifestaciones ante la sede de la Embajada paragua-
ya en Madrid y en otras capitales del mundo. Tal fue la magnitud de la polémica 
que el Presidente tuvo que ofrecer unas disculpas públicas en un mensaje leído 
ante las cámaras de televisión15. 

La manera en que fue formulada la frase expresa claramente un razonamiento 
que las disculpas no consiguieron borrar: el Paraguay, con sus altos niveles de 
pobreza y desigualdad y las olas de emigración que esto genera, ocasiona pro-
blemas a los países que reciben a estos connacionales. En sentido contrario, los 
países receptores solo aportarían soluciones al Paraguay, mediante un &ujo de 
inmigrantes con cali%cación que necesita el país. 

El razonamiento tiene varias aristas discutibles, pero retengamos dos particu-
larmente graves. La primera es que este tipo de discurso en boca del más alto 
exponente del Estado paraguayo abona las tesis de los grupos más retrógrados 



en los países receptores, que claman por el aumento de restricciones, leyes re-
presivas y criminalización de los inmigrantes y refugiados. Es decir, la palabra 
presidencial contribuyó a estigmatizar aún más a sus propios conciudadanos y 
conciudadanas residentes en el exterior, y menoscabar su condición y estatus 
jurídico como tales, siendo que esta población ya vivía en una situación extre-
madamente difícil. 

Lo segundo es que el razonamiento no tiene consistencia ni desde el punto de 
vista del país receptor ni del emisor. En el año 2005 el gobierno español optó 
por una regularización masiva de inmigrantes. Los argumentos en favor no 
solo eran porque ello constituía la reparación de una situación injusta y una 
adecuación a normativas internacionales en la materia, sino también por la real 
contribución de estas comunidades al desarrollo económico y social del país 
mediante su fuerza de trabajo y aporte al dinamismo demográ%co. Además, 
la medida también ayudaba al equilibrio %scal y particularmente al %nancia-
miento del sistema de seguridad social, gracias a la inclusión de una cantidad 
importante de personas trabajadoras que hasta ese momento no contribuían 
con impuestos por encontrarse en la informalidad del trabajo no declarado. 

Desde el punto de vista del Paraguay, el razonamiento presidencial tampoco 
encuentra justi%cación. Como se menciona más arriba, los emigrados paragua-
yos no solo aportan soluciones a España, sino también a nuestro país. 

Los paraguayos en el exterior mediante las remesas que envían a sus familiares 
ayudan a contener y disminuir los niveles de pobreza y a dinamizar la eco-
nomía local. Por citar un ejemplo bien concreto de esta vital contribución de 
las personas emigradas podemos hacer una comparación entre los ingresos de 
divisas en términos de remesas y de la inversión extranjera directa (IED) neta 
del periodo 2008 – 2015 (ver Grá%co Nº 2). 



Fuente: Elaboración propia con base en datos del BCP.

Este septenio es interesante porque permite comparar dos periodos presiden-
ciales y los momentos de transición en torno a los indicadores que nos ocupan. 
Como puede observarse, existe una gran volatilidad en las partidas del &ujo 
neto16 de la IED. Las inversiones son particularmente sensibles a la coyuntura 
política o a las decisiones de orden económico a nivel nacional o internacional. 
Así, podemos constatar que en el periodo 2008 – 2009 la IED neta experimenta 
una caída espectacular pasando de 262 millones de dólares en 2008 a tan solo 
71 millones de dólares en 2009, este periodo corresponde al cambio de gobier-
no y la llegada de Lugo a la presidencia. Una caída similar se experimenta en 
2012-2013, periodo durante el cual se interrumpe la presidencia de Fernando 
Lugo y tiempo después retorna el Partido Colorado al poder. 

La diferencia entre ambos ciclos es que durante la presidencia de Lugo, una 
vez pasado el año de transición sobreviene una recuperación de los &ujos y se 
alcanzan picos históricos llegando a casi 700 millones de dólares de IED neta 
en 2012; mientras que en el periodo iniciado en el 2013 no se logra recuperar los 
niveles anteriores. Es evidente que este indicador no solo es impactado por la 
política interna del país, sino también por factores externos como por ejemplo 
los precios internacionales de las materias primas que gozaron de una coyun-
tura muy favorable durante el mandato de Lugo. Sin embargo, la gran promesa 
del actual gobierno era la atracción de capitales internacionales que generarían 
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desarrollo y empleo, utilizando para ello un agresivo discurso para seducir a 
los inversores, llegando a ofrecer el país para el “uso y abuso” a quienes decidan 
venir a invertir. 

Al observar lo que ocurre con las remesas, se presenta un fenómeno totalmente 
diferente. El dinero enviado por las personas emigradas experimentó un creci-
miento lineal y constante, con ligeras oscilaciones en determinados años. Para-
dójicamente, durante los tres años del gobierno Cartes, las remesas superaron sis-
temáticamente al &ujo neto dejado por los capitales internacionales, aunque este 
último ocupaba gran parte del discurso y la agenda del presidente y su gabinete. 

Estos datos evidencian que los “problemáticos pobres exportados” del Para-
guay son mucho más e%caces a la hora de ayudar a sus familias y al país, que 
lo que dejaba suponer aquel discurso presidencial de junio de 2015. Además, el 
dinero de las remesas se inyecta directamente en la economía real mediante el 
consumo de los hogares, mientras que las utilidades de ciertos sectores empre-
sariales, como el de la exportación de soja por ejemplo, funciona más bien en 
una lógica de economía de enclave con un escaso impacto sobre el resto de la 
economía, debido a una casi nula contribución %scal y ello a pesar de los múl-
tiples subsidios públicos que recibe el sector. 

Pero los paraguayos y paraguayas del exterior no solo aportan divisas, también 
aportan un extraordinario dinamismo ciudadano. El asociacionismo de la emi-
gración paraguaya es de una gran riqueza: el estreno de uno de los principales 
instrumentos constitucionales de democracia directa y participación ciudada-
na vino de la mano de los emigrados, cuya acción coordinada impulsó el refe-
réndum de 2011, para enmendar el artículo 120 de la Constitución Nacional y 
conquistar el derecho al voto en el exterior, obteniendo mediante esta victoria 
cívica una reparación histórica y contribuyendo de este modo a una amplia-
ción de las posibilidades de una democratización de nuestra sociedad. 

El Estado paraguayo y sus representantes ya no deberían vivir de espaldas a 
la realidad de este importante sector de la población nacional que, de formas 
diversas y con gran dinamismo y creatividad, contribuye desde la distancia con 
la sociedad paraguaya y sus múltiples desafíos sociales y políticos. 

La libre circulación de las personas y el derecho a migrar forman parte de los 
más antiguos y esenciales derechos de los seres humanos. Estos derechos tie-
nen que ser garantizados en el respeto de la dignidad de las personas y des-
de una perspectiva de protección y no desde la criminalización y la represión 
como lamentablemente lo hacen las políticas que se van imponiendo en varios 
Estados receptores de personas emigradas paraguayas.



El Estado paraguayo debe garantizar el derecho a no migrar brindando las 
condiciones materiales y sociales para que sus ciudadanos y ciudadanas no 
se vean compelidos a emigrar para buscar oportunidades y derechos que le 
son negados o conculcados en su propio país.

La Ley Nº 973/96 debe ser renovada completamente para adecuarla a los 
tiempos presentes y venideros. En el momento de concluir este capítulo, se 
reportan noticias de la existencia de un proyecto de Ley que va en este sen-
tido, lo cual puede ser positivo, a condición de que sea fruto de un amplio 
debate y re&exión con los diversos sectores implicados: organizaciones de 
emigrantes, inmigrantes, movimientos sociales, centros de estudio especia-
lizados y otras organizaciones de la sociedad civil. 

Incorporar como parte de la política y la ley migratoria el reconocimien-
to de las organizaciones de emigrantes, inmigrantes y los mecanismos de 
interacción con las mismas y con las demás instituciones pertinentes en el 
tema (como los Ministerios de Relaciones Exteriores, Justicia y Trabajo, el 
Viceministerio de la Juventud, entre otros).

Garantizar vigencia plena y para todos, sin exclusión alguna, de la enmienda 
constitucional del art. 120 que permite el voto de los paraguayos y paragua-
yas residentes en el exterior. Dado que el ejercicio del derecho al voto en 
exterior sigue estando limitado por un sistema de inscripción en el padrón 
electoral que resulta inadecuado y poco e%caz, y que el Tribunal Superior 
de Justicia Electoral (TSJE) ha dado muestras de una baja capacidad de co-
ordinación con otras instituciones involucradas en el proceso y con las pro-
pias organizaciones de emigrantes paraguayos y paraguayas, debe el mismo 
implementar una política e%caz, solvente, participativa y coordinada con 
dichas organizaciones.

Uni%car las políticas, las normativas y el marco institucional con respecto al 
retorno y repatriación de connacionales, con las demás relativas a las migra-
ciones en general. 
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Muchas personas abandonan su país por motivos económicos buscando opor-
tunidades laborales de conveniencia o de subsistencia, esparcimiento, estudios, 
etc. Estas personas eligen a dónde ir, en qué momento salir y en qué momento 
retornar. Plani%can, se preparan, avisan a sus familiares y conocidos, y %nal-
mente emprenden el viaje.    

Sin embargo, una persona que huye de su país porque siente que su vida y su 
seguridad corren peligro debido a que es perseguida por motivos de raza, sexo, 
religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones 
políticas vive una realidad diferente. Para estas personas, las probabilidades 
de sobrevivencia segura se presentan más claras alejándose de su lugar de re-
sidencia habitual. En estos casos se precipitan las decisiones y se genera con 
ello una situación de precariedad, vulnerabilidad e incertidumbre. Así vive una  
persona en situación de refugio y, por tanto, conforme a la Convención de las 
Naciones Unidas sobre el Estatuto de Refugiados (Naciones Unidas, 1951), es 
un sujeto de derecho a la protección internacional.

Al tratarse del primer reporte sobre derechos de personas refugiadas que in-
corpora el Informe de la Codehupy, se considera pertinente la formulación de 
algunos conceptos que ayuden a comprender el desarrollo del artículo. Esto a 
raíz de la escasa difusión y debate que existe habitualmente sobre el ejercicio de 
este derecho y la responsabilidad del Estado paraguayo con relación al mismo.

La %gura del refugio o asilo tiene históricamente una connotación de carácter 
político: con&ictos armados, invasiones, estados fallidos, conmoción interna, 
etc.  A este escenario se agrega la intolerancia cultural y religiosa que con di-
versos matices ha contribuido a provocar el desarraigo involuntario de pobla-
ciones afectadas.

El Alto Comisionado de Naciones Unidas para Refugiados (ACNUR) es el ór-
gano subsidiario de la Asamblea General de la ONU creado por resolución de 
esta en diciembre de 1950. Tiene un carácter enteramente apolítico, humani-
tario y neutral.  Su misión fundamental se fundamenta en tres ejes: 1) Proveer 
protección internacional a los refugiados; 2) Buscar soluciones duraderas para 
el problema de los refugiados; y 3) Cualquier otra actividad adicional solicitada 
por la Asamblea General de la ONU en materia de refugio.

Desde la segunda mitad del siglo pasado ha entrado en debate la %gura del 
desplazado interno, es decir, aquellas personas que por las mismas razones ya 
expuestas se ven obligadas a migrar, pero en este caso sin salir del territorio 
nacional.  Su seguridad sigue siendo obligación del Estado nativo y, mientras 
la persona afectada (desplazada) acepte ser protegida por dicho Estado, no se 
con%gura la %gura del estatus de refugio.



El estatus jurídico de apátrida es aplicado a personas que por alguna razón no 
están unidas a ningún Estado por vínculo de nacionalidad y, en consecuencia, 
desprotegidas en su seguridad personal física, jurídica e identitaria. 

La %gura del repatriado se re%ere a la persona con estatus de refugiado ya re-
conocido por el país de acogida, que decide emprender el retorno a su país de 
origen. 

El mandato conferido al ACNUR por la Asamblea de la ONU se re%ere a estas 
cuatro categorías: refugiados, apátridas, repatriados y desplazados internos.

Por último, se menciona la %gura del reasentamiento solidario como un me-
canismo adicional de protección para la persona refugiada. Este concepto se 
re%ere a aquella persona que ya goza del estatus de refugiado conferido por 
un Estado de acogida, pero que por diversas razones el individuo ve de nuevo 
amenazada su vida y seguridad en el país de acogida y solicita ser trasladado 
a otro país o región. En este caso el desplazamiento se realiza en forma más 
plani%cada y con el respaldo de ACNUR.

El ACNUR centra su trabajo en personas refugiadas1, desplazadas, solicitan-
tes de asilo, apátridas, mujeres, hombres, niños, niñas y adolescentes, personas 
LGTBI,  personas adultas mayores, personas con discapacidad, afrodescen-
dientes, pueblos indígenas y personas que retornan a sus países.

La Constitución paraguaya reconoce en su artículo 43 el derecho de asilo terri-
torial a toda persona perseguida por motivos políticos o por delitos conexos, 
así como por sus opiniones o por sus creencias.  

En cuanto a instrumentos internacionales que reconocen el derecho al asilo, se 
señala la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948), que en su 
artículo 14 dispone que “en caso de persecución, toda persona tiene derecho a 
buscar asilo y a disfrutar de él, en cualquier país”. En el orden regional, la Decla-
ración Americana de Derechos Humanos de 1948, en su artículo 27, se expresa 
en términos parecidos incorporando la siguiente precisión: “Persecución que 
no sea motivada por delitos de derecho común y de acuerdo con la legislación 
de cada país y con los convenios internacionales”. 

A pesar de que desde la perspectiva del derecho internacional clásico se trata 
solo de declaraciones que no son vinculantes para los Estados, su importancia 
trasciende, puesto que por primera vez se reconocía en instrumentos interna-
cionales al asilo como un derecho humano. 



La Declaración Universal y la Declaración Americana de los Derechos Huma-
nos  iniciaron la transformación del derecho de asilo desde una prerrogativa 
estatal y hacia su concepción como derecho humano. Posteriormente fue la 
CADH la que dio un fuerte impulso a la institución del asilo, pero no llegando 
a completarse esta transformación  en América Latina. Ello se demostraría por 
dos hechos: primero, porque no quedó establecido con claridad si el derecho 
de buscar y recibir asilo da lugar a una obligación correlativa del Estado de 
otorgarlo. Segundo, aún subsistiría la práctica de los Estados latinoamericanos 
de tratar peticiones de asilo “en la modalidad latinoamericana”, sin el respeto de 
las garantías mínimas consagradas en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos (CADH). En particular, sin sujetarse a las garantías del debido 
proceso legal y del derecho a la revisión judicial consagradas en los artículos 8 
y 25 de la Convención (Manly, 2004).

La Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 aprobada por la Ley 
Nº 136/69 de%ne el término refugiado describiendo sus derechos e incluyendo 
conceptos como la libertad de religión y de movimiento, el derecho a la educa-
ción y a disponer de documentos de viaje, así como la posibilidad de trabajar. 
También subraya las obligaciones de los refugiados para con el gobierno de 
acogida. Una de las disposiciones clave estipula que un refugiado no debe ser 
devuelto a un país donde teme ser perseguido. Asimismo, explica detallada-
mente qué tipo de personas o grupos de personas no están comprendidas en 
los alcances de la Convención.

Por su parte, el Protocolo sobre el Estatuto de Refugiados de 1967 también 
aprobada por la Ley Nº 136/69 elimina las limitaciones geográ%ca y temporal 
contenidas en la Convención original, que estipulaban que, en principio, solo 
personas europeas que se convirtieron en refugiadas antes del 1 de enero de 
1951 podían solicitar asilo.

La Declaración de Cartagena sobre Refugiados adoptada 1984 por países latinoa-
mericanos, da un enfoque regional innovador y pragmático a la función de pro-
tección por parte de los Estados y la promoción de soluciones duraderas.  Esta 
declaración contiene un número importante de recomendaciones para el trata-
miento humanitario para aquellas personas que necesitan protección.  Amplía la 
de%nición clásica de refugiado expresada en la Convención de 1951 incluyendo 
a aquellas personas cuya vida, seguridad y libertad han sido amenazadas por la 
violencia generalizada, la agresión extranjera, los con&ictos internos, la violación 
masiva de los Derechos Humanos u otras circunstancias que hayan perturbado 
gravemente el orden público. Esta declaración no es vinculante para los Estados, 
pero algunos lo han incorporado a la legislación nacional, entre ellos Paraguay.

En el año 2014, fue sancionada la Ley Nº 5164/14 “Por la que se aprueba la 
Convención sobre el Estatuto de los Apátridas”, del año 1954, introduciendo al 
ordenamiento jurídico paraguayo una normativa internacional en esta materia 
de sesenta años atrás.



Siguiendo la prelación del ordenamiento nacional, la Ley N° 1938/2002 “Ge-
neral de Refugiados”, que fue una de las primeras leyes nacionales en materia 
de refugio en Sudamérica, establece el marco jurídico en la materia y crea la 
Comisión Nacional de Refugiados (Conare), que es el órgano nacional encar-
gado de examinar y resolver los casos referidos a situaciones de asilo y refugio 
presentados a su consideración. 

La Conare se integra por nueve miembros, siete de ellos con voz y voto: el 
secretario de Asuntos Consulares y Generales del Ministerio de Relaciones Ex-
teriores, en carácter de Presidente de la Conare; el Subsecretario de Población y 
Relaciones con la Comunidad del Ministerio del Interior; el Director Nacional 
de Migraciones o la persona delegada; el subecretario de Derechos Humanos 
o director de Derechos Humanos del MRE; un representante del Ministerio 
de Justicia; un representante de la Comisión de Derechos Humanos de la Cá-
mara de Senadores y un representante de la Comisión de Derechos Humanos 
de la Cámara de Diputados. En tanto, son miembros con voz y sin voto: un 
representante del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugia-
dos (ACNUR); y un representante de las organizaciones no gubernamentales 
(ONG), asistenciales o religiosas, sin %nes de lucro con competencia en la ma-
teria objeto de esta ley.

Las resoluciones adoptadas por la Conare con relación a las solicitudes de re-
fugio, en caso de ser otorgado el estatus, generan directamente la responsabi-
lidad del Estado paraguayo con respecto a dicha persona en lo que se re%ere a 
garantías de seguridad. Finalmente, la Ley Nº 978/96 “General de Migraciones” 
completa el mapa normativo, dado que una vez obtenido el estatus de refugia-
do la persona bene%ciada recibe igual trato que el concedido a los extranjeros 
para la tramitación de documentos personales, pues luego de una residencia 
temporal de tres años puede optar por la residencia permanente.   

En los &ujos migratorios causados por las condiciones que se establecen en 
la Convención de 1951, se dan volúmenes muy dispares en cuanto a cantidad 
de personas desplazadas y condiciones del desplazamiento.  Por un lado, los 
con&ictos armados o con&ictos violentos generan desplazamiento de mayor 
cantidad de personas.  En esta situación los países limítrofes que actúan de 
receptores ven incrementada la población de sus ciudades fronterizas en forma 
inesperada rebasando toda capacidad en la prestación de servicios propios de 
un Estado. Por lo general, en estos casos las motivaciones de la migración no 
merecen análisis debido a la evidencia de la situación geopolítica y las medidas 
de los Estados receptores adquieren un componente político  que los expone al 
examen en contextos internacionales como también al interior de ellos.



Existe otro &ujo migratorio que, enmarcado en las condiciones establecidas por 
la convención, se caracteriza por presentar situaciones particulares con una 
amplia gama de hechos y procesos generadores del desplazamiento y que no 
adquieren el volumen como para desequilibrar las condiciones normales de 
hábitat y convivencia en el país receptor.

Paraguay, como país receptor, se encuentra en la situación mencionada en el 
párrafo anterior.  La mediterraneidad es un factor determinante para ello. Con 
la promulgación de la Ley Nº 1938/02 el país cuenta con un instrumento le-
gal nacional adecuado para el tratamiento  y aplicación del derecho al asilo y 
refugio. Desde la creación de la Conare, Paraguay ha otorgado refugio a 208 
personas de distintas nacionalidades y por diferentes motivos (Ver cuadro 1).  

Con el con&icto de Medio Oriente que hace eclosión a mediados de 2014, tan-
to en Paraguay como en países de la región, se da el incremento de personas 
de origen árabe que se desplazan hacia Sudamérica por una misma razón y 
en condiciones casi homogéneas. Se generan así rutas migratorias y polos de 
atracción vinculados directamente a dicho con&icto. El otorgamiento de visas 
humanitarias por parte de Brasil y Argentina para facilitar la salida de personas 
de la zona de con&icto y el traslado a sus respectivos territorios propició la lle-
gada a Sudamérica de contingentes migratorios que posteriormente se despla-
zaron dentro de la región buscando mejores condiciones de vida y trabajo. El 
70% de personas provenientes de aquella región que han solicitado refugio en 
Paraguay en los dos últimos años han llegado por vía terrestre desde el Brasil 
aprovechando la alta permeabilidad, del lado paraguayo, del punto fronterizo 
Foz de Iguazú – Ciudad del Este.  

En todos los casos, el arribo a Ciudad del Este ocurre luego de pasar un tiempo 
en Brasil y se hace bajo un esquema de acogida o recepción acordada de ante-
mano, dada la alta presencia de personas de origen árabe y descendientes de 
árabes viviendo en Ciudad del Este.  En muchos casos el motivo es la búsqueda 
de mejores condiciones de trabajo con%gurándose el dilema de si sigue siendo 
un/a migrante en situación de refugio o es un/a migrante económico/a.  

En este sentido, las comunidades de árabes –y sus descendientes– de Ciudad 
del Este y otras ciudades fronterizas cumplen un rol de sustitución del Estado 
al otorgar condiciones básicas de sobrevivencia a las personas que acceden al 
territorio nacional. Sin embargo, esa situación de solidaridad hace que gran 
parte de esa población desplazada, aun cuando encuentra satisfacción a nece-
sidades básicas, quede %nalmente oculta al Estado, a las o%cinas migratorias 
y %nalmente a los mecanismos de protección de los que son acreedores como 
sujetos de ese derecho. El grado de informalidad en el mercado laboral favore-
ce esta situación.



País de Procedencia
S E X O Total 

generalF M
Cuba 23 49 72
Siria 8 47 55
Colombia 15 26 41
Bolivia 6 9 15
Irak 1 5 6
Turquía   4 4
Venezuela 2 2 4
Otros Latinoamérica 2 3 5
Otros África 1 2 3
Palestina   1 1
Rusa   1 1
Sri  Lanka   1 1

Total general 58 150 208

Fuente: Comisión Nacional de Refugiados
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El proceso para la obtención del estatus de refugiado se inicia con una solicitud 
presencial en las o%cinas de la Conare en Asunción. A eso sigue una entrevista 
en la cual el solicitante da mayores detalles de su situación y aporta la docu-
mentación que dispone. La Conare le extiende una constancia provisoria por 
60 días con la cual la persona puede circular libremente. En ese lapso, la Co-
nare debe analizar y expedirse sobre la solicitud presentada. Desde el año 2015 
hay una acumulación de solicitudes no resueltas, lo que signi%ca un estado de 
precariedad y vulnerabilidad para el solicitante. A octubre de 2016, el núme-
ro de solicitudes no resueltas sumaban 22 casos. Una vez resuelta la situación 
por parte de la Conare, la persona bene%ciaria del estatus de refugiado puede 
tramitar el carnet migratorio y una residencia temporal de tres años ante la 
o%cina de Migraciones. Este trámite dura 90 días al cabo de los cuales la per-
sona puede tramitar su cédula de identidad ante las o%cinas del Departamento 
de Identi%caciones de la Policía Nacional. Todo el proceso puede durar entre 
cuatro y seis meses.  



El hecho de no poder contar con cédula de identidad durante tanto tiempo 
genera una situación de precariedad para el refugiado, pues encuentra di%cul-
tades para el empleo o para adquirir derechos y contraer obligaciones que pue-
dan facilitar su inserción.
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Si bien cada Estado tiene el derecho de adoptar las medidas que crea necesarias 
en cuanto a seguridad, con el &ujo inusual de solicitantes de refugio de origen 
árabe en Paraguay se da una situación que resulta %nalmente en una discrimi-
nación con débil fundamento legal.

En entrevista concedida a ABC Color, el presidente de la Conare, Juan Livieres, 
menciona que:

Atendiendo a la crisis humanitaria que azota Siria, el Estado paraguayo decidió 
establecer un protocolo particular para recibir a los ciudadanos de ese país que 
soliciten refugio en Paraguay (…). Estos parámetros establecen que un ciudada-
no paraguayo podrá solicitar visa de refugiado para un familiar de hasta el cuar-
to grado de consanguinidad. Esta solicitud deberá ser acompañada por todos 
los datos del solicitante que serán revisados por el Ministerio del Interior, que 
forma parte del Conare, y por otras agencias de seguridad nacional. En caso de 
considerarse necesario, se puede recurrir a mecanismos del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) a !n de realizar consultas. 
El ciudadano paraguayo solicitante, continuó explicando Livieres, deberá probar 
su!ciente solvencia económica “para garantizar la reinserción económica, social 
y cultural de esta persona”2

El escenario que se plantea con esta medida es un escenario ideal para la consi-
deración de una solicitud de asilo. Es decir, tener una especie de aval con resi-
dencia en el país, con su%ciente solvencia económica que garantice la inserción 
social del refugiado.  Sin embargo, aplicar este protocolo en forma generalizada 
a todas las solicitudes de refugio llevaría a una situación de violación de nor-
mas internacionales de protección con la correspondiente carga de responsabi-
lidad para el Estado.  

Como un caso paradigmático vale mencionar el de una persona de origen cei-
landés, quien huyó de su país perseguida por pertenecer a una minoría  étni-
ca en con&icto  con otra dominante.  Esta persona, víctima de tra%cantes de 
personas que le vendieron pasaportes falsos y “facilitaron” la salida del país 
mediante una complicada ruta aérea que hacía escala en Paraguay, fue detenida 
por personal de migraciones de Paraguay y sometida a juicio oral y público por 



el hecho punible de producción de documentos no auténticos (art. 246 de la 
Ley Nº 1.160/97 Código Penal). Cumplida la pena privativa de libertad por las 
leyes migratorias, esta persona debía ser expulsada y devuelta al país de origen. 
Sin embargo, la Dirección General de Migraciones no contaba con recursos 
para cumplir con ese mandato, por lo que el mismo juzgado que lo condenó 
resolvió autorizar la libre circulación de esta persona dentro del departamento 
Central. 

Si bien tenía libertad de desplazamiento, su estatus residencial en territorio 
paraguayo era absolutamente precario. Ante esa situación y teniendo en cuenta 
que el con&icto étnico en su país de origen persistía, esta persona solicitó refu-
gio ante la Conare. El caso tardó 21 meses en resolverse, pues se dio la situación 
de que la sentencia judicial por producción de documentos no auténticos man-
daba que, una vez cumplida la condena de privación de libertad, la persona 
debía ser expulsada del territorio nacional y devuelta a su país de origen, con-
forme a la Ley Nº 978/96 de Migraciones. Sin embargo, por la Ley Nº 1938/02 y 
convenios internacionales no cabía la devolución, siguiendo lo establecido en 
el artículo 33 de la Convención de Ginebra de 1951. Finalmente, el estatus de 
refugiado le fue otorgado, pero la persona estuvo indocumentada y sin posibi-
lidad de ejercer plenamente sus derechos por más de dos años.   

Progresivamente se ha avanzado en el reconocimiento de los derechos de los 
refugiados a través de la legislación nacional y la adopción y rati%cación de 
normas internacionales. No obstante, queda un largo camino por recorrer, 
puesto que la situación efectiva de las personas que han solicitado o precisan 
este estatus, está lejos de garantizar efectivamente sus derechos y de posibili-
tarles la vida en Paraguay como un país de acogida y respeto de su condición. 

Entre las múltiples situaciones violatorias de derechos resaltan la burocracia 
en el trato que se da a migrantes comunes y a las personas refugiadas, el trato 
irregular, discriminatorio e improvisado distinguiendo a los y las  refugiados/
as en razón no de su situación de origen, sino de sus medios económicos, como 
bien lo demuestra el caso de los ciudadanos sirios. Por ello es preciso plantear 
una política y reconocimiento que se funden en la integralidad de los derechos 
humanos y de condiciones expeditivas para no incurrir en mayores violaciones 
hacia los derechos de las personas refugiadas.



Aplicar mecanismos de descentralización de los trámites de solicitud de re-
fugio a %n de facilitar las gestiones en los puntos fronterizos que lo justi%-
quen.

Incrementar los recursos técnicos y humanos dedicados al funcionamiento 
de la Conare a %n de evitar, en lo posible, la mora en la resolución de solici-
tudes de refugio, dado el &ujo migratorio inusual de personas en situación 
de refugio y las características socioculturales de las mismas. 

Brindar capacitación permanente a funcionarios de la Dirección de Migra-
ciones en puntos fronterizos y a agentes de la Policía Nacional sobre temas 
de asilo, refugio y el contexto internacional que provoca la movilidad de los 
migrantes.
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La labor que cotidianamente realiza un amplio número de personas y organi-
zaciones de diferentes ámbitos, promoviendo campañas que buscan incidir en 
las políticas públicas, defender a personas o comunidades, colectivos sociales 
y culturales, pueblos indígenas o abogando por el medio ambiente, debiera ser 
visto como actuaciones de relevancia democrática que merecen un reconoci-
miento social y una especial protección por parte del Estado. En el Paraguay, 
sin embargo, no siempre es así, debido a los ataques y estigmatización que en-
frentan diariamente, alimentados, no pocas veces, por el propio discurso o%cial.

En este sentido, la manifestación retórica de una forma primitiva de entender 
los reclamos sociales y la exigibilidad de derechos, que desde el poder, es leída 
como una constante amenaza a su posición política y no como lo que es, una 
interacción -con&ictiva en ocasiones-, pero propia de una sociedad que está 
en permanente movilización por el mejoramiento de sus condiciones y cali-
dad vida, sirven de base a una escenario donde la actuación de los defensores 
y defensoras de  humanos adquieren riesgos que devienen en una creciente 
vulnerabilidad.

El presente artículo, al tiempo de dar cuenta del marco jurídico actual de las 
garantías que el Estado debe observar respecto a los defensores y defensoras 
de derechos humanos, describirá algunos de los contextos o ámbitos donde se 
presentan más frecuentemente las violaciones, así como algunas de las moda-
lidades que reconoce la práctica, con la ilustración que ofrecen los casos que 
serán expuestos, aclarando que estos no son los únicos.

La recepción en el ámbito del derecho internacional de los derechos humanos, 
de las garantías de protección de los defensores y defensoras de derechos hu-
manos, es plasmada inicialmente en las “Declaración sobre el derecho y el de-
ber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los 
derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidas” 
(Organización de Naciones Unidas, 1999). Asimismo, los diferentes sistemas 
regionales de protección, entre ellos el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos de la Organización de los Estados Americanos (OEA), contribuye-
ron también al robustecimiento del marco jurídico con numerosas declaracio-
nes y pronunciamientos, que rea%rman la importancia creciente que para la 
comunidad internacional tiene la temática.

Asimismo, la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(Corte IDH) también ha contribuido a%rmando la noción de protección en 
razón de las actividades que realizan los defensores y defensoras, en un par de 



fallos de gran trascendencia, uno sobre Honduras y otro relacionado a viola-
ciones ocurridas en Brasil.

Al decir de este tribunal, la defensa de los derechos humanos no solo atiende a 
los derechos civiles y políticos, sino que se extiende a las denuncias, monitoreo 
y evaluación sobre derechos económicos, sociales y culturales, en una cons-
trucción jurídica que desarrolla la noción de defensa de los derechos humanos 
vinculada inseparablemente de la defensa de los defensores de derechos huma-
nos (Corte IDH, 2009).

Asimismo, es pertinente recordar que la Declaración sobre los defensores de 
la Organización de Naciones Unidas (ONU), en su artículo 12, señala expre-
samente “el reconocimiento a la valiosa labor que llevan a cabo los individuos, 
los grupos y las instituciones al contribuir a la eliminación efectiva de todas 
las violaciones de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los 
pueblos y los individuos”, reconociendo, además, la libertad de ejercer la pro-
fesión y el o%cio de protección de derechos humanos y el deber del Estado de 
garantizar la protección por las autoridades competentes a toda persona, frente 
a toda violencia, amenaza, represalia, discriminación resultante del ejercicio 
legítimo de los derechos.

Es pertinente recordar, %nalmente, que la condición de defensor o defensora 
está dada, esencialmente, por la actividad que realiza la persona como con-
dición de%nitoria, promoviendo o defendiendo, ya sea individual o colectiva-
mente, los derechos humanos, labor que deber ser promovida y protegida por 
el Estado.
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Como estrategia de deslegitimación del trabajo de los defensores y defensoras 
de derechos humanos está ese discurso fácil y peligroso que homologa en su 
retórica los derechos humanos al terrorismo, la delincuencia y el atraso, por 
ejemplo, ubicando a sus promotores como los enemigos de determinadas cau-
sas, cuando no de la patria misma, por poco.

En 2016, justamente, altos funcionarios gubernamentales y no pocos dirigentes 
políticos y parlamentarios desataron su furia hacia las organizaciones de dere-
chos humanos, señalándoles presuntas complicidades con grupos armados que 
operan al margen de la ley, sin ningún sustento.

Uno de esos ataques, el del Diputado Óscar Tuma, fue un llamado a desman-
telar “supuestas organizaciones de Derechos Humanos. Estos son los protectores 
de asesinos. Basta ya de joda. Estoy podrido de los supuestos defensores de los 
derechos humanos. Estos son los principales cómplices de los asesinos. Digamos 



las cosas. Basta de Derechos Humanos para criminales. Dejemos de joder ya con 
eso”, mensaje que fue propalado por redes sociales1.

Asimismo, el presidente de la Cámara de Diputados, Hugo Velázquez, advir-
tió “a los sectores de la oposición que quieren que desaparezca la Fuerza de Ta-
reas Conjuntas (FTC) que ellos van a ser responsables de que este tipo de hechos 
puedan ocurrir a lo largo y ancho de todo nuestro territorio”, re%riéndose los 
8 militares que fueron muertos en un ataque, atribuido por el gobierno a un 
grupo armado que opera en el Departamento de Concepción con el nombre de 
Ejército del Pueblo Paraguayo (EPP), en el mes agosto de 20162.

Los ataques hacia defensores y opositores políticos adquirieron entidad polí-
tico partidaria en un comunicado del gubernista Partido Colorado, que citó 

“vínculos –denunciados en los medios de comunicación– de esos criminales con al-
gunos referentes y sectores políticos de la extrema izquierda, que incluso están re-
presentados en el Parlamento Nacional”3, sin aportar ninguna prueba, por cierto.

El diputado Pedro Alliana, presidente de dicha agrupación política, señaló estar 
seguro que el grupo armado conocido como Ejército del Pueblo Paraguayo es 
el “ala terrorista de la izquierda que tenemos instalada en el país”4, en un ataque 
más hacia la oposición política al gobierno.

En el pleno de la Cámara de Senadores, el parlamentario o%cialista Carlos 
Núñez, procedió al enaltecimiento del terrorismo de Estado, mencionando sin 
ningún pudor que “lastimosamente ya no está Stroessner en la tierra, solo creo 
que si él estaba íbamos a vivir en paz, a dormir otra vez con las puertas abiertas”, 
y en una muestra de intolerancia extrema llamó a “desterrar” a los comunistas5. 
La apología de la dictadura, al tiempo de ofender la memoria de las víctimas, 
es una forma de atentar con los derechos humanos que fueron objeto de una 
amplia proscripción durante el régimen stronista, cuyos crímenes quedaron 
impunes mayormente.

Este clima político de ataques, proveniente de las más altas esferas guberna-
mentales, dirigidas por igual a defensores y defensoras de derechos humanos 
y opositores/as políticos al gobierno, es una práctica claramente violatoria de 
la obligación estatal de promover y proteger la labor de los defensores y defen-
soras, que atiza un ambiente comunicacional y social de por sí estigmatizante 
hacia los derechos humanos, haciendo crecer los riesgos y el grado de vulne-
rabilidad de las personas y organizaciones que desde la sociedad civil y otros 
sectores promueven y de%enden los derechos humanos.  
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El 9 de diciembre de 2015, mediante Resolución N° 282 del Consejo de Su-
perintendencia de la Corte Suprema de Justicia, se da a conocer la sanción a 
la abogada Julia Cabello Alonso, quien ejerce la Coordinación Ejecutiva de 
Tierraviva, consistente en una amonestación. Esto en el marco de un sumario 
administrativo de carácter arbitrario, instruido en su contra en una clara re-
presalia por las críticas que había manifestado hacia la actuación de una jueza 
de la Corte Suprema de Justicia, la Dra. Gladys Bareiro de Módica, por admitir 
a trámite una acción de inconstitucionalidad que violaba prohibición del do-
ble juzgamiento en un caso que comprometía los derechos de la Comunidad 
Indígena Sawhoyamaxa, cuya representación convencional era ejercida por la 
abogada sancionada.

a) Inconsistencia de la resolución sancionatoria:

El proceso disciplinario fue formado sobre la base de la presunta trasgresión 
del artículo 24 (faltas graves), inciso “d” de la Acordada N° 709/2011. Asimismo, 
el exordio de la resolución sancionatoria discurre sobre argumentos que hacen 
relación a lo que efectivamente serían faltas graves también; sin embargo, la 
sanción aplicada se basa en la supuesta inobservancia del artículo 26 (faltas 
leves), inciso “D”, de la misma acordada.

Ante esto podría alegarse el viejo aforismo de “quien puede lo más, puede lo 
menos”, para justi%car la inconsistencia de actuación del órgano juzgador. Pero 
lo cierto es que entre “amenazar” (24, d) y “faltar el respeto” (26, d) hay una 
distancia deliberativa y argumentativa que procesalmente no fue planteada. 

Es decir, la defensora, en todo momento, se defendió de una denuncia moti-
vada en una causal distinta a la que se tomó de base para emitir el pronuncia-
miento, lo que conlleva la afectación del principio de congruencia en la moti-
vación del fallo.

b) El único argumento, una amenaza inexistente

El único argumento que se lee en el considerando del fallo es la supuesta ame-
naza a la magistrada denunciante, que se habría extendido a los demás jueces 
del alto tribunal, a partir de la “advertencia” formulada por la abogada Cabello. 
Esto sin jamás reparar en el carácter legal y legítimo del ejercicio de un derecho 
consistente en la presentación de una denuncia en contra de la Ministra de la 
Corte Suprema de Justicia por mal desempeño en sus funciones ante el Congre-
so, de acuerdo al procedimiento reglado para dicho %n en la Constitución de la 
República, acción a la que se le atribuyó una forzada e inexplicable potenciali-
dad amenazadora, cuasi delictual.



Finalmente, es importante mencionar aquí que el sometimiento a procesos dis-
ciplinarios como represalia por la realización de críticas, de abogados y aboga-
das en diversas causas, especialmente aquellas de interés público, en los últimos 
años ha adquirido un carácter sistemático que tienen a generalizarse. Como 
ejemplo de lo a%rmado, están los casos que afectaron a los abogados defenso-
res de Curuguaty, Guillermo Ferreiro y Vicente Morales, a quienes se intentó 
privar el ejercicio profesional cancelándoles la matrícula mediante procesos su-
marios de carácter disciplinario que fueron impulsados arbitrariamente, según 
fue denunciado en su momento, pero sobre los cuales no se abundará acá, por 
estar fuera el periodo que se reporta. 

El 13 de enero de 2016 el abogado Raúl Marín fue arrestado cuando acudía jun-
to a sus mandantes en un asentamiento del municipio de San Lorenzo, quienes 
estaban en trance de desalojo por agentes de la Policía Nacional y el Ministe-
rio Público. Marín, para entonces, ya tenía procesos judiciales abiertos desde 
el 2015 (Causa N° 11.214/2015 y Causa N° 11.789/2015) a raíz de su activismo 
como defensor de familias que luchan por el derecho a la vivienda en el área 
metropolitana de Asunción, siendo estos procesos penales los que permitieron 
formalizar la orden de privación de libertad que lo llevó a la penitenciaría de 
Tacumbú; al momento de emitir este reporte el abogado Marín está con prisión 
domiciliaria. 

Durante la detención referida, el abogado Raúl Marín se encontraba con su 
pareja Vidalia Chávez, quien también fue privada de libertad, aunque liberada 
posteriormente el mismo día 13 de enero.

El principal argumento esgrimido en el procedimiento es la presunta “obstruc-
ción de la justicia”, según el parte policial; sin que se haya esgrimido un solo 
hecho que pueda atribuirse a dicha %gura penal. Sin embargo, se le comunicó 
posteriormente que el proceso se encontraba abierto por “invasión de inmue-
ble ajeno” en una causa del año 2015. En ningún momento fue presentado un 
escrito sobre lo que originalmente dio lugar a la detención: obstrucción a la 
justicia. Sin embargo, sí en la misma carpeta %scal se encuentra el caso de su 
pareja que fue tomada en las mismas circunstancias en donde sí %gura el hecho.

 En los antecedentes que se relatan y que afectan a Raúl Marín y Vidalia Chávez, 
se observa otro hecho preocupante, que se relaciona con la actuación de la 
Policía Nacional, cuyos agentes sin control jurisdiccional alguno realizan un 

“informe de seguridad” que se encuentra agregado a la carpeta %scal, violando 
un conjunto amplio de derechos y garantías en el proceso. 



Raúl Marín se encuentra detenido por orden de dos juzgados de garantías de 
la ciudad de San Lorenzo, y los agentes %scales intervinientes son: Dora Elisa 
Nohl Recalde y Susana González Ríos. 

El caso tiene vicios de origen, pues es ilegal el informe de inteligencia y la de-
tención se dio sin orden judicial ni &agrancia, por lo que deviene razonable 
suponer que la intención fue dejar sin defensa a las personas afectadas por el 
desahucio y, al mismo tiempo, disuadir la tarea de otros defensores o defenso-
ras de derechos humanos.

El mismo episodio relatado con relación a lo sucedido con el abogado Ma-
rín y la Sra. Vidalia Chávez, el 13 de enero de 2016, Rodrigo Rojas, sicólogo y 
dirigente social, fue arrestado en San Lorenzo, luego de llegar al lugar invita-
do por profesionales que acompañaban la reivindicación de derechos de estas 
personas, a %n de prestar su apoyo a nivel comunitario y contribuir a los datos 
censales que hacían al reclamo. El día del desalojo requirió a la policía presente 
la orden que los facultaba al desalojo, sin obtener respuesta.

En dicha ocasión fue privado de su libertad y posteriormente procesado, 
abriéndose una causa penal en su contra. En el marco de la misma, Causa: N° 
9489 “Rodrigo Rojas Cameroni y otra s/ invasión de inmueble ajeno”, se le privó 
de su libertad por al menos 12 horas, permaneciendo hasta la fecha vinculado 
al proceso sin un elemento que lo sustente.

El 19 de agosto de 2016, poco después del mediodía, la casa del activista social y 
destacado dirigente de la plataforma ciudadana Nulidad Ya, de notoria militan-
cia a favor de las personas que fueron condenadas en el caso Curuguaty, ubica-
da en la ciudad de Lambaré, fue objeto de un atraco perpetrado por 5 personas 
vestidas con uniforme de camu&aje y a cara descubierta, según testigos y datos 
que constan en la denuncia.

El hecho, que si bien puede pasar como un asalto domiciliario ordinario, no 
deja de llamar la atención, pues presenta elementos poco usuales, como la can-
tidad de integrantes del grupo de atracadores y la forma de actuación propia de 
grupos comandos con entrenamiento especializado. Esto indicaría, en primer 
lugar, que no es un grupo delictivo común, así como también que a prima facie 
parece muy desproporcionado con relación al objetivo de lo que podría ser un 
simple robo, según lo reconoció la propia policía interviniente.



Este hecho, como consecuencia inmediata, generó una sensación de inseguri-
dad en los familiares cercanos del defensor Néstor Vera, quienes expresaron el 
temor de sufrir otros eventos similares, lo que ha condicionado la militancia 
social del mismo.

A los hechos referidos se suma otro episodio que afectó al principal referente 
de la campaña por los derechos de los presos de Curuguaty, el sacerdote jesuita 
Francisco de Paulo Oliva (más conocido con Pa’i Oliva), quien sufrió el robo 
de una computadora portátil con información sobre las actividades que diaria-
mente tiene en su rol de defensor de derechos humanos. En razón de la persona 
y de las actividades que realiza la misma, el hecho mencionado debería tomarse 
por las autoridades con una especial atención e investigación, pues se podría 
estar ante el ataque deliberado hacia un defensor de derechos humanos con el 
objeto de amedrentarlo. 

De las dos situaciones presentadas, solo el asalto al domicilio del defensor Nés-
tor Vera está siendo investigado por el Ministerio Público, sin avances sustan-
tivos al momento del cierre del presente reporte.

La información referida aquí fue relevada en entrevista personal con el Sr. Nés-
tor Vera, y corroborada por testimonios recogidos por el autor del presente 
artículo.
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El 30 de setiembre pasado, la opinión pública asistió con gran indignación a la 
noticia que daba cuenta del desalojo forzoso de la comunidad indígena Sauce6, 
en el distrito de Mingá Porã, Dpto. de Alto Paraná. Las familias de este colecti-
vo indígena no solamente fueron privadas de todo reconocimiento o%cial sobre 
sus tierras, sino también sobre sus instituciones políticas.

Es así que el líder comunitario, Cristóbal Martínez, autoridad indígena, no so-
lamente de su comunidad, sino de todos los avá-guaraní, siendo el que ejerce la 
representación jurídico-política, hacedor de la vocería, la gestiones, trámites e 
interlocución con los agentes del Estado y los terceros que ocupan el territorio 
de su pueblo, no es reconocido con las formalidades que exige la ley. Si bien la 
Constitución de la República garantiza autonomía a las comunidades indíge-
nas en varios planos, incluyendo el político, el Instituto Paraguayo del Indígena 
(Indi) ha incumplido, acaso deliberadamente, su obligación de reconocer al 
Líder Martínez como autoridad de su comunidad y su pueblo, acrecentando el 
nivel de desprotección del grupo con esta omisión y falta de respuesta, con lo 



cual se limita las chances de litigar o intervenir en juicio de la comunidad, dado 
que el reconocimiento formal que hace el Estado a través del ente indigenista, 
permite otorgar seguridad jurídica y certeza legal sobre quién es el represen-
tante legal de la misma.

Un líder indígena, que aboga por los derechos colectivos de su pueblo y los 
derechos individuales de las personas que lo componen, es un defensor de de-
rechos humanos y, por tal condición, el Estado tiene una obligación adicional 
de protegerlos. En el caso relatado, esta situación está siendo incumplida grave-
mente, dado que, al cierre del presente informe, el Indi seguía sin pronunciar la 
resolución de reconocimiento del liderazgo del Sr. Cristóbal Martínez.
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Durante el presente año se registraron numerosos eventos relacionados a la te-
mática de protección de los defensores y defensoras, espacios desarrollados con 
la intención primordial de generar conciencia sobre el rol y la entidad jurídica 
propia que tiene la de%nición.

En ellos destaca el primer seminario sobre defensoras y defensores que se dio 
en llamar “Entre el compromiso y el riesgo”, cuya organización estuvo liderada 
por Enfoque Territorial, en el cual diferentes grupos organizados expusieron 
sobre la situación en la cual viven y desarrollan su labor de defensa de los de-
rechos humanos, resaltándose la creciente criminalización del activismo y la 
militancia social, mediante el uso indebido del derecho penal.

Entre las conclusiones, se remarcó que la exigibilidad de derechos económicos, 
sociales y culturales, ya sea en el ámbito urbano como en el rural, es vista siste-
máticamente por el Estado no como demandas sociales, sino como un proble-
ma penal que debe ser reprimido, lo que ha derivado en la criminalización de 
la protesta social como principal expresión de las violaciones que se perpetran, 
en un abierto incumplimiento de la obligación de promover y proteger la labor 
de los defensores y defensoras de derechos humanos.

En el ámbito internacional, la Comisión Interamericana de Derechos Huma-
nos (CIDH) dio a conocer su informe: “Criminalización de defensoras y defen-
sores de derechos humanos”, que realiza un análisis exhaustivo de las diferentes 
formas de afectación del trabajo de quienes promueven los derechos humanos, 
incluyendo importantes recomendaciones para los Estados, entre ellas la abs-
tención de realizar declaraciones estigmatizantes hacia los defensores y defen-
soras, algo que es desacatado permanentemente en el Paraguay.



El relator especial de la ONU para los defensores de los derechos humanos, Mi-
chel Forst, presentó  a comienzos del mes de agosto de 2016 su último informe, 
centrado en la situación de los defensores y defensoras ambientales, donde se 
describe como elemento propiciador de riesgos el entorno hostil a las explo-
taciones extractivas y el poder que tienen las empresas, en ocasiones incluso 
superiores a la autoridad de los Estados donde desarrollan sus actividades. 

El reconocimiento público y permanente de las principales autoridades, lí-
deres políticos y medios masivos de comunicación sobre la importancia de 
la labor de los defensores y defensoras de derechos humanos en la democra-
tización del país.

La abstención de toda forma de estigmatización de los defensores y defen-
soras, así como de los derechos humanos mismos, por parte de agentes del 
Estado, especialmente autoridades nacionales.

La no utilización del derecho penal como respuesta a las demandas sociales 
y el %n de la criminalización de toda protesta social.

El desarrollo de protocolos y mecanismos institucionales, que sirvan para 
la protección de defensoras y defensores en situación de riesgo o vulnera-
bilidad.

La investigación exhaustiva por parte del Ministerio Público de los hechos 
delictivos perpetrados y relatados en este informe en contra de defensores 
de derechos humanos y, particularmente, si existe vinculación o aquiescen-
cia con agentes del Estado.
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Las imágenes, como testimonios de situaciones de gran violencia, retransmiti-
das por las redes sociales, de un número creciente de intervenciones de agentes 
de la Policía Nacional y el Ministerio Público, en el contexto de con&ictos rura-
les y algunos casos de asentamientos urbanos de la periferia del área metropoli-
tana de Asunción, dieron cuenta a ojos de la opinión pública de una política de 
intervención estatal cada vez más abierta y asumida por las autoridades desde 
una presunta legalidad, sin reparar en que las mismas violan la prohibición de 
desalojo forzoso, en los términos que regula el derecho internacional de los 
derechos humanos.

Esta situación, que se ha vuelto una práctica generalizada y sistemática, en el 
contexto de crecientes disputas por la tenencia de la tierra y el derecho a la 
vivienda, supone la continuidad de una inercia represiva que marca un patrón 
de actuaciones violatorias de los derechos humanos, donde cuestiones como 
el derecho a la vivienda digna, la seguridad de la tenencia de las tierras o la 
protección de las áreas territoriales de ocupación y dominio ancestral de las 
comunidades indígenas que habitan en el Paraguay, pasan a ser gestionadas, 
en todo caso, por fuera estos con&ictos, en el marco de políticas reactivas o de 
simple contención.

El presente artículo busca una aproximación a la política estatal de los desalo-
jos forzosos, re%riendo el marco jurídico que está siendo violado e ilustrando 
con algunos casos la forma en que se ha expresado, particularmente este año, 
donde hemos visto a familias campesinas y comunidades indígenas vivir des-
ahucios que han aumentado su vulnerabilidad.

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CDESC) de la Or-
ganización de Naciones Unidas (ONU), en su Observación General (OG) N° 
7, de%ne a los desalojos forzosos como “el hecho de hacer salir a personas, fa-
milias y/o comunidades de los hogares y/o las tierras que ocupan, en forma 
permanente o provisional, sin ofrecerles medios apropiados de protección legal 
o de otra índole ni permitirles su acceso a ellos” y considera que los mismos, 
son incompatibles con los requerimientos del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), por lo cual se han desarrollado 
obligaciones especí%cas para los Estados.

En este sentido, es crucial recordar aquí el enunciado que el propio CDESC 
realiza sobre las condiciones que deberían darse para que un desalojo se ajuste 
a las obligaciones del Estado y consecuentemente sea compatible con el de-
recho internacional de los derechos humanos, señalando en su OG N° 7 que 



los Estados deben encuadrar su práctica en el siguiente marco: 1) Disponer de 
todos los recursos jurídicos apropiados. 2) que se adopten medidas apropiadas 
para impedir toda forma de discriminación a que el desalojo pueda dar lugar. 
3) que se estudien, conjuntamente con las personas afectadas, todas las demás 
posibilidades que permitan evitar o, cuando menos, minimizar la necesidad 
de recurrir a la fuerza, antes de que se lleve a cabo cualquier desalojo. 4) la 
debida indemnización en caso de ser privados de bienes personales. 5) Contar 
con las debidas garantías procesales, entre ellas: a) disponer de una auténtica 
oportunidad procesal para que se consulte a las personas afectadas; b) se dis-
ponga de un plazo su%ciente y razonable de noti%cación a todas las personas 
afectadas con antelación a la fecha prevista para el desalojo; c) que se facilite 
a todas las personas interesadas, en un plazo razonable, información relativa a 
los desalojos previstos y, en su caso, a los %nes a que se destinan las tierras o 
las viviendas; d) contar con la presencia de funcionariado del gobierno o sus 
representantes en el desalojo, especialmente cuando este afecte a grupos de 
personas; e) identi%cación exacta de todas las personas que efectúen el desalo-
jo; f) que el desalojo no se produzca cuando haya muy mal tiempo o de noche, 
salvo que las personas afectadas lo permitan expresamente; g) que se les ofrez-
can recursos jurídicos a los afectados; h) que se les ofrezca asistencia jurídica, 
siempre que sea posible, a quienes necesiten pedir reparación a los tribunales. 
6) derecho a que se proporcione otra vivienda, reasentamiento o acceso a tie-
rras productivas (según sea el caso), si las personas afectadas no disponen de 
recursos económicos su%cientes. 

Los derechos de los pueblos indígenas, leídos bajo las obligaciones internacio-
nales precedentemente descriptas, tienen aún salvaguardas y garantías propias 
más rigurosas. En tal sentido, vale recordar que la Constitución de la República 
del Paraguay, artículo 64: “…prohíbe la remoción o traslado de su hábitat (de 
las comunidades indígenas), sin el expreso consentimiento de las mismas”. Asi-
mismo, la Ley Nº 43/89, artículo 2: “No se admitirá innovación de hecho y de 
derecho en perjuicio de los asentamientos de las comunidades indígenas du-
rante la tramitación de los expedientes administrativos y judiciales a que dieren 
lugar la titulación de%nitiva de las tierras”.

El marco jurídico de garantías de los pueblos indígenas también descansa en 
las previsiones del Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT) “Sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes”, rati-
%cado por el Paraguay mediante la Ley Nº 234/93, que en su artículo 14, dice: 
a) Deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de 
posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan. Además, en los casos 
apropiados, deberán tomarse medidas para salvaguardar el derecho de los pue-
blos interesados a utilizar tierras que no estén exclusivamente ocupadas por 
ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus activida-
des tradicionales y de subsistencia. A este respecto, deberá prestarse particular 
atención a la situación de los pueblos nómadas y de los agricultores itinerantes. 
b) Los gobiernos deberán tomar las medidas que sean necesarias para determi-



nar las tierras que los pueblos interesados ocupan tradicionalmente y garanti-
zar la protección efectiva de sus derechos de propiedad y posesión.

Por último, el desarrollo de jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (Corte IDH), al referirse al alcance de la protección con-
vencional del artículo 21 de la Convención Americana de Derechos Humanos 
(CADH), refuerza nítidamente el marco jurídico protector, en este caso de los 
pueblos indígenas cuando dice que: a) “la posesión tradicional de los indígenas 
sobre sus tierras tiene efectos equivalentes al título de pleno dominio que otor-
ga el Estado; b) la posesión tradicional otorga a los indígenas el derecho a exigir 
el reconocimiento o%cial de propiedad y su registro; c) los miembros de los 
pueblos indígenas que por causas ajenas a su voluntad han salido o perdido la 
posesión de sus tierras tradicionales mantienen el derecho de propiedad sobre 
las mismas, aun a falta de título legal, salvo cuando las tierras hayan sido legí-
timamente trasladadas a terceros de buena fe; y d) los miembros de los pueblos 
indígenas que involuntariamente han perdido la posesión de sus tierras, y estas 
han sido trasladadas legítimamente a terceros inocentes, tienen el derecho de 
recuperarlas o a obtener otras tierras de igual extensión y calidad (Corte IDH, 
2006).
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Un estudio recientemente publicado por Base Investigaciones Sociales (Base 
IS), titulado “Judicialización y violencia contra la lucha campesina”, da cuenta 
que el periodo inmediatamente anterior al que abarca el presente reporte, regis-
tra 43 casos de con&ictos en el ámbito rural, donde el Estado desalojó y/o cri-
minalizó acciones de exigibilidad relacionados al acceso a la tierra o la tenencia 
de la misma (Areco y Palau, 2016). Si bien los autores no se re%eren, ni utilizan 
la categoría de desalojo forzoso, muchos de los casos que lograron documentar 
en su libro contienen elementos y se adecuan a la de%nición de desalojo for-
zoso dado por el CDESC. La cifra señalada de por sí es elocuente y señala el 
carácter generalizado de esta política represiva.

Esta situación, la ejecución de los desalojos forzosos, ha tenido una trágica 
continuidad y se ha instalado como práctica de Estado frente a los con&ictos 
de tierra que se han extendido durante el presente año. Uno de ellos, acaso el 
de mayor repercusión pública, fue el ocurrido en el distrito de Tembiaporã, 
Dpto. de Caaguazú, conocido como caso Guahory, ocurrido el 14 de setiembre 
de 2016, cuando aproximadamente 1.200 policías, un agente %scal y colonos 
brasileños procedieron a la expulsión de unas 200 familias campesinas de sus 
casas luego de que las mismas, así como sus cultivos y otros bienes, fueran 
completamente destruidos. Esto sin que un juez se haya pronunciado sobre la 
procedencia o no del desahucio, ni otras instancias del Estado hayan previsto 



medidas de salvaguarda o protección para reubicar a las personas y familias 
afectadas, garantizándoles, al menos, la alimentación y asegurándose el  acceso 
regular de niños, niñas y adolescentes a las escuelas, por ejemplo1. 

Al respecto, la Codehupy, en un pronunciamiento público, había señalado: 

El desalojo forzoso y el derribo de viviendas como medida punitiva, tal como se 
ha observado en Guahory, son prácticas incompatibles con las obligaciones de 
un Estado democrático y constituyen una grave violación a un conjunto amplio 
de derechos humanos como la vivienda, la alimentación, el agua y la seguridad 
en el hogar, agravados en este caso por el sometimiento de las víctimas a tratos 
crueles, inhumanos y degradantes durante el procedimiento que arrasó con sus 
medios de vida, conforme lo han señalado uniforme y consistentemente nume-
rosos testigos de los hechos2.

En este caso, además, se ha denunciado públicamente el pago irregular a la 
Policía Nacional de una determinada suma de dinero por parte de algunos co-
lonos de origen brasileño, quienes serían los bene%ciarios directos del desalojo. 
Asimismo, se ha señalado la utilización de un helicóptero de la Entidad Bina-
cional Yacyretá (EBY), lo que fue asumido como un “elocuente indicador de 
la colusión público-privada instrumentada para violar los derechos humanos 
de numerosas familias campesinas, hoy humilladas y sin garantías de retorno, 
reubicación ni indemnización”, según el pronunciamiento referido.

Víctimas de la política de desalojos forzosos también fueron indígenas del 
pueblo Avá Guaraní, cuya comunidad, Sauce, sufrió el embate represivo, sin 
atenuantes, cuando el 30 de setiembre de 2016 efectivos de la Policía Nacional 
procedieron a echarlos de sus casas, siendo estas y sus lugares comunitarios de 
culto completamente destruidos3 mediante la quema de los mismos.

En este caso, además del marco jurídico ya referido, el Estado incumplió su 
obligación de garantizar el derecho al retorno de la comunidad a sus tierras y 
decidió favorecer un derecho de propiedad, alegado, sin más título, bajo crite-
rios economicistas expuestos por un “productor” sojero con grandes intereses 
en la mecanización de las tierras para la implantación de cultivos de soja4 en 
la zona, sin consideración alguna por los derechos indígenas que ni siquiera 
fueron tenidos en cuenta en la decisión judicial.



Esta comunidad indígena –decían Sunú, Tierraviva y Codehupy en un comu-
nicado conjunto– “es una de las tantas que fue expulsada durante la construc-
ción de la hidroeléctrica Itaipú y que jamás fue indemnizada. Ante esto, y sin 
ninguna otra alternativa, regresaron a sus tierras ancestrales, para encontrarse 
con otro titular”. Este resultó ser Germán Hutz, suegro de la hermana del vice-
presidente, Juan Afara, titular que de este modo “encontró el eco favorable en 
las autoridades leales a la política sectaria que privilegia a los más poderosos, 
procediendo a expulsar a los indígenas de las tierras que siempre les pertene-
cieron” y fue violentada por “quienes deberían proteger por todos los medios a 
la parte más vulnerable”.

Estos dos casos, por cómo se ejecutaron, son reveladores, con independencia 
del debate jurídico que pueda subsistir sobre la propiedad del inmueble o %nca 
en cuestión, de cómo el Estado, a través de sus agentes %scales y policiales, ac-
túa sin consideración alguna de las obligaciones que tiene con relación a otros 
derechos humanos, como la alimentación, la vivienda, el trabajo, etc., que están 
siempre comprometidos en una situación de ocupación de tierras, donde el 
con&icto está dado y motivado por el estado de necesidad de los ocupantes, 
quienes siendo titulares de derechos, en materia de acceso a la tierra o pro-
tección de la tenencia de la misma, son víctimas del Estado que les negó esos 
derechos humanos en una contradicción insalvable.

La instrumentación del tipo penal de invasión de inmueble ajeno que es utili-
zado por %scales y policías –generalmente sin control jurisdiccional, sobre pre-
texto de que los campesinos y campesinas cuando ocupan unas tierras están en 
situación de &agrancia y que esto de por sí ya les faculta a intervenir– deviene 
completamente improcedente y en la práctica se ha convertido en una forma 
abusiva y arbitraria que viola todo tipo de derechos humanos.

El estado de necesidad no debería ser objeto de reproche penal. Los jueces, 
juezas o agentes %scales que admiten denuncias por presuntas invasiones de 
inmueble ajeno tienen la obligación de examinar el caso y leerlo no solo bajo 
las normas del derecho punitivo, sino de las obligaciones internacionales del 
Estado en materia de derechos humanos, antes de decidir un desalojo.
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En ocasión del desalojo de dos asentamientos urbanos de la ciudad de San 
Lorenzo, ejecutados el 13 de enero de 2016, el procedimiento utilizado siguió 
el llamado “Plan de acción conjunta para casos de hechos punibles de invasión 
de inmueble ajeno” más conocido como “protocolo de desalojo”, que tiene su 
origen en un acuerdo interinstitucional de actuación encabezado por el Minis-
terio del Interior. 



Este plan fue un acuerdo suscripto el 28 de marzo de 2012 entre autoridades del 
Ministerio del Interior, de la Fiscalía General del Estado y la Policía Nacional 
reconociendo como motivación que la “sociedad requiere de las instituciones 
del Estado una respuesta e%caz y efectiva al problema de la invasión de inmue-
ble ajeno”. El mismo consta de cuatro fases: a) Constitución %scal (ante el co-
nocimiento de una presunta invasión, el %scal junto con la Policía Nacional se 
constituirá en el lugar para averiguar los motivos de la presencia de la gente en 
el lugar y les advertirá de sus consecuencias); b) Plani%cación del procedimien-
to (La Policía Nacional y la Fiscalía realizan el plan de operaciones debiendo 
comunicar a direcciones de derechos humanos); c) Procedimiento de aprehen-
sión y cese del hecho antijurídico (se dispone genéricamente “las medidas que 
correspondan conforme a la Constitución y las leyes”, aprehender a los autores, 
levantar evidencias, custodiar el lugar); c) Proceso Penal. 

Como es fácil apreciar, no se contempla fase alguna para el abordaje de medidas 
de Estado orientadas a la satisfacción de otros derechos humanos, que no sea 
el de la propiedad privada, cuya protección es la razón de ser del instrumento. 
Esto, por lo que se ha dicho hasta aquí, es absolutamente incompatible con las 
obligaciones emanadas del derecho internacional y la propia Constitución de 
la República, que de%ne al Estado como social de derecho.

Es decir, en ninguna de las cuatro fases establecidas, por ejemplo, se prevé la 
intervención de la Secretaría Nacional de la Vivienda y el Hábitat (Senavitat) 
a %n de determinar los derechos insatisfechos de las personas y familias o del 
Instituto de Desarrollo Rural y de la Tierra (Indert), etc.

El protocolo, además, permite aprehensiones de forma genérica, por lo que 
también es violatorio de la libertad de las personas. La presunta &agrancia tam-
poco se con%guraría, pues son casos en los que, generalmente, aún falta un 
pronunciamiento judicial sobre el mejor derecho o la situación del inmueble 
en cuestión. 

En el texto no se menciona la palabra “desalojo”, aunque está claro que es esta 
la acción que se realiza, pero en cambio utiliza eufemismos jurídicos como el 
de “cesar el hecho antijurídico” o proceder con las “medidas que correspondan 
según la Constitución y las leyes”. Tampoco plasma términos como expulsión 
o “lanzamiento” (término utilizado por nuestra normativa civil). Este extremo 
cuidado de disimular la acción principal buscada por el operativo se debe a que 
las autoridades intervinientes se encuentran arrogándose funciones ajenas a 
sus facultades legales, en este caso las de un juez del fuero civil. 

El desalojo es una acción civil prevista en nuestro código en el apartado de 
juicios y procedimientos especiales (CPC, art. 621 a 634). Este procedimiento 
sumario señala la oportunidad de la defensa en juicio de los bienes jurídicos 
en juego, y en el cual se prevé que un juez analice todas las pruebas y derechos 
para hacer o no lugar al desalojo. 



Sin embargo, ese cuidado de no mencionar la palabra desalojo se vuelve 
anecdótico cuando se contrasta con los informes policiales que narran la 
misma acción coordinada con la Fiscalía. La Policía Nacional, sin advertirlo, 
generalmente sí se re%ere a diversos casos como “el operativo desalojo”.  

El “protocolo de desalojo” no puede prevalecer sobre la ley y el marco jurídico 
general, tal como lo plasma la OG N° 7 del CDESC, citado más arriba. 
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San Lorenzo fue escenario de 4 desalojos mediatizados en el 2016, dos de ellos 
ocurridos el 13 de enero (Capilla del Monte y Paraíso) y dos más el 1 de junio 
(Boca de King Kong y Triunfo). 

Estos desalojos fueron precedidos por una investigación realizada por la Poli-
cía Nacional sin participación de los órganos competentes para el efecto. Esta 
investigación, que se encuentra al menos en parte dentro de las carpetas %sca-
les, resulta ilustrativa respecto al proceder de los órganos estatales (ver artículo 
sobre Defensores y Defensoras de este mismo informe). 

El segundo operativo se realizó, al decir de un medio de comunicación, de 
forma “pací%ca” queriendo señalar la falta de reacción de los ocupantes, pero 
donde se quemaron viviendas, enseres personales y bienes de los mismos. La 
cali%cación de “pací%co” pareciera no quebrantarse ante esas medidas para di-
cho periódico5. 

En algunos casos se solicita la presencia de ministerios, secretarías y otras  insti-
tuciones encargadas de brindar respuestas de atención y protección a niños, ni-
ñas y adolescentes afectadas por los operativos. Sin embargo, en el mejor de los 
casos, algunos funcionarios y funcionarias de estas dependencias hacen acto de 
presencia durante las violentas intervenciones,  pero no para alguna atención 
mediata en especial a  mujeres embarazadas, niños, niñas, adolescentes,  perso-
nas con discapacidad, adultos y adultas mayores, sino como simples espectadores. 

En su punto 16, la OG N° 7 del CDESC es claro en señalar que “los desalojos no 
deberían dar lugar a que haya personas que se queden sin vivienda o expuestas 
a violaciones de otros derechos humanos. Cuando los afectados por el desalojo 
no dispongan de recursos, el Estado Parte deberá adoptar todas las medidas 
necesarias, en la mayor medida que permitan sus recursos, para que se pro-
porcione otra vivienda, reasentamiento o acceso a tierras productivas, según 
proceda”. Sin embargo, hasta el cierre de este informe, ninguna autoridad de la 
Senavitat se ha acercado a las familias que fueron desalojadas y que se encuen-
tran en la calle.



Con base en las obligaciones referidas, un juez o %scal, en tanto agentes del 
Estado, cuya actuación compromete la responsabilidad internacional del Para-
guay, están obligados a pronunciar sus decisiones enmarcándolas en las obliga-
ciones que impone el derecho internacional de los derechos humanos. En con-
secuencia, aun estableciéndose eventualmente desde un punto de vista formal 
los requisitos para ordenar un desalojo, si las personas o familias afectadas por 
la medida no fueron atendidas en sus derechos por el Estado –ya sea en materia 
de tierras o vivienda–, las autoridades competentes, además de estar facultadas, 
están obligadas a suspender la ejecución de la sentencia. Esta puede ser inte-
rrumpida por el tiempo que sea necesario hasta tanto los órganos correspon-
dientes planteen soluciones de%nitivas, en las cuales es imprescindible la activa 
participación de los afectados y afectadas, a raíz de las obligaciones que tiene el 
Estado de respetar derechos, en este caso el de acceso a tierras y vivienda. 

En palabras del CDESC: “Los desalojos no pueden resultar en la constitución 
de individuos sin vivienda o vulnerables a la violación de otros derechos hu-
manos”. Por ende, privar arbitrariamente de vivienda y tierra a una persona o 
grupo de personas viola los derechos humanos.

Derogar las disposiciones y “protocolos” de desalojo que, además de tener 
menor rango que la Constitución y los tratados internacionales, son con-
trarios a los principios de la Carta Magna y los compromisos del Estado en 
materia de derechos humanos. 

Atender las necesidades de tierra y vivienda a través de políticas públicas que 
brinden soluciones integrales a la problemática y no derivar las respuestas 
al campo penal. 

Suspender los desalojos forzosos hasta que los órganos correspondientes, 
como el Indert o la Senavitat, hayan intervenido en cada caso puntual para 
dar respuesta a las demandas económicas y sociales al Estado.

La ejecución de los desalojos, por parte de agentes estatales, debe suspender-
se hasta tanto los derechos humanos de las personas afectadas sean objeto 
de protección y garantía su%ciente y adecuadas por los organismos compe-
tentes del Estado.
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Mientras comenzamos estas líneas llega una buena noticia entre tanta injusticia 
sobre el caso Curuguaty: sobreseyeron a Raquel y anularon el proceso judicial 
parcial e injusto que soportó por más de cuatro años. Este resultado rati%ca la 
necesidad de seguir enfrentando, sin desmayos, uno de los oprobios sociales, 
políticos y jurídicos más grandes del Paraguay del siglo XXI: el caso Curuguaty, 
o la negación total de los derechos humanos. A continuación, va nuestro aporte 
militante, en los terrenos de la memoria y del debate de ideas, para expresar un 
sentido: seguir luchando por la libertad de los demás presos políticos vincula-
dos al caso.

El año 2016 trajo de%niciones en el largo proceso de tormento judicial sufrido 
por los campesinos y las campesinas víctimas y supervivientes de la masacre 
de Marina Kue, Curuguaty, sucedida el 15 de junio de 2012, donde resultaron 
asesinadas 17 personas (once campesinos y seis policías) tras un violento ope-
rativo policial. Se trata del más emblemático caso para los derechos humanos 
en el Paraguay actual, que tuvo además un sentido y unas consecuencias de alta 
relevancia en la historia política reciente del país.

Esta masacre brindó el argumento de origen para el juicio político que destitu-
yó al presidente Fernando Lugo, realizado apenas una semana luego del suceso 
(el 22 de junio de 2012), interrumpiendo el mandato para el que había sido elec-
to en 2008 y que debía haber concluido en 2013. La inestabilidad política que se 
desató a partir de los hechos de Marina Kue propició las condiciones para que 
la derecha paraguaya –Partido Liberal más Partido Colorado, contorneados 
por algunas adyacencias menores– tuviera las condiciones para concretar lo 
que había sido una constante amenaza al gobierno de Lugo: implementar un 
juicio político exitoso. La destitución de Lugo polarizó a la sociedad y, desde 
una posición, fue equiparada a un golpe de Estado parlamentario, debido al 
juicio político llevado a cabo en 24 horas, sin condiciones básicas de razonabi-
lidad ni respeto al derecho a la defensa. Tras el juicio, asumió el poder el hasta 
entonces vicepresidente electo, Federico Franco, quien completó el mandato 

–bajo una seria crisis de legitimidad– hasta que entregó el cargo en agosto de 
2013 al Presidente electo en los comicios realizados en abril de dicho año, Ho-
racio Cartes. De esa manera, el caso Curuguaty marca el retorno del Partido 
Colorado al poder que había ejercido de manera continua entre 1947 y 2008, 
luego de apenas un breve paréntesis de cinco años.

La confusa situación vivida cuando la masacre de Marina Kue dio lugar casi 
inmediatamente a un discurso explicativo dirigido hacia dos objetivos: por una 
parte la supuesta responsabilidad política del entonces presidente, lo que dio 



lugar al juicio político, y, por otra parte, la también supuesta responsabilidad 
penal del grupo de campesinas y campesinos asentados en Marina Kue, que de-
mandaban se inicie un proceso de distribución de esas tierras que reconocían 
como propiedad estatal y que debían haber sido destinadas a la reforma agraria. 
Ambas líneas argumentales han estado siempre íntimamente ligadas, pues se 
precisaba de una culpabilidad para consumar el golpe político destituyente y, 
también, de unos culpables que justi%caran la actuación policial. Si los policías 
mataron a 11 campesinos –como siempre se supo había sucedido–, debían de-
mostrar que lo habían hecho como reacción válida ante los 6 policías muertos. 
Pero ¿quiénes mataron a los policías?

La pregunta, que debería haber sido respondida tras una investigación seria 
por parte de la Fiscalía, se contestó por vía de un libreto prefabricado que ubi-
có como culpables a las campesinas y los campesinos sin tierras que ocupaban 
el predio de Marina Kue, tierras a su vez ocupadas por una empresa privada: 
Campos Morombi, y en ese entonces en disputa entre dicha empresa y el Es-
tado paraguayo1. Así, imputaron a mansalva a unas 60 personas que suponían 
habían estado en el lugar (a partir de una lista escrita a lápiz en un cuaderno 

–la nómina de aspirantes a las tierras que habían elaborado los propios campe-
sinos– que se mojó y luego terminó “perdido”) y luego acusaron a 17 de ellas 
(15 adultos y dos adolescentes; 13 hombres y 4 mujeres). Posteriormente, tres 
fueron sobreseídas en audiencia preliminar realizada en 2013. En el mismo año 
uno de los adolescentes aceptó someterse a un procedimiento abreviado que 
terminó en una condena (es decir: culpabilidad2) con suspensión a prueba de 
la ejecución de condena. En tanto, 13 fueron pasados a juicio oral y público; 
para las 12 personas adultas de ese grupo el juicio se inició en  julio de 2015, y 
en noviembre de este año,  para Raquel, en virtud de que era aún adolescente 
en el momento de los hechos juzgados. 

El proceso seguido hasta llegar al juicio oral y público representó en sí mismo 
un prolongado calvario para el conjunto de las personas acusadas, por varias 
razones: la parcialidad mani%esta de los actores intervinientes por parte del sis-
tema judicial, la falta de razonabilidad de la acusación, las incoherencias proce-
sales, la necesaria interposición de recursos por la defensa técnica ante actua-
ciones parciales, el cambio reiterado de defensores, las sucesivas suspensiones 
de los actos procesales –desde la audiencia preliminar hasta el inicio del mismo 
juicio– y, sobre todo, la prolongada, injusti%cada e injusta prisión preventiva de 



las personas acusadas. En tres ocasiones llegaron las personas acusadas a huel-
gas de hambre límites para obtener medidas alternativas de libertad,  al menos 
arrestos domiciliarios y mejores condiciones de reclusión.

El juicio a los campesinos y las campesinas de Curuguaty duró entre su inicio 
formal y su %nalización casi un año completo. Comenzó el 28 de julio de 2015 y 
concluyó el 11 de julio de 2016, si bien el 18 de julio se leyó la parte argumentati-
va de la condena. Su primera etapa estuvo marcada por la suspensión reiterada 
de acto procesal, por cambios sucesivos en la defensa técnica y por incidentes y 
recusaciones planteados por los defensores, por sumarios y sanciones a los abo-
gados defensores3, hasta que a %nales de 2015 empezó a cobrar un ritmo &uido, 
llegando a su conclusión en 2016. Pero, puede a%rmarse que en todo este lapso 
la tónica del proceso no se apartó de los delineamientos marcados desde el ini-
cio del caso: el hilo argumental fue el mismo, desde las primeras explicaciones 
dadas por los agentes estatales responsables de la persecución penal, hasta el 
alegato %nal de la Fiscalía y la condena %nal.

La versión o%cial fue construida e instalada tanto por los medios de comuni-
cación hegemónicos como por los actores estatales centrales de esta historia, 
principalmente Jalil Rachid, el %scal de la causa Curuguaty, hoy viceministro de 
Seguridad del gobierno Cartes. Dicha versión giró alrededor de la “teoría de la 
emboscada”. Es decir, que los campesinos de Marina Kue –alrededor de 70– lo-
graron emboscar, con intención criminal, a una fuerza policial de élite y adiestra-
da –compuesta por más de de 300 efectivos–, portando apenas algunas escope-
tas rústicas, cuchillos, machetes y alguno que otro elemento propio de las tareas 
del campo. Esta hipótesis de trabajo funcionó como libreto o%cial. Una vez que 
cobró fuerza explicativa propia, todo el proceso judicial se encaminó a recon%r-
marla, descartando así toda posibilidad de investigación imparcial de los hechos.

Esta circunstancia representa una gravísima violación de los derechos huma-
nos, pues es equiparable a una sentencia previa: una condena que se justi%ca 
por sí misma y no por la veracidad de los hechos, con%rmados por pruebas co-
herentes y válidas. Con%gurada la condena a priori de los acusados, el proceso 
judicial perdió su sentido más profundo, que es el arribo a una conclusión váli-
da acerca de culpabilidades o inocencias. Las pruebas fueron reducidas a colec-
ciones de objetos sin mayor trascendencia para el análisis del caso, elementos 



probatorios que habrían sido determinantes se perdieron, se contaminaron por 
inadecuada manipulación o quedaron fuera del proceso por ocultamiento, los 
testimonios (muchos altamente imprecisos y hasta contradictorios) no fueron 
debidamente contrastados, no se investigaron las graves denuncias de ejecucio-
nes de varios de los campesinos; en %n… un largo proceso  y un voluminoso 
expediente que no hizo más que con%rmar lo que era de conocimiento público  
desde el principio: la voluntad férrea de condenar a este grupo de campesinos 
y campesinas –más allá de la verdad y de la razón– porque esto era necesario 
como punto %nal a un caso que pone en entredicho la legitimidad de todo el 
sistema político y de justicia del Paraguay.

Así, el año 2016 marcó un hito para la injusticia en el Paraguay: el juicio al caso 
Curuguaty terminó en condena generalizada e irracionalmente dura para 11 de 
las campesinas y los campesinos procesados4, por las acusaciones de homicidio 
doloso consumado5 –referida a la muerte de los seis policías–, invasión de in-
mueble ajeno y asociación criminal para delinquir. Nótese de manera enfática 
que ninguna de las muertes de los 11 campesinos fue investigada ni derivó en 
un proceso penal: la más absoluta impunidad.

Las condenas fueron de entre 30 y 4 años de prisión, con un adicional de 5 años 
de medidas de seguridad para Rubén Villalba, por la supuesta peligrosidad que 
el Tribunal, dice haber con%rmado a partir de pericias psicológicas. Villalba re-
cibió la condena más alta, de 30 años, y al agregársele dichas medidas el sistema 
judicial/penal del Paraguay se ocupó de que no pueda salir de prisión sin haber 
completado el lapso de la condena6. A Luis Olmedo le condenaron a 20 años de 
prisión y a Arnaldo Quintana y Néstor Castro a 18 años cada uno. Estas fueron 
las condenas más elevadas, en vinculación con la muerte de los policías y las 
demás acusaciones ya mencionadas.

Además, las tres mujeres que afrontaron el juicio, Lucía Agüero, Dolores López 
y Fany Agüero, recibieron la condena de seis años de pena privativa de libertad. 
El Tribunal decidió que guarden arresto domiciliario hasta cumplir la conde-
na. A las tres mujeres se les atribuyó haber estado presentes en el lugar de los 
hechos, en compañía de niños, niñas y adolescentes y ancianos, como parte de 
un plan orquestado por el grupo de campesinos, “con la %nalidad estratégica de 
generar un ambiente de con%anza en los agentes policiales, y evitar que estos 



recurran a la fuerza para el desalojo. Esto facilitó el trabajo de los tiradores que 
dispararon en contra de los policías”7. Es decir, se condena a las mujeres por su 
sola presencia, atribuyendo a este hecho intenciones criminales. Las mujeres 
participan en las organizaciones y movilizaciones campesinas y sociales por 
derecho propio. Suelen hacerlo acompañadas de sus hijos e hijas, debido al rol 
que prioritariamente se les  asigna en función de la división sexual del trabajo. 
Resulta increíble que por ello sean criminalizadas: por estar presentes en com-
pañía de sus hijas e hijos.

Finalmente, los acusados Felipe Benítez Balmori, Adalberto Castro, Alcides Ra-
mírez, y Juan Carlos Tillería recibieron la condena de cuatro años de cárcel por 
invasión de inmueble ajeno y asociación criminal. Dado que estos cuatro hom-
bres ya habían estado privados de libertad por cuatro años, quedaron libres.

Todo el juicio del caso Curuguaty se realizó principalmente en español, siendo 
en parte –y de manera abiertamente limitada– trasladado al guaraní por una 
traductora o%cial presente durante el juicio, luego de la solicitud del equipo de 
abogados defensores en este sentido. La sentencia fue íntegramente leída en 
español, con apenas unas breves explicaciones en guaraní. Esto, que representa 
una &agrante violación a los derechos humanos y a las leyes del Paraguay, colo-
ca también ante el mundo uno de los sentidos profundos del caso Curuguaty: 
es el zarpazo discriminatorio de un Estado poscolonial basado en la despose-
sión territorial y cultural de la población indígena y campesina.

Finalizó el juicio, pero no el proceso. A inicios de agosto de 2016 los abogados 
de la defensa técnica de las once personas condenadas, presentaron un recur-
so de nulidad y apelación de la sentencia de primera instancia. Si se observa 
el transcurso de los cuatro años de proceso judicial, cabe dudar de que esta 
solicitud cambie el curso de los hechos. No obstante, como ya se ha venido 
haciendo, esta descon%anza nunca deberá signi%car que no se sigan todos los 
pasos posibles en búsqueda de la justicia para las víctimas mortales y penales 
del caso Curuguaty.

Pese a todo, el 17 de noviembre de 2016 sobrevino una victoria para la justicia 
en el caso Curuguaty: el tribunal de sentencia  declaró nulo el proceso judicial 
seguido a Raquel y la sobreseyeron de manera de%nitiva. Se trata de una de las 
dos personas adolescentes vinculadas a los hechos de Curuguaty, que fueron 
acusadas y luego juzgadas. Ella no había aceptado el procedimiento abreviado 
que le ofrecieron si se asumía como culpable y esperó el juicio, permaneciendo 
17 días en la cárcel del Buen Pastor, más de un año en prisión domiciliaria y 



luego bajo libertad ambulatoria. Fue juzgada bajo las normas procesales co-
rrespondientes a los y las adolescentes, en un acto diferente al de los demás 
acusados adultos, con la defensa técnica de Codehupy, a cargo de las abogadas 
Mirta Moragas y Sonia Von Lepel.

El Tribunal de Sentencia de Salto del Guairá dictaminó la nulidad absoluta del 
proceso judicial debido a que en su momento a Raquel no se le realizó una 
evaluación psicosocial para determinar si la misma contaba con la madurez 
su%ciente para conocer la antijuridicidad de los hechos en el momento de lo 
ocurrido, lo que era una obligación en este caso por tratarse de una adolescente. 
Habiendo transcurrido cuatro años de los hechos, el Tribunal entendió que la 
situación era insalvable y que se había violado el principio del debido proce-
so garantizado en la Constitución Nacional, en la normativa internacional y 
nacional referida a los derechos de la niñez y la adolescencia, y en los procedi-
mientos penales establecidos.

El caso Curuguaty es un compendio de injusticias, históricas y actuales. Aun 
cuando puede considerarse que haber vivido un proceso tan largo es en sí una 
forma de castigo indebido, el resultado en el proceso de Raquel es el primero 
coherente con la idea de justicia, pues por primera vez un órgano judicial con 
intervención en este caso no solo declaró, sino que además actuó apegándose 
a las normas del debido proceso. Sienta un precedente que debería servir para 
que ningún adolescente del Paraguay se vea sometido a circunstancias simila-
res. La sentencia otorgada a Raquel le permite verse libre del tormento judicial/
penal que prosigue para los demás condenados, para así construir un proyecto 
de vida en libertad.

La injusta condena a los once campesinos y campesinas del caso Curuguaty 
despertó reacciones tanto en el país como más allá de las fronteras. Numerosas 
organizaciones sociales, así como redes locales y de diversos países, se movili-
zaron para expresar su protesta y solidaridad por el resultado del caso. Frente 
al Palacio de Justicia en Asunción, la movilización acompañó la lectura de la 
sentencia y se instaló una carpa permanente donde familiares y activistas de 
derechos humanos siguen en protesta hasta ahora, a punto de %nalizar el año.

A nivel de los sistemas internacionales de protección de los derechos humanos, 
ni bien concluida la emisión de la sentencia, el Alto Comisionado de las Nacio-
nes Unidas para los Derechos Humanos, Zeid Ra’ad Al Hussein, expresó:

La condena de 11 campesinos en el caso Curuguaty luego de un juicio que se 
señala de no haber respetado garantías procesales es muy preocupante. En los úl-
timos cuatro años, varios mecanismos de derechos humanos y organizaciones de 



la sociedad civil han advertido sobre graves irregularidades en la investigación, 
incluidas denuncias de violaciones del debido proceso y al derecho a la defensa8.

Además, recordó la recomendación que ya en 2013 había dado el Comité de 
Derechos Humanos al Paraguay en el sentido de realizar una investigación in-
mediata, independiente e imparcial, habida cuenta de las irregularidades en la 
actuación del Ministerio Público, el Poder Judicial y las fuerzas de seguridad, 
así como la falta de imparcialidad e independencia en la investigación de los 
hechos. Mencionó además que ya en 2013 en el Examen Periódico Universal 
(EPU) se había recomendado a Paraguay crear una comisión independiente de 
investigación para esclarecer los hechos, habiendo el país aceptado ese com-
promiso. Pidió poner %n a la impunidad con relación al caso, recordando la 
recomendación emitida en 2012 por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH), con relación al asesinato de Vidal Vega, uno de los campe-
sinos testigos clave en el caso, y que el país avance en la reforma con relación a 
la tierra, un antiguo pendiente.

Lo increíble del caso es la respuesta dada por el Gobierno de Paraguay. En un 
comunicado del Ministerio de Relaciones Exteriores, acusó de improcedentes a 
las declaraciones del Alto Comisionado, a%rmando que sí se había investigado 
el asesinato de los campesinos, que el proceso seguía su curso normal en la 
justicia ordinaria del Paraguay, que la actuación policial había sido en legítima 
defensa y que la creación de la comisión de investigación independiente era 
responsabilidad del Congreso Nacional. En síntesis: un acabado ejemplo de 
negación del problema9.

Por otra parte, en respuesta a la denuncia y petición de medidas cautelares reali-
zada en 2014 por los abogados Vicente Morales, Guillermo Ferreiro y Aitor Mar-
tínez, actualizada en 2016 por este último junto con la Plataforma de Estudios e 
Investigación de Con&ictos Campesinos (PEICC), la CIDH envió el 29 de julio 
de 2016 un pedido de informe al Estado paraguayo con relación a la situación de 
los campesinos y campesinas procesados y condenados. El plazo inicial para con-
testar esta petición fue de tres meses. Sin embargo, con posterioridad ampliaron 
dicho lapso hasta el 2 de diciembre de 201610. Hasta el cierre de este informe no se 
tenía noticias de que el Estado paraguayo haya contestado.

Como puede verse, es un caso que concita la atención de los sistemas interna-
cionales y que posiblemente se encamine a que una vez más el Paraguay deba 
dar cuenta de sus actuaciones violatorias de los derechos humanos (más allá de 
la negación recurrente de los hechos).



Finalmente, el Senado Nacional reaccionó a las solicitudes y observaciones de 
los organismos de derechos humanos y, posiblemente, a la visita del relator 
para Paraguay de la CIDH, Sr. Paulo Vannuchi, quien se reunió con diversas 
autoridades del país a %n de tratar los temas más urgentes relativos a los dere-
chos humanos. Esta visita ocurrió en agosto y posteriormente el Senador Ro-
berto Acevedo, presidente del Senado, anunció la creación de una comisión de 
investigación independiente que se ocupará de tratar el caso Curuguaty. Dicha 
instancia estaría dirigida por el abogado Diego Bertolucci. Sin embargo, hasta 
el penúltimo mes del año no hubo nuevas noticias acerca de su constitución y 
funcionamiento efectivo11.

El caso Curuguaty es mucho más que su complejo proceso judicial y sus hi-
tos de injusticia: signi%có una explosión de sentidos a partir de junio de 2012, 
porque desbordó los con%nes paraguayos, dio pie a la creación de un léxico 
político con impacto en la vida social y política de otros países, y representa un 
modelo de enseñanzas para las luchas sociales ciudadanas, de quienes pelean 
por más derechos, de los sectores progresistas y de las izquierdas. Condensa un 
conjunto importante de experiencias históricas: es un modelo que debe de ser 
estudiado analíticamente y, sobre todo, no relegado al olvido de la cárcel o al 
olvido colectivo, porque concentra las tácticas y estrategias político-judiciales 
de una derecha sumida a los principios más rancios del capital, que avanza sin 
descanso y que en función de gobierno actúa negando derechos, sobre todo 
para quienes se ubican en los bordes o fuera de los márgenes del Estado bur-
gués latinoamericano.

La masacre de Curuguaty remite a la disputa por tierras malhabidas de herencia 
stronista, entre un campesinado que las necesita para subsistir y un agronegocio 
sojero expansivo, que mueve granos, dólares y glifosato. Pero, ampliando el án-
gulo de mira: Curuguaty y Marina Kue implican una disputa entre tres actores: el 
campesinado en reclamo de su derecho a la tierra –que es un profundo reclamo 
del derecho a la vida, para todo ser humano pero sobre todo para el campesinado, 
pues las subsociedades campesinas viven con (no de) la tierra–, un empresariado 
voraz, actuado por la %rma Campos Morombí, de un conocido político colorado 
ya fallecido, Blas N. Riquelme, y un Estado paraguayo objeto de disputa y de fuer-
zas en tensión que operan de formas diversas para poner en juego movimientos 
y actorías que en este caso resultaron en masacre y condena.

El caso Curuguaty habla sobre la subsociedad campesina que, al haber sido 
perseguida a lo largo de cuatro años –en los cuerpos de las mujeres y los hom-
bres procesados y luego condenados, que experimentaron sobre su propia piel 



la parcialidad, la ine%ciencia y la burla del sistema jurídico paraguayo–, nos 
demuestra de manera patente las relaciones de dominación y explotación ac-
tivas en las sociedades que funcionan bajo el imperio del capital. Frente a los 
mismos derechos, no todos los ciudadanos y las ciudadanas son iguales. Hay 
un trato diferencial en función a etnia, raza, clase y género, que forman una 
intersección con las relaciones coloniales y neocoloniales, tanto nacional como 
internacionalmente. 

Curuguaty es la razón por la cual hay (y “debe haber”) campesinos sin tierra. 
Porque se trata de una subjetividad no totalmente ordenada dentro de la ra-
cionalidad del Estado burgués, siempre un poco díscola e inconformista: no 
trabaja ocho horas, no habla una lengua de “prestigio”, no tiene los modales ni 
respeta el sistema de la moda urbanos, está en fricción con el sistema capitalista 
y con la compleja cadena de formación del capital, se resiste a la “moderniza-
ción” –mortal, por cierto– del sistema de producción que implica el agronego-
cio. Curuguaty fue posible, es posible (y sigue vigente, pues hay campesinos 
sentenciados y presos) porque hay poderes que temen a la vida de esos otros 
no totalmente ordenados dentro del Sistema –esa idea no materializable, no to-
talizable, que se corresponde a la suma de estructuras sociales económicas, téc-
nicas, cientí%cas, ideológicas, éticas, artísticas, educativas y un largo etcétera– y 
atentan con todos los medios que tienen a disposición en contra de las vidas de 
esos otros, sean campesinos, indígenas, estudiantes, jóvenes, mujeres, travestis, 
homosexuales, comunistas, migrantes. “Otros” que son personas “descartables” 
para las derechas en estado de gobierno a la hora de formular discursividades y 
políticas públicas para la vida ciudadana.

Aún más, el caso Curuguaty interpela tres órdenes políticos. 1. Remite a la in-
terrupción de la larga hegemonía colorada en Paraguay, de 61 años, apenas in-
terrumpida en 2008 con la victoria del gobierno de Fernando Lugo; una hege-
monía que entre sus márgenes tuvo a la larga noche stronista metida adentro: 
1954-1989. 2. Remite a la interrupción de un régimen democrático y a un año 
y medio del despojo franquista. 3. Signi%ca la vuelta, remozada, de un colora-
dismo empresarial, de la mano de Cartes, con una legitimidad atada a un golpe 
de Estado. Curuguaty signi%ca también el accionar de un “partido judicial”, en 
connivencia con poderes ocultos y conservadores, lo que constituye una subje-
tividad en estado de acción en toda nuestra América.

Pero el caso Curuguaty trascendió al Paraguay y se complejizó, sin que al inicio 
pudiéramos siquiera sospechar el alcance de su signi%cado político y humano. 
Desbordó inmediatamente lo social para tener un duro impacto en el ámbito 
de la política, pues dio lugar al primer golpe de Estado del siglo XXI en el Cono 
Sur, precedido por el golpe en Honduras en 2009 al gobierno del presidente 
Manuel Zelaya y seguido por el de Brasil en 2016 al gobierno de la presidenta 
Dilma Rousse'. Asimismo, Curuguaty inauguró la senda de una restauración 
conservadora en la región del Cono Sur. De hecho, el llamado “golpe a la para-



guaia”, tal como lo nombró Dilma, forma parte de una familia de operaciones 
políticas que con%gura una genealogía para los gobiernos progresistas/refor-
mistas en América Latina.

Curuguaty representa hoy una pléyade de sentidos sociales, políticos y cultu-
rales, en plena vinculación con los derechos humanos o con su negación sis-
temática. Están aquí en juego los derechos a la vida, al trabajo, a la salud, a la 
cultura, al uso de la lengua materna, a un ecosistema o ambiente sano en el que 
reproducir el ciclo de la vida. Es un caso que debe ser visto desde esta comple-
jidad multidimensional, y desde una ejemplaridad que condensa los dramas 
más profundos de la historia y del presente de todo un país, y también de la 
región. El caso Curuguaty, con su condena, con sus hitos de injusticia y con su 
futuro aún incierto, representa tanto que ha recon%gurado las posibilidades de 
nuestro futuro.

Este artículo recoge y rearticula algunas ideas expuestas por el autor y la autora 
en diversas publicaciones:
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